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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los señores Ministros de Hacienda, don Andrés Velasco Brañes y Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney, y la señora Ministra Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, doña Paulina Urrutia Fernández.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 19 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 79ª, ordinaria, en 8 de enero; 80ª, especial, y 81ª, ordinaria,  ambas en 9 de enero, todas del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios



Del señor Ministro de Defensa Nacional, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, referido al Fondo de Ayuda Mutua que funcionaba en el Ejército.



Del señor Ministro de Hacienda, con el que contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Horvath, relativo a los problemas que afectan a los habitantes de la comuna de Aisén.



Del señor Subsecretario de Aviación, por medio del cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Frei, referido a los antecedentes presentados por la Ilustre Municipalidad de Osorno con relación a la implementación del sistema de aterrizaje por instrumentos (ILS) para el aeródromo Cañal Bajo, de la referida comuna.



Del señor Embajador Director de la sección América del Sur, del Ministerio de Relaciones Exteriores, mediante el cual contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Navarro, referido al envío a las embajadas chilenas de América Latina y el Caribe de una copia de su intervención en homenaje a Simón Bolívar con ocasión del 177° aniversario de su muerte.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que cambia la denominación del Estadio Nacional por “Estadio Nacional Julio Martínez Prádanos” (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletines N° s 5.695-06 y 5.689-06, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 1).


De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, recaídos en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Acuerdo de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Perú que modifica y sustituye el Acuerdo de Complementación Económica (ACE) N° 39, sus anexos, apéndices, protocolos y demás instrumentos suscritos a su amparo, adoptado en Lima el 22 de agosto de 2006, y el Acuerdo que lo modifica (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 5.128-10) (Véanse en los Anexos, documentos 2 y3).


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto, iniciado en moción de los Senadores señores Espina, Gómez, Larraín y Navarro, que modifica el Código Penal y la Ley de Control de Armas con el fin de sancionar a los internos de un establecimiento penitenciario que fabriquen, proporcionen o porten armas que indica (boletín N° 5.653-07) (Véase en los Anexos, documento 4).


Nuevo segundo informe de la Comisión de Economía recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción del entonces Senador señor Bombal, que modifica diversos cuerpos legales para limitar el cobro de intereses, regular la subasta hipotecaria y enmendar el recurso de revisión. (boletín Nº 3.606-03) (Véase en los Anexos, documento 5).


Segundo informe de la Comisión de Economía recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.983 y el decreto ley N° 825 con el objeto de facilitar la factorización de facturas por pequeños y medianos empresarios (boletín N° 4.928-26) (Véase en los Anexos, documento 6).


De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2004, referido al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 4.234-03) (Véase en los Anexos, documento 7).


De las Comisiones de Economía y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaídos en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.336, sobre propiedad intelectual (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 5.012-03) (Véanse en los Anexos, documentos 8 y 9).


--Quedan para tabla.

Moción



De los Senadores señores Bianchi y Vásquez, con la que inician un proyecto de reforma constitucional que obliga a crear una administradora de fondos de pensiones de carácter público (boletín N° 5.729-13) (Véase en los Anexos, documento 10).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Comunicación



Del Comité Renovación Nacional, mediante la cual informa que eligió representantes a los Senadores señores Alberto Espina Otero y Sergio Romero Pizarro.



--Se toma conocimiento.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento llegó a la Mesa el informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que adiciona recursos al Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles Derivados del Petróleo, establecido en la ley Nº 20.063 (con urgencia calificada de "discusión inmediata") (boletín Nº 5.721-05) (Véase en los Anexos, documento 11).


--Queda para tabla.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la Cuenta.
 

El señor MUÑOZ ABURTO.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor PIZARRO.- Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Antes de otorgar la palabra a Sus Señorías, el señor Secretario dará una explicación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Conforme al nuevo sistema electrónico implementado en la Sala, cada vez que un señor Senador desee hacer uso de la palabra, bastará con que apriete el botón que hoy se utiliza para conectar el micrófono. De ese modo Sus Señorías quedarán inmediatamente registrados en la pantalla que tiene enfrente el señor Presidente, en el orden en que dicho implemento haya sido pulsado. Hasta el momento lo han hecho los Honorables señores Muñoz Aburto y Pizarro.



Si alguien desiste de intervenir, será suficiente apretar por segunda vez el botón, con lo cual se borrará el nombre del registro.



En caso de que un señor Senador requiera una interrupción mientras otro esté exponiendo, bastará con que pulse la tecla número 3 para que su nombre se registre en la pantalla del señor Presidente.

)----------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, la Comisión de Trabajo y Previsión Social solicita autorización para sesionar paralelamente con la Sala a fin de analizar el proyecto modificatorio del procedimiento laboral, que, atendida su urgencia, calificada de “suma”, debe ser despachado hoy.



--Se autoriza.

)----------(
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, solicité la palabra para consultar si en reunión de Comités la Mesa recibió del Ejecutivo información en cuanto al retiro de la urgencia del proyecto que cambia la denominación del Estadio Nacional, cuya calificación es de “discusión inmediata”.



Formulo la pregunta porque, más allá de la discusión que pueda existir al respecto, yo había planteado, al menos al Ministro Secretario General de la Presidencia, la conveniencia de retirar dicha urgencia.



No veo necesidad de analizar con tanta premura una iniciativa como esa. Además, por lo que conversamos con algunos colegas -no sé cuántos-,…

El señor ÁVILA.- Varios.

El señor PIZARRO.-…se va a generar un debate que tendrá otra significación. Por tanto, tal vez lo lógico y natural sería que contáramos con un lapso más razonable…

El señor ÁVILA.- Así es.

El señor PIZARRO.-…para analizar el punto, conversarlo, discutirlo, y no solo en la Comisión pertinente, sino también entre las bancadas.

El señor ÁVILA.- Es absurdo debatirlo ahora.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ya se planteó el punto, señor Senador, y estamos esperando que llegue a la Mesa el cambio de la urgencia. Apenas eso suceda lo comunicaremos.

V. ORDEN DEL DÍA

FACILIDADES PARA ACCESO A INFORMACIÓN DE ÓRGANOS 

PÚBLICOS. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Corresponde ocuparse en el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley sobre acceso a la información pública, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3773-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los señores Gazmuri y Larraín).


En primer trámite, sesión 23ª, en 4 de enero de 2005.


En tercer trámite, sesión 26ª, en 19 de junio de 2007.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 36ª, en 18 de julio de 2007.


Informes de Comisión:


Gobierno, sesión 54ª, en 18 de mayo de 2005.


Gobierno (segundo), sesión 34ª, en 7 de septiembre de 2005.


Gobierno (tercer trámite), sesión 34ª, en 17 de julio de 2007.


Mixta, sesión 82ª, en 15 de enero de 2008.


Discusión:



Sesiones 3ª, en 8 de junio de 2005 (queda pendiente su discusión general); 4ª, en 8 de junio de 2005 (se aprueba en general); 38ª, en 4 de octubre de 2005 (votación pendiente); 39ª, en 5 de octubre de 2005 (se aprueba en particular); 36ª, en 18 de julio de 2007 (se rechaza y pasa a Comisión Mixta).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Cabe recordar que la iniciativa en que recae el informe de la Comisión Mixta tuvo su origen en una moción de los Honorables señores Gazmuri y Larraín, quienes conformaban la Mesa del Senado al momento de presentarla.



La controversia entre las dos Cámaras se produjo a raíz del rechazo por el Senado de todas las enmiendas introducidas en la Honorable Cámara de Diputados.



La Comisión Mixta propone en el texto que se consigna en su informe la forma y modo de resolver las divergencias entre ambas Corporaciones. La proposición de dicho órgano fue acordada en forma unánime, salvo la definición del principio de gratuidad, en que se abstuvo el Diputado señor Burgos; el quórum de la Cámara Baja para solicitar la remoción de los miembros del Consejo para la Transparencia, que recibió el voto en contra del Diputado señor Cardemil; la obligación de publicar las remuneraciones de los directivos superiores de las empresas públicas y de las empresas del Estado, donde se abstuvo el Diputado señor Jarpa, y la derogación de la norma que prohíbe a los empleados del Archivo Nacional proporcionar información en poder de esa entidad, en que se abstuvo el Diputado señor Jarpa.



Sus Señorías tienen a disposición un boletín comparado dividido en cuatro columnas que transcriben, la primera, las normas legales vigentes; la segunda, el proyecto que aprobó el Senado; la tercera, las enmiendas que introdujo la Cámara de Diputados, y la cuarta, el texto que propone la Comisión Mixta.



Por último, hay que tener presente que el artículo PRIMERO; los artículos 1º a 20, 22 a 49 y 2º transitorio de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información, y los artículos SEGUNDO a NOVENO del proyecto revisten carácter orgánico constitucional, por lo que para su aprobación se requieren 22 votos conformes.



Asimismo, los artículos 21 y 1º transitorio de la Ley de Transparencia de la Función Pública son de quórum calificado, por lo que para su aprobación se necesitan 20 votos favorables.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión el informe de la Comisión Mixta.



Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, quiero informar a la Sala en mi calidad de Presidente de la Comisión Mixta.



En primer lugar, deseo señalar que se celebraron numerosas sesiones, en las que participaron los miembros de la Comisión, Senadores señores Bianchi, Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag, y Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Eluchans y Jarpa.



Asistieron también en forma permanente a cada una de esas reuniones diversos personeros. Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: su titular, don José Antonio Viera-Gallo; el Subsecretario, don Edgardo Riveros, y las asesoras señoras Karina Henríquez y Verónica García de Cortázar; de la Contraloría General de la República: el Contralor, don Ramiro Mendoza, quien estuvo prácticamente en toda la discusión detallada del proyecto; la Contralora Regional de Valparaíso, señora Dorothy Pérez; el Jefe de la División Jurídica, don Gastón Astorquiza; el Subjefe de la División Jurídica, don Osvaldo Vargas; el abogado señor José Ramón Correa, y la Asistente de Coordinación, señora Marcela Abarca; del Banco Central: su entonces Presidente, don Vittorio Corbo; el Fiscal, don Miguel Angel Nacrur, y el asesor señor Luis Alvarez; de la Agenda de Probidad y Transparencia: su Secretario Ejecutivo, don Rafael Blanco, quien estuvo en todas las sesiones; el Asesor Jurídico, señor Enrique Rajevic, y el asesor señor Rodolfo Aldea; del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Director de Asuntos Jurídicos, don Claudio Troncoso; de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda: el Subdirector de Racionalización y Función Pública, don Julio Valladares, y la asesora señora Macarena Lobos; de la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, el profesor de Derecho Administrativo señor Jorge Bermúdez; de la Corporación Chile Transparente: su Vicepresidente, don Edgardo Boeninger, y el Jefe de Estudios, don Felipe del Solar; de la Fundación Pro Acceso: su Presidente, don Juan Pablo Olmedo; el Director Ejecutivo, don Moisés Sánchez, y el director señor Tomás Vial; de la Fundación Jaime Guzmán, la asesora señora Carolina Infante, y del Instituto Libertad y Desarrollo, el asesor señor Sebastián Soto.



Además, asistió a varias reuniones el Senador señor Carlos Kuschel.



Todas las sesiones fueron muy concurridas y participativas.



Según ya se expresó, la iniciativa en que recae el informe de la Comisión Mixta tuvo su origen en una moción de los Honorables señores Gazmuri y Larraín sobre acceso a la información pública, que fue aprobada en el Senado como Cámara de origen. Fue enmendada en la Cámara de Diputados, la cual introdujo entre sus preceptos un cuerpo legal sistematizado y orgánico que contiene disposiciones sobre protección y garantía para el acceso público a la información de los órganos del Estado, con lo cual se da cumplimiento a los propósitos que inspiraron a la moción.



El nuevo texto, complementado con normas especiales que involucran a otros órganos constitucionales autónomos en materia de transparencia de la función pública y acceso a la información del Estado, fue rechazado por el Senado en el tercer trámite constitucional, pero no porque hubiera desacuerdo con su contenido, sino porque ello provocaría la conformación de una Comisión Mixta que permitiría a la Cámara Alta discutir esos asuntos con mayor flexibilidad, posibilidad que estaría ausente de haber existido un pronunciamiento positivo sobre la iniciativa en dicho trámite.



Esa fue la razón por la que el proyecto fue considerado finalmente por la Comisión Mixta, cuyo informe nos ocupa en esta sesión.



Señor Presidente, los aspectos medulares del nuevo texto apuntan a garantizar a los administrados un acceso cabal a la información del Estado y al conocimiento de los procedimientos y modalidades con que la Administración ejerce sus cometidos. Para ello, el proyecto da forma a un estatuto que considera diversos principios que garantizan la efectividad que se quiere lograr con estas materias en relación con la oportunidad, gratuidad, divisibilidad, divulgación, facilitación, no discriminación, y otros que pretenden rodear a estos derechos cívicos de elementos que aseguren su aplicación efectiva.



Además, en el orden institucional, se crea el Consejo para la Transparencia, como un organismo de alto nivel encargado de velar por esta última y por el acceso a la información pública, con tuición, respecto de estos temas, sobre todo el aparato administrativo del Estado y de las empresas públicas.



Los demás órganos del Estado que gozan de autonomía constitucional, aunque no quedan vinculados a la ley en proyecto a través del Consejo, deben ajustar su actuación a los principios de transparencia y acceso a la información que inspiran tanto al articulado como a la normativa constitucional que le da sustento.



La iniciativa recoge también otras experiencias que han probado ser exitosas en nuestro sistema democrático, como las que remiten al conocimiento judicial los conflictos contencioso administrativos que generen las normas. De este modo, y así como el Consejo interviene como un tribunal de primera instancia frente a las controversias que se susciten entre la Administración y los gobernados en materia de transparencia y acceso a la información, cabe tener presente que una segunda revisión, a través de recursos procesales de reclamación, entrega al Poder Judicial, en particular a las cortes de Apelaciones, la resolución de las actuaciones del organismo que se estimen violatorias del régimen legal regulador de estos asuntos.



Concluye el texto en las sanciones que proceden por incumplimiento de sus disposiciones y que afectan en particular a los directivos responsables de los órganos administrativos obligados, herramienta de evidente y probada eficacia para que sus reglas no queden como letra muerta.



Finalmente, como ya se indicó, el proyecto también involucra a los otros Poderes del Estado y demás organismos constitucionales, comprometiéndolos con las nuevas modalidades de conducta política, pero cuidando siempre de no invadir o menoscabar las funciones que están llamados a cumplir.



Al terminar, señor Presidente, quiero destacar el espíritu con que los integrantes de la Comisión Mixta abordaron el trabajo, quienes, tras laboriosos debates y análisis acerca de las disposiciones, acordaron casi todo por unanimidad, como ya se ha señalado, salvo ciertos artículos donde hubo alguna abstención o algún voto en contra.



Por lo tanto, proponemos a la Sala la aprobación integral del informe de la Comisión Mixta.



Durante el debate también se hizo referencia a la privacidad de numerosos antecedentes que los diversos funcionarios públicos se encuentran obligados a entregar. La cuestión se abordó, sobre todo, porque nos visitó la Presidenta del organismo pertinente de Estados Unidos, quien nos decía que ellos ya venían de vuelta respecto de muchos tipos de información, en especial la relacionada con los bienes de las personas. Porque está bien que exista transparencia completa para todo, pero alguna gente anda detrás, no de la información, sino del plagio, de la extorsión, del ataque a las personas. Estos días hemos visto cómo una señora fue secuestrada y posteriormente asesinada. Entonces, los maleantes pueden hacer uso malicioso de antecedentes que obtendrán apretando un botón, pues todos nos encontramos obligados a entregarlos en su totalidad.



Si bien esa materia no se considera en el articulado, el Ejecutivo la tiene presente para, a través de otra legislación, buscar también la manera de proteger a las personas, a fin de que no sean víctimas de esos delitos, que, lamentablemente, ya estamos viendo con algún grado de asiduidad en nuestro país, y que en otras naciones suceden a diario y en forma permanente.



Señor Presidente, hemos desarrollado este trabajo con mucho agrado. Agradezco a todos los Diputados y Senadores que participaron en el estudio del proyecto.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, respecto del nuevo sistema de micrófonos, denantes omití señalar que al comenzar una intervención los números que consignan el tiempo aparecen en blanco; cuando faltan dos minutos para el término, se tornan amarillos; y cuando resta un minuto, se ponen en rojo. Y, naturalmente, al concluir el tiempo se corta el micrófono.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, quiero formular unos breves comentarios antes de referirme a las modificaciones y al texto aprobado finalmente por la Comisión Mixta.



La presente iniciativa, que elaboramos junto con el Senador señor Gazmuri, tuvo como finalidad asegurar en nuestra legislación la más absoluta y plena vigencia de los principios de transparencia y de acceso a la información pública.



Consideramos que un Estado moderno, un Estado verdaderamente democrático, debe hacer realidad a lo largo de toda su institucionalidad la vigencia de esos principios.



Este proyecto fue presentado incluso antes de que se aprobara la reforma constitucional que los incorporó en el artículo 8º de la Carta. Y es reflejo de una decisión que el Senado ha tomado de modo bastante ejemplar y con mucho liderazgo en cuanto a no solo dar la sensación, sino también a configurar una realidad nueva en el ámbito público, en todas las instancias, respecto de que se trata de un compromiso real, porque esa es la forma como se ejercen las responsabilidades públicas. Por definición, lo público es lo accesible, lo que es de todos, lo que es común. Por lo tanto, toda privacidad, todo secretismo, al final se encuentran reñidos con la función correspondiente.



Incorporar lo anterior provoca numerosas consecuencias, todas ellas muy importantes.



Quizás la principal es que hace posible que el ejercicio de las tareas públicas se desarrolle con el más amplio sentido de la responsabilidad. Ello permite que la ciudadanía exija el debido cumplimiento de las funciones de las distintas autoridades de los órganos de la Administración del Estado.



Al mismo tiempo, facilita que nuestra democracia representativa sea también una democracia participativa. Porque solo con información los ciudadanos pueden opinar. Hoy, los medios electrónicos son un aliado muy importante de los ciudadanos, pero en la medida que haya acceso fácil a la información proveniente de las distintas entidades que conforman el Estado.



A la vez, constituye un mecanismo para la eficiencia en el trabajo de nuestras autoridades y en el uso de los recursos públicos. Ello, porque en la medida que las acciones de las distintas autoridades, en todos los planos y ámbitos, sean susceptibles de rápido y fácil conocimiento por parte de los ciudadanos, de los interesados, de los afectados, y ciertamente de la prensa, las posibilidades de un trabajo más esmerado -no solo más transparente, sino también más efectivo- serán mayores.



Finalmente -esto resulta esencial, dados los problemas del último tiempo-, la transparencia, el acceso a lo que hacen nuestras autoridades, constituye la mejor garantía a fin de evitar las irregularidades, la corrupción, y, desde luego, para detectarla y corregirla con mucha fuerza.



Esos conceptos básicos han quedado recogidos en la normativa, que, entre otras cosas, modifica la Ley Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado, texto que contiene en sus artículos 13 y 14 disposiciones sobre la materia que fueron incorporadas hace algún tiempo y que constituyeron un primer paso en esta dirección. Pero los problemas que se generaron obligaron a una modificación, que fue la base y la justificación del presente proyecto.



Por eso, este último recoge, en lo fundamental, los principios contenidos en la iniciativa que presentamos en enero de 2005. A la vez, modifica conceptualmente algunos aspectos de esa moción que son relevantes.



Se habla, en la propuesta en análisis, de transparencia activa y pasiva. La primera se entiende como la obligación de los órganos, sin que haya requerimiento de parte, de entregar toda la información posible por los medios más expeditos y universales. La segunda se refiere a la certeza de la respuesta de las autoridades cuando se les requiere alguna información específica. Ambos principios recibieron en la indicación del Ejecutivo esa nomenclatura, esa conceptualización, que mejora en forma muy importante lo que establecía la iniciativa despachada por el Senado, la cual los contenía, de hecho, en su formulación.



Se ha mantenido en la normativa en análisis un procedimiento expedito que facilita la presentación, pero muy especialmente la reclamación, para asegurar que se entreguen los antecedentes.



Se han redactado las causales de reserva con la suficiente precisión, a fin de evitar lo ocurrido con la aplicación de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, antes referido. En efecto, la autoridad de un servicio podía dictar un reglamento para declarar -así lo hicieron más de 50 organismos- que a lo menos la mitad de la información en la repartición era reservada o secreta, por lo cual se impedía el acceso a ella. Sin embargo, eso queda cautelado en la normativa que nos ocupa, ya que solo por ley será posible calificar de reservada o secreta alguna materia.



El proyecto incluye algo que no pudimos proponer inicialmente, porque era de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, que es la creación de una institucionalidad estatal para garantizar el funcionamiento de estas disposiciones.



En su oportunidad, solicitamos el patrocinio de un texto en tal sentido, mas en ese momento no se consideró necesario. Pero, luego de algunas situaciones complejas registradas a propósito de los casos de CHILEDEPORTES o de los planes de empleo de emergencia, el Gobierno envió una indicación sustitutiva. Ello permitió darle al proyecto, en la Cámara de Diputados, la estructura que presenta ahora y crear el Consejo para la Transparencia. 



Me parece que esta última entidad es realmente un elemento complementario indispensable -como dije, no pudimos incorporarlo por ser de iniciativa exclusiva del Ejecutivo- y otorga al articulado su logro máximo.



Es decir, aquellas normas de otro ámbito que se modificaron han tenido un significado de mucho perfeccionamiento, probablemente, pero creo que el real cambio y mejoría de la normativa se debieron a la indicación del Ejecutivo, que incluyó al Consejo.



Por cierto, órganos como el mencionado son siempre muy discutibles, porque pareciera que se aumenta la burocracia del Estado. Sin embargo, la experiencia internacional recomienda la existencia de entidades de esa naturaleza, para asegurar la fiscalización del cumplimiento de las normas de la ley, incluso para constituirse como organismos a los cuales se puede reclamar cuando una autoridad no entrega la información -siempre con la posibilidad de recurrir a los tribunales de justicia, como última palabra, a través del recurso de ilegalidad ante la Corte de Apelaciones - y para promover y crear una nueva cultura de transparencia frente a la tradición del secretismo.



Estas materias no se hacen por sí solas. Existe mucho temor. No obstante, un Consejo independiente, que va a ser integrado por cuatro personas nominadas por el Primer Mandatario, con acuerdo del Senado, y cuya presidencia será rotativa, garantiza una total neutralidad, como organismo de Estado más que de Gobierno, en el ejercicio de sus funciones.



Por último, asumiendo también una necesaria realidad, debo decir que no se trata solo de corregir y de asegurar la vigencia de estos principios en los órganos de la Administración del Estado -léase ministerios, subsecretarías, distintos servicios públicos, intendencias y gobernaciones a lo largo del territorio nacional, las respectivas secretarías regionales ministeriales y otras entidades-, sino también de incorporar a todo el aparato estatal. Se ha generado un estatuto que incluye -como lo contempló desde el principio el proyecto despachado por el Senado, producto de nuestra iniciativa- a los municipios, la Contraloría, el Banco Central, el propio Congreso, los tribunales de justicia, el Tribunal Constitucional, el Ministerio Público y las empresas del Estado, comprendidas también aquellas que deben ser modificadas con especial designación, porque, de lo contrario, primará el que las rige. Y se obligará a todos a ceñirse, en lo pertinente, a la normativa de acceso a la información pública, o bien, a modificar lo propio e incorporar disposiciones para que se garantice ante el país, ante la ciudadanía, el cumplimiento de la responsabilidad recogida en el artículo 8º de la Constitución.



Por estas consideraciones, señor Presidente, creo que el trabajo de la Comisión Mixta -que estuvo presidida por el Senador señor Sabag y contó con el apoyo de la Comisión de Gobierno, por intermedio de su Secretaría, y donde hubo una participación muy amplia de muchas autoridades, de personas externas y, ciertamente, de Diputados y Senadores- se ha traducido en un informe que, en lo fundamental, nos satisface plenamente.



Por lo tanto, votaremos a favor.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, me parece de gran relevancia que esta tarde podamos despachar el proyecto en estudio, que representa un paso muy significativo en la agenda de transparencia que han trabajado el Gobierno y el Congreso.



A mi juicio, es muy importante destacar las medidas y las definiciones tomadas en la Comisión Mixta con relación al principio de transparencia activa, inserto en el articulado, respecto de lo cual formulé indicaciones en su momento y presenté una iniciativa, la que quedó subsumida en el texto que nos ocupa.



Cuando hablamos de transparencia activa, nos estamos refiriendo a la obligación de los servicios de mantener a disposición de la ciudadanía, en sus respectivos sitios electrónicos, una serie de antecedentes fundamentales, los que deben ser actualizados una vez al mes.



Al mismo tiempo, ello abarca la transferencia de fondos públicos, incluido todo aporte económico que se entregue a personas jurídicas o naturales, directamente o través de procedimientos concursales, sin que se realice una contraprestación recíproca en bienes o servicios.



También quedan comprendidas dentro del concepto de transparencia activa las contrataciones para la prestación de servicios, para la ejecución de acciones de apoyo o de obras, y las contrataciones de estudios, asesorías y consultorías vinculadas a proyectos de inversión, como también los montos asignados y el criterio de acceso a los programas de subsidios y otros beneficios que entregue el respectivo órgano, además de las nóminas de beneficiarios de los programas sociales en ejecución.



Considero que esto último es de gran importancia, porque se puede advertir que personas que evidentemente se encuentran en situación de pobreza tienen todo el derecho a postular a los diferentes programas; pero muchas veces los nombres se repiten en uno y otro ministerio. Es posible que sea totalmente justo que así ocurra, pero en algunas ocasiones pudiese no serlo. Ahora, entonces, se podrá observar esa situación.



Todo lo anterior se realizará con el debido resguardo de la información de carácter personal y privado, la que no debe ser objeto de publicación. 



A mi juicio, el informe de la Comisión Mixta recoge los aspectos sustantivos del proyecto que en su momento presentamos, complementando la iniciativa.



Finalmente, me parece importante destacar que el Consejo para la Transparencia puede ser un paso fundamental para avanzar en políticas y prácticas integrales de resguardo a la probidad pública, además de fiscalizar el cumplimiento de las normas sobre transparencia y publicidad de la información de los órganos de la Administración del Estado, y garantizar el derecho de acceso a la información.



Pienso, señor Presidente, que la agenda de transparencia experimenta un progreso importante al aprobarse la presente iniciativa legal, la que -reitero- fue objeto de un trabajo en la Comisión Mixta por el cual extiendo mis felicitaciones.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, deseo formular más bien una consulta al señor Presidente de la Comisión Mixta o a algún miembro de ella, porque, más allá del fondo, me parece difícil de entender la forma de la redacción de la normativa. Y me gustaría que nos ayudaran a hacerlo.



Señor Presidente, le pido una reflexión sobre lo siguiente.



El ARTÍCULO PRIMERO del proyecto dice: “Apruébase la siguiente ley de transparencia de la función pública y de acceso a la información de la Administración del Estado”.



El ARTÍCULO SEXTO, por su lado, establece: "El Congreso Nacional se rige por el principio de la transparencia en el ejercicio de la función pública consagrado en el inciso segundo del artículo 8º de la Constitución Política y en los artículos 3º y 4º de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado.". O sea, la referencia es a la misma ley.



Entonces, hay algo que a mí no me calza. Probablemente, debe tener una explicación. Si una normativa crea en su ARTÍCULO PRIMERO una ley y en su ARTÍCULO SEXTO hace referencia a esta misma, hay algo que no cuadra. Es posible que se haya buscado otro objetivo, pero no me parece que, desde el punto de vista de la técnica legislativa, quede todo en un correcto entendimiento.



Por tal razón, quiero saber si eso se puede aclarar para la historia de la ley, porque, así como está, no se entienden las referencias hechas ni hay armonía entre los ARTÍCULOS PRIMERO y SEXTO de la iniciativa.



Lo planteo para ver si existe alguna explicación que yo no conozco u otra forma de interpretar el asunto. Porque -repito- así no queda claro.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- El Honorable señor Larraín ha pedido una interrupción.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, deseo responder la inquietud manifestada por el Senador señor Coloma, que es bastante razonable.



El proyecto consta de once artículos permanentes y de uno transitorio. El ARTÍCULO PRIMERO contiene toda la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública. El resto modifica distintos cuerpos legales: el ARTÍCULO SEGUNDO introduce enmiendas a la Ley sobre Bases Generales de la Administración del Estado; el TERCERO, a la Ley sobre Bases de los Procedimientos Administrativos; el CUARTO, a la Ley de Municipalidades; el QUINTO, a la Ley de la Contraloría General de la República; el SÉPTIMO, a la Ley Orgánica del Banco Central, etcétera. De ese modo, aparece primero el estatuto general, referido a los órganos del Estado, y luego, normas específicas que modifican los cuerpos legales pertinentes.



¿Qué ocurrió con el ARTÍCULO SEXTO al cual aludió el Honorable señor Coloma? Originalmente, dicha disposición, igual que las posteriores al ARTÍCULO PRIMERO, introducía modificaciones a una normativa en particular, específicamente a la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. Pero, como esa ley se encuentra en revisión, la referencia a un artículo determinado probablemente iba a caer en el vacío cuando ella fuera publicada.



¿Qué se decidió hacer entonces? Establecer de todas maneras la norma relativa al Congreso, a fin de que este no quedara fuera de los conceptos que se están consagrando. No queríamos que figuraran todas las instituciones del Estado menos el Parlamento, como si nosotros estuviéramos legislando para el resto y excluyéndonos del principio de transparencia  y acceso a la información pública.



Por lo tanto, el Poder Legislativo fue incluido en el ARTÍCULO SEXTO, y sus incisos primero y segundo hacen referencia a determinados preceptos de la Ley de Transparencia. ¿Cuáles son estos? Los contemplados en el ARTÍCULO PRIMERO, que dice: “Apruébase la siguiente ley de transparencia”, y luego reproduce todas las disposiciones que la comprenden.



La técnica legislativa aplicada a lo mejor parece confusa. Tal vez habría sido más entendible hacer la referencia al ARTÍCULO PRIMERO en lugar de hacerla a la ley. Y con eso habría quedado zanjado el problema.



Pero, a pesar de todas las dificultades de esta explicación, el ARTÍCULO SEXTO, además de su alcance obligatorio, tiene un sentido muy testimonial: que se entienda a nivel nacional que nosotros también estamos obligados por el ARTÍCULO PRIMERO, por todo el texto de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública.



Esa es la aclaración de técnica legislativa que fundamenta esta situación un tanto absurda de que una ley se cite a sí misma. En  realidad, la cosa es así: el ARTÍCULO SEXTO se refiere al ARTÍCULO PRIMERO, que aprueba la ley a la cual, a su vez, hace referencia el ARTÍCULO SEXTO.

El señor COLOMA.- ¡Es enredado!

El señor LARRAÍN.- Es bien enredado, ¡pero es lo que hay...!

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¿Queda conforme, Senador señor Coloma?

El señor COLOMA.- ¡Parece que no tengo otra alternativa...!

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, no voy a realizar un análisis acabado de las distintas normas que la Comisión Mixta aprobó. Sobre esa materia hago mía la detallada intervención que efectuó el Senador señor Larraín, quien además es uno de los autores de la iniciativa, la cual tiene por objeto generar en nuestro ordenamiento institucional el derecho al libre acceso a las fuentes públicas de información, entendido como la posibilidad real que tendrá la ciudadanía de tomar conocimiento de los actos de la Administración del Estado. 



Ello es extraordinariamente significativo, porque tal instrumento legal va a permitir dar un salto cualitativo y excepcional en todo lo que es la transparencia y el control ciudadano frente a las acciones de la Administración, de los distintos Poderes del Estado y de los demás organismos a los cuales se les aplicará la presente normativa. Esta se basa en un principio fundamental: el de la transparencia, definido en el artículo 4º de la ley.



Toda autoridad y todo funcionario público deberán velar por que se respete y cautele la publicidad de los actos, las resoluciones, los procedimientos y documentos de la Administración, así como la de sus fundamentos. Del mismo modo, deberán facilitar el acceso de cualquier persona a esa información, a través de los medios y procedimientos que establezca la ley.



Ese es el principio de transparencia que debe regir toda la acción de la Administración del Estado, del Congreso, del Poder Judicial y de los distintos órganos incorporados como sujetos pasivos de esta legislación. Tal idea fue fruto del trabajo realizado por la Comisión Mixta presidida por el Senador señor Sabag, pues el texto aprobado por la Cámara de Diputados dejaba afuera al Parlamento, a la Judicatura y a otros órganos públicos.



Por lo tanto, creo que hoy estamos dando un paso fundamental hacia la transparencia. Se les da poder a los ciudadanos a través de la información, tanto mediante la transparencia activa, que es la obligación que tiene la Administración de entregar información acerca de sus actos y de los fundamentos de ellos, como por medio de la transparencia pasiva, que es la capacidad de cualquier ciudadano para requerir información a los órganos del aparato estatal.



Revisando las disposiciones del proyecto en análisis, que, sin duda, vamos a aprobar, se observa que el artículo 7º, consignado en el ARTÍCULO PRIMERO, se refiere a la transparencia activa y contiene una serie de normas que nos habrían evitado muchas de las dificultades que vivimos en el pasado y que provocaron profundos disensos políticos en la materia. 



La letra d), por ejemplo, establece que los órganos de la Administración del Estado estarán obligados a publicar “La planta del personal y el personal a contrata y a honorarios, con las correspondientes remuneraciones”.



Años atrás hubo una seria discusión por la solicitud de todos los contratos a honorarios del aparato público. Hasta se presentaron demandas a los tribunales de justicia para evitar que esos antecedentes se conocieran. Incluso la Cámara Baja realizó una sesión especial para tratar de sancionar a los Diputados que, ejerciendo su rol fiscalizador, lucharon para dar a conocer los honorarios de los funcionarios contratados en el sistema estatal. 



Por eso, hoy estamos dando un paso fundamental. 



Si anteriormente hubiera existido una norma como aquella, de obvia transparencia para el conocimiento de la ciudadanía, nos habríamos evitado, sin duda, largos conflictos políticos, como el suscitado a raíz del llamado “caso MOP-Gate” o el vinculado a los traspasos de recursos a distintas ONG.



Por lo tanto, este es un logro sustancial, que demuestra que nos habríamos evitado problemas de haber existido antes una normativa sobre transparencia y publicidad.



Me parece que se avanza de manera fundamental al darles ese poder a los ciudadanos.



Además, en el artículo 21 se establecen con claridad, con rigor, con precisión cuáles serán las únicas causales de secreto o de reserva que permitirán a una autoridad denegar a la persona que lo solicite el acceso a una información. Se fija un procedimiento acotado, transparente, expedito y fluido para que todos conozcan las razones por las cuales tal autoridad no entrega determinada información. 



En otro artículo se señala dónde procede efectuar los reclamos de ilegalidad: la Corte de Apelaciones correspondiente.



También se resuelve adecuadamente -algo se ha hablado sobre esta materia- la institucionalidad del Consejo para la Transparencia, el cual presentó dificultades en su diseño original, porque le quitaba atribuciones a la Contraloría General de la República. Sin embargo, el trabajo de la Comisión Mixta y, en especial el aporte entregado por el Contralor, permitieron solucionar el punto de forma apropiada.



Dicho Consejo, entre otros objetivos, garantizará a la ciudadanía la aplicabilidad de la ley. Por lo tanto, las personas podrán acceder efectivamente a las informaciones, a los antecedentes, a los documentos y a los fundamentos de las actuaciones de todos los órganos de la Administración, los cuales tendrán la obligación de entregarlos. Porque no hay duda de que las resoluciones y los actos de los distintos Poderes del Estado son información importante. Y esa relevancia debe estar directamente relacionada con el derecho de las personas a conocer antecedentes de ese tipo.



Señor Presidente, creo que hemos estructurado un cuerpo legal adecuado, que protege en forma precisa el derecho de acceder a la información pública.



En consecuencia, aprobar el proyecto esta tarde -como estoy seguro de que sucederá- permitirá, a partir de la promulgación de la ley, contar con un Estado que posibilite efectiva y realmente la participación ciudadana. Porque tendremos personas mucho más informadas sobre el uso de los recursos fiscales y los actos y las resoluciones de quienes trabajan para la ciudadanía, rol que deberíamos cumplir todos aquellos que formamos parte del aparato público.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, también valoro el esfuerzo que representa esta iniciativa y celebro que una moción vaya a transformarse en ley de la República. La verdad es que no son muchos los casos. Por eso, conviene destacar el hecho.



Además, comparto el diagnóstico implícito en el proyecto en el sentido de que la Administración del Estado tiene, por su historia y trayectoria, una gran tendencia a la confidencialidad, cuando no al secretismo, respecto de materias que debieran ser de conocimiento público. 



No me cabe la menor duda de que todo lo relacionado con la transparencia es finalmente el mejor antídoto contra la corrupción y las malas prácticas.



Entonces, existen muy buenas razones para felicitarse por la tramitación de esta iniciativa y sus posibilidades de convertirse en ley.



También celebro la introducción del principio de transparencia activa, que espero pueda conmover a la Administración Pública y vencer su tendencia al secretismo, a la confidencialidad, a esconder la información.



Quiero, sí, plantear una preocupación vinculada con las dificultades para universalizar dicho principio. 



Hay instituciones que han tratado de exceptuarse de esta normativa. Una muy importante es el Banco Central, cuya situación es abordada en un artículo particular de la iniciativa. 



Una cosa es la autonomía, y otra, distinta, someterse a criterios generales de transparencia, de rendición de cuentas. Respecto de esto último, siento que todavía tenemos pendiente una resolución que sea aplicable a todos los órganos de la Administración del Estado.



El Consejo de Televisión Nacional tampoco posee un sistema de rendición de cuentas. Desconozco el efecto que tendrá esta iniciativa sobre dicho órgano. Hoy, todos los acuerdos de su Directorio son confidenciales. Entiendo que deba ser así en materias comerciales o de contratación de “rostros”; pero hay cuestiones relacionadas con programación, con criterios de política pública, que debieran ser de dominio general.



Sin embargo, quiero llamar la atención sobre el Banco Central.



Creo que el Instituto Emisor ha experimentado avances en transparencia: en la actualidad se publican, con un retraso razonable, las actas de su Consejo -gracias a ello se sabe cómo actuaron sus miembros- y el informe sobre reservas internacionales. 



Pero eso todavía es ampliamente insuficiente.



El Banco Central maneja reservas de su propiedad por -si no me equivoco- cerca de 18 mil millones de dólares. Hoy están bajo su administración todos los excedentes fiscales.



Sobre eso, señor Presidente, existe poca información. Y pienso que ello no se debe a que haya una voluntad deliberada de esconderla, sino a que la tendencia es a mantener privacidad respecto de esos antecedentes. 



La mayor parte de los recursos públicos está administrada de una manera que se desconoce. Una cantidad muy importante se halla invertida en papeles de otros países, y otra -no mayoritaria, pero tampoco despreciable-, en depósitos bancarios. No se sabe, por ejemplo, en qué bancos se encuentran depositados los excedentes, que son de propiedad de todos los chilenos. Tal información no aparece en el informe de reservas internacionales. Y debiera conocerse. Incluso más: tales depósitos deberían ser objeto de licitación. Porque estamos hablando de sumas muy considerables. Imagínense que, a diciembre del año pasado, los excedentes fiscales sumaron 25 mil millones de dólares; y con toda seguridad superarán los 30 mil millones en 2008.



Entonces, como resulta de interés conocer estos antecedentes, debemos avanzar en la transparencia sobre materias que muchas veces se rodean de secreto, bajo el pretexto de ciertos tecnicismos que no corresponden.



Manifiesto cierta preocupación porque en el caso del Banco Central hubo que establecer normas particulares dentro de la iniciativa, en circunstancias de que debieron aplicarse principios universales a todos los órganos de la Administración del Estado, independiente de que algunos cuenten con una autonomía asegurada por ley.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor ÁVILA.- ¿Me permite una interrupción, señor Senador?

El señor MUÑOZ BARRA.- Se la concedo, con la venia de la Mesa.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, quiero formularle una consulta al Senador señor Ominami.



La inquietud que manifestó, que me parece muy legítima y extraordinariamente grave, ¿se ha discutido en la Comisión de Hacienda?



Creo que no debería existir oposición para que se presentara una moción destinada a corregir el asunto que Su Señoría acaba de abordar.

El señor OMINAMI.- ¿Puedo responder, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra, señor Senador.

El señor OMINAMI.- Considero que se ha experimentado un avance en lo relacionado con el Banco Central.



El año pasado se suscribió entre la Comisión de Hacienda del Senado y el Instituto Emisor un protocolo tendiente a cumplir con ciertas obligaciones en materia de entrega de información. Pero son disposiciones voluntarias e insuficientes. 



Hoy tuvimos una reunión con el Consejo del Banco Central, donde de nuevo hice presente la necesidad de continuar avanzando en un sentido que asegure mayor transparencia. Tal vez debiéramos impulsar un pronunciamiento más institucional del Senado sobre este asunto.



En todo caso, invito a Su Señoría a asumir una iniciativa en conjunto para avanzar en esa dirección, que, a mi entender, es la correcta.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.
El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, al conocer el informe de la Comisión Mixta que analizó el proyecto de ley sobre acceso a la información pública, creo que en todos ya existe la convicción de que estamos avanzando hacia la modernización del Estado y el perfeccionamiento de nuestras instituciones, materia que muchas veces ha generado debates en forma bastante intensa respecto de su acuciosidad. 



Por supuesto que compartimos la iniciativa que nos entrega dicho organismo técnico, cuyo propósito es -como se señaló- establecer, regular y amparar el principio de transparencia de la función pública y el derecho de acceso a la información de los órganos de la Administración del Estado. 



Señores Senadores, el acceso a la información pública significa el deber de publicidad de los actos y documentos de los órganos de la Administración, y su obligación de responder a las demandas de los ciudadanos. 



Si bien la ley Nº 19.653, sobre probidad administrativa, estableció el derecho de acceder a la información pública por los ciudadanos, regulando un procedimiento para hacer efectivo tal derecho en caso de negativa del servicio público al cual se le solicita, ella incuestionablemente -en eso estamos de acuerdo- fue insuficiente, ya que no siempre permitió el objetivo que buscaba su dictación. 



Es interesante tener presente que la Contraloría General de la República se ha pronunciado declarando la ilegalidad de muchas resoluciones que, supuestamente amparadas por la ley, declararon que no procedía la entrega de la información solicitada. 



Por tales razones -entre otras-, qué duda cabe sobre la necesidad de perfeccionar la legislación respectiva. 



Pero hay un tema más de fondo, señor Presidente, que se visualiza al leer el informe de la Comisión Mixta, el cual dice relación a la exigencia de importantes sectores de la sociedad civil que han repudiado una antigua cultura basada en el secretismo del quehacer de los servicios del Estado. 



Las reformas a la Constitución de 1980 introdujeron un nuevo artículo 8º, que en su inciso segundo dice: “Son públicos los actos y resoluciones de los órganos del Estado, así como sus fundamentos y los procedimientos que utilicen. Sin embargo, sólo una ley de quórum calificado podrá establecer la reserva o secreto de aquéllos o de éstos, cuando la publicidad afectare el debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional.”.



Comparto, entonces, los principios en que se sustenta el proyecto de ley, así como la institucionalidad que crea y las normas que regulan su accionar. 



Considero importante que los órganos de la Administración del Estado señalados por la iniciativa tengan la obligación de mantener actualizados los sitios electrónicos que contienen la información pública, y que ésta se entregue de un modo tal que haga posible su fácil identificación y acceso público. Trascendente es también la amplitud temática de dicha información, con excepción de los denominados datos sensibles, como los antecedentes particulares referidos a características físicas o morales de las personas, o a hechos o circunstancias de la vida privada o de su intimidad. 



Además comparto lo dispuesto en el artículo 21 del proyecto, que establece las causales de secreto o reserva en cuya virtud se podrá denegar total o parcialmente el acceso a la información, entre otras, cuando va en desmedro de la investigación de un crimen o simple delito; cuando afecte los derechos de las personas, particularmente tratándose de su seguridad, su salud y su vida privada; cuando arriesgue la seguridad de la nación; cuando afecte al interés nacional o la mantención del orden público. 



Asimismo, me parece prudente establecer el carácter secreto o reservado indefinido de los actos y documentos del ámbito de la defensa nacional que puedan afectar la integridad territorial, la interpretación o el cumplimiento de un tratado internacional que aborde materias limítrofes y otros. 



Por último, estoy de acuerdo -al igual que los señores Senadores- en la creación del Consejo para la Transparencia en los términos expuestos por la iniciativa. 



Por lo tanto, señor Presidente, voto favorablemente el informe de la Comisión Mixta. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Núñez. 

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, participé en la Comisión Mixta, y de las veces en que lo he hecho durante los años que llevo como Senador puedo decir que esta es una de las más sustantivas, porque se abordaron temas de Estado muy de fondo relativos a la necesidad de introducir modificaciones fundamentales en la forma de entender la Administración Pública. 



Pero lo más importante es que la iniciativa en estudio es otra de las que aborda -como ya vimos cuando se discutió el proyecto presentado por los Senadores señores Gazmuri y Larraín- la materia relativa a los llamados derechos ciudadanos. 



Aquí, por primera vez, según lo establece el artículo 10, en ese ámbito, vamos a entregar la posibilidad a toda persona de acceder en forma muy directa a la Administración Pública, como una forma de terminar con la cultura del secretismo que la ha caracterizado por largos años, pero con la obligación de cumplir con ciertos requisitos. 



El artículo 12, en su inciso primero, contiene las menciones que deberán incluirse en la solicitud de acceso a la información, como el nombre y apellidos del solicitante o de su apoderado, en su caso; la identificación precisa de lo pedido; la firma del solicitante estampada por cualquier medio idóneo, y el ente administrativo al cual se dirige la solicitud. 



Por lo tanto, el hecho de que aquí se establezcan deberes y derechos me parece parte de la modernidad que debe regir en la Administración Pública.



Por lo demás, una de las modificaciones introducidas se refiere a la necesidad de que todos los órganos de la Administración publiquen  lo relativo a sus funciones, competencia, responsabilidades en sitios electrónicos, dejando de lado la idea de las páginas web, básicamente porque estimamos casi por unanimidad que ellas pueden ser restringidas por la alta probabilidad -dados los acelerados avances en el ámbito de la informática- de que se coloque otro tipo de información en ellas. 



En consecuencia, a todas las reparticiones de la Administración Pública que tengan sitios electrónicos -y aquellos que no los posean deberán contar con uno obligatoriamente- será posible acceder por parte de cada ciudadano de nuestro país, aumentando las posibilidades de ingreso a través de internet, a objeto de conocer sus funciones, competencias y responsabilidades, claramente señaladas en los artículos pertinentes de la ley en proyecto. 



También es muy importante tener a la vista, por ejemplo, que se termina con lo que parecía una suerte de secretismo -señalado por la Oposición en más de una oportunidad como un mecanismo usado por el Gobierno para los efectos de ganar el apoyo de la ciudadanía-, pues van a ser de acceso público todas las nóminas de beneficiarios de programas sociales en ejecución. Vale decir, todos los chilenos conoceremos quiénes son los favorecidos con los muchos programas sociales implementados directa o indirectamente a través de los municipios, de modo tal que se podrá contar con mayor información al respecto.



Además, es muy trascendente hacer presente que, aparte de lo manifestado por el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra, la ley en proyecto continuará protegiendo la vida privada, en los términos establecidos en la letra g) del artículo 2º de la ley Nº 19.628, sobre protección de la vida privada, materia en la que insistimos respecto de la necesidad de que ello forme parte de nuestra cultura. 



En otras palabras, no es admisible entender que, a través de la transparencia, se pueda llegar al conocimiento de las características físicas o morales de las personas o de las autoridades de turno -porque en eso no hubo acuerdo- o a hechos o circunstancias de su vida privada o íntima, tales como los hábitos personales, el origen racial, las ideologías y opiniones políticas, las creencias o convicciones religiosas, los estados de salud físicos o psíquicos y la vida sexual de los funcionarios públicos.



Por lo tanto, se establece claramente una limitación que, junto con la relativa a la Defensa Nacional, nos pareció necesario resguardar, sobre todo en un país como el nuestro, donde existen altas probabilidades de que el conocimiento de la vida privada de los chilenos sea tal -como alguien señaló en la Comisión Mixta; entiendo que fue su Presidente, el Senador señor Sabag- que constituya un riesgo para la persona. Y se dio el ejemplo del reciente asesinato de la señora Lapostol, pues, al parecer, era fácil acceder a sus datos personales, por lo que se sabía perfectamente qué tipo de vehículo tenía. 



En fin.



En consecuencia, aparte la transparencia que se incorpora en el proyecto, hay medidas para proteger la vida privada, lo cual nos parece fundamental para que no se entienda que aquella puede llegar al punto de afectar la privacidad de la gente.



Según el artículo 10 de la iniciativa -tengo el convencimiento de que se va a aprobar, ojalá por unanimidad y de mejor manera-, todos los chilenos tienen el derecho de solicitar y recibir información de cualquier órgano de la Administración. Esta disposición no existía en nuestro ordenamiento legal.



Por lo tanto, tengo la impresión y la seguridad de que estamos dando pasos muy sustantivos en tal sentido.



En la última o penúltima sesión se discutió largamente cómo íbamos a considerar los preceptos que dicen relación a la Defensa Nacional. Y hubo unanimidad en que debíamos hacer todo lo posible para que ciertas informaciones -salvo que una ley en contrario lo señale con posterioridad- permanezcan en el ámbito de la privacidad que un Estado requiere, a fin de salvaguardar su integridad territorial y otros elementos relativos a la Defensa Nacional.



En ese sentido, hubo consenso, porque también podía entenderse que en ese aspecto de la vida pública es posible generar algunos elementos que causen contradicción.



Por esa razón, me alegro de haber participado en la Comisión, Mixta, porque se trata de un proyecto de ley que, en mi opinión, camina en la dirección correcta de modernizar significativamente la vida pública de nuestro país.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, las disposiciones de esta iniciativa y la creación de un Consejo para la Transparencia no debieran inhibir un compromiso ya adquirido por dos Gobiernos de la Concertación en cuanto la creación del Ombudsman o Defensor del Pueblo. En este caso, dicho Consejo colabora. Pero, en definitiva, se requiere un órgano que defienda a la ciudadanía de los abusos del Estado.



Aquí estamos hablando de acceso a la información, que es igual que proteger a cualquier persona de abusos o de la negación de información elaborada con fines públicos.



En verdad, considero muy importante que ministerios, intendencias, gobernaciones, municipios, Fuerzas Armadas y de Orden, y órganos y servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa estén incluidos en esta normativa y sean obligados a obedecerla. Las autoridades -cualquiera sea la denominación con que la Constitución o las leyes que las designen- deberán cumplir estrictamente dicho objetivo.



Cabe destacar que, en mi opinión, el artículo 5º es uno de los más relevantes en cuanto a la información de los órganos de la Administración del Estado, pues en su inciso segundo establece lo siguiente: “Asimismo, es pública la información elaborada con presupuesto público y toda otra información que obre en poder de los órganos de la Administración, cualquiera sea su formato, soporte, fecha de creación, origen, clasificación o procesamiento, a menos que esté sujeta a las excepciones señaladas.”.



Ese conjunto de excepciones, por cierto, debe ser cautelado en cada una de las leyes de los organismos sometidos a control del Consejo para la Transparencia.



En el caso particular del Congreso Nacional, me parece que la información que se debiera cautelar es la que el Reglamento determina. Sin embargo, precisamente uno de los mecanismos para poder eludir la entrega de la información pública es que esto quede sujeto a normas reglamentarias internas.



En ese sentido, soy contrario al inciso cuarto del ARTÍCULO SEXTO, que establece que la información de la Cámara de Diputados o del Senado estará disponible de acuerdo a los Reglamentos internos de cada Corporación. Eso representa serias dificultades respecto de la persona que debe determinar qué información es pública. No me parece una norma adecuada.



He sido partidario de que sean públicas no solo las votaciones, sino también los debates en las Comisiones y los documentos del caso. Aquí, cada vez que he pedido el acta de una sesión de la Comisión de Hacienda para saber cómo votaron los señores Senadores, el Secretario de ella  me comunica que no puede entregarla sin la autorización del Presidente. Y lo mismo ocurre en la Cámara de Diputados.



De manera que, en verdad, sería complicada la situación si dejáramos consagrado, en el caso particular del Congreso, lo dispuesto en el inciso cuarto del ARTÍCULO SEXTO, que expresa textualmente: “Los reglamentos de ambas Cámaras consignarán las normas que cautelen el acceso del público a la información de que trata este artículo.”. 



Es algo complejo.



Seamos francos y claros: hay restricciones a la información pública en el caso particular de esta Alta Corporación.



Señor Presidente, si fuera posible, pediría votación separada del mencionado inciso cuarto del ARTÍCULO SEXTO, porque no me parece adecuado que el acceso a la información esté determinado por reglamentos internos. De esa manera, entonces, cada servicio público, ministerio o municipalidad va a decretar ordenanzas o reglamentos que establezcan qué tipo de información es de carácter público.



Si la excepcionalidad es para la Cámara de Diputados y el Senado, no estaríamos en condiciones de no aceptar que otros servicios públicos la puedan solicitar.



El artículo 10, por su parte, señala: “Toda persona tiene derecho a solicitar y recibir información de cualquier órgano de la Administración del Estado, en la forma y condiciones que establece esta ley.



“El acceso a la información comprende el derecho de acceder a las informaciones contenidas en actos, resoluciones, actas, expedientes, contratos y acuerdos, así como a toda información elaborada con presupuesto público,...”.



Por otro lado, debe ser revisada la letra k) del artículo 11, que habla sobre el principio de gratuidad. 



Nosotros hemos despachado proyectos que dejan el pago de las costas al solicitante de la información.



Por eso, debe efectuarse un análisis extraordinariamente minucioso y detenido de esta norma, porque si efectivamente aprobamos este principio conforme al cual “el acceso a la información de los órganos de la Administración es gratuito, sin perjuicio de lo establecido en esta ley”, se pueden producir algunos problemas.



Si afirmamos que todo ciudadano puede acceder a la información que posean funcionarios públicos, y luego sostenemos que se va a cobrar por ella, en realidad estaríamos ante un método restrictivo.



En muchos casos los trámites -por ejemplo, el padrón electoral- tienen un costo. Con ello, lo único que hace nuestra legislación es sancionar, inhibir y minimizar las posibilidades de que los independientes ingresen al juego democrático, y una de las causales es el cobro excesivo por el padrón electoral.



No me parece justo que el principio de gratuidad de acceso a la información que consagramos en el proyecto sea vulnerado por disposiciones de los servicios que ponen precio a los antecedentes de que disponen.



Comprendo que se pueda cobrar en el caso particular de una empresa que recaba datos para fines comerciales o desea saber si una institución es solvente; pero, si se trata de un ciudadano que realmente pide una información para él, este principio de gratuidad debe operar. Así funciona en el sistema judicial, lo que facilita el acceso a la justicia.



El artículo 46 dispone que la no entrega oportuna de la información se sancionará con multa de 20 a 50 por ciento de la remuneración del funcionario involucrado. 



Se ha asimilado que cuando se solicita algo a un órgano público, se hace directamente al jefe del servicio. Por tanto, la multa debe recaer sobre el responsable que, en este caso, es el citado jefe.



Sin embargo, por mi experiencia de tres períodos parlamentarios -estuve 12 años en la Cámara de Diputados-, puedo asegurar que, en definitiva, existen modalidades para eludir la entrega oportuna de información. 



Antes no había una legislación tan clara como la que hoy día estamos aprobando.



Debemos saber qué se entiende por entrega oportuna. Hay informaciones que, debido a la toma de decisiones de otros órganos, requieren rapidez. Por consiguiente, el no fijar plazos breves puede ser un mecanismo de elusión.



Si frente a la resolución de una COREMA requiero información de la Dirección General de Aguas respecto de la venta y transferencia de derechos de aguas, pero los antecedentes se me envían 60 ó 30 días después de la fecha de tal resolución, en circunstancias de que se necesitan para  decidir de manera informada y posteriormente comunicarla a la comunidad, se vulnera tal principio.



Quiero recordar que no es tan importante la entrega oportuna de la información o su cantidad. La normativa establece que se tendrá acceso amplio a toda aquella susceptible de ser dada a conocer de acuerdo con el criterio fijado en la ley. Por ejemplo, cuando solicitamos antecedentes -esto no solo es anecdótico, sino además muy brutal-, respecto de la decisión de la CORFO de licitar la cartera vencida con más de 7 mil empresas, todas de fantasía, que se constituyeron en sus acreedoras durante el Gobierno militar, se respondió que existían 7 mil -entre las cuales estaba el fundo “El Viejo Roble” del General Contreras, acreedor de 200 millones de pesos pedidos a dicha Corporación con la garantía de una parcela cuyo valor, que no alcanzaba los 7 millones de pesos, fue abultado-, y me llegaron siete cajas con toda la información en fotocopias.



En verdad, la información puede ser negada, o enviando muy poca, como le consta a algunos de los señores Senadores de enfrente, o mandándola toda en siete cajas, como en el caso antes mencionado. Es decir, es posible aducir que se cumplió con informar, y que se busque, indague, profundice, contrate un ejército para poderla revisar o, simplemente, entregarla en tres líneas, de manera muy genérica.



Por lo tanto, repito que lo importante no es ni la cantidad ni la oportunidad, sino la calidad de la información. Y en tal sentido, el ejercicio propio de la ley nos llevará a determinar que, en definitiva, cuando los ciudadanos pidan la información también puedan exigir el principio de cautelar su calidad.



Por otra parte, aun cuando la normativa que rige a CODELCO disponga que no puede entregar información, el proyecto establece que quedará sujeta a esa obligatoriedad, independientemente de que no esté contemplado en aquella, lo cual me parece adecuado. No sé si dentro del listado de las empresas que se incluyen aparecen otras, pero lo anterior me parece un principio sano para la transparencia dentro de los órganos del Estado.



Por último, pienso que tiene que haber un proceso educativo para todos los funcionarios públicos. La iniciativa debe garantizar un período de ajuste, de capacitación, porque muchos burócratas y tecnócratas no están acostumbrados a acceder a la entrega de información y lo van a tomar como una afrenta personal. Es decir, se requiere un lapso de instrucción, de manera que cuando aquella les sea solicitada, los funcionarios estén capacitados para otorgarla. Siento que muchas instituciones estatales no cuentan hoy día con la capacidad de hacerlo, ya que, o siempre han negado la información o nunca se las han solicitado, y eso va a dificultar adicionalmente su obtención.



En consecuencia, anuncio que votaré a favor del proyecto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, en la página 93 del comparado que Sus Señorías tienen en sus manos, observarán una referencia al decreto ley Nº 488, de 1925, el cual dice: “Se prohíbe a los empleados del Archivo proporcionar dato alguno relativo a los documentos existentes,”, salvo en cuanto a documentos que acrediten servicios públicos para los efectos de jubilación de los interesados.



De acuerdo con esa norma, que data de 1925, solo es posible proporcionar copia de un documento a la autoridad competente, y si se quiere consultarlo, debe contarse con una autorización firmada por el señor Ministro respectivo. Si los funcionarios del Archivo contravienen dicha disposición, incurren en los delitos contemplados en el Código Penal.



Se trata de la filosofía del secretismo a la cual tantos Senadores se han referido. No es algo abstracto, sino jurídico, real. En tal virtud, se entendía que el Estado se hallaba alejado de los ciudadanos y que únicamente daba a conocer sus decisiones a las autoridades estatales. Era como la República de Venecia, la que podía ser estable y hasta en cierta medida democrática en lo concerniente al funcionamiento de determinados órganos colegiados, pero no transparente, ni menos aún amigable con sus ciudadanos. Y casi cien años después, el proyecto que nos ocupa, que forma parte de la agenda de transparencia, viene a invertir esa filosofía, de manera que las resoluciones, los procedimientos y antecedentes del Estado sean ahora públicos y -como muy bien señalaron varios señores Senadores-, estén a disposición del ciudadano común y corriente, con las facilidades que se requieran para ello.



A continuación, no me voy a referir a todos los aspectos que aborda la iniciativa, sino que pondré énfasis en algunos de los argumentos que se han dado.



El Banco Central se somete en todo a los principios de la iniciativa, al igual que la Contraloría General de la República, excepto en la tuición del Consejo para la Transparencia. Porque el Instituto Emisor y el Órgano Contralor revisten rango constitucional y el Consejo es un organismo legal, pero tanto el Banco como la Contraloría están obligados a la transparencia activa y a la pasiva y, por tanto, también a responder cuando un ciudadano le pida determinada información -como señaló el Senador señor Ominami-, salvo que esta cuente con un resguardo especial establecido en la ley, y si no la entrega, puede recurrirse a los tribunales.



En cuanto al Congreso Nacional, se dispone que está obligado a la transparencia activa: a colocar en su página web una serie de informaciones; pero en lo que se refiere a la pasiva, será menos transparente que el Instituto Emisor -que se halla sometido a esta última-, salvo que los señores Senadores y Diputados la consagren en el proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, en trámite de Comisión Mixta. Y no abrigo dudas de que así ocurrirá.



En cuanto a las empresas públicas, es muy importante lo dispuesto en el artículo décimo transitorio, respecto al cual, después de una larga discusión, hubo coincidencia en que debía reglar esta materia. Su idea fundamental es que las empresas públicas creadas por ley y aquellas en que la participación accionaria del Estado sea superior al 50 por ciento o en que tenga mayoría en el Directorio, tales como Televisión Nacional de Chile, la Empresa Nacional de Minería, la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, la Corporación Nacional del Cobre de Chile o el BancoEstado, queden sujetas a las disposiciones consagradas en el proyecto, que son similares a las que hoy rigen en las empresas privadas respecto a la información que deben proporcionar a las Superintendencias respectivas, a la cual puede acceder cualquier ciudadano.



Es decir, en materia de transparencia, Televisión Nacional de Chile no tendrá ninguna obligación adicional a las que imperan en Chilevisión o Megavisión, con las cuales compite, pero tampoco ninguna menos. Y CODELCO, que rivaliza con las grandes empresas multinacionales del cobre, también estará sometida a los mismos deberes de transparencia que una empresa privada. En esto se sigue la filosofía del Estado empresario, que se encuentra consagrada en la Constitución.



Otra cosa distinta son las facultades fiscalizadoras de que dispone la Cámara de Diputados respecto a las empresas públicas. Pero estamos hablando del simple ciudadano que, por ejemplo, podrá saber de CODELCO y de Televisión Nacional tanto como conoce acerca de La Escondida y de Canal 13, respectivamente.



Por último, se crea un organismo nuevo: el Consejo para la Transparencia, integrado por cuatro personas que deberán contar con el acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio. Dichos consejeros dispondrán de la más amplia autonomía a los efectos de dictar normas generales y obligatorias para observar la implementación de la ley en proyecto en los distintos órganos del Estado, desde los Ministerios hasta los municipios, pasando por los gobiernos regionales. Y, al mismo tiempo, tendrá que ir sentando jurisprudencia caso a caso acerca de la aplicación del principio general de la publicidad, con las excepciones contempladas en el artículo 21, que establecen el justo límite entre lo público y lo reservado.



Nunca será fácil determinar en un caso concreto si un documento o resolución entra o no en alguna de las causales de reserva que dispone el artículo 21 del texto propuesto por la Comisión Mixta, el cual no hace otra cosa que explicitar el artículo 8º de la Carta Fundamental.



Además, el artículo 22 determina un régimen bastante estricto para establecer el secreto de los actos que ya ocurrieron y que, por ley, tienen dicho carácter, o bien de aquellos que alguna autoridad, en uso de las facultades que le otorga la ley conforme a la Constitución, ha declarado como tales.



Si se lee solo el artículo 22 del informe de la Comisión Mixta, no me cabe la menor duda de que podrá ser objeto de críticas. Pero, a mi entender, debe leerse según el artículo 8º del decreto ley Nº 488, de 1925 -al cual me referí al comienzo de mi intervención-, para ver cuánto hemos avanzado en esta materia. En ese sentido, habrá que tener en cuenta la cultura nacional, dentro de los rangos permitidos y de lo prudencialmente conveniente, para definir hasta dónde y durante qué plazo es admisible mantener la reserva de los actos ya ocurridos.



Todos sabemos que desclasificar actos secretos es algo bastante complejo en las distintas instancias internacionales o en otros Estados.

 

En consecuencia, señor Presidente, quiero finalizar agradeciendo el trabajo de la Comisión Mixta, como muy bien expresó el Senador señor Sabag; a los autores de la iniciativa, los Honorables señores Gazmuri y Larraín, y a todos los señores Senadores que han intervenido en su perfeccionamiento.



Asimismo, cabe recalcar que para el Gobierno este proyecto significa un paso trascendental en la agenda de transparencia. 



La iniciativa tendrá una vacancia de ocho meses. Esperamos en ese lapso echar a andar el Consejo para la Transparencia y contamos con la colaboración de todos los señores Senadores para el nombramiento de sus integrantes.



Al mismo tiempo, escucharemos todas sus sugerencias para que dicha institución pueda cumplir la función capital de la ley en proyecto y su mandato esencial: hacer el Estado mucho más cercano a todos los ciudadanos.



Gracias, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, me alegro mucho de que estemos aprobando una normativa como la que nos ocupa. La transparencia -como alguien dijo- es lo mismo que el alumbrado público contra la delincuencia.



Me da la impresión de que si este texto legal se hubiera aprobado antes o si estos principios se hubiesen puesto en práctica en la Administración Pública, sobre todo en lo que dice relación al manejo de los recursos fiscales, muchos de los delitos, de las desapariciones y mal uso de ellos no habrían ocurrido.



Creo que no se hubieran atrevido aquellos que usaron dineros de los Programas de Generación de Empleos para financiar campañas políticas, ni tampoco algunos funcionarios de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado a mal utilizar platas fiscales para campañas electorales u otros fines.



Sin embargo, me cuesta creer que estas disposiciones vayan a funcionar, porque existe una legislación vigente que no se cumple.



Me llama la atención -y lo reiteraré al final de mi intervención- que el Ministro Viera-Gallo nos plantee ejemplos, que yo no comparto para nada, como la igualdad de condiciones entre las empresas del Estado y las empresas privadas.



¿Y por qué digo esto? Porque cuando desaparecen recursos de Megavisión, los pierde su dueño. ¡Qué le importa a los ciudadanos la pérdida de tales dineros! Pero cuando se extravían de Televisión Nacional de Chile, los pierde el país; cuando desaparecen de CODELCO o de ENAMI, los pierde el país.



Yo quiero preguntarles a los señores Senadores, ¿qué pasará con las demandas de mera certeza que tales empresas han presentado en los tribunales de justicia? ¿Las van a retirar? ¿Para qué hacemos leyes si los directorios de las tres empresas que cité están integrados por Ministros del actual Gobierno y no entregan información ni al Parlamento ni mucho menos al ciudadano común y corriente?



Entonces, créanme, Sus Señorías, que en nuestro país impera una cultura del secretismo. Tal como dijo el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, existen normas, pero más bien hay una religión del secretismo. ¡Y pedir algún documento es ofender a algunas autoridades de Gobierno!



A mayor abundamiento, daré un ejemplo que a algunos les parecerá majadero, pero que sigue ocurriendo.



Los oficios enviados por el Senado, señor Ministro, a las diversas Carteras no se contestan ni en un 50 por ciento. Y no estoy incluyendo dentro de ese porcentaje aquellas respuestas que hablan de los ovnis o de cualquier otra materia que no se está preguntando.



Entonces, pienso que en el actual Gobierno no hay una actitud de enfrentar la realidad que estamos viviendo. Y podría dar muchos ejemplos. Hemos tenido que enfrentar en los tribunales de justicia a empresas fiscales, cuyos directorios -como dije- están integrados por Ministros de Estado quienes pagan, con recursos fiscales, sus abogados a fin de no informarle, en democracia, a la Cámara de Diputados.



¡Francamente, en ninguna democracia ello es explicable!



No obstante lo anterior, quiero ser más positivo y valorar el esfuerzo que los Senadores señores Larraín y  Gazmuri han hecho a través de la presentación del proyecto  de ley.



Asimismo, pido a la Mesa del Senado, como también al Ministro Viera-Gallo, quien conoce nuestra Corporación mejor que nadie, que ojalá partamos por las respuestas que están pendientes hacia nuestra Corporación, con la finalidad de que nos pongamos al día.



Cuando  el señor Viera-Gallo asumió su Cartera y el proyecto iniciaba su trámite, le dije que yo no estaba en condiciones de hacerle ningún cargo porque recién venía llegando.



No diré que ahora va saliendo, señor Ministro, pero ya lleva un tiempo suficiente a la cabeza de su Secretaría de Estado y me gustaría que se pusiera al día con el Senado en esa materia.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- El último inscrito es el Senador señor  García. 



Abriré la votación, porque el informe de la Comisión Mixta requiere quórum especial.



Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, yo había borrado mi inscripción.



Muchas gracias.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Cerrado el debate.



En votación el informe de la Comisión Mixta.

El señor HOFFMANN (Secretario General).-  ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Terminada la votación.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (28 votos favorables), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional requerido.



Votaron las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica y Sabag.

INCREMENTO DE FONDO DE ESTABILIZACIÓN DE PRECIOS DE COMBUSTIBLES DERIVADOS DEL PETRÓLEO

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que adiciona recursos al Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles derivados del petróleo, establecido en la ley Nº 20.063, con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata".

--Los antecedentes sobre el proyecto (5721-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 83ª, en 15 de enero de 2008.


Informe de Comisión:


Hacienda, sesión 84ª, en 16 de enero de 2008.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).-  El objetivo principal de la iniciativa es adicionar recursos al Fondo mediante el cual opera el mecanismo de estabilización de precios de los combustibles derivados del petróleo, facultando al Ministro de Hacienda a transferir al citado Fondo hasta el equivalente de 200 millones de dólares.



La Comisión de Hacienda discutió el proyecto tanto en general cuanto en particular y le dio su aprobación por 4 votos a favor (Honorables señores Escalona, García, Ominami y Sabag) y una abstención (Senador señor Novoa), en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, el mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República señala que “El mecanismo de estabilización de los precios de combustibles derivados del petróleo creado por la ley Nº 20.063 ha permitido reducir la volatilidad de estos en el mercado nacional, evitando de tal manera que eventos transitorios en los mercados internacionales generen excesivas variaciones en los precios domésticos.”.



Agrega que, “Como se ha explicado con ocasión de la propia ley Nº 20.063 y sus modificaciones posteriores, leyes Nº 20.115 y 20.197, este mecanismo compara el precio de paridad de importación por combustible con un precio de referencia construido a partir de dos componentes: el promedio móvil del precio del crudo de petróleo y el promedio móvil del diferencial de refinación, que es el margen existente entre el precio del crudo de petróleo y el precio del combustible refinado que se transa en el mercado internacional. De esta manera, el mecanismo permite mitigar de manera focalizada eventos relacionados con el petróleo crudo que puedan afectar el precio final del combustible en el mercado local, así como eventos en el diferencial de refinación que puedan tener este mismo efecto.”.



Destaca, asimismo, que “Durante los últimos años, los mercados internacionales han experimentado, por diversas causas, importantes oscilaciones tanto en los precios del petróleo crudo, como también en el margen de refinación. El hecho de haber contado en forma oportuna con este mecanismo ha permitido reducir sensiblemente el efecto de tales oscilaciones en el mercado nacional.”.



Y añade que, de acuerdo con lo expuesto, “Durante el último año se ha visto un incremento sistemático en el precio internacional del petróleo crudo, lo que se ha agudizado especialmente en los últimos meses.”.



“En el mismo período” -prosigue el mensaje- “se ha observado un incremento importante en las importaciones de petróleo diésel destinadas a satisfacer la demanda energética.”.



“Los eventos antes descritos” -continúa- “han significado que el mecanismo ha operado a plena capacidad en meses recientes, consumiendo parte importante de los recursos originalmente contemplados para tres años. En este contexto, como muestra de la preocupación constante de este Gobierno por implementar instrumentos que permitan reducir los efectos que generan las fluctuaciones de precios de los combustibles, en el presente proyecto de ley se propone adicionar recursos al mecanismo de estabilización, que permitan viabilizar su funcionamiento en el período indicado ante el nuevo escenario experimentado en los últimos meses, y así generar los beneficios sociales antes descritos.”.



En mérito de lo reseñado -expresa el mensaje-, “El proyecto que someto a vuestra consideración propone permitir la adición de recursos adicionales al mecanismo, otorgándole la facultad al Ministro de Hacienda para realizar transferencias desde el Fondo de Estabilización Económica y Social, al Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles Derivados del Petróleo, hasta por el monto de recursos que sean necesarios para su adecuada operación durante la vigencia del mismo, con un tope de US$200 millones.”.



Durante la tramitación en la Cámara de Diputados, la iniciativa sufrió una leve modificación: se eliminó la palabra “hasta” de la expresión “hasta en US$200 millones”. De esa manera, su artículo único establece: “Facúltase al Ministro de Hacienda para incrementar el Fondo en US$200 millones, mediante una o más transferencias de recursos existentes en el Fondo de Estabilización Económica y Social, creado” -como ya dije- “por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Hacienda.”.



De acuerdo con la estimación señalada por el señor Ministro de Hacienda en su informe a la Comisión, se espera que esa medida permita mitigar los precios en alrededor de 40 pesos por litro, lo cual, durante el verano, tendrá un impacto importante en la capacidad de consumo -sobre todo en el caso de las personas que se aprestan a hacer uso de sus vacaciones-, y en consecuencia, en la baja de la inflación. Y, por otro lado, posibilitará que las actividades productivas, en especial las energéticas, tengan un respiro derivado del precio más bajo del diésel.



En virtud de tales razones, la Comisión de Hacienda, por 4 votos a favor y una abstención, aprobó la propuesta de ley en los términos en que la despachó la Cámara de Diputados.



Por cierto, queda pendiente para el reinicio de la actividad legislativa tras el receso la discusión acerca del impuesto específico propiamente tal. El mismo Ministro de Hacienda ha manifestado en forma pública que el Gobierno asume la necesidad de abrir un debate con relación a ese tributo, lógicamente con la intención, no de subirlo, sino de rebajarlo.

El señor PROKURICA.- ¡Quién sabe…!

El señor CHADWICK.- ¡Vienen las campañas…!

El señor ESCALONA.- Conviene hacer esa precisión, ya que dicho Ministro señaló su disposición a ese respecto. Pero solo habló de “debatir”. Yo entiendo que se trata de debatir con el ánimo de rebajar el referido impuesto.



Como expresé, la Comisión de Hacienda acogió en plenitud este proyecto, no obstante que el Senador señor Novoa se abstuvo, por razones que no me corresponde a mí explicar y que, imagino, él dará a conocer durante su intervención.



Es cuanto puedo informar, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, yo concurrí con mi voto a la aprobación de este proyecto de ley porque creo que llevar alivio a las familias de clase media en lo concerniente al precio de los combustibles y, de paso, contribuir a rebajar la inflación son objetivos deseados y compartidos.



Sin embargo, uno quisiera -y, a mi juicio, es lo que debiera hacerse- ir definitivamente a una disminución del impuesto específico a los combustibles.



No parece razonable que el Fisco esté, por un lado, aplicando en esta materia en tributo especial -como hemos dicho en muchas oportunidades, se creó en la década del 80 con el fin de construir la infraestructura vial que el país necesitaba, lo que hoy se está haciendo por la vía de las concesionarias; por lo tanto, desde ese punto de vista, se trata de un impuesto obsoleto-, y por otro, devolviendo parte de los recursos recaudados -no todos-, por la vía de un subsidio al precio de los combustibles.



El Ministro de Hacienda, en declaraciones públicas de hace un par de días, señaló, por primera vez, que el Ejecutivo se abría a la posibilidad de revisar el impuesto a los combustibles con el propósito de disminuirlo.



La verdad es que hoy estamos frente a un precio internacional del petróleo de un  nivel al que nadie pensó jamás que se podía llegar. Hace pocos días el barril sobrepasó los 100 dólares; hoy está, aproximadamente, en 95. Y todo parece indicar que esos van a ser los rangos en que se va a quedar el precio.



Por lo tanto, creo que los recursos que estamos aportando al Fondo de Estabilización se van a agotar y que, al final, nos veremos en la obligación de ir derechamente a una disminución del impuesto a los combustibles.



Sin embargo, esta es la propuesta que nos ha traído el Ejecutivo. Y he querido votarla a favor porque -repito- me parece que constituye un alivio para la clase media y, sobre todo, una contribución a la lucha contra la inflación. No olvidemos que esta llegó a 7,8 por ciento a diciembre del año recién pasado.



Esta mañana recibimos el informe de política monetaria del Banco Central. Allí se nos señala que las alzas de precios se van a quedar por lo menos durante el primer semestre del presente año. Es decir, durante el 2008 también vamos a tener una tasa de inflación bastante más allá de 3 por ciento, que es el rango meta que se fijó el Instituto Emisor.



La inflación es el impuesto que mayormente afecta a los más pobres. Por consiguiente, el Gobierno debe contribuir a las acciones que realice el Banco Central para lograr disminuirla. Y una forma concreta de hacerlo es precisamente bajando el precio de los combustibles; porque una de las razones por las cuales la inflación se ha disparado ha sido el alto valor internacional de ellos.



Entonces, nosotros mismos estamos importando una causa de inflación, con lo cual hacemos que la pequeña y la mediana empresas deban soportar una carga financiera mayor, que las familias tengan que afrontar una carga financiera más elevada. 



La gran mayoría de los hogares se encuentran tremendamente endeudados. Y estoy seguro de que ahora los costos de los créditos que otorgan las casas comerciales a través de tarjetas de diversa índole van a subir, lo cual significará que las familias habrán de destinar un porcentaje más alto de sus ingresos al pago de intereses.



Sin embargo, podemos contribuir a disminuir todo eso -no digo a evitarlo, pero sí a rebajarlo- en la medida que bajemos el precio de los combustibles.



¿Cómo podemos disminuir el valor de los combustibles? Reduciendo significativamente el tributo que los afecta, que es bastante elevado, porque tiene el porcentaje específico y, además, el impuesto al valor agregado.



Por eso, yo no reniego de mi voto favorable.



Creo, sí, que a la Sala le gustará mucho escuchar al Ministro de Hacienda explicar por qué optaron por esta solución y no por una más permanente, como sería la rebaja del impuesto a los combustibles, luego de que él mismo así lo manifestara a la prensa en días recientes.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, como lo expresaron el Senador informante y el Honorable señor García, el Fondo de Estabilización es un instrumento que permite paliar o regular en parte los precios de los combustibles a los usuarios.



Este es un asunto que se ha venido discutiendo por muchos años, cada vez que se producen períodos de alzas en el valor del petróleo y, por tanto, de los combustibles, lo cual genera bastante inestabilidad y provoca un daño significativo a los bolsillos de los consumidores.



La realidad que viven los precios del petróleo ha superado los peores pronósticos. Y esto, en mi opinión, debe llevarnos a lo que aquí se ha planteado con claridad y que -entiendo- el propio Gobierno está tratando de asumir: la revisión a fondo del impuesto específico a los combustibles.



Nos expresaba el Honorable señor Escalona que la aplicación de dicho instrumento de estabilización, con un aporte de 200 millones de dólares, como se establece en el proyecto, va a generar un indudable alivio a los usuarios. Porque se habla de que el precio de las bencinas podría bajar 40 pesos. Pero esa rebaja, con suerte, representará 5, 6 ó 7 por ciento del valor de cada litro de combustible.



Por cierto, aquello implica un alivio; pero, claramente, no constituye una solución. Los precios siguen extraordinariamente altos. Y si alguien necesita viajar, hacer turismo, efectuar transporte o trabajar, tal paliativo, con los elevados valores de los combustibles, no es una solución efectiva.



Entonces, como se trata además de un factor que ha influido notoriamente en el alza del IPC, el problema ya no tiene solo dimensión sectorial, ni siquiera desde el ángulo de los ingresos del Estado, sino que ahora reviste carácter nacional, por lo que debe ser encarado con urgencia.



Alguien decía hoy que la dificultad la constituyen los ingresos estimados en el Presupuesto de la Nación por concepto de impuesto específico, que en la práctica se encuentran destinados a inversión, a gastos y a satisfacer una serie de necesidades del Estado. Pero ese argumento es bastante relativo, porque, según la información existente, a raíz del aumento de los precios el año pasado se recaudaron alrededor de 500 millones de dólares de más.



Cabe preguntarse, entonces -porque, como se dijo, este tema no es nuevo-, qué habría pasado si la revisión del impuesto específicos a los combustibles se hubiese adoptado hace ocho meses o un año y cuánto habría influido ello en el altísimo IPC que tuvimos en 2007.



Algunos hablan de un punto o dos. Y esa diferencia, en mi opinión, justifica plenamente plantearse de una vez por todas y de manera más permanente la revisión del impuesto específico.



Normalmente, uno tiende a hacer referencia al impuesto a las gasolinas, que es más alto que el del petróleo. Pero, de todas maneras, en este hay un porcentaje elevado. Y el petróleo influye mucho más en servicios, en costos de producción, en transporte directo, en transporte de pasajeros y de carga. En este último existe una incidencia directa en los precios al consumidor. Y, sin duda, ha habido en alza en el sector, aunque no tan significativa como los transportistas quisieran, porque no han podido traspasarla al usuario. Pero es incuestionable que las tarifas por los servicios de transporte han subido, lo cual implica un mayor costo que después se traspasa a los consumidores. Y, por supuesto, eso ha generado la inflación de que aquí se habla.



Por lo tanto, señor Ministro, me parece que el momento es bastante urgente, y la coyuntura, muy difícil y complicada como para no encarar el problema.



En todo caso, me alegra lo que se ha planteado en términos de revisar el impuesto específico a los combustibles y que exista una apertura clara en tal sentido.



Algunos dirán que ya llegó el tiempo de las elecciones y que, por tanto, hay que buscar alternativas como aquella. Francamente, para mí, la cuestión va más por la línea que he expuesto. Hay fórmulas alternativas que permiten garantizar los ingresos tributarios ya comprometidos. Puede establecerse una escala móvil o flexible que permita operar con la lógica que he escuchado a ingenieros y a los propios parlamentarios: a mayor precio del petróleo, menor impuesto, y viceversa. Y habrá que fijar las escalas o las tablas que posibiliten mantener los equilibrios y tener los ingresos tributarios asegurados, pero sobre la base de rebajar sustancialmente los precios de los combustibles al consumidor.



Me gustaría que el Ministro de Hacienda nos pudiera explicar si el Gobierno tiene una estimación de lo que podría significar una rebaja sustancial del impuesto a los combustibles y del efecto que ello provocaría en el IPC. Porque ese cálculo debe estar hecho. Y es importante que lo tengamos sobre la mesa. Porque si hubiéramos aplicado tal medida hace seis u ocho meses, probablemente habríamos tenido un IPC menor y con ello estaríamos resguardando el bolsillo de la gente que vive de un ingreso permanente que, mientras los precios de todo suben a diario, no ha sido objeto de los aumentos que todos quisiéramos.



La otra discusión que permanentemente se registra a propósito del impuesto a los combustibles es si su rebaja favorece a los sectores de mayores ingresos o a los de menores ingresos.



Aquí, a mi juicio, no existen dos opiniones. Hoy día, la gente que tiene vehículos para distintas actividades, desde lo particular hasta lo productivo, cruza -diría- prácticamente a la totalidad de la población. De una u otra manera, las personas se ven directamente afectadas por estos precios, ya sea porque son usuarias de servicios de transporte o porque son propietarias de vehículos en los cuales se desplazan o, lisa y llanamente, trabajan. Ello dice relación al pequeño sector productivo agrícola; al pequeño transportista; al habitante de la Capital que, por las dificultades del Transantiago, optó por volver a salir en auto, en la medida en que el sistema de transporte público no le garantiza todavía los horarios, ni la seguridad, ni la eficiencia que todos quisiéramos. Y si, más aún, agregamos el hecho de que esos mismos usuarios -estoy hablando de particulares- deben pagar, además, peajes bastante altos para desplazarse por las carreteras o ciudades, entonces estamos aplicando un doble impuesto a sectores que lo que realmente necesitan, como aquí se ha dicho, es un poco de alivio.



Me parece que debemos aprobar el proyecto, obviamente, porque da un alivio y permite al Gobierno tomar medidas rápidas para rebajar los precios de los combustibles. Acá se ha hablado de 40 pesos, lo que no es demasiado, pero sí reviste importancia.



Y pienso que lo más relevante es que podamos tener alguna alternativa válida, ingeniosa, eficiente, viable, de aquí a un mes o al empezar marzo, que permita una rebaja sustancial de los impuestos a los combustibles y garantice el equilibrio de los ingresos tributarios que el Estado ya tiene comprometidos.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VELASCO (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, como muy bien han dicho varios señores Senadores, el país enfrenta hoy una situación muy distinta y más difícil, evidentemente, en los precios de los combustibles. Hace algunos años, el barril de petróleo costaba 20 dólares; un año atrás, 60 dólares; en la actualidad, casi 100, lo que constituye una situación inédita, sin precedentes.



Esto ha tenido dos impactos nocivos en Chile. Primero, ha tocado directamente el bolsillo de la gente, llegado el momento de ir a la bomba a echar bencina al auto o a la camioneta de la pequeña empresa.



Segundo, ha contribuido a gatillar una mayor inflación, como la vivida en los últimos meses, debiendo el Banco Central -esta mañana estuvo aquí el señor José de Gregorio, su Presidente- enfrentar presiones por el lado de la oferta, de nuevo bastante inéditas, tanto en el caso de los combustibles como en los precios de los alimentos.



En seguida, justamente el alza, que nadie predijo, del precio de los combustibles ha llevado a que el Fondo de Estabilización -que el mismo Senado aprobó, estableciendo un monto de 60 millones de dólares, en junio del año pasado- se haya gastado más rápidamente de lo previsto.



En ese momento, cuando vinimos a esta Corporación, las proyecciones -no del Gobierno, sino de los mercados internacionales; las implícitas en los precios- mostraban un precio del petróleo más o menos plano. No es que nosotros lo inventáramos: es lo que decían los mercados.



Pues bien, dichas proyecciones no se dieron. Por lo tanto, esos 60 millones de dólares se han ido agotando. Hoy día, el Fondo tiene aproximadamente 13 millones de dólares.



¿Cuál es la expresión concreta y tangible para la gente de lo que ha ocurrido? Dado el mecanismo contenido en la ley despachada por el Senado, cuando el Fondo no tiene para financiar doce semanas de créditos a los niveles en que deberían hallarse, se reduce automáticamente la contribución al bolsillo de las personas. En consecuencia, hoy, con 13 millones de dólares, estamos en una situación en que el crédito, tanto para las gasolinas como para el diésel y la parafina, ha convergido prácticamente a cero.



En opinión del Ejecutivo, entonces -y lo han considerado también así la Cámara de Diputados y la Comisión de Hacienda del Senado-, resulta imprescindible, urgente, hacer un aporte. Y ha propuesto 200 millones de dólares con una meta en mente: dar tranquilidad a la gente, a fin de que no se requiera enfrentar situaciones imprevistas porque el día de mañana el Fondo no pueda proporcionar la plata necesaria para la labor que ha realizado muy bien, cual es estabilizar los precios de los combustibles.



En el último año, el crédito a la gasolina -obviamente, ello fluctúa, porque así lo establece la ley, pero me refiero a los momentos en que ha sido mayor- ha alcanzado a 57 pesos por litro, y a más de 30 en el caso del diésel. Es decir, cuando hemos visto un incremento brusco en los precios internacionales, el Fondo -por supuesto, cuando tenía los recursos- ha contribuido a aplacarlo, menos en las últimas semanas, y a echarle una manito al bolsillo de la gente de clase media.



Nos parece imprescindible contar con los recursos señalados -ojalá, a la brevedad-, por lo cual agradezco de antemano la posibilidad de que el proyecto sea aprobado hoy, lo que permitirá, como lo dijeron algunos señores Senadores, restablecer el crédito a sus niveles normales, para estos precios. Y, en nuestra estimación, ello significa aproximadamente 40 pesos -quizás, algo más- por litro, lo que debería reflejarse en un menor costo al comprar combustible.



Lo anterior es una prioridad que pienso que todos compartimos. No he escuchado, en estos días de debate parlamentario, un matiz al respecto. Por consiguiente, insisto en la importancia de disponer de esos recursos prontamente, como espero que ocurra.



Cada semana que pasa es un tiempo en el cual no están los fondos en el mecanismo de estabilización, y, por lo tanto, no se puede aplicar el crédito al precio de las bencinas, del diésel y del queroseno.



¿Qué más ha planteado el Gobierno en el contexto de esta nueva coyuntura? Ha dicho: “A circunstancias nuevas, miradas nuevas”.



Naturalmente, cuando el precio del petróleo es de 20 dólares por barril y la inflación alcanza a 2 por ciento anual, la situación es distinta y las políticas aconsejables difieren de aquellas que corresponden cuando el precio del barril es de casi 100 dólares y la inflación sobrepasa 7 por ciento.



Por eso, el Gobierno ha dicho -y lo reitero aquí- que no descarta ninguna opción y que está disponible para analizarlas todas, en el entendido de que el objetivo común es disminuir el efecto de estos precios en el bolsillo de la gente y apoyar al Banco Central en la labor, que es de todos, de disminuir la inflación.



Algunos señores Senadores han pedido mayores detalles. En respuesta a esas inquietudes, y más que coartar el debate o anticiparme a lo que pueda ser, quisiera proponer que lo lleváramos a cabo como debe ser en democracia y que hiciésemos los planteamientos con la información y los datos correspondientes.



Me adelanto a añadir que, justamente en una circunstancia de tanta volatilidad e incertidumbre en los precios, resulta muy importante ver cómo va evolucionando el del petróleo a la hora de tomar decisiones. Mas reitero aquí la voluntad del Ejecutivo de no descartar opciones en la búsqueda de alternativas para disminuir el impacto de los mayores precios y, asimismo, contribuir a la baja de la inflación.



Pero, además -y aquí termino-, tenemos hoy un instrumento disponible, ya en operaciones, que es el Fondo. Nos parece imprescindible contar con los recursos de que se trata, de modo que pueda volver a operar, y que, al hacerlo, pueda echarle una manito a la gente, especialmente en este período de verano, en que todos queremos salir a unas merecidas vacaciones.



Gracias.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, pido que se abra la votación, porque el proyecto es muy importante y quedan pocos minutos para que termine el Orden del Día. Y la idea es despacharlo en esta sesión.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se abre la votación.



--(Durante el fundamento de voto).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Conforme a la lista de inscritos, tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, la verdad es que no comparto el diagnóstico planteado por el señor Ministro de Hacienda. En general, hace varios años que todos los analistas y los estudios serios, nacionales y extranjeros, señalaban que el precio internacional de los combustibles iba a subir de manera sistemática en el tiempo -aunque tal vez no con el alcance de que el petróleo llegaría a 100 dólares el barril- y que, en definitiva, los precios altos habían llegado para quedarse. 



Por eso, no concuerdo con el diagnóstico de que “ante nuevas realidades, nuevas medidas”.



Para ver particularmente el asunto de la gasolina, cabe hacer presente que 58 por ciento del valor corresponde hoy al precio base y 42 por ciento solo a tributos.



Y el impuesto específico, creado originalmente para financiar la construcción de carreteras, se transformó después, a medida que fue aumentando, y pasó a constituir un elemento de recaudación fiscal. En 1992, su valor era de 3,6 UTM por metro cúbico; en 1995, de 4,4 UTM; en 2000, de 5,2 UTM, para permanecer en 6 UTM a partir de 2001.



Por lo tanto, repito, primero, que los altos precios se habían previsto hace bastante tiempo, y segundo, que el impuesto específico se transformó en un elemento de recaudación.



Algunos de nosotros preveíamos, señor Presidente, coincidiendo con los analistas internacionales, que los precios altos habían llegado para quedarse. Por tal razón -y ello le consta al señor Ministro de Hacienda-, en el año 2006 presentamos una propuesta para establecer, no el mecanismo transitorio de un Fondo, sino un sistema permanente, como lo es un impuesto móvil a los combustibles.



¿Qué se persigue con esa medida? Como el aumento del precio final de la gasolina se debe a un alza en el precio base y, por lo tanto, al impacto en la base tributaria del IVA, la propuesta del impuesto variable busca neutralizar el incremento del IVA mediante una disminución del impuesto específico de igual magnitud que el IVA. De esta manera, la recaudación anualizada se mantendría prácticamente constante, al contrario de lo que sucede ahora, cuando sube al aumentar el precio. 



Repito: desde 2006 hemos sugerido un impuesto móvil a los combustibles. Y el efecto fiscal no era feroz. Nos pusimos en tres escenarios distintos: cuando el precio subía 5 pesos por sobre los 600, que  es donde se gatilla el mecanismo, y cuando se incrementaba en 25 y en 50 pesos. En el primer caso, la menor recaudación tributaria en un período de seis meses llegaba a no más allá de 2,7 millones de dólares; en el segundo, a no más allá de 13,7 millones, y en el tercero, a no más allá de 27,5 millones.



Esa propuesta se encuentra en poder del señor Ministro de Hacienda desde hace dos años. De manera que no se trata de una improvisación. Ante las constantes alzas en el precio de los combustibles, planteamos un sistema permanente. Recién ahora -ignoro si ello coincide o no con el cambio de Gabinete- el Gobierno se ha abierto a la posibilidad de establecerlo. 



Pero era necesario llegar a eso, señor Presidente, cuando por un lado se otorga un subsidio y por el otro no se disminuye la recaudación tributaria. Es decir, lo que se reduce en las arcas fiscales por concepto de subsidio, se recupera hoy vía mayor recaudación tributaria en razón de los aumentos de precio.



Obviamente, es el mejor de los escenarios. Pero lo lógico sería establecer un sistema permanente -vamos a seguir insistiendo en ello- y el impuesto móvil, tantas veces planteado desde el año 2006.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, debo manifestar que mi abstención en la Comisión tuvo como propósito preciso que se discutiera en profundidad acá en la Sala cuál es el sistema más adecuado para evitar que el precio internacional de los combustibles provoque un impacto en la población y, al mismo tiempo, que se efectuara un análisis a fondo y se escucharan compromisos de parte del señor Ministro de Hacienda con respecto a los anuncios efectuados en cuanto a la modificación del impuesto específico a los combustibles.



Creo que, efectivamente -tal como manifestó el Senador señor Orpis-, no resulta razonable que los ingresos fiscales aumenten en la misma medida en que se incrementen los precios internacionales de los combustibles.



Por lo demás, esa situación es tan insostenible que, por otro lado, es necesario compensar de alguna forma a la población mediante el Fondo de Estabilización de Precios, el que en definitiva puede transformarse en gasto, como ha ocurrido en el pasado. Porque esos recursos se agotan, y lo que inicialmente se establece como un Fondo de Estabilización de Precios termina siendo un aporte fiscal, que constituye un gasto, o un subsidio, o una compensación por el mayor precio de los combustibles.



A mi juicio, estudiar un impuesto variable, que signifique disminuir el impuesto específico cuando el precio internacional supere cierto margen, y, cuando este se halle en niveles normales o bajo ellos, aquel vuelva a la tasa habitual, es, quizás, el sistema más apropiado y objetivo. Porque, cuando suben los precios internacionales, los ingresos fiscales aumentan por concepto del IVA. Entonces, perfectamente podría aplicarse una rebaja equivalente en el impuesto específico. Con ello se conseguiría el propósito de la estabilización del precio y no disminuirían los ingresos fiscales.



Esa fue la razón por la cual me abstuve en la Comisión. Pero en la votación acá en la Sala me pronunciaré favorablemente, porque estimo fundamental acudir en auxilio de las personas afectadas por la inflación, que es bastante alta. Y esta, debido al aumento internacional de los precios de los combustibles, se expresa, además, en un alza muy significativa, que perjudica principalmente a los sectores de clase media, a los que perciben un  ingreso fijo, que muchas veces no tienen capacidad para defenderse del efecto inflacionario.



Finalmente, pienso que una modificación al esquema tributario del impuesto a los combustibles podría ser una forma más objetiva o menos discrecional que el Fondo de Estabilización de Precios de los Combustibles.



Debemos reconocer que hace poco más de seis meses, cuando se dictó la ley que ahora se propone modificar, se fijaron parámetros más objetivos para la aplicación del Fondo. Sin embargo, la iniciativa para aportarle recursos va a depender siempre del Poder Ejecutivo, y, desde ese punto de vista, puede ser discrecional. En efecto, el Gobierno podrá encontrarse dispuesto a enviar un proyecto antes de un proceso eleccionario, pero no en un período normal.



El establecimiento de un mecanismo permanente para modificar el impuesto específico y compensarlo con el IVA asegura plena transparencia en la materia, lo cual creo que es muy importante para la ciudadanía.



Votaré que sí.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, el proyecto en debate tiene por objeto incrementar el Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles Derivados del Petróleo.



Si uno analiza el punto, el propósito de ese tipo de fondos lo indica su nombre. Pero el que nos ocupa no estabiliza los precios. En la práctica, y todos lo saben, solo trata de amortiguar las alzas. Porque nadie pensó -ninguna revista especializada lo ha sostenido, ni la más modesta- que los precios no iban a subir.



Le recuerdo al Ministro de Hacienda que hace unos cuatro meses enviamos una carta a la Presidenta de la República y a su persona, que se denominó “Carta de Atacama”, donde decíamos que todas las revistas técnicas afirmaban que el precio del barril de petróleo llegaría a 100 dólares. O sea, esto no era una incógnita, sino un secreto a voces: todo el mundo sabía que este producto iba en alza.



Ahora, ¿por qué me preocupa que el Gobierno envíe este proyecto y no uno que termine con la causa del problema? Porque, analizada en profundidad la situación, si bien la medida propuesta resulta muy agradable para quienes tenemos que cargar combustible en las bombas hoy día y para quienes deben asumir costos importantes (taxistas, colectiveros, micreros y camioneros) pues se amortiguarán los efectos de las alzas, tal solución es como ponerle un parche curita a quien padece cáncer o hacerle una transfusión a un enfermo descuidando la herida. Ello, porque tal situación va a continuar.



La cuestión de fondo ha sido planteada aquí por los Senadores señores García y Orpis -y el señor Ministro anunció que se presentará una iniciativa al respecto, lo cual me alegra mucho- y tiene que ver con hallar la manera de rebajar el impuesto específico de los combustibles. Este es uno de los más altos del mundo y afecta -en esto no se equivoque, Senador Pizarro- no solo a la gente de clase media, sino también a las personas más modestas, quienes, en mi opinión, pagan el mayor costo derivado del incremento en los precios de los combustibles. ¿Por qué? Porque, aunque no tengan vehículo, resulta que en Chile hay que transportar la leche, el pan, la carne, todo...

El señor PIZARRO.- ¡Yo dije eso!

El señor PROKURICA.- Me parece muy bien. 



Esa es la cuestión de fondo.



De una vez por todas hay que analizar el problema en sus causas. 



La actual estructura impositiva, señor Ministro, tiene un incentivo perverso. Pareciera que a todo el mundo le doliese cuando el precio internacional de los combustibles sube; no obstante, yo noto en usted una tremenda sonrisa, porque a Hacienda le conviene el alza. Parece increíble, pero es así: cada vez que se eleva el precio internacional, como el IVA es proporcional, las arcas fiscales aumentan.



El año antepasado la recaudación llegó a 1.600 millones de dólares y el año pasado, a 1.900 millones de dólares. Para 2008, algunas revistas estiman que, de seguir las cosas así, se recolectarán 2.300 millones de dólares solo por concepto del impuesto específico.



Me alegro de que hoy día se haya visto la luz al final del túnel, aunque es tarde, pues, en mi opinión, no cabía esperar para hacer este debate. De hecho, el proyecto en análisis nunca tuvo que haberse enviado. Debió presentarse una iniciativa tendiente a modificar la estructura tributaria de los combustibles, a fin de resolver la causa del problema.



Además, aprovecho de pasarle un aviso al señor Ministro que también estaba contenido en la denominada “Carta de Atacama”: la gente que trabaja en el transporte de pasajeros (taxistas, colectiveros y otros) también vive una realidad muy difícil, porque el gasto en combustible constituye el 80 por ciento de sus costos. Por lo tanto, en la actualidad ella está trabajando para subsistir. Ante tal realidad, le solicito -ojalá se incluya en la discusión sobre la rebaja del impuesto específico- que esas personas puedan acceder al beneficio de descontar el 25 por ciento de tal tributo. Los camioneros cuentan hoy día con esa ayuda, pero no así el sector de los colectiveros y taxistas.



Muchas veces se me ha dicho: “No, es que no llevan contabilidad”. Eso es un detalle. Arreglemos la situación de ese sector, porque esa gente lo está pasando mal, señor Ministro. Si la queremos ayudar, démosle una mano en serio.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, me alegra mucho que este proyecto se haya visto hoy, porque, evidentemente, tiende a paliar una situación urgente, grave e indispensable de abordar por parte del Gobierno. De modo que la crítica al hecho de que se haya enviado esta iniciativa y no otra es absolutamente reversible, porque otra habría sido de más lato conocimiento, de más larga tramitación. Por tanto, no habríamos podido reaccionar ante el impacto que estas alzas han generado en la población, que es lo que queremos evitar.



Además, quiero discordar con aquellos que señalan que el impuesto específico de los combustibles es la causa del problema. Esta radica en otra parte: en Medio Oriente, en los conflictos derivados de las guerras o del cartel de la OPEP. Eso determina el precio internacional de los combustibles, que repercute en el país no solo en el valor directo de estos, sino también en todos los costos asociados y derivados de su aplicación. El que se ha mencionado aquí, fundamentalmente, es el transporte.



No olvidemos que hoy hasta la generación de energía eléctrica se basa más en la utilización del diésel -incluso del carbón-, por lo cual, los costos se asumen en función del aumento del precio internacional de los combustibles.



Concuerdo en que hay que rebajar el impuesto específico y comparto el criterio general que tiene como meta la proposición de la Alianza, en el sentido de establecer una suerte de compensación: como al aumentar el valor del tributo, que es la base imponible, sube la recaudación por medio del IVA, deberíamos tener, por tanto, según la teoría, un impuesto móvil. En esta última parte yo no estoy de acuerdo. 



En mi opinión, hay que modificar la estructura tributaria en términos tales que resulte lo menos alterada posible pero con un efecto similar a lo planteado. 



He señalado al señor Ministro de Hacienda que mi proposición va en el mismo sentido, pero con un mecanismo distinto. Este consiste en que, tal como el IVA a la construcción constituye un crédito contra el IVA o contra otros gravámenes -como el de Primera Categoría-, a partir de cierto rendimiento tributario el impuesto específico al combustible debiera constituir un crédito contra otros tributos, con la gran ventaja de que el sistema recaudatorio -a diferencia del ejemplo del IVA a la construcción- se halla absolutamente focalizado. O lo paga ENAP, por la refinación, o los importadores, por el ingreso al país del diésel, del queroseno o de la gasolina. De modo que no son más de diez los contribuyentes que deben recaudar el impuesto específico a los combustibles y son ellos los que tendrían derecho a la aplicación del crédito.



En ese sentido, creo que sería altamente conveniente realizar un estudio que permitiese mantener la estructura tributaria con el efecto de la compensación del impuesto. Porque nadie puede prever que a lo mejor el día de mañana nos llenaremos de gas. No hay que olvidar que este gravamen se aplica solo a las gasolinas y al combustible automotor. En consecuencia, no todo combustible está afecto al impuesto específico.



Por ello, cambiarlo resulta tremendamente complicado. Yo prefiero dejarlo como está y, simplemente, buscar un mecanismo alternativo que posibilite la compensación correspondiente. 



Me alegra mucho que el Ministerio de Hacienda haya propuesto esta modificación al Fondo de Estabilización de Precios de los Combustibles, que voy a votar favorablemente. Y sugiero un cambio en el mecanismo para aplicar el impuesto específico, tal como he señalado.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Arancibia.

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, me sumo a la felicidad que siente el Senador señor Vásquez por la propuesta contenida en este proyecto, que aliviará los bolsillos de los chilenos en cuarenta pesos, según dicen, una vez aprobada la iniciativa, a la cual, ciertamente, voy a concurrir con mi voto favorable.



En términos generales, quiero expresar que, en su concepción básica, esta ley no solo se aplicó cuando el barril de crudo costaba 20 dólares -después subió a 60 y ahora se halla en los 100-, sino que buscaba absorber las fluctuaciones que experimentaba el precio del combustible en determinado período de tiempo. Ese era su propósito, y lo sigue siendo.



Pero, si Sus Señorías atienden a cómo se ha movido el valor de dicho precio en el último año, observarán que las variaciones son mínimas. La pendiente es pronunciadísima; es decir, va en una escalada de incremento de precios absoluta, casi sin fluctuaciones. Por lo tanto, la regla de oro que opera en este caso, si bien ha funcionado, tal como se plantea acá, no constituye la solución del problema.



Por cierto, vamos a apoyar este traspaso de 200 millones de dólares, porque esos recursos le permitirán al sistema, bien o mal, seguir funcionando. Como dijo el señor Ministro, quedan 13 millones de dólares para absorber las alzas, y con esos recursos el Fondo no operará en la forma prevista.



Por lo tanto, valoro esta iniciativa legal, porque, de alguna manera, va a mejorar el sistema.



La otra cosa que me alegra es que se abriera la posibilidad de presentar un proyecto -entiendo que de eso se trata; después discutiremos aquí en forma amplia y profunda sus alcances y contenidos- que permita controlar el alza que se produce ciertamente por el incremento del precio del petróleo -como expresaba el Senador señor Vásquez-, pero que se ve aumentada exponencialmente por los impuestos que se le aplican.



Sobre este último aspecto vamos a poder operar.



Pero dejo constancia de algo importante: cualquiera que sea el proyecto, su origen debe ser el Ejecutivo. Nuestras ideas pueden ser más o menos brillantes, más o menos trascendentes, pero la iniciativa -y, por lo tanto, la responsabilidad- con relación al precio de los combustibles hoy día recae absolutamente en el Gobierno.



Y el hecho de que le estemos aprobando el texto en análisis con la celeridad que hemos procedido habla de nuestra disposición a colaborar para mejorar una situación que ha sido generada por un retardo de propuestas específicas del Ejecutivo tendientes a controlar, entre otros indicadores, la inflación.



Quiero dejar claro eso. Mi voto va a ser favorable.



La solución que encontremos -sea la del Senador señor Vásquez, la del Senador señor Orpis, la del Senador señor Novoa, etcétera-, que permita al Estado asegurar un nivel de ingresos por la línea impositiva que se establezca, me parecerá justa.



Espero ver resuelto este problema en el mediano plazo. Escuché en los medios de comunicación que en marzo próximo el Ministerio de Hacienda estaría presentando el proyecto respectivo. Si fuese así, tendremos tiempo para debatir sobre el particular antes del inicio del proceso eleccionario, que era otra de las preocupaciones que teníamos sobre la materia.



Ojalá seamos capaces de generar un buen debate en su momento y tengamos la suerte de que el incentivo para que ello suceda -el proyecto que debe mandar el Ejecutivo- se haga efectivo lo antes posible, a objeto de que la situación actual no se mantenga en el tiempo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, nuestro país posee un intensivo transporte interno de pasajeros y de carga por su fisonomía física, su geografía, y también por su comercio de exportación. 



No comparto la idea del Senador señor Vásquez en cuanto a que el impuesto específico a los combustibles lo pagan tres empresas. Lo pagamos todos los consumidores, y a veces con poco crecimiento o con inflación considerable, como sucede ahora.



Cada vez que se ha tramitado un alza del impuesto específico he votado en contra, porque mi Región se encuentra a mil kilómetros al sur de Santiago. El país se halla concentrado. Y los altos precios de los combustibles, además, favorecen la centralización. Por eso Chile está amontonado alrededor de la Capital.



Ahora el señor Ministro nos dice que discutiremos este proyecto sin la información ni los datos de respaldo correspondientes. 



No se respondió la pregunta del Honorable señor García, ni la del Senador señor Pizarro, en cuanto a saber cuáles son las alternativas que consideró dicha Cartera, cuáles fueron los detalles, cómo se evaluó esta propuesta -para tener los antecedentes sobre la mesa, como señaló el Honorable señor Pizarro-, cuáles son los montos inyectados desde la creación del Fondo de Estabilización, cuáles son las fechas que se manejan. 



¿Por qué digo esto último? Porque recordemos que una vez, con posterioridad a una elección presidencial, se incrementaron los precios de los combustibles. Debieron haber subido mucho antes, pero lo hicieron una o dos semanas después, cuando se hallaba asegurado el resultado eleccionario.



Asimismo, ¿en cuánto se estabiliza el precio de los combustibles?; ¿en cuánto se rebaja la inflación?; ¿qué impacto tendrá sobre esta lo que se propone? Porque nos dicen que el objetivo de la iniciativa es ayudar a enfrentar la inflación.



Ahora, el aumento de esta se explica -como expresó el señor Ministro cuando discutimos la Ley de Presupuestos- por un alza en el costo de la energía, en el precio de los combustibles de todo tipo y de los alimentos. Y yo agregaría: por un incremento desordenado en el gasto público. El gasto público se elevó en casi 10 por ciento y estamos creciendo 4 ó 5 por ciento.



¿Serán compatibles esos indicadores?



Un país que crece poco y gasta mucho sufre un impacto en su inflación, a no ser que hayan cambiado mucho las reglas en Economía.



Ahora bien, como aumenta la inflación, el Banco Central sube las tasas de interés. Y eso repercute en los deudores -por la UF-, pero también en la actividad económica. Como se eleva la tasa de interés, la gente compra menos; al comprar menos, se produce menos y nuestra economía de nuevo crece menos; al crecer menos, se vende menos, los empresarios invierten menos y se contrata a menos gente. Y son las contrataciones, los empleos, los que generan la riqueza.



Por tal motivo, pido que se dé más información, porque hasta aquí todo es vago, general.



En Regiones nosotros tenemos problemas particulares; hay carencias mayores. La que represento se halla a mil kilómetros de Santiago; otras, se encuentran mucho más atrasadas y distantes. Chile sigue cortado. La gente de Chaitén, de Futaleufú, de Palena tendrá que pagar más todavía por un servicio de trasbordo que ya es de mala calidad, caro, lento, impreciso e irregular en sus horarios.



De Puerto Montt al sur se cuenta con una sola vía, a veces con mucho tráfico, otras, con poco. El Plan Chiloé no avanza. 



Entonces, la cuestión energética resulta fundamental para las Regiones, no solo para Santiago.



Por los motivos expuestos, votaré que sí, señor Presidente, dado que, por primera vez, se plantea bajar los impuestos en esta materia.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, es difícil oponerse a reforzar el Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles Derivados del Petróleo.



Resulta evidente que se trata de una contribución para evitar las presiones inflacionarias originadas en el alza descomunal del precio internacional del petróleo. Y ayudará, por lo menos en el corto y en el mediano plazo, a los bolsillos no solo de la clase media, sino también de varios otros sectores de la economía.



Quiero compartir una paradoja que me llama la atención.



Por lo regular, cuando aumentan los precios, el consumo debería bajar. Pero en nuestro país sucede que, a pesar del alza significativa que han experimentado, un segmento de consumidores continúa un proceso acelerado de compra de vehículos (entre 220 mil y 250 mil). La gran mayoría de ellos funciona con bencina. Quienes adquieren autos petroleros pertenecen más bien al segmento ABC1. El resto prefiere los bencineros. 



Nos hallamos frente a un fenómeno que se presenta a nivel nacional. En algún momento tendremos que discutirlo en su mérito, más aún si somos una nación con poca producción de petróleo o de sus derivados.



Siento que habrá que analizar en su minuto si los acuerdos de libre comercio han afectado en esta materia.



Adicionalmente, es evidente que, al abrir el debate acerca del Fondo de Compensación, muchos estamos tentados de abordar lo relativo al impuesto específico a los derivados del petróleo. 



Soy de los que aplaudieron, al igual que muchos ciudadanos, la invitación del Ministro de Hacienda a que en marzo se inicie una discusión para revisar dicho tributo. Sería ideal que pudiéramos establecer algún tipo de instrumento móvil, de acuerdo con el precio internacional. Creo que tendremos la capacidad de construir algo en tal sentido.



Si fuera posible, incluso se podría ir un poco más allá en la reducción de tal gravamen, compensándolo con la eliminación de subsidios que ya no son necesarios, como el dirigido a la construcción, gracias al cual se devuelve entre el 60 y el 70 por ciento del IVA.



Sin duda, me parece que sería bueno contar con un instrumento que tuviera un impacto para desacelerar en forma importante el aumento de la inflación.



Lo expuesto nos lleva a otro debate, relacionado con lo que se discutió con el Banco Central hoy en la mañana. Algunos vimos sin mucha satisfacción cómo el Instituto Emisor no quería hacerse cargo de fenómenos que están afectando a diversos sectores de la economía con el alza del dólar, situación que está llevando a la quiebra a muchos pequeños exportadores nacionales. Se trata de una situación dramática.



Por lo anterior, en la Comisión pregunté varias veces a los representantes del Ministerio de Hacienda qué pasaría si los 200 millones de dólares que se traspasan al Fondo de Estabilización -como se plantea- fueran comprados en el mercado. Ello permitiría, por lo menos, parar el absurdo de ser el país donde la moneda nacional se ha fortalecido más, pero con efectos dramáticos para amplios sectores de la economía.



Y esperamos que cuando en marzo se discuta lo relativo al impuesto específico logremos entender que también debemos abordar una materia poco grata, en cuanto a qué se hace con el impuesto al diésel. 



El parque automotriz se “dieseliza” cada vez más. Sé que eso constituye un debate incómodo e ingrato. Pero en algún momento hemos de asumir qué pasa con los sectores de mayores ingresos que compran vehículos diésel y terminan pagando menos impuestos en el momento de adquirir el combustible para dichos vehículos, los que no son asequibles a todos los sectores.



Señor Presidente, considero que el Fondo de Compensación es positivo.



Hago mías las reflexiones de la Presidenta Bachelet cuando conversó con el Presidente Chávez. Como este habla tanto de la región y de la solidaridad, bueno sería que aumentara la producción de petróleo en particular para nuestra región, a fin de que los países pobres o en desarrollo no deban pagar tan altos precios por dicho combustible.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, el alza del petróleo a nivel internacional ha significado para el Fisco chileno un gran negocio: ha ganado plata como nadie sin haber hecho ningún esfuerzo. Simplemente, por efecto de los impuestos, los ingresos finales -se esperaban mil 400 millones de dólares- terminaron siendo en el 2007 de mil 900 millones de dólares, de acuerdo con informaciones aparecidas estos días en la prensa. Es decir, sin moverse de su escritorio, el Fisco ganó 500 millones de dólares. El punto es de dónde salieron: del bolsillo de la clase media chilena, la principal usuaria de los combustibles.



Aquí hay una situación que creo francamente inequitativa. No puede ser que el Fisco crezca a costa de los chilenos sin justificación y sin necesidad.



Por lo tanto, cuando se plantea un proyecto de esta naturaleza - como dijo el Ministro de Hacienda,  constituye “una manito” para la clase media-, yo pregunto por qué no darle la mano. A esta se le ha dado un gran “manotazo”, no digo intencionadamente, pues ello es el resultado del sistema tributario que afecta a los combustibles, y ha sufrido las consecuencias de esta situación.



Estimo que lo justo no es hacer las cosas como se están proponiendo.



Por cierto que el Fondo y esta contribución de recursos ayuda.



El Ministro propone que en marzo nos sentemos a conversar y a resolver lo relativo al impuesto específico a los combustibles. ¿Por qué esperar ese mes? ¿Por qué no podemos resolver estos temas ahora? ¿Hay temor a rebajar el impuesto, o a tener un tributo móvil, como aquí se ha dicho? Esta última es una idea que ha circulado desde hace mucho rato, a objeto de que el Fisco no tenga perjuicios. Se esperaban mil 400 millones de dólares. Con esta modalidad, si sube el precio, baja el impuesto; pero si disminuye -también hay que ponerse en ese escenario-, aquel aumenta. De esa manera, el Fisco no pierde plata. Pero se hace justicia. Así, la gente no deberá desembolsar frente a una situación distinta en el mercado internacional, y el Fisco ganará a  costa de aquella cuando suba el precio, que es lo que ocurre hoy día.



Este no es un fenómeno reciente. Llevamos ya varios años con el mismo escenario. Y aunque injusta, la situación tiene remedio.



Quiero ver al Gobierno y al Senado preocupados por la clase media. Y una señal clara, precisa, sería rebajar el impuesto específico a los combustibles. No mañana, sino hoy. Lo podemos hacer ahora. No se trata de dar una mera "manito" a la clase media, sino de darle la mano, ayudarla de frentón. Porque a la gente con recursos no le importa el aumento. Por su parte, los más humildes caminan o andan en micros; tienen efectos menores o simplemente reciben subsidio. Pero la clase media se encuentra al garete. Creo que llegó la hora de que entreguemos señales concretas. Ojalá que esta hubiese sido una de verdad, y no a medias.



Votaremos a favor, pero de nuevo con la insatisfacción de que seguimos dejando las cosas a mitad de camino, sin llegar a la meta por haber perdido el rumbo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero referirme a la urgencia de “discusión inmediata” asignada al proyecto. Ello es una demostración más de la improvisación de tener que votar algo que era evidente que iba a ocurrir. Los informes aparecidos en la prensa, los estudios respecto al aumento del precio del petróleo no son una novedad. Y eso nos obliga a pronunciarnos a favor. Sin embargo, como se ha dicho reiteradamente en las intervenciones, no constituye la solución de fondo al problema.



Hay un punto que nadie ha destacado y que deseo mencionar.



El Fisco ha tenido una doble recaudación. Por cierto, una muy importante es a través del IVA. Por el solo hecho de que aumenten los precios percibe ingresos muy significativos. Pero, paralelamente, en los dos últimos años ha tenido una recaudación excepcional, producto del cambio de la malla energética del país, al suplir el gas de Argentina por petróleo. Hoy prácticamente ninguna central térmica en Chile está funcionando con gas de ese país. Todas ellas funcionan hoy  con un sistema distinto, porque ya no son abastecidas de gas. Y ese traspaso energético ha significado durante estos últimos años  un incremento enorme en los metros cúbicos de consumo de petróleo. Ello ha implicado otra recaudación extraordinaria para el Fisco, que por cierto no estaba considerada.

El señor SABAG.- Se devuelve ese IVA. Las empresas lo recuperan.

El señor LONGUEIRA.- No estoy hablando del IVA, sino del aumento en el consumo de petróleo.



En consecuencia, hay una doble recaudación por el incremento del consumo. Ya se ha mencionado el crecimiento del parque automotriz. El efecto en el ingreso del erario es indudable. Por lo tanto, el informe financiero debiera no solo entregar el gasto que implica el proyecto -es bastante obvio señalar que su costo es de 200 millones de dólares, porque esa es la cantidad que se propone aportar-, sino que también tendría que indicar a cuánto ha llegado la mayor recaudación. Y no tengo ninguna duda en decir que este año ha resultado considerablemente superior a esa suma por efectos de mayor recaudación del IVA y consumo de metros cúbicos de derivados del petróleo, el cual, en el fondo, es lo que consume hoy día el país, principalmente por la crisis de la malla energética y, además, por el crecimiento del parque automotriz.



Por eso, señor Presidente, deseo manifestar que esta es la última vez que concurro con mi voto favorable a este tipo de solución. 



En mi opinión, el Senado tiene que hacer presente al Ejecutivo lo que hemos venido sosteniendo reiteradamente a través de distintas propuestas y en diferentes discusiones, en cuanto a que la solución de fondo radica en establecer un impuesto específico menor o uno específico volátil en función del precio.



En verdad, carece de todo sentido que el Fisco obtenga una recaudación extraordinaria, muy cuantiosa, a costa de que todos los chilenos estemos sufriendo el aumento del precio del petróleo, lo cual genera -ya se ha mencionado en otras intervenciones- un efecto directo en la clase media y especialmente en los sectores más pobres que el año pasado vieron subir la  inflación a 7,8 por ciento. Esto en gran medida se debe a los efectos que ha tenido en la industria nacional el costo de producción al haber cambiado la malla energética del país. A ello, debe agregarse el impacto que ha provocado en el mundo el aumento del precio de los combustibles. 



Pero no parece coherente que ello ocurra con el Fisco que tiene las holguras que hoy día todos conocemos. 



Cuando uno planteaba hace algunos años la posibilidad de rebajar impuestos, el planteamiento  inmediato era sobre qué se pretendía reducir en el gasto social. Afortunadamente, ahora, cuando se sugiere la necesidad de rebajar tributos, parecería de mal gusto argumentar lo que se desea achicar. Porque lo único que compartimos en general es que el Fisco no puede  gastar todos los recursos que recauda y que debe  ahorrarlos en el extranjero. Porque existe una recaudación fiscal enorme. 



Por lo anterior, considero que hoy día es posible estudiar una solución de fondo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, lamentablemente, la constante y excesiva alza del precio del petróleo implica que los combustibles suban también en forma permanente. 



En nuestro país, a través de la ley Nº 20.063, del año 2005, se creó el Fondo de Estabilización de Precios de los Combustibles Derivados del Petróleo, el cual en la actualidad se encuentra reducido a solo 13,2 millones de dólares, que son absolutamente insuficientes para las enormes subidas de precio que ha experimentado el  petróleo en el último tiempo. 



Por eso, el Ejecutivo ahora está pidiendo la autorización de 200 millones de dólares para incrementar dicho Fondo, lo que significa que va a bajar a lo menos en 40 pesos el precio del litro de cada una de las bencinas. Esperamos que también se rebaje el del petróleo.



Eso es muy bueno porque actualmente tenemos una presión de inflación que casi llega al 8 por ciento. Una de las maneras de reducirla es que los derivados del petróleo bajen; que la locomoción colectiva tenga un menor costo; que el traslado de las diversas mercancías no se descargue después en el precio de los productos que consumen las personas. 



Por lo tanto, es una muy buena medida la que está adoptando el Gobierno. Y por ello, ciertamente, aprobaremos el proyecto



Sin embargo -como se ha dicho aquí-, aquella es una “solución de parche”. Es importante enfrentar de manera definitiva los aumentos del impuesto específico. Al respecto, recuerdo un caso puntual: se destinaron 300 millones de dólares para pagar las pensiones a los jubilados. Y esa cifra, seguramente, ya se ha excedido en demasía. 



Creo que hoy día, con la cantidad de recursos que recibe el Fisco, es posible revisar definitivamente aquel gravamen.



El Ministro señaló que se halla en condiciones de conversar sobre esta materia. Pero yo no escuché -y se los digo a los Senadores señores Arancibia y Larraín- que él hubiese expresado que en marzo el Ejecutivo enviaría un proyecto.

El señor PROKURICA.- Así lo señaló, señor Senador.

El señor SABAG.- Si ello es efectivo, espero que un funcionario de Gobierno pueda ratificar esa información, porque no recuerdo que el señor Ministro haya manifestado que remitiría una iniciativa ese mes. 



¡Esto es muy importante, señor Ministro, porque se lo van a cobrar si usted lo señaló en esa forma!



Estoy interesado en que se envíe dicho proyecto, porque será la solución definitiva al problema.



Señor Presidente, llego hasta aquí en mi intervención, ya que la señora Ministra de Cultura está esperando que se trate una iniciativa que le interesa.



Por supuesto, votaré a favor del proyecto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, en primer lugar, también lamento que no hayamos tenido la oportunidad de discutir más latamente, además de la posibilidad de rebajar el impuesto específico a las gasolinas, la política petrolífera del país. Porque los 200 millones de dólares están destinados, fundamentalmente, a enfrentar las fluctuaciones de los precios del petróleo no en cualquier lugar.



En opinión de la ENAP, sufrimos ese aumento según el valor del petróleo en el Golfo de México. Y desconocemos las razones técnicas para no utilizar otros parámetros más baratos. 



En segundo término, cabe señalar que el Fondo de Estabilización  está destinado además a enfrentar los mecanismos de refinación del petróleo. Esto es algo que también nos afecta, porque la ENAP tomó la decisión de considerar los precios de refinación en la zona del Caribe, no siendo los más baratos.



En consecuencia, me parece que deberíamos revisar en algún instante nuestra política petrolífera, por cuanto, curiosamente, aunque Chile no tiene petróleo, es un país petrolífero. En efecto, a través de aquella empresa, cuenta con inversiones en Ecuador y Egipto, y se apresta a abrir pozos en Irán y Venezuela, donde existe algún tipo de convenios, y hay posibilidades de que explote, también mediante la ENAP, pozos petrolíferos.



¿Qué beneficios trae a nuestro país el hecho de que una empresa   como esa -por cierto, apoyo su política- esté invirtiendo no solo en la exploración, sino también en la producción de petróleo en distintas naciones? Hasta el momento, ninguno. Por el contrario, estamos pagando precios de petróleo más altos que la propia bencina que la ENAP vende en una de sus filiales en Perú. Allá el precio de la gasolina de 95 octanos es mucho más barato que en Chile.



Entonces, aquí hay una contradicción.

El señor COLOMA.- ¡Por los impuestos!

El señor NÚÑEZ.- Por cierto, se debe a eso.



En consecuencia, considero que este asunto debió ser materia de discusión a propósito de los recursos que se entregan nuevamente al Fondo de Estabilización.



Sería bueno contar con la presencia del Ministro de Minería o del propio Vicepresidente de la ENAP para tener la posibilidad de debatir en la Sala y no solo en la Comisión de Minería -que hasta el momento presido- una política que, siendo positiva, no necesariamente trae beneficios directos al país.



Votaré a favor de la iniciativa.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, me referiré en forma muy breve a tres aspectos vinculados a esta iniciativa, que me parecen relevantes.



En primer lugar -lo han dicho varios señores Senadores, lo acaba de manifestar quien me antecedió y yo no resisto la ocasión de reiterarlo-, cuando uno ve que la ENAP u otros actúan como refinería de terceros y el mismo producto en otro país donde hay influencia chilena vale 20 ó 30 por ciento menos, hay que tener talento para preguntar por qué ocurre eso. La explicación es una sola: en el supuesto de que el litro de combustible cueste 700 pesos, el costo real es 400 pesos. Los 300 pesos restantes se traducen en puro tributo, sea por la vía del impuesto específico o del IVA.



Por lo tanto, creo que llegó el minuto en que uno debe hacer una reflexión en mayúscula. No tratar de ir, ante la coyuntura de que  la bencina subió un poco, y no tratar de ir ante la coyuntura de que de repente subió un poco más la bencina, a armar el Fondo, que esencialmente previene las fluctuaciones sin solucionar el fondo del problema.



¿Es razonable que en un país que camina hacia el desarrollo y que requiere de energía, pague por cada litro de combustible 300 pesos por la vía del impuesto? Yo creo que eso no es razonable. Y es una cuestión muy crucial que hay que reiterar y discutir.



Además -y esta es mi segunda reflexión-, el problema que aborda la iniciativa tiene que ver con el escenario que están enfrentando algunos sectores del país. En el caso del sector agrícola, la situación es superdramática, porque a la disminución del valor del dólar y el aumento de la inflación se suma el alza en el precio del combustible, producto bastante importante en el agro y, en la zona que yo represento, también para algunos grupos de pescadores que lo usan masivamente como fuente de producción.



Se plantea una lógica de hacer sentir que se cumple con la entrega de 200 millones de dólares, mientras se recaudan 2 mil millones. Y eso es, por decir lo menos, una ayuda muy esmirriada, que no se condice con el grado de necesidad que se observa en nuestro país.



Por último, existe un tema de fondo -lo traigo a colación aprovechando la presencia del señor Ministro de Hacienda-, que es la enorme cantidad de impuestos especiales que hay en el país. Tenemos el impuesto específico a los combustibles, a los alcoholes, a las bebidas analcohólicas, en fin, distintos tributos que gravan arbitrariamente lógicas de producción. Y este es un asunto que en algún momento también deberemos abordar. Porque se ha analizado siempre desde la perspectiva fiscal, pero no a partir del consumidor, del ciudadano, de la persona común y corriente que necesita y usa esta clase de productos.



Por eso, ojalá que esta sea la última vez que tengamos que decidir casi, yo diría, con la pistola en la sien respecto de lo que nos viene a decir el señor Ministro: "O se aprueba el proyecto, o el litro de bencina vale 40 pesos más el próximo lunes". 



Claro, entiendo que estamos ante una situación de coyuntura, no obstante, espero que esta sea la última oportunidad que enfrentamos el problema con esa lógica, porque se requiere una visión más razonable, de mediano y largo plazo, que permita determinar qué tipo de país estamos construyendo, qué tipo de carga impositiva se necesita, qué tipo de incentivos se están generando para las zonas más complejas.



Ahora no hay alternativa, porque, obviamente, tenemos que apoyar el proyecto. Ojalá esta sea la última ocasión que debamos actuar con "discusión inmediata", al filo de la hora o pasado el Orden del Día, sabiendo que si no se da el voto favorable el lunes siguiente ocurrirán una serie de tragedias. A mí me gustaría hacer las cosas con un poquito más de profundidad.



Voto que sí.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, los impuestos específicos recaudan para el Fisco aproximadamente 1.600 millones de dólares. Y lo que hace el proyecto es inyectar 200 millones, o sea, la octava parte de esos ingresos. De tal manera que, si bien constituye una ayuda, debemos tener claro que hay un perjuicio de siete octavas partes con respecto a los impuestos específicos. Así que se trata de un beneficio bastante pequeño en relación con la enorme carga que impone el Fisco por el uso de los combustibles.



En segundo lugar, existe una tremenda asimetría en el tratamiento del diésel versus el que se da a la gasolina. Ello, obviamente, produce graves ineficiencias en el patrón de consumo de la gente. Cuando se pone un impuesto de 6 UF para un combustible y uno de apenas 1,5 UF para otro, se genera todo tipo de ineficiencias, no solo en la producción, sino también en el consumo.



Aunque nosotros vamos a votar a favor de la presente iniciativa, confiamos en que esta será la última vez que se inyecta dinero al Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo. Porque un fondo de estabilización tiene sentido cuando el precio del crudo está fluctuando, pero exhibe un promedio relativamente estable. Sin embargo, cuando se halla permanentemente en alza, ya no estamos ante un fondo de estabilización, sino ante un fondo de subsidio. Tengamos claro que nunca vamos a recuperar ni un peso de las platas que se pongan.



Por lo tanto, creemos que, a estas alturas, el mecanismo debería ser revisado y, en realidad, reemplazado por una rebaja en el impuesto, que no solo signifique una disminución en el monto total de lo recaudado, sino que además introduzca mayor equidad en la distribución relativa del impuesto específico entre los distintos combustibles, para reducir las ineficiencias que se generan tanto en el consumo como en la producción.



Votamos a favor, señor Presidente, esperando que esta sea la última oportunidad que debamos pronunciarnos sobre este tipo de iniciativas.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?  

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto (31 votos favorables), y queda concluida su tramitación legislativa.



Votaron las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag y Vásquez.

DESIGNACIÓN DE DOÑA CECILIA GARCÍA-HUIDOBRO FREIFRAU ZU KNYPHAUSEN Y DON HUGO PIROVICH BATTIZA COMO DIRECTORES DE CONSEJO NACIONAL DE LA 

CULTURA Y LAS ARTES

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como miembros del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes a la señora Cecilia García-Huidobro Freifrau Zu Knyphausen y al señor Hugo Antonio Pirovich Battiza, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



--Los antecedentes sobre el oficio (S 1037-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Se da cuenta en sesión 79ª, en 8 de enero de 2008.



Informe de Comisión:



Educación, sesión 82ª, en 15 de enero de 2008.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La Comisión de Educación recibió en audiencia a las personas propuestas por el Ejecutivo y, luego de examinar los antecedentes pertinentes, informa a la Sala, por la unanimidad de sus integrantes presentes (Senadores señores Cantero, Chadwick, Núñez y Ruiz-Esquide), que se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por el ordenamiento jurídico. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si no hay objeción, se aprobará la solicitud.



--Se aprueba y quedan designados como Directores del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes la señora Cecilia García-Huidobro y el señor Hugo Pirovich.

La señora URRUTIA (Ministra Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes).- Doy mis agradecimientos al Senado, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Como ya no tenemos quórum en la Sala, los proyectos de acuerdo del Tiempo de Votaciones quedan para la próxima semana.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)-----------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor HORVATH:



A los señores Ministros de Economía y de Energía, a fin de que informen sobre las medidas específicas que están contemplando para DISMINUCIÓN DE COSTOS DE ENERGÍA EN REGIÓN DE AISÉN, y a la señoras Ministras de Salud y Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y al señor Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades, con el objeto de que se sirvan proporcionar antecedentes respecto de SITUACIÓN DE RELLENOS SANITARIOS EN EL PAÍS.



De la señora MATTHEI:



Al señor Intendente de la Cuarta Región, solicitándole que adopte medidas para solucionar el problema generado por RUIDOS MOLESTOS PROVOCADOS POR EMPRESA "ELEKTRA 6 S.A." EN COMUNA DE MONTE PATRIA.



Del señor NOVOA.



Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, pidiéndole que señale el número de MODIFICACIONES DE RECORRIDO SOLICITADAS POR ALCALDES Y ACEPTADAS POR EL MINISTERIO.



Del señor OMINAMI:



A la señora Superintendenta de AFP, para que estudie la posibilidad de suspender APLICACIÓN DE NUEVA TABLA DE EXPECTATIVAS DE VIDA.
)------------------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Socialista.



Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

MEDIDAS PARA ENFRENTAR AGOTAMIENTO 

DE ACUÍFERO COPIAPÓ. OFICIO

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, hace unos meses intervine en esta parte de la sesión para denunciar la grave situación que vivimos en la Región de Atacama ante el agotamiento del acuífero de Copiapó y de los peligros que podía enfrentar el acuífero del Huasco ante su eventual sobreexplotación por el otorgamiento en demasía de derechos de aprovechamiento de aguas, especialmente subterráneas.



Y entiendo que esa situación no solo es propia de la Tercera Región de Atacama, sino que también se encuentra en otras del país, en particular en las del Norte y del Norte Chico.



En el caso de la cuenca del río Copiapó, la realidad actual es calamitosa. La sequía que afecta desde hace años a la zona ha impedido la recarga del acuífero. El nivel del embalse Lautaro es francamente lamentable.



Los datos son elocuentes.



El informe fluviométrico de diciembre de 2007 correspondiente al río Copiapó en la zona de La Puerta señala que el caudal promedio del año 2007 no superó el metro y medio cúbico por segundo, en circunstancias de que el promedio histórico del caudal es del orden de 2,5 metros cúbicos por segundo.



El embalse Lautaro posee una capacidad de 35 millones de metros cúbicos. El promedio histórico de volumen ha rondado los 12 millones de metros cúbicos. Sin embargo, durante el 2007 fue inferior a los 5 millones de metros cúbicos de volumen embalsado, y en los meses de febrero, marzo y  abril de ese año el embalse simplemente estuvo seco.



Según algunos estudios preliminares, el balance de la cuenca del Copiapó en relación con el ingreso y salida de agua indica que ella presenta un déficit de 1.635 litros por segundo, el cual se origina a raíz de que la extracción de agua supera por lejos la recarga del acuífero.



Cabe hacer presente que en la cuenca se han otorgado derechos de aprovechamiento equivalentes a 20 mil litros por segundo, de los cuales se utilizarían efectivamente 6.166. Es decir, si se hiciera uso de la totalidad de los derechos concedidos, la situación del acuífero sería aun mucho más grave.



La dramática realidad que he descrito se ve agravada todavía más por la inexistencia de un estudio que permita evaluar la explotación máxima sustentable del acuífero de Copiapó a través de una modelación hidrogeológica que posibilitaría adoptar políticas y medidas administrativas acerca del uso del recurso y, en especial, sobre el otorgamiento de derechos de aprovechamiento y declaración de zonas de restricción y prohibición.



A mayor abundamiento, debo destacar que en reciente reunión con integrantes de la comunidad de aguas subterráneas del sector bajo del río Copiapó, me he impuesto de que la Dirección Regional de Aguas no lleva a cabo mensualmente la tarea de medición y estudio de los pozos de registro, tal como lo exige la ley. Por tanto, no se cuenta con información actualizada sobre las fluctuaciones de las aguas subterráneas de la cuenca.



Es más, de acuerdo con lo establecido en los artículos 4º y 6º transitorios de la ley 20.017, que modificó el Código de Aguas, se está en proceso de regularización de un conjunto de derechos de aprovechamiento, que ejercerán mayor presión sobre la capacidad del acuífero del río Copiapó, haciendo aún más grave la situación.



Como ya lo he señalado en este Hemiciclo, estamos frente a la posibilidad cierta de que la cuenca de Copiapó no dé abasto no solo para el desarrollo de la agricultura y la minería, sino también para el consumo humano, lo cual nos pone en una situación más dramática.



Ante esta realidad, no solo es urgente emprender un estudio sobre el acuífero del río Copiapó -como ya expresé-, sino que también es fundamental modificar sustantivamente nuestro Código de Aguas, para que este distinga el uso y aprovechamiento de los recursos hídricos de acuerdo con las zonas geográficas del país. Se trata de establecer un régimen jurídico especial respecto de las aguas en zonas áridas y semiáridas.



Asimismo, es necesario estatuir en nuestro Código un sistema que permita al Estado recuperar los derechos de agua que no sean utilizados por los concesionarios. 



En tal sentido, debo expresar que las normas que aprobamos en relación con el pago de una patente por el no uso de los derechos de agua no es una buena solución, ya que estimula el alumbramiento artificial e innecesario del agua para el efecto de no pagar la patente.

Es más, muchos concesionarios, una vez alumbrados estos derechos que no utilizarán, los venden a terceros a precios cada vez más exorbitantes.



Actualmente, el valor del metro cúbico por segundo de agua, en la parte baja y media del río Copiapó, asciende a 50 mil dólares. 



¡A ese monto se está vendiendo!



También es preciso otorgar mayores facultades a la Dirección General de Aguas para que lleve a cabo su labor reguladora y fiscalizadora. No es admisible que una Región como Atacama solo cuente con un par de funcionarios dedicados a labores de fiscalización. 



En virtud de lo expuesto, y tal como lo hice en sesión del 10 de julio de 2007, solicito que se oficie en mi nombre al señor Director Nacional de Aguas para que tenga a bien disponer:



Primero, un estudio sobre enmiendas al Código de Aguas en cuanto al establecimiento de un régimen jurídico especial para recursos hídricos en las zonas áridas y semiáridas del país.



Segundo, un estudio que permita modificar el Código de Aguas a objeto de que los derechos de agua otorgados y no utilizados por el concesionario vuelvan a dominio estatal.



Tercero, la asignación de más personal a la Dirección de Aguas de la Región de Atacama para llevar a cabo labores de fiscalización, y 



Cuarto, que el estudio de pozos de registro del acuífero de Copiapó se efectúe mensualmente tal como lo establece la ley.



Solicito que en mi intervención se incorporen una serie de cuadros que indican la situación que está afectando actualmente al río Copiapó. 



Asimismo, dispongo de otros estudios relacionados con el río Huasco, todos los cuales señalan que de no existir una intervención seria, cierta y eficaz por parte de las autoridades del Estado, dentro de pocos años nos veremos envueltos en una situación que ya ha afectado a otros países, particularmente de África, como es el hecho de que un río pueda definitivamente secarse y ni siquiera logre entregar agua potable para consumo humano.



¡Y está comenzando a suceder en nuestro país!



Está ocurriendo en ríos tan importantes como el Loa             -históricamente, desde la llegada de los españoles, nunca se había sabido que se hubiese secado-, el río Camarones y, en general, en toda la zona norte.



Y esto se debe no solo porque estamos afectados por el llamado “calentamiento global”, sino también porque tenemos un Código de Aguas francamente dilapidador de nuestros recursos acuíferos.



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el tiempo que resta al Comité Socialista, tiene la palabra el Honorable señor Naranjo.
SOLIDARIDAD CON JÓVENES CHILENOS ENJUICIADOS EN ESPAÑA

El señor NARANJO.- Señor Presidente, me correspondió asistir los días 6 y 7 del presente, en mi calidad de Presidente de la Comisión de Derechos Humanos del Senado y, además, como observador externo, al juicio efectuado en la ciudad de Barcelona contra dos jóvenes chilenos: Álex Cisterna Améstica y Rodrigo Lanza Huidobro.



A ambos compatriotas se les acusa de agresión y atentado contra la autoridad, delitos por los cuales la Fiscalía solicita once años de prisión y un millón de euros de indemnización para la familia del afectado.



Con mi presencia, buscaba continuar expresando mi apoyo y solidaridad con estos jóvenes, como lo he venido haciendo desde que fueron detenidos.



Señor Presidente, si alguna vez tuve dudas acerca de su inocencia y del proceso a que han sido sometidos, estas quedaron absolutamente despejadas al estar presente en el juicio, al haber constatado la falta de pruebas reales y la parcialidad con la que han actuado los magistrados. 



España es un país democrático donde existe el Estado de Derecho; pero, al mismo tiempo, creo que su Poder Judicial no es infalible. Está constituido por seres humanos que deben impartir justicia y se hallan expuestos a cometer errores o verse influenciados por la presión de la opinión pública.



Y eso explica lo que está ocurriendo en el caso específico de Rodrigo Lanza y Álex Cisterna.



Debo decir que, desde un comienzo, la Guardia Urbana, organismo al cual pertenece el oficial agredido que hoy se encuentra en estado vegetal, buscó un chivo expiatorio, a alguien con quien vengarse, a quién responsabilizar. Porque un hecho tan lamentable y condenable como el ocurrido a ese funcionario policial, no podía quedar impune. 



Y qué mejor que culpar a estos tres jóvenes latinoamericanos -dos chilenos y un argentino-, a los cuales despectivamente se les señala como “sudacas”. Digámoslo claramente: el deseo de venganza de la Guardia Urbana de la ciudad de Barcelona tenía como objetivo entregar un mensaje ejemplarizador a los denominados “okupas” y a los jóvenes latinos. 



Y para alcanzar dicho objetivo, se ha llegado al extremo de sacrificar la más elemental voluntad de alcanzar la verdad y hacer justicia. Importa más condenar a estos tres jóvenes que buscar a los verdaderos culpables.



Podría nombrar una serie de situaciones que avalan esta afirmación. Ellas han quedado absolutamente demostradas durante el juicio, sin que a los fiscales y magistrados parezca importarles.



Primero, estos jóvenes fueron detenidos sin que la policía transmitiera el correspondiente parte al Colegio de Abogados dentro del plazo establecido en la ley española. 



Ya ahí existe un vicio.



Segundo, fueron maltratados y torturados física y psicológicamente, tal como ha quedado demostrado en el proceso. Incluso, Álex y Rodrigo presentaron una acción judicial en contra de los jefes policiales que los detuvieron.



Tercero, se les ha negado la libertad provisional y han debido permanecer más de dos años en prisión, lo que no sucedió con los otros seis acusados europeos. 



Debo advertir que las informaciones de estos últimos días señalan que el magistrado consideró otorgar la libertad provisional a Álex Cisternas y al ciudadano argentino. Sin embargo, todavía se encuentra detenido Rodrigo Lanza. 



Cuarto, se han eliminado pruebas claves en el lugar de los hechos. 



Partamos expresando que la defensa de nuestros compatriotas solicitó que declarara en el juicio el ex alcalde de Barcelona señor Joan Clos, pues él sostuvo el mismo día del suceso que, según información recibida de la Guardia Urbana, el policía afectado había recibido el impacto de una maceta arrojada desde lo alto de una casa donde se desarrollaba una fiesta por parte de los “okupas”. 



Sin embargo, tanto la fiscal como el magistrado se han negado una y otra vez a requerir la presencia de ese ex alcalde.



Se ha llegado al extremo de que los peritos forenses dijeron que elaboraron su informe a partir del parte policial y que nunca tuvieron acceso al herido.



La norma internacional determina que los informes de ese tipo solo pueden efectuarse a partir de la revisión del lesionado y del lugar de los hechos.



Señor Presidente, en el lugar de los hechos fueron borradas todas las pruebas. La Guardia Urbana de la ciudad de Barcelona dio luz verde para que desaparecieran todos los objetos que podían servir de prueba para demostrar la inocencia de nuestros dos compatriotas y del ciudadano argentino. Curiosamente, se efectuó una limpieza profunda de todo el sitio del suceso.



Debo agregar que, durante el desarrollo del juicio, cuatro de siete peritos -entre ellos, médicos forenses, neurocirujanos, catedráticos de la especialidad- descartaron la caída hacia atrás del policía fruto de la piedra lanzada, según la investigación, por uno de nuestros compatriotas.



Por el contrario, todos los informes indican que la lesión que el policía presentaba en la cabeza solo podía ser consecuencia del impacto de un objeto proveniente de un edificio o desde una altura considerable. 



De otro lado, frente a tales realidades indesmentibles, uno puede decir a ciencia cierta que nuestros compatriotas no han tenido un debido proceso en España. 



En tal sentido, considero muy importante en esta hora no solo valorar el papel y la preocupación de nuestras autoridades: el embajador, el cónsul y todos aquellos que nos representan en el extranjero. Opino que, por lo delicado de la situación, ante hechos de esa índole, que son la antesala de la comisión de la aberración jurídica de culpar por un delito que no cometieron a tres personas del todo inocentes, las autoridades de Chile y todos los que nos hallamos preocupados por lo sucedido no debemos bajar la guardia.



Si bien todavía queda la posibilidad de apelar a la Corte Suprema de España, creo que en este momento, más que nunca, por las distorsiones habidas y por la poca claridad que ha tenido el proceso judicial, es relevante -y por eso quise intervenir- la solidaridad con esos compatriotas, ya que corren el riesgo -insisto- de ser acusados injustamente por los hechos descritos.



Por cierto, el atentado contra aquel policía de la ciudad de Barcelona es, desde todo punto de vista, condenable. Sin embargo, no parece  correcto  ni justo  que, ante  la  necesidad de  encontrar un culpable -porque un delito de tal naturaleza no puede quedar impune en Barcelona, por la debilidad en que se dejaría a las fuerzas policiales-, tres personas (dos compatriotas nuestros y un argentino) sean sancionadas por un hecho que no cometieron. 



En consecuencia, expreso una vez más mi solidaridad, mi preocupación y mi compromiso de seguir atento al caso en comento. 



He dicho. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Me referiré a diversas materias, señor Presidente. 

INQUIETUD ANTE TRASLADO DE DOÑA PATRICIA TRONCOSO

A HOSPITAL Y CÁRCEL DE CHILLÁN. OFICIOS



Señor Presidente, pido que se oficie a la señora Ministra de Salud y al señor Ministro de Justicia para que informen sobre las condiciones del hospital de Chillán para recibir a Patricia Troncoso, quien ya cumple cien días en huelga de hambre. Por la delicada situación de salud en que se encuentra, su traslado ha significado un elevado riesgo vital. 



Al respecto, quiero que dicha Secretaria de Estado nos señale si fue consultada acerca de tal determinación, si se comunicó la medida a la familia y si el referido hospital satisface los requerimientos médicos indispensables para una atención de urgencia que permita garantizar la integridad física de Patricia Troncoso.



Asimismo, solicito que el Ministro de Justicia nos informe sobre los motivos del traslado y nos indique si se ajusta al procedimiento penitenciario el envío de esa persona, quien cumple una condena muy injusta -como lo he denunciado en este Hemiciclo de manera reiterada-, a la cárcel de Chillán.



Las condiciones del hospital de Temuco, conforme a las averiguaciones que hemos realizado, son mejores desde el punto de vista del tratamiento, y particularmente para enfrentar una eventual situación compleja de sobrevivencia.



--Se anuncia el envío de los oficios correspondientes, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento. 

ACCESO DE COMUNEROS MAPUCHES A BENEFICIOS 

INTRAPENITENCIARIOS. OFICIOS



Señor Presidente, solicito que el Ministro de Justicia informe detalladamente si tomó conocimiento de las solicitudes formuladas por diversos comuneros mapuches en cuanto a las condiciones existentes al interior de los penales de Angol y Lautaro, particularmente, y de la Novena Región, en general, y a la posibilidad de acceder a beneficios carcelarios. 



Reitero que en el caso específico de los comuneros que participaron en una huelga de hambre tenemos resoluciones de la Comisión Económica Social de las Naciones Unidas. Rodolfo Stavenhagen, observador que visitó Chile, pidió formalmente al Gobierno el otorgamiento de una amnistía. Y desde junio de 2007 se espera una contestación.



Por eso, quiero que se oficie también a la Presidencia de la República al objeto de que señale si dará respuesta a la petición de las Naciones Unidas y, particularmente, al citado Relator Especial. 



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

REPAROS A DECLARACIONES INTERPRETATIVAS EN PROYECTO

QUE APRUEBA CONVENIO Nº 169 DE LA OIT. OFICIO



Señor Presidente, solicito que se oficie al Departamento de Normas Internacionales del Trabajo de la OIT con el objeto de que informe acerca de un instrumento sometido a la ratificación del Senado de la República. Me refiero al Convenio Nº 169 de dicha Organización, respecto del cual se anunció el envío de declaraciones interpretativas.



La OIT debe responder al requerimiento -me sumo a él- que sobre el particular han hecho diversas instituciones, entre ellas la CUT, organizaciones indígenas y diversas ONG. 



Enviamos cartas a Cleopatra Doumbia-Henry y a Juan Somavía en el sentido de que la Organización Internacional del Trabajo debe aclarar si es pertinente la formulación de declaraciones interpretativas. Nosotros tenemos la convicción -por resoluciones anteriores, específicamente en los casos de Dinamarca y Guatemala- de que tal mecanismo será rechazado.



Podemos pasar un bochorno extraordinariamente grave, considerando que la totalidad de las agrupaciones indígenas y de pueblos originarios de Chile han rechazado la aprobación de declaraciones de aquella índole.



El proyecto de acuerdo pertinente se encuentra en estado de tabla, pero la discusión y votación, según entiendo, quedarán para marzo. En todo caso, me parece oportuno que el Senado suspenda su tramitación mientras no tenga una respuesta oficial de la OIT, en especial del Departamento de Normas Internacionales del Trabajo, máxime si, conforme a los estudios previos realizados, las declaraciones interpretativas no son procedentes y, por el contrario, se encuentran fuera de la legalidad que rige a la OIT.



A mi juicio, podríamos cometer un desaguisado tremendo al aprobar el Convenio N° 169 con declaraciones inhabilitantes. Sin duda, los contenidos de ellas lesionan los importantes avances hechos para la incorporación mundial de Chile en materia de respeto a los pueblos originarios.



Ojalá que nuestro Parlamento apruebe el citado instrumento sin ningún tipo de declaración adicional o reserva y cumpla así la legislación internacional.



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre de Su Señoría, conforme al Reglamento.

)---------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:45.







Manuel Ocaña Vergara,






  Jefe de la Redacción
A n e x o s
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Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asisten, asimismo, los señores Ministros Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney, de Justicia, don Carlos Maldonado Curti, del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade Lara y Presidente de la Comisión Nacional de Energía, don Marcelo Tokman Ramos.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS



Se dan aprobadas las actas de las sesiones septuagésima sexta y septuagésima séptima, ambas ordinarias, de 18 y 19 de Diciembre del año 2007, que no han sido observadas.

CUENTA

Mensajes



Cinco de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero, inicia un proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, con el fin de regular la oferta de carreras impartidas por instituciones de educación superior autónomas (Boletín N° 5.688-04).



-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Con el segundo, retira y hace presente la urgencia calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de reforma constitucional que regula la entrada en vigencia de las leyes procesales que indica (Boletín N° 5.560-07).



Con los dos siguientes, retira y hace presente la urgencia calificada de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que adecua la legislación penal chilena a los tratados internacionales en materia de derechos humanos (Boletines números 3.345-07 y 3.959-07, refundidos).



2.- Proyecto de ley que modifica la Ley de Concesiones de Obras Públicas y otras normas que indica (Boletín N° 5.172-09).



Con el último, retira y hace presente la urgencia calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, con el objeto de permitir sufragar a los ciudadanos chilenos residentes en el extranjero en la elección del Presidente de la República (Boletín N° 268-07).



--Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la señora Presidenta de la República, mediante el cual solicita, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 5° de la ley N° 19.891, el acuerdo del Senado para designar como miembros del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, a la señora Cecilia García-Huidobro Freifrau Zu Knyphausen y al señor Hugo Antonio Pirovich Battiza (con la urgencia prevista en el número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República)(Boletín N° S 1.037-05).



--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, informa que ha aprobado el proyecto de acuerdo aprobatorio del “Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos Destinado a Abolir la Pena de Muerte”, adoptado por la Asamblea General de la ONU, el 15 de diciembre de 1989 (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 4.732-10).



Con el segundo, comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de acuerdo que aprueba el “Protocolo de la Convención Americana sobre Derechos Humanos relativo a la Abolición de la Pena de Muerte”, adoptado en Asunción el 8 de junio de 1990, en el Vigésimo Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea General de la OEA, y suscrito por Chile el 10 de septiembre de 2001 (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 4.733-10).



Con el tercero, informa que ha aprobado el proyecto de acuerdo relativo a la “Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas Contra las Desapariciones Forzadas” (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 5.500-10).



--Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores.


Con el último, informa que ha aprobado el proyecto de reforma constitucional que regula la entrada en vigencia de las leyes procesales que indica (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 5.560-07), con la enmienda que señala.


-- Queda para tabla.



Cuatro de la Excelentísima Corte Suprema de Justicia:



Con el primero, comunica su parecer respecto del proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Orpis, que sanciona el comercio ambulante (Boletín N° 5.486-07).



-- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con los tres siguientes, transcribe igual número de acuerdos adoptados por su Tribunal Pleno:



En primer lugar, que ha procedido a elegir como Presidente de la Excelentísima Corte Suprema a don Urbano Marín Vallejo, quien la presidirá por el período comprendido entre el día 6 de enero de 2008 y el 5 de enero de 2010.



En segundo lugar, que ha designado como miembros del Tribunal Calificador de Elecciones, a la señora Margarita Herreros Martínez y a los señores Orlando Álvarez Hernández, Sergio Muñoz Guajardo y Pedro Pierry Arrau, y al ex Segundo Vicepresidente de la Cámara de Diputados, señor Carlos Sivori Alzérreca.



Finalmente, que ha procedido a designar al señor Jorge Ibáñez Vergara, ex Presidente de la Cámara de Diputados, como integrante del Tribunal Calificador de Elecciones, en reemplazo del señor Carlos Sívori Alzérreca, quien ha declinado su nombramiento en el referido tribunal.



-- Se toma conocimiento.



Cuatro del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero, remite copia autorizada de la sentencia dictada en relación con el proyecto de ley que introduce modificaciones a la ley N° 19.464, y otorga otros beneficios que indica (Boletín N° 5.085-04).



Con los dos siguientes, envía copia de las sentencias dictadas en relación con igual número de recursos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulados, respectivamente, en contra de los artículos 113, inciso primero, 129, inciso final, y 171 del Código Sanitario. 



-- Se toma conocimiento.



Con el último, envía una copia del requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulado respecto del artículo 96 del Código Tributario.



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Contralor General de la República, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, referido a una investigación sumaria realizada en la Dirección de Vialidad de la IX Región, en relación con los recursos presupuestarios que no fueron invertidos durante el año 2006.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, referido al avance del Acuerdo que suscribirían Chile y Portugal, con el fin de evitar la doble tributación entre ambos países.



Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, mediante el cual contesta el acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Escalona, Gómez, Núñez, Orpis, Pérez, Sabag y Vásquez, mediante el cual se solicitó a Su Excelencia la señora Presidenta de la República que haga uso del dos por ciento del monto de los gastos que autoriza la Ley de Presupuestos, con el propósito de reconstruir las zonas afectadas por el reciente terremoto ocurrido en la Región de Antofagasta (Boletín N° S 1.028-12).



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, mediante el cual da respuesta a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Coloma, Escalona, García, Naranjo, Novoa, Pizarro, Romero y Sabag, mediante el cual se pidió a Su Excelencia la señora Presidenta de la República que adoptase un conjunto de medidas en favor de los pequeños y medianos agricultores del país afectados por las heladas producidas en el invierno recién pasado (Boletín N° S 994-12). 



Del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, por el que contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Frei, referido al requerimiento que formuló el señor Presidente de la agrupación denominada “Acción por el Trabajo” de la Región de los Ríos, en relación con las medidas que favorecerían a las denominadas Mipymes.



Dos de la señora Ministra de Salud:



Con el primero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a las peticiones que han formulado los funcionarios del Hospital de Puerto Cisnes.



Con el segundo, contesta un oficio remitido en nombre del Honorable  Senador señor Romero, relativo al funcionamiento de la red de atención de salud  del Servicio de Salud Viña Quillota.



Del señor Ministro de Agricultura, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a la responsabilidad de INDAP en la entrega de un conjunto de maquinarias a cuatro asociaciones gremiales de Puerto Guadal, comuna de Chile Chico.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a las medidas que es necesario adoptar para proteger los recursos naturales que se ubican en el tramo que se instalará la red de fibra óptica que va desde Chaitén hacia el eje de Coyhaique-Puerto Aysén.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales subrogante, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo al número y a los motivos por los que se rechazaron las peticiones destinadas a regularizar la posesión y ocupación de inmuebles fiscales que indica.



Del señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, mediante el cual da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, a la que adhirió el Honorable Senador señor Bianchi, referido al subsidio eléctrico que se debe otorgar a los habitantes de las Regiones de Aysén, de Magallanes y Antártica Chilena y de la provincia de Palena.



Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, referido a la instalación de una antena de telefonía móvil en la zona que indica, de la ciudad de Osorno.



Del señor Presidente del Consejo de Defensa del Estado, mediante el cual da respuesta a dos oficios enviados, respectivamente, en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Barra, y del Honorable Senador señor Navarro, referidos a la responsabilidad civil del Estado por la muerte de la señora Victoria Adelaida Seguel Soto.



Del señor Superintendente de Electricidad y Combustibles subrogante, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Frei, referido a un reclamo formulado por un particular, respecto del servicio eléctrico entregado por la empresa CGE Distribución S.A.



Del señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Romero, relativo a los mecanismos de control fito y zoosanitario aplicable a las comunicaciones que son enviadas mediante los sistemas “courier” o de transporte rápido y que pueden contener sustancias peligrosas para la agricultura nacional.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Horvath, Prokurica y Ruiz De Giorgio, que define el descarte de especies hidrobiológicas y establece medidas de control y sanciones para quienes incurran en esta práctica en las faenas de pesca (Boletín Nº 3.777-03).



De la Comisión de Agricultura, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Espina, Allamand, Coloma, Flores y Frei, sobre vegetales genéticamente modificados (Boletín Nº 4.690-01).



-- Quedan para tabla.



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, de los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila, Gazmuri, Naranjo, Ominami y Ruiz Esquide, mediante el cual proponen que el Senado manifieste su solidaridad con el pueblo y Gobierno de Argelia, frente a los graves atentados terroristas que han sufrido. Asimismo, que condene el accionar del Grupo Salafista por la Predicación y el Combate, y que reitere su convicción de que mediante el diálogo, la tolerancia, la inclusión y el respeto entre los pueblos, se podrá alcanzar la paz en África y el Medio Oriente (Boletín N° S 1.034-12).



-- Queda para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.

Comunicaciones 



Del Honorable Senador señor Bianchi, mediante la cual informa que ha dejado de pertenecer al Comité Partido Renovación Nacional e Independiente.



Del Honorable Senador señor Cantero, mediante la cual informa que ha dejado de pertenecer al Comité Partido Renovación Nacional e Independiente.



-- Se toma conocimiento.



De los Honorables Senadores señores Bianchi, Cantero, Flores y Zaldívar, mediante la cual comunican que han constituido el Comité Independiente, el cual será representado por el Honorable Senador señor Bianchi.



-- Se toma conocimiento, y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 11 del Reglamento de la Corporación, queda constituido el referido Comité.



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, mediante la cual solicita que el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el sistema para prorrogar empleos a contrata en el sector público (Boletín Nº 5.281-06), sea enviado a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con el fin de que informe acerca de la constitucionalidad de dicha iniciativa.



Se accede a lo solicitado y se remitirán los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

_____________
ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en reunión celebrada el día de hoy, acordaron lo siguiente:



1) Retirar de la Tabla de la sesión ordinaria del día de hoy, el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Horvath y Prokurica y del ex Senador señor Ruiz De Giorgio, mediante la cual iniciaron un proyecto de ley que define el descarte de especies hidrobiológicas y establece medidas de control y sanciones para quienes incurran en esta práctica en las faenas de pesca (Boletín Nº 3.777-03).



2) Incorporar en el Orden del Día de la sesión ordinaria del día de hoy, el proyecto de reforma constitucional, en tercer trámite, que regula la entrada en vigencia de las leyes procesales que indica (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín Nº 5.560-07).


3) Abrir nuevos plazos para presentar indicaciones, respecto de los siguientes proyectos de ley:


a) El que introduce diversas modificaciones a la ley Nº 17.235, sobre Impuesto Territorial, al decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales y a otros cuerpos legales (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín Nº 4.813-06), hasta las 17:00 horas del día de hoy, martes 8 de enero.



b) El que modifica el Libro V del Código del Trabajo y la ley N° 20.087, que establece un nuevo Procedimiento Laboral (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 4.814-13), hasta las 12:00 horas del día lunes 14 de enero de 2008, en la Secretaría de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



c) El que introduce modificaciones a la Ley General de Servicios Eléctricos, respecto de la generación de energía eléctrica con fuentes de energía renovables no convencionales (Boletín Nº 4.977-08), hasta las 12:00 horas del día lunes 14 de enero de 2008.



d) El que modifica la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad (Boletín N° 3.875-11), hasta las 12:00 horas del día lunes 3 de marzo de 2008.

_____________
ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Espina, Allamand, Coloma, Flores y Frei, sobre vegetales genéticamente modificados, con informe de la 

Comisión de Agricultura.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre vegetales genéticamente modificados, correspondiente al Boletín Nº 4.690-01.



Agrega que la Comisión de Agricultura, de conformidad a lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto solamente en general y le dio su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Allamand, Coloma, Espina y Naranjo.



El señor Secretario General hace presente, finalmente, que los artículos 39, 49 y 56 tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental, por lo que requieren para su aprobación del voto conforme de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, de acuerdo a lo establecido en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -


En discusión en general, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Coloma, Horvath, Gazmuri, Espina, Larraín, Navarro, Ávila, Sabag y Girardi.


Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Horvath, quien, en representación del Comité Partido Renovación Nacional y de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, plantea que durante la discusión en particular del proyecto, además de la Comisión de Agricultura, también sea analizado por la referida Comisión y por la de Salud.


En seguida, el señor Presidente, a proposición del Honorable Senador señor Coloma, declara abierta la votación.


Cerrado el debate y sometido a votación en general el proyecto, es aprobado por 25 votos a favor, 4 en contra y 4 abstenciones, de un total de 37 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan por la aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Romero y Sabag. Fundamentan su voto los Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Flores y Letelier.


Votan por el rechazo, los Honorables Senadores señores Ávila, Girardi, Horvath y Navarro. 


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Gómez, Ominami, Prokurica y Vásquez.


Luego, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del día lunes 10 de marzo del año en curso y que ellas sean discutidas por las Comisiones de Agricultura, de Medio Ambiente y Bienes Nacionales y de Salud, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Título I

Disposiciones Generales 


Artículo 1º.- Las disposiciones de esta ley regulan  la generación, manipulación y utilización de vegetales genéticamente modificados y de productos derivados de VGM, en lo que se refiere a investigación, uso confinado, cultivo, producción, introducción al medio ambiente, comercialización, importación, exportación, almacenamiento, transporte y disposición final. 


Artículo 2º.- Son objetivos de la presente ley fomentar el desarrollo nacional de la biotecnología moderna de los vegetales genéticamente modificados, asegurando la protección de la salud humana, la sanidad animal y vegetal, la biodiversidad y el medio ambiente.


Artículo 3º.- Para los efectos de esta ley se entiende por: 


a) ADN: ácido desoxirribonucleico, molécula que conforma los cromosomas y contiene la información genética de un organismo;


b) Biotecnología moderna: Técnicas de ingeniería genética consistentes en la utilización de organismos biológicos y sus partes que han sido modificados ya sea por la introducción de genes foráneos o bien mediante la fusión de células, ambos en condiciones que no ocurren normalmente en la naturaleza;

c) Bioseguridad: Conjunto de acciones y medidas de evaluación, monitoreo, control y prevención previstas en la realización de actividades con vegetalesgenéticamente modificados, con el objeto de precaver, prevenir, evitar o reducir los riesgos que dichas actividades pudieran ocasionar a la salud humana, la sanidad animal y vegetal, la biodiversidad y el medio ambiente;

d) Centro de origen y diversidad genética: Areas geográficas del territorio nacional, así declaradas por decreto supremo, en las que una determinada especie haya sido domesticada por primera vez y en las que se albergan poblaciones de los parientes silvestres de dicha especie, diferentes razas o variedades de la misma y que constituyen una reserva genética;


e) CONICYT: Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica;


f) Equivalencia sustancial: Condición de un VGM o productos derivados de VGM en la que su composición genética no modifica aspectos generales cualitativos o cuantitativos nutricionales, en comparación a su homólogo convencional;

g) Evento de transformación: Vegetal producido por un experimento puntual mediante la introducción artificial de uno o más genes;


h) Flujo génico: Se refiere al movimiento, dispersión e incorporación de genes tanto dentro como entre individuos, poblaciones y taxas mayores; 

i) Gen: Unidad de información hereditaria constituida por un segmento de ADN, cuya secuencia contiene la información que especifica un ARN o una proteína; 

j) Ingeniería genética: Técnicas para transferir artificialmente en la célula de un ser vivo información genética proveniente de otro organismo;

k) Introducción: La liberación en el medio ambiente de un vegetal o combinación de vegetales genéticamente modificados;

l) Manipulación: Aplicación de las técnicas de ingeniería genética en vegetales con el objeto de obtener VGM, el cultivo de éstos, su recolección, producción, envasado, almacenamiento, transporte, comercialización y disposición final;

m) Presencia adventicia: Existencia no intencionada de semillas VGM en un lote de semillas convencionales, y que no altera esta última condición mientras se mantenga en una proporción no superior a un 1%;

n) Productos derivados de VGM: Elementos que en su composición final contienen material proveniente de VGM, sin capacidad de transferirlo o replicarlo;

ñ) Titular: Persona natural o jurídica que se propone desarrollar actividades de biotecnología moderna reguladas por esta ley;


o) Uso confinado: Manipulación de VGM llevado a cabo en lugares cerrados y dotados de elementos de control, que aseguren la protección de la salud humana, la sanidad animal y vegetal, la biodiversidad y el medio ambiente;


p) Vegetal: toda entidad biológica del reino vegetal capaz de reproducirse o de transferir material genético;


q) Vegetal genéticamente modificado: Vegetal que posee una combinación nueva de material genético como resultado de la aplicación de ingeniería genética, y

r) VGM: Vegetal genéticamente modificado. 


Artículo 4º.- Corresponderá a las autoridades regionales competentes otorgar los permisos necesarios para el desarrollo de las actividades reguladas por ésta; adoptar las medidas necesarias para garantizar la protección de la salud humana, animal y vegetal, de la biodiversidad y del medio ambiente; llevar y actualizar los registros de las actividades; fiscalizar su desarrollo y aplicar las sanciones en caso de inobservancia y, en general, velar por el cumplimiento de las disposiciones de la presente ley.
Título II

De las actividades de biotecnología moderna en el ámbito de los VGM

Párrafo 1°

Uso confinado de VGM.


Artículo 5º.- Toda persona natural o jurídica, que se proponga ejecutar la actividad de uso confinado de VGM deberá, previamente, informarlo por escrito a la Autoridad Regional respectiva, acompañando al efecto los siguientes antecedentes:


a)Individualización del titular;

b)Información del fin o fines del uso confinado;

c)Singularización del establecimiento en que se desarrollarán las actividades de uso confinado, y

d) Indicación de la forma en que se cumplirán los requisitos éticos y técnicos contenidos en el Manual de Normas de Bioseguridad de CONICYT.


Artículo 6º.- El titular deberá mantener a disposición de la Autoridad Regional respectiva toda la información relativa al uso confinado de VGM, para cuando ella lo requiera.

Párrafo 2°

Introducción al medio ambiente de VGM 

con fines de investigación.


Artículo 7º.- Toda persona natural o jurídica, que se proponga introducir en el medio ambiente un VGM con fines de investigación, deberá obtener en forma previa el permiso correspondiente en los términos establecidos en las disposiciones del presente párrafo.


Artículo 8º.- Para efectos del otorgamiento del permiso, el titular de la actividad deberá presentar ante la Autoridad Regional respectiva, una solicitud que contenga la siguiente información: 


a) Individualización del titular;


b) Caracterización del VGM que pretende introducirse en el medio ambiente;

c) Indicación del  propósito de la investigación;


d) Identificación de la región, provincia, comuna y lugar donde se pretende introducir el VGM, incluyendo la especificación de la superficie total y del predio particular en la que se realizará;


e) El informe de evaluación de riesgos y los antecedentes que lo fundamentan;

f) Las medidas de bioseguridad que se adoptarán para la introducción en el medio ambiente;

g) Los antecedentes sobre la introducción en el medio ambiente del VGM de que se trate, en otros países o en experiencias anteriores en Chile, cuando corresponda;

h) Medidas que se proponen para el almacenamiento, transporte y disposición final del VGM;

j) El plan de seguimiento de la actividad que da origen al permiso, y

k) Un extracto de la solicitud y del informe de evaluación de riesgos.


Artículo 9º.- El titular de la actividad deberá presentar a la Autoridad Regional respectiva, dentro de los 30 días siguientes de concluida la investigación permitida, un informe final que contenga los siguientes antecedentes:


a) Copia del permiso que autorizó la introducción al medio ambiente del VGM con fines de investigación;


b) Resultado de la investigación realizada y de su plan de seguimiento;


c) Forma en que se dio cumplimiento de las medidas de almacenamiento, transporte y disposición final de los VGM objeto de la investigación y sus desechos, y

d) Plan de seguimiento del terreno en que se efectuó la introducción al medio ambiente del VGM.
Párrafo 3°

Introducción al medio ambiente de VGM o

productos derivados de VGM con fines de comercialización.


Artículo 10.- Cualquier persona natural o jurídica, que se proponga introducir en el medio ambiente un VGM o productos derivados de VGM, con fines de comercialización, deberá obtener en forma previa, un permiso a la Autoridad Regional respectiva, de acuerdo a las disposiciones del presente párrafo.


Artículo 11.- Tratándose de la introducción en el medio ambiente con fines de comercialización de un VGM o de productos derivados de VGM, que hayan sido objeto de un permiso de conformidad con el párrafo anterior, el titular deberá presentar a la Autoridad Regional respectiva, una solicitud de permiso que incluirá:


a) Individualización del titular;

b) El permiso otorgado y el informe final que de cuenta de los resultados de la actividad de investigación;

c) Las medidas específicas necesarias para dar cumplimiento a los requisitos de identificación y etiquetado, cuando corresponda; 

d) El informe de evaluación de riesgos y los antecedentes que lo fundamentan;

e) Las condiciones de uso, manejo y embalaje para efectos de su comercialización;

f) Las medidas que se proponen para su almacenamiento, transporte y disposición final, y

g) Un extracto de la solicitud y del informe de evaluación de riesgos.


Artículo 12.- En el caso de la introducción en el medio ambiente con fines de comercialización de un VGM o de productos derivados de VGM que no hayan sido objeto de un permiso de conformidad con el párrafo anterior, el titular deberá presentar a la Autoridad Regional respectiva, una solicitud de permiso que, además de la información señalada en el artículo precedente, deberá incluir: 


a) El origen del VGM o de su producto derivado, con indicación, si fuere importado, del país en que se ha desarrollado, el laboratorio y los científicos que han participado en dicho desarrollo;

b) Caracterización del VGM o de su producto derivado, indicando la modificación genética incorporada;

c) Un informe que de cuenta de los resultados de la introducción del VGM o de su producto derivado al medio ambiente con fines de investigación, y

d) En el caso de un  VGM o producto derivado de VGM que haya sido importado, un certificado emitido por la autoridad competente del país de origen que de cuenta de los resultados de su introducción al medio ambiente.
Párrafo 4°

Producción y comercialización de Alimentos VGM.


Artículo 13.- El titular que se proponga producir o comercializar alimentos VGM o derivados de VGM, para consumo humano, deberá obtener, además del permiso regulado en el párrafo anterior, la correspondiente autorización de conformidad con las disposiciones del Código Sanitario y del Reglamento Sanitario de Alimentos.

Artículo 14.- Tratándose de la producción o comercialización de alimentos VGM o derivados de VGM, para consumo animal, el titular deberá obtener, además del permiso regulado en el párrafo anterior, la autorización que corresponda de acuerdo con la Ley N° 18.755, el Reglamento de Alimentos para animales y las resoluciones específicas dictadas sobre la materia.

Párrafo 5º

Procedimiento para el otorgamiento de permisos.


Artículo 15.- Las solicitudes de permiso deberán presentarse ante la Autoridad Regional respectiva y cumplir con los requisitos establecidos, respectivamente, en los artículos 8°, 11 y 12. En caso contrario, no serán admitidas a tramitación, dictándose una resolución fundada dentro de los 5 días siguientes a la presentación, la que será notificada al titular.


Artículo 16.- Los titulares de las actividades reguladas en este título deberán indicar en su solicitud qué información de la presentada debe tener el carácter de confidencial, debiendo toda autoridad adoptar las medidas necesarias para evitar su divulgación.


En ningún caso podrá tener el carácter de  confidencial:


a) La identificación del titular de la actividad;

b) La descripción general del VGM;

c) La finalidad, región y comuna en la que se realizará la actividad; 


d) La evaluación de los posibles riesgos a la salud humana, sanidad animal o vegetal, a la biodiversidad o al medio ambiente, y

e) Las medidas de bioseguridad, monitoreo, control y emergencia.
 


Artículo 17.- En caso de cumplir la solicitud con los requisitos exigidos para ser admitida a tramitación, la Autoridad Regional respectiva, dentro del plazo de 10 días contado desde la fecha de presentación de aquélla, podrá solicitar al titular las aclaraciones, rectificaciones o antecedentes complementarios, quien deberá acompañarlos, conjuntamente con un nuevo extracto de la solicitud, del informe de evaluación de riesgos y de los nuevos antecedentes, en el plazo que la Autoridad Regional respectiva determine, el que no podrá ser inferior a 15 días contados desde la fecha de la notificación respectiva.


Artículo 18.- El extracto respectivo será visado por la Autoridad Regional respectiva dentro de los 5 días siguientes a su presentación, para su publicación por el titular en el Diario Oficial correspondiente al día 1º o 15 o el día siguiente hábil si fuera feriado.


El mismo extracto se publicará además en un Diario de circulación nacional o regional correspondiente al lugar donde se realizará la actividad cuyo permiso se solicita, el día domingo siguiente a su publicación en el Diario Oficial.


Artículo 19.- Una vez concluido el proceso de evaluación de riesgos y de participación ciudadana a que se refieren los Títulos III y IV de esta ley, la Autoridad Regional respectiva se pronunciará mediante resolución fundada, sobre la solicitud de permiso, acogiéndola o rechazándola. Esta resolución será notificada por carta certificada al titular y a las personas naturales o jurídicas que hubieren formulado observaciones de conformidad a lo establecido en el artículo 29.


La resolución que se pronuncia sobre el otorgamiento del permiso, deberá considerar la evaluación de riesgos y las observaciones formuladas con ocasión de la participación ciudadana y, en caso de otorgar el permiso, establecer las medidas de bioseguridad que se adoptarán para la ejecución de la actividad.


Artículo 20.- La Autoridad Regional respectiva deberá pronunciarse sobre el otorgamiento del permiso que se trate, dentro del plazo de 60 días contado desde la fecha de la publicación del extracto en el Diario Oficial.


Artículo 21.- Si transcurrido el plazo a que se refiere el artículo anterior, la Autoridad Regional respectiva no se ha pronunciado sobre el otorgamiento del permiso solicitado, se entenderá, para todos los efectos, que éste ha sido otorgado en los mismos términos indicados en la solicitud respectiva.


Artículo 22.- La Autoridad Regional respectiva que otorgue el permiso dispondrá su inscripción en el pertinente Registro en los términos regulados en el Título VI.


Artículo 23.- Los permisos que se otorguen de conformidad con las disposiciones a esta ley, tendrán vigencia indefinida. 


Artículo 24.- El titular de un permiso otorgado en conformidad con esta ley, deberá informar a la Autoridad Regional respectiva toda situación nueva o accidente del que tome conocimiento y pueda poner en riesgo la salud humana, la sanidad animal y vegetal, la biodiversidad y el medio ambiente.

Título III

De la evaluación de las actividades.


Artículo 25.- El desarrollo de las actividades relacionadas con VGM o de productos derivados de VGM que regula esta ley, se llevará a efecto cuidando la salud humana, la sanidad animal o vegetal, la biodiversidad o el medio ambiente.


Artículo 26.- Los titulares de las actividades que conforme a las disposiciones del Título II requieren contar con un permiso para su ejecución, conjuntamente con la solicitud pertinente, deberán presentar un informe de evaluación, que de cuenta de las materias a que se refiere el artículo siguiente. 


Artículo 27.- El informe de evaluación deberá contemplar, a lo menos, los siguientes aspectos:


a) Información botánica, agrícola y biológica de la especie a la cual pertenece el VGM y de las especies nativas, introducidas y cultivadas relacionadas con éste;


b) Información sobre origen, forma de cultivo, existencia de cultivares evolucionados, sistema de reproducción, ciclo de vida, polinización, agente polinizante, estado de conservación y el endemismo de especies, en el caso de las especies nativas relacionadas al VGM;


c) Información sobre el tipo de cultivo y estado de naturalización tratándose de especies introducidas relacionadas al VGM; 

d) Información sobre cualquier característica genotípica y fenotípica nueva que se relacione con el VGM

f) Información sobre flujo génico del VGM por polen, por semilla y su potencialidad en la formación de banco de semillas;

h) Información sobre el uso derivado de la modificación genética del VGM; 


i) Información sobre la equivalencia substancial del VGM con respecto a su homólogo no modificado, cuando el permiso tenga por objeto la comercialización del VGM o del producto derivado de VGM;

j) Información sobre eventuales efectos para la salud humana o la sanidad animal, tales como potencialidad patogénica, toxicológica, efecto y actividad de todas las proteínas introducidas durante el proceso de modificación genética; potencialidad alergénica, factores antinutricionales, digestibilidad y niveles de ingesta diaria aceptable para el alimento;

k) Información sobre las características de la expresión constitutiva o tejido específico del VGM con indicación de los genes introducidos y los niveles de expresión y evolución temporal de éstos, en relación con el ciclo de la planta, cuando el permiso tenga por objeto la comercialización del VGM o del producto derivado de VGM;

l) Evaluación sobre la probabilidad de ocurrencia de efectos en la salud humana, la sanidad animal o vegetal, la biodiversidad o el medio ambiente, considerando la información precedente, teniendo en cuenta el nivel y el tipo de exposición del probable medio receptor del VGM; y

m) Proposición de las medidas y exigencias a ser adoptadas por el titular, según proceda, para abordar los efectos identificados.

Título IV

De la información y participación ciudadana. 


Artículo 28.- Cualquier persona natural o jurídica tendrá acceso a la información general con que cuente la autoridad nacional y regional sobre los VGM en Chile, y podrá imponerse de las solicitudes y de las evaluaciones de riesgos relativas al otorgamiento de cualquiera de los permisos contemplados en esta ley.


Dicha información se mantendrá disponible en las oficinas respectivas de la Autoridad Regional respectiva, con excepción de la información confidencial, conforme a lo establecido en el artículo 16.


Artículo 29.- Cualquier persona natural o jurídica, dentro del plazo de 15 días contados desde la fecha de publicación del extracto a que se refiere el inciso segundo del artículo 18, podrá formular observaciones a la solicitud, al informe de evaluación de riesgos y a los demás antecedentes. Estas observaciones deberán constar por escrito y ser acompañadas por los antecedentes que las sustentan.

Título V

De la identificación y etiquetado

Párrafo 1°

Identificación de VGM y sus productos derivados.


Artículo 30.- Las personas naturales o jurídicas que transfieran a cualquier título, comercialicen, importen o exporten VGM o productos derivados de VGM, deberán velar porque la información indicada en el artículo siguiente conste por escrito y sea entregada a quien los adquiere.


Artículo 31.- Los VGM y sus productos derivados que se transfieran a cualquier título, comercialicen, importen o exporten, para uso confinado o para introducción en el medio ambiente con fines de investigación o comercialización, deberán ir acompañados de la siguiente documentación:


a) Individualización del VGM o del producto derivado de VGM, consignando sus rasgos o características relevantes;

b) Especificación de cualquier exigencia para la seguridad de la manipulación, almacenamiento, transporte y disposición final, y

c) Identificación de la persona que transfiere el VGM o el producto derivado de VGM y de la persona que lo adquiere, con el objeto de obtener información adicional.


Artículo 32.- Las personas naturales o jurídicas que transfieran a cualquier título, comercialicen, importen o exporten VGM o productos derivados de VGM, deberán conservar la información señalada en el artículo anterior, durante los cinco años posteriores a cada transacción.
Párrafo 2°

Etiquetado de VGM o productos derivados de VGM.


Artículo 33.- Tratándose de VGM o productos derivados de VGM que no sean substancialmente equivalentes a los productos convencionales, en sus características relevantes, y que se pretendan introducir en el medio ambiente con fines de comercialización, sea que se expendan envasados o a granel, deberán indicar en un lugar destacado de su etiqueta una leyenda impresa que establezca claramente la característica distintiva que los diferencia del producto convencional, tales como “mayor contenido de aceite”, “contiene omega 3”, “contiene lisina”, etc.

Artículo 34.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, las etiquetas o indicaciones de los VGM o productos derivados de VGM deberán contener además:


a) Información de la composición alimenticia, propiedades nutricionales, siempre que las características sean significativamente diferentes a las del alimento homólogo convencional, cuando se trate de alimentos para uso humano o animal, y

b) Información sobre las características de la combinación genética adquirida y sus implicancias relativas a condiciones especiales y requerimientos de cultivo, así como los cambios en las características reproductivas y productivas, tratándose de semillas o material vegetativo destinado a siembra, cultivo o producción agrícola.


La información antes indicada deberá ser clara, entendible y útil para el consumidor, siendo sustentada en información científica y técnica.

Título VI

De las zonas restringidas

Párrafo 1°

Centros de origen y de diversidad genética.


Artículo 35.- La autoridad competente establecerá las áreas geográficas de Chile que sean centro de origen y de diversidad genética de una especie determinada.


Artículo 36.- Para la declaración de un área del territorio nacional como centro de origen de una especie vegetal, la Autoridad Nacional dictará una resolución en la que se proponga tal declaración que en extracto se publicará en el Diario Oficial y, además, en un diario o periódico de circulación nacional o regional correspondiente al lugar donde se ubique el pretendido centro de origen o diversidad genética, el día domingo siguiente a su publicación en el Diario Oficial.


Artículo 37.- Dentro del plazo de 30 días, contado desde la fecha de la última publicación, cualquier persona natural o jurídica, podrá formular observaciones a la resolución, las que deberán constar por escrito y ser acompañadas por los antecedentes que las sustentan.


Artículo 38.- Transcurrido el plazo establecido en el artículo anterior, la Autoridad Nacional, dentro de los 30 días siguientes, deberá dictar una resolución fundada que teniendo en consideración los antecedentes aportados y las observaciones formuladas, se pronunciará sobre la declaración y, en caso de estimar ella es procedente, someterá a la consideración del Presidente de la República la dictación del correspondiente decreto supremo.


El decreto supremo que declare un centro de origen y diversidad genética se publicará en el Diario Oficial.


Artículo 39.-  El decreto supremo será reclamable por cualquier persona dentro del plazo de 10 días contado desde la publicación en el Diario Oficial.


La reclamación se interpondrá ante el juez de letras competente en lo civil del lugar en donde se ubique el centro de origen y diversidad genética, cuando considere que la declaración no se ajusta a los criterios establecidos en el artículo anterior, y se someterá a las normas del procedimiento sumario.


En los casos en que el juez competente corresponda a lugares de asiento de Corte, en que ejerza jurisdicción civil más de un juez letrado, deberá cumplirse con lo dispuesto en el artículo 176 del Código Orgánico de Tribunales.

Artículo 40.- En los centros de origen y de diversidad genética, se podrán realizar actividades de introducción de VGM al medio ambiente siempre que se trate de:

a) VGM distintos a las especies nativas, o


b) VGM de la misma especie a las nativas y se demuestre que no puedan intercambiar genes con éstas.
Párrafo 2°

Áreas protegidas.


Artículo 41.- Son áreas protegidas los parques nacionales, reservas nacionales, monumentos naturales, reservas de zonas vírgenes, santuarios de la naturaleza, reservas de la biosfera, distritos de conservación, reservas naturales, parques marinos, reservas marinas o cualesquiera otras áreas que se encuentren bajo protección oficial.


En dichas áreas sólo podrán realizarse actividades de introducción al medio ambiente de VGM cuando se presenten plagas o contaminantes que pudieran poner en peligro la existencia de especies animales, vegetales o acuícolas, y los VGM hayan sido creados específicamente para evitar o combatir dicha situación.

Título VII

De los registros de las actividades reguladas.

Artículo 42.- Las autoridades competentes llevarán y mantendrán actualizados los siguientes registros públicos:

a) Registro de actividades de introducción al medio ambiente de VGM con fines de investigación;


b) Registro de actividades de introducción al medio ambiente de VGM o de productos derivados de VGM con fines de comercialización; 


c) Registro de alimentos VGM o derivados de VGM para consumo humano;


d) Registro de alimentos VGM o derivados de VGM para consumo animal, y

e) Registro de centros de origen y de diversidad genética.


A la autoridad competente corresponderá llevar y mantener actualizados los registros singularizados en las letras a), b), d) y e), y a la autoridad sanitaria le corresponderá llevar y mantener actualizado el registro indicado en la letra c).


Las normas relativas a la organización y funcionamiento de los registros a que se refiere este artículo así como el procedimiento de inscripción, se establecerán en el reglamento respectivo.


Artículo 43.- En el Registro de actividades de introducción al medio ambiente de VGM con fines de investigación, se inscribirá el permiso establecido en el artículo 7º.


En el Registro de actividades de introducción al medio ambiente de VGM o de productos derivados de VGM con fines de comercialización, se inscribirán los permisos a que se refiere el artículo 10.

En el Registro de Alimentos VGM o derivados de VGM para consumo humano, se inscribirá el permiso a que se refiere el artículo 13.


En el Registro de Alimentos VGM o derivados de VGM para consumo animal, se inscribirá el permiso a que se refiere el artículo 14.


En el Registro de Centros de Origen y de Diversidad Genética se inscribirá el decreto supremo que declara la existencia de dichos centros.


Artículo 44.- Las autoridades a cargo de llevar los registros señalados en el artículo 42, a requerimiento de los interesados, deberán otorgar copias de las inscripciones que practiquen en los mismos.

Título VIII

De los Recursos


Artículo 45.- En contra de la resolución que rechaza la solicitud de permiso para la ejecución de las actividades que regula esta ley, o que la acoge estableciendo exigencias que estimadas excesivas, el titular podrá deducir recurso de reconsideración, dentro del plazo de 15 días contado desde su notificación, ante la Autoridad Regional que la dictó y, en subsidio, recurso de reclamación ante la Autoridad Nacional.


Los recursos interpuestos serán conocidos y resueltos por la Autoridad Regional respectiva y la Autoridad Nacional, según corresponda, conforme a las atribuciones establecidas al efecto por su legislación orgánica.


Habiendo sido interpuesto el recurso dentro de plazo y cumpliendo con las condiciones establecidas en el inciso precedente, la Autoridad Regional respectiva dictará una resolución, dentro de los 5 días siguientes a su presentación, en cuyo mérito lo admitirá a tramitación, notificando de ello al titular. De lo contrario, será rechazado de plano.


Artículo 46.- Rechazado total o parcialmente el recurso de reconsideración, se elevará el expediente a la Autoridad Nacional, quien lo conocerá haciendo uso de las atribuciones que le confiere su normativa orgánica. 


La Autoridad Nacional oficiará a la Autoridad Regional que hubiere dictado la resolución reclamada, para que dentro del plazo de 15 días contados desde su recepción, informe al tenor del recurso.


La Autoridad Nacional podrá solicitar la opinión de un experto que de común acuerdo designe con el titular.


Artículo 47.- La Autoridad Nacional deberá resolver el recurso dentro del término que restare para completar 30 días, contado desde su interposición.


Artículo 48.- Las resoluciones que resuelvan los recursos de reconsideración y reclamación, serán notificadas al titular por carta certificada.


Artículo 49.- En contra de la resolución a que se refiere el artículo anterior, el titular podrá recurrir dentro del plazo de 10 días ante el Juez de Letras en lo Civil del lugar en que se pretende desarrollar la actividad objeto de permiso o del domicilio del afectado a elección de este último, el que conocerá conforme al procedimiento sumario.


En los casos en que el juez competente corresponda a lugares de asiento de Corte, en que ejerza jurisdicción civil más de un juez letrado, deberá cumplirse con lo dispuesto en el artículo 176 del Código Orgánico de Tribunales.


Artículo 50.- Las personas naturales o jurídicas que hubieren formulado observaciones en los términos señalados en el artículo 29 y que estimen que ellas no hubieren sido debidamente consideradas en los fundamentos de la respectiva resolución que otorga el permiso, podrán deducir recurso de reconsideración ante la Autoridad Regional respectiva. El plazo de interposición será de 15 días contado desde la notificación que resuelve sobre el permiso respectivo.


El recurso deberá ser fundado y no suspenderá los efectos de la resolución recurrida.


Habiendo sido interpuesto el recurso dentro de plazo y cumpliendo con las condiciones establecidas en el inciso precedente, la Autoridad Regional respectiva dictará una resolución, dentro de los 5 días siguientes a su presentación, en cuyo mérito lo admitirá a tramitación, notificando de ello al recurrente. De lo contrario, será rechazado de plano.


Artículo 51.- Admitido a tramitación el recurso de reclamación interpuesto en los términos del artículo precedente, se procederá en la forma señalada en los artículos 45 a 49 de esta ley.

Título IX

De la fiscalización


Artículo 52.- La fiscalización del cumplimiento de las disposiciones de esta ley corresponderá a la autoridad competente y a la autoridad sanitaria, según proceda.


Artículo 53.- En el ejercicio de la función de fiscalización, los funcionarios de las autoridades competentes, tendrán las siguientes facultades:


a) Ingresar a cualquier inmueble o establecimiento donde se ejecute una actividad regulada por esta ley;


b) Requerir información verbal o escrita o la entrega de antecedentes, documentos, registros e informes relativos a cualquier aspecto de una actividad regulada por esta ley;

c) Inspeccionar, obtener muestras y efectuar pruebas, monitoreos y análisis que se consideren necesarios para la evaluación de los posibles riesgos involucrados en la introducción en el medio ambiente de VGM o productos derivados de VGM;

d) Supervisar la ejecución de los planes de seguimiento y el cumplimiento de las resoluciones que otorguen los permisos, y

e) Supervisar el cumplimiento de las medidas de bioseguridad adoptadas para la introducción en el medio ambiente de VGM o productos derivados de VGM.


En caso de negativa u obstrucción a las funciones de fiscalización el juez, a solicitud de la autoridad competente, podrá ordenar el auxilio de la fuerza pública que permita llevar a efecto las medidas de fiscalización necesarias.


Será juez competente para conocer de estas autorizaciones el juez de letras en lo civil del lugar en el que se encuentre ubicada la actividad regulada.

Título X 

De las infracciones y sanciones.


Artículo 54.-
Constituyen infracciones a esta ley:


a) La realización de cualquiera de las actividades reguladas en esta ley, que no cuenten con las autorizaciones o permisos necesarios para su ejecución o desarrollo, en tanto el infractor tenga pleno conocimiento de que se trata de un VGM;


b) La entrega de información incompleta, falsa o adulterada, con el fin de obtener las autorizaciones o permisos que la presente ley establece;


c) La negativa a entregar la información que sea requerida por la autoridad competente, en tanto ella esté o deba estar disponible;

d) El incumplimiento de las condiciones y requisitos contenidos en uno cualquiera de los permisos regulados por la presente ley;


e) El incumplimiento de las instrucciones, órdenes y resoluciones que dicte la autoridad competente con ocasión de la aplicación de esta ley, y


f) La oposición, resistencia u obstrucción a las funciones de fiscalización de la autoridad competente.


Artículo 55.- Las infracciones tipificadas en el artículo anterior, serán sancionadas con amonestación verbal o escrita; multas de entre 50 y 200 unidades tributarias anuales; decomiso de los instrumentos, VGM o productos derivados de VGM, relacionados con las infracciones cometidas; la suspensión o revocación al infractor de las autorizaciones correspondientes; clausura temporal o definitiva parcial o total, de las instalaciones en las que se hayan cometido las infracciones. 


Artículo 56.- Corresponderá a la Autoridad Regional respectiva conocer y resolver de las infracciones a las disposiciones de la presente ley.


La Autoridad Regional respectiva dispondrá el inicio del procedimiento sancionatorio de oficio o por denuncia de los particulares.


La resolución que disponga el inicio del proceso será notificada al infractor, el que deberá formular sus descargos y acompañar las pruebas en el plazo de 30 días contado desde su notificación.


Presentados los descargos por parte del afectado o transcurrido el plazo para su formulación sin que ellos hayan sido formulados, la Autoridad Regional respectiva resolverá fundadamente dentro del plazo de 30 días contados desde la fecha de recepción de los descargos.


En contra de la resolución sancionatoria, el infractor podrá deducir recurso de reclamación dentro del plazo de 30 días, contado desde su notificación, ante el juez de letras en lo civil del lugar en cuyo territorio jurisdiccional se hubiere cometido la infracción. La reclamación se tramitará con arreglo a las normas del juicio sumario.


En los casos en que el juez competente corresponda a lugares de asiento de Corte, en que ejerza jurisdicción civil más de un juez letrado, deberá cumplirse con lo dispuesto en el artículo 176 del Código Orgánico de Tribunales. 


Artículo 57.- La Autoridad Regional respectiva, mediante resolución fundada, podrá declarar la caducidad del permiso en los siguientes casos:


a) Cuando se realicen actividades que excedan las autorizadas por el respectivo permiso;


b) En caso de reincidencia en el incumplimiento de las condiciones establecidas en el respectivo permiso;


c) En el evento de producirse un cambio de circunstancia o de disponerse de nuevos antecedentes científicos o técnicos, que determinen que el VGM que se trata pueda constituir daño para la salud humana, la sanidad animal y vegetal, la biodiversidad y el medio ambiente, y


d) Cuando se acredite que el titular de la actividad no ha desarrollado o ha dejado de desarrollar la actividad permitida, en un plazo superior a dos años.


La resolución que declare la caducidad del permiso será notificada al titular por carta certificada. Este último dispondrá del plazo de 30 días desde su notificación para interponer un recurso de reclamación, siguiendo al efecto el procedimiento establecido en el artículo anterior.


Artículo 58.- Las sanciones aplicadas con motivo de la infracción a la presente ley serán sin perjuicio de las demás que puedan establecer otras leyes.


Artículo 59.- Producido un daño como consecuencia de la ejecución de las actividades por esta ley, los afectados podrán deducir la acción civil indemnizatoria, dentro del plazo de cuatro años contado desde la manifestación evidente del daño.


Se presume legalmente la culpa del autor del daño, si éste hubiere incurrido en algunas de las infracciones establecidas en esta ley y en mérito de dicha infracción, se hubiere producido el daño.

Título XI
Disposiciones Finales


Artículo 60.- Todos los plazos de la presente ley serán de días hábiles.


Artículo 61.- Las notificaciones personales se efectuarán por la autoridad competente o por el funcionario que éste designe al efecto, entregando copia íntegra de la resolución a la persona a quien va dirigida o a su representante. Cualquier día y hora serán hábiles para practicar esta notificación.


De la diligencia de la notificación personal se dejará constancia en un acta que expresará el lugar en que se verifique el acto y la fecha con indicación de la hora. El acta será suscrita por el notificado y en el carácter de ministro de fe, por quien la práctica y, si el primero no quiere o no puede firmar, se dejará constancia de este hecho.

Artículo 62.- Cuando en la presente ley no se haya establecido otro tipo de notificación, ésta se practicará por carta certificada.


Las notificaciones que se practiquen por carta certificada serán dirigidas al domicilio del notificado, dejándose constancia de su despacho mediante el correspondiente recibo de correo, en cuyo caso, los plazos empezarán a correr después de tres días de haber sido recibidos por la empresa de correos dichas cartas.

Disposiciones Transitorias


Artículo 1° transitorio.- Los VGM, productos derivados de VGM y las actividades que hayan sido autorizadas con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley y conforme a la normativa legal y reglamentaria vigente a la fecha de su autorización, se comercializarán, manipularán, utilizarán y ejecutarán en los términos y condiciones establecidos en los permisos respectivos, sin perjuicio de las facultades fiscalizadoras de las autoridades competentes.


Artículo 2° transitorio.- Las solicitudes de permisos de las actividades reguladas por esta ley y que se encuentren en trámite a la fecha de su dictación, continuarán tramitándose de acuerdo al procedimiento regulado en la normativa vigente al momento de presentarse la solicitud, y en caso de haberse otorgado autorización, se aplicará lo dispuesto en el artículo precedente.

______________

Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, en tercer trámite constitucional, que regula la entrada en vigencia de las leyes 

procesales que indica.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, de conformidad al acuerdo adoptado por los Comités y ratificado por la Sala en el día de hoy.


El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de de reforma constitucional, en tercer trámite constitucional, que regula la entrada en vigencia de las leyes procesales que indica, correspondiente al Boletín Nº 5.560-07, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “discusión inmediata”.


Añade que la Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, reemplazó el artículo único de la iniciativa por el siguiente: 


"Artículo único.- Agrégase  en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, el siguiente inciso final:


“La ley orgánica constitucional relativa a la organización y atribuciones de los tribunales, así como las leyes procesales que regulen un sistema de enjuiciamiento, podrán fijar fechas diferentes para su entrada en vigencia en las diversas regiones del territorio nacional. Sin perjuicio de lo anterior, el plazo para la entrada en vigor de  dichas leyes en todo el país no podrá ser superior a cuatro años.”.”.


El señor Secretario General  hace presente que esta modificación requiere para ser aprobada del voto conforme de las tres quintas partes de los señores Senadores en ejercicio, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Constitución Política de la República.

- - -



En discusión la modificación propuesta por la Honorable Cámara de Diputados, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y puesta en votación la modificación propuesta por la Honorable Cámara de Diputados, es aprobada por 25 votos a favor, de un total de 37 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento de esta forma a lo dispuesto en el artículo de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 de la Constitución Política de la República.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Navarro, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Ruiz-Esquide.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Congreso Nacional es el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:



“Artículo único.- Agrégase en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, el siguiente inciso final:


“La ley orgánica constitucional relativa a la organización y atribuciones de los tribunales, así como las leyes procesales que regulen un sistema de enjuiciamiento, podrán fijar fechas diferentes para su entrada en vigencia en las diversas regiones del territorio nacional. Sin perjuicio de lo anterior, el plazo para la entrada en vigor de dichas leyes en todo el país no podrá ser superior a cuatro años.”.”.

- - -



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día de esta sesión.

_______________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Presidente comunica que se dará curso en forma reglamentaria a las siguientes peticiones de oficio:



- Del Honorable Senador señor Frei:



1) Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitando información acerca del estado de avance del proyecto de pavimentación del tramo de la Ruta Internacional CH-203 que une la Región de Los Ríos con la República Argentina a través del Paso Internacional Hua-Hum.



2) Al señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, requiriendo un pronunciamiento acerca de los planteamientos formulados por la Asociación de Exportadores de Chile A.G., en relación con el decreto supremo de fijación de precios de nudo relativo a la determinación de las horas de punta en el Sistema Interconectado Central.



3) A la señora Directora del Servicio del Adulto Mayor, solicitando que evalúe la proposición formulada por el señor Alcalde de la comuna de Osorno sobre la creación de una “Residencia de Ancianos” o “Casa de Acogida para Adultos Mayores” en esa Comuna.



- De los Honorables Senadores señores García, Allamand, Chadwick, Coloma, Espina, Larraín y Romero al señor Contralor General de la República, con el objeto de complementar anterior petición formulada respecto de la distribución del Fondo Compensatorio no reembolsable del Transantiago.



- Del Honorable Senador señor Horvath:



1) A Su Excelencia la Presidenta de la República, solicitando que disponga las medidas necesarias para evaluar la situación actual de EMAZA y estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa una iniciativa para reinstalar locales de dicha Empresa en las zonas más aisladas del país.



2) Al señor Ministro del Interior, requiriendo información acerca de la instalación de una Red Permanente de Monitoreo de la actividad sísmica en los sectores más vulnerables del país y, de manera prioritaria, en la denominada “Zona Liquiñe-Ofqui”, en la XI Región y sobre la situación en que se encuentran los campamentos de emergencia de la ciudad de Tocopilla y de los existentes en otros lugares afectados por los sismos recientes.



- Del Honorable Senador señor Romero:



1) Al señor Ministro del Interior, solicitando adoptar diversas medidas relativas a la situación de sequía en que se encuentran las comunas de Papudo, Zapallar, Petorca, Cabildo y Putaendo, en la V Región.



2) A la señora Ministra de Educación, requiriendo información acerca de la situación en la que se encuentra la carrera de criminalística impartida por la UTEM.



3) Al señor Ministro de Justicia, solicitando información respecto de la forma en que se está aplicando el régimen semi-cerrado de los menores trasladados al Cod-Cereco Limache.



4) Al señor Ministro de Obras Públicas, requiriendo la adopción de medidas para mejorar el uso del embalse Los Aromos, ubicado en la comuna de Limache e información acerca de la posible concesión de la Ruta F30-E, tramo Con Con - Ruta 5 Norte.



5) A la señora Ministra de Bienes Nacionales, solicitando información acerca de los inmuebles fiscales de la V Región que dicha Cartera de Estado considera prescindibles y que pueden enajenarse o ser entregados en comodato a otras instituciones públicas o privadas.



6) A la señora Subsecretaria de Marina, requiriendo diversos antecedentes sobre la situación en la cual se encuentra la Caleta Ligua, ubicada en el sector de Las Salinas, comuna de Papudo, en cuanto a su delimitación y en caso de no existir, sobre cuál es el procedimiento para efectuar ese trámite.



7) A los señores Secretario Regional Ministerial de Salud y Director Regional de la Comisión Nacional de Medio Ambiente de la V Región, solicitando diversos antecedentes acerca del funcionamiento de la Planta Procesadora de Residuos, ubicado en el sector de Belloto Norte, comuna de Quilpué.



8) A la señora Directora Nacional del Servicio de Registro Civil, en relación con el proceso de postulación a la Dirección del Hospital de Quilpué.

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

SESION 80ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 9 DE ENERO DE 2.008



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asisten, asimismo, los señores Ministros de Hacienda, don Andrés Velasco Brañes y del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade Lara, Director de Presupuestos, don Alberto Arenas de Mesa y la señora Superintendenta de Administradoras de Fondos de Pensiones, doña Solange Berstein Jáuregui.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

CUENTA

Oficios



De la señora Ministra de Educación, mediante el cual da respuesta a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señores Ávila, Flores, Horvath, Muñoz Aburto y Navarro, mediante el cual se solicitó al Ministerio de Educación y a la Comisión Nacional del Medio Ambiente, que difundieran el legado del investigador y explorador oceanográfico francés Jacques Cousteau, especialmente por su labor de preservación de la biodiversidad marina (Boletín N° S 976-12). 



Del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo subrogante, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Frei, relativo al procedimiento aplicado en la denominada “Licitación Pública Nacional e Internacional, Concesión de Activos Municipales”, ubicados en las Termas Minerales de Chillán.



- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



Segundo informe de las Comisiones de Hacienda, y de Trabajo y Previsión Social, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que perfecciona el sistema previsional (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 4.742-13).



Nuevo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que tipifica el delito de robo de tapas de alcantarillado o de cauces y señala penas para el delito de receptación de cables eléctricos y tapas de cauce (con urgencia calificada de “simple”) (Boletines números 4.266-07 y 4.267-07, refundidos).



De la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Girardi, señora Matthei y señores Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad (Boletín Nº 4.921-11).



De las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley que modifica la ley N° 20.022 y otros cuerpos legales, con el objeto de reforzar la judicatura laboral (con urgencia calificada de “suma”)(Boletín N° 5.316-07).



-- Quedan para tabla.

Moción



De los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Letelier, mediante la cual inician un proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, para regular la extensión de la jornada laboral en los días previos al término de cada año (Boletín N° 5.696-13).



-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social. 

Proyecto de Acuerdo



De los Honorables Senadores señores Allamand, Arancibia, Cantero, Coloma, Espina, García, Kuschel, Horvath, Larraín, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero, mediante el cual solicitan que el Senado manifieste su reconocimiento a la voluntad mayoritaria del pueblo mapuche de vivir en paz e integrado en la comunidad nacional, y que Su Excelencia la señora Presidenta de la República instruya a los órganos públicos que indican, para que persigan la responsabilidad de quienes han realizado actos de violencia y terrorismo en las Regiones de La Araucanía y Metropolitana (Boletín N° S 1.038-12).



- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Prokurica, quien se refiere al proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que tipifica el delito de robo de tapas de alcantarillado o de cauces y señala penas para el delito de receptación de cables eléctricos y tapas de cauce, correspondiente a los Boletines números 4.266-07 y 4.267-07, refundidos, que tiene un nuevo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, del que se ha dado cuenta precedentemente, que es muy similar a un proyecto iniciado en una Moción del Senador Núñez, referido al robo de cables de cobre y solicita que se le de el mismo tratamiento que se ha adoptado respecto de otros proyectos que inciden en una misma materia y que se han iniciado en Mociones de Diputados y Senadores.



En seguida, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Sabag, quien solicita un pronunciamiento de la Mesa en cuanto a si se autorizará, con ocasión de la discusión del proyecto de ley que perfecciona el sistema previsional, correspondiente al Boletín Nº 4.742-13, el ingreso a las tribunas de la Corporación a las personas afectadas por el daño previsional y otras que tienen interés en asistir.

_____________
ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que perfecciona el sistema previsional, con segundo informe de las Comisiones de 

Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que perfecciona el sistema previsional, correspondiente al Boletín Nº 4.742-13, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “simple”.



Agrega que las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, dejan constancia de lo siguiente:



1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: 18; 19; 21; 24; 33; 34, números 1 al 8, 10 y 12; 36; 37; 43 y 44 (que pasan a ser 41 y 42); 47 (que pasa a ser 45); 49 ( que pasa a ser 47); 55 (que pasa a ser 53); 71; 76; números 2 y 4 ; 79, números 2 al 6, 14, 17, 18, 21 al 24, 26, 27, 31, 34, 37, 38, 41, 42, 43, 46, 47, 48, 52, 53, 54, 65, 67, 68, 69, 70, 75 y  78; 83; 86 y 87 permanentes, y los siguientes artículos transitorios: cuarto; décimo sexto; décimo séptimo; décimo octavo; décimo noveno; vigésimo séptimo; vigésimo octavo; vigésimo noveno; trigésimo; trigésimo primero; trigésimo segundo; trigésimo octavo; cuadragésimo; cuadragésimo segundo; cuadragésimo tercero, y cuadragésimo quinto.


2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 1 bis, 13 bis, 20 bis, 21, 23 bis, 24, 30 bis, 31, 42, 43 bis, 45, 48 bis, 66 bis, 67 bis, 75, 77 bis, 78 bis, 78 ter, 85, 86, 87 bis, 88 bis, 89 bis, 90 bis, 93, 94 bis, 101, 102 bis, 104 bis, 105 bis, 105 ter, 105 quater, 114 bis, 117 bis, 124 bis, 124 ter, 125 bis, 132 bis, 144 bis, 145 bis, 147, 150, 151, 155 bis, 158 bis letras a), b) y c) literal ii, 158 quater, 160 bis, 163 bis, 163 ter, 167, 171 bis, 173, 175, 177 bis, 180 bis, 182 bis, 183, 184 bis, 189, 191, 192, 196, 197, 199, 200 bis, 201 bis, 211 bis, 214 bis, 217, 220, 222 bis, 223, 227, 230, 233, 233 ter, 235, 235 bis, 238 bis, 241 bis, 254 bis, 254 ter, 258, 259 bis, 260 bis, 260 ter, 261 bis, 264 bis, 266 bis, 267, 267 bis, 269, 270 bis, 271 bis, 271 ter, 272 bis, 274 bis, 275 bis, 281 bis, 284, 287 bis, 290 bis, 291, 303 bis, 303 ter, 304 bis, 306 bis, 310, 310 bis, 313, 315 bis, 317, 318 bis, 319 bis, 321, 322, 322 bis, 324, 326, 329 bis, 344, 348 bis, 350, 350 bis, 352 bis, 353 D), 354, 354 bis, 354 ter,  358, 360 bis, 360 ter, 362, 362 bis, y 365.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 14 bis, 55, 65 bis, 69 bis, 71 bis, 100 bis, 120 bis, 125 ter, 158 ter, 353 A).


4.- Indicaciones rechazadas: números 126, 158 bis letra c) literales i e iii, 166, 277, 278, 289, 294, 297, 298, 306 308, y 360.


5.- Indicaciones retiradas: números 1, 10, 13, 14, 22, 23, 25, 43, 46, 48, 50, 58, 59, 60, 61, 62, 63, 64, 65, 67, 71, 72, 76, 78, 79, 80, 82, 84, 87, 88, 89, 90, 91, 92, 94, 95, 96, 97, 98, 99, 100, 102, 103, 104, 105, 106, 107, 108, 109, 110, 111, 112, 113, 114, 115, 116, 117, 118, 120, 125, 145, 146, 148, 153, 154, 158, 159, 160, 162, 163, 164, 165, 168, 169, 170, 172, 174, 176, 177, 178, 179, 181, 182, 184, 194, 200, 201, 202, 205, 206, 208, 209, 210, 213, 214, 215, 216, 218, 222, 225, 226, 228, 229, 234, 237, 240, 241, 242, 243, 244, 245, 246, 247, 248, 249, 250, 251, 252, 253, 254, 255, 256, 257, 259, 260, 261, 262, 263, 264, 265, 266, 268, 270, 271, 272, 273, 276, 279, 280, 281, 283, 285, 287, 290, 292, 293, 302, 304, 311, 314, 315, 316, 319, 320, 325, 328, 329, 330, 331, 333, 335, 336, 338, 341, 342, 343, 347, 349, 352, 353, 353 B), 353 C), 356, 359, 361 y 367. 


6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: números 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 11, 12, 15, 16 17, 18, 19, 20, 26, 27, 28, 29, 30, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 43 ter, 44, 47, 49, 51, 52, 53, 54, 56, 57, 66, 68, 69, 70, 73, 74, 76 bis, 77, 81, 83, 119, 121, 122, 123, 124, 127, 128, 129, 130, 131, 132, 133, 134, 135,136, 137, 138, 139, 140, 141, 142, 143, 144, 145 ter, 149, 152, 155, 156, 157, 161, 171, 180, 185, 186, 187, 188, 190, 193, 195, 197 bis, 198, 203, 204, 207, 211, 212, 219, 221, 224, 231, 232, 233 bis, 236, 238, 239, 274, 275, 282, 286, 288, 295, 296, 299, 300, 301, 303, 305, 307, 309, 312, 318, 323, 327, 332, 334, 337, 339, 340, 345, 346, 348, 351, 355, 357, 363, 364, 366, y 367 bis.

- - -


A continuación, el señor Presidente declara aprobadas las disposiciones mencionadas en el punto 1.-, precedentemente citadas, dejándose constancia que lo fueron con el voto conforme de 24 señores Senadores, de 38 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -

El señor Secretario General hace presente que, de acuerdo a lo establecido en los artículos 38, 99 y 108 de la Constitución Política de la República, los artículos 42, inciso tercero; 43, número 8); 60, 62, 63, 63 bis B; 79, número 29, literales iii y iv de la letra a), el inciso noveno propuesto mediante la letra b); el inciso décimo octavo propuesto por la letra f), y la letra g); número 32, las letras a) y s); número 35; y número 77, sólo en lo que respecta a las letras a) y b) del artículo 168, y 85, permanentes y los artículos transitorios trigésimo tercero, letra d), y trigésimo quinto, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la  Carta Fundamental. 


Agrega que los artículos 1° a 32; 34; artículos 64 a 70; 71, inciso segundo; 72 a 78; 79, números 1 a 27; número 29, letras c), d), y e); número 30; número 31; número 32, letras b) a r), t) a y); número 33; número 34; y números 36 a 75; 82, 86 y 86 bis, permanentes y los artículos transitorios primero a décimo; vigésimo; vigésimo tercero; vigésimo cuarto, incisos segundo a quinto; vigésimo sexto a trigésimo segundo; trigésimo cuarto; trigésimo sexto; trigésimo séptimo bis; trigésimo noveno, inciso segundo, trigésimo noveno ter y cuadragésimo, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 19, Nº 18º, de la Constitución Política de la República, por cuanto regulan el ejercicio del derecho a la seguridad social, por lo que requieren de la mayoría absoluta de los señores Senadores en ejercicio, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Carta Fundamental.

El señor Secretario General  señala que las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas, proponen a la Sala aprobar el texto despachado en general, con las siguiente enmiendas:

TÍTULO I

SOBRE EL SISTEMA DE PENSIONES SOLIDARIAS

Párrafo primero

Definiciones

Artículo 1°


Consignar con mayúscula inicial  la palabra “título”.

Artículo 2°

Letras a) y b)


Agregar, antes del punto aparte (.) de cada una de estas letras, las palabras “de esta ley”.

Letra g)


Suprimir los vocablos “o estimada”.

Letra h)


Intercalar, antes del punto aparte (.), las palabras “de la presente ley”.

Párrafo segundo

Pensión Básica Solidaria de Vejez

Artículo 3°

Letra b)


Intercalar, entre la expresión “artículo 28” y el punto aparte (.) que la sigue, los vocablos “de esta ley”.

Letra c)


Contemplar con mayúscula inicial la palabra “título”.

Artículo 4°


Reemplazarlo por el que sigue:


“Artículo 4°.- Para los efectos de la letra b) del artículo anterior, se entenderá que componen un grupo familiar el eventual beneficiario y las personas que tengan respecto de aquél las siguientes calidades:


a) Su cónyuge;


b) Sus hijos menores de dieciocho años de edad, y


c) Sus hijos mayores de dicha edad, pero menores de veinticuatro años, que sean estudiantes de cursos regulares de enseñanza básica, media, técnica o superior.


Con todo, el eventual beneficiario podrá solicitar que sean considerados en su grupo familiar las personas que tengan respecto de  aquél las siguientes calidades, siempre que compartan con este el presupuesto familiar:


a) La madre o el padre de sus hijos, no comprendidos en la letra a) del inciso precedente, y 


b) Sus hijos inválidos, mayores de dieciocho años y menores de sesenta y cinco, y sus padres mayores de sesenta y cinco años, en ambos casos cuando no puedan acceder a los beneficios del sistema solidario por no cumplir con el correspondiente requisito de residencia.

En todo caso, el eventual beneficiario podrá solicitar que no sean considerados en su grupo familiar las personas señaladas en el inciso primero, cuando no compartan con éste el presupuesto familiar.


Para efectos de acceder a los beneficios del sistema solidario, se considerará el grupo familiar que el peticionario tenga a la época de presentación de la respectiva solicitud.”.

Artículo 5°

Inciso primero


Sustituir la palabra “nacionales” por “chilenos”.

Inciso cuarto


- Intercalar, entre la expresión “artículo 3°” y la coma (,) que la sigue, los términos “de esta ley” 


- Reemplazar la frase “lo establezca el Reglamento” por “a los mismos términos establecidos en el artículo 27 bis de la presente ley”.

Artículo 6°


Intercalar, entre la expresión “artículo 3° y el punto apartel (.), las palabras “de esta ley”.

Artículo 8°

Incisos primero y segundo


Reemplazar, en ambos incisos, la palabra “quince” por “diez”.

Párrafo tercero

Aporte Previsional Solidario de Vejez

Artículo 9°

Incisos primero y segundo


Agregar, en ambos incisos, después de la expresión “artículo 3°”, los términos “de la presente ley”.

Inciso tercero, nuevo


Incorporar como tal el que sigue:


“Lo dispuesto en los incisos precedentes será aplicable a las personas que tengan derecho a una pensión de sobrevivencia conforme a lo dispuesto en la ley N° 16.744.”.

Artículo 11

Inciso primero

Letra b)


Reemplazar su segunda oración, que se inicia con las palabras “El citado” y termina en “vejez.”, por la siguiente: “Dicha norma será dictada previa consulta a la Superintendencia de Valores y Seguros. El aporte previsional solidario de vejez no podrá ser inferior al monto necesario para que sumado a la pensión o pensiones que el beneficiario perciba de acuerdo al mencionado decreto ley, financie el valor de la pensión básica solidaria de vejez. La aplicación del factor actuarialmente justo deberá producir como resultado que el valor presente de los desembolsos fiscales estimados para la trayectoria del respectivo aporte previsional en la modalidad de retiro programado, sea equivalente al que se hubiese obtenido en la modalidad de renta vitalicia. Este factor deberá calcularse al momento de la determinación de la pensión autofinanciada de referencia, utilizando la tasa de interés promedio implícita en las rentas vitalicias de vejez, otorgadas en conformidad al decreto ley Nº 3.500, de 1980, en los últimos seis meses inmediatamente anteriores a aquel en que el beneficiario se haya pensionado por vejez.”.
Artículo 12

Inciso primero


Intercalar, antes del punto aparte (.), los vocablos “de esta ley”.

Inciso segundo


Reemplazar la expresión “de acuerdo al” por la frase “o reciba una pensión de sobrevivencia, regidas por el”, y sustituir la expresión “dicha pensión, si ésta la” por “dichas pensiones, si las”.

Artículo 13


Reemplazar la expresión “doscientos mil pesos” por “doscientos cincuenta y cinco mil pesos”, e intercalar, entre la expresión “artículo 8°” y el punto aparte (.), los vocablos “de esta ley”.

Artículo 14

Inciso primero


Agregar, después de las expresiones “artículo 2°” y “artículo 64”, las palabras “de la presente ley”, y sustituir la frase “de dicha pensión” por “en que cumpla sesenta años de edad”.
Inciso segundo


Suprimir la expresión “de vejez”, y reemplazar la frase “el total del saldo anterior” por “la pensión autofinanciada de referencia”.

Artículo 15

Inciso primero


Agregar, a continuación de la expresión “artículo 3°”, los términos “de la presente ley”, e intercalar, entre el guarismo “27” y el punto aparte (.), lo siguiente: “, todos de esta ley”.

Incisos segundo y tercero


Agregar, a continuación de las expresiones “artículo 9°” y “artículo 64”, respectivamente, los términos “de esta ley”.

Párrafo cuarto

Pensión Básica Solidaria de Invalidez

Artículo 16

Inciso único


Pasa a ser inciso primero, con las siguientes enmiendas:

Letra b)


Agregar, después de la expresión “artículo 3°” los vocablos “de esta ley”.

Letra c)


Sustituir la palabra “continuos” por la frase “en los últimos seis años”.

Inciso segundo, nuevo


Incorporar como tal el que sigue:


“En todo caso, los extranjeros no podrán acceder a la pensión establecida en el presente Párrafo, ni al aporte a que se refiere el Párrafo siguiente, cuando la causa del principal menoscabo que origine la invalidez provenga de un accidente acaecido fuera del territorio de la República de Chile. Lo anterior, siempre que el extranjero no tenga la calidad de residente en Chile, de conformidad a lo dispuesto en el decreto ley N° 1.094, de 1975, al verificarse dicho evento.”.

Párrafo quinto

Aporte Previsional Solidario de Invalidez

Artículo 20

Inciso único


Pasa a ser inciso primero, con las siguientes enmiendas:


- Sustituir, en su encabezamiento, la frase “las personas invalidas señaladas en el artículo 17”, por “las personas cuya invalidez se haya declarado conforme al artículo 17 de la presente ley,”.


- Agregar, en su letra a), a continuación de la expresión “artículo 16”, los vocablos “de esta ley”.

Inciso segundo, nuevo


Incorporar como tal el que sigue:


“Asimismo, serán beneficiarias del referido aporte previsional las personas inválidas que sólo tengan derecho a una pensión de sobrevivencia de acuerdo a lo dispuesto en el decreto ley N° 3.500, de 1980, y que cumplan los requisitos a que se refiere la letra a) del inciso precedente, siempre que el monto de dicha pensión sea inferior a la pensión básica solidaria de invalidez.”.
Artículo 22

Inciso primero


Agregar, en su encabezamiento, a continuación de la palabra “laborales”, la frase “una vez devengado el respectivo beneficio”.

Letra a)


Reemplazar la palabra “medio” por el vocablo “un”.

Letra b)


Suprimir la expresión “la mitad de”, reemplazar la palabra “medio” por “un”, y sustituir la expresión “1,5 veces” por “dos veces”.

Letra c), nueva


Incorporar como tal la que sigue:


“c) Las personas inválidas que perciban un ingreso laboral mensual superior a dos veces el ingreso mínimo mensual, dejarán de percibir la pensión básica solidaria de invalidez o el aporte previsional solidario de invalidez.”.
Inciso segundo


Reemplazarlo, por el siguiente:


“Lo dispuesto en las letras b) y c) del inciso precedente, se aplicará con la siguiente gradualidad:

a) Los beneficios se seguirán percibiendo en un cien por ciento, durante los dos primeros años en que el beneficiario perciba ingresos laborales, contados desde que hubiese iniciado o reiniciado actividades laborales una vez devengado el respectivo beneficio.

b) Durante el tercer año en que el beneficiario perciba ingresos laborales, contado desde la misma fecha señalada en la letra anterior, sólo se aplicará el cincuenta por ciento de la reducción al beneficio a que aluden las letras b) y c) del inciso precedente, y sólo a contar del cuarto año se aplicará la totalidad de la reducción.”.
Inciso tercero


Suprimirlo.

Inciso cuarto


Pasa a ser inciso tercero, con las siguientes enmiendas:


- Intercalar, entre el guarismo 21 y la coma (,) que le sigue, los vocablos “de esta ley”,


- Agregar, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “En todo caso, los plazos establecidos en el inciso segundo se computarán nuevamente si el beneficiario deja de percibir ingresos por un plazo de dos años continuos.”.
Incisos quinto y sexto


Pasan a ser incisos cuarto y quinto, sin enmiendas.

Artículo 23

Inciso segundo


Agregar, a continuación de las expresiones “artículo 2°” y “artículo 64”, los vocablos “de esta ley” y “de la presente ley”, respectivamente.

Párrafo sexto

De las normas comunes del sistema Solidario de Vejez

e Invalidez y otras disposiciones

Artículo 23 bis, nuevo


Incorporar, a continuación del epígrafe de este Párrafo sexto, el siguiente artículo 23 bis, nuevo:


“Artículo 23 bis.- El Instituto de Previsión Social administrará el sistema solidario. En especial, le corresponderá conceder los beneficios que éste contempla, extinguirlos, suspenderlos o modificarlos, cuando proceda. El reglamento regulará la tramitación, solicitud, forma de operación y pago de los beneficios del sistema solidario y las normas necesarias para su aplicación y funcionamiento.

Con todo, los afiliados al sistema de pensiones del decreto ley N° 3.500, de 1980, podrán presentar sus solicitudes para acceder al sistema de pensiones solidarias ante la administradora de fondos de pensiones a la cual se encuentren afiliados, la que deberá remitirlas al Instituto de Previsión Social para que resuelva sobre la concesión y pago de los beneficios que otorga dicho régimen.”.
Artículo 26


Sustituirlo, por los siguientes:


“Artículo 26.- Los beneficios que otorga el sistema solidario se extinguirán en los casos siguientes:

a) Por el fallecimiento del beneficiario. En este caso el beneficio se extinguirá al último día del mes del fallecimiento;

b) Por haber dejado el beneficiario de cumplir alguno de los requisitos de otorgamiento;

c) Por permanecer el beneficiario fuera del territorio de la República de Chile, por un lapso superior a noventa días durante el respectivo año calendario, y

d) Por haber entregado el beneficiario maliciosamente antecedentes incompletos, erróneos o falsos, con el objeto de acreditar o actualizar el cumplimiento de los requisitos para acceder a los beneficios del sistema solidario.

Para el caso a que se refiere la letra c) del inciso precedente, una vez verificada la extinción, el peticionario a quien le haya afectado, que solicite nuevamente alguno de los beneficios del sistema solidario, deberá acreditar, además del cumplimiento de los requisitos generales, residencia en el territorio de la República de Chile por un lapso no inferior a doscientos días en el año inmediatamente anterior..

Artículo 26 bis.- Los beneficios que otorga el sistema solidario se suspenderán en los casos siguientes:

a) Si el beneficiario no cobrare alguno de los beneficios durante el periodo de seis meses continuos. Con todo, el beneficiario podrá solicitar que se deje sin efecto la medida, hasta el plazo de seis meses contado desde que se hubiese ordenado la suspensión; una vez transcurrido el plazo sin que se haya verificado dicha solicitud, operará la extinción del beneficio;

b) Cuando el beneficiario no proporcione los antecedentes para acreditar el cumplimiento de los requisitos que sean necesarios para la mantención del beneficio, que le requiera el Instituto de Previsión Social, dentro de los tres meses calendario siguientes al respectivo requerimiento, y

c) En el caso de los inválidos parciales, ante la negativa del beneficiario de someterse a las reevaluaciones indicadas por las Comisiones Médicas de Invalidez, referidas en el artículo 17 de esta ley, para lograr su recuperabilidad. Para tal efecto, se entenderá que el beneficiario se ha negado, transcurridos tres meses desde el requerimiento que le efectúe el Instituto de Previsión Social, sin haberse sometido a las reevaluaciones.

En los casos señalados en las letras b) y c) del inciso precedente, el requerimiento deberá efectuarse al beneficiario en la forma que determine el reglamento, y si el beneficiario no entregase los antecedentes o no se presentare, según corresponda, dentro del plazo de 6 meses contados desde dicho requerimiento, operará la extinción del beneficio.

Artículo 26 ter.- El Instituto de Previsión Social podrá en cualquier oportunidad revisar el otorgamiento de los beneficios del sistema solidario de vejez e invalidez, y deberá ponerles término cuando haya concurrido alguna causal de extinción del beneficio.

Para efectos de la revisión del otorgamiento de los beneficios a que se refiere el inciso precedente, el Instituto de Previsión Social considerará el estado de cumplimiento de los requisitos correspondientes por parte del beneficiario, incluida la composición de su grupo familiar, a la fecha de la respectiva revisión.”.
Artículo 27

Inciso primero


Reemplazar su primera oración, por la siguiente: “Todo aquel que con el objeto de percibir beneficios indebidos del sistema solidario, para sí o para terceros, proporcione, declare o entregue a sabiendas datos o antecedentes falsos, incompletos o erróneos, será sancionado con las penas que establece el artículo 467 del Código Penal.”.
Artículo 27 bis, nuevo


Incorporar como tal el que sigue:


“Artículo 27 bis.- Los beneficiarios de pensión básica solidaria que sean carentes de recursos, no estarán afectos a la cotización que establece el artículo 85 del decreto ley N° 3.500, de 1980, la que debe deducirse de los beneficios del sistema solidario. Para este efecto, se entenderá que carecen de recursos los beneficiarios de pensión básica que cumplan con el procedimiento que se establezca mediante reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, con la firma de los Ministros de Hacienda y de Planificación, y que hayan obtenido en el respectivo instrumento que evaluó su situación socioeconómica, un puntaje igual o inferior al que se establezca en dicho reglamento.

Asimismo, no estarán obligados a realizar dicha cotización los pensionados señalados en el inciso segundo del artículo segundo transitorio de la presente ley.”.
Artículo 28


Modificarlo del modo que sigue:


- En su primera oración, reemplazar la frase “los casos en que el peticionario podrá solicitar ante el Instituto de Previsión Social que reconsidere la composición de su grupo familiar para lo cual podrá requerir que se excluyan o incluyan miembros distintos a los señalados en el artículo 4° en función de factores tales como personas que viven o no a expensas del peticionario residen o no en la misma vivienda”, por “la forma en la cual se acreditará la composición del grupo familiar conforme a lo establecido en el artículo 4° de esta ley”, e intercalar entre la expresión “artículo 3°” y la coma (,) que le sigue, los términos “de la presente ley”.


- En su tercera oración, suprimir la frase “los criterios para definir”; reemplazar la palabra “pertenecen” por la frase “integran un grupo familiar perteneciente”; sustituir la voz “cese” por los vocablos “extinción y suspensión”, y consignar con mayúscula inicial la palabra “Título”.

Artículo 30

Inciso primero


Intercalar, a continuación del vocablo “recursos”, lo siguiente: “, conforme a los mismos términos establecidos en el artículo 27 bis de esta ley,”.

Artículo 31

Inciso primero


Intercalar, a continuación de la primera oración, la siguiente: “El monto del subsidio corresponderá al valor de las pensiones asistenciales para menores de sesenta y cinco años vigente al 30 de junio de 2008.”.

Inciso segundo, nuevo


Incorporar como tal el que sigue:


“El subsidio a que se refiere el presente artículo se reajustará a partir del 1° de enero de cada año, en el cien por ciento de la variación experimentada por el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o el organismo que lo reemplace, entre el mes de noviembre del año anteprecedente y el de octubre del año anterior a la fecha en que opere el reajuste respectivo.”.
Inciso segundo


Pasa a ser inciso tercero, sin enmiendas.

Artículo 32

Inciso cuarto


Intercalar, entre la palabra “transitorio” y la coma (,) que le sigue, los vocablos “de esta ley”.

Inciso quinto


Intercalar, entre la expresión “artículo 9°” y el punto aparte (.), las palabras “de la presente ley”.

Artículo 34

Número 11

Letra a)


Reemplazar la expresión “cien por ciento” por “ochenta por ciento”.

TÍTULO II

SOBRE INSTITUCIONALIDAD PÚBLICA PARA

EL SISTEMA DE PREVISION SOCIAL

Párrafo segundo

Del Ministerio del Trabajo y Previsión Social

Artículo 38

Número 6


Sustituirlo por el que sigue:


“6. Definir y coordinar la implementación de estrategias para dar a conocer a la población el sistema de previsión social y facilitarles el ejercicio de sus derechos conforme a las políticas definidas en la materia.”.
Número 9


Suprimirlo, pasando los números 10 y 11 a ser números 9 y 10, respectivamente, sin enmiendas.

Párrafo tercero

Comisión de Usuarios del Sistema de Pensiones


Sustituir los artículos 39, 40 y 41 que lo integran, por el siguiente:


“Artículo 39.- Créase la Comisión de Usuarios del Sistema de Pensiones que estará integrada por un representante de los trabajadores, uno de los pensionados, uno de las instituciones públicas, uno de las entidades privadas del sistema de pensiones y un académico universitario, que la presidirá.

La Comisión tendrá como función informar a la Subsecretaría de Previsión Social y a otros organismos públicos del sector, sobre las evaluaciones que sus representados efectúen sobre el funcionamiento del sistema de pensiones y proponer las estrategias de educación y difusión de dicho sistema.

La Subsecretaría de Previsión Social otorgará la asistencia administrativa para el funcionamiento de esta Comisión.

La Comisión de Usuarios podrá pedir asistencia técnica a los órganos públicos pertinentes.

Un Reglamento, expedido a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito también por el Ministro de Hacienda, regulará las funciones e integración de la Comisión de Usuarios y la forma de designación de sus miembros, su régimen de prohibiciones e inhabilidades, causales de cesación en sus cargos y las demás normas necesarias para su adecuado funcionamiento. Los integrantes de la Comisión percibirán una dieta equivalente a un monto de seis unidades de fomento por cada sesión, con un límite máximo mensual de doce unidades de fomento.”.
Párrafo cuarto

Fondo para la Educación Previsional

Artículo 42


Pasa a ser artículo 40, modificado como sigue:

Inciso segundo


Intercalar, a continuación de “Subsecretaría de Previsión Social, lo siguiente: “, por un representante de la Superintendencia de Pensiones”.

Artículo 43


Pasa a ser artículo 41, sin enmiendas.

Párrafo quinto

De la Superintendencia de Pensiones

Artículo 44


Pasa a ser artículo 42, sin enmiendas.

Artículo 45


Pasa a ser artículo 43, con las siguientes modificaciones:


Agregar, en su encabezamiento, después de la palabra “Superintendencia” los términos “de Pensiones”.

Número 1


Intercalar, a continuación de la expresión “de 1980,”, la frase “en el decreto con fuerza de ley N° 101, del mismo año, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social”.

Número 5


Suprimir la frase “especialmente con el objeto de evitar la morosidad previsional y fomentar el pago oportuno de las cotizaciones previsionales” y la coma (,) que la antecede.

Número 6


Reemplazar la frase “general aplicación para su aplicación y cumplimiento,” por “carácter general”.

Número 9


Sustituir la frase “desarrollo de las materias de su competencia” por  “ejercicio de sus atribuciones”.

Número 10


Reemplazarlo, por el siguiente:


“10. Aplicar sanciones a sus fiscalizados por las infracciones a las disposiciones legales o reglamentarias que los regulan, especialmente conforme a lo dispuesto en el Título III del decreto con fuerza de ley Nº 101, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.”.
Artículo 46


Pasa a ser artículo 44, intercalando, entre las palabras “funciones” y “señaladas”, la frase “de la Superintendencia de Seguridad Social”.

Artículo 47


Pasa a ser artículo 45, sin enmiendas.

Artículo 48


Pasa a ser artículo 46, modificado como sigue:

Inciso primero


Suprimir la frase “, tanto a personas naturales como”; reemplazar la expresión “o privadas” por “y a organismos privados del ámbito previsional o que paguen pensiones de cualquier tipo”; y agregar entre la primera y segunda oración, la siguiente: “Con todo, en el caso de los organismos privados la información que se requerirá deberá estar asociada al ámbito previsional.”.
Inciso tercero o final


Reemplazarlo, por el siguiente:


“El Superintendente y todo el personal de la Superintendencia deberán guardar reserva y secreto absolutos de las informaciones de las cuales tomen conocimiento en el cumplimiento de sus labores. Asimismo, deberán abstenerse de usar dicha información en beneficio propio o de terceros. Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, se estimará que los hechos que configuren infracciones a esta disposición vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones y responsabilidades que procedan.”.
Artículos 49 y 50


Pasan a ser artículos 47 y 48, respectivamente, sin enmiendas.

Párrafo sexto

Del Instituto de Previsión Social y del Instituto de Seguridad Social

Artículos 51 y 52


Pasan a ser artículos 49 y 50, respectivamente, sin enmiendas.

Artículo 53


Pasa a ser artículo 51, modificado del modo siguiente:

Números 2 y 3


Agregar, en ambos numerales, a continuación de la expresión “Título III”, las palabras “de esta ley”.

Número 7


- Sustituir su primera oración, por la siguiente: “7. Celebrar convenios con entidades o personas jurídicas de derecho público o privado, tengan o no fines de lucro, que administren prestaciones de seguridad social, con el objeto de que los Centros de Atención Previsional Integral puedan prestar servicios a éstas en los términos señalados en el artículo 58 de esta ley.”.

- Reemplazar, al final de este numeral, la expresión “, y” por “;”.

Número 8


Sustituir el punto final (.) por “, y”.

Número 9, nuevo


Incorporar como tal el que sigue:


“9. Celebrar convenios con organismos públicos y privados para realizar tareas de apoyo en la tramitación e información respecto de los beneficios del Sistema Solidario.”.

Artículo 54


Pasa a ser artículo 52, modificado como sigue:

Inciso primero


Reemplazar la expresión “privados” por “de los organismos privados del ámbito previsional o que paguen pensiones de cualquier tipo”, y agregar la siguiente oración final, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido(.): “Con todo, en el caso de los organismos privados la información que se requerirá deberá estar asociada al ámbito previsional.”.
Inciso segundo


Agregar, a continuación de la palabra “privados”, la frase “a que se refiere el inciso precedente”.

Inciso cuarto, nuevo


Incorporar como tal el que sigue:


“Adicionalmente, el Instituto de Previsión Social podrá requerir de otras entidades privadas la información que éstas tengan en su poder y resulte necesaria para el cumplimiento de sus funciones, previa autorización de la persona a que dicha información se refiere.”.
Inciso cuarto


Pasa a ser inciso quinto. Reemplazarlo, por el siguiente:


“El personal del Instituto deberá guardar reserva y secreto absolutos de las informaciones de las cuales tome conocimiento en el cumplimiento de sus labores, sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deba proporcionar de conformidad a la ley. Asimismo, deberá abstenerse de usar dicha información en beneficio propio o de terceros. Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, se estimará que los hechos que configuren infracciones a esta disposición vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones y responsabilidades que procedan.”.
Artículo 55


Pasa a ser artículo 53, sin enmiendas.

Artículo 56


Pasa a ser artículo 54, modificado como sigue:

Inciso segundo


Intercalar, a continuación de la palabra “indirecta”, las siguientes frases: “, resultándoles especialmente prohibido sugerirles una determinada modalidad de pensión o recomendarles a una Administradora de Fondos de Pensiones o Compañía de Seguros que ofrezca rentas vitalicias”.
Artículo 57


Pasa a ser artículo 55, sin enmiendas.

Párrafo séptimo

De los Centros de Atención Previsional Integral

Artículo 58


Pasa a ser artículo 56, sin enmiendas.

Artículo 59


Pasa a ser artículo 57, modificado en la siguiente forma:

Número 1


Reemplazarlo, por el que sigue:


“1. Recibir las solicitudes de pensión de vejez por cumplimiento de la edad legal, invalidez y sobrevivencia que presenten los afiliados y beneficiarios del Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, y remitirlas a la Administradora de Fondos de Pensiones que corresponda, para su tramitación;”.
Número 4


Sustituir la frase “administra y los beneficios que otorga el Instituto de Previsión Social” por “administra el Instituto de Previsión Social y los beneficios que éste otorga”.

Número 5


Sustituir la expresión “artículo 53” por “artículo 51”.

Número 6


Suprimir la expresión “o los reglamentos”.

Artículo 60


Pasa a ser artículo 58, sustituido por el siguiente:


“Artículo 58.- En virtud de los convenios que el Instituto de Previsión Social celebre con entidades o personas jurídicas que administren prestaciones de seguridad social, de acuerdo a lo dispuesto en el numeral 7 del artículo 51, los Centros de Atención Previsional Integral sólo podrán realizar una o más de las siguientes actividades:

a) Recibir las solicitudes de los beneficios que dichas entidades o personas jurídicas concedan y remitirla a aquella que corresponda;

b) Emitir las certificaciones que corresponda realizar a dichas entidades o personas jurídicas;

c) Pagar los beneficios que concedan dichas entidades o personas jurídicas, y

d) Recibir los reclamos que se presenten por los usuarios respecto a dichas entidades o personas jurídicas, y remitirlos a ellas para su tramitación.

La Superintendencia de Pensiones establecerá, en el marco de las disposiciones precedentes y mediante norma de carácter general, las regulaciones a que deberán sujetarse los convenios a que se alude en este artículo.”.
Artículo 61


Pasa a ser artículo 59, modificado como sigue:

Inciso único


Pasa a ser inciso primero. Sustituir la referencia al “artículo 52” por otra al “artículo 50”.

Inciso segundo, nuevo


Incorporar como tal el siguiente:


“El Instituto de Seguridad Laboral estará regido por el Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en la ley N° 19.882.”.

Artículo 62


Pasa a ser artículo 60, reemplazado por el que sigue:


“Artículo 60.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 3° de la ley N° 19.404:

1.- Suprímese, en su inciso primero, la expresión “entidad autónoma denominada”, e intercálese, a continuación del vocablo “Nacional”, la expresión “, la cual gozará de autonomía para calificar como trabajo pesado a una labor y”.

2.- Agrégase, en la segunda oración del inciso tercero, a continuación de la expresión “deberá presentarse” la siguiente expresión: “en la Superintendencia de Pensiones o”.

3.- Reemplázase, en el inciso cuarto, la frase “una Comisión autónoma denominada” por el vocablo “la”.

4.- Suprímese, en la primera oración del inciso sexto, la expresión “se relacionarán con el Ejecutivo a través de la Subsecretaría de Previsión Social del Ministerio del Trabajo y Previsión Social”.

5.- Reemplázase en la segunda oración del inciso sexto la expresión “Ministro del Trabajo y Previsión Social, a proposición del Superintendente de Seguridad Social” por “Superintendente de Pensiones, quien los seleccionará a partir de un Registro Público que llevará esta Superintendencia para estos efectos y en la forma que determine el Reglamento. Con todo, tratándose del miembro de la Comisión Ergonómica Nacional señalado en la letra a), su designación será efectuada por el Ministro del Trabajo y Previsión Social, a proposición del Superintendente de Pensiones”.

6.- Intercálase el siguiente inciso séptimo nuevo, pasando el actual inciso séptimo a ser octavo:

“La Superintendencia de Pensiones ejercerá la supervigilancia y fiscalización de la Comisión Ergonómica Nacional y de la Comisión de Apelaciones.”.”.
Artículo 63


Pasa a ser artículo 61. Sustituir, en sus letras a) y b),  “Instituto de Normalización Previsional” por “Instituto de Seguridad Laboral”.

Párrafo octavo, nuevo


Incorporar como tal el siguiente:

“Párrafo octavo

Del Consejo Consultivo Previsional

Artículo 62.- Créase un Consejo Consultivo Previsional cuya función será asesorar a los Ministros del Trabajo y Previsión  Social y de Hacienda en las materias relacionadas con el Sistema de Pensiones Solidarias. En el cumplimiento de estas funciones deberá:


a) Asesorar oportunamente sobre las propuestas de modificaciones legales de los parámetros del sistema solidario;


b) Asesorar oportunamente sobre las propuestas de modificaciones a los reglamentos que se emitan sobre esta materia;


c) Asesorar acerca de los métodos, criterios y parámetros generales que incidan en el otorgamiento, revisión, suspensión y extinción de los beneficios, contenidos en los reglamentos a que se refiere el literal precedente, y 


d) Evacuar un informe anual que será remitido a los Ministros del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda, y al Congreso Nacional, que contenga su opinión acerca del funcionamiento de la normativa a que se refieren los literales precedentes.


El Consejo será convocado por su Presidente a solicitud de cualquiera de los Ministros indicados en el inciso primero o de dos de sus integrantes. En todo caso, el Consejo podrá acordar la realización de sesiones periódicas y su frecuencia.


Los Ministros del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda tendrán derecho a ser oídos por el Consejo cada vez que lo estimen conveniente, pudiendo concurrir a sus sesiones.


Artículo 63.- El Consejo, dentro del plazo que al efecto fije el reglamento, deberá emitir una opinión fundada sobre los impactos en el mercado laboral y los incentivos al ahorro, y los efectos fiscales producidos por las modificaciones de normativas a que alude el inciso primero del artículo precedente. Dicha opinión constará en un informe de carácter público que será remitido a los Ministros del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda.


La opinión del Consejo incluirá, si corresponde, sugerencias de modificaciones las que en ningún caso podrán incrementar el costo de las propuestas originales, debiendo indicar los ajustes necesarios para mantener el señalado costo dentro del marco presupuestario definido.


Adicionalmente, el Consejo deberá dar su opinión respecto de todas las materias relativas al sistema solidario en que los Ministros pidan su parecer. 


Los Ministros del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda deberán emitir una respuesta formal a cada informe elaborado por el Consejo. 


Artículo 63 bis.- Cuando el Consejo emita opinión sobre las materias consignadas en los literales a) y b) del inciso primero del artículo 62 de esta ley, los Ministros del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda remitirán oportunamente al Congreso Nacional dicho documento. Asimismo, remitirán la respuesta a que se refiere el inciso final del artículo precedente.


En todo caso, de no emitirse la opinión del Consejo dentro del plazo señalado en el reglamento, podrá presentarse el correspondiente proyecto de ley o efectuarse la modificación reglamentaria sin considerarlo.


Artículo 63 bis A.- Para cumplir con sus labores, los consejeros deberán contar con todos los estudios y antecedentes técnicos que se tuvieron a la vista para tal efecto por parte de los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda, los que deberán hacer entrega de los mismos. 


Sin perjuicio de lo anterior, la Subsecretaría de Previsión Social deberá poner a disposición del Consejo los antecedentes y estudios técnicos complementarios a los proporcionados de conformidad al inciso precedente, que requiera para el debido cumplimiento de sus funciones.


El Consejo contará con un Secretario nombrado por éste, el que será remunerado por la Subsecretaría de Previsión Social. El Secretario coordinará el funcionamiento del Consejo, realizando las labores que para tal efecto defina el reglamento. 


La Subsecretaría de Previsión Social prestará al Consejo el apoyo administrativo necesario para el debido funcionamiento del Consejo.


Artículo 63 bis B.- El Consejo estará integrado por:


a) Un Consejero designado por el Presidente de la República, que lo presidirá, y


b) Cuatro Consejeros designados por el Presidente de la República y ratificados por el Senado, los cuales durarán seis años en sus funciones.


El Presidente de la República designará como Consejeros a personas con reconocido prestigio por su experiencia y conocimientos en el campo de la Economía, el Derecho y disciplinas relacionadas con la seguridad social y el mercado laboral. 


Los consejeros designados para su ratificación por el Senado, se elegirán por pares alternadamente cada tres años. Estos deberán ser ratificados por los cuatro séptimos de los senadores en ejercicio. Para tal efecto el Presidente hará una propuesta que comprenderá dos consejeros. El Senado deberá pronunciarse respecto de la propuesta como una unidad.


Los integrantes del Consejo percibirán una dieta de cargo fiscal en pesos equivalente a 17 unidades tributarias mensuales por cada sesión a que asistan, con un máximo de 51 unidades tributarias mensuales por cada mes calendario. 


Artículo 63 bis C.- Los consejeros designados con ratificación del Senado serán inamovibles. En caso que cesare alguno de ellos por cualquier causa, procederá la designación de un nuevo consejero, mediante una proposición unipersonal del Presidente de la República, sujeta al mismo procedimiento dispuesto en el artículo anterior, por el periodo que restare.


Serán causales de cesación de los consejeros de la letra b) del artículo precedente, las siguientes:


a) Expiración del plazo por el que fue nombrado;


b) Renuncia aceptada por el Presidente de la República;


c) Sobreviniencia de alguna causal de inhabilidad o incompatibilidad. El consejero que adquiera una calidad que lo inhabilite para desempeñar la función, cesará automáticamente en ella, y


d) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como consejero. Será falta grave la inasistencia injustificada a tres sesiones consecutivas, sin perjuicio de otras, así calificadas por el Senado, por los cuatro séptimos de sus miembros en ejercicio, a proposición del Presidente de la República.


Artículo 63 bis D.- El desempeño de labores de consejero será incompatible con el ejercicio de cargos directivos unipersonales en los órganos de dirección de los partidos políticos.


Los miembros del Consejo, no podrán ser gerentes, administradores o directores de una Administradora de Fondos de Pensiones, de una Compañía de Seguros de Vida, ni de alguna de las entidades del Grupo Empresarial al que aquélla pertenezca, mientras ejerzan su cargo en el Consejo.


Artículo 63 bis E.- El Consejo tomará sus decisiones por la mayoría de sus miembros y en caso de empate resolverá su Presidente. El quórum mínimo para sesionar será de 3 miembros con derecho a voto.


Un reglamento, expedido por intermedio del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, suscrito también por el Ministro de Hacienda, establecerá las normas necesarias para el funcionamiento del Consejo y para la adecuada ejecución de las funciones que le son encomendadas.”.

TÍTULO III

NORMAS SOBRE EQUIDAD DE GÉNERO Y AFILIADOS JÓVENES

Párrafo primero

Bonificación por hijo para las mujeres

Artículo 65

Inciso primero


Reemplazar la palabra “doce” por “dieciocho”.

Inciso tercero


Sustituir la palabra “real” por “nominal”.

Artículo 66

Inciso segundo


Intercalar, entre la expresión “artículo 2°” y la coma (,) que le sigue, los vocablos “de la presente ley”.

Artículo 68


Suprimir las expresiones “, sea simple o plena,” y “Tratándose de una adopción plena,”, y contemplar con mayúscula inicial la palabra “cuando”.

Artículo 69


Intercalar, a continuación de la palabra “beneficio”, la frase “a que se refiere el presente Párrafo”, y suprimir la frase “y toda otra norma necesaria para la adecuada aplicación del presente Párrafo y sus disposiciones transitorias”.
Párrafo tercero

Subsidio previsional a los trabajadores jóvenes

Artículo 72

Inciso primero


Intercalar, en la primera oración, a continuación del vocablo “trabajador”, la frase “que tengan contratado”; agregar, en la segunda oración, a continuación del término “percibirá”, la palabra “sólo”, y sustituir las frases “y se imputará a las cotizaciones que el empleador deba declarar y pagar por el respectivo trabajador” por “que registre el respectivo trabajador en el Sistema de Pensiones establecido en el referido decreto ley”.
Inciso tercero, nuevo


Incorporar como tal el que sigue:


“En todo caso, el pago del subsidio para los empleadores sólo se verificará respecto de aquellos meses en que el empleador entere las cotizaciones de seguridad social correspondientes al respectivo trabajador, dentro del plazo establecido en el inciso primero o en el inciso tercero del artículo 19 del decreto ley N° 3.500, de 1980, o en el inciso primero del artículo 22 de la ley N° 17.322, según corresponda.”.
Inciso tercero


Pasa a ser inciso cuarto. Sustituirlo por el que sigue:


“El subsidio se mantendrá, por igual valor y duración, en el evento que la remuneración del trabajador se incremente por sobre el límite establecido en el inciso primero y hasta dos ingresos mínimos, siempre que el incremento se verifique desde el décimo tercer mes de percepción del beneficio; de verificarse con anterioridad, se perderá el beneficio.”.
Artículo 73

Inciso segundo


Sustituir la frase “La Superintendencia de Pensiones establecerá, mediante norma de carácter general,” por “Un reglamento emitido a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que además será suscrito por el Ministro de Hacienda, establecerá”, y suprimir la preposición “de” la penúltima vez que aparece.
Artículo 74


Sustituir la primera oración, por la siguiente:


“Todo aquel que con el objeto de percibir indebidamente los subsidios de que trata este Párrafo, para sí o para terceros, proporcione, declare o entregue a sabiendas datos o antecedentes falsos, incompletos o erróneos, será sancionado con las penas que establece el artículo 467 del Código Penal.”.
Párrafo cuarto

Equidad en el Seguro de Invalidez y Sobrevivencia

del decreto ley N° 3.500, de 1980

Artículo 75

Número 2


Reemplazarlo, por el que sigue:


“2. Sustitúyense, en el inciso primero del artículo 5°, las frases “naturales o adoptivos, los padres y la madre de los hijos naturales del causante” por las siguientes: “de filiación no matrimonial o adoptivos, los padres y la madre de los hijos de filiuación no matrimonial del causante”.”.

Número 5

Letra a)


Sustituirla, por la siguiente:


“a) Reemplázase, en el encabezado de su inciso primero, la frase “Las madres de hijos naturales del causante” por “El padre o la madre de hijos de filiación no matrimonial de la o el causante”.

Número 6

Letra a)

Literal iii


Sustituirlo por el que sigue:


“iii. Reemplázanse, en las letras c) y d) la expresión “la madre de hijos naturales reconocidos por el causante” por “la madre o el padre de hijos de filiación no matrimonial reconocidos por el o la causante”.

TÍTULO IV

SOBRE LA OBLIGACIÓN DE COTIZAR DE LOS TRABAJADORES INDEPENDIENTES

Artículo 76

Número 1


Sustituirlo por el que sigue:


“1. Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 2°, la expresión “los independientes” por “los afiliados voluntarios”.

Número 3


Reemplazarlo, por el que sigue:


“3. Modifícase el artículo 19 de la siguiente forma:

a) Intercálase en el inciso primero, a continuación de la palabra “independiente”, lo siguiente: “a que se refiere el inciso tercero del artículo 90, el afiliado voluntario a que se refiere el Título IX”, y agrégase, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración: “El trabajador independiente a que se refiere el inciso primero del artículo 90 pagará las cotizaciones a que se refiere este Título, en la forma y oportunidad que establece el artículo 92 F.”.

b) Reemplázase, en la segunda oración del actual inciso décimo octavo, que ha pasado a ser vigésimo, la expresión “noveno y décimo” por “décimo primero y décimo segundo” y, en la tercera oración, la expresión “noveno, décimo y undécimo” por “décimo primero, décimo segundo y décimo tercero”.”.
Número 5


Intercalar, entre las palabras “el” y “artículo” la expresión “inciso primero del”.

Número 6



- Suprímese, en su inciso tercero, la expresión “respecto de aquellas”, sustitúyese la expresión “párrafo siguiente” por “Párrafo 2° de este Título IX”, y agrégase, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “No obstante, las cotizaciones de pensiones y salud efectuadas por estos trabajadores independientes, tendrán el carácter de cotizaciones previsionales para los efectos de la Ley sobre Impuesto a la Renta.”.
Número 6 bis, nuevo


Incorporar como tal el que sigue:


“6 bis. Modifícase el artículo 91, de la siguiente forma:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente: “Artículo 91.- Las personas que se afilien en conformidad a las normas establecidas en este Párrafo tendrán derecho al Sistema de Pensiones de esta ley y a las prestaciones de salud establecidas en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 2.763, de 1979, y de las leyes Nº 18.933 y Nº 18.469.”.

b) Eliminase el inciso segundo, pasando su inciso tercero a ser inciso segundo.”.

Número 7


Modificase este numeral 7, del siguiente modo:


- Sustituir, en el inciso primero del artículo 92 contenido en su letra a), la frase “afiliados en conformidad al artículo 89” por “independientes que en el año respectivo perciban ingresos de los señalados en el inciso primero del artículo 90”. A su vez, agrégase la siguiente oración a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.): “Los afiliados independientes a que se refiere el inciso tercero del artículo 90, estarán afectos a las cotizaciones que se establecen en el Título III y a un siete por ciento destinado a financiar prestaciones de salud, que será recaudado por la Administradora y enterado en el Fondo Nacional de Salud.”.

- Incorporar una letra b), nueva, del siguiente tenor:


b) Reemplázase, en su inciso segundo, la palabra “Título” por “Párrafo”.


- Agregar una letra c) nueva, con el siguiente texto:


c) Reemplázase, en su inciso tercero, la frase “de 4,2 Unidades de Fomento, consideradas éstas al valor del” por “equivalente al siete por ciento del límite imponible que resulte de aplicar el artículo 16, considerando el valor de la unidad de fomento al”.

- Consultar su letra b) como letra d), reemplazando, en la primera oración del inciso cuarto propuesto para el artículo 92, la palabra “anualmente” por la oración “por el mismo año en que se efectuaron dichos pagos”, y en el inciso quinto nuevo que se incorpora por esta misma letra, sustitúyese la frase “equivalente a sesenta unidades de fomento” por “límite máximo imponible que resulte de la aplicación del artículo 16”.
Número 8

Artículo 92 A


Reemplazar su última oración, por la que sigue: La Superintendencia de Pensiones y el Servicio de Impuestos Internos, mediante norma de carácter general conjunta, regularán la forma de entregar la información a que se refiere este artículo.”.
Artículo 92 D


Sustituir, en la primera oración de su inciso primero, la frase “determinará anualmente el monto que debe”, por la siguiente: “verificará anualmente el monto efectivo que debió”.

Artículo 92 F


Reemplazar su inciso primero, por los siguientes:


“Artículo 92 F.- Las cotizaciones obligatorias señaladas en el inciso primero del artículo 92, se pagarán de acuerdo al siguiente orden: 


i) con las cotizaciones obligatorias que hubiere realizado el trabajador independiente, en el caso que además fuere trabajador dependiente; 


ii) con los pagos provisionales a que se refiere el inciso cuarto del artículo 92; 


iii) con cargo a las cantidades retenidas o pagadas en conformidad a lo establecido en los artículos 84, 88 y 89 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, con preeminencia a otro cobro, imputación o pago de cualquier naturaleza, y 


iv) con el pago efectuado directamente por el afiliado del saldo que pudiere resultar, el cual deberá efectuarse en el plazo que establezca la Superintendencia de Pensiones mediante norma de carácter general.


Para efectos de lo dispuesto en el literal iii) del inciso precedente, el Servicio de Impuestos Internos comunicará a la Tesorería General de la República, en el mismo plazo que establece el artículo 97 de la Ley  sobre Impuesto a la Renta, la individualización de los afiliados independientes que deban pagar las cotizaciones del Título III y la destinada a financiar prestaciones de salud del Fondo Nacional de Salud y el monto a pagar por dichos conceptos. Además deberá informarle el nombre de la Administradora de Fondos de Pensiones a la cual se encuentre afiliado el trabajador.”.
Artículo 92 I


Agregar, a continuación de la palabra “Párrafo”, la frase “, y seguirán rigiéndose por las normas de sus respectivos regímenes previsionales”, e incorporar una oración nueva, al final de este artículo, del siguiente tenor: Estas instituciones deberán informar al Servicio de Impuestos Internos en la forma y plazo que éste determine, el nombre y Rol Único Tributario de sus afiliados.”.
Artículo 77

Inciso tercero


Suprimir la frase “y éste las informará al Servicio de Impuestos Internos para los efectos del inciso siguiente”.

Inciso cuarto, nuevo


Incorporar como tal el que sigue:


“Lo dispuesto en el presente artículo será asimismo aplicable a los trabajadores independientes a que se refiere el inciso tercero del artículo 90 del decreto ley N° 3.500, de 1980. Para tal efecto, se les considerará beneficiarios sólo por aquellos meses en que hubiesen efectivamente cotizado, siempre que las cotizaciones del mes respectivo se hayan enterado dentro de los plazos legales. En todo caso, dichos trabajadores deberán declarar ante el Instituto de Previsión Social el total de ingresos que han devengado en el año calendario inmediatamente anterior a aquel en que se devengue la asignación, para que proceda el pago a que se refiere el inciso siguiente. El Instituto de Previsión Social verificará la efectividad de dicha declaración, pudiendo rechazar la respectiva solicitud o ajustar el monto del beneficio, según el caso, si aquélla no correspondiere a los ingresos realmente devengados en dicho periodo.”.
Inciso cuarto


Pasa a ser inciso quinto, reemplazado por el que sigue:


“Los beneficios del Sistema Único de Prestaciones Familiares se pagarán anualmente, en la oportunidad que determine el reglamento. En todo caso, para los trabajadores independientes a que se refiere el inciso primero, se compensarán con el monto de las cotizaciones previsionales que les corresponda realizar, para cuyo efecto el Instituto de Previsión Social informará al Servicio de Impuestos Internos las cargas familiares acreditadas por el beneficiario.”.
Incisos sexto y séptimo, nuevos


Incorporar como tales los siguientes:


“Para determinar el monto de los beneficios para los trabajadores a que se refiere el presente artículo, se aplicarán los tramos de ingreso vigentes al mes de julio del año en que se devengue la asignación.


El Reglamento establecerá los procedimientos que se aplicarán para la determinación, concesión y pago de este beneficio y los demás aspectos administrativos destinados al cabal cumplimiento de las normas previstas en este artículo.”.
Artículos 77 bis y 77 ter, nuevos


Incorporar como tales los siguientes:


“Artículo 77 bis.- Incorpórese al Seguro Social contra Riesgos de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales contemplado en la ley N° 16.744 a los trabajadores independientes señalados en el artículo 89 del decreto ley N° 3.500, de 1980. 


Los trabajadores a que se refiere el inciso precedente quedarán obligados a pagar la cotización general básica contemplada en la letra a) del artículo 15 de la ley N° 16.744, la cotización extraordinaria del 0,05% establecida por el artículo sexto transitorio de la ley N° 19.578, y la cotización adicional diferenciada que corresponda en los términos previstos en los artículos 15 y 16 de la ley N° 16.744 y en sus respectivos reglamentos. 


Las cotizaciones correspondientes se calcularán sobre la base de la misma renta por la cual los referidos trabajadores efectúen sus cotizaciones para pensiones y no se considerarán renta para los efectos de la Ley sobre Impuesto a la Renta. La renta mensual imponible para estos efectos no podrá ser inferior a un ingreso mínimo mensual ni superior al límite máximo imponible que resulte de la aplicación del artículo 16 del decreto ley N° 3.500, de 1980.


Las referidas cotizaciones deberán pagarse mensualmente ante el organismo administrador del seguro contra Riesgos de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales establecido en la ley N° 16.744, a que se encontrare afecto el respectivo trabajador dentro de los diez primeros días del mes siguiente a aquel en que se devengó la renta imponible. Cuando dicho plazo venza en día sábado, domingo o festivo, se prorrogará hasta el primer día hábil siguiente.


Con todo, para estos trabajadores independientes, se practicará cada año una reliquidación para determinar las diferencias que existieren entre la renta imponible sobre la que cotizaron en el año calendario anterior y la renta imponible anual señalada en el inciso primero del artículo 90 del decreto ley N° 3.500, de 1980, determinada con los ingresos de dicho año calendario. 


En el caso que dichos trabajadores independientes no hubieren realizado los pagos mensuales correspondientes o que de la reliquidación practicada existieren rentas imponibles sobre las que no se hubieren efectuado las cotizaciones a que se refiere el inciso segundo, se procederá de acuerdo al artículo 92 F del decreto ley N° 3.500, de 1980, debiendo el Servicio de Impuestos Internos comunicar a la Tesorería General de la República la individualización de los afiliados independientes que deban pagar dichas cotizaciones, el monto a pagar por dichos conceptos y el correspondiente organismo administrador. La Tesorería General de la República deberá enterar al respectivo organismo administrador las correspondientes cotizaciones, con cargo a las cantidades retenidas conforme a lo dispuesto en dicha norma y hasta el monto en que tales recursos alcancen para realizar el pago. 


Asimismo, para los trabajadores a que se refiere este artículo, se reliquidarán los beneficios pecuniarios que se hubiesen devengado en su favor en el año calendario precedente, si procediere. Para tal efecto, se considerarán como base de cálculo de los citados beneficios, las rentas imponibles a que se refiere el inciso primero del artículo 90 del decreto ley N° 3.500, de 1980, determinadas con los ingresos de el o los respectivos años calendarios. Con todo, sólo procederá el pago de los beneficios adicionales que procedan en virtud de la reliquidación, una vez verificado que el beneficiario se encuentra al día en el pago de sus cotizaciones de seguridad social. 


El organismo administrador correspondiente perseguirá el cobro de las cotizaciones que se le adeudaren de conformidad a las normas establecidas en el artículo 92 H del decreto ley N° 3.500, de 1980, para las Administradoras de Fondos de Pensiones.


En todo caso, para tener derecho a las prestaciones de la ley N° 16.744, los trabajadores independientes de que trata el presente artículo requerirán estar al día en el pago de las cotizaciones a que se refiere el inciso segundo. Para tal efecto, se considerará que se encuentran al día quienes no registren un atraso superior a dos meses.

“Artículo 77 ter.- Lo dispuesto en los incisos primero al cuarto y final del artículo precedente, será aplicable a los trabajadores independientes a que se refiere el inciso tercero del artículo 90 del decreto ley N° 3.500, de 1980, los que podrán efectuar las cotizaciones a que se refiere el inciso segundo del artículo 77 bis, siempre que en el mes correspondiente coticen para pensiones y salud.


Queda prohibido a los respectivos organismos administradores recibir las cotizaciones de los afiliados independientes a que se refiere el presente artículo, que no fueren enteradas dentro de los plazos a que se refiere el inciso anterior.


Los socios de sociedades de personas, socios de sociedades en comandita por acciones, empresarios individuales y directores de sociedades en general, que se desempeñen como trabajadores independientes en la respectiva  sociedad o empresa, deberán afiliarse al mismo  organismo administrador del seguro a que se encuentre  afiliada o se afilie la respectiva empresa o sociedad.  Para los efectos de la determinación de la tasa de cotización adicional diferenciada, se  considerarán como trabajadores de esta última.”.
TÍTULO V

SOBRE BENEFICIOS PREVISIONALES, AHORRO PREVISIONAL VOLUNTARIO COLECTIVO, INVERSIONES, SEGURO DE INVALIDEZ Y SOBREVIVENCIA Y COMPETENCIA

Párrafo primero

Modificaciones al decreto ley N° 3.500, de 1980.

Artículo 79

Número 1

Letra a)


Sustituirla, por la siguiente:


“a) Reemplázase, al final de la última oración del inciso quinto, la palabra “sexto” por “octavo”.

Número 5


Reemplazar, en el inciso intercalado por la letra a), la primera y segunda oraciones, por las siguientes: “El afiliado que se encuentre en alguna de las situaciones que señalan las letras a) o b) del artículo 54, deberá presentar los antecedentes médicos que fundamenten su solicitud de invalidez ante un médico cirujano de aquellos incluidos en el Registro Público de Asesores, que administrará y mantendrá la Superintendencia, con el objeto que éste informe a la Comisión Médica Regional si la solicitud se encuentra debidamente fundada. En caso que ésta se encuentre debidamente fundada, la respectiva Comisión Médica Regional designará, sin costo para el afiliado, a un médico cirujano de aquellos incluidos en el citado Registro, con el objeto que lo asesore en el proceso de evaluación y calificación de invalidez y asista como observador a las sesiones de las Comisiones en que se analice su solicitud. Con todo, el afiliado siempre podrá nombrar, a su costa, un médico cirujano de su confianza para este último efecto, en reemplazo del designado. En caso que no se considere debidamente fundamentada la solicitud, el afiliado que se encuentre en alguna de las situaciones que señalan las letras a) o b) del artículo 54, podrá asistir al proceso de evaluación y calificación de invalidez sin asesoría o nombrar, a su costa, un médico cirujano de su confianza para que le preste la referida asesoría como médico observador.”.
Número 7


Sustituirlo, por el siguiente:


“7. Reemplázase el epígrafe del Título III “DE LAS COTIZACIONES, DE LOS DEPÓSITOS DE AHORRO PREVISIONAL VOLUNTARIO Y DE LA CUENTA DE AHORRO VOLUNTARIO”, por el siguiente:“DE LAS COTIZACIONES, DE LOS DEPÓSITOS DE AHORRO PREVISIONAL VOLUNTARIO, DEL AHORRO PREVISIONAL VOLUNTARIO COLECTIVO Y DE LA CUENTA DE AHORRO VOLUNTARIO”.”.
Número 8

Letra a)


En el inciso segundo del artículo del artículo 16 contemplado en esta letra, suprimir la palabra “hábil, y agregar, a continuación del término “año”, la frase “y será determinado mediante resolución de la Superintendencia de Pensiones”.

Letra b)


Reemplazar la expresión “la cotización” por “aquella parte de la cotización adicional”.

Número 9 bis, nuevo


Incorporar como tal el que sigue:


“9 bis. Suprímese el inciso quinto del artículo 17 bis.”.

Número 10

Letra c)


Reemplazar el texto contenido en la letra c), por el que sigue: 


“En caso de no realizar esta declaración dentro del plazo que corresponda, el empleador tendrá hasta el último día hábil del mes subsiguiente del vencimiento de aquél, para acreditar ante la Administradora respectiva la extinción de su obligación de enterar las cotizaciones previsionales de sus trabajadores, debido al término o suspensión de la relación laboral que mantenían. A su vez, las Administradoras deberán agotar las gestiones que tengan por objeto aclarar la existencia de cotizaciones previsionales impagas y, en su caso, obtener el pago de aquéllas de acuerdo a las normas de carácter general que emita la Superintendencia. Para estos efectos, si la Administradora no tuviere constancia del término de la relación laboral de aquellos trabajadores que registran cotizaciones previsionales impagas, deberá consultar respecto de dicha circunstancia a la Sociedad Administradora de Fondos de Cesantía. Transcurrido el plazo de acreditación de cese o suspensión de la relación laboral, sin que se haya acreditado dicha circunstancia, se presumirá sólo para los efectos del presente artículo e inicio de las gestiones de cobranza conforme a las disposiciones del inciso décimo noveno de este artículo, que las respectivas cotizaciones están declaradas y no pagadas.”.
Letra d), nueva


Incorporar como tal la que sigue:


“d) Reemplázase en la segunda oración del actual inciso décimo octavo, que ha pasado a ser vigésimo, la expresión “noveno y décimo”, que se encuentra a continuación de la palabra “incisos”, por la expresión “décimo primero y décimo segundo”. Asimismo, reemplázase en la tercera oración a continuación de la palabra “incisos” y antes de la coma (,) la expresión “noveno, décimo y undécimo” por “décimo primero, décimo segundo y décimo tercero”.”.

Letra d)


Pasa a ser letra e). Eliminar el primero de los incisos incorporados por esta letra, y reemplazar, en el inciso segundo, la expresión “No obstante las sanciones establecidas en los incisos precedentes, los” por “Los”.
Número 11


Contemplar con mayúscula inicial la palabra “párrafo”, las tres veces que aparece.

Número 12

Artículo 20 H


Sustituir, en su inciso cuarto, la frase “una norma de carácter general que dictará la Superintendencia” por “la norma de carácter general a que se refiere el artículo 20 G”.

Artículo 20 L

Inciso segundo


Sustituir su oración final, por las que siguen: “En este mismo caso, cuando dichos aportes se destinen a anticipar o mejorar la pensión, para los efectos de aplicar el impuesto establecido en el artículo 43 de la Ley de Impuesto a la Renta, se rebajará el monto que resulte de aplicar a la pensión el porcentaje que en el total del fondo destinado a pensión representen las cotizaciones voluntarias, aportes de ahorro previsional voluntario y aportes de ahorro previsional voluntario colectivo que la persona hubiere acogido a lo dispuesto en este inciso. El saldo de dichas cotizaciones y aportes será determinado por la Administradora, registrando separadamente el capital invertido, expresado en unidades tributarias mensuales, el que corresponderá a la diferencia entre los depósitos y los retiros netos, convertidos cada uno de ellos al valor que tenga dicha unidad en el mes en que se efectúen estas operaciones.".
Inciso tercero


Reemplazar la frase “establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general” por “establezcan las Superintendencias de Pensiones, de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras mediante norma de carácter general conjunta”.
Artículo 20 O

Inciso primero


Reemplazar la frase “que se hubiere acogido” por “dependiente o independiente que hubiere acogido todo o parte de su ahorro previsional, e intercalar, a continuación del vocablo “bonificación” la expresión “de cargo fiscal”.

Inciso segundo


Intercalar, a continuación de la expresión “colectivo,”, la siguiente frase: “efectuado conforme a lo establecido en la letra a) del inciso primero del artículo 20 L,”.
Inciso cuarto


Reemplazar su segunda oración, por las siguientes: “Para tal efecto, las Administradoras de Fondos de Pensiones e Instituciones Autorizadas remitirán anualmente al Servicio de Impuestos Internos la nómina total de sus afiliados que tuvieren ahorro previsional del señalado en el primer inciso de este artículo y el monto de éste en el año que se informa. Las Superintendencias de Pensiones, de Valores y Seguros, de Bancos e Instituciones Financieras y el Servicio de Impuestos Internos determinarán conjuntamente, mediante una norma de carácter general, la forma y plazo en que se remitirá dicha información.”.
Inciso sexto


Reemplazar la frase “hayan sido objeto de la presente bonificación” por “se hayan acogido al régimen tributario señalado en la letra a) del inciso primero del artículo 20 L”.
Número 13


Reemplazar su encabezamiento, por el que sigue:


“13. Sustitúyese en el inciso tercero del artículo 21 la expresión “octavo al décimo quinto”, por la expresión “décimo al décimo séptimo”. A su vez, sustitúyese la primera oración del inciso cuarto, por la siguiente:”.

Agregar, al final de la primera oración del inciso cuarto que se propone, antes del punto aparte (.) lo siguiente: “, el que no podrá ser inferior a cuatro. Cada vez que se efectúe una modificación al número de retiros, el nuevo guarismo deberá entrar en vigencia el primer día del año calendario siguiente y se mantendrá vigente al menos durante dicho período”.
Número 16


Modiíficase su letra d), del modo siguiente:


i. Intercálase en la tercera oración del primer inciso de esta letra, entre las expresiones “privadas de” y “los servicios” la siguiente frase “la administración de cuentas individuales; la administración de cartera de los recursos que componen el Fondo de Pensiones de acuerdo a lo señalado en el artículo 23 bis;”.


ii. Agrégase el siguiente inciso final:


“Las Administradoras tendrán derecho a un crédito, contra el impuesto de primera categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, por el impuesto al valor agregado que soporten por los servicios que subcontraten en virtud de lo establecido en esta ley y en la norma de carácter general de la Superintendencia. Dicho crédito se imputará mensualmente como una deducción del monto de los pagos provisionales obligatorios de la entidad. El remanente que resultare de esta imputación, por ser inferior el monto del pago provisional obligatorio o por no existir la obligación de hacerlo en dicho período, podrá acumularse para ser imputado de igual forma en los meses siguientes, reajustado en la forma que prescribe el artículo 27 del decreto ley N° 825, de 1974. El saldo que quedare una vez efectuadas las deducciones por el mes de diciembre de cada año, o el último mes en el caso de término de giro, tendrá el carácter de pago provisional de aquellos a que se refiere el artículo 88 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.”.
Número 17 bis, nuevo


“17 bis. Modifícase el artículo 26 de la siguiente forma:


a) Intercálase entre los actuales incisos cuarto y final, el siguiente inciso nuevo:


“Todas las Administradoras deberán mantener un sitio web que contendrá, al menos, la información a que se refiere el inciso anterior, permitiendo que sus afiliados efectúen a través de aquél las consultas y trámites que establezca una norma de carácter general de la Superintendencia.”.


b) Agrégase el siguiente inciso final nuevo:


“Toda publicación de la composición de la cartera de inversión de los distintos Tipos de Fondos de Pensiones de cada una de las Administradoras, deberá referirse a períodos anteriores al último día del cuarto mes precedente. El contenido de dichas publicaciones se sujetará a lo que establezca una norma de carácter general de la Superintendencia. Con todo, esta última podrá publicar la composición de la cartera de inversión agregada de los Fondos de Pensiones referida a períodos posteriores al señalado.”.
Número 19

Letra b)


Agregar, en su literal ii, la siguiente oración final: “Por último, reemplázase al final del inciso la expresión “de dicho artículo” por “del artículo 54”.

Número 20


Reemplazar el vocablo “Elimínase” por las siguientes frases: “Sustitúyese en la tercera oración del inciso segundo del artículo 31, la palabra “tercero” por “quinto”.Por su parte, elimínase”.
Número 25


Reemplázase, en la primera oración del artículo 39 propuesto, la expresión “con ocasión” por “producto”.

Número 28

Letra c)


Agregar, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (,), la siguiente oración: “A su vez, agrégase a continuación de la expresión: “artículo 45” la siguiente oración: “y el valor de los instrumentos financieros entregados en garantías a bancos y Cámaras de Compensación por operaciones con instrumentos derivados a que se refiere la letra l) del mencionado inciso”.”.
Número 29

Letra b)


- Reemplazar, en el nuevo inciso sexto contenido en esta letra b), las dos primeras oraciones, por la siguiente: “Las acciones a que se refiere la letra g) podrán ser adquiridas por los Fondos de Pensiones cuando el emisor cumpla con los requisitos mínimos que serán determinados en el Régimen de Inversión.”.

- Sustituir, en la primera oración del nuevo inciso séptimo, la frase “indicadores y requisitos, según corresponda” por “requisitos mínimos”.


- Eliminar la segunda oración del nuevo inciso duodécimo. A su vez, agregar en la cuarta oración, entre las palabras “de” y “procedimientos” la expresión políticas,”.

Letra f)


- Reemplazar el párrafo primero del número 2 del nuevo inciso décimo octavo que se incorpora, por el siguiente: “El límite máximo para la inversión en el extranjero de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora, corresponderá al límite establecido para la suma de los Fondos de Pensiones Tipos A,B,C,D y E, o bien a los límites máximos de inversión establecidos para cada Tipo de Fondo.”.

- Reemplazar, en el nuevo inciso décimo noveno, la segunda oración, por la siguiente: “Para efectos de este límite, no se considerarán los títulos representativos de índices autorizados en virtud de la letra k) de este artículo, ni las cuotas de fondos de inversión y fondos mutuos de las letras h) y j), cuando sus carteras de inversiones se encuentren constituidas preferentemente por títulos de deuda.”, e intercalar, en la tercera oración, entre las expresiones “cartera de” y “los fondos”, lo siguiente: “los títulos representativos de índices”.

- Sustituir, la segunda y tercera oraciones del número 8 del nuevo inciso vigésimo primero, por las siguientes: “En este caso, el Régimen podrá establecer límites en función de parámetros tales como los activos objetos involucrados, el valor de las operaciones, la inversión por contraparte, las primas cuando corresponda y la entrega en garantía de recursos de los Fondos de Pensiones a que se refiere el artículo 34. De igual forma, el Régimen podrá incluir las operaciones con instrumentos derivados en los límites establecidos en esta ley y en dicho Régimen, y”.
Número 30

Letra e)


- Reemplazar el literal ii), por el siguiente: “ii) Elimínase la cuarta oración.”.


- Sustituir el literal iii, por el que sigue: “iii) Elimínase la última oración.”.


- Elimínanse la cuarta y sexta oraciones del nuevo inciso séptimo incorporado por la letra f).

Número 32


Reemplázase el nuevo inciso décimo cuarto introducido por la letra r), por el siguiente: “Los límites máximos a que se refiere el inciso anterior, podrán estar diferenciado, de acuerdo a parámetros tales como la clasificación de riesgo del instrumento, la concentración de la propiedad accionaria, la liquidez bursátil, la diversificación de la cartera de inversión del título, los años de operación del emisor, los montos del instrumento objeto de cobertura y el cumplimiento o incumplimiento de los requisitos a que se refieren los incisos quinto y sexto del artículo 45, según corresponda al tipo de instrumento que se trate.”.
Número 35


Sustituirlo por el que sigue:


“35. Reemplázase el artículo 49, por el siguiente:


 “Artículo 49.- Para los primeros doce meses de operaciones de un Fondo de Pensiones, el Régimen de Inversión podrá establecer límites máximos y límites mínimos de inversión distintos a los que se establezcan en esta ley y en dicho Régimen.”.”.
Número 36


Modifícase el artículo 50, agregado por este numeral, de la siguiente forma:


Intercálase en el inciso primero, a continuación de la palabra “administran”, la  siguiente expresión “, las que serán elaboradas por el directorio”. A su vez, reemplázase la segunda oración por la siguiente: “Asimismo, deberán contar con una política de solución de conflictos de interés, la que será aprobada por el directorio de la Administradora.”


ii. Intercálase a continuación del inciso primero, el siguiente inciso segundo nuevo:


“La Administradora deberá remitir copia de la política de solución de conflictos de interés a la Comisión de Usuarios y a la Superintendencia, y asimismo deberá publicarla en su sitio web.”.


iii. Reemplázase, en el actual inciso segundo que pasa a ser tercero, la oración “de inversión de los recursos de los Fondos de Pensiones” por la siguiente: “a que se refiere el inciso primero”.


iv. Intercálase a continuación del actual inciso segundo, que pasa a ser tercero, el siguiente inciso cuarto nuevo:


“En todo caso, la política de solución de conflictos de interés deberá referirse, a lo menos, a las siguientes materias: 


i. Procedimientos y normas de control interno que aseguren un adecuado manejo y solución de los conflictos de interés que puedan afectar a los directores, gerentes, administradores y ejecutivos principales de la Administradora;


ii. Confidencialidad y manejo de información privilegiada, y


iii. Requisitos y procedimientos para la elección de candidatos a director en las sociedades anónimas en que se invierten los recursos de los Fondos de Pensiones.”


v. Elimínase el actual inciso tercero.


vi. Modifícase el actual inciso quinto, que pasa a ser sexto, de la siguiente manera:


a. Reemplázase el enunciado por el siguiente: “Las Administradoras deberán constituir en sus directorios un Comité de Inversión y de Solución de Conflictos de Interés, cuyas funciones y atribuciones serán las siguientes:”.


b. Elimínase la letra a).


c. Reemplázase la letra b), que pasa a ser letra a), por la siguiente: “Supervisar el cumplimiento de las políticas de inversión elaboradas y aprobadas por el directorio, las que deberán ser compatibles con lo establecido en las políticas de solución de conflictos de interés, y supervisar el cumplimiento de los límites de inversión de los Fondos de Pensiones establecidos en la ley o en el Régimen de Inversión;”.


d. Reemplázase en la letra c), que pasa a ser letra b), la expresión “, y” por un  punto y coma (;).


e. Elimínase al final de la letra d), que pasa a ser letra c), la oración: “, y evacuar un informe anual al directorio respecto de tales operaciones”, y a  su vez sustituye el punto final por un punto y coma (;).


f. Agréguense las siguiente letras d) a la g), nuevas:


“d) Elaborar la política de solución de conflictos de interés y proponerla al directorio de la Administradora para su aprobación, la que sólo podrá ser rechazada de manera fundada con el voto favorable  de la mayoría de sus integrantes. Producido el rechazo antes señalado,  deberá remitirse  a la Superintendencia  una copia del documento en que conste el rechazo, los fundamentos del mismo y los cambios sugeridos por el directorio.  En este caso, el Comité deberá enviar al directorio la propuesta con los cambios antes señalados dentro del plazo de quince días contado desde la fecha del rechazo. Si el Comité no enviare la propuesta dentro de dicho plazo, se entenderá aprobada la propuesta original con los cambios introducidos por el Directorio.


e) Supervisar el adecuado cumplimiento de la política a que se refiere la letra d). 


f) Evacuar un informe anual al directorio respecto de las materias antes referidas, el cual deberá contener una evaluación sobre la aplicación y cumplimiento de las políticas a que se refiere este artículo. Asimismo, este informe deberá incluir los comentarios del directorio de la Administradora, si los hubiere. Una copia de este informe deberá remitirse a la Superintendencia.


g) Las demás que sobre estas materias le encomiende el directorio de la Administradora.”


vii. Reemplázanse los actuales incisos sexto y séptimo, por los siguientes dos incisos nuevos, que pasan a ser séptimo y octavo, respectivamente :


“El Comité de Inversión y de solución de Conflictos de Interés deberá estar integrado por tres directores de la Administradora, dos de los cuales deberán tener el carácter de autónomo según lo señalado en el artículo 156 bis, designados en su caso por el directorio, el que además determinará quién de estos últimos lo presidirá. 


El Comité deberá dejar constancia en acta de sus deliberaciones y acuerdos.”.
Número 40

Letra a)


En su encabezamiento, reemplazar la frase “exclusivamente responsable y obligada al pago” por “responsable del pago”, e intercalar, después de la expresión “fallezcan,”, lo siguiente: “sin perjuicio del derecho a repetir en contra de quien corresponda conforme a lo establecido en el artículo 82”.
Letra e), nueva


“e) Agrégase el siguiente inciso final nuevo:


“El contrato de seguro no podrá alterar en forma alguna la responsabilidad de la Administradora, a que se refiere este artículo.”.”.
Número 44

Letra a)


En su literal ii. consignar en plural la palabra “invalido”.

Letra b)


Reemplazar su encabezamiento, por el siguiente:


“b) Agrégase el siguiente inciso segundo nuevo:”.

Letra c), nueva


Incorporar como tal la que sigue, pasando la actual letra c) a ser letra d).


“c) Elimínase el actual inciso segundo.”.

Número 45


Modifícase el artículo 59 bis, contenido en este numeral, del modo siguiente:


i. Reemplázase en el inciso primero la expresión “dicte la Superintendencia” por “dicten las Superintendencias de Pensiones y de Valores y Seguros”.


ii. Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:


“El seguro será adjudicado a la o las Compañías que presenten la mejor oferta económica, pudiendo adjudicarse a más de una Compañía con el objeto de evitar una concentración excesiva y cubrir la totalidad del riesgo de invalidez y sobrevivencia.”.


iii. Modifícase el inciso cuarto de la siguiente forma:


a. Agrégase antes de la primera oración lo siguiente: “El seguro será licitado en grupos separados, de acuerdo al sexo de los afiliados. En caso de existir más de un grupo por sexo, éstos se conformarán aleatoriamente.”.


b. Reemplázase la letra c) por la siguiente:


“c) El procedimiento de conformación de grupos de afiliados para ser licitados en un mismo proceso;”.


c. Intercálase en la letra d), entre las palabras “adjudicarse” y “conforme” lo siguiente: “o el riesgo máximo que podrá cubrir,”.


d. Elimínase en la letra e), la frase “y, en ningún caso, ser inferior a un año ni superior a tres años”.


ii. Agrégase al final del inciso quinto, a continuación del punto aparte que pasa a ser seguido, lo siguiente: “La prima establecida en los contratos antes mencionados, podrá modificarse en función de variaciones significativas de la tasa de interés de mercado y la tasa de siniestralidad, según lo que establezcan las bases de licitación.”.


iii. Intercálase el siguiente inciso octavo nuevo, pasando los incisos octavo y noveno a ser noveno y décimo respectivamente:


“La cotización destinada al financiamiento del seguro a que se refiere el artículo 17, podrá contemplar la prima del seguro señalado en el inciso segundo del artículo 82.”.


iv. Agrégase el siguiente inciso final:


“En caso de quiebra de alguna de las compañías de seguros adjudicatarias de la licitación, las restantes compañías adjudicatarias asumirán el riesgo correspondiente a los siniestros ocurridos desde la quiebra de la compañía y hasta que expire el periodo de vigencia del contrato, pudiendo recalcularse la cotización destinada al financiamiento del seguro, a que se refiere el artículo 17, de acuerdo a lo que establezca la norma de carácter general a que se refiere el inciso primero.”.
Número 47 bis, nuevo


Incorporar como tal el que sigue:


“47 bis. Modifícase el artículo 61 bis, de la siguiente forma:


a) Reemplázase, en el inciso noveno, la expresión “corretaje de seguros, y los corredores de seguros de rentas vitalicias, previamente autorizados por la Superintendencia de Valores y Seguros” por “asesorías previsionales y los asesores previsionales, previamente autorizados por las Superintendencias de Pensiones y de Valores y Seguros”.


b). Reemplázase, en el inciso décimo, la expresión “corredores de seguros de rentas vitalicias” por “asesores previsionales”.


c) Reemplázase en la primera oración del inciso undécimo, la expresión “corredores de seguros” por “asesores previsionales”.”.
Número 49


Sustituir la primera oración, por la siguiente: “Reemplázase en la tercera oración del inciso cuarto del artículo 64 la siguiente frase: “que resulte del promedio ponderado entre la rentabilidad real anual de todos los Fondos del mismo Tipo y la tasa de interés implícita en las rentas vitalicias otorgadas según esta ley, en la forma que señale la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones, según lo establezca el reglamento” por “calculada en la forma que se establezca por los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda mediante decreto supremo conjunto”.”.
Número 50


Reemplázase el numeral 50, por el siguiente:


“50. Modifícase el artículo 65 de la siguiente forma:


a) Agrégase al final del inciso segundo la siguiente oración: “Para efectos de evaluar la adecuación de las tablas de mortalidad vigentes, ambas Superintendencias deberán intercambiar anualmente las bases de datos sobre los pensionados acogidos a retiro programado y renta vitalicia, según corresponda.”.


b) Agrégase en el inciso tercero a continuación de la palabra “mensualidades” lo siguiente “y se corregirá por un factor de ajuste, determinado de acuerdo a lo que establezca la Superintendencia en norma de carácter general, siempre que la pensión autofinanciada de referencia del afiliado sea superior a la pensión máxima con aporte solidario o que el afiliado no cumpla con los requisitos para acceder al sistema de pensiones solidarias. El citado factor deberá ser tal que permita suavizar los cambios en el monto de la pensión producto del recálculo del retiro programado.”.

Número 51

Letra c)


Reemplazar la expresión “artículo cuarto” por “artículo 4°”.

Número 54 bis, nuevo


Incorporar como tal el que sigue:


“54 bis. Modifícase el artículo 82 de la siguiente forma:


a) Reemplázase en el inciso segundo la palabra “Administradora” por “Compañía de Seguros” y la frase “Administradoras de Fondos de Pensiones y siempre que la Compañía de Seguros obligada a su financiamiento no lo hubiere hecho” por “Pensiones”. A su vez, agrégase la siguiente oración a continuación del punto aparte que pasa a ser punto seguido (.): “Para estos efectos el Estado podrá licitar un seguro que cubra los beneficios antes mencionados.”.


b) Reemplázase en el inciso cuarto la frase “y pensiones de invalidez originadas por el primer dictamen, no pagadas por la Administradora o de las rentas vitalicias” por la siguiente: “, pensiones de invalidez originadas por el primer dictamen y rentas vitalicias,”. A su vez, elimínase al final del inciso la expresión “, según corresponda”.


c) Elimínase en el inciso final la oración “y los de las Administradoras en contra de una Compañía de Seguros, que se originen en un contrato de los señalados en el artículo 59, gozarán del privilegio establecido en el Nº 6 del artículo 2472 del mismo Código”.”.
Número 54 ter


Contemplar como tal el siguiente:


“54 ter.- Reemplázase en la última oración del inciso tercero del artículo 84 la expresión “de 4,2 Unidades de Fomento, consideradas éstas al valor del” por lo siguiente “equivalente al siete por ciento del límite imponible que resulte de aplicar el artículo 16, considerando el valor de la unidad de fomento al”.
Número 56


Reemplazar “y voluntarios” por “Y VOLUNTARIOS”.

Número 57


Reemplazarlo, por el que sigue:


“57. Agrégase en el Título IX, antes del artículo 89, el siguiente Párrafo nuevo: “Párrafo 1° De los Afiliados Independientes”.

Número 58


Agregar en el enunciado, después del guarismo “92” la letra “I”, y a continuación, en su epígrafe, sustituir “2.” por “Párrafo 2°”. 

Número 59

Letra a)


Anteponer a la palabra “Fiscalizar, lo siguiente “4.”.

Letra f)


Modifícase el número 18, propuesto en esta letra f), del modo siguiente:


a. Reemplázase en el segundo párrafo la expresión “alguna de las siguientes causales” por la siguiente frase: “los siguientes hechos graves que pongan en peligro inminente la seguridad de los Fondos de Pensiones y hagan necesaria la adopción de medidas urgentes”.


b. Intercálase en la letra a) del segundo párrafo, a continuación de la palabra “multas” la expresión “graves y”.


c. Agrégase en el párrafo tercero, a continuación del punto aparte que pasa a ser punto seguido, lo siguiente:


“Tanto el inspector delegado como dichos funcionarios deberán guardar absoluta reserva y secreto de la información de las cuales tomen conocimiento en el cumplimiento de sus labores y deberán abstenerse de usar dicha información en beneficio propio o de terceros. Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, se estimará que los hechos que configuren infracciones a lo dispuesto en esta norma vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, lo que no obstará a las demás responsabilidades y sanciones que fueren procedentes.”.

Letra g), nueva


Incorporar como tal la que sigue:


“g) Agrégase el siguiente número 19., nuevo:


“19. Supervisar administrativamente a las Comisiones Ergonómica y de Apelaciones de la ley N° 19.404 e impartir las normas operativas que se requieran para calificar labores como trabajos pesados. Asimismo, controlar que dichas Comisiones den debido cumplimiento a las funciones que les correspondan.”.“.
Número 60


Reemplázase la letra d) propuesta en su letra a), por la siguiente:


“d) Inversión indirecta: Aquella inversión significativa que realicen los Fondos de Pensiones en activos, a través de la inversión en instrumentos del inciso segundo del artículo 45, conforme lo disponga el Régimen de Inversión.”.
Letra c)


Suprimir, en la letra ñ) contenida en esta letra c),  lo siguiente: “Administradoras de Fondos de”


Agregar en el encabezado de la letra c), después de la palabra “nueva”,  la siguiente frase: “, pasando las actuales letras ñ), o) y p) a ser o), p) y q), respectivamente”.
Número 61


En el artículo 98 bis, propuesto en este numeral, intercalar, entre la expresión “Compañías de Seguros de Vida,” y la palabra “como “, lo siguiente: “de los Asesores Previsionales a que se refiere el Título XVII de la presente ley,”.

Número 64

Letra b)


Agregar al final de la segunda oración lo siguiente: “y elimínase la expresión “el emisor o”. A su vez, agregar al final de la tercera oración, antes del punto aparte, lo siguiente: “y reemplázase la oración “del emisor o de alguna Administradora, según determinará el Banco Central de Chile”, por la siguiente “de alguna Administradora, según determinará la Superintendencia de Pensiones”.
Número 66

Letra b)


En el artículo 106, contenido en esta letra b), eliminar en la segunda oración de su inciso segundo la expresión “,al menos por un año,”.

Número 71


Reemplazar la palabra “quinto” por “sexto”.

Número 72


Consignar con mayúscula inicial el vocablo “párrafo” y agregar despúes de la palabra “Inmobiliarias” lo siguiente: “, y los artículos 130 a 135 que lo integran”.

Número 73 bis, nuevo


Incorporar como tal el que sigue:


“73 bis. Agrégase en el inciso primero del artículo 151, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “Las personas a que se refiere este inciso estarán afectas a lo dispuesto en el artículo 166 de la Ley N° 18.045.”.
Artículo 75 bis, nuevo


Incorporar como tal el que sigue:


“75 bis. Modificase el artículo 155 de la siguiente forma:

a) Reemplazar el enunciado del inciso primero, por el siguiente:

“En las sociedades cuyas acciones hayan sido adquiridas con recursos de los Fondos de Pensiones, los directores elegidos con mayoría de votos otorgados por las Administradoras deberán encontrarse inscritos en el Registro que al efecto llevará la Superintendencia para ejercer el cargo de director en dichas sociedades. La Superintendencia mediante norma de carácter general establecerá los criterios básicos  para la inscripción y mantención en el Registro y regulará el procedimiento de inscripción en el mismo. El contenido de la referida norma deberá contar con el informe favorable del Consejo Técnico de Inversiones a que se refiere el Título XVI. El rechazo de la inscripción en el Registro podrá ser reclamado de conformidad al procedimiento establecido en el número 8 del artículo 94 y a las normas del presente artículo. Asimismo, en las elecciones de directorio de las sociedades cuyas acciones hayan sido adquiridas con recursos de los Fondos de Pensiones, las Administradoras no podrán votar por personas que se encuentren en alguna de las siguientes situaciones:”.

b) Agregar al final del inciso tercero, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “A su vez, las Administradoras no podrán votar por personas que no se consideren independientes de acuerdo a lo establecido en la ley Nº 18.046.”.
Número 76


Sustituirlo por el que sigue:


“76. Modifícase el artículo 156 de la siguiente manera:

a) Intercálase en la primera oración de la letra b) del inciso primero, a continuación de la palabra “precedente”, la siguiente oración “, así como los directores de otras sociedades, sean éstas nacionales o extranjeras, del grupo empresarial al que pertenezca la Administradora.”. A su vez, elimínense la segunda y tercera oraciones.

b) Agrégase el siguiente inciso tercero nuevo: “Respecto de las personas a que se refieren los numerales 1) y 2) del artículo 36 de la ley N° 18.046, la inhabilidad establecida en este artículo se mantendrá hasta doce meses después de haber expirado en sus cargos.”.”.
76 bis, nuevo


Incorporar como tal el siguiente:


“76 bis Agrégase el siguiente artículo 156 bis, nuevo:


“Artículo 156 bis.- El directorio de las Administradoras deberá estar integrado por un mínimo de cinco directores, dos de los cuales deberán tener el carácter de autónomos.


Se considerará como director autónomo para estos efectos, a quien no mantenga ninguna vinculación con la Administradora, las demás sociedades del grupo empresarial del que aquélla forme parte, su controlador, ni con los ejecutivos principales de cualquiera de ellos, que pueda generarle un potencial conflicto de interés o entorpecer su independencia de juicio.


Se presumirá que no tienen el carácter de las personas que en cualquier momento, dentro de los últimos dieciocho meses:


a) Mantuvieren cualquier vinculación, interés o dependencia económica, profesional, crediticia o comercial, de una naturaleza y volumen relevantes, de acuerdo a lo que señale la norma de carácter general a que se refiere este artículo, con las personas indicadas en el inciso anterior;


b) Fueren cónyuge o tuvieren una relación de parentesco hasta el segundo grado de consanguinidad o primer grado de afinidad, con las personas indicadas en el inciso anterior;


c) Hubiesen sido socios o accionistas que hayan poseído o controlado, directa o indirectamente, 10% o más del capital, directores, gerentes, administradores o ejecutivos principales, de entidades que hayan prestado servicios jurídicos o de consultoría, por montos relevantes conforme lo que señale la norma de carácter general a que se refiere este artículo, o de auditoría externa, a las personas indicadas en el inciso anterior, y


d) Hubiesen sido socios o accionistas que hayan poseído o controlado, directa o indirectamente, 10% o más del capital, directores, gerentes, administradores o ejecutivos principales, de entidades que provean de bienes o servicios por montos relevantes a la Administradora de acuerdo a lo que señale la norma de carácter general a que se refiere este artículo.


Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo de este artículo, se considerará que tienen el carácter de autónomo aquellas personas que integren el directorio de la Administradora en la calidad de director independiente, conforme a lo establecido en la ley N° 18.046.


Para poder ser elegidos como directores autónomos, los candidatos deberán ser propuestos por los accionistas que representen el 1% o más de las acciones de la sociedad, con al menos diez días de anticipación a la fecha prevista para la junta de accionistas llamada a efectuar la elección de los directores. En dicha propuesta deberá también incluirse al suplente del candidato a director autónomo quien reemplazará al respectivo titular en caso de ausencia o impedimento temporal de éste y quien deberá cumplir con los mismos requisitos del titular. Con no menos de dos días de anterioridad a la junta respectiva, el candidato y su respectivo suplente deberán poner a disposición del gerente general una declaración jurada en que señalen cumplir con los requisitos de autonomía antes indicados. 


No obstante lo dispuesto en el inciso tercero, no perderán el carácter de autónomo los candidatos que al momento de la respectiva elección se encuentren ejerciendo el cargo de director autónomo de la Administradora.


El director autónomo que deje de reunir los requisitos para ser considerado como tal, quedará automáticamente inhabilitado para ejercer su cargo.


Serán elegidos directores de la Administradora los dos candidatos que hayan obtenido las dos más altas votaciones de entre aquéllos que cumplan los requisitos de autonomía a que se refiere este artículo. 


La Superintendencia, mediante norma de carácter general, podrá establecer criterios que determinen la autonomía o falta de ella, de conformidad a lo dispuesto en este artículo. El  contenido de dicha norma deberá contar con el informe favorable del Consejo Técnico de Inversiones a que se refiere el Título XVI.”.”.
Número 77


Modifícanse los artículos contenidos en el Título XV , incorporados por este numeral, del modo siguiente:

Artículo 160


a) Reemplázase en la primera oración del inciso primero la oración: “los afiliados a que se refieren los incisos cuarto y quinto”, por “las personas a que se refiere el inciso cuarto”.


b) Reemplázase en la primera oración del inciso segundo la palabra “anualmente” por “cada veinticuatro meses”.


c) Reemplázase en el inciso tercero la palabra “dieciocho” por “veinticuatro”.


d) Reemplázase en la primera oración del inciso cuarto la palabra “doce” por “veinticuatro”.


e) Elíminanse los incisos quinto y sexto.
Artículo 163


Modifícase este artículo del modo siguiente:


a) Reemplázase en la primera oración del inciso final la palabra “dieciocho” por “veinticuatro”.


b) Elíminase en la última oración, entre las palabras “afiliados” y “que” la expresión “nuevos”.
Artículo 164


Modifícase este artículo, del modo siguiente: 


a) Elíminase en el inciso primero la expresión “y a aquellos que se encuentren inscritos en la nómina correspondiente al respectivo proceso de licitación”.


b) Reemplázase el inciso final por el siguiente: “Los afiliados asignados siempre podrán traspasarse libremente a otra Administradora.”.
Artículo 166


Elimínase su segunda oración.

Artículo 167


Reemplazar, en su numeral 1) la frase “norma de carácter general por “Resolución”.


Enseguida, dentro de este numeral 77, se modifican los artículos contenidos en el Título XVII, del modo que se indica:


a) Intercálase entre la primera y la segunda oraciones del inciso primero del artículo 171, la siguiente oración: “Dicha asesoría comprenderá además la intermediación de seguros previsionales.”.


b) Reemplázase en la primera oración del artículo 172, la frase “mantendrá la Superintendencia” por “mantendrán en forma conjunta las Superintendencias de Pensiones y de Valores y Seguros”. Asimismo, reemplaza en la segunda oración la expresión “dicte la Superintendencia” por “dicten conjuntamente las mencionadas Superintendencias”.


c) Modíficase el artículo 173 de acuerdo a lo siguiente:


i. Reemplázase en el inciso primero, la expresión “exclusivamente por personas naturales y tendrán por objeto único”, por la siguiente, “con el objeto específico de”.


ii. Reemplázase en el inciso tercero, la expresión “la Superintendencia” por “las Superintendencias de Pensiones y de Valores y Seguros” y suprime la oración final.


iii. Reemplázase el inciso final, por el siguiente:


“La póliza de seguros a que se refiere el inciso anterior deberá constituirse por un monto no inferior a la cantidad más alta entre 500 unidades de fomento y el 30% de la suma del saldo destinado a pensión de la cuenta de capitalización individual de los afiliados que asesoró en el año inmediatamente anterior, por las primeras 15.000 Unidades de Fomento, y de un 10% por el exceso sobre esta cifra, con un máximo de 60.000 unidades de fomento.”.


d) Modifícase el artículo 174 de acuerdo a lo siguiente:


i. Reemplázase la letra d) del inciso primero por la siguiente:


“d) Acreditar los conocimientos suficientes sobre materias previsionales y de seguros.”


ii. Reemplázase el inciso segundo por el siguiente: 


“El cumplimiento de los requisitos a que se refiere el inciso anterior será acreditado en la forma y periodicidad que establezcan las Superintendencias de Pensiones y de Valores y Seguros mediante norma de carácter general conjunta.”.


iii. Reemplázase en la letra b) del inciso tercero el punto y coma (;) por la expresión “, y”. Asimismo, elimínase en la letra c) las expresiones “cancelación o” y “de Administradoras de Fondos” y reemplázase el punto y coma (;) por un punto final (.). Finalmente, elimínanse las letras d) y e).


iv. Agrégase el siguiente inciso final nuevo:


“No podrán ser Asesores Previsionales ni directores, gerentes, apoderados o dependientes de una sociedad de Asesoría Previsional, quienes sean directores, gerentes, apoderados o dependientes de una Administradora de Fondos de Pensiones, aseguradora, reaseguradora, liquidadora de siniestros o entidades que conformen el grupo empresarial de estas sociedades.


e) Modíficase el artículo 175 de la siguiente forma:


i. Reemplázase en el inciso primero la expresión “la Superintendencia dictará una resolución” por “las Superintendencias de Pensiones y de Valores y Seguros dictarán una Resolución conjunta”.


ii. Reemplázase en el inciso final la expresión “determine la Superintendencia” por “determinen las Superintendencias antes mencionadas”.


f) Modifícase el artículo 176 de la siguiente forma:


i. Sustitúyese en el inciso tercero la frase “de la Superintendencia, la que para ello estará investida de las facultades establecidas en esta ley”, por la siguiente, “de las Superintendencias de Pensiones y de Valores y Seguros, las que para ello estarán investidas de las facultades establecidas en esta ley, en el decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931, del Ministerio de Hacienda, según corresponda, y en sus respectivas leyes orgánicas”.


ii. Sustitúyese en el inciso cuarto la frase “de la Superintendencia, la que tendrá”, por la siguiente, “de las Superintendencias de Pensiones y de Valores y Seguros, las que tendrán”.


g) Modifícase el artículo 177, de acuerdo a lo siguiente:


i. Intercálase en el inciso primero entre las palabras “cancelación” y “en”, la expresión siguiente: “por revocación o eliminación”, y después de la palabra “procederá”, la palabra “ respectivamente”.


ii. Reemplázase en el inciso segundo la expresión “la Superintendencia” por  “las Superintendencias de Pensiones y de Valores y Seguros conjuntamente”.


iii. Sustitúyese en el inciso tercero la frase “la Superintendencia dictará”, por la siguiente, “las Superintendencias de Pensiones y de Valores y Seguros dictarán conjuntamente”.


h) Reemplázase el artículo 178, por el siguiente:


“Para los efectos de prestar la asesoría previsional, deberá celebrarse un contrato de prestación de servicios entre la Entidad de Asesoría Previsional o el Asesor Previsional y el afiliado o sus beneficiarios, según corresponda, el que establecerá los derechos y obligaciones de ambas partes y cuyo contenido mínimo será establecido mediante norma de carácter general que dictarán en forma conjunta las Superintendencias de Pensiones y de Valores y Seguros.


La contratación de una asesoría previsional es voluntaria para el afiliado o sus beneficiarios, según corresponda, y en ningún caso podrá comprender la obligación de aquéllos de acoger la recomendación que por escrito les fuere proporcionada por el Asesor Previsional.”.


i) Modifícase el artículo 179, de acuerdo a lo siguiente: 


i. Intercálase en el inciso segundo entre las palabras “pensión” y “, pagar”, la expresión “de retiro programado”. A su vez, reemplázase la expresión “la tasa máxima” por lo siguiente: “una tasa máxima fijada mediante el decreto supremo conjunto” e intercálase una coma a continuación de la expresión “61 bis”. Asimismo, intercálase al final del inciso, entre la preposición “a” y la palabra “pensión”, la expresión “esta modalidad de”. Finalmente, agréganse al final del inciso las siguientes oraciones: “Cuando se seleccione una modalidad de pensión de renta vitalicia, los honorarios por concepto de asesoría previsional corresponderán a la comisión o retribución a que alude el inciso decimocuarto del artículo 61 bis y se pagarán en la forma señalada en dicho inciso. En todo caso, la tasa máxima a que se refiere la primera oración de este inciso y el monto máximo a pagar por concepto de asesoría previsional, que se establezcan para la modalidad de pensión de retiro programado, deberán ser inferiores a los que se determinen para la modalidad de renta vitalicia.”.


ii. Reemplazánse los incisos tercero y cuarto por el siguiente: “Con todo, los honorarios totales por concepto de asesoría previsional no podrán superar el 2% de los fondos de la cuenta de capitalización individual del afiliado destinados a pensión, con exclusión de aquellos que eran susceptibles de ser retirados como excedente de libre disposición, ni podrán exceder un monto equivalente a 60 UF.”


iii. Intercálase en el inciso final, entre la palabra “alguno” y la preposición “a” la siguiente frase “, distinto al establecido en este artículo,”.


j) Reemplázase en el artículo 181, la frase, “otras prestaciones diferentes a las propias”, por la siguiente: “otros incentivos o beneficios diferentes a los propios”.
Párrafo segundo

Modificaciones a la Ley Sobre Impuesto a la Renta

contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, 1974

Artículo 80

Número 1

Letra e) nueva


Incorporar como tal la que sigue:


“e) Agrégase el siguiente número 6, nuevo:

”6. También podrán acogerse al régimen establecido en este artículo las personas indicadas en el inciso tercero del número 6º del artículo 31, hasta por el monto en unidades de fomento que represente la cotización obligatoria que efectúe en el año respectivo, de acuerdo a lo dispuesto en el primer inciso del artículo 17 del decreto ley Nº 3.500, de 1980.”.”.
Letra e)


Pasa a ser letra f). Reemplazar la última oración del primero de los incisos agregados por esta letra, por la siguiente:  “Asimismo, cuando dichos aportes se destinen a anticipar o mejorar la pensión, para los efectos de aplicar el impuesto establecido en el artículo 43, se rebajará el monto que resulte de aplicar a la pensión el porcentaje que en el total del fondo destinado a pensión representen las cotizaciones voluntarias, aportes de ahorro previsional voluntario y aportes de ahorro previsional voluntario colectivo que la persona hubiere acogido a lo dispuesto en este inciso. El saldo de dichas cotizaciones y aportes, será determinado por las Administradoras de Fondos de Pensiones de acuerdo a lo establecido en el artículo 20 L del decreto ley N° 3.500, de 1980.”.
Párrafo tercero

Modificaciones a la Ley General de Bancos

Artículo 81 bis, nuevo


Incorporar como tal el que sigue:


“Artículo 81 bis.- Agrégase el artículo 70 bis a la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido y sistematizado está contenido en el decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, de la siguiente forma:


“Artículo 70 bis.- Asimismo, los bancos y sociedades financieras pueden constituir en el país sociedades filiales de asesoría previsional, a que se refiere el decreto ley N° 3.500, de 1980. Las entidades de asesoría previsional serán supervisadas también por la Superintendencia de Pensiones, de acuerdo a lo dispuesto en el decreto ley N° 3.500. 


Las Superintendencias de Valores y Seguros y de Pensiones, mediante norma de carácter general conjunta, impartirán a las sociedades de asesoría previsional, que sean filiales de bancos, instrucciones destinadas a garantizar la independencia de su actuación, estándoles especialmente vedado a los bancos condicionar el otorgamiento de créditos a la contratación de servicios de asesoría previsional a través de un asesor relacionado con el banco.”.”.
Artículo 81 ter, nuevo


Contemplar como tal el que sigue:


“Artículo 81 ter.- Agrégase un artículo 70 ter nuevo a la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido y sistematizado está contenido en el decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, del siguiente tenor:


“Artículo 70 ter.– Tratándose de una Administradora de Fondos de Pensiones que sea filial de una entidad bancaria del Estado, los recursos de los Fondos de Pensiones administrados por dicha filial podrán ser invertidos en los títulos a que se refiere la letra a) del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, pero no podrán invertirse, directa o indirectamente, en títulos emitidos por dicha entidad bancaria o cualquiera de sus filiales. Asimismo, respecto de la referida filial, dos de los directores autónomos que correspondan a efectos de cumplir con lo dispuesto en el artículo 156 bis del referido decreto ley, serán designados por el Presidente de la República a partir de una terna propuesta para cada cargo por el Consejo de Alta Dirección Pública con el voto favorable de cuatro quintos de sus miembros, elaborada de conformidad al procedimiento establecido en la ley N° 19.882.”.”.
Párrafo cuarto

Modificaciones en la ley N° 17.322

Artículo 82


- Reemplazar la oración final del artículo 22 d) propuesto en este artículo, por la siguiente: “Transcurrido el plazo de acreditación de cese o suspensión de la relación laboral, sin que el empleador haya acreditado dicha circunstancia, se presumirá sólo para los efectos de la presente ley, que las respectivas cotizaciones están declaradas y no pagadas.”.

- Eliminar el primero de los incisos del artículo 22 e) propuesto en este artículo, y reemplazar en su inciso segundo la expresión “No obstante las sanciones establecidas en esta ley, los”, por “Los”.

Párrafo sexto

Modificaciones en la Ley de Seguros

Artículo 84


Modificarlo del modo que sigue:


a) Reemplázase el encabezado por lo siguiente:


“Artículo 84.- Introducénse las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931, del Ministerio de Hacienda:


1. Agrégase al artículo 4° los siguientes incisos séptimo, octavo y noveno:”.


b) Agréganse los siguientes números 2. y 3., nuevos:


“2. Modifícase el artículo 57, de acuerdo a lo siguiente:


i. Intercálase entre los incisos sexto y séptimo, el siguiente inciso nuevo, pasando los actuales incisos séptimo al noveno a ser octavo al décimo:


“Para la intermediación de seguros previsionales se requerirá la inscripción en el registro de Asesores Previsionales a que se refiere el Título XVII del decreto ley N° 3.500, de 1980. Dichos intermediarios quedarán sujetos a las exigencias y requisitos que para los Asesores Previsionales se establecen en el mencionado decreto ley.”.


ii. Reemplázase en el actual inciso séptimo, que pasó a ser octavo, la palabra “corredores” por “asesores previsionales”.


c) Suprímese la oración final de la letra d) del artículo 58.”
TÍTULO VII

OTRAS NORMAS

Párrafo tercero, nuevo


Incorporar como tal el siguiente:

“Párrafo tercero

Modificaciones al decreto ley N° 2.448, de 1978


Artículo 86 bis.- Reemplázase en el artículo 14 del decreto ley N° 2.448, de 1978, la expresión “15%” por “10%”, las dos veces que aparece en el texto.”.

Artículo 89


Intercalar, a continuación de la frase “pensión básica solidaria de invalidez”, la siguiente: “, pensión máxima con aporte solidario”.

- - -

TITULO VIII

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Párrafo Primero

Disposiciones transitorias del Título I sobre el sistema

de pensiones solidarias

Artículo primero

Inciso primero


Suprimir su segunda oración.

Inciso segundo


Sustituirlo por el siguiente:


“Durante los dos primeros años de la entrada en vigencia del Título mencionado en el inciso anterior, para los efectos de la aplicación de la letra b) del artículo 3°, se utilizará como instrumento técnico de focalización la Ficha de Protección Social. En todo caso, el reglamento establecerá los procedimientos para utilizar la información contenida en la referida ficha considerando lo dispuesto en el artículo 4°.”.

Artículo segundo

Inciso primero


Agregar después de la expresión “artículo 31”, los vocablos “de esta ley”.

Artículo tercero

Inciso segundo


Adicionar después de la expresión “artículo 31”, los términos “de la presente ley”.

Artículo quinto


Reemplazar la frase “y décimo transitorios siguientes” por “, décimo y décimo tercero transitorios siguientes”.

Artículo sexto

Inciso final


Reemplazar, en la segunda oración, la frase “obtención de pensión de acuerdo a dicho decreto ley” por “entrada en vigencia del Título I de la presente ley”.

Artículos sexto bis y sexto ter, nuevos


Incorporarlos con los siguientes textos:


“Artículo sexto bis.- Para las personas que hasta el último día del décimo quinto año posterior a la publicación de la presente ley, cumplan con los requisitos para tener derecho a una pensión de invalidez, de conformidad a lo dispuesto en el decreto ley N° 3.500, de 1980, será aplicable lo dispuesto en el inciso segundo del artículo precedente.


Artículo sexto ter.- Las cotizaciones voluntarias, los depósitos de ahorro previsional voluntario, los depósitos convenidos y los depósitos de ahorro previsional voluntario colectivo, no serán considerados en la  determinación  del derecho a garantía estatal de pensión mínima, a que se refiere el artículo sexto de este Título.


No operará la garantía estatal de pensión mínima, a que se refiere el artículo sexto de este Título, durante los años que falten al afiliado para alcanzar la edad legal señalada en el artículo 3° del decreto ley Nº 3.500, de 1980, salvo que se pensione conforme al artículo 68 bis.”.

Artículo séptimo

Inciso primero


Suprimir la frase “las letras a), b) y c) de” y agregar después de la palabra “respectivamente” la expresión “, ambos de esta ley”

Inciso segundo


Suprimirlo.

Artículo octavo

Inciso primero


Intercalar a continuación de las palabras “vejez o jubilación, “, la frase “pensión de invalidez” y reemplazar el término “viudez” por ”sobrevivencia”.

Inciso segundo


Agregar después de la expresión “artículo 2°” los términos “de la presente ley”.

Inciso final


Agregar después del guarismo “11” las palabras “de esta ley”, y reemplazar, en la tercera oración, la frase “obtención de dicha pensión de vejez” por “entrada en vigencia del Título I de la presente ley”.

Artículo noveno

Inciso único


Pasa a ser inciso primero. Agregar, después de la expresión “artículo 20” los vocablos “de la presente ley”.
Inciso segundo, nuevo


Incorporar como tal el que sigue:


“Asimismo, serán beneficiarias del referido aporte previsional las personas inválidas que sólo tengan derecho a una pensión de sobrevivencia otorgada de acuerdo a alguno de los regímenes previsionales administrados por el Instituto de Normalización Previsional, y que cumplan el requisito a que se refiere el inciso precedente, siempre que el monto de dicha pensión sea inferior a la pensión básica solidaria de invalidez.”.
Artículo décimo


Incorporar el siguiente inciso segundo:


"Las pensiones mínimas señaladas en el inciso anterior, son incompatibles con el sistema de pensiones solidarias. Sin embargo, las personas beneficiarias de dicha pensión mínima que cumplan con los requisitos establecidos para acceder al sistema solidario, podrán acogerse a él, renunciando en la respectiva solicitud a la mencionada garantía estatal.".
Artículo undécimo


a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:


“A contar del 1° de julio de 2008 y hasta el 30 de junio de 2009, la pensión básica solidaria de vejez ascenderá a $ 60.000 y la pensión máxima con aporte solidario ascenderá a $ 70.000. El porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será de 40%, para este mismo período.”.


b) Reemplácese en la segunda oración de su inciso segundo la expresión “$75.000” por “$ 120.000” y la expresión “40%” por “45%”.


c) Reemplácese en su inciso tercero la expresión “$100.000” por “$ 150.000” y la expresión “40%” por “50%”.


d) Reemplácese en su inciso cuarto la expresión “$150.000” por “$ 200.000” y la expresión “45%” por “55%”.


e) Reemplácese en su inciso quinto la expresión “$200.000” por “$ 255.000” y la segunda oración de dicho inciso por la siguiente “Desde igual fecha, el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será de  60%”.


f) Suprímense los incisos sexto al octavo.


g) Agréguese un inciso final nuevo, del siguiente tenor:


“El porcentaje a que se refiere el artículo 28 será el señalado en los incisos primero al cuarto de este artículo para los períodos establecidos en dichos incisos.”. 

Artículo duodécimo


Agregar, a continuación de la expresión “artículo 13” los vocablos “de esta ley”. 

Artículo décimo tercero


Modificarlo como sigue:


a) Reemplázase en su inciso primero, la primera vez que aparece en el texto, la expresión “b)” por “c)”.


b) Agréguense los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“A su vez, las modificaciones introducidas en la letra b) del número 6., las letras a) y c) del número 7., la letra a) del número 8., la letra a) del número 9. y las letras a) y b) del número 10., todas del artículo 36 de la presente ley, entrarán en vigencia a contar del 1 de julio de 2009.


Asimismo, las modificaciones introducidas por el número 12., comenzarán a aplicarse a contar del 1° de julio de 2009. En todo caso, dicha modificación no se aplicará a las pólizas que estuvieren contratadas antes de esa fecha.”.

Párrafo Segundo

Disposiciones transitorias del Título II sobre insititucionalidad

Artículo décimo noveno bis

Incorporar como tal el que sigue:


“Artículo décimo noveno bis.- Las modificaciones que el artículo 62 de esta ley introduce a la ley N° 19.404; la supresión del inciso quinto del artículo 17 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980, y el numeral 19 del artículo 94 de dicho decreto ley, agregado por la letra g) del numeral 59 del artículo 79 de esta ley, entrarán en vigencia el día primero del duodécimo mes posterior a la publicación de la presente ley.”.

Artículo décimo noveno ter

 
Incorporar como tal el siguiente:


“Artículo décimo noveno ter.- Para el primer nombramiento de los Consejeros a que se refiere la letra b) del artículo 63 bis D, el Presidente de la República propondrá al Senado dos candidatos para un periodo completo de seis años y dos para uno parcial de tres años.

Una vez constituido el primer Consejo, éste deberá ser convocado para emitir su opinión respecto de los reglamentos a que se refiere la letra b) del inciso primero del artículo 63 bis que se encuentren vigentes a dicha fecha.”.

Párrafo Tercero

Disposiciones transitorias del Título III, sobre normas

Sobre equidad de género y afiliados jóvenes

Artículo vigésimo primero


Agregar a continuación de la expresión Título III la siguiente frase: “entrarán en vigencia el primer día del séptimo mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial y” y reemplazar la frase “la fecha de publicación de esta ley” por dicha fecha.

Vigésimo segundo


Reemplazar la frase “1 de julio de 2009” por “primer día del séptimo mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial”.

Vigésimo tercero bis, nuevo


Incorporar como tal el que sigue


“Artículo vigésimo tercero bis.- Las normas contenidas en el párrafo cuarto del Título III de esta ley entrarán en vigencia el primer día del séptimo mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.


Las modificaciones que los números 2 al 6 del artículo 75 introducen al decreto ley Nº 3.500, de 1980, regirán sólo para aquellas personas que se pensionen con posterioridad a la vigencia establecida en el inciso anterior.”.

Párrafo Cuarto

Disposiciones transitorias del Título IV sobre la obligación de cotizar de los trabajadores independientes

Artículo vigésimo cuarto


Modificarlo como sigue:


- Reemplazar, en su inciso segundo, la expresión “de los artículos señalados” por “Título señalado”.


- Agregar, en su inciso tercero, a continuación del punto final (.) que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “No obstante durante el primer y segundo año, los trabajadores independientes a que se refiere el presente artículo, podrán efectuar las cotizaciones a que se refiere el Título III del decreto ley N° 3.500, de 1980, en forma voluntaria, por un monto superior al señalado precedentemente, no pudiendo exceder en total el límite máximo imponible señalado en el inciso primero del artículo 90 de dicho decreto ley.”


 - Reemplazar, en su inciso cuarto, la expresión “de los artículos mencionados” por “del Título mencionado”.


- Agregar un inciso final nuevo del siguiente tenor:


“Con todo, no regirán las obligaciones a que se refieren los incisos precedentes, para aquellos trabajadores que tengan 55 años o más, en el caso de los hombres, o 50 años o más, en el caso de las mujeres, a la fecha a que se refiere el inciso primero.”.

Artículos vigésimo cuarto bis y vigésimo cuarto ter, nuevos


Incorporar como tales los siguientes:


“Artículo vigésimo cuarto bis.- Para los trabajadores independientes señalados en el artículo 89 del decreto ley N° 3.500, de 1980, las cotizaciones a que se refiere el inciso segundo del artículo 77 bis, se efectuarán conforme a lo dispuesto en dicha norma con la misma gradualidad y en las mismas condiciones establecidas en los incisos segundo al cuarto del artículo precedente. Asimismo, será aplicable lo dispuesto en el inciso final del artículo vigésimo cuarto transitorio.


Lo dispuesto en el artículo 77 ter entrará en vigencia a partir del primer día del séptimo mes siguiente a la publicación de esta ley. Asimismo, a contar de dicha fecha y hasta el 31 de diciembre de 2011, podrán acogerse a lo dispuesto en el referido artículo los trabajadores independientes señalados en el artículo 89, conforme a su texto vigente a la fecha de publicación de la presente ley.


Artículo vigésimo cuarto ter.- A contar del primer día del séptimo mes siguiente a la publicación de esta ley, a los trabajadores independientes afiliados a regímenes de pensiones administrados por el Instituto de Normalización Previsional, que se encuentren afectos al seguro de la ley N° 16.744, les serán aplicables las normas establecidas en los incisos segundo al cuarto y final del artículo 77 bis de esta ley. En todo caso, el límite máximo de la renta imponible será el contemplado en el artículo 1° de la ley N° 18.095.”.

Artículo vigésimo quinto


Modifícase como sigue:


- Reemplazar, en su inciso primero, la frase “Las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N° 3500, de 1980, entrarán, por El Título V de esta ley entrará”. 


Agregar, los siguientes incisos finales:


“La modificación del número 3 del artículo 80 del Título V de esta ley, entrará en vigencia desde el cuarto año de la entrada en vigencia del Título IV de esta ley.”.


“Los corredores de seguros de rentas vitalicias, a que se refiere el decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931, del Ministerio de Hacienda, continuarán habilitados para intermediar rentas vitalicias hasta el último día del sexto mes contado de la entrada en vigencia de las disposiciones señaladas en el inciso primero.”.

Artículo vigésimo sexto transitorio


Agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Quienes se encuentren pensionados a la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N° 3.500, de 1980, para efectos del inciso tercero del artículo 65 del mencionado decreto ley, continuarán rigiéndose por las normas vigentes con anterioridad a dicha fecha.”.

Artículo trigésimo quinto


Introducir las siguientes modificaciones:


a) En el inciso primero reemplázase la palabra “noveno”, por “décimo octavo”. Asimismo, elimínase la expresión “no podrá ser inferior al 30% ni superior al 45% del valor de los Fondos. Entre el décimo tercero y vigésimo cuarto mes, dicho límite”. Finalmente, reemplázase en la última oración la frase, “vigésimo quinto”, por: “décimo tercero”.


b) En el inciso segundo reemplázase la palabra “noveno”, por “décimo octavo”. Asimismo, reemplázase la expresión “superior al 60%, 55%, 45%, 20% y 15% del valor del Fondo para los Tipos de Fondos A, B, C, D y E, respectivamente. Entre el décimo tercero y vigésimo cuarto mes, dichos límites no podrán ser inferiores ni superiores”, por: “inferior ni superior”. Finalmente, reemplázase en la última oración la frase, “vigésimo quinto”, por: “décimo tercero”.

Artículo trigésimo séptimo


Intercalar a continuación de la palabra “transcurridos” la expresión “al menos”.

Artículo trigésimo séptimo bis, nuevo


Incorporar como tal el que sigue:


“Artículo trigésimo séptimo bis.- La primera licitación de cartera de afiliados a que se refiere el artículo 160 del decreto ley N° 3.500, de 1980, introducido por el numeral 77. del artículo 79 del Título V de esta ley, se realizará transcurridos a lo menos 6 meses desde la entrada en vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N° 3.500, de 1980.”.

Artículo trigésimo noveno bis, nuevo


Agregarlo con el siguiente texto:


“Artículo trigésimo noveno bis.- Lo dispuesto en el inciso segundo del artículo precedente no regirá para los órganos del Estado.".

Artículo trigésimo noveno ter, nuevo


Incorporar como tal el siguiente:


“Artículo trigésimo noveno ter.- Al contribuyente que se encontraba realizando depósitos de ahorro previsional voluntario o cotizaciones voluntarias a la fecha de vigencia del Título V de esta ley, no le será aplicable la disposición referida a la opción sobre el régimen tributario establecida en la letra e) del número 1. del artículo 80 de esta ley. En este caso se considerará que el contribuyente opta por continuar acogido al régimen tributario del inciso primero del artículo 42 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, a menos que manifieste su opción en contrario. Una norma de carácter general de la Superintendencia de Pensiones, regulará el procedimiento de aplicación de este artículo.”.

Artículo cuadragésimo primero


Agregar después del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.) la siguiente oración: “No obstante, las modificaciones que introduce el numeral 4) del artículo 87 a la ley N° 20128, comenzarán a regir el primer día del séptimo mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.”.

- - -



El señor Secretario General señala que, salvo las modificaciones que se indicarán más adelante, las enmiendas efectuadas por las Comisiones unidas informantes, transcritas precedentemente, fueron acordadas por la unanimidad de los señores Senadores presentes, por lo que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 133 del Reglamento del Senado, deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discusión y votación separada.



Luego el señor Presidente somete a votación las enmiendas acordadas unánimemente por las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas, las que son aprobadas por la unanimidad de los señores Senadores presentes, dejándose constancia que lo fueron por 24 votos, de un total de 38 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -


En seguida, el señor Presidente propone a la Sala efectuar, en primer lugar, el debate en relación con los aspectos generales referidos a las modificaciones propuestas por las Comisiones unidas informantes, para lo cual sugiere establecer un tiempo de una hora y treinta minutos para, posteriormente, efectuar la votación de aquellas enmiendas que fueron acordadas por mayoría en las referidas Comisiones, ocasión en la cual los señores Senadores podrán fundamentar su voto.


Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señor Escalona, señora Matthei y señores García, Longueira y Allamand.


Durante su intervención, el Honorable Senador señor García señala que durante el debate habido en las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas, se discutió si los artículos 81, 81 bis y 81 ter requerían quórum calificado para su aprobación, determinándose, finalmente, que este tema fuera resuelto por la Mesa .


Por su parte, el Honorable Senador señor Escalona expresa su reconocimiento por el trabajo realizado por la Secretaría de las Comisiones unidas informantes que ha permitido que este proyecto pueda ser debatido por la Sala en el día de hoy.


Luego, el Honorable señor Senador solicita al señor Presidente que se recabe el acuerdo de la Corporación para autorizar el ingreso a la Sala del señor Director de Presupuestos y de la señora Superintendente de Administradoras de Fondos de Pensiones.


Consultado el parecer de la Sala, así se acuerda.


En seguida, la Sala acuerda fijar un tiempo de una hora y treinta minutos para que los señores Senadores puedan hacer uso de la palabra respecto de las consideraciones generales relativas a las modificaciones efectuadas por las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas, lapso que se asignará para cada Comité de la misma manera como se hace en la Hora de Incidentes.


A continuación, y dando cumplimiento a lo acordado por la Sala, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores García y Ominami, señora Matthei, señores Horvath y Gazmuri, señora Alvear y señores Gómez, Muñoz Barra, Escalona, Longueira, Bianchi, Allamand, Sabag, Zaldívar, Cantero y Vásquez.

- - -


Luego, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse de la modificación recaída en la letra c) del artículo 26, que fue aprobada por mayoría de nueve votos contra uno en las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas.


En discusión la modificación, el señor Presidente concede el uso de la palabra a  los Honorables Senadores señor Gazmuri y señora Matthei.


Durante su intervención, el Honorable Senador señor Gazmuri formula expresa reserva de constitucionalidad respecto de la letra c) del artículo 26, por considerar que afecta el derecho a la libertad personal consagrado en el artículo 19 Nº 7), letra a) de la Constitución Política de la República.


Cerrado el debate y sometida a votación la modificación, es aprobada por 28 votos a favor y 5 en contra, de un total de 38 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide y Sabag.


Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señores Muñoz Barra, Navarro, Núñez, Ominami y Vásquez.


Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Gazmuri, quien deja constancia de su voto en contra de esta modificación, lo que no fue registrado por el sistema electrónico de votación.

- - -


A continuación, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse de la modificación recaída en el inciso final del artículo 26, que fue aprobada por mayoría de nueve votos contra uno en las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas.


En discusión la modificación, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señora Matthei y señores Letelier, Longueira y Navarro.


Cerrado el debate y sometida a votación la modificación, es aprobada por 34 votos a favor y 2 en contra, de un total de 38 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y  Vásquez.


Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señores Navarro y Ominami.

- - -



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día de esta sesión.

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

SESION 81ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 9 DE ENERO DE 2.008



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asisten, asimismo, los señores Ministros de Hacienda, don Andrés Velasco Brañes, de Justicia, don Carlos Maldonado Curti y del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade Lara y Director de Presupuestos, don Alberto Arenas de Mesa y la señora Superintendenta de Administradoras de Fondos de Pensiones, doña Solange Berstein Jáuregui.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS



El acta de la sesión septuagésima octava, ordinaria, de 2 de Enero de 2008, se encuentra en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

_______________

CUENTA

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados, mediante los cuales comunica que ha aprobado las enmiendas propuestas por el Senado, a las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que crea el Instituto de Propiedad Industrial (Boletín N° 2.469-03).


2.- Proyecto de ley que crea el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y Perfecciona el Estatuto de Capacitación y Empleo (Boletín N° 3.507-13).



-- Se toma conocimiento, y se manda archivar los documentos junto con sus antecedentes.



De la señora Directora del Instituto de Salud Pública de Chile, mediante el cual da respuesta a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila, Horvath y Muñoz Aburto, en relación con el expendio de sustancias que contengan niveles de Dietilenglicol que resulten perjudiciales para la salud de las personas (Boletín N° S 997-12).



Del señor Secretario Regional Ministerial de Salud de la Región de Valparaíso, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Ávila, referido al eventual incumplimiento, por parte de las empresas navieras, del artículo 68 del decreto supremo N° 594, de 1999, del Ministerio de Salud.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



Segundo informe de las Comisiones de Hacienda y Salud, unidas, recaído en el proyecto de ley que modifica la ley N° 20.209 y otros cuerpos legales, en materia de bonificaciones y normas de promoción aplicables al personal de salud que se desempeña en los servicios que indica (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 5.431-11).


De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley que modifica la ley N° 19.067 y establece normas para la participación de tropas chilenas en operaciones de paz (con urgencia calificada de “simple”)(Boletín N° 5.068-10).


-- Quedan para tabla.

Mociones



Del Honorable Senador señor Bianchi, mediante la cual inicia un proyecto de ley que modifica la ley N° 18.290, de Tránsito, en lo relativo al uso del cinturón de seguridad (Boletín N° 5.698-15).



-- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones. 



Del Honorable Senador señor Orpis, mediante la cual inicia un proyecto de ley que modifica el artículo 14 de la ley  N° 20.175, en materia de reemplazos y transmisión de los derechos de los pescadores artesanales que indica (Boletín N° 5.699-03).



-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.
Proyecto de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Naranjo y Muñoz Aburto, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la señora Presidenta de la República, que  los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones, de Obras Públicas, y de Vivienda y Urbanismo, adopten las medidas necesarias para que se construyan ciclovías en las calles o avenidas segregadas para la locomoción colectiva (Boletín N° S 1.039-12).



--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.  

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Orpis, quien solicita que la Moción de su autoría con la que inicia un proyecto de ley que modifica el artículo 14 de la ley  N° 20.175, en materia de reemplazos y transmisión de los derechos de los pescadores artesanales que indica, correspondiente al Boletín N° 5.699-03, sea remitida para su discusión a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en vez de a la Comisión de de Pesca, Intereses Marítimos y Acuicultura, como inicialmente se había dispuesto en la Cuenta.



Así se acuerda.


A continuación, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para discutir, en el primer lugar del Orden del Día de esta sesión, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.022 y otros cuerpos legales con el objeto de reforzar la judicatura laboral, correspondiente al Boletín Nº 5.316-07.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Longueira.



Consultado el parecer de la Sala, así se acuerda.

_____________
ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica la ley N° 20.022  y otros cuerpos legales con el objeto de reforzar la judicatura laboral, con informes de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y 

Reglamento y de Hacienda.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.022  y otros cuerpos legales con el objeto de reforzar la judicatura laboral, correspondiente al Boletín Nº 5.316-07, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “suma”.



Agrega que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió este proyecto en general y particular, de conformidad al acuerdo adoptado por la Sala en la sesión 73ª, ordinaria, del 5 de diciembre del 2007 y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Gómez, Muñoz Aburto y Pizarro.


El señor Secretario General hace presente que, a consecuencia de las modificaciones introducidas a esta iniciativa durante el presente trámite, la Comisión consultó el parecer de la Excma. Corte Suprema sobre el particular, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.



En cuanto a la discusión en particular, señala que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento propone aprobar el proyecto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes enmiendas:

ARTÍCULO 1°


Introducirle las siguientes enmiendas:


- Anteponer comillas (“) a la expresión “Artículo 1°”. 

Número 1)


- En el encabezado de su letra k), consignar en plural el sustantivo “letra” y en el literal k), sustituir la frase “Aisén, con un juez” por “Coyhaique, con un juez”. 


- Sustituir su letra l), por la siguiente:


“l) Región Metropolitana de Santiago: Santiago con veintiséis jueces, agrupados en dos juzgados, con trece jueces cada uno, con competencia sobre la provincia de Santiago, con excepción de las comunas de San Joaquín, La Granja, La Pintana, San Ramón, San Miguel, La Cisterna, El Bosque, Pedro Aguirre Cerda y Lo Espejo;


San Miguel con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de San Joaquín, La Granja, La Pintana, San Ramón, San Miguel, La Cisterna, El Bosque, Pedro Aguirre Cerda y Lo Espejo;

San Bernardo, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de San Bernardo y Calera de Tango; y


Puente Alto, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de la Provincia Cordillera.”. 


- Signar como letras “m)” y “n)” las letras “l)”, la segunda vez que aparece, y “m)”, respectivamente. 
Número 2)


Reemplazarlo por el siguiente:


“2) Sustitúyese el artículo 3°, por el siguiente:


”Artículo 3°.- Los Juzgados de Letras del Trabajo que se crean en esta ley tendrán la siguiente planta de personal, de acuerdo al número de jueces que los conformen:


Juzgados con un juez: un juez, un administrador, un jefe de unidad, dos administrativos jefes, dos administrativos 1°, dos administrativos 2°, dos administrativos 3° y dos auxiliares.


Juzgados con dos jueces: dos jueces, un administrador, un jefe de unidad, dos administrativos jefes, cinco administrativos 1°, dos administrativos 2°, un administrativo 3° y cuatro auxiliares.


Juzgados con tres jueces: tres jueces, un administrador, tres jefes de unidad, cuatro administrativos 1°, cuatro administrativos 2°, un administrativo 3° y cuatro auxiliares.


Juzgados con cuatro jueces: cuatro jueces, un administrador, dos jefes de unidad, dos administrativos jefe, tres administrativos 1°, cuatro administrativos 2°, un administrativo 3° y cinco auxiliares.


Juzgados con cinco jueces: cinco jueces, un administrador, tres jefes de unidad, dos administrativos jefe, seis administrativos 1°, seis administrativos 2°, tres administrativos 3° y cinco auxiliares.


Juzgados con trece jueces: trece jueces, un administrador, tres jefes de unidad, nueve administrativos jefe, diez administrativos 1°, siete administrativos 2°, cinco administrativos 3° y ocho auxiliares.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso precedente, los Juzgados de Letras del Trabajo de Valparaíso y Concepción contarán con: tres jueces, un administrador, dos jefes de unidad, cuatro administrativos jefe, cuatro administrativos 1º, tres administrativos 2º, un administrativo 3º y cuatro auxiliares; y los Juzgados de Letras del Trabajo de San Bernardo y Puente Alto contarán con: dos jueces, un administrador, un jefe de unidad, dos administrativos jefe, tres administrativos 1º, dos administrativos 2º, un administrativo 3º y cuatro auxiliares.”.”.
Número 3)


Introducirle las siguientes modificaciones:


- Reemplazar el encabezado de la letra a), por el siguiente:


“a) Incorpóranse los siguientes números 1) y 2), nuevos, pasando los actuales números 1) a 8) a ser números 3) a 10), respectivamente:”. 

- Reemplazar su letra b), por la siguiente:


“b) Intercálanse, a continuación del número 10), nuevo, los siguientes números 11) y 12), nuevos, pasando los números 9) y 10) a ser 13) y 14), respectivamente:


“11) Ayudante de servicios de Juzgado de Letras del Trabajo de asiento de Corte, grado XVI del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.


12) Ayudante de servicios de Juzgado de Letras del Trabajo de  capital de provincia, grado XVII del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.”.”. 
° ° °

Número 5), nuevo


Intercalar, como tal, el siguiente, pasando el número 5) a ser 6):


“5) Sustitúyese el inciso primero del artículo 16, por el siguiente:


“Artículo 16.- La presente ley comenzará a regir en las diversas regiones del territorio nacional, con la gradualidad que a continuación se señala:


-En las regiones III y XII la ley empezará a regir el 31 de marzo de 2008;


-En las regiones I, IV, V y XIV la ley empezará a regir el 31 de octubre de 2008;


-En las regiones II, VI, VII y VIII la ley empezará regir el 30 de abril de 2009;


-En la Región Metropolitana la ley empezará regir el 30 de septiembre de 2009, y


-En las regiones IX, X, XI y XV la ley empezará regir el 30 de noviembre de 2009.”.”. 
° ° °

ARTÍCULO 2°


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 2º.- Suprímense el Segundo Juzgado de Letras de San Felipe, el Tercer Juzgado de Letras de Los Ángeles, el Tercer Juzgado de Letras de Osorno y el Segundo Juzgado de Letras de Coyhaique.”. 

ARTÍCULO 3°


- Iniciar con mayúscula el sustantivo “título”. 

ARTÍCULO 4°


Introducirle las siguientes modificaciones:

Número 1)


- En el inciso segundo, nuevo, que este numeral incorpora al artículo 27, intercalar una coma (,) después de la expresión “sin embargo”. 
Número 2)

Inciso tercero del artículo 27 bis contenido en este numeral


-Intercalar en su letra a) el artículo definido “el” entre las palabras “según” y “asiento”. 

-Escribir en plural el sustantivo “juzgado” consignado en el párrafo primero de su letra c). 
Inciso cuarto del artículo 27 bis contenido en este numeral


-Escribir en plural el sustantivo “juzgado” consignado en sus literales a) a f) y el sustantivo “servicio” contenido en su letra e). 
Número 6)


- Reemplazarlo por el siguiente:


“6) En la letra B) del artículo 29, intercálase, después de la expresión “Taltal”, seguida de una coma (,), la frase “con dos jueces”, seguida de una coma (,).”.
Número 7)


-Eliminar el artículo definido “La” que antecede a la expresión “Calera” y agregar un punto final (.) a este numeral. 
Número 10) bis, nuevo


- Incorporar como tal, el siguiente:


“10 bis) En el artículo 38, sustitúyese la frase “dos juzgados” por “un juzgado”, e intercálase, después de la frase “Un juzgado con asiento en la comuna de Aisén,”, la frase “con dos jueces,”.”. 
Número 13)


-En su letra a), consignar con mayúscula la expresión “tercera serie”. 
Número 14)


-Iniciar con minúscula el término “Administrativos” en sus literales b) a f); 


-En la letra e), intercalar el artículo “el” entre las expresiones “En” y “acápite” y la preposición “de” entre los términos “Administrativos 2°” y “juzgados de familia”.
Número 16)


-En su encabezado, suprimir la contracción “al”. 
ARTÍCULO 5°


Introducirle las siguientes modificaciones:

Número 11)


Sustituirlo por el siguiente:


“11) Intercálase la siguiente letra k), nueva, pasando las letras k), l), m) y n) a ser letras l), m), n) y ñ), respectivamente: 


“Décimo Primera Región, de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo: Coyhaique, con un juez con competencia sobre la misma comuna;”.”. 
Número 12)


-Reemplazarlo por el siguiente:


“12) Sustitúyese la nueva letra m) por la siguiente:


“m) Santiago con veintiséis jueces, agrupados en dos juzgados, con trece jueces cada uno, con competencia sobre la provincia de Santiago, con excepción de las comunas de San Joaquín, La Granja, La Pintana, San Ramón, San Miguel, La Cisterna, El Bosque, Pedro Aguirre Cerda y Lo Espejo;


San Miguel con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de San Joaquín, La Granja, La Pintana, San Ramón, San Miguel, La Cisterna, El Bosque, Pedro Aguirre Cerda y Lo Espejo;


San Bernardo, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de San Bernardo y Calera de Tango, y


Puente Alto, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de la Provincia Cordillera.”.”. 
ARTÍCULO 6°

Número 2)


- Reemplazar el encabezado del numeral 4) propuesto, precediéndolo de comillas (“), por el siguiente:


“4) Incorpórase el siguiente artículo 39 bis:”. 


- Agregar comillas (“) y punto (.) después de la expresión “Lago Ranco”. 
° ° °

ARTÍCULO 8°, nuevo


Agregar como tal, el siguiente:


“Artículo 8°.- Sustitúyese el artículo 1° transitorio de la ley Nº 20.087, por el siguiente:


“Artículo 1° transitorio. La presente ley comenzará a regir en las diversas regiones del territorio nacional, con la gradualidad que a continuación se señala: 


En las regiones III y XII la ley empezará a regir el 31 de marzo de 2008. 


En las regiones I, IV, V y XIV la ley empezará a regir el 31 de octubre de 2008. 


En las regiones II, VI, VII y VIII la ley empezará regir el 30 de abril de 2009.


En la Región Metropolitana la ley empezará regir el 30 de septiembre de 2009.


En las regiones IX, X, XI y XV la ley empezará regir el 30 de noviembre de 2009.”.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS
° ° ° 

Artículos primero y segundo transitorios, nuevos


Incorporar como tales, los siguientes, pasando los actuales artículos transitorios primero a séptimo a ser tercero a noveno, respectivamente:


“Artículo primero.- La instalación de los nuevos jueces y Juzgados de Letras del Trabajo que señala el artículo 1º, se efectuará con la debida antelación. Con este objeto, la Corporación Administrativa del Poder Judicial deberá poner a disposición de las respectivas Cortes de Apelaciones los locales destinados al funcionamiento de estos tribunales, así como efectuar las remodelaciones en los locales en que sea necesario de acuerdo a las nuevas plantas.


Con la debida antelación a la instalación de cada Tribunal de Letras del Trabajo, las Cortes de Apelaciones efectuarán el llamado a concurso para proveer sólo los cargos de jueces laborales creados por esta ley.


Asimismo, las Cortes de Apelaciones respectivas podrán abrir los primeros concursos de administradores de los Juzgados de Letras del Trabajo y de los Juzgados de Letras de Competencia Común creados en la presente ley, sin necesidad de que los jueces hayan asumido previamente sus cargos.


La Corte de Apelaciones respectiva, cuando corresponda, determinará el juzgado y la oportunidad en que cada miembro del Escalafón Primario, Secundario y de Empleados del Poder Judicial, de conformidad a los artículos siguientes, deba ser traspasado, de acuerdo a las necesidades de funcionamiento del nuevo sistema.


Para la determinación del número de cargos vacantes del personal administrativo y del Escalafón Secundario que serán provistos una vez efectuados los traspasos respectivos, se seguirán las reglas establecidas en el artículo 3° de la ley Nº 20.022.


La Corte Suprema podrá impartir instrucciones a las Cortes de Apelaciones respectivas para el adecuado desarrollo del procedimiento de nombramientos, traspasos e instalación de los juzgados y jueces creados en la presente ley.


Las normas sobre provisión de los cargos en estos juzgados que se contemplan en este artículo y en los siguientes, se aplicarán sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 78, inciso final, de la Constitución Política de la República.


Artículo segundo.- La designación de los jueces creados por la presente ley se regirá por las reglas comunes, en lo que no sean modificadas o complementadas por las normas siguientes:


1) Los jueces cuyos tribunales son suprimidos por esta ley podrán optar al cargo de Juez de Letras del Trabajo, dentro de su mismo territorio jurisdiccional. Este derecho deberá ser ejercido dentro de los treinta días siguientes a la fecha de publicación de esta ley. Para ejercer este derecho deberán haber aprobado el curso habilitante que la Academia Judicial impartirá al efecto, pudiendo ésta acreditar o convalidar como curso habilitante estudios equivalentes que haya realizado el juez. Si no ejercen el derecho antes previsto, serán destinados por la Corte de Apelaciones respectiva, con a lo menos 60 días de antelación a la supresión del tribunal, a un cargo de igual jerarquía al que a esa fecha poseyeren y de la misma jurisdicción, sin necesidad de nuevo nombramiento y sin que resulte afectado, bajo ningún respecto, ninguno de sus derechos funcionarios.


2) Para proveer los nuevos cargos de jueces en los Juzgados de letras del Trabajo señalados en la ley Nº 20.022 y aquellos que quedaren sin ocupar en los Tribunales del Trabajo y Juzgados de Competencia Común que crea esta ley, una vez aplicadas la norma del numeral 1), la Corte de Apelaciones respectiva deberá llamar a concurso para elaborar las ternas con los postulantes que cumplan los requisitos exigidos por el Código Orgánico de Tribunales para llenar los cargos vacantes, según las categorías respectivas.


La Corte podrá elaborar ternas simultáneas, de manera que los nombramientos permitan una adecuada instalación de los juzgados respectivos.


3) El Presidente de la República procederá a la designación de los nuevos jueces con la celeridad que el procedimiento de instalación del nuevo sistema requiere.


4) Para postular a los cargos de Juez de Letras del Trabajo, con arreglo a lo previsto en el numeral 2) de este artículo, los postulantes, además de cumplir con los requisitos comunes, deberán haber aprobado el curso habilitante que la Academia Judicial impartirá al efecto. Con este objeto, la Academia Judicial deberá adoptar las medidas necesarias a fin de que se impartan los cursos habilitantes en número suficiente y en las oportunidades debidas. Asimismo, podrá acreditar o convalidar como curso habilitante estudios equivalentes que hayan realizado los postulantes.


5) Los jueces a que se refieren los numerales anteriores no sufrirán disminución de remuneraciones, pérdida de la antigüedad que poseyeren en el Escalafón Primario del Poder Judicial, ni disminución de ninguno de sus derechos funcionarios.”.

° ° °

Artículos primero y segundo transitorios


Pasan a ser artículos tercero y cuarto, respectivamente, sin enmiendas. 

Artículo tercero transitorio


Pasa a ser artículo quinto transitorio, con las siguientes enmiendas:


- Agregar el siguiente párrafo tercero, nuevo, al numeral 4):


“Asimismo, aquellos oficiales primero que hubiesen ejercido el cargo por un período superior a cinco años, podrán postular al cargo de jefe de unidad, en juzgados de comuna o agrupación de comunas o juzgados de capital de provincia, aún sin poseer un titulo profesional.”.

-Suprimir su número 5). (Indicaciones 9 y 10. 3 x 0).

Artículo cuarto transitorio


Pasa a ser artículo sexto transitorio, acentuándose en la letra “i” la palabra “secretaria” contenida en su número 1). 
Artículo quinto transitorio


Pasa a ser artículo séptimo transitorio, sin enmiendas.

Artículo sexto transitorio


Pasa a ser artículo octavo transitorio, reemplazado por el siguiente:


“Artículo octavo.- El traspaso de las causas pendientes radicadas en los tribunales a que se refiere el artículo 2°, se efectuará de acuerdo a las siguientes normas:


a) Las causas civiles, laborales y del crimen, pendientes del Segundo Juzgado de Letras con competencia común de San Felipe, serán traspasadas al Primer Juzgado de Letras con competencia común de San Felipe, el que continuará la tramitación de las causas laborales y del crimen, de acuerdo a los procedimientos vigentes al momento de su iniciación.


b) Las causas civiles, laborales y del crimen, pendientes del Tercer Juzgado de Letras con competencia común de Los Ángeles, serán traspasadas al Segundo Juzgado de Letras con competencia común de Los Ángeles, el que continuará la tramitación de las causas laborales y del crimen, de acuerdo a los procedimientos vigentes al momento de su iniciación.


c) Las causas laborales y del crimen, pendientes del Tercer Juzgado de Letras con competencia común de Osorno, serán traspasadas al Segundo Juzgado de Letras con competencia común de Osorno, el que continuará su tramitación de acuerdo a los procedimientos vigentes al momento de su iniciación.


d) Las causas civiles pendientes del Tercer Juzgado de Letras con competencia común de Osorno, serán traspasadas al Primer Juzgado de Letras con competencia común de Osorno.


e) Las causas civiles, laborales y del crimen pendientes del Segundo Juzgado de Letras con competencia común de Coyhaique, serán traspasadas al Primer Juzgado de Letras con competencia común de Coyhaique, el que continuará la tramitación de las causas laborales y del crimen, de acuerdo a los procedimientos vigentes al momento de su iniciación.


f) La Corporación Administrativa del Poder Judicial determinará la modalidad de efectuar los traspasos señalados en los numerales anteriores, a fin de causar el menor trastorno en la tramitación de las causas involucradas, pudiendo llevar a cabo estos traspasos en forma gradual, con anterioridad al momento en que se supriman los juzgados señalados.


Para todos los efectos constitucionales y legales, se entenderá que los juzgados a los que sean asignadas las causas de los juzgados suprimidos, son los continuadores legales de éstos.”. 

Artículo 7° transitorio


Pasa a ser artículo 9° transitorio, sin enmiendas.

- - -



El señor Secretario General señala que todas las modificaciones anteriormente descritas fueron acordadas por unanimidad en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por lo que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 133 del Reglamento del Senado, deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discusión y votación separada.



Añade que la Comisión de Hacienda aprobó en general y particular el proyecto por la unanimidad de sus miembros presentes, en los mismos términos en que lo hizo Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. Agrega que, en cuanto al numeral 5) del artículo 1º y al artículo 8º, la Comisión de Hacienda dejó constancia de su parecer en orden a que la entrada en vigencia gradual de la ley Nº 20.022 debería adelantarse en un mes respecto de lo previsto para la Región Metropolitana y para las Regiones IX, X, XI y XV. En consecuencia, en la Región Metropolitana debería entrar en vigencia el día 30 de agosto de 2009; por su parte, en las Regiones IX, X, XI y XV, debería entrar en vigencia el día 30 de octubre de 2009.


El señor Secretario General hace presente que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales los artículos 1°; 2°; 4°, números 1) a 12), 15) y 16); 5°; 6° y 7° permanentes y los artículos segundo tercero y octavo transitorio, por lo que requieren para su aprobación de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, según lo dispone el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Finalmente, precisa que Su Excelencia la Presidenta de la República presentó dos indicaciones, para ser discutidas y votadas en la Sala, que son del siguiente tenor:



“1) Para sustituir en su artículo 1º numeral 5), nuevo, las siguientes frases:



a) “la ley empezará a regir el 30 de septiembre de 2009.” por la frase “la ley empezará a regir el 31 de agosto de 2009.”



b) “la ley empezará a regir el 30 de noviembre de 2009.” por la frase “la ley empezará a regir el 30 de octubre de 2009.”



2) Para sustituir en su artículo 8º, nuevo, las siguientes frases:



a) “la ley empezará a regir el 30 de septiembre de 2009.” por la frase “la ley empezará a regir el 31 de agosto de 2009.”



b) “la ley empezará a regir el 30 de noviembre de 2009.” por la frase “la ley empezará a regir el 30 de octubre de 2009.””.

- - -



En discusión en general y particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor García.



Cerrado el debate y sometido a votación en general y particular el proyecto, incluidas la indicaciones del Ejecutivo precedentemente descritas, es aprobado por 25 votos, de un total de 38 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 20.022, que crea juzgados laborales y juzgados de cobranza laboral y previsional en las comunas que indica:


1) En su artículo 1°:


a) En la letra a), sustitúyese la frase “Iquique, con un juez,” por la frase “Iquique, con tres jueces,”.


b) En la letra b) sustitúyese la frase “con un juez” por la frase “con tres jueces” y agrégase a continuación del punto y coma (;) la frase “y Calama, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de la provincia de El Loa;”.


c) En la letra c) sustitúyese la frase “con un juez” por la frase “con dos jueces”.


d) En la letra d) sustitúyese la frase “con dos jueces” por la frase “con tres jueces”.


e) En la letra e) sustitúyese la frase “con dos jueces” por la frase “con tres jueces” y agrégase a continuación del punto y coma (;) la frase “y San Felipe, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de San Felipe, Catemu, Santa María, Panquehue y Llay Llay;”.


f) En la letra f) sustitúyese la frase “con un juez” por la frase “con tres jueces”.


g) En la letra g) sustitúyese la frase “con un juez” por la frase “con dos jueces” en ambas oportunidades en que se menciona.


h) En la letra h) sustitúyese la frase “con un juez” por la frase “con tres jueces”, y agrégase a continuación del segundo punto y coma (;) la frase “y Los Ángeles, con dos jueces, con competencia en las comunas de Los Ángeles, Quilleco y Antuco;”.


i) En la letra i) sustitúyese la frase “con dos jueces” por la frase “con cinco jueces”.


j) En la letra j) sustitúyese la frase “Puerto Montt, con un juez” por la frase “Puerto Montt, con tres jueces”; y agréganse a continuación del segundo punto y coma (;) las frases “Osorno, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Osorno, San Pablo, Puyehue, Puerto Octay, San Juan de la Costa, Río Negro y Purranque; y Castro, con un juez, con competencia sobre las comunas de Castro, Chonchi, Dalcahue, Puqueldón, Queilén y Quellón;”.


k) Sustitúyense las letras k) y l) por las siguientes letras k), k bis), y l):


“k) Undécima Región de Aysén, del General Carlos Ibáñez del Campo: Coyhaique, con un juez con competencia sobre la misma comuna;


K bis) Duodécima Región, de Magallanes y Antártica Chilena: Punta Arenas, con un juez, con competencia sobre las comunas de las provincias de Magallanes y Antártica Chilena;


l) Región Metropolitana de Santiago: Santiago con veintiséis jueces, agrupados en dos juzgados, con trece jueces cada uno, con competencia sobre la provincia de Santiago, con excepción de las comunas de San Joaquín, La Granja, La Pintana, San Ramón, San Miguel, La Cisterna, El Bosque, Pedro Aguirre Cerda y Lo Espejo;


San Miguel con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de San Joaquín, La Granja, La Pintana, San Ramón, San Miguel, La Cisterna, El Bosque, Pedro Aguirre Cerda y Lo Espejo;


San Bernardo, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de San Bernardo y Calera de Tango; y


Puente Alto, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de la Provincia Cordillera.


m) En la letra m) sustitúyese la frase “Valdivia, con un juez,” por la frase “Valdivia, con dos jueces,”.


n) En la letra n) sustitúyese la frase “Arica, con un juez,” por la frase “Arica, con dos jueces,”.


2) Sustitúyese el artículo 3°, por el siguiente:


”Artículo 3°.- Los Juzgados de Letras del Trabajo que se crean en esta ley tendrán la siguiente planta de personal, de acuerdo al número de jueces que los conformen:


Juzgados con un juez: un juez, un administrador, un jefe de unidad, dos administrativos jefes, dos administrativos 1°, dos administrativos 2°, dos administrativos 3° y dos auxiliares.


Juzgados con dos jueces: dos jueces, un administrador, un jefe de unidad, dos administrativos jefes, cinco administrativos 1°, dos administrativos 2°, un administrativo 3° y cuatro auxiliares.


Juzgados con tres jueces: tres jueces, un administrador, tres jefes de unidad, cuatro administrativos 1°, cuatro administrativos 2°, un administrativo 3° y cuatro auxiliares.


Juzgados con cuatro jueces: cuatro jueces, un administrador, dos jefes de unidad, dos administrativos jefe, tres administrativos 1°, cuatro administrativos 2°, un administrativo 3° y cinco auxiliares.


Juzgados con cinco jueces: cinco jueces, un administrador, tres jefes de unidad, dos administrativos jefe, seis administrativos 1°, seis administrativos 2°, tres administrativos 3° y cinco auxiliares.


Juzgados con trece jueces: trece jueces, un administrador, tres jefes de unidad, nueve administrativos jefe, diez administrativos 1°, siete administrativos 2°, cinco administrativos 3° y ocho auxiliares.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso precedente, los Juzgados de Letras del Trabajo de Valparaíso y Concepción contarán con: tres jueces, un administrador, dos jefes de unidad, cuatro administrativos jefe, cuatro administrativos 1º, tres administrativos 2º, un administrativo 3º y cuatro auxiliares; y los Juzgados de Letras del Trabajo de San Bernardo y Puente Alto contarán con: dos jueces, un administrador, un jefe de unidad, dos administrativos jefe, tres administrativos 1º, dos administrativos 2º, un administrativo 3º y cuatro auxiliares.”.


3) En su artículo 5°:


a) Incorpóranse los siguientes números 1) y 2), nuevos, pasando los actuales números 1) a 8) a ser números 3) a 10), respectivamente:


“1) Jefe de Unidad de Juzgado de Letras del Trabajo de asiento de Corte, grado IX del Escalafón Superior del Poder Judicial.


2) Jefe de Unidad de Juzgado de Letras del Trabajo de capital de provincia, grado X del Escalafón Superior del Poder Judicial.”.


b) Intercálanse, a continuación del número 10), nuevo, los siguientes números 11) y 12), nuevos, pasando los números 9) y 10) a ser 13) y 14), respectivamente:


“11) Ayudante de servicios de Juzgado de Letras del Trabajo de asiento de Corte, grado XVI del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.


12) Ayudante de servicios de Juzgado de Letras del Trabajo de  capital de provincia, grado XVII del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.”.


4) Agrégase el siguiente artículo 6° bis:


“Artículo 6º bis.- En aquellos Juzgados de Letras del Trabajo, con competencia en territorios jurisdiccionales en que no tenga competencia un Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional, existirá también una Unidad de Cumplimiento, que desarrollará las gestiones necesarias para la adecuada y cabal ejecución de las resoluciones judiciales y demás títulos ejecutivos de competencia de estos tribunales.”.


5) Sustitúyese el inciso primero del artículo 16, por el siguiente:


“Artículo 16.- La presente ley comenzará a regir en las diversas regiones del territorio nacional, con la gradualidad que a continuación se señala:


-En las regiones III y XII la ley empezará a regir el 31 de marzo de 2008;


-En las regiones I, IV, V y XIV la ley empezará a regir el 31 de octubre de 2008;


-En las regiones II, VI, VII y VIII la ley empezará regir el 30 de abril de 2009;


-En la Región Metropolitana la ley empezará regir el 31 de agosto de 2009, y


-En las regiones IX, X, XI y XV la ley empezará regir el 30 de octubre de 2009.”.

6) Sustitúyese en el artículo noveno transitorio la frase “seis meses” por la frase “dieciocho meses”.


Artículo 2º.- Suprímense el Segundo Juzgado de Letras de San Felipe, el Tercer Juzgado de Letras de Los Ángeles, el Tercer Juzgado de Letras de Osorno y el Segundo Juzgado de Letras de Coyhaique.


Artículo 3º.- Serán aplicables a los administradores de juzgados con competencia común las normas establecidas en el Título XI, párrafo 4° bis del Código Orgánico de Tribunales, en cuanto resulten compatibles, sin perjuicio de lo señalado en el inciso segundo del artículo 23 del mismo cuerpo legal.


Artículo 4º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales:


1) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, en el artículo 27, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:


“Los juzgados de letras estarán conformados por uno o más jueces con competencia en un mismo territorio jurisdiccional; sin embargo, actuarán y resolverán unipersonalmente los asuntos sometidos a su conocimiento.”.


2) Agrégase el siguiente artículo 27 bis:


“Artículo 27 bis.- Los juzgados de letras con competencia común integrados por dos jueces, tendrán la siguiente planta de personal: un administrador, un jefe de unidad, dos administrativos jefe, cinco administrativos 1°, dos administrativos 2°, un administrativo 3°, tres ayudantes de servicios y un auxiliar.


La planta de personal de los tribunales señalados en el inciso anterior que tengan dentro de su competencia la resolución de asuntos de familia contarán, adicionalmente, con un consejero técnico.


Los jueces y el personal directivo de estos juzgados tendrán los grados de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Escalafón del Personal Superior del Poder Judicial que se indican a continuación:


a) Los jueces, el grado correspondiente según el asiento del tribunal.


b) Los administradores de juzgados de letras de competencia común de capital de provincia y los de comuna o agrupación de comunas, grados VIII y IX del Escalafón Superior del Poder Judicial, respectivamente.


c) Los jefes de unidad de juzgados de letras de competencia común de capital de provincia y los de comuna o agrupación de comunas, grados X y XI del Escalafón Superior del Poder Judicial, respectivamente.


El personal de empleados de los juzgados de letras de competencia común con dos jueces, tendrán los grados de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Personal del Poder Judicial, que a continuación se indican:


a) Administrativos jefe de juzgados de letras de competencia común de capital de provincia y los de comuna o agrupación de comunas, grados XII y XIII del Escalafón de Empleados del Poder Judicial, respectivamente.


b) Administrativos 1° de juzgados de letras de competencia común de capital de provincia y los de comuna o agrupación de comunas, grados XIII y XIV del Escalafón de Empleados del Poder Judicial, respectivamente.


c) Administrativos 2° de juzgados de letras de competencia común de capital de provincia y los de comuna o agrupación de comunas, grados XIV y XV del Escalafón de Empleados del Poder Judicial, respectivamente.


d) Administrativos 3° de juzgados de letras de competencia común de capital de provincia y los de comuna o agrupación de comunas, grados XV y XVI del Escalafón de Empleados del Poder Judicial, respectivamente.


e) Ayudantes de servicios de juzgados de letras de competencia común de capital de provincia y los de comuna o agrupación de comunas, grados XVII y XVIII del Escalafón de Empleados del Poder Judicial, respectivamente.


f) Auxiliares de juzgados de letras de competencia común de capital de provincia y los de comuna o agrupación de comunas, grado XVIII del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.”.


3) Agrégase el siguiente artículo 27 ter:


“Artículo 27 ter.- En los juzgados de competencia común con dos jueces, habrá un juez presidente del tribunal, cuyo cargo se radicará anualmente en cada uno de los jueces que lo integran comenzando por el más antiguo.


Sus atribuciones y deberes son los siguientes:


a) Velar por el adecuado funcionamiento del juzgado;


b) Designar al personal del juzgado, a propuesta en terna del administrador;


c) Relacionarse con la Corporación Administrativa del Poder Judicial en todas las materias relativas a la competencia de ésta;


d) Decidir el proyecto de plan presupuestario anual para ser propuesto a la Corporación Administrativa del Poder Judicial;


e) Elaborar anualmente una cuenta de la gestión jurisdiccional del juzgado;


f) Aprobar los criterios de gestión administrativa que le proponga el administrador del tribunal y supervisar su ejecución;


g) Aprobar la distribución del personal que le presente el administrador del tribunal;


h) Aprobar, anualmente, un procedimiento objetivo y general de distribución de causas entre los jueces del tribunal;


i) Calificar al personal, teniendo a la vista la evaluación que le presente el administrador del tribunal;


j) Presentar al Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva una terna para la designación del administrador del tribunal;


k) Evaluar anualmente la gestión del administrador;


l) Proponer al Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva la remoción del administrador del tribunal, y


m) Ejercer las demás atribuciones y deberes que determinen las leyes.”.


4) Agrégase el siguiente artículo 27 quater:


“Artículo 27 quater.- Los juzgados de letras de competencia común con dos jueces se organizarán en las siguientes unidades administrativas para el cumplimiento eficaz y eficiente de las correspondientes funciones:


a) Sala, que consistirá en la organización y asistencia a la realización de las audiencias.


b) Atención a Público, destinada a otorgar una adecuada atención, orientación e información al público que concurra al tribunal y manejar la correspondencia y custodia del tribunal.


c) Administración de Causas, que consistirá en desarrollar toda la labor relativa al manejo de causas y registros de los procesos en el juzgado, incluidas las relativas a las notificaciones, al manejo de las fechas y salas para las audiencias, al archivo judicial básico, al ingreso y al número de rol de las causas nuevas, a la actualización diaria de la base de datos que contenga las causas del juzgado y a las estadísticas básicas del mismo.


d) Servicios, que reunirá las labores de soporte técnico de la red computacional del juzgado, de contabilidad y de apoyo a la actividad administrativa del mismo, y la coordinación y abastecimiento de todas las necesidades físicas y materiales que requiera el procedimiento.


e) Cumplimiento, que desarrollará las gestiones necesarias para la adecuada y cabal ejecución de las resoluciones judiciales y demás títulos ejecutivos de competencia de estos tribunales.”.


5) En la letra B) del artículo 28, agrégase después de la frase “Un juzgado con asiento en la comuna de Pozo Almonte,” la frase “con dos jueces,”.


6) En la letra B) del artículo 29, intercálase, después de la expresión “Taltal”, seguida de una coma (,), la frase “con dos jueces”, seguida de una coma (,).


7) En la letra B) del artículo 32 intercálase, después de la frase “Un juzgado de letras con asiento en la comuna de Villa Alemana,” la expresión “con dos jueces,”; intercálase, después de la frase “Un juzgado de letras con asiento en la comuna de La Ligua,” la expresión “con dos jueces,”; sustitúyese la frase: “Dos juzgados de letras con asiento en la comuna de San Felipe” por “Un juzgado de letras con asiento en la comuna de San Felipe”; e intercálase después de la frase “Un juzgado de letras con asiento en la comuna de Calera,” la expresión “con dos jueces,”.


8) En la letra B) del artículo 34 intercálase después de la frase “Un juzgado con asiento en la comuna de Constitución,” la expresión “con dos jueces,”.


9) En la letra B) del artículo 35 sustitúyese la frase “Tres juzgados” por “Dos juzgados”.


10) En la letra A) del artículo 37 sustitúyese la frase “Tres juzgados” por la frase “Dos juzgados”.


10 bis) En el artículo 38, sustitúyese la frase “dos juzgados” por “un juzgado”, e intercálase, después de la frase “Un juzgado con asiento en la comuna de Aisén,”, la frase “con dos jueces,”.

11) En el artículo 39 bis intercálase después de la frase “Un juzgado con asiento en la comuna de La Unión,” la expresión “con dos jueces,”.


12) En la letra B) del artículo 40 intercálase después de la frase “Un juzgado con asiento en la comuna de Colina,” la expresión “con dos jueces,”.


13) En el artículo 269:


a) Agrégase, en el inciso primero en el párrafo correspondiente a la Tercera Serie, a continuación de la frase “tribunales con competencia en lo criminal”, la frase “, juzgados de letras del trabajo y juzgados de letras de competencia común con dos jueces”.


b) En el inciso sexto:


i) Reemplázase en el acápite referido a la Primera Categoría, la conjunción “y” por una coma (,) y agrégase a continuación de la expresión “de juzgados de garantía” la frase “, juzgados de letras del trabajo y juzgados con competencia común con dos jueces”.


ii) Reemplázase en el acápite referido a la Segunda Categoría la conjunción “y” por una coma (,) la primera y tercera vez que aparece y agrégase a continuación de la frase “de juzgados de garantía” la primera vez que aparece, lo siguiente: “, juzgados de letras del trabajo y juzgados con competencia común con dos jueces” y a continuación de la misma expresión la segunda vez que aparece, la frase “y juzgados de letras del trabajo”.


iii) Reemplázase en el acápite referido a la Tercera Categoría la conjunción “y” por una coma (,) la primera y cuarta vez que aparece y agrégase a continuación de la frase “de juzgados de garantía” la primera vez que aparece, la frase “y juzgados con competencia común con dos jueces” y a continuación de la misma frase la tercera vez que aparece, la expresión “y juzgados de letras del trabajo”.


iv) Reemplázase en el acápite referido a la Cuarta Categoría, la conjunción “y” por una coma (,) la tercera vez que aparece y agrégase a continuación de la frase “de juzgados de garantía” la segunda vez que aparece, lo siguiente: “, juzgados de letras del trabajo y juzgados con competencia común con dos jueces”.


v) Reemplázase en el acápite referido a la Quinta Categoría, la conjunción “y” por una coma (,) y agrégase a continuación de la expresión “de juzgados de garantía” la frase “y juzgados con competencia común con dos jueces”.


14) En el artículo 292: 


a) En el acápite denominado Segunda categoría, intercálase a continuación de la frase “de cobranza laboral y previsional” la expresión “y de juzgados de letras de competencia común,”.


b) En el acápite denominado Tercera categoría, intercálase a continuación de la frase “administrativos jefes de juzgados de familia”, la expresión “, de juzgados de letras de competencia común”, y a continuación de la frase “administrativos 1° de juzgados de familia”, lo siguiente: “, de juzgados de letras de competencia común,”.


c) En el acápite denominado Cuarta categoría, intercálase a continuación de la expresión “administrativos jefes de juzgados de familia”, la frase “y de juzgados de letras de competencia común”, a continuación de la frase “administrativos 1° de juzgados de familia”, la expresión “, de juzgados de letras de competencia común”, y a continuación de la frase “administrativos 2° de juzgados de familia”, lo siguiente: “, de juzgados de letras de competencia común,”.


d) En el acápite denominado Quinta categoría, intercálase a continuación de la frase “administrativos 1° de juzgados de familia”, la expresión “y de juzgados de letras de competencia común”, y a continuación de la frase “administrativos 2° de juzgados de familia”, lo siguiente: “, de juzgados de letras de competencia común”.


e) En el acápite denominado Sexta categoría, intercálase a continuación de la expresión “administrativos 2° juzgados de familia”, la frase “y de juzgados de letras de competencia común”, agrégase a continuación de la frase “administrativos 3° de juzgados de familia”, la expresión “, de juzgados de letras de competencia común” e intercálase antes del punto aparte (.), lo siguiente: “y ayudantes de servicios de juzgados de letras del trabajo de ciudad asiento de Corte de Apelaciones”.


f) En el acápite denominado Séptima categoría, intercálase a continuación de la expresión “administrativos 3° de juzgados de familia”, la frase “y de juzgados de letras de competencia común” y agrégase antes del punto aparte (.), lo siguiente: “y ayudantes de servicios de juzgados de letras del trabajo y de juzgados de letras con competencia común de capital de provincia y de comuna o agrupación de comunas”.


15) Agrégase en el artículo 312 el siguiente inciso tercero, nuevo:


“En los casos en que el tribunal cuente con dos jueces, cada uno reemplazará al otro en su despacho en el caso señalado en el inciso precedente, actuando el jefe de la unidad administrativa que tenga a su cargo la administración de causas en el respectivo juzgado, como ministro de fe, según la regla general.”.


16) Agréganse en el artículo 379 los siguientes incisos segundo  y tercero, nuevos:


“En los juzgados de letras de competencia común con dos jueces, las autorizaciones y custodia de procesos y documentos o papeles señaladas en el inciso precedente, corresponderán al jefe de la unidad administrativa que tenga a su cargo la administración de causas en el respectivo juzgado.


Las certificaciones y demás funciones encomendadas a los secretarios de juzgados de competencia común, serán realizadas por el administrador del tribunal o por el funcionario del tribunal que éste designe.”.


Artículo 5º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 415 del Código del Trabajo contenido en el numeral 2) del artículo 14 de la ley N° 20.022, que crea juzgados laborales y juzgados de cobranza laboral y previsional en las comunas que indica:


1) En la letra a), sustitúyese la frase “Iquique, con un juez” por “Iquique, con tres jueces”.


2) En la letra b), sustitúyese la expresión “con un juez” por “con tres jueces” y agrégase a continuación del punto y coma (;) la frase “Calama, con dos jueces, con competencia en las comunas de la provincia de El Loa;”.


3) En la letra c), sustitúyese la frase “con un juez” por “con dos jueces”.


4) En la letra d), sustitúyese la frase “con dos jueces” por “con tres jueces”.


5) En la letra e), sustitúyese la frase “con dos jueces” por “con tres jueces” y agrégase a continuación del punto y coma (;) lo siguiente: “San Felipe, con dos jueces, con competencia en las comunas de San Felipe, Catemu, Santa María, Panquehue y Llay Llay;”.


6) En la letra f), sustitúyese la frase “con un juez” por “con tres jueces”.


7) En la letra g), sustitúyese la frase “con un juez” por “con dos jueces”, las dos veces que se menciona.


8) En la letra h), sustitúyese la frase “con un juez” por “con tres jueces” y agrégase a continuación del punto aparte (.) el que se sustituye por una coma (,), lo siguiente: “Los Ángeles, con dos Jueces, con competencia en las comunas de Los Ángeles, Quilleco y Antuco;”.


9) En la letra i), sustitúyese la frase “con dos jueces” por “con cinco jueces”.


10) En la letra j), sustitúyese la frase “Puerto Montt, con un juez” por “Puerto Montt, con tres jueces” y agrégase a continuación del punto y coma (;) lo siguiente: “y Castro, con un juez, con competencia sobre las comunas de Castro, Chonchi, Dalcahue, Puqueldón, Queilén y Quellón;”.


11) Intercálase la siguiente letra k), nueva, pasando las letras k), l), m) y n) a ser letras l), m), n) y ñ), respectivamente: 


“Décimo Primera Región, de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo: Coyhaique, con un juez con competencia sobre la misma comuna;”.


12) Sustitúyese la nueva letra m) por la siguiente:


“m) Santiago con veintiséis jueces, agrupados en dos juzgados, con trece jueces cada uno, con competencia sobre la provincia de Santiago, con excepción de las comunas de San Joaquín, La Granja, La Pintana, San Ramón, San Miguel, La Cisterna, El Bosque, Pedro Aguirre Cerda y Lo Espejo;


San Miguel con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de San Joaquín, La Granja, La Pintana, San Ramón, San Miguel, La Cisterna, El Bosque, Pedro Aguirre Cerda y Lo Espejo;


San Bernardo, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de San Bernardo y Calera de Tango, y


Puente Alto, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de la Provincia Cordillera.”.


13) En la letra m), que ha pasado a ser n), sustitúyese la frase “Valdivia, con un juez”, por la frase “ Valdivia, con dos jueces” y agrégase a continuación del punto y coma (;) lo siguiente: “Osorno, con dos jueces, con competencia en las comunas de Osorno, San Pablo, Puyehue, Puerto Octay, San Juan de la Costa, Río Negro y Purranque;”.


14) En la letra n), que ha pasado a ser o), sustitúyese la frase “Arica, con un juez,” por “Arica, con dos jueces”.


Artículo 6º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.174:


1) Sustitúyese el numeral 3) del artículo 8° por el siguiente: “Suprímese, en su artículo 37, el párrafo comprendido entre las expresiones “Dos”, la primera vez que aparece en el texto, y las expresiones “Corral, y”, y asimismo, los párrafos comprendidos entre la expresión “Un”, la primera vez que aparece en el texto, y “Lago Ranco”;”


2) Sustitúyese el numeral 4) del artículo 8° por el siguiente:


“4) Incorpórase el siguiente artículo 39 bis:


"Artículo 39 bis. En la Decimocuarta Región, de Los Ríos, existirán los siguientes juzgados de letras:


A.- JUZGADOS CIVILES:


Dos juzgados con asiento en la comuna de Valdivia, con competencia sobre las comunas de Valdivia y Corral;


B.- JUZGADOS DE COMPETENCIA COMUN:


Un juzgado con asiento en la comuna de Mariquina, con competencia sobre las comunas de Mariquina, Máfil y Lanco;


Un juzgado con asiento en la comuna de Los Lagos, con competencia sobre las comunas de Los Lagos y Futrono;


Un juzgado con asiento en la comuna de Panguipulli, con competencia sobre la misma comuna;


Un juzgado con asiento en la comuna de La Unión, con dos jueces, con competencia sobre la misma comuna;


Un juzgado con asiento en la comuna de Paillaco, con jurisdicción sobre la misma comuna, y


Un juzgado con asiento en la comuna de Río Bueno, con jurisdicción sobre las comunas de Río Bueno y Lago Ranco.".”.


3) Sustitúyese, en letra b) del número 1) del artículo 10, la frase “Valdivia, con un juez,”, por la siguiente: “Valdivia, con dos jueces,”.


4) Sustitúyese, en la letra b) del número 2) del artículo 10, la frase “Un juzgado con asiento en la comuna de La Unión, con competencia sobre la misma comuna;”, por la siguiente: “Un juzgado con asiento en la comuna de La Unión, con dos jueces, con competencia sobre la misma comuna;”.


5) Sustitúyese, en la letra b) del número 3) del artículo 10, la frase “Valdivia, con un juez,” por la siguiente: “Valdivia, con dos jueces,”.


Artículo 7°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.175:


1) Sustitúyese, en la letra b) del número 1) del artículo 8°, la frase “Arica, con un juez,”, por la siguiente: “Arica, con dos jueces,”.


2) Sustitúyese, en la letra b) del número 3) del artículo 8°, la frase “Arica, con un juez,”, por la siguiente: “Arica, con dos jueces,”.


Artículo 8°.- Sustitúyese el artículo 1° transitorio de la ley Nº 20.087, por el siguiente: 


“Artículo 1° transitorio. La presente ley comenzará a regir en las diversas regiones del territorio nacional, con la gradualidad que a continuación se señala: 


En las regiones III y XII la ley empezará a regir el 31 de marzo de 2008. 


En las regiones I, IV, V y XIV la ley empezará a regir el 31 de octubre de 2008. 


En las regiones II, VI, VII y VIII la ley empezará regir el 30 de abril de 2009.


En la Región Metropolitana la ley empezará regir el 31 de agosto de 2009.


En las regiones IX, X, XI y XV la ley empezará regir el 31 de octubre de 2009.”.
Disposiciones transitorias


Artículo primero.- La instalación de los nuevos jueces y Juzgados de Letras del Trabajo que señala el artículo 1º, se efectuará con la debida antelación. Con este objeto, la Corporación Administrativa del Poder Judicial deberá poner a disposición de las respectivas Cortes de Apelaciones los locales destinados al funcionamiento de estos tribunales, así como efectuar las remodelaciones en los locales en que sea necesario de acuerdo a las nuevas plantas.


Con la debida antelación a la instalación de cada Tribunal de Letras del Trabajo, las Cortes de Apelaciones efectuarán el llamado a concurso para proveer sólo los cargos de jueces laborales creados por esta ley.


Asimismo, las Cortes de Apelaciones respectivas podrán abrir los primeros concursos de administradores de los Juzgados de Letras del Trabajo y de los Juzgados de Letras de Competencia Común creados en la presente ley, sin necesidad de que los jueces hayan asumido previamente sus cargos.


La Corte de Apelaciones respectiva, cuando corresponda, determinará el juzgado y la oportunidad en que cada miembro del Escalafón Primario, Secundario y de Empleados del Poder Judicial, de conformidad a los artículos siguientes, deba ser traspasado, de acuerdo a las necesidades de funcionamiento del nuevo sistema.


Para la determinación del número de cargos vacantes del personal administrativo y del Escalafón Secundario que serán provistos una vez efectuados los traspasos respectivos, se seguirán las reglas establecidas en el artículo 3° de la ley Nº 20.022.


La Corte Suprema podrá impartir instrucciones a las Cortes de Apelaciones respectivas para el adecuado desarrollo del procedimiento de nombramientos, traspasos e instalación de los juzgados y jueces creados en la presente ley.


Las normas sobre provisión de los cargos en estos juzgados que se contemplan en este artículo y en los siguientes, se aplicarán sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 78, inciso final, de la Constitución Política de la República.


Artículo segundo.- La designación de los jueces creados por la presente ley se regirá por las reglas comunes, en lo que no sean modificadas o complementadas por las normas siguientes:


1) Los jueces cuyos tribunales son suprimidos por esta ley podrán optar al cargo de Juez de Letras del Trabajo, dentro de su mismo territorio jurisdiccional. Este derecho deberá ser ejercido dentro de los treinta días siguientes a la fecha de publicación de esta ley. Para ejercer este derecho deberán haber aprobado el curso habilitante que la Academia Judicial impartirá al efecto, pudiendo ésta acreditar o convalidar como curso habilitante estudios equivalentes que haya realizado el juez. Si no ejercen el derecho antes previsto, serán destinados por la Corte de Apelaciones respectiva, con a lo menos 60 días de antelación a la supresión del tribunal, a un cargo de igual jerarquía al que a esa fecha poseyeren y de la misma jurisdicción, sin necesidad de nuevo nombramiento y sin que resulte afectado, bajo ningún respecto, ninguno de sus derechos funcionarios.


2) Para proveer los nuevos cargos de jueces en los Juzgados de Letras del Trabajo señalados en la ley Nº 20.022 y aquellos que quedaren sin ocupar en los Tribunales del Trabajo y Juzgados de Competencia Común que crea esta ley, una vez aplicadas la norma del numeral 1), la Corte de Apelaciones respectiva deberá llamar a concurso para elaborar las ternas con los postulantes que cumplan los requisitos exigidos por el Código Orgánico de Tribunales para llenar los cargos vacantes, según las categorías respectivas.


La Corte podrá elaborar ternas simultáneas, de manera que los nombramientos permitan una adecuada instalación de los juzgados respectivos.


3) El Presidente de la República procederá a la designación de los nuevos jueces con la celeridad que el procedimiento de instalación del nuevo sistema requiere.


4) Para postular a los cargos de Juez de Letras del Trabajo, con arreglo a lo previsto en el numeral 2) de este artículo, los postulantes, además de cumplir con los requisitos comunes, deberán haber aprobado el curso habilitante que la Academia Judicial impartirá al efecto. Con este objeto, la Academia Judicial deberá adoptar las medidas necesarias a fin de que se impartan los cursos habilitantes en número suficiente y en las oportunidades debidas. Asimismo, podrá acreditar o convalidar como curso habilitante estudios equivalentes que hayan realizado los postulantes.


5) Los jueces a que se refieren los numerales anteriores no sufrirán disminución de remuneraciones, pérdida de la antigüedad que poseyeren en el Escalafón Primario del Poder Judicial, ni disminución de ninguno de sus derechos funcionarios.

Artículo tercero.- Los secretarios de los juzgados que son suprimidos por la presente ley, gozarán de un derecho preferente para ser incluidos en las ternas que se formen para proveer los nuevos cargos de jueces del trabajo, en relación con los postulantes que provengan de igual o inferior categoría, siempre que hayan figurado en las dos primeras listas de mérito durante los dos últimos años.


Así también, los secretarios cuyos cargos fueren suprimidos por esta ley, gozarán de un derecho preferente para ser incluidos en las ternas que se formen para proveer el nuevo cargo de juez de letras de competencia común, en el juzgado en que servían, en relación con los postulantes que provengan de igual o inferior categoría, siempre que hayan figurado en las dos primeras listas de mérito durante los dos últimos años.


Asimismo, los secretarios que, por cualquier circunstancia, no fueren nombrados como jueces en los juzgados del trabajo o en los juzgados de letras de competencia común que se crean por la presente ley, serán destinados por la Corte de Apelaciones respectiva, con a lo menos 90 días de antelación a la supresión del tribunal, en un cargo de igual jerarquía al que a esa fecha poseyeren y de la misma jurisdicción, sin necesidad de nuevo nombramiento y sin que resulte afectado, bajo ningún respecto, ninguno de sus derechos funcionarios.


En el evento de que no existan vacantes en la misma jurisdicción, dentro del plazo indicado en el inciso precedente, el Presidente de la Corte de Apelaciones comunicará este hecho a la Corte Suprema, para que sea ésta la que destine al secretario al cargo vacante que se encuentre más próximo a su jurisdicción de origen, sin que se produzca afectación de ninguno de sus derechos funcionarios.


Artículo cuarto.- Los empleados de planta o a contrata cuyos cargos o tribunales sean suprimidos por esta ley que, a la fecha de publicación de la misma, tengan 65 o más años de edad si son hombres y 60 o más años, si son mujeres, o que cumplan esas edades hasta el 1 de julio de 2008, y que presenten la renuncia voluntaria a sus cargos, dentro de los 60 días contados desde la publicación de la ley, tendrán derecho a una bonificación por retiro, en adelante "la bonificación", equivalente a un mes de remuneración imponible por cada año de servicio en el Escalafón de Empleados del Poder Judicial, con un máximo de once meses. La bonificación no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal.


El reconocimiento de períodos discontinuos para el cálculo de la bonificación procederá sólo cuando el funcionario tenga a lo menos 5 años de desempeño continuo en el Escalafón de Empleados del Poder Judicial, anteriores a la fecha de la postulación.


La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación será el promedio de la remuneración imponible mensual de los últimos 12 meses anteriores al retiro, actualizada según el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o por el sistema de reajustabilidad que lo sustituya, con un límite máximo de noventa unidades de fomento.


La bonificación será incompatible con cualquier otro beneficio de naturaleza homologable que se origine en una causal similar de otorgamiento.


Los funcionarios que cesen en sus cargos y que perciban la bonificación no podrán ser nombrados ni contratados, en el Escalafón de Empleados del Poder Judicial, durante los 5 años siguientes al término de su relación laboral.


Artículo quinto.- Los empleados de secretaría de los tribunales que son suprimidos por esta ley, que no hubiesen ejercido el derecho establecido en el artículo precedente, ingresarán a cumplir funciones en los juzgados creados en la presente ley, de acuerdo a las reglas siguientes:


1) Para proveer las vacantes de los juzgados de letras del trabajo, la Corporación Administrativa del Poder Judicial, con la debida antelación, aplicará a todos los empleados de los juzgados que se suprimen un examen sobre materias relacionadas con las leyes N°s. 20.022, 20.023 y 20.087, debiendo informar de sus resultados a la Corte de Apelaciones respectiva.


2) Recibido el resultado del examen, la respectiva Corte de Apelaciones, en un acto único, confeccionará una nómina con todos los empleados de planta y otra nómina con los empleados a contrata de los tribunales que son suprimidos por la presente ley, ordenados según grado, de acuerdo a los factores siguientes: las calificaciones obtenidas en el año anterior, la antigüedad en el servicio y la nota obtenida en el examen. La Corte Suprema determinará mediante auto acordado la ponderación de cada uno de los factores señalados, para cuyo efecto serán oídos los representantes de la Asociación Nacional de Empleados del Poder Judicial, de la Corporación Administrativa del Poder Judicial y del Ministerio de Justicia.


3) Elaboradas las nóminas, se iniciará el proceso de traspaso de aquellos empleados que se desempeñan en los tribunales que son suprimidos por esta ley, que no hubiesen ejercido el derecho establecido en el artículo precedente, así como el nombramiento de los empleados en los cargos de los juzgados que se crean en la misma, que quedaren vacantes una vez verificado el proceso de traspaso, procediendo del modo siguiente:


a) El Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva llenará las vacantes de los cargos de los juzgados que se crean en esta ley dentro de su jurisdicción, con aquellos empleados de planta, de los tribunales que son suprimidos por la presente ley, según sus grados. Para tal efecto, respetando el estricto orden de prelación que resulte de la aplicación de lo previsto en el numeral 2) de este artículo, se les otorgará la opción de ser traspasados a un cargo del mismo grado existente en un juzgado de letras del trabajo del territorio de la Corte de Apelaciones respectiva.


Aquellos funcionarios de planta que no hubiesen sido designados en los tribunales creados por esta ley, deberán ser destinados por la Corte de Apelaciones respectiva, en un cargo del mismo grado que se encuentre vacante en los demás tribunales del sistema judicial, en la misma jurisdicción, sin que tal destinación signifique, en ninguna circunstancia, pérdida de alguno de sus derechos funcionarios.


Si no existiere vacante dentro del territorio jurisdiccional de la Corte de Apelaciones respectiva, el Presidente de la misma comunicará tal circunstancia al Presidente de la Corte Suprema, a fin de que destine al funcionario a un cargo vacante, sin que se produzcan afectaciones de sus derechos funcionarios.


b) Una vez efectuado el traspaso referido en el literal anterior, se otorgará a los empleados a contrata de los tribunales de la jurisdicción de cada Corte de Apelaciones que son suprimidos por la presente ley, respetando el orden de prelación de la nómina referida, la opción de ser traspasados a un juzgado de letras del trabajo, existente en el territorio jurisdiccional del tribunal donde ejercen sus funciones, manteniéndoles su calidad funcionaria, o bien de desempeñarse en un cargo de planta vacante, de igual grado, existente en un juzgado con competencia en materia laboral, con asiento en un territorio jurisdiccional distinto al del tribunal en que cumplieren sus funciones, caso en el cual se les designará en calidad de titulares, en los cargos vacantes, según los grados asignados a esos cargos. Si no ejercen la opción antedicha, serán traspasados por la Corte de Apelaciones respectiva a un tribunal de la misma jurisdicción, a un cargo vacante, manteniéndoles su calidad funcionaria, sin necesidad de nuevo nombramiento.


Si no existiere vacante dentro del territorio jurisdiccional de la Corte de Apelaciones respectiva, el Presidente de la misma comunicará tal circunstancia al Presidente de la Corte Suprema, a fin de que destine al funcionario al cargo vacante que se encuentre más próximo a su jurisdicción de origen, en calidad de titular, sin que se produzcan afectaciones de sus derechos funcionarios.


c) En ningún caso el proceso de traspaso podrá significar disminución de remuneraciones, pérdida de antigüedad en el Poder Judicial y en la categoría del escalafón, cambios en los sistemas previsionales y de atención de salud, ni menoscabo o pérdida de algunos de los derechos funcionarios que el empleado poseyere al momento de efectuarse su nueva asignación de funciones.


4) Los cargos que quedaren vacantes, una vez aplicadas las reglas anteriores, serán provistos con funcionarios que actualmente se desempeñen en el Escalafón de Empleados del Poder Judicial, de conformidad a las instrucciones que imparta al efecto la Corte Suprema, mediante auto acordado. Una vez provistas las vacantes, los cargos creados en esta ley sólo podrán ser llenados mediante las reglas de concurso público que el Código Orgánico de Tribunales contempla y según las disponibilidades presupuestarias existentes.


Para los efectos señalados en el párrafo precedente, los empleados de secretaría cuyos tribunales son suprimidos por la presente ley gozarán de un derecho preferente para ser incluidos en terna en los cargos a que postulen, frente a los demás postulantes, sin perjuicio de las preferencias establecidas en el artículo 294 del Código Orgánico de Tribunales. En todo caso, tal preferencia se mantendrá sólo hasta el primer nombramiento originado como consecuencia de la aplicación de esta prerrogativa.


Asimismo, aquellos oficiales primero que hubiesen ejercido el cargo por un período superior a cinco años, podrán postular al cargo de jefe de unidad, en juzgados de comuna o agrupación de comunas o juzgados de capital de provincia, aún sin poseer un titulo profesional.

Artículo sexto.- Los empleados de secretaría de juzgados de competencia común cuyos cargos son suprimidos por esta ley, que no hubiesen ejercido el derecho establecido en el artículo cuarto transitorio, ingresarán a cumplir funciones en los juzgados de letras a los cuales pertenecían, de acuerdo a las reglas siguientes:


1) La Corte de Apelaciones respectiva, en un acto único, confeccionará una nómina con todos los empleados de planta y otra nómina con los empleados a contrata de cada tribunal de competencia común, cuyos cargos de secretaría son suprimidos por la presente ley, ordenados según grado, de acuerdo a los factores siguientes: las calificaciones obtenidas en el año anterior y la antigüedad en el servicio. La Corte Suprema determinará mediante auto acordado la ponderación de cada uno de los factores señalados, para cuyo efecto serán oídos los representantes de la Asociación Nacional de Empleados del Poder Judicial, de la Corporación Administrativa del Poder Judicial y del Ministerio de Justicia.


2) Elaboradas las nóminas, se iniciará el proceso de traspaso de aquellos empleados que se desempeñan en los cargos que son suprimidos por esta ley, que no hubiesen ejercido el derecho establecido en el artículo segundo transitorio, así como el nombramiento de los empleados en los cargos que se crean en la misma, que quedaren vacantes una vez verificado el proceso de traspaso, procediendo del modo siguiente:


a) El Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva llenará las vacantes de los cargos en los juzgados de competencia común que se crean en esta ley, dentro de su jurisdicción, con aquellos empleados cuyos cargos son suprimidos por la presente ley, comenzando por los de planta, según sus grados. Para tal efecto, respetando el estricto orden de prelación que resulte de la aplicación de lo previsto en el número 1) de este artículo, se les otorgará la posibilidad de optar a un cargo del mismo grado existente en el juzgado de letras de competencia común en el cual servían.


b) Aquellos funcionarios que no hubiesen sido designados en los cargos creados por esta ley en los juzgados de letras de competencia común, deberán ser destinados por la Corte de Apelaciones respectiva, en un cargo del mismo grado que se encuentre vacante en los demás tribunales del sistema judicial, en la misma jurisdicción, sin que tal destinación signifique, en ninguna circunstancia, pérdida de alguno de sus derechos funcionarios.


Si no existiere vacante dentro del territorio jurisdiccional de la Corte de Apelaciones respectiva, el Presidente de la misma comunicará tal circunstancia al Presidente de la Corte Suprema, a fin de que destine al funcionario a un cargo vacante, sin que se produzcan afectaciones de sus derechos funcionarios.


c) En ningún caso el proceso de traspaso podrá significar disminución de remuneraciones, pérdida de antigüedad en el Poder Judicial y en la categoría del escalafón, cambios en los sistemas previsionales y de atención de salud, ni menoscabo o pérdida de algunos de los derechos funcionarios que el empleado poseyere al momento de efectuarse su nueva asignación de funciones.


Artículo séptimo.- Tratándose de los postulantes en los concursos para los cargos vacantes de los Escalafones Secundario y de Empleados del Poder Judicial, la Corporación Administrativa del Poder Judicial procederá a efectuar las pruebas de selección de personal que, según las políticas definidas por su Consejo, corresponda aplicar.


Artículo octavo.- El traspaso de las causas pendientes radicadas en los tribunales a que se refiere el artículo 2°, se efectuará de acuerdo a las siguientes normas:


a) Las causas civiles, laborales y del crimen, pendientes del Segundo Juzgado de Letras con competencia común de San Felipe, serán traspasadas al Primer Juzgado de Letras con competencia común de San Felipe, el que continuará la tramitación de las causas laborales y del crimen, de acuerdo a los procedimientos vigentes al momento de su iniciación.


b) Las causas civiles, laborales y del crimen, pendientes del Tercer Juzgado de Letras con competencia común de Los Ángeles, serán traspasadas al Segundo Juzgado de Letras con competencia común de Los Ángeles, el que continuará la tramitación de las causas laborales y del crimen, de acuerdo a los procedimientos vigentes al momento de su iniciación.


c) Las causas laborales y del crimen, pendientes del Tercer Juzgado de Letras con competencia común de Osorno, serán traspasadas al Segundo Juzgado de Letras con competencia común de Osorno, el que continuará su tramitación de acuerdo a los procedimientos vigentes al momento de su iniciación.


d) Las causas civiles pendientes del Tercer Juzgado de Letras con competencia común de Osorno, serán traspasadas al Primer Juzgado de Letras con competencia común de Osorno.


e) Las causas civiles, laborales y del crimen pendientes del Segundo Juzgado de Letras con competencia común de Coyhaique, serán traspasadas al Primer Juzgado de Letras con competencia común de Coyhaique, el que continuará la tramitación de las causas laborales y del crimen, de acuerdo a los procedimientos vigentes al momento de su iniciación.


f) La Corporación Administrativa del Poder Judicial determinará la modalidad de efectuar los traspasos señalados en los numerales anteriores, a fin de causar el menor trastorno en la tramitación de las causas involucradas, pudiendo llevar a cabo estos traspasos en forma gradual, con anterioridad al momento en que se supriman los juzgados señalados.


Para todos los efectos constitucionales y legales, se entenderá que los juzgados a los que sean asignadas las causas de los juzgados suprimidos, son los continuadores legales de éstos.


Artículo noveno.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley se financiará con cargo a reasignaciones de la partida presupuestaria Ministerio de Justicia.”.

_____________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que perfecciona el sistema previsional, con segundo informe de las Comisiones de 

Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas.


El señor Presidente anuncia que corresponde continuar con la discusión en particular del proyecto de la referencia, que se inició en la sesión 80ª, especial, del día de hoy en la mañana.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que perfecciona el sistema previsional, correspondiente al Boletín Nº 4.742-13, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “simple”.


Agrega que la relación de este proyecto y demás antecedentes constan del acta de la sesión precedentemente citada.

El señor Secretario General señala que corresponde ocuparse de la modificación recaída en el número 49 del artículo 79, que fue aprobada por mayoría de nueve votos contra uno en las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas.


En discusión la modificación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor García.


Cerrado el debate y sometida a votación la modificación, es aprobada por 24 votos a favor, de un total de 38 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -


En seguida, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Novoa, Sabag, Letelier y García y al señor Ministro del Trabajo y Previsión Social.


Durante sus intervenciones, los Honorables Senadores señores Novoa, Sabag y García se refieren a la discusión habida en las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social sobre el rol que debe cumplir el Instituto de Seguridad Laboral en cuanto a la administración de la Ley sobre Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales y señalan que sería oportuno conocer la opinión del Ejecutivo acerca de esta materia, que está regulada en el artículo 61 del proyecto.


Por su parte, el Honorable Senador señor Letelier al intervenir solicita que se reabra el debate respecto del artículo 31 del proyecto.


A su turno, el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social señala que el Ejecutivo reitera lo expresado durante la discusión en particular en las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas, en el sentido de que el Instituto de Seguridad Laboral va a cumplir aquellas atribuciones que la ley le otorga, es decir, seguirá atendiendo a los trabajadores vinculados con la Ley de Accidentes del Trabajo, que son, en general, los independientes o aquellos trabajadores dependientes que tienen una relación laboral más precaria, como los temporeros y otro tipo de personas, que es lo que realiza en la actualidad dicho organismo. 


En seguida, el señor Presidente informa a la Sala que se encuentra pendiente la solicitud del Honorable Senador señor Letelier para reabrir el debate respecto del artículo 31 del proyecto.


Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Longueira, Letelier y Ávila y al señor Ministro del Trabajo y Previsión Social.


Al hacer uso de la palabra, el Honorable Senador señor Letelier señala que su solicitud tiene por objeto, fundamentalmente, dejar constancia de su opinión en el sentido que el artículo 31 de la iniciativa debería contemplar en su cobertura tanto a las personas que padecen una discapacidad mental grave como quienes tienen una discapacidad física grave.


Por su parte, el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social señala que el Ejecutivo, al ser requerido respecto de este asunto durante la discusión de esta disposición en las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas, manifestó su voluntad explícita de enfrentar esta situación, pero también se indicó que no era en este proyecto de ley en donde debía regularse este tema.

El Honorable Senador señor Longueira, al intervenir, deja constancia que en la discusión de esta iniciativa, “nos hubiese gustado incorporar muchas materias que creemos hubieran perfeccionado el texto”, pero que se ha decidido no insistir en su discusión en la Sala y, en cuanto a lo que regula el artículo 31, estima que la participación del Estado pareciera más relevante respecto de aquellos casos de enfermedad física que mental.

- - -


A continuación, el señor Secretario General  señala que corresponde ocuparse del artículo 81, disposición que no fue objeto de modificaciones, pero su inciso primero fue sometido a votación separada siendo aprobado por mayoría de seis votos contra cuatro en las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas y respecto del cual el Honorable Senador señor Longueira solicitó discusión y votación separada.


En relación con este punto, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Longueira, quien sugiere que se recabe el acuerdo de la Sala para efectuar, de manera conjunta, la discusión de los artículos 81, 81 bis y 81 ter y, posteriormente, proceder a la votación de esas disposiciones.


Consultado el parecer de la Sala, así se acuerda.


En discusión la modificación al artículo 81 y de los nuevos artículos 81 bis y 81 ter, el señor Presidente concede el uso de la palabra a  los Honorables Senadores señora Matthei, señores Gazmuri, Ominami, Letelier, García, Muñoz Aburto, Bianchi, Ruiz-Esquide, Novoa, Ávila, Larraín, Gómez, Longueira, Zaldívar, Navarro y Girardi.


En seguida, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Longueira, quien consulta a la Mesa su decisión en cuanto a si el artículo 81 requiere para su aprobación de la mayoría absoluta de los señores Senadores en ejercicio, es decir, si es una norma que tiene el carácter de quórum calificado.


Sobre el particular, el señor Presidente somete a votación la definición de si el artículo 81 del proyecto es de quórum calificado, es decir, si requiere para su aprobación de la mayoría absoluta de los señores Senadores en ejercicio.


En votación, se produce el siguiente resultado:



Votan por aprobar que el artículo 81 es de quórum calificado, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero.



Votan por rechazar que el artículo 81 es de quórum calificado, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Ávila, Escalona, Frei, Gazmuri, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Flores y Zaldívar.


Luego, el señor Secretario General señala que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 178 del Reglamento del Senado, las abstenciones influyen en el resultado y, por lo tanto, corresponde repetir la votación.


Repetida la votación respecto de si el artículo 81 es de quórum calificado, se resuelve que tiene ese carácter por 20 votos contra 18.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, Flores, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero y Zaldívar.



Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Ávila, Escalona, Frei, Gazmuri, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.


En seguida, el señor Presidente somete a votación el artículo 81 del proyecto, el que resulta rechazado por 20 votos contra 18.



Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, Flores, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero y Zaldívar.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Ávila, Escalona, Frei, Gazmuri, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.

- - -


A continuación, el señor Secretario General  señala que corresponde ocuparse del nuevo artículo 81 bis, que fue aprobado por mayoría de seis votos contra cuatro en las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas.


Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señor Longueira y señora Matthei.


Sometido a votación el artículo 81 bis, nuevo, es aprobado por 30 votos contra 5 y 2 abstenciones.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide y Sabag.


Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señores Ávila, Gazmuri, Naranjo, Navarro y Zaldívar.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Bianchi y Núñez.

- - -


Finalmente, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse del nuevo artículo 81 ter, que fue aprobado por mayoría de seis votos contra cuatro en las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas


Sometido a votación el artículo 81 ter, nuevo, es rechazado por 21 votos contra 17.


Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, Flores, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero y Zaldívar.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Escalona, Frei, Gazmuri, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“TITULO I

SOBRE EL SISTEMA DE PENSIONES SOLIDARIAS

Párrafo primero

Definiciones


Artículo 1°.- Créase un sistema de pensiones solidarias de vejez e invalidez, en adelante, “sistema solidario”, complementario del sistema de pensiones a que se refiere el decreto ley N° 3.500, de 1980, en la forma y condiciones que el presente Título establece, el que será financiado con recursos del Estado. Este sistema solidario otorgará beneficios de pensiones básicas solidarias de vejez e invalidez y aportes previsionales solidarios de vejez e invalidez.


Artículo 2°.- Para los efectos de la presente ley, los conceptos que se indican a continuación tendrán los significados siguientes:


a) Pensión básica solidaria de vejez, es aquella a la que podrán acceder las personas que cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 3° de esta ley.


b) Pensión básica solidaria de invalidez, es aquella a la que podrán acceder las personas que cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 16 de esta ley.


c) Pensión base, aquella que resulte de sumar la pensión autofinanciada de referencia del solicitante más las pensiones de sobrevivencia que se encuentre percibiendo de acuerdo al decreto ley N° 3.500, de 1980. Todos los montos serán expresados en moneda de curso legal.


d) Pensión máxima con aporte solidario, es aquel valor sobre el cual la pensión base no tiene aporte previsional solidario de vejez.


e) Factor de ajuste, corresponderá al valor que se obtenga de dividir el monto de la pensión básica solidaria de vejez por el valor de la pensión máxima con aporte solidario.


f) Complemento solidario para determinar el aporte previsional solidario de vejez, es la cantidad que resulte de restar de la pensión básica solidaria de vejez, el producto obtenido de multiplicar el factor de ajuste por la pensión base.


g) Pensión autofinanciada de referencia para determinar la pensión base, es aquella que se calculará como una renta vitalicia inmediata del decreto ley N° 3.500, de 1980, sin condiciones especiales de cobertura, considerando la edad, el grupo familiar y el total del saldo acumulado en la cuenta de capitalización individual, que el beneficiario tenga a la fecha de pensionarse por vejez  o invalidez de acuerdo al referido decreto ley, incluida, cuando corresponda, la o las bonificaciones establecidas en el artículo 64 más el interés real  que haya devengado a dicha fecha. Para este cálculo se utilizará la tasa de interés promedio implícita en las rentas vitalicias de vejez, otorgadas de conformidad al decreto ley N° 3.500, de 1980, en los últimos seis meses inmediatamente anteriores a aquel en que el beneficiario se haya pensionado por vejez.


En el saldo señalado en el inciso anterior, no se incluirán las cotizaciones voluntarias, los depósitos de ahorro previsional voluntario, el ahorro previsional voluntario colectivo ni los depósitos convenidos a que se refiere el decreto ley N° 3.500, de 1980.


El monto de la pensión autofinanciada de referencia se expresará en unidades de fomento al valor que tenga a la fecha en que el beneficiario se pensione por vejez. 


Con todo, el recálculo del complemento solidario y  de la pensión final, se realizará en la misma oportunidad en que se reajuste la pensión básica solidaria de vejez o la pensión máxima con aporte solidario. De igual modo, se recalculará el complemento solidario y la pensión base cuando el beneficiario comience a percibir una nueva pensión de sobrevivencia de conformidad al decreto ley N° 3.500, de 1980, y cuando procediere otorgar una pensión de sobrevivencia a un beneficiario de aquellos establecidos en el artículo 5° del citado cuerpo legal, que hubiese adquirido dicha calidad en forma posterior a la fecha del cálculo original.


h) Pensión final, corresponde a la suma de la pensión base y el complemento solidario, a que se refiere el artículo 10 de la presente ley.


i) Aporte previsional solidario de vejez, es el beneficio a que se refiere el Párrafo tercero del presente Título.


j) Aporte previsional solidario de invalidez, es el beneficio a que se refiere el Párrafo quinto del presente Título.

Párrafo segundo

Pensión Básica Solidaria de Vejez


Artículo 3°.- Serán beneficiarias de la pensión básica solidaria de vejez, las personas que no tengan derecho a pensión en algún régimen previsional y que reúnan los requisitos siguientes:


a) Haber cumplido sesenta y cinco años de edad.


b) Integrar un grupo familiar perteneciente al 60% más pobre de la población de Chile conforme a lo establecido en el artículo 28 de esta ley.


c) Acreditar residencia en el territorio de la República de Chile por un lapso no inferior a veinte años continuos o discontinuos, contados desde que el peticionario haya cumplido veinte años de edad;  y, en todo caso, por un lapso no inferior a cuatro años de residencia en los últimos cinco años inmediatamente anteriores a la fecha de presentación de la solicitud para acogerse a los beneficios de este Título.


Artículo 4°.- Para los efectos de la letra b) del artículo anterior, se entenderá que componen un grupo familiar el eventual beneficiario y las personas que tengan respecto de aquél las siguientes calidades:


a) Su cónyuge;


b) Sus hijos menores de dieciocho años de edad, y


c) Sus hijos mayores de dicha edad, pero menores de veinticuatro años, que sean estudiantes de cursos regulares de enseñanza básica, media, técnica o superior.


Con todo, el eventual beneficiario podrá solicitar que sean considerados en su grupo familiar las personas que tengan respecto de  aquél las siguientes calidades, siempre que compartan con este el presupuesto familiar:


a) La madre o el padre de sus hijos, no comprendidos en la letra a) del inciso precedente, y 


b) Sus hijos inválidos, mayores de dieciocho años y menores de sesenta y cinco, y sus padres mayores de sesenta y cinco años, en ambos casos cuando no puedan acceder a los beneficios del sistema solidario por no cumplir con el correspondiente requisito de residencia.

En todo caso, el eventual beneficiario podrá solicitar que no sean considerados en su grupo familiar las personas señaladas en el inciso primero, cuando no compartan con éste el presupuesto familiar.


Para efectos de acceder a los beneficios del sistema solidario, se considerará el grupo familiar que el peticionario tenga a la época de presentación de la respectiva solicitud. 


Artículo 5°.- Se considerará como lapso de residencia en el país el tiempo en que los chilenos deban permanecer en el extranjero por motivo del cumplimiento de misiones diplomáticas,  representaciones consulares y demás funciones oficiales de Chile.


Asimismo, para las personas comprendidas en la definición de exiliados, contenida en la letra a) del artículo 2° de la ley N° 18.994, que hubiesen sido registradas como tales por la Oficina Nacional de Retorno, se considerará como lapso de residencia en el país el tiempo en que permanecieron por esa causa en el extranjero. Para tal efecto, el Ministerio de Justicia exten-derá la certificación correspondiente respecto de quienes cumplan con dicha calidad, en la forma que determine el Reglamento.


Las excepciones establecidas en los incisos precedentes serán aplicables, cuando corresponda, a las solicitudes para acceder a los beneficios de este Título y a la bonificación por hijo para las mujeres establecida en el Título III de esta ley.


No obstante lo dispuesto en la letra c) del artículo 3° de esta ley, para el acceso a pensión básica solidaria de vejez, el lapso no inferior a veinte años continuos o discontinuos de residencia, establecido en dicha norma, se computará desde la fecha de nacimiento del peticionario, en el caso de chilenos que carezcan de recursos conforme a los mismos términos establecidos en el artículo 27 bis de la presente ley.


Artículo 6°.- Para acceder a la pensión básica solidaria de vejez, las personas deberán presentar la correspondiente solicitud en el Instituto de Previsión Social, a partir del cumplimiento de la edad señalada en la letra a) del artículo 3° de esta ley.


Artículo 7°.- El monto de la pensión básica solidaria de vejez será, a contar del 1 de julio de 2009, de $75.000. Se devengará a contar de la fecha de la presentación de la solicitud señalada en el artículo anterior y será incompatible con cualquier otra pensión de algún régimen previsional.


Artículo 8°.- La pensión básica solidaria de vejez se reajustará automáticamente en el cien por ciento de la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes anterior al último reajuste concedido y el mes en que dicha variación alcance o supere el diez por ciento.


Con todo, si transcurren doce meses desde el último reajuste sin que la variación del referido índice alcance el diez por ciento, ella se reajustará en el porcentaje de variación que aquel hubiere experimentado en dicho período, en cuyo caso este último reajuste sustituirá al anteriormente indicado. El nuevo reajuste que corresponde aplicar, regirá a contar del primer día del mes siguiente a aquel en que se alcance la citada variación o se cumpla el periodo señalado, según el caso.

Párrafo tercero

Aporte Previsional Solidario de Vejez


Artículo 9°.- Serán beneficiarias del aporte previsional solidario de vejez, las personas que sólo tengan derecho a una o más pensiones regidas por el decreto ley N° 3.500, de 1980, siempre que cumplan los requisitos establecidos en las letras a), b) y c) del artículo 3° de la presente ley y que el monto de su pensión base sea inferior al valor de la pensión máxima con aporte solidario.


Se entenderá cumplido el requisito de la letra c) del artículo 3° de la presente ley, respecto de las personas que registren veinte años o más de cotizaciones en uno o más de los sistemas de pensiones en Chile. 


Lo dispuesto en los incisos precedentes será aplicable a las personas que tengan derecho a una pensión de sobrevivencia conforme a lo dispuesto en la ley N°16.744.

Artículo 10.- Para los beneficiarios señalados en el artículo anterior, cuya pensión base sea de un valor inferior o igual a la pensión básica solidaria de vejez, el monto del aporte previsional solidario de vejez  ascenderá a la cantidad que resulte de restar de la pensión final, la pensión o suma de pensiones que perciba de conformidad al decreto ley N° 3.500, de 1980.


Cuando el saldo de la cuenta de capitalización individual del afiliado no alcanzare a financiar doce meses de pensión final, la pensión bajo la modalidad de retiro programado se ajustará al monto de la pensión final.


Artículo 11.- Para los beneficiarios señalados en el artículo 9°, cuya pensión base sea de un valor superior a la pensión básica solidaria de vejez pero inferior a la pensión máxima con aporte solidario, el monto del aporte previsional solidario de vejez  se determinará según se encuentre en alguna de las situaciones siguientes:


a) Si percibe una pensión bajo la modalidad de renta vitalicia de acuerdo al decreto ley N° 3.500, de 1980, el monto del referido aporte ascenderá al valor del complemento solidario.


b) Si percibe una pensión bajo la modalidad de retiro programado de acuerdo al decreto ley N° 3.500, de 1980, el valor del aporte previsional solidario de vejez ascenderá al monto del complemento solidario corregido por un factor actuarialmente justo, determinado de acuerdo a lo que establezca la Superintendencia de Pensiones en norma de carácter general. Dicha norma será dictada previa consulta a la Superintendencia de Valores y Seguros. El aporte previsional solidario de vejez no podrá ser inferior al monto necesario para que sumado a la pensión o pensiones que el beneficiario perciba de acuerdo al mencionado decreto ley, financie el valor de la pensión básica solidaria de vejez. La aplicación del factor actuarialmente justo deberá producir como resultado que el valor presente de los desembolsos fiscales estimados para la trayectoria del respectivo aporte previsional en la modalidad de retiro programado, sea equivalente al que se hubiese obtenido en la modalidad de renta vitalicia. Este factor deberá calcularse al momento de la determinación de la pensión autofinanciada de referencia, utilizando la tasa de interés promedio implícita en las rentas vitalicias de vejez, otorgadas en conformidad al decreto ley Nº 3.500, de 1980, en los últimos seis meses inmediatamente anteriores a aquel en que el beneficiario se haya pensionado por vejez.


Cuando el saldo de la cuenta de capitalización individual del afiliado no alcanzare a financiar doce meses de pensión básica solidaria de vejez, la pensión bajo la modalidad de retiro programado se ajustará al monto de dicha pensión solidaria.


Artículo 12. Las personas señaladas en el artículo 9° para acceder al aporte previsional solidario de vejez, deberán presentar la correspondiente solicitud a partir del cumplimiento de la edad establecida en la letra a) del artículo 3° de esta ley.


El aporte previsional solidario de vejez, se devengará a contar de la fecha de presentación de la solicitud señalada en el inciso anterior, siempre que el peticionario se encuentre pensionado por vejez o reciba una pensión de sobrevivencia, regidas por el decreto ley N° 3.500, de 1980, o a contar de la obtención de dichas pensiones, si las hubiere obtenido con posterioridad a la presentación de la referida solicitud, y en ambos casos se pagará mensualmente.


Artículo 13.- El valor de la pensión máxima con aporte solidario será, a contar del 1 de julio de 2012, de doscientos cincuenta y cinco mil pesos y se reajustará en la forma dispuesta en el artículo 8° de esta ley.


Artículo 14.- No obstante lo establecido en la letra g) del artículo 2° de la presente ley, respecto de las personas que se pensionen en virtud de lo dispuesto en el artículo 68 del decreto ley N° 3.500, de 1980, la pensión autofinanciada de referencia para determinar la pensión base, será calculada como una renta vitalicia inmediata sin condiciones especiales de cobertura, considerando la edad y el grupo familiar, ambas a la fecha de cumplimiento de 60 años para las mujeres y 65 para los hombres, y el total del saldo acumulado en la cuenta de capitalización individual que el beneficiario tenga a la fecha de pensionarse conforme al mencionado artículo 68, incluida, cuando corresponda, la o las bonificaciones establecidas en el artículo 64 de la presente ley más el interés real  que haya devengado a la fecha en que cumpla sesenta años de edad. Para este cálculo se utilizará la tasa de interés promedio implícita en las rentas vitalicias de vejez, otorgadas de conformidad a dicho decreto ley, en los últimos seis meses inmediatamente anteriores a aquel en que el beneficiario se haya pensionado por vejez.


El saldo señalado en el inciso anterior, se expresará en cuotas al valor que tenga a la fecha de obtención de la pensión y se le sumarán, si correspondiere, el monto de las cotizaciones previsionales que hubiere realizado con posterioridad a dicha fecha, expresadas también en cuotas. En dicho saldo, no se incluirán las cotizaciones voluntarias, los depósitos de ahorro previsional voluntario, los depósitos de ahorro previsional voluntario colectivo ni los depósitos convenidos del decreto ley N° 3.500, de 1980. Cuando el solicitante cumpla  60 años en el caso de las mujeres o 65 años en el de los hombres, la pensión autofinanciada de referencia se expresará en unidades de fomento al valor que tenga a la fecha de cumplimiento de dicha edad.


Artículo 15.- Las personas que se pensionen en virtud del artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980, que perciban una pensión o suma de pensiones otorgadas conforme a dicho decreto ley, de un monto inferior a la pensión básica solidaria de vejez, tendrán derecho a un complemento que permita alcanzar el valor de dicha pensión básica. Dicho complemento lo percibirán a la edad que resulte de restar a 65 el número de años de rebaja de edad legal para pensionarse conforme al citado artículo 68 bis y siempre que cumplan los requisitos señalados en las letras b) y c) del artículo 3° de la presente ley. Las personas beneficiarias del referido complemento lo percibirán hasta la misma fecha establecida en el inciso primero del artículo 23 y les serán aplicables los artículos 26 y 27, todos de esta ley.


Los pensionados en virtud del artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980, cuando cumplan los requisitos establecidos en el artículo 9° de esta ley, tendrán derecho al aporte previsional solidario de vejez.


Para los efectos del inciso anterior, la pensión autofinanciada de referencia para determinar el complemento solidario o la pensión final, se calculará como una renta vitalicia inmediata del decreto ley N° 3.500, de 1980, sin condiciones especiales de cobertura, considerando la edad, el grupo familiar y el total del saldo acumulado en la cuenta de capitalización individual, que el beneficiario tenga a la fecha de pensionarse por vejez de acuerdo al referido decreto ley, incluida, cuando corresponda, la o las bonificaciones establecidas en el artículo 64 de esta ley más el interés real  que haya devengado a la misma fecha del saldo. Para este cálculo se utilizará la tasa de interés promedio implícita en las rentas vitalicias de vejez, otorgadas de conformidad al decreto ley N° 3.500, de 1980, en los últimos seis meses inmediatamente anteriores a aquel en que el beneficiario se haya pensionado por vejez.


En el saldo señalado en el inciso anterior, no se incluirán las cotizaciones voluntarias, los depósitos de ahorro previsional voluntario, los depósitos de ahorro previsional voluntario colectivo ni los depósitos convenidos a que se refiere el decreto ley N° 3.500, de 1980.


El monto de la pensión autofinanciada de referencia se expresará en unidades de fomento al valor que tenga a la fecha en que el beneficiario se pensione por vejez. Con todo, el recálculo del complemento solidario y de la pensión final, se realizará en la misma oportunidad en que se reajuste la pensión básica solidaria de vejez o la pensión máxima con aporte solidario. 

Párrafo cuarto

Pensión Básica Solidaria de Invalidez


Artículo 16.- Serán beneficiarias de la pensión básica solidaria de invalidez, las personas que sean declaradas inválidas conforme a lo dispuesto en el artículo siguiente, siempre que no tengan derecho a pensión en algún régimen previsional y cumplan con los requisitos siguientes:


a) Tener entre dieciocho años de edad y menos de sesenta y cinco años.


b) Encontrarse en la situación señalada en la letra b) del artículo 3° de esta ley.


c) Acreditar residencia en el territorio de la República de Chile por un lapso no inferior a cinco años en los últimos seis años inmediatamente anteriores a la fecha de presentación de la solicitud para acceder a la pensión básica solidaria de invalidez.


En todo caso, los extranjeros no podrán acceder a la pensión establecida en el presente Párrafo, ni al aporte a que se refiere el Párrafo siguiente, cuando la causa del principal menoscabo que origine la invalidez provenga de un accidente acaecido fuera del territorio de la República de Chile. Lo anterior, siempre que el extranjero no tenga la calidad de residente en Chile, de conformidad a lo dispuesto en el decreto ley N° 1.094, de 1975, al verificarse dicho evento.


Artículo 17.- Se considerará inválida  la persona que se encuentre en la situación que define como tal el inciso primero del artículo 4° del decreto ley N° 3.500, de 1980. La declaración de invalidez corresponderá efectuarla a las Comisiones Médicas de Invalidez establecidas en el artículo 11 del mencionado decreto ley.


Artículo 18.- Para acceder a la pensión básica solidaria de invalidez, se deberá presentar la correspondiente solicitud en el Instituto de Previsión Social.


Artículo 19.- La pensión básica solidaria de invalidez total o parcial, será de igual valor al de la pensión básica solidaria de vejez, se devengará desde la fecha de presentación de la solicitud señalada en el artículo anterior y será incompatible con cualquier otra pensión de algún régimen previsional.

Párrafo quinto

Aporte Previsional Solidario de Invalidez


Artículo 20.- Serán beneficiarias del aporte previsional solidario de invalidez, las personas cuya invalidez se haya declarado conforme al artículo 17 de la presente ley, que se encuentren afiliadas al sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que no perciban pensiones de otros regímenes previsionales, y cumplan los requisitos siguientes:


a) Los establecidos en las letras a), b) y c) del artículo 16 de esta ley.


b) Tener derecho a pensión de invalidez de acuerdo a lo dispuesto en el decreto ley N° 3.500, de 1980, siempre que la suma del monto de dicha pensión más cualquier otra que perciba de dicho sistema, sea de un monto inferior a la pensión básica solidaria de invalidez.

Asimismo, serán beneficiarias del referido aporte previsional las personas inválidas que sólo tengan derecho a una pensión de sobrevivencia de acuerdo a lo dispuesto en el decreto ley N° 3.500, de 1980, y que cumplan los requisitos a que se refiere la letra a) del inciso precedente, siempre que el monto de dicha pensión sea inferior a la pensión básica solidaria de invalidez.

Artículo 21.- El aporte previsional solidario de invalidez señalado en el artículo anterior, ascenderá a la cantidad que se obtenga de descontar el monto de la pensión o suma de pensiones que perciba la persona inválida del decreto ley N° 3.500, de 1980, del valor de la pensión básica solidaria de invalidez.


La solicitud para acceder al aporte señalado en el inciso anterior, podrá presentarse a contar de la fecha de obtención de la pensión de invalidez otorgada conforme al decreto ley N° 3.500, de 1980, y se devengará a partir de la fecha de dicha solicitud.


Artículo 22.- El beneficiario de la pensión básica solidaria de invalidez o del aporte previsional solidario de invalidez, que inicie o reinicie actividades laborales una vez devengado el respectivo beneficio, mantendrá su derecho a dicha pensión básica o aporte previsional solidario de invalidez en la forma que se indica a continuación:


a) Al 100% de la pensión básica solidaria de invalidez o aporte previsional solidario de invalidez, para aquellos beneficiarios que perciben un ingreso laboral mensual igual o inferior a un ingreso mínimo mensual. 


b) Al resultado que se obtenga de multiplicar el monto de la pensión básica solidaria de invalidez o el aporte previsional solidario de invalidez, por la diferencia entre uno y el resultado de restar el ingreso laboral mensual que percibe el beneficiario menos un ingreso mínimo mensual dividido por el monto de dicho salario. Lo anterior, se aplicará a aquellos beneficiarios que perciban un ingreso laboral mensual superior a un ingreso mínimo mensual pero igual o inferior a dos veces el ingreso mínimo mensual.


c) Las personas inválidas que perciban un ingreso laboral mensual superior a dos veces el ingreso mínimo mensual, dejarán de percibir la pensión básica solidaria de invalidez o el aporte previsional solidario de invalidez.

Lo dispuesto en las letras b) y c) del inciso precedente, se aplicará con la siguiente gradualidad:

a) Los beneficios se seguirán percibiendo en un cien por ciento, durante los dos primeros años en que el beneficiario perciba ingresos laborales, contados desde que hubiese iniciado o reiniciado actividades laborales una vez devengado el respectivo beneficio.

b) Durante el tercer año en que el beneficiario perciba ingresos laborales, contado desde la misma fecha señalada en la letra anterior, sólo se aplicará el cincuenta por ciento de la reducción al beneficio a que aluden las letras b) y c) del inciso precedente, y sólo a contar del cuarto año se aplicará la totalidad de la reducción.

Con todo, si el beneficiario deja de percibir ingresos laborales mensuales, el monto de dicha pensión o de su aporte previsional solidario de invalidez ascenderá al señalado en el artículo 19 ó 21 de esta ley, según corresponda, de acuerdo a lo que se establezca en el reglamento. En todo caso, los plazos establecidos en el inciso segundo se computarán nuevamente si el beneficiario deja de percibir ingresos por un plazo de dos años continuos.

Las variaciones que experimente el ingreso laboral mensual que perciba el beneficiario harán variar el monto de la pensión básica solidaria de invalidez o de su aporte previsional solidario de invalidez de acuerdo a lo dispuesto en el presente artículo. 


Para los efectos de este artículo, se entenderá por ingresos laborales mensuales la suma de las remuneraciones y las rentas del trabajo que perciba el beneficiario de la pensión básica solidaria de invalidez o del aporte previsional solidario de invalidez.


Artículo 23.- El beneficiario de pensión básica solidaria de invalidez o del aporte previsional solidario de invalidez, en su caso, percibirá dicho beneficio hasta el último día del mes en que cumpla 65 años de edad. A contar de esa fecha podrá acceder a la pensión básica solidaria de vejez o al aporte previsional solidario de vejez, de acuerdo a las normas establecidas en los Párrafos segundo o tercero del presente Título.


Con todo, la pensión autofinanciada de referencia para el pensionado de invalidez en virtud del decreto ley N° 3.500, de 1980, se calculará de acuerdo a lo dispuesto en la letra g) del artículo 2° de esta ley. En este caso, el cálculo se hará a la fecha de obtención de la pensión de invalidez considerando la edad, grupo familiar y el saldo acumulado en la cuenta de capitalización individual a esa fecha e incluirá, cuando corresponda, la o las bonificaciones establecidas en el artículo 64 de la presente ley y los intereses que haya devengado a dicha fecha.

Párrafo sexto

De las normas comunes del Sistema Solidario de Vejez e Invalidez y otras disposiciones


Artículo 23 bis.- El Instituto de Previsión Social administrará el sistema solidario. En especial, le corresponderá conceder los beneficios que éste contempla, extinguirlos, suspenderlos o modificarlos, cuando proceda. El reglamento regulará la tramitación, solicitud, forma de operación y pago de los beneficios del sistema solidario y las normas necesarias para su aplicación y funcionamiento.

Con todo, los afiliados al sistema de pensiones del decreto ley N° 3.500, de 1980, podrán presentar sus solicitudes para acceder al sistema de pensiones solidarias ante la administradora de fondos de pensiones a la cual se encuentren afiliados, la que deberá remitirlas al Instituto de Previsión Social para que resuelva sobre la concesión y pago de los beneficios que otorga dicho régimen.

Artículo 24.- Corresponderá a la Superintendencia de Pensiones, la supervigilancia y fiscalización del sistema solidario que administra el Instituto de Previsión Social. Para tal efecto, la Superintendencia dictará las normas necesarias, las que serán obligatorias para todas las instituciones o entidades que intervienen en el mencionado sistema.


Artículo 25.- Las personas que gocen de la pensión básica solidaria de vejez o invalidez no causarán asignación familiar. No obstante, podrán ser beneficiarias de esta prestación en relación con sus descendientes que vivan a su cargo en los términos contemplados en el Sistema Único de Prestaciones Familiares.


Artículo 26.- Los beneficios que otorga el sistema solidario se extinguirán en los casos siguientes:

a) Por el fallecimiento del beneficiario. En este caso el beneficio se extinguirá al último día del mes del fallecimiento;

b) Por haber dejado el beneficiario de cumplir alguno de los requisitos de otorgamiento;

c) Por permanecer el beneficiario fuera del territorio de la República de Chile, por un lapso superior a noventa días durante el respectivo año calendario, y

d) Por haber entregado el beneficiario maliciosamente antecedentes incompletos, erróneos o falsos, con el objeto de acreditar o actualizar el cumplimiento de los requisitos para acceder a los beneficios del sistema solidario.

Para el caso a que se refiere la letra c) del inciso precedente, una vez verificada la extinción, el peticionario a quien le haya afectado, que solicite nuevamente alguno de los beneficios del sistema solidario, deberá acreditar, además del cumplimiento de los requisitos generales, residencia en el territorio de la República de Chile por un lapso no inferior a doscientos setenta días en el año inmediatamente anterior.

Artículo 26 bis.- Los beneficios que otorga el sistema solidario se suspenderán en los casos siguientes:

a) Si el beneficiario no cobrare alguno de los beneficios durante el periodo de seis meses continuos. Con todo, el beneficiario podrá solicitar que se deje sin efecto la medida, hasta el plazo de seis meses contado desde que se hubiese ordenado la suspensión; una vez transcurrido el plazo sin que se haya verificado dicha solicitud, operará la extinción del beneficio;

b) Cuando el beneficiario no proporcione los antecedentes para acreditar el cumplimiento de los requisitos que sean necesarios para la mantención del beneficio, que le requiera el Instituto de Previsión Social, dentro de los tres meses calendario siguientes al respectivo requerimiento, y

c) En el caso de los inválidos parciales, ante la negativa del beneficiario de someterse a las reevaluaciones indicadas por las Comisiones Médicas de Invalidez, referidas en el artículo 17 de esta ley, para lograr su recuperabilidad. Para tal efecto, se entenderá que el beneficiario se ha negado, transcurridos tres meses desde el requerimiento que le efectúe el Instituto de Previsión Social, sin haberse sometido a las reevaluaciones.

En los casos señalados en las letras b) y c) del inciso precedente, el requerimiento deberá efectuarse al beneficiario en la forma que determine el reglamento, y si el beneficiario no entregase los antecedentes o no se presentare, según corresponda, dentro del plazo de 6 meses contados desde dicho requerimiento, operará la extinción del beneficio.

Artículo 26 ter.- El Instituto de Previsión Social podrá en cualquier oportunidad revisar el otorgamiento de los beneficios del sistema solidario de vejez e invalidez, y deberá ponerles término cuando haya concurrido alguna causal de extinción del beneficio.

Para efectos de la revisión del otorgamiento de los beneficios a que se refiere el inciso precedente, el Instituto de Previsión Social considerará el estado de cumplimiento de los requisitos correspondientes por parte del beneficiario, incluida la composición de su grupo familiar, a la fecha de la respectiva revisión.

Artículo 27.- Todo aquel que con el objeto de percibir beneficios indebidos del sistema solidario, para sí o para terceros, proporcione, declare o entregue a sabiendas datos o antecedentes falsos, incompletos o erróneos, será sancionado con las penas que establece el artículo 467 del Código Penal. Además deberá restituir al Instituto de Previsión Social las sumas indebidamente percibidas, reajustadas en conformidad a la variación que experimente el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o el organismo que lo reemplace, entre el mes anterior a aquel en que se percibieron y el que antecede a la restitución. Las cantidades así reajustadas devengarán además el interés penal mensual establecido en el artículo 53 del Código Tributario.


Al Director Nacional del Instituto de Previsión Social, le corresponderá ejercer las facultades establecidas en el artículo 3° del decreto ley N° 3.536, de 1980. No obstante, la información señalada en el inciso tercero del mencionado artículo la remitirá a la Superintendencia de Pensiones.


Artículo 27 bis.- Los beneficiarios de pensión básica solidaria que sean carentes de recursos, no estarán afectos a la cotización que establece el artículo 85 del decreto ley N°3.500, de 1980, la que debe deducirse de los beneficios del sistema solidario. Para este efecto, se entenderá que carecen de recursos los beneficiarios de pensión básica que cumplan con el procedimiento que se establezca mediante reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, con la firma de los Ministros de Hacienda y de Planificación, y que hayan obtenido en el respectivo instrumento que evaluó su situación socioeconómica, un puntaje igual o inferior al que se establezca en dicho reglamento.

Asimismo, no estarán obligados a realizar dicha cotización los pensionados señalados en el inciso segundo del artículo segundo transitorio de la presente ley.

Artículo 28. Un reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito por el Ministro de Hacienda, establecerá la forma de acreditar los requisitos establecidos para el otorgamiento de los beneficios del sistema solidario; determinará la forma en la cual se acreditará la composición del grupo familiar conforme al artículo 4° de esta ley; señalará el o los instrumentos técnicos de focalización y procedimientos que utilizará el Instituto de Previsión Social para determinar lo establecido en la letra b) del artículo 3° de la presente ley, considerando, a lo menos, el ingreso per cápita del grupo familiar. El o los instrumentos de focalización que se apliquen deberán ser los mismos para toda la población. Además, fijará el umbral de focalización que determinará quienes integran un grupo familiar perteneciente al 60 % más pobre de la población en Chile; la forma y circunstancias en que se harán efectivas las causales de extinción y suspensión de los beneficios del sistema solidario; los sistemas de control y evaluación que utilizará el Instituto de Previsión Social para excluir a los beneficiarios que no cumplan los requisitos establecidos en este Título, y las demás normas necesarias para la aplicación del Sistema de Pensiones Solidarias.


Artículo 29.- A las personas pensionadas o imponentes de los regímenes de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional y de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, no les serán aplicables las disposiciones del sistema solidario, ni aun cuando además se encuentren afiliadas o afectas a otro régimen previsional.


Artículo 30.- Las personas que carezcan de recursos, conforme a los mismos términos establecidos en el artículo 27 bis de esta ley, y gocen de pensión básica solidaria de vejez  causarán asignación por muerte en los términos establecidos en el decreto con fuerza de ley  N° 90, de 1979, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.


Sin embargo, si quien hubiere hecho los gastos del funeral fuere persona distinta del cónyuge, hijos o padres del fallecido, sólo tendrá derecho a tal beneficio hasta la concurrencia del monto efectivo de su gasto, con el límite establecido en el inciso primero del artículo 6° del decreto con fuerza de ley citado en el inciso anterior, quedando el saldo hasta completar dicho límite a disposición del o la cónyuge sobreviviente, y a falta de éste, de los hijos o los padres del causante.


El Instituto de Previsión Social pagará el beneficio a que se refiere este artículo con cargo a los aportes fiscales que se contemplen anualmente en su presupuesto. 

Artículo 31.- Establécese un subsidio para las personas con discapacidad mental a que se refiere la ley N° 18.600 y que sean menores de 18 años de edad. El monto del subsidio corresponderá al valor de las pensiones asistenciales para menores de sesenta y cinco años vigente al 30 de junio de 2008. Este subsidio se otorgará conforme a lo establecido en los artículos 1°, 2°, 4°, 5°, 6°, 7°, 9°, 10 y 12, del decreto ley N° 869, de 1975, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, disposiciones que para este solo efecto se entenderán vigentes. Este subsidio se financiará con los recursos que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos.


El subsidio a que se refiere el presente artículo se reajustará a partir del 1° de enero de cada año, en el cien por ciento de la variación experimentada por el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o el organismo que lo reemplace, entre el mes de noviembre del año anteprecedente y el de octubre del año anterior a la fecha en que opere el reajuste respectivo.


Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social la tuición y fiscalización de la observancia de las disposiciones sobre el subsidio a que se refiere el presente artículo, la administración financiera del mismo y el control de su desarrollo presupuestario. Para estos efectos, se aplicarán las disposiciones orgánicas de la Superintendencia y aquellas establecidas en el decreto ley mencionado en el inciso anterior. 


Artículo 32.- Los titulares de pensiones otorgadas conforme a las leyes Nos. 18.056; 19.123; 19.234; 19.980 y 19.992, podrán acceder a los beneficios del sistema solidario siempre que cumplan los requisitos establecidos en el presente Título, en lo que corresponde.

Las personas que sólo perciban pensiones de las señaladas en el inciso anterior podrán acceder a un porcentaje de la pensión básica solidaria de vejez o invalidez si ésta última fuere de un monto superior al de la primera. El beneficio ascenderá al valor que resulte de restar de la referida pensión básica, la o las pensiones que perciba el pensionado de las leyes señaladas en el inciso anterior.


Las personas que perciban pensiones de las señaladas en el inciso primero podrán acceder al aporte previsional solidario de vejez, siempre que perciban pensión de vejez o sobrevivencia, del decreto ley N° 3.500, de 1980. En estos casos al monto del complemento solidario se le restará el valor de la o las pensiones señaladas en dicho inciso.


Las personas que perciban pensiones de las señaladas en el inciso primero y se encuentren percibiendo pensiones de algún régimen previsional administrado por el Instituto de Normalización Previsional, podrán acceder al aporte previsional solidario de vejez, el que ascenderá al monto que resulte de aplicar el artículo octavo transitorio de esta ley, deducidas las pensiones del inciso primero.


Los abonos de tiempo a que se refiere el artículo 4° de la ley N° 19.234, se considerarán como tiempo cotizado para los efectos del inciso segundo del artículo 9° de la presente ley.


Artículo 33.- Introdúcense en la ley N° 19.949, las modificaciones siguientes:


a) Reemplázase en el artículo 2° la oración: “a las pensiones asistenciales del decreto ley N° 869, de 1975,” por la frase “a la pensión básica solidaria de vejez o invalidez,”.


b) Suprímense en el inciso primero del artículo 7° las frases “y en el decreto ley N° 869, de 1975” y “y a la pensión asistencial”; reemplázanse en el mismo inciso las frases “contemplan dichos cuerpos legales” por “contempla dicho cuerpo legal” y ”dichos cuerpos legales”, la segunda vez que aparece en el texto, por “dicho cuerpo legal”; y reemplázase en el inciso segundo la frase “Estos beneficios serán asignados” por “Este beneficio será asignado”.


c) Elimínase en el artículo 9° la expresión “del Fondo Nacional de Pensiones Asistenciales".

Párrafo séptimo

Modificaciones al decreto ley N° 3.500, de 1980, en materia de beneficios garantizados por el Estado


Artículo 34.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.500, de 1980:


1. Suprímese el inciso tercero del artículo 1°.


2. Introdúcense las siguientes modificaciones en el  artículo 11: 


a) Reemplázase en la segunda oración, del inciso duodécimo la frase: “pensión mínima a que se refiere el artículo 73”, por la siguiente: “pensión básica solidaria de invalidez”.


b) Reemplázase en el inciso final la expresión: “pensión mínima”, por la siguiente: “pensión básica solidaria de invalidez”.


3. Suprímese en el inciso cuarto del artículo 20 la expresión “en la determinación del derecho a garantía estatal de pensión mínima a que se refiere el Título VII, ni”.


4. Suprímese  el inciso tercero del artículo 22.


5. Suprímense en los incisos primero y segundo del artículo 51 las oraciones siguientes: “y con la garantía estatal a que se refiere el Título VII, cuando corresponda”. 


6. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 62:


a) Reemplázase en el inciso segundo en la última oración la expresión “ciento cincuenta por ciento de la pensión mínima a que se refiere el inciso antes señalado”, por la siguiente: “cien por ciento de la pensión máxima con aporte solidario”.


b) Reemplázase en el inciso tercero la frase: “la pensión mínima de vejez garantizada por el Estado, a que se refiere el artículo 73”, por la siguiente: “la pensión básica solidaria de vejez”.


c) Reemplázase en la primera oración del inciso sexto la expresión “ciento cincuenta  por ciento de la pensión mínima de vejez señalada en el artículo 73”, por la siguiente: “cien por ciento de la pensión máxima con aporte solidario”.


7. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 62 bis:


a) Reemplázase en la última oración del inciso primero la frase “la pensión mínima de vejez garantizada por el Estado a que se refiere el artículo 73”, por la siguiente: “la pensión básica solidaria de vejez”.


b) Reemplázase en la primera oración del inciso segundo la expresión “ciento cincuenta por ciento de la pensión mínima de vejez señalada en el artículo 73”, por la siguiente: “cien por ciento de la pensión máxima con aporte solidario”.


c) Reemplázase en el inciso cuarto la expresión “valor de la pensión mínima que señala el artículo 73”, por la siguiente: “cien por ciento del valor de la pensión básica solidaria de vejez, en el caso en que el afiliado no cumpla los requisitos para acceder al sistema de pensiones solidarias”. 


8. Introdúcense las siguientes modificaciones en el  artículo 64:


a) Reemplázase en el inciso sexto la expresión “al monto de la pensión mínima que señala el artículo 73”, por la siguiente: “al cien por ciento del valor de la pensión básica solidaria de vejez, en el caso en que el afiliado no cumpla los requisitos para acceder al sistema de pensiones solidarias”.


b) Reemplázase en el inciso final la expresión “ciento cincuenta por ciento de la pensión mínima de vejez señalada en el artículo 73”, por la siguiente: “cien por ciento de la pensión máxima con aporte solidario”.


9. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 65:


a) Reemplázase en el inciso cuarto la frase: “al monto de la pensión mínima que señala el artículo 73”, por la siguiente: “al cien por ciento del valor de la pensión básica solidaria de vejez, en el caso en que el afiliado no cumpla los requisitos para acceder al sistema de pensiones solidarias”.


b) Reemplázase en la primera oración del inciso séptimo la frase: “ciento cincuenta  por ciento de una pensión mínima de vejez garantizada por el Estado”, por la siguiente: “cien por ciento de la pensión máxima con aporte solidario”.


10. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 65 bis:


a) Reemplázanse en la segunda oración del inciso primero  la frase “al monto de la pensión mínima que señala el artículo 73, el afiliado”, por la siguiente: “al cien por ciento del valor de la pensión básica solidaria de vejez y siempre que el afiliado no cumpla los requisitos para acceder al sistema de pensiones solidarias, éste”, y la expresión “la mínima”, por las palabras: “la pensión básica solidaria”.


b) Reemplázase en la tercera oración del inciso tercero la frase: “al monto de la pensión mínima que señala el artículo 73”, por la siguiente: “al cien por ciento del valor de la pensión básica solidaria de vejez, en el caso en que el afiliado no cumpla los requisitos para acceder al sistema de pensiones solidarias”. 


11. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 68:


a) Reemplázase en la letra b) del inciso primero la oración: “ciento cincuenta por ciento de la pensión mínima señalada en el artículo 73”, por la siguiente: “ochenta por ciento de la pensión máxima con aporte solidario”.


b) Elimínase el inciso cuarto.


12. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 82:


a) Sustitúyese en su inciso tercero la oración: “las pensiones mínimas a que se refiere el artículo 73”, por la siguiente “la pensión básica solidaria de vejez”. 


b) Sustitúyese en su inciso quinto la palabra: “mínima”, por “básica solidaria de vejez”. 

TÍTULO II

SOBRE INSTITUCIONALIDAD PÚBLICA PARA EL SISTEMA DE PREVISIÓN SOCIAL

Párrafo primero

De los Organismos Públicos del  Sistema de Previsión Social


Artículo 35. Los órganos públicos que tendrán la principal responsabilidad del sistema de previsión social serán los siguientes:


a) El Ministerio del Trabajo y Previsión Social;


b) La Subsecretaría de Previsión Social;


c) La Superintendencia de Pensiones; 


d) La Superintendencia de Seguridad Social;


e) El Instituto de Previsión Social, y


f) El Instituto de Seguridad Laboral.

Párrafo segundo

Del Ministerio del Trabajo y Previsión Social


Artículo 36. El Ministerio del Trabajo y Previsión Social será el órgano superior de colaboración del Presidente de la República en materias laborales y de previsión social.


De acuerdo con el inciso segundo del artículo 22 de la ley N° 18.575, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, le corresponderá proponer y evaluar las políticas y planes correspondientes, estudiar y proponer las normas aplicables a los sectores a su cargo, velar por el cumplimiento de las normas dictadas, asignar recursos y fiscalizar las actividades del respectivo sector.


El Ministerio contará con dos Subsecretarías: una del Trabajo y otra de Previsión Social.


Artículo 37. La Subsecretaría de Previsión Social será el órgano de colaboración inmediata del Ministro del ramo y coordinará la acción de los servicios públicos del área correspondiente.


El Subsecretario de Previsión Social será el jefe superior de la Subsecretaría.


Artículo 38. La Subsecretaría de Previsión Social tendrá especialmente las siguientes funciones y atribuciones:


1. Asesorar al Ministro del Trabajo y Previsión Social en la elaboración de políticas y planes correspondientes al ámbito de la previsión social, como asimismo, en el análisis estratégico, planificación y coordinación de los planes y acciones de los servicios públicos del sector.


2. Estudiar y proponer al Ministro del Trabajo y Previsión Social las normas y reformas legales aplicables al sector y velar por su cumplimiento.


3. Evaluar las políticas aplicables al sector conforme a las instrucciones del Ministro del ramo.


4. Efectuar y promover la elaboración de estudios e investigaciones, en el ámbito de la previsión social.


5. Asistir al Ministro en el ámbito de las relaciones internacionales en materia de previsión social y en la participación de Chile en organismos internacionales relativos al tema.


6. Definir y coordinar la implementación de estrategias para dar a conocer a la población el sistema de previsión social y facilitarles el ejercicio de sus derechos conforme a las políticas definidas en la materia.

7. Promover estrategias de incorporación de los trabajadores independientes al régimen de cotizaciones obligatorias establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980.


8. Administrar el Fondo para la Educación Previsional.


9. Asistir administrativamente a la Comisión de Usuarios del Sistema de Pensiones.


10. Las demás funciones y atribuciones que contemplen otras leyes. 

Párrafo tercero

Comisión de Usuarios del Sistema de Pensiones


Artículo 39.- Créase la Comisión de Usuarios del Sistema de Pensiones que estará integrada por un representante de los trabajadores, uno de los pensionados, uno de las instituciones públicas, uno de las entidades privadas del sistema de pensiones y un académico universitario, que la presidirá.

La Comisión tendrá como función informar a la Subsecretaría de Previsión Social y a otros organismos públicos del sector, sobre las evaluaciones que sus representados efectúen sobre el funcionamiento del sistema de pensiones y proponer las estrategias de educación y difusión de dicho sistema.

La Subsecretaría de Previsión Social otorgará la asistencia administrativa para el funcionamiento de esta Comisión.

La Comisión de Usuarios podrá pedir asistencia técnica a los órganos públicos pertinentes.

Un Reglamento, expedido a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito también por el Ministro de Hacienda, regulará las funciones e integración de la Comisión de Usuarios y la forma de designación de sus miembros, su régimen de prohibiciones e inhabilidades, causales de cesación en sus cargos y las demás normas necesarias para su adecuado funcionamiento. Los integrantes de la Comisión percibirán una dieta equivalente a un monto de seis unidades de fomento por cada sesión, con un límite máximo mensual de doce unidades de fomento.
Párrafo cuarto

Fondo para la Educación Previsional


Artículo 40. Créase el Fondo para la Educación Previsional, administrado por la Subsecretaría de Previsión Social, con el objeto de apoyar financieramente proyectos, programas, actividades y medidas de promoción, educación y difusión del sistema de pensiones. Los recursos del Fondo serán asignados por dicha Subsecretaría mediante concursos públicos, previa propuesta del Comité de Selección. 


El Comité de Selección estará integrado por el presidente de la Comisión de Usuarios del Sistema de Pensiones, por un representante de la Subsecretaría de Previsión Social, un representante de la Superintendencia de Pensiones y por un representante del Instituto de Previsión Social.


Un reglamento dictado a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, suscrito también por el Ministro de Hacienda, establecerá las normas de administración y operación del Fondo para la Educación Previsional, criterios de adjudicación de los recursos, reglas de funcionamiento del comité de selección y todas las que sean pertinentes.


A lo menos el sesenta por ciento de los fondos que se asignen anualmente deberá destinarse a proyectos, programas, actividades y medidas de promoción, educación y difusión para beneficiarios que no residan en la Región Metropolitana, siempre  que exista un número suficiente de estos proyectos, programas, actividades y medidas que cumplan con los requisitos técnicos que se establezcan al efecto.


Artículo 41.- El Fondo para la Educación Previsional estará constituido por:


a) El aporte que se contemple anualmente en la Ley de Presupuestos;


b) Las donaciones que se le hagan, y las herencias y legados que acepte, a través de la Subsecretaría de Previsión Social, con beneficio de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación;


c) Los aportes que se reciban por vía de cooperación internacional a cualquier título, y


d) Los demás recursos que perciba por otros conceptos.

Párrafo quinto

De la Superintendencia de Pensiones


Artículo 42.- Créase la Superintendencia de Pensiones, organismo público descentralizado, y por tanto con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se regirá por esta ley y su estatuto orgánico y se relacionará con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, a través de la Subsecretaría de Previsión Social.


La Superintendencia estará regida por el Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en la ley N° 19.882.


La Superintendencia estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República exclusivamente en lo que concierne al examen de las cuentas de entradas y gastos.


La Superintendencia de Pensiones será considerada para todos los efectos sucesora y continuadora legal de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones creada por el decreto ley N°3.500, de 1980, con todos sus derechos, obligaciones, funciones y atribuciones. Las referencias que las leyes, reglamentos y demás normas jurídicas hagan a la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones se entenderán efectuadas a la Superintendencia de Pensiones.


Artículo 43.- La Superintendencia de Pensiones tendrá especialmente las siguientes funciones y atribuciones:


1. Ejercer aquellas asignadas a la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones en el decreto ley N° 3.500, de 1980, en el decreto con fuerza de ley N° 101, del mismo año, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y en otras normas legales y reglamentarias vigentes.


2. Ejercer la supervigilancia y fiscalización del Sistema de Pensiones Solidarias que administra el Instituto de Previsión Social. Para tal efecto, la Superintendencia dictará las normas necesarias las que serán obligatorias para todas las instituciones o entidades que intervienen en el mencionado Sistema.


3. Fiscalizar al Instituto de Previsión Social respecto de los regímenes de prestaciones de las cajas de previsión y del Servicio de Seguro Social, que éste administre, con excepción de aquellas referidas a la ley N° 16.744.


4. Velar por el cumplimiento de la legislación en lo relativo al proceso de calificación de invalidez, tanto para los afiliados al sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, a los imponentes de los regímenes previsionales administrados por el Instituto de Previsión Social, como a los beneficiarios del sistema de pensiones solidarias de invalidez.  


5. Coordinarse con las instituciones que sean competentes en materias de fiscalización de la declaración y pago de las cotizaciones previsionales del decreto ley N° 3.500, de 1980.


6. Dictar normas e impartir instrucciones de carácter general en los ámbitos de su competencia.


7. Interpretar administrativamente en materias de su competencia las leyes, reglamentos y demás normas que rigen a las personas o entidades fiscalizadas.


8. Velar para que las instituciones fiscalizadas cumplan con las leyes y reglamentos que las rigen y con las instrucciones que la Superintendencia emita, sin perjuicio, de las facultades que pudieran corresponder a otros organismos fiscalizadores y a la Contraloría General de la República.


9. Efectuar los estudios técnicos y actuariales necesarios para el ejercicio de sus atribuciones.


10. Aplicar sanciones a sus fiscalizados por las infracciones a las disposiciones legales o reglamentarias que los regulan, especialmente conforme a lo dispuesto en el Título III del decreto con fuerza de ley Nº 101, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

11. Constituir y administrar el Registro de Asesores Previsionales.


12. Asesorar al Ministerio del Trabajo y Previsión Social en la celebración y ejecución de convenios internacionales relativos a materias de previsión social, actuando como organismo de enlace de los mismos.


Artículo 44.- Traspásanse a la Superintendencia de Pensiones las funciones y atribuciones que ejerce la Superintendencia de Seguridad Social en relación con el Instituto de Normalización Previsional como administrador de los regímenes de prestaciones de las ex cajas de previsión y del Servicio de Seguro Social, con excepción de aquellas referidas a ley N° 16.744. Además, traspásanse las funciones de la Superintendencia de Seguridad Social señaladas en el inciso final del artículo 20 del decreto ley N° 3.500, de 1980 y en las leyes N°s. 19.123, 19.234, 19.582 y 19.992.


Artículo 45.- La dirección superior y la administración de la Superintendencia de Pensiones corresponderán al Superintendente de Pensiones, quien será el jefe superior del servicio y tendrá la autoridad, atribuciones y deberes inherentes a esa calidad. En conformidad con lo establecido en el artículo 31 de la ley N° 18.575, el Superintendente, con sujeción a la planta y la dotación máxima de personal, establecerá su organización interna y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas. 


Artículo 46.- La Superintendencia de Pensiones podrá requerir datos personales y la información que fuere necesaria para el ejercicio de sus funciones a instituciones públicas y a organismos privados del ámbito previsional o que paguen pensiones de cualquier tipo. Con todo, en el caso de los organismos privados la información que se requerirá deberá estar asociada al ámbito previsional. Además, podrá realizar el tratamiento de los datos personales con el fin de ejercer el control y fiscalización en las materias de su competencia. 


Para estos efectos, no regirá lo establecido en el inciso segundo del artículo 35 del Código Tributario.


El Superintendente y todo el personal de la Superintendencia deberán guardar reserva y secreto absolutos de las informaciones de las cuales tomen conocimiento en el cumplimiento de sus labores. Asimismo, deberán abstenerse de usar dicha información en beneficio propio o de terceros. Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, se estimará que los hechos que configuren infracciones a esta disposición vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones y responsabilidades que procedan.

Artículo 47.- El personal de la Superintendencia de Pensiones se regirá por las normas estatutarias, de remuneraciones y otros beneficios pecuniarios y previsionales que actualmente rigen al personal de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones.


Artículo 48.- El patrimonio de la Superintendencia de Pensiones estará formado por:


a) El aporte que se contemple anualmente en la Ley de Presupuestos;


b) Los recursos que se otorguen por leyes especiales;


c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se le transfieran o adquiera a cualquier título;


d) Los frutos de sus bienes;


e) Las donaciones que se le hagan y las herencias y legados que acepte con beneficio de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación;


f) Los ingresos que perciba por los servicios que preste, y


g) Los aportes que reciba a cualquier título por concepto de cooperación internacional.

Párrafo sexto

Del Instituto de Previsión Social y del Instituto de Seguridad Laboral


Artículo 49.- Créase el Instituto de Previsión Social, servicio público descentralizado, y por tanto con personalidad jurídica y patrimonio propio, bajo la supervigilancia del Presidente de la República, a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, por intermedio de la Subsecretaría de Previsión Social. Tendrá por objeto especialmente la administración del sistema de pensiones solidarias y de los regímenes previsionales administrados actualmente por el Instituto de Normalización Previsional.


El Instituto constituirá un servicio público de aquellos regidos por el Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en la ley N° 19.882.


Artículo 50.- Traspásanse desde el Instituto de Normalización Previsional, creado por el decreto ley N°3.502, de 1980, al Instituto de Previsión Social todas sus funciones y atribuciones, con excepción de aquellas referidas a la ley N°16.744. 


El Instituto de Previsión Social, en el ámbito de las funciones y atribuciones que se le traspasan conforme al inciso anterior, será considerado para todos los efectos, sucesor y continuador legal del Instituto de Normalización Previsional, con todos sus derechos, obligaciones, funciones y atribuciones. Las referencias, que en dicho ámbito, hagan las leyes, reglamentos y demás normas jurídicas al Instituto de Normalización Previsional se entenderán efectuadas al Instituto de Previsión Social.


Artículo 51.- El Instituto de Previsión Social tendrá las siguientes funciones y atribuciones:


1. Administrar el sistema de pensiones solidarias, conceder los beneficios que éste contempla, cesarlos o modificarlos;


2. Administrar las bonificaciones por hijo para las mujeres establecidas en el Párrafo 1° del Título III de esta ley;


3. Administrar el subsidio previsional a los trabajadores jóvenes, establecido en el Párrafo 3° del Título III de esta ley;


4. Otorgar y pagar las asignaciones familiares a los trabajadores independientes, de acuerdo a lo contemplado en el decreto ley N° 3.500, de 1980;


5. Realizar diagnósticos y estudios actuariales y aquellos relativos a temas propios de sus funciones;


6. Administrar los regímenes previsionales de las cajas de previsión y del Servicio de Seguro Social como continuador legal del Instituto de Normalización Previsional, como asimismo, los demás beneficios que dicho Instituto otorga, con excepción de aquellos contemplados en la ley N°16.744;


7. Celebrar convenios con entidades o personas jurídicas, de derecho público o privado, tengan o no fines de lucro, que administren prestaciones de seguridad social, con el objeto de que los Centros de Atención Previsional Integral puedan prestar servicios a éstas en los términos señalados en el artículo 58 de esta ley. Los precios y modalidades de pago de los servicios que se presten serán fijados por decreto supremo conjunto emanado de los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda;


8. Efectuar publicaciones informativas dentro del ámbito de su competencia, y


9. Celebrar convenios con organismos públicos y privados para realizar tareas de apoyo en la tramitación e información respecto de los beneficios del Sistema Solidario.


Artículo 52.- El Instituto de Previsión Social estará facultado para exigir tanto de los organismos públicos como de los organismos privados del ámbito previsional o que paguen pensiones de cualquier tipo, los datos personales y la información necesaria para el cumplimiento de sus funciones y realizar el tratamiento de los mencionados datos, especialmente para el establecimiento de un Sistema de Información de Datos Previsionales. Con todo, en el caso de los organismos privados la información que se requerirá deberá estar asociada al ámbito previsional.

El Instituto deberá verificar el cumplimiento de los requisitos para acceder al sistema de pensiones solidarias, con todos los antecedentes que disponga el Sistema de Información de Datos Previsionales y los organismos públicos y privados a que se refiere el inciso precedente, los que estarán obligados a proporcionar los datos personales y antecedentes necesarios para dicho efecto.


Para los efectos antes señalados, no regirá lo establecido en el inciso segundo del artículo 35 del Código Tributario.


Adicionalmente, el Instituto de Previsión Social podrá requerir de otras entidades privadas la información que éstas tengan en su poder y resulte necesaria para el cumplimiento de sus funciones, previa autorización de la persona a que dicha información se refiere.

El personal del Instituto deberá guardar reserva y secreto absolutos de las informaciones de las cuales tome conocimiento en el cumplimiento de sus labores, sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deba proporcionar de conformidad a la ley. Asimismo, deberá abstenerse de usar dicha información en beneficio propio o de terceros. Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, se estimará que los hechos que configuren infracciones a esta disposición vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones y responsabilidades que procedan.

Artículo 53.- La dirección superior y la administración del Instituto de Previsión Social corresponderán a un Director Nacional, quien será el jefe superior del servicio y tendrá la autoridad, atribuciones y deberes inherentes a esa calidad. En conformidad con lo establecido en el artículo 31 de la ley N° 18.575, el Director, con sujeción a la planta y la dotación máxima de personal, establecerá su organización interna y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas. 


Artículo 54.- El personal del Instituto de Previsión Social estará afecto a las disposiciones del Estatuto Administrativo de los funcionarios públicos.


Los funcionarios del Instituto de Previsión Social deberán respetar la confidencialidad de las informaciones a que tengan acceso. Asimismo, les estará absolutamente prohibido ofrecer u otorgar a los usuarios bajo ninguna circunstancia otros servicios que los señalados en la ley, ya sea en forma directa o indirecta, resultándoles especialmente prohibido sugerirles una determinada modalidad de pensión o recomendarles a una Administradora de Fondos de Pensiones o Compañía de Seguros que ofrezca rentas vitalicias. Cualquiera infracción a esta norma será constitutiva de falta grave para los efectos de establecer su responsabilidad administrativa, sin perjuicio, de las demás sanciones que procedan de conformidad a la ley.


Artículo 55.- El patrimonio del Instituto de Previsión Social estará formado por:


a) El aporte que se contemple anualmente en la Ley de Presupuestos;


b) Los recursos que se le otorguen por leyes especiales;


c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se le transfieran o adquiera a cualquier título;


d) Los frutos de sus bienes;


e) Las donaciones que se le hagan y las herencias y legados que acepte con beneficio de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación;


f) Los ingresos que perciba por los servicios que preste, y


g) Los aportes que perciba por concepto de cooperación internacional.

Párrafo séptimo

De los Centros de Atención Previsional Integral


Artículo 56.- El Instituto de Previsión Social consultará una red de Centros de Atención Previsional Integral de cobertura nacional, con el objeto de otorgar la prestación de servicios de información y tramitación en materias previsionales a los usuarios del sistema previsional, facilitando el ejercicio de los derechos que les correspondan. 


Artículo 57.- Los Centros de Atención Previsional Integral tendrán las siguientes funciones y atribuciones:


1. Recibir las solicitudes de pensión de vejez por cumplimiento de la edad legal, invalidez y sobrevivencia que presenten los afiliados y beneficiarios del Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, y remitirlas a la Administradora de Fondos de Pensiones que corresponda para su tramitación;


2. Acoger a tramitación las solicitudes de otorgamiento de los beneficios que otorga el Instituto de Previsión Social e informar de su otorgamiento, modificación o cese;


3. Informar y atender las consultas referidas al funcionamiento del Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, y del Sistema de Pensiones Solidarias establecido en el Título I de esta ley. Asimismo, los Centros de Atención Previsional Integral estarán facultados para recibir y remitir a la Administradora de Fondos de Pensiones que corresponda para su tramitación, las reclamaciones que presenten los afiliados o sus beneficiarios de pensión de sobrevivencia;


4. Emitir certificaciones relacionadas con los regímenes que administra el Instituto de Previsión Social y los beneficios que éste otorga;


5. Prestar los servicios que el Instituto de Previsión Social convenga con las entidades o personas jurídicas y para los fines que señala el número 7 del artículo 51 de esta ley, y


6. Realizar las demás funciones que le encomienden las leyes.


La Superintendencia de Pensiones mediante una norma de carácter general, regulará el ejercicio de las funciones y atribuciones antedichas.


Artículo 58.- En virtud de los convenios que el Instituto de Previsión Social celebre con entidades o personas jurídicas que administren prestaciones de seguridad social, de acuerdo a lo dispuesto en el numeral 7 del artículo 51, los Centros de Atención Previsional Integral sólo podrán realizar una o más de las siguientes actividades:

a) Recibir las solicitudes de los beneficios que dichas entidades o personas jurídicas concedan y remitirla a aquella que corresponda;

b) Emitir las certificaciones que corresponda realizar a dichas entidades o personas jurídicas;

c) Pagar los beneficios que concedan dichas entidades o personas jurídicas, y

d) Recibir los reclamos que se presenten por los usuarios respecto a dichas entidades o personas jurídicas, y remitirlos a ellas para su tramitación.

La Superintendencia de Pensiones establecerá, en el marco de las disposiciones precedentes y mediante norma de carácter general, las regulaciones a que deberán sujetarse los convenios a que se alude en este artículo.

Artículo 59.- A contar de la fecha en que entre en funciones el Instituto de Previsión Social, el Instituto de Normalización Previsional, creado por el decreto ley N° 3.502, de 1980, se denominará “Instituto de Seguridad Laboral”.  En consecuencia, modifícase en tal sentido dicha expresión en todas las referencias en que aparezca, salvo en el ámbito de las funciones y atribuciones que se traspasan al Instituto de Previsión Social, de acuerdo al artículo 50.


El Instituto de Seguridad Laboral estará regido por el Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en la ley N° 19.882.


Artículo 60.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 3° de la ley N° 19.404:

1.- Suprímese, en su inciso primero, la expresión “entidad autónoma denominada”, e intercálese, a continuación del vocablo “Nacional”, la expresión “, la cual gozará de autonomía para calificar como trabajo pesado a una labor y”.

2.- Agrégase, en la segunda oración del inciso tercero, a continuación de la expresión “deberá presentarse” la siguiente expresión: “en la Superintendencia de Pensiones o”.

3.- Reemplázase, en el inciso cuarto, la frase “una Comisión autónoma denominada” por el vocablo “la”.

4.- Suprímese, en la primera oración del inciso sexto, la expresión “se relacionarán con el Ejecutivo a través de la Subsecretaría de Previsión Social del Ministerio del Trabajo y Previsión Social”.

5.- Reemplázase en la segunda oración del inciso sexto la expresión “Ministro del Trabajo y Previsión Social, a proposición del Superintendente de Seguridad Social” por “Superintendente de Pensiones, quien los seleccionará a partir de un Registro Público que llevará esta Superintendencia para estos efectos y en la forma que determine el Reglamento. Con todo, tratándose del miembro de la Comisión Ergonómica Nacional señalado en la letra a), su designación será efectuada por el Ministro del Trabajo y Previsión Social, a proposición del Superintendente de Pensiones”.

6.- Intercálase el siguiente inciso séptimo nuevo, pasando el actual inciso séptimo a ser octavo:

“La Superintendencia de Pensiones ejercerá la supervigilancia y fiscalización de la Comisión Ergonómica Nacional y de la Comisión de Apelaciones.”.

Artículo 61.- Introdúcense en el decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, las siguientes modificaciones:


a) Intercálase en el artículo 27 después de la palabra “descentralizadas” la siguiente frase: “, el Instituto de Previsión Social, el Instituto de Seguridad Laboral,”.


b) Intercálase en el inciso primero del artículo 33 después de las palabras “Cajas de Previsión” la siguiente frase: “, el Instituto de Previsión Social y el Instituto de Seguridad Laboral”.

Párrafo octavo

Del Consejo Consultivo Previsional

Artículo 62.- Créase un Consejo Consultivo Previsional cuya función será asesorar a los Ministros del Trabajo y Previsión  Social y de Hacienda en las materias relacionadas con el Sistema de Pensiones Solidarias. En el cumplimiento de estas funciones deberá:


a) Asesorar oportunamente sobre las propuestas de modificaciones legales de los parámetros del sistema solidario;


b) Asesorar oportunamente sobre las propuestas de modificaciones a los reglamentos que se emitan sobre esta materia;


c) Asesorar acerca de los métodos, criterios y parámetros generales que incidan en el otorgamiento, revisión, suspensión y extinción de los beneficios, contenidos en los reglamentos a que se refiere el literal precedente, y 


d) Evacuar un informe anual que será remitido a los Ministros del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda, y al Congreso Nacional, que contenga su opinión acerca del funcionamiento de la normativa a que se refieren los literales precedentes.


El Consejo será convocado por su Presidente a solicitud de cualquiera de los Ministros indicados en el inciso primero o de dos de sus integrantes. En todo caso, el Consejo podrá acordar la realización de sesiones periódicas y su frecuencia.


Los Ministros del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda tendrán derecho a ser oídos por el Consejo cada vez que lo estimen conveniente, pudiendo concurrir a sus sesiones.


Artículo 63.- El Consejo, dentro del plazo que al efecto fije el reglamento, deberá emitir una opinión fundada sobre los impactos en el mercado laboral y los incentivos al ahorro, y los efectos fiscales producidos por las modificaciones de normativas a que alude el inciso primero del artículo precedente. Dicha opinión constará en un informe de carácter público que será remitido a los Ministros del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda.


La opinión del Consejo incluirá, si corresponde, sugerencias de modificaciones las que en ningún caso podrán incrementar el costo de las propuestas originales, debiendo indicar los ajustes necesarios para mantener el señalado costo dentro del marco presupuestario definido.


Adicionalmente, el Consejo deberá dar su opinión respecto de todas las materias relativas al sistema solidario en que los Ministros pidan su parecer. 


Los Ministros del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda deberán emitir una respuesta formal a cada informe elaborado por el Consejo. 


Artículo 63 bis.- Cuando el Consejo emita opinión sobre las materias consignadas en los literales a) y b) del inciso primero del artículo 62 de esta ley, los Ministros del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda remitirán oportunamente al Congreso Nacional dicho documento. Asimismo, remitirán la respuesta a que se refiere el inciso final del artículo precedente.


En todo caso, de no emitirse la opinión del Consejo dentro del plazo señalado en el reglamento, podrá presentarse el correspondiente proyecto de ley o efectuarse la modificación reglamentaria sin considerarlo.


Artículo 63 bis A.- Para cumplir con sus labores, los consejeros deberán contar con todos los estudios y antecedentes técnicos que se tuvieron a la vista para tal efecto por parte de los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda, los que deberán hacer entrega de los mismos. 


Sin perjuicio de lo anterior, la Subsecretaría de Previsión Social deberá poner a disposición del Consejo los antecedentes y estudios técnicos complementarios a los proporcionados de conformidad al inciso precedente, que requiera para el debido cumplimiento de sus funciones.


El Consejo contará con un Secretario nombrado por éste, el que será remunerado por la Subsecretaría de Previsión Social. El Secretario coordinará el funcionamiento del Consejo, realizando las labores que para tal efecto defina el reglamento. 


La Subsecretaría de Previsión Social prestará al Consejo el apoyo administrativo necesario para el debido funcionamiento del Consejo.


Artículo 63 bis B.- El Consejo estará integrado por:


a) Un Consejero designado por el Presidente de la República, que lo presidirá, y


b) Cuatro Consejeros designados por el Presidente de la República y ratificados por el Senado, los cuales durarán seis años en sus funciones.


El Presidente de la República designará como Consejeros a personas con reconocido prestigio por su experiencia y conocimientos en el campo de la Economía, el Derecho y disciplinas relacionadas con la seguridad social y el mercado laboral. 


Los consejeros designados para su ratificación por el Senado, se elegirán por pares alternadamente cada tres años. Estos deberán ser ratificados por los cuatro séptimos de los senadores en ejercicio. Para tal efecto el Presidente hará una propuesta que comprenderá dos consejeros. El Senado deberá pronunciarse respecto de la propuesta como una unidad.


Los integrantes del Consejo percibirán una dieta de cargo fiscal en pesos equivalente a 17 unidades tributarias mensuales por cada sesión a que asistan, con un máximo de 51 unidades tributarias mensuales por cada mes calendario. 


Artículo 63 bis C.- Los consejeros designados con ratificación del Senado serán inamovibles. En caso que cesare alguno de ellos por cualquier causa, procederá la designación de un nuevo consejero, mediante una proposición unipersonal del Presidente de la República, sujeta al mismo procedimiento dispuesto en el artículo anterior, por el periodo que restare.


Serán causales de cesación de los consejeros de la letra b) del artículo precedente, las siguientes:


a) Expiración del plazo por el que fue nombrado;


b) Renuncia aceptada por el Presidente de la República;


c) Sobreviniencia de alguna causal de inhabilidad o incompatibilidad. El consejero que adquiera una calidad que lo inhabilite para desempeñar la función, cesará automáticamente en ella, y


d) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como consejero. Será falta grave la inasistencia injustificada a tres sesiones consecutivas, sin perjuicio de otras, así calificadas por el Senado, por los cuatro séptimos de sus miembros en ejercicio, a proposición del Presidente de la República.


Artículo 63 bis D.- El desempeño de labores de consejero será incompatible con el ejercicio de cargos directivos unipersonales en los órganos de dirección de los partidos políticos.


Los miembros del Consejo, no podrán ser gerentes, administradores o directores de una Administradora de Fondos de Pensiones, de una Compañía de Seguros de Vida, ni de alguna de las entidades del Grupo Empresarial al que aquélla pertenezca, mientras ejerzan su cargo en el Consejo.


Artículo 63 bis E.- El Consejo tomará sus decisiones por la mayoría de sus miembros y en caso de empate resolverá su Presidente. El quórum mínimo para sesionar será de 3 miembros con derecho a voto.


Un reglamento, expedido por intermedio del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, suscrito también por el Ministro de Hacienda, establecerá las normas necesarias para el funcionamiento del Consejo y para la adecuada ejecución de las funciones que le son encomendadas.
TÍTULO III

NORMAS SOBRE EQUIDAD DE GÉNERO Y AFILIADOS JÓVENES

Párrafo primero

Bonificación por hijo para las mujeres


Artículo 64.- La mujer que cumpla con el requisito de permanencia establecido en la letra  c) del artículo 3° de esta ley, y que sólo se encuentre afiliada al sistema de pensiones del decreto ley N° 3.500, de 1980, o sea beneficiaria de una pensión básica solidaria de vejez o que, sin ser afiliada a un régimen previsional perciba una pensión de sobrevivencia en los términos que se establece en los artículos siguientes, tendrá derecho, por cada hijo nacido vivo, a una bonificación en conformidad con las normas del presente Párrafo. 


Artículo 65.- La bonificación consistirá en un aporte estatal equivalente al 10% de dieciocho ingresos mínimos, correspondientes a aquel fijado para los trabajadores mayores de 18 años de edad y hasta los 65 años, vigente en el mes de nacimiento del hijo.


Al monto total de cada una de las bonificaciones resultantes de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, se le aplicará una tasa de rentabilidad por cada mes completo, contado desde el mes del nacimiento del respectivo hijo y hasta el mes en que la mujer cumpla los 65 años de edad.


Para efectos de lo dispuesto en el inciso precedente, se aplicará una tasa de rentabilidad equivalente a la rentabilidad nominal anual promedio de todos los Fondos Tipo C, descontado el porcentaje que represente sobre los Fondos de Pensiones el total de ingresos de las Administradoras de Fondos de Pensiones por concepto de las comisiones a que se refiere el inciso segundo del artículo 28 del decreto ley N° 3.500, de 1980, con exclusión de la parte destinada al pago de la prima del contrato de seguro a que se refiere el artículo 59 del mismo cuerpo legal.


Artículo 66.- A la mujer afiliada al sistema del decreto ley N° 3.500, de 1980, se le enterará la bonificación en la cuenta de capitalización individual en el mes siguiente a aquel en que cumpla los 65 años de edad.


Respecto de la mujer que sea beneficiaria de pensión básica solidaria de vejez, el Instituto de Previsión Social le calculará una pensión autofinanciada de referencia, que se determinará según el procedimiento establecido en la letra g) del artículo 2° de la presente ley, considerando como su saldo la o las bonificaciones que por hijo nacido vivo le correspondan. El resultado de este cálculo incrementará su pensión básica solidaria.


En el caso de una mujer que perciba una pensión de sobrevivencia, que se origine del sistema del decreto ley N° 3.500, de 1980, o que sea otorgada por el Instituto Normalización Previsional, sin ser adicionalmente afiliada a cualquier régimen previsional, se procederá a incorporar la o las bonificaciones, en la misma forma indicada en el inciso precedente. En este caso, el monto resultante se sumará al aporte previsional solidario que le corresponda.


Artículo 67.- Para hacer efectiva la bonificación, las beneficiarias deberán solicitarla al Instituto de Previsión Social, entidad que determinará su monto, ya sea para integrarla en la cuenta de capitalización individual o para efectuar los cálculos antes dispuestos, según corresponda.  


Artículo 68.- En el caso de adopción tendrán derecho a la bonificación, tanto las madres biológicas como las adoptivas. Cuando la solicitud es presentada por la madre biológica, el Instituto de Previsión Social requerirá reservadamente los antecedentes que obren en poder de la Dirección Nacional del Registro Civil, para lo cual bastará establecer el número de hijos nacidos vivos de la madre requirente y las fechas de su nacimiento.


Artículo 69.- Un reglamento emitido a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que además será suscrito por el Ministro de Hacienda, determinará los procedimientos que se aplicarán para el otorgamiento del beneficio a que se refiere el presente Párrafo, la oportunidad de su solicitud, su tramitación y pago.

Párrafo segundo

Compensación económica en materia previsional en caso de nulidad o divorcio.


Artículo 70.- Al considerar la situación en materia de beneficios previsionales a que se refiere el artículo 62 de la ley N° 19.947, sobre Matrimonio Civil, y ello origine total o parcialmente un menoscabo económico del que resulte una compensación, el juez, cualquiera haya sido el régimen patrimonial del matrimonio, podrá ordenar el traspaso de fondos desde la cuenta de capitalización individual afecta al decreto ley N° 3.500, de 1980, del cónyuge que deba compensar a la cuenta de capitalización del cónyuge compensado o de no existir ésta, a una cuenta de capitalización individual,  que se abra al efecto. 


Dicho traspaso, no podrá exceder del 50% de los recursos acumulados en la cuenta de capitalización individual del cónyuge que debe compensar, respecto de los fondos acumulados durante el matrimonio.


Artículo 71.- La Superintendencia de Pensiones deberá tener a disposición de los tribunales estudios técnicos generales que contribuyan a resolver con bases objetivas la situación previsional que involucre a cónyuges. De estimarlo necesario, el juez podrá requerir al citado organismo antecedentes específicos adicionales.


La Superintendencia establecerá, mediante norma de carácter general, los procedimientos aplicables en los traspasos de fondos, apertura de las cuentas de capitalización individual que se requirieran y demás aspectos administrativos que procedan.

Párrafo tercero

Subsidio previsional a los trabajadores jóvenes


Artículo 72.- Los empleadores tendrán derecho a un subsidio estatal mensual, por los trabajadores que tengan entre 18 años y 35 años de edad, el que será equivalente al cincuenta por ciento de la cotización previsional dispuesta en el inciso primero del artículo 17 del decreto ley N° 3.500, de 1980, calculado sobre un ingreso mínimo, respecto de cada trabajador que tenga contratado cuya remuneración sea igual o inferior a 1,5 veces el ingreso mínimo mensual. Este beneficio se percibirá sólo en relación a las primeras veinticuatro cotizaciones, continuas o discontinuas que registre el respectivo trabajador en el Sistema de Pensiones establecido en el referido decreto ley.


Los trabajadores que se encuentren en la situación prevista en el inciso anterior, y por igual periodo, recibirán mensualmente un subsidio estatal del mismo monto, que se integrará directamente en su cuenta de capitalización individual.


En todo caso, el pago del subsidio para los empleadores sólo se verificará respecto de aquellos meses en que el empleador entere las cotizaciones de seguridad social correspondientes al respectivo trabajador, dentro del plazo establecido en el inciso primero o en el inciso tercero del artículo 19 del decreto ley N° 3.500, de 1980, o en el inciso primero del artículo 22 de la ley N° 17.322, según corresponda.


El subsidio se mantendrá, por igual valor y duración, en el evento que la remuneración del trabajador se incremente por sobre el límite establecido en el inciso primero y hasta dos ingresos mínimos, siempre que el incremento se verifique desde el décimo tercer mes de percepción del beneficio; de verificarse con anterioridad, se perderá el beneficio.


Artículo 73.- El beneficio establecido en el artículo anterior se dispondrá a requerimiento del empleador o, en subsidio del propio trabajador, ante el Instituto de Previsión Social, organismo que determinará su monto y lo integrará en la cuenta de capitalización individual del trabajador respectivo.


Un reglamento emitido a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que además será suscrito por el Ministro de Hacienda, establecerá los procedimientos que se aplicarán para la determinación, concesión y pago de este beneficio y los demás aspectos administrativos destinados al cabal cumplimiento de las normas previstas en este Párrafo.


El subsidio establecido en el inciso segundo del artículo anterior, no se  considerará cotización para efectos del cobro de comisiones por parte de las Administradoras de Fondos de Pensiones, cuando ingrese a la cuenta de capitalización individual del trabajador.


Artículo 74.- Todo aquel que con el objeto de percibir indebidamente los subsidios de que trata este Párrafo, para sí o para terceros, proporcione, declare o entregue a sabiendas datos o antecedentes falsos, incompletos o erróneos, será sancionado con las penas que establece el artículo 467 del Código Penal. Lo anterior es sin perjuicio que el infractor deberá restituir al Instituto de Previsión Social las sumas indebidamente percibidas, reajustadas en conformidad a la variación que experimente el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o el organismo que lo reemplace, entre el mes anterior a aquel en que se percibieron y el que antecede a la restitución. Las cantidades así reajustadas devengarán además el interés penal mensual establecido en el artículo 53 del Código Tributario.

Párrafo cuarto

Equidad en el Seguro de Invalidez y Sobrevivencia del decreto ley N°3.500, de 1980


Artículo 75.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el  decreto ley Nº 3.500, de 1980:


1. Agrégase el siguiente artículo 4° bis nuevo:


“Artículo 4° bis.- Sin perjuicio de lo establecido en esta ley, las afiliadas mayores de sesenta y hasta sesenta y cinco años de edad no pensionadas, tendrán derecho a pensión de invalidez y al aporte adicional para las pensiones de sobrevivencia que generaren, conforme a lo establecido en el artículo 54, con cargo al seguro a que se refiere el artículo 59.”.


2. Sustitúyense, en el inciso primero del artículo 5°, las frases “naturales o adoptivos, los padres y la madre de los hijos naturales del causante” por las siguientes: “de filiación no matrimonial o adoptivos, los padres y la madre de los hijos de filiación no matrimonial del causante”.

3. Sustitúyese el inciso primero del artículo 6°, por el siguiente:


“Artículo 6°.- El o la cónyuge sobreviviente, para ser beneficiario o beneficiaria de pensión de sobrevivencia, debe haber contraído matrimonio con el o la causante a lo menos con seis meses de anterioridad a la fecha de su fallecimiento o tres años, si el matrimonio se verificó siendo el o la causante pensionada de vejez o invalidez.”.


4. Derógase el artículo 7°.


5. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 9°:


a) Reemplázase, en el encabezado de su inciso primero, la frase “Las madres de hijos naturales del causante” por “El padre o la madre de hijos de filiación no matrimonial de la o el causante”. 


b) Reemplázase la letra a) por la siguiente:


“a) Ser solteros o viudos, y”.


6. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 58:


a) Modifícase el inciso primero de la siguiente forma:


i. Reemplázase la letra a), por la siguiente: 


“a) sesenta por ciento para el o la cónyuge;”.


ii. Reemplázase la letra b), por la siguiente: 


“b) cincuenta por ciento para el o la cónyuge, con hijos comunes que tengan derecho a pensión. Este porcentaje se elevará al sesenta por ciento, cuando dichos hijos dejen de tener derecho a pensión;”.


iii. Reemplázase, en las letras c) y d) la expresión “la madre de hijos naturales reconocidos por el causante” por “la madre o el padre de hijos de filiación no matrimonial reconocidos por el o la causante”.

b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente: “Si dos o más personas invocaren la calidad de cónyuge, de madre o de padre de hijo de filiación no matrimonial de la o el causante, a la fecha de fallecimiento de estos últimos, el porcentaje que le correspondiere a cada uno de ellos se dividirá por el número de cónyuges, de madres o de padres de hijos de filiación no matrimonial que hubiere, respectivamente, con derecho de acrecer entre ellos.”.


c) Intercálese en la última oración del inciso final a continuación de la palabra “madre” la expresión “o padre”.

TÍTULO IV

SOBRE LA OBLIGACIÓN DE COTIZAR DE LOS TRABAJADORES INDEPENDIENTES


Artículo 76.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.500, de 1980:


1. Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 2°, la expresión “los independientes” por “los afiliados voluntarios”.


2.- Suprímense en el inciso segundo del artículo 16, la frase “o además declara renta como trabajador independiente” y la expresión “y rentas”.


3. Modifícase el artículo 19 de la siguiente forma:

a) Intercálase en el inciso primero, a continuación de la palabra “independiente”, lo siguiente: “a que se refiere el inciso tercero del artículo 90, el afiliado voluntario a que se refiere el Título IX”, y agrégase, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración: “El trabajador independiente a que se refiere el inciso primero del artículo 90 pagará las cotizaciones a que se refiere este Título, en la forma y oportunidad que establece el artículo 92 F.”.

b) Reemplázase, en la segunda oración del actual inciso décimo octavo, que ha pasado a ser vigésimo, la expresión “noveno y décimo” por “décimo primero y décimo segundo” y, en la tercera oración, la expresión “noveno, décimo y undécimo” por “décimo primero, décimo segundo y décimo tercero”.

4.- Reemplázase en la letra a) del inciso primero del artículo 54, la frase: “o si hubiere cotizado en el mes calendario anterior a dichos siniestros, si se trata de un afiliado independiente” por “o se encontrare en la situación señalada en el artículo 92 E, si se trata de un afiliado independiente afecto al artículo 89”.


5.- Reemplázase en el inciso primero del artículo 89 la frase “ejerce una actividad mediante la cual obtiene un ingreso, podrá” por la siguiente “ejerza individualmente una actividad mediante la cual obtiene rentas del trabajo de las señaladas en el inciso primero del artículo siguiente, deberá”.


6.- Reemplázase el artículo 90 por el siguiente: 


“Artículo 90.- La renta imponible será anual y corresponderá al 80% del conjunto de rentas brutas gravadas por el artículo 42, N°2, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, obtenida por el afiliado independiente en el año calendario anterior a la declaración de dicho impuesto, la que no podrá ser inferior a un ingreso mínimo mensual, ni superior al producto de multiplicar 12 por el límite máximo imponible establecido en el inciso primero del artículo 16, para lo cual la unidad de fomento corresponderá a la del último día del mes de diciembre.


Si un trabajador percibe simultáneamente rentas del inciso anterior y remuneraciones de uno o más empleadores, todas las remuneraciones imponibles y rentas imponibles del inciso anterior, se sumarán para los efectos de aplicar el límite máximo anual establecido en el inciso precedente, de acuerdo a lo que determine una norma de carácter general de la Superintendencia.


Los trabajadores independientes que no perciban rentas de las señaladas en el inciso primero podrán cotizar conforme a lo establecido en el Párrafo 2° de este Título IX. No obstante, las cotizaciones de pensiones y salud efectuadas por estos trabajadores independientes, tendrán el carácter de cotizaciones previsionales para los efectos de la Ley sobre Impuesto a la Renta.

Se entenderá por “año calendario” el período de doce meses que termina el 31 de diciembre.”.


6 bis. Modifícase el artículo 91, de la siguiente forma:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente: “Artículo 91.- Las personas que se afilien en conformidad a las normas establecidas en este Párrafo tendrán derecho al Sistema de Pensiones de esta ley y a las prestaciones de salud establecidas en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 2.763, de 1979, y de las leyes Nº 18.933 y Nº 18.469.”.

b) Eliminase el inciso segundo, pasando su inciso tercero a ser inciso segundo.

7.- Modifícase el artículo 92 de la siguiente forma: 


a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente: 


“Artículo 92.- Los trabajadores independientes que en el año respectivo perciban ingresos de los señalados en el inciso primero del artículo 90, estarán afectos a las cotizaciones que se establecen en el Título III y a un siete por ciento destinado a financiar prestaciones de salud las que se enterarán en el Fondo Nacional de Salud, cuando correspondan. Dichas cotizaciones se pagarán de acuerdo a lo establecido en los incisos cuarto y quinto del presente artículo y en el artículo 92 F. Los afiliados independientes a que se refiere el inciso tercero del artículo 90, estarán afectos a las cotizaciones que se establecen en el Título III y a un siete por ciento destinado a financiar prestaciones de salud, que será recaudado por la Administradora y enterado en el Fondo Nacional de Salud.”.


b) Reemplázase, en su inciso segundo, la palabra “Título” por “Párrafo”.


c) Reemplázase, en su inciso tercero, la frase “de 4,2 Unidades de Fomento, consideradas éstas al valor del” por “equivalente al siete por ciento del límite imponible que resulte de aplicar el artículo 16, considerando el valor de la unidad de fomento al”.

d) Incorpórense los siguientes incisos cuarto, quinto y sexto, nuevos: 


“Los trabajadores independientes señalados en el artículo 89, podrán efectuar mensualmente pagos provisionales de las cotizaciones señaladas en el Título III, las cuales deberán enterarse de acuerdo al inciso primero del artículo 19, y se imputarán a las cotizaciones de pensiones que estén obligados a pagar por el mismo año en que se efectuaron dichos pagos. En este caso, el trabajador podrá pagar la cotización de salud en la Administradora, quien la enterará en el Fondo Nacional de Salud.


El trabajador independiente a que se refiere el artículo 89, deberá pagar mensualmente las cotizaciones de salud que entere en el Fondo Nacional de Salud. La renta imponible mensual será la que el afiliado declare mensualmente al Fondo Nacional de Salud o a la Administradora en el caso del inciso anterior, la que no podrá ser inferior a un ingreso mínimo mensual ni superior al límite máximo imponible que resulte de la aplicación del artículo 16. Sin perjuicio de lo anterior, cada año se practicará una reliquidación para determinar las diferencias que existieren entre las rentas imponibles que declaró mensualmente en el año calendario anterior y la renta imponible anual señalada en el inciso primero del artículo 90 determinada con los ingresos de dicho año calendario. En el caso que el trabajador independiente no hubiere realizado los pagos antes señalados o que de la reliquidación practicada existieren rentas imponibles sobre las que no se hubieren realizado cotizaciones de salud, estos pagos se efectuarán de acuerdo al artículo 92 F.


No obstante lo establecido en el artículo 148 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, los trabajadores independientes señalados en el artículo 89, para tener derecho a las prestaciones médicas que proporciona el Régimen de Prestaciones de Salud y a la atención en la modalidad de "libre elección", requerirán haber cotizado en el mes inmediatamente anterior a la fecha en que impetren el beneficio, o haber pagado a lo menos seis cotizaciones continuas o discontinuas en los últimos doce meses anteriores a la fecha en que se impetren los beneficios.”.


8.- Incorpórense los siguientes artículos nuevos, a continuación del artículo 92:


“Artículo 92 A.- Las Administradoras de Fondos de Pensiones, certificarán el monto total de pagos provisionales efectuados de acuerdo al inciso cuarto del artículo 92, por el trabajador independiente en el año calendario anterior y el monto de las cotizaciones declaradas y pagadas, y declaradas y no pagadas por el o los empleadores, si dicho trabajador percibe simultáneamente remuneraciones durante ese período.


A más tardar el último día del mes de febrero de cada año, las Administradoras de Fondos de Pensiones deberán remitir a los afiliados, el certificado señalado en el inciso anterior. Además, dentro de ese mismo plazo, dichas Administradoras deberán informar al Servicio de Impuestos Internos lo señalado en el inciso anterior. La Superintendencia de Pensiones y el Servicio de Impuestos Internos, mediante norma de carácter general conjunta, regularán la forma de entregar la información a que se refiere este artículo.


Artículo 92 B.- En el mes de febrero de cada año, el Fondo Nacional de Salud informará al Servicio de Impuestos Internos el monto de las cotizaciones de salud que hubiere pagado mensualmente el trabajador independiente de acuerdo a lo establecido en el inciso quinto del artículo 92, en el año calendario inmediatamente anterior a dicho mes. Además, la Superintendencia de Salud informará al Servicio de Impuestos Internos, sobre la Institución de Salud Previsional a la que se encuentren afiliados los trabajadores independientes.


Artículo 92 C.- La comisión a que tendrán derecho las administradoras de fondos de pensiones por las cotizaciones previsionales obligatorias que en virtud del artículo 89 se paguen anualmente por los trabajadores independientes afiliados a ellas, corresponderá al porcentaje promedio de las comisiones que la administradora a la que pertenezca el afiliado hubiere cobrado en el ejercicio anterior al pago de dichas cotizaciones. La Superintendencia de Pensiones dictará una norma de carácter general para su aplicación.


Artículo 92 D.- El Servicio de Impuestos Internos verificará anualmente el monto efectivo que debió pagar el afiliado independiente por concepto de las cotizaciones señaladas en el inciso primero del artículo 92. Lo anterior lo informará tanto a la Tesorería General de la República como a la administradora de fondos de pensiones en la cual se encuentre afiliado el trabajador. El reglamento establecerá la forma de determinar el cálculo de las cotizaciones obligatorias a que se encuentren afectos dichos afiliados, considerando los descuentos que procedan por las cotizaciones de pensiones y de salud enteradas en el Fondo Nacional de Salud que hubiere realizado el trabajador en su calidad de dependiente, como aquellos pagos que hubiere efectuado de conformidad a los incisos cuarto y quinto del artículo 92, todos en el año calendario inmediatamente anterior a aquel en que deba pagar sus cotizaciones como afiliado independiente y reajustados según determine este reglamento.


Artículo 92 E.- Para los efectos del seguro de invalidez y sobrevivencia, el trabajador independiente que hubiese efectuado sus cotizaciones obligatorias conforme al artículo siguiente, por una renta imponible anual de un monto igual o superior al equivalente a siete ingresos mínimos mensuales, tendrá una cobertura anual de ese seguro desde el día 1 de mayo del año en que pagó las cotizaciones hasta el día 30 de abril del año siguiente a dicho pago. En el caso que dicha renta imponible sea de un monto inferior al antes indicado, el independiente que cotice según esta modalidad, estará cubierto por el mencionado seguro en el número de meses que resulte de multiplicar 12 por la razón entre el número de cotizaciones equivalentes a ingresos mínimos mensuales y siete, contados desde el 1 de mayo del año en que pagó las cotizaciones. En todo caso, sea cual fuere el monto de la cotización enterada, el trabajador siempre estará cubierto en el mes de mayo del año en que efectúe el pago. Mediante una norma de carácter general la Superintendencia de Pensiones regulará la forma de realizar el mencionado cálculo. 


Artículo 92 F.- Las cotizaciones obligatorias señaladas en el inciso primero del artículo 92, se pagarán de acuerdo al siguiente orden: 


i) con las cotizaciones obligatorias que hubiere realizado el trabajador independiente, en el caso que además fuere trabajador dependiente; 


ii) con los pagos provisionales a que se refiere el inciso cuarto del artículo 92; 


iii) con cargo a las cantidades retenidas o pagadas en conformidad a lo establecido en los artículos 84, 88 y 89 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, con preeminencia a otro cobro, imputación o pago de cualquier naturaleza, y 


iv) con el pago efectuado directamente por el afiliado del saldo que pudiere resultar, el cual deberá efectuarse en el plazo que establezca la Superintendencia de Pensiones mediante norma de carácter general.


Para efectos de lo dispuesto en el literal iii) del inciso precedente, el Servicio de Impuestos Internos comunicará a la Tesorería General de la República, en el mismo plazo que establece el artículo 97 de la Ley  sobre Impuesto a la Renta, la individualización de los afiliados independientes que deban pagar las cotizaciones del Título III y la destinada a financiar prestaciones de salud del Fondo Nacional de Salud y el monto a pagar por dichos conceptos. Además deberá informarle el nombre de la Administradora de Fondos de Pensiones a la cual se encuentre afiliado el trabajador.


La Tesorería General de la República deberá enterar, con cargo a las cantidades retenidas mencionadas en el inciso anterior y hasta el monto en que dichos recursos alcancen para realizar el pago respectivo, la cotización obligatoria determinada por concepto de pensiones en el fondo de pensiones de la Administradora de Fondos de Pensiones en que se encuentre incorporado el trabajador independiente para ser imputados y registrados en su cuenta de capitalización individual a título de cotizaciones obligatorias. Por otra parte, dicha Tesorería enterará las cotizaciones de salud  en el Fondo Nacional de Salud.


Artículo 92 G.- Si las cantidades señaladas en el inciso primero del artículo anterior fueren de un monto inferior a las cotizaciones adeudadas, se pagarán en primer orden las destinadas a pensiones y subsistirá la obligación del trabajador independiente por el saldo insoluto, y a partir de ese momento se considerarán adeudadas para todos los efectos legales. 


Artículo 92 H.- A los trabajadores independientes del artículo 89 que adeuden cotizaciones previsionales, les serán aplicables los incisos décimo a vigésimo primero del artículo 19, en los mismos términos establecidos para los empleadores. No obstante, respecto del inciso décimo noveno de dicho artículo no recibirán aplicación los artículos 4°; 4°bis; 12; 14; 18; 19; 20 y 25 bis de la ley N° 17.322. Asimismo, en los juicios de cobranzas de deudas previsionales de dichos trabajadores, no podrán embargarse los bienes inmuebles de propiedad de ellos, sin perjuicio de los demás bienes que las leyes prohíban embargar.


Al trabajador independiente señalado en el artículo 89, que sea beneficiario del aporte previsional solidario de vejez y no se encontrare al día en el pago de sus cotizaciones de pensiones, se le calculará un aporte previsional solidario reducido, para lo cual se considerará una pensión máxima con aporte solidario reducida, equivalente a la mitad de la suma de la pensión básica solidaria de vejez y de la pensión máxima con aporte solidario.


La reducción a que se refiere el inciso anterior, sólo se aplicará por un número determinado de meses, contados desde que el trabajador independiente cumpla 65 años de edad. Para determinar los meses afectos a reducción, se considerará el monto total de cotizaciones de pensiones adeudadas, al que se le aplicará un interés real del 4% anual, desde el mes siguiente al que comenzaron a adeudarse y hasta la fecha en que cumpla 65 años de edad; este monto, se multiplicará por el factor de ajuste utilizado para el cálculo del aporte previsional solidario de vejez sin reducción, y el resultado que se obtenga se dividirá por la diferencia entre el aporte previsional solidario de vejez sin reducción y con reducción. El resultado que se obtenga corresponderá al número de meses durante el cual se aplicará la reducción que establece el  inciso anterior. Con todo, si la cantidad que se obtuviere fuere superior a 60, se considerará esta última.


Artículo 92 I.- Los trabajadores independientes afiliados a algunas de las instituciones de previsión del régimen antigüo administradas por el Instituto de Normalización Previsional o de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile o en la Caja de Previsión de la Defensa Nacional,  no estarán obligados a cotizar de acuerdo a las normas del presente Párrafo, y seguirán rigiéndose por las normas de sus respectivos regímenes previsionales. Estas instituciones deberán informar al Servicio de Impuestos Internos en la forma y plazo que éste determine, el nombre y Rol Único Tributario de sus afiliados.”.


Artículo 77.- Los trabajadores independientes señalados en el inciso primero del artículo 89 del decreto ley N° 3.500, de 1980, serán beneficiarios del Sistema Único de Prestaciones Familiares del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, en las mismas condiciones que establece este último decreto con fuerza de ley y siempre que se encuentren al día en el pago de sus cotizaciones previsionales. 


Para determinar el valor de los beneficios que concede el sistema de prestaciones familiares señalado en el inciso anterior, se entenderá por ingreso mensual el promedio de la renta del trabajador independiente, devengada por el beneficiario en el año calendario inmediatamente anterior a aquel en que se devengue la asignación. En el evento que el beneficiario tuviera  más de una fuente de ingreso, se considerarán todos ellos.


Ante el Instituto de Previsión Social  se acreditarán las cargas familiares.


Lo dispuesto en el presente artículo será asimismo aplicable a los trabajadores independientes a que se refiere el inciso tercero del artículo 90 del decreto ley N° 3.500, de 1980. Para tal efecto, se les considerará beneficiarios sólo por aquellos meses en que hubiesen efectivamente cotizado, siempre que las cotizaciones del mes respectivo se hayan enterado dentro de los plazos legales. En todo caso, dichos trabajadores deberán declarar ante el Instituto de Previsión Social el total de ingresos que han devengado en el año calendario inmediatamente anterior a aquel en que se devengue la asignación, para que proceda el pago a que se refiere el inciso siguiente. El Instituto de Previsión Social verificará la efectividad de dicha declaración, pudiendo rechazar la respectiva solicitud o ajustar el monto del beneficio, según el caso, si aquélla no correspondiere a los ingresos realmente devengados en dicho periodo.


Los beneficios del Sistema Único de Prestaciones Familiares se pagarán anualmente, en la oportunidad que determine el reglamento. En todo caso, para los trabajadores independientes a que se refiere el inciso primero, se compensarán con el monto de las cotizaciones previsionales que les corresponda realizar, para cuyo efecto el Instituto de Previsión Social informará al Servicio de Impuestos Internos las cargas familiares acreditadas por el beneficiario.


Para determinar el monto de los beneficios para los trabajadores a que se refiere el presente artículo, se aplicarán los tramos de ingreso vigentes al mes de julio del año en que se devengue la asignación.


El Reglamento establecerá los procedimientos que se aplicarán para la determinación, concesión y pago de este beneficio y los demás aspectos administrativos destinados al cabal cumplimiento de las normas previstas en este artículo.


Artículo 77 bis.- Incorpórese al Seguro Social contra Riesgos de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales contemplado en la ley N° 16.744 a los trabajadores independientes señalados en el artículo 89 del decreto ley N° 3.500, de 1980. 


Los trabajadores a que se refiere el inciso precedente quedarán obligados a pagar la cotización general básica contemplada en la letra a) del artículo 15 de la ley N° 16.744, la cotización extraordinaria del 0,05% establecida por el artículo sexto transitorio de la ley N° 19.578, y la cotización adicional diferenciada que corresponda en los términos previstos en los artículos 15 y 16 de la ley N° 16.744 y en sus respectivos reglamentos. 


Las cotizaciones correspondientes se calcularán sobre la base de la misma renta por la cual los referidos trabajadores efectúen sus cotizaciones para pensiones y no se considerarán renta para los efectos de la Ley sobre Impuesto a la Renta. La renta mensual imponible para estos efectos no podrá ser inferior a un ingreso mínimo mensual ni superior al límite máximo imponible que resulte de la aplicación del artículo 16 del decreto ley N° 3.500, de 1980.


Las referidas cotizaciones deberán pagarse mensualmente ante el organismo administrador del seguro contra Riesgos de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales establecido en la ley N° 16.744, a que se encontrare afecto el respectivo trabajador dentro de los diez primeros días del mes siguiente a aquel en que se devengó la renta imponible. Cuando dicho plazo venza en día sábado, domingo o festivo, se prorrogará hasta el primer día hábil siguiente.


Con todo, para estos trabajadores independientes, se practicará cada año una reliquidación para determinar las diferencias que existieren entre la renta imponible sobre la que cotizaron en el año calendario anterior y la renta imponible anual señalada en el inciso primero del artículo 90 del decreto ley N° 3.500, de 1980, determinada con los ingresos de dicho año calendario. 


En el caso que dichos trabajadores independientes no hubieren realizado los pagos mensuales correspondientes o que de la reliquidación practicada existieren rentas imponibles sobre las que no se hubieren efectuado las cotizaciones a que se refiere el inciso segundo, se procederá de acuerdo al artículo 92 F del decreto ley N° 3.500, de 1980, debiendo el Servicio de Impuestos Internos comunicar a la Tesorería General de la República la individualización de los afiliados independientes que deban pagar dichas cotizaciones, el monto a pagar por dichos conceptos y el correspondiente organismo administrador. La Tesorería General de la República deberá enterar al respectivo organismo administrador las correspondientes cotizaciones, con cargo a las cantidades retenidas conforme a lo dispuesto en dicha norma y hasta el monto en que tales recursos alcancen para realizar el pago. 


Asimismo, para los trabajadores a que se refiere este artículo, se reliquidarán los beneficios pecuniarios que se hubiesen devengado en su favor en el año calendario precedente, si procediere. Para tal efecto, se considerarán como base de cálculo de los citados beneficios, las rentas imponibles a que se refiere el inciso primero del artículo 90 del decreto ley N° 3.500, de 1980, determinadas con los ingresos de el o los respectivos años calendarios. Con todo, sólo procederá el pago de los beneficios adicionales que procedan en virtud de la reliquidación, una vez verificado que el beneficiario se encuentra al día en el pago de sus cotizaciones de seguridad social. 


El organismo administrador correspondiente perseguirá el cobro de las cotizaciones que se le adeudaren de conformidad a las normas establecidas en el artículo 92 H del decreto ley N° 3.500, de 1980, para las Administradoras de Fondos de Pensiones.


En todo caso, para tener derecho a las prestaciones de la ley N° 16.744, los trabajadores independientes de que trata el presente artículo requerirán estar al día en el pago de las cotizaciones a que se refiere el inciso segundo. Para tal efecto, se considerará que se encuentran al día quienes no registren un atraso superior a dos meses.


Artículo 77 ter.- Lo dispuesto en los incisos primero al cuarto y final del artículo precedente, será aplicable a los trabajadores independientes a que se refiere el inciso tercero del artículo 90 del decreto ley N° 3.500, de 1980, los que podrán efectuar las cotizaciones a que se refiere el inciso segundo del artículo 77 bis, siempre que en el mes correspondiente coticen para pensiones y salud.


Queda prohibido a los respectivos organismos administradores recibir las cotizaciones de los afiliados independientes a que se refiere el presente artículo, que no fueren enteradas dentro de los plazos a que se refiere el inciso anterior.


Los socios de sociedades de personas, socios de sociedades en comandita por acciones, empresarios individuales y directores de sociedades en general, que se desempeñen como trabajadores independientes en la respectiva  sociedad o empresa, deberán afiliarse al mismo  organismo administrador del seguro a que se encuentre  afiliada o se afilie la respectiva empresa o sociedad.  Para los efectos de la determinación de la tasa de cotización adicional diferenciada, se  considerarán como trabajadores de esta última.


Artículo 78.- Sólo para los efectos de acceder a las prestaciones de los regímenes de prestaciones adicionales, de crédito social y de prestaciones complementarias, los trabajadores independientes que se encuentren cotizando para pensiones y salud de acuerdo al artículo 92 A, podrán afiliarse individualmente a una Caja de Compensación de Asignación Familiar, en cuyos estatutos se los considere como beneficiarios de los aludidos regímenes.


Para contribuir al financiamiento de las prestaciones a que se refiere el inciso precedente, cada Caja de Compensación establecerá un aporte de cargo de cada afiliado independiente, de carácter uniforme, cuyo monto podrá ser fijo o variable. Dicho aporte no podrá exceder del 2% de la renta imponible para pensiones.


Las Cajas de Compensación podrán suscribir convenios con asociaciones de trabajadores independientes u otras entidades relacionadas con éstos, para los efectos del otorgamiento de prestaciones complementarias, debiendo establecer la forma de su financiamiento.

TÍTULO V

SOBRE BENEFICIOS PREVISIONALES, AHORRO PREVISIONAL VOLUNTARIO COLECTIVO, INVERSIONES, SEGURO DE INVALIDEZ Y SOBREVIVENCIA Y COMPETENCIA

Párrafo primero

Modificaciones al decreto ley N° 3.500, de 1980.


Artículo 79.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley Nº 3.500, de 1980:


1. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 2°:


a) Reemplázase al final de la última oración del inciso quinto, la palabra “sexto” por “octavo”.

b) Elimínase en la primera oración del inciso sexto, la siguiente expresión “o decida afiliarse”. Asimismo, agrégase al final de este  inciso, pasando el punto aparte (.) a ser punto seguido (.), la siguiente oración “En el caso de los afiliados nuevos, el empleador deberá enterar las cotizaciones en la Administradora que se determine de acuerdo a lo señalado en el Título XV.”.


2. Reemplázase en el actual inciso segundo del artículo 3° la expresión “no podrán pensionarse por invalidez” por “no podrán solicitar pensión de invalidez”. 


3. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 4°:


a) Elimínase en el inciso segundo la palabra “primer”. A su vez, agrégase al final del inciso segundo a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración: “Cuando se trate de un dictamen que declare una invalidez total, aquél tendrá el carácter de definitivo y único.”.


b) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:


“Transcurridos tres años desde la fecha a partir de la cual fue emitido un primer dictamen de invalidez parcial que originó el derecho a pensión, las Comisiones Médicas, a través de las Administradoras, deberán citar al afiliado para reevaluar su invalidez y emitir un segundo dictamen que ratifique o modifique el derecho a pensión de invalidez, o lo deje sin efecto, según sea el cumplimiento de los requisitos establecidos en las letras a) o b) del inciso primero de este artículo. El afiliado inválido parcial que cumpliere la edad legal para pensionarse por vejez dentro del plazo de tres años, podrá solicitar a la Comisión Médica respectiva, por intermedio de la Administradora a que estuviera afiliado, que emita el segundo dictamen al cumplimiento de la edad legal. De no ejercer esta opción, el afiliado mantendrá su derecho al aporte adicional establecido en el artículo 53, si correspondiera, en caso de ser reevaluado con posterioridad a la fecha en que cumpliera dicha edad.”.


c) Intercálase en el inciso cuarto, al final de la segunda oración entre la expresión “pensión” y el punto seguido (.), la frase siguiente: “desde el cuarto mes”.


d) Intercálase en el inciso quinto entre las palabras “parciales” y “que” la expresión “mediante un segundo dictamen,”.  


e) Intercálase en la primera oración del inciso final entre las palabras “invalidez” y “generó”, la palabra “parcial”.


4. Modifícase el artículo 8° de la siguiente forma:


a) Reemplázase en el segundo párrafo de la letra b) la frase “al cumplir los 18 años de edad” por la frase  “adquirirla antes de los 24 años de edad”.


b) Reemplázase en el inciso final la oración “las edades máximas establecidas en la letra a) o b)  de este artículo, según corresponda” por la siguiente: “la edad máxima establecida en la letra b) de este artículo”.


5. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 11:


a) Intercálase el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:


“El afiliado que se encuentre en alguna de las situaciones que señalan las letras a) o b) del artículo 54, deberá presentar los antecedentes médicos que fundamenten su solicitud de invalidez ante un médico cirujano de aquellos incluidos en el Registro Público de Asesores, que administrará y mantendrá la Superintendencia, con el objeto que éste informe a la Comisión Médica Regional si la solicitud se encuentra debidamente fundada. En caso que ésta se encuentre debidamente fundada, la respectiva Comisión Médica Regional designará, sin costo para el afiliado, a un médico cirujano de aquellos incluidos en el citado Registro, con el objeto que lo asesore en el proceso de evaluación y calificación de invalidez y asista como observador a las sesiones de las Comisiones en que se analice su solicitud. Con todo, el afiliado siempre podrá nombrar, a su costa, un médico cirujano de su confianza para este último efecto, en reemplazo del designado. En caso que no se considere debidamente fundamentada la solicitud, el afiliado que se encuentre en alguna de las situaciones que señalan las letras a) o b) del artículo 54, podrá asistir al proceso de evaluación y calificación de invalidez sin asesoría o nombrar, a su costa, un médico cirujano de su confianza para que le preste la referida asesoría como médico observador. Asimismo, las compañías de seguros a que se refiere el artículo 59 podrán designar un médico cirujano en cada una de las Comisiones Regionales, para que asistan como observadores a las sesiones de éstas, cuando conozcan de la calificación de invalidez de un afiliado cuyo riesgo las compañías hubieran cubierto. El médico asesor y el observador tendrán derecho a voz pero no a voto durante la adopción del respectivo acuerdo. La Superintendencia de Pensiones establecerá, mediante norma de carácter general, las inhabilidades que afectarán al médico asesor y al observador.”.


b) Reemplázase la segunda oración del actual inciso segundo que ha pasado a ser tercero, por las siguientes: 


"El Instituto de Previsión Social contribuirá al financiamiento de las Comisiones Médicas en la misma forma que las Administradoras respecto de los solicitantes de pensión básica solidaria de invalidez. Para estos efectos, la Superintendencia de Pensiones fiscalizará a las Comisiones Médicas en lo que concierne al examen de las cuentas de entradas y gastos. El reglamento normará la organización, las funciones de las Comisiones y de los médicos asesores de los afiliados incluidos en el Registro Público, así como el régimen aplicable a éstos y a los médicos integrantes de las Comisiones, ninguno de los cuales serán trabajadores dependientes de la Superintendencia y deberán ser contratados por ésta, a honorarios. Dicho reglamento dispondrá también las exigencias que deberán cumplir los médicos cirujanos asesores de los afiliados para ser incluidos en el Registro Público a que se refiere el inciso anterior, así como también las facultades que tendrán para el cumplimiento de su cometido.”.


c) Suprímese el actual inciso tercero.


d) Reemplázase la segunda oración del inciso cuarto por la siguiente: “Los exámenes serán decretados por dicha Comisión y financiados por las Administradoras, en el caso de los afiliados no cubiertos por el seguro a que se refiere el artículo 59; por las compañías de seguros que se adjudiquen la licitación a que se refiere el artículo 59 bis, en el caso de los afiliados cubiertos por dicho seguro; por el Instituto de Previsión Social, en el caso de los solicitantes de pensión básica solidaria de invalidez; y por los propios interesados, exclusivamente.”. A su vez, reemplázase en la cuarta oración, la expresión “las Administradoras de Fondos de Pensiones” por “las entidades antes señaladas”.


e) Intercálase en el enunciado del inciso quinto entre las palabras “reclamables” y la preposición “por” la expresión “mediante solicitud fundada de acuerdo a lo que disponga el reglamento,”. A su vez, reemplázase la frase “afiliado afectado, por la Administradora a la cual éste se encuentre incorporado” por la siguiente “solicitante afectado, por el Instituto de Previsión Social” y reemplázase la palabra “tercero” por “cuarto”.


f) Reemplázase el inciso sexto por el siguiente: 


“Los exámenes de especialidad o los análisis e informes que demande la reclamación de un dictamen emitido por la Comisión Médica Regional, deberán ser financiados por la Administradora, la Compañía de Seguros, el Instituto de Previsión Social y el solicitante afectado, en la forma que señala el inciso cuarto, si la reclamación proviene de este último. Si la reclamación  proviene de la compañía de seguros o del Instituto de Previsión Social, dichos exámenes, análisis e informes serán financiados exclusivamente por estas instituciones. Si se originaren gastos de traslado, éstos serán íntegramente de cargo de quien reclame, salvo que el traslado haya sido ordenado por la Comisión Médica Central, en cuyo caso tales gastos serán de cargo de la Administradora, la Compañía de Seguros o el Instituto de Previsión Social, según corresponda, aun cuando el reclamo haya sido interpuesto por el solicitante afectado.”.


g) Reemplázase al final del inciso séptimo la expresión “en que se encuentra afiliado” por la siguiente “, en el caso de los afiliados no cubiertos por el seguro a que se refiere el artículo 59; y por las compañías de seguros que se adjudiquen la licitación a que se refiere el artículo 59 bis, en el caso de los afiliados cubiertos por dicho seguro. Estos gastos serán financiados por el Instituto de Previsión Social, en el caso de los solicitantes de pensión básica solidaria de invalidez.”.


h) Reemplázase en el inciso octavo la palabra “afiliado” por “solicitante afectado”.


i) Intercálese al final de la tercera oración del inciso noveno, entre la expresión “caso” y el punto seguido (.), la siguiente oración: “, pudiendo asistir también a esta sesión, con derecho a voz, un abogado designado por la Superintendencia de Pensiones cuando ésta lo requiera”.


j) Reemplázase en la primera oración del inciso duodécimo la expresión “octavo” por “noveno”.


6. Agrégase al final del inciso segundo del artículo 12 antes del punto aparte (.) la frase “que el afiliado pudiese generar por las mismas causas que produjeron la invalidez”.


7. Reemplázase el epígrafe del Título III “DE LAS COTIZACIONES, DE LOS DEPÓSITOS DE AHORRO PREVISIONAL VOLUNTARIO Y DE LA CUENTA DE AHORRO VOLUNTARIO”, por el siguiente:“DE LAS COTIZACIONES, DE LOS DEPÓSITOS DE AHORRO PREVISIONAL VOLUNTARIO, DEL AHORRO PREVISIONAL VOLUNTARIO COLECTIVO Y DE LA CUENTA DE AHORRO VOLUNTARIO”.


8. Modifícase el artículo 16 de la siguiente forma:


a) Sustitúyese su inciso primero por los siguientes:


“Artículo 16.- La remuneración y renta mensual tendrán un límite máximo imponible de sesenta Unidades de Fomento reajustadas considerando la variación del Índice de Remuneraciones Reales determinadas por el Instituto Nacional de Estadísticas entre noviembre del año anteprecedente y noviembre del precedente, respecto del año en que comenzará a aplicarse, sin perjuicio de lo establecido en el inciso segundo del artículo 90.


El tope imponible así reajustado, comenzará a regir el primer día de cada año y será determinado mediante resolución de la Superintendencia de Pensiones.


Con todo, el tope imponible será reajustado siempre que la variación del Índice antes mencionada sea positiva. Si fuese negativa, el tope mantendrá su valor vigente en UF y sólo se reajustará en la oportunidad en que se produzca una variación positiva que corresponda por aplicación del inciso primero.”.


b) Agrégase en su actual inciso segundo, que ha pasado a ser cuarto, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido, la siguiente oración “En todo caso, aquella parte de la cotización adicional destinada al financiamiento del seguro a que se refiere el artículo 59, deberá ser pagada por cada uno de los empleadores, de manera proporcional al monto que éstos paguen por concepto de remuneraciones imponibles al respectivo trabajador, sobre el total de dichas remuneraciones.”.


c) Agrégase el siguiente inciso final nuevo:


“Todas las referencias sobre remuneración y renta mensual imponible máxima se entenderán ajustadas al monto que se determine en función del procedimiento indicado en éste artículo.”.


9. Modifícase el artículo 17 de acuerdo a lo siguiente:


a) Reemplázase en su inciso segundo la expresión “deberán” por “se deberá” e incorpórese a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido, la siguiente oración:


“Tratándose de trabajadores dependientes, la parte de la cotización adicional destinada al financiamiento del seguro a que se refiere el artículo 59, será de cargo del empleador, con excepción de los trabajadores jóvenes que perciban subsidio previsional, mientras se encuentren percibiendo dicho subsidio.”.


b) Suprímese en su inciso tercero la palabra “estos” y agrégase a continuación de la palabra “afiliados” la expresión “y empleadores”.”.


9 bis. Suprímese el inciso quinto del artículo 17 bis.

10. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 19:


a) Agrégase en su inciso segundo a continuación de la palabra “trabajador” lo siguiente “y pagará las que sean de su cargo. Ambas cotizaciones se encontrarán afectas a lo dispuesto en el presente artículo”.


b) Intercálase a continuación del inciso segundo del artículo 19, los siguientes dos incisos nuevos, pasando los actuales incisos tercero al vigésimo primero a ser quinto al vigésimo tercero: 


“Cuando un empleador realice la declaración y el pago de cotizaciones a través de un medio electrónico, el plazo mencionado en el inciso primero se extenderá hasta el día 13 de cada mes, aun cuando éste fuere día sábado, domingo o festivo.


Los afiliados voluntarios podrán enterar sus cotizaciones en forma mensual o mediante un solo pago por más de una renta o ingreso mensual, con un máximo de doce meses, aplicándose para efectos de la determinación del monto de las cotizaciones, del ingreso base y de los beneficios a que habrá lugar, las normas de los párrafos 1° y 2° del Título IX, en lo que corresponda. La Superintendencia regulará las materias relacionadas con el pago de estas cotizaciones mediante una norma de carácter general.”.


c) Agrégase al final del inciso cuarto, que ha pasado a ser sexto, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido, lo siguiente:


“En caso de no realizar esta declaración dentro del plazo que corresponda, el empleador tendrá hasta el último día hábil del mes subsiguiente del vencimiento de aquél, para acreditar ante la Administradora respectiva la extinción de su obligación de enterar las cotizaciones previsionales de sus trabajadores, debido al término o suspensión de la relación laboral que mantenían. A su vez, las Administradoras deberán agotar las gestiones que tengan por objeto aclarar la existencia de cotizaciones previsionales impagas y, en su caso, obtener el pago de aquéllas de acuerdo a las normas de carácter general que emita la Superintendencia. Para estos efectos, si la Administradora no tuviere constancia del término de la relación laboral de aquellos trabajadores que registran cotizaciones previsionales impagas, deberá consultar respecto de dicha circunstancia a la Sociedad Administradora de Fondos de Cesantía. Transcurrido el plazo de acreditación de cese o suspensión de la relación laboral, sin que se haya acreditado dicha circunstancia, se presumirá sólo para los efectos del presente artículo e inicio de las gestiones de cobranza conforme a las disposiciones del inciso décimo noveno de este artículo, que las respectivas cotizaciones están declaradas y no pagadas.”.


d) Reemplázase en la segunda oración del actual inciso décimo octavo, que ha pasado a ser vigésimo, la expresión “noveno y décimo”, que se encuentra a continuación de la palabra “incisos”, por la expresión “décimo primero y décimo segundo”. Asimismo, reemplázase en la tercera oración a continuación de la palabra “incisos” y antes de la coma (,) la expresión “noveno, décimo y undécimo” por “décimo primero, décimo segundo y décimo tercero”.


e) Agrégase a continuación del inciso final, los siguientes incisos nuevos:


Los empleadores que no pagaren las cotizaciones establecidas en este Título, no podrán percibir recursos provenientes de instituciones públicas o privadas, financiados con cargo a recursos fiscales de fomento productivo, sin acreditar previamente ante las instituciones que administren los instrumentos referidos, estar al día en el pago de dichas cotizaciones. Sin embargo, podrán solicitar su acceso a tales recursos, los que sólo se cursarán acreditado que sea el pago respectivo.


Los empleadores que durante los 24 meses inmediatamente anteriores a la respectiva solicitud, hayan pagado dentro del plazo que corresponda las cotizaciones establecidas en este Título, tendrán prioridad en el otorgamiento de recursos provenientes de instituciones públicas o privadas, financiados con cargo a recursos fiscales de fomento productivo. Para efectos de lo anterior, deberán acreditar previamente, ante las instituciones que administren los instrumentos referidos, el cumplimiento del señalado requisito.”.


11. Intercálese, a continuación del artículo 20 E, el siguiente Párrafo 3 nuevo: “3.- Del Ahorro Previsional Voluntario Colectivo”, pasando el actual Párrafo 3 ”De la Cuenta de Ahorro Voluntario” a ser Párrafo 4.


12. Intercálanse, a continuación del artículo 20 E, los siguientes artículos 20 F a 20 O nuevos:


“Artículo 20 F.- Ahorro previsional voluntario colectivo es un contrato de ahorro suscrito entre un empleador, por sí y en representación de sus trabajadores, y una Administradora o Institución Autorizada a que se refiere la letra l) del artículo 98, con el objeto de incrementar los recursos previsionales de dichos trabajadores. 


El empleador podrá ofrecer a todos y a cada uno de sus trabajadores la adhesión a uno o más contratos de ahorro previsional voluntario colectivo. Los términos y condiciones de cada contrato ofrecido serán convenidos entre el empleador y la Administradora o Institución Autorizada y deberán ser igualitarios para todos y cada uno de sus trabajadores, no pudiendo establecerse, bajo ninguna circunstancia, beneficios que favorezcan a uno o más de ellos. 


Los aportes del empleador deberán mantener la misma proporción en función de los aportes de cada uno de los trabajadores. No obstante, el empleador podrá establecer en los contratos un monto máximo de su aporte, el que deberá ser igual para todos sus trabajadores. 


Los trabajadores podrán aceptar o no los contratos a los que se les ofrezca adherir, no pudiendo proponer modificaciones a los mismos.


Los contratos sólo serán válidos cuando cumplan con lo establecido en la norma de carácter general a que se refiere el artículo 20 G. 


Una vez vigente un contrato, el empleador quedará obligado a efectuar los aportes que el respectivo contrato establezca y bajo las condiciones del mismo, en las Administradoras de Fondos de Pensiones o Instituciones Autorizadas, con las cuales celebró dicho contrato. Con todo, cesará la obligación del empleador si el trabajador manifiesta su voluntad de no continuar realizando su aporte.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el empleador podrá, en virtud de dichos contratos obligarse a efectuar su aporte aun cuando el trabajador no se obligue a ello. En tal caso, podrá establecerse en el contrato una diferenciación en las condiciones relativas al monto y disponibilidad de los aportes, en relación a las condiciones establecidas para los trabajadores que se obligaron a aportar.  


Asimismo, cesará la obligación de efectuar aportes tanto para el empleador como para el trabajador, en cada uno de los meses en que proceda un pago de cotizaciones a través de una entidad pagadora de subsidios, cualquiera sea el número de días de reposo total o parcial establecidos en la licencia médica. Las entidades pagadoras de subsidios se abstendrán de descontar suma alguna destinada a la cuenta de ahorro voluntario colectivo del trabajador. 


El contrato podrá establecer un período de permanencia mínima en la Administradora o Institución Autorizada durante el cual el trabajador deberá mantener sus aportes en aquéllas. Con todo, el trabajador podrá siempre manifestar su voluntad de no continuar realizando aportes, de acuerdo a lo que indique la norma de carácter general a que se refiere el artículo 20 G. En tal caso, el trabajador deberá  comunicar su decisión por escrito o por un medio electrónico a su empleador y a la Administradora o Institución Autorizada correspondiente. 


El trabajador que se encuentre en la situación a que se refiere el inciso anterior, podrá manifestar su voluntad de reanudar sus aportes de acuerdo al contrato de ahorro, siempre y cuando éste se encontrare vigente, para lo cual deberá comunicarlo de la misma forma al empleador y a la Administradora o Institución Autorizada correspondiente, generando la respectiva obligación del empleador de reanudar sus aportes en conformidad a lo estipulado en dicho contrato. 


Las controversias suscitadas entre el trabajador y su empleador con motivo de la suscripción de estos contratos, se sujetarán a la competencia de los Juzgados de Letras del Trabajo sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 19.


Artículo 20 G.- Las Superintendencias de Pensiones, de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras, dictarán conjuntamente una norma de carácter general que establecerá los requisitos que deberán cumplir los contratos y los planes de ahorro previsional voluntario colectivo, así como los procedimientos necesarios para su correcto funcionamiento. 


Con el objeto que la oferta de un empleador de suscribir uno o más contratos tenga amplia cobertura y no discrimine arbitrariamente entre los distintos trabajadores, la referida norma de carácter general considerará al menos: 


a) El número o porcentaje mínimo de trabajadores, de un mismo empleador, que deban adherir a alguno de los contratos ofrecidos en relación al número total de aquellos;


b) El número máximo de meses de permanencia en la empresa que los contratos podrán establecer como requisito para que el trabajador adquiera la propiedad de los aportes efectuados por el empleador.


Artículo 20 H.- El empleador deducirá los aportes de los trabajadores de su remuneración, mensualmente o con la periodicidad que las partes acuerden. 


En caso de incumplimiento del empleador de su obligación de enterar los aportes se aplicará lo dispuesto en el artículo 19. La Administradora o la Institución Autorizada deberá, en representación de los trabajadores comprendidos en el contrato de ahorro, seguir las acciones tendientes al cobro de tales aportes, sus reajustes e intereses, de conformidad al procedimiento previsto en el mencionado artículo. 


Los aportes que efectúen empleador y trabajador, se depositarán en una cuenta individual, que se abrirá en una Administradora de Fondos de Pensiones o en alguna de las  Instituciones Autorizadas, de acuerdo a lo especificado en el contrato. Dichas entidades deberán registrar separadamente en la cuenta de capitalización individual del trabajador los aportes efectuados por éste y por su empleador. 


Los recursos originados en los aportes efectuados por el trabajador serán siempre de su propiedad. Por su parte, los recursos originados en los aportes efectuados por el empleador serán de propiedad del trabajador una vez que se cumplan las condiciones establecidas en el contrato respectivo. De esta forma, si el contrato de ahorro establece un período mínimo de permanencia en la empresa, para que los aportes del empleador sean definitivamente de propiedad del trabajador, se requerirá que éste cumpla íntegramente dicho período o que se configure algunas de las causales establecidas expresamente en el contrato para ello. Con todo, si el contrato de trabajo terminase por la causal establecida en el artículo 161 del Código del Trabajo, los aportes del empleador pasarán a ser de propiedad del trabajador. Si el trabajador no adquiere la propiedad de los recursos originados en aportes efectuados por el empleador, éste deberá retirar dichos recursos, de acuerdo al procedimiento que determine la norma de carácter general a que se refiere el artículo 20 G. 


A los aportes de ahorro previsional voluntario colectivo les será aplicable lo establecido en el inciso cuarto del artículo 20 y el artículo 20 D.


Artículo 20 I.- Las Administradoras de Fondos de Pensiones tendrán derecho a una retribución, establecida en los contratos sobre la base de comisiones, por la administración del ahorro previsional voluntario colectivo y por la transferencia de depósitos de este tipo de ahorro hacia otra Administradora o Instituciones Autorizadas. 


La comisión por la administración de los depósitos de ahorro previsional voluntario colectivo sólo podrá ser establecida como un porcentaje del saldo de este tipo de ahorro. 


La comisión por la transferencia de depósitos de ahorro previsional voluntario colectivo desde una Administradora de Fondos de Pensiones hacia otra o a las Instituciones Autorizadas, sólo podrá ser establecida como una suma fija por operación, que se descontará del depósito y deberá ser igual cualesquiera sean las entidades seleccionadas por el afiliado. 


No obstante lo anterior, no se podrán establecer comisiones por el traspaso total o parcial del saldo originado en ahorro previsional voluntario colectivo desde una Administradora de Fondo de Pensiones hacia otra o a las Instituciones Autorizadas. Asimismo, ninguna de estas últimas podrá establecer comisiones por el traspaso total o parcial del saldo hacia otra Institución o hacia una Administradora de Fondos de Pensiones. 


Las comisiones por administración podrán ser acordadas libremente entre el empleador y las Administradoras de Fondos de Pensiones o Instituciones Autorizadas, pudiendo establecerse comisiones diferenciadas entre distintos contratos. A su vez, en un mismo contrato, podrán establecerse comisiones diferenciadas según el número de trabajadores adscritos al plan. 


Artículo 20 J.- Los contratos que el empleador ofrezca a sus trabajadores, deberán especificar las Administradoras o las Instituciones Autorizadas que podrán desempeñar la función de administración de los recursos de ahorro previsional voluntario colectivo de sus trabajadores. Con todo, los contratos que ofrezca el empleador no podrán incluir una Administradora o Institución Autorizada que sea una persona relacionada a él, según lo dispuesto en el Título XV de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores.


Las Administradoras de Fondos de Pensiones no podrán condicionar, bajo ninguna circunstancia, la suscripción de un contrato de Ahorro Previsional Voluntario Colectivo a la afiliación o traspaso a esa Administradora de los trabajadores que adhieran al contrato. La infracción a lo dispuesto en el presente inciso, será sancionada de conformidad a lo establecido en esta ley y en el decreto con fuerza de ley Nº 101, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.


Artículo 20 K.- Los depósitos por concepto de ahorro previsional voluntario colectivo podrán realizarse en cualquiera de los Fondos de Pensiones de una Administradora y en los planes de ahorro autorizados por las Superintendencias de Bancos e Instituciones Financieras o de Valores y Seguros, según corresponda.


Dichas entidades no podrán invertir estos recursos en una suma que exceda del veinte por ciento de los recursos administrados por cada plan en instrumentos emitidos o garantizados por el empleador respectivo y sus personas relacionadas, según lo dispuesto en el Título XV de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores. 


Artículo 20 L.- Para efectos del tratamiento tributario del ahorro previsional voluntario colectivo y del ahorro previsional voluntario a que se refiere el artículo 20, los trabajadores podrán optar por acogerse a alguno de los siguientes regímenes tributarios:


a) Que al momento del depósito de ahorro, el trabajador no goce del beneficio establecido en el número 1 del artículo 42 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, por los aportes que él efectúe como cotizaciones voluntarias, ahorro previsional voluntario colectivo o ahorro previsional voluntario, y que al momento del retiro por el trabajador de los recursos originados en sus aportes, la parte que corresponda a los aportes no sea gravada con el impuesto único establecido en el número 3 de dicho artículo, o 


b) Que al momento del depósito de ahorro, el trabajador goce del beneficio establecido en el número 1 del artículo 42 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, por los aportes que él efectúe como cotizaciones voluntarias, ahorro previsional voluntario colectivo o ahorro previsional voluntario, y que al momento del retiro por el trabajador de los recursos originados en sus aportes, éstos sean gravados en la forma prevista en el número 3 de dicho artículo.


En el caso que el trabajador se acoja al régimen tributario señalado en la letra a) anterior, la rentabilidad de los aportes retirados quedará sujeta al régimen tributario aplicable a la cuenta de ahorro voluntario, a que se refiere el artículo 22 de esta ley, y se determinará en la forma prevista en dicho artículo. En este mismo caso, cuando dichos aportes se destinen a anticipar o mejorar la pensión, para los efectos de aplicar el impuesto establecido en el artículo 43 de la Ley de Impuesto a la Renta, se rebajará el monto que resulte de aplicar a la pensión el porcentaje que en el total del fondo destinado a pensión representen las cotizaciones voluntarias, aportes de ahorro previsional voluntario y aportes de ahorro previsional voluntario colectivo que la persona hubiere acogido a lo dispuesto en este inciso. El saldo de dichas cotizaciones y aportes será determinado por la Administradora, registrando separadamente el capital invertido, expresado en unidades tributarias mensuales, el que corresponderá a la diferencia entre los depósitos y los retiros netos, convertidos cada uno de ellos al valor que tenga dicha unidad en el mes en que se efectúen estas operaciones.


Una vez elegido un régimen tributario de aquellos a que se refiere el inciso primero, el afiliado siempre podrá optar por el otro régimen, para los sucesivos aportes que efectúe por concepto de  cotizaciones voluntarias, ahorro previsional voluntario o ahorro previsional voluntario colectivo, de acuerdo a lo que establezcan la Superintendencia de Pensiones, de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras mediante norma de carácter general conjunta. En todo caso, el monto total de los aportes que se realicen acogiéndose a uno u otro régimen tributario, no podrá exceder de seiscientas unidades de fomento por cada año calendario.


Por su parte, los aportes que los empleadores efectúen a los planes de ahorro previsional voluntario colectivo se considerarán como gasto necesario para producir la renta de aquéllos. Los trabajadores no podrán acoger dichos aportes al beneficio establecido en el número 1 del artículo 42 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, pero serán considerados como ingreso no renta para el trabajador mientras no sean retirados de los planes.


En caso que los recursos originados en aportes del empleador sean retirados por el trabajador, se gravarán con el impuesto único establecido en el número 3 del artículo 42 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta. A su vez, cuando los aportes del empleador sean retirados por éste, de acuerdo a lo establecido en el inciso cuarto del artículo 20 H, aquéllos serán considerados como ingresos para efectos de la Ley sobre Impuesto a la Renta. 


Las rentas que generen los planes de ahorro previsional voluntario colectivo no estarán afectas a Impuesto a la Renta en tanto no sean retiradas. 


Las cotizaciones voluntarias, los depósitos de ahorro previsional voluntario y los aportes del trabajador y del empleador para el ahorro previsional voluntario colectivo que se realicen de acuerdo a la alternativa b) del inciso primero, gozarán del beneficio tributario  a que se refiere dicha letra, por la parte que no exceda a seiscientas unidades de fomento anuales por cada trabajador.


Artículo 20 M.- En caso de término de la relación laboral, de término del contrato de ahorro respectivo o cuando así lo contemple dicho contrato, los trabajadores deberán traspasar el saldo que corresponda a un nuevo plan de ahorro previsional voluntario colectivo o a un plan de ahorro previsional voluntario administrado por una Institución Autorizada o una Administradora de Fondos de Pensiones. Los traspasos antes señalados no se considerarán retiros para todos los efectos legales. Asimismo, también podrán retirar total o parcialmente el saldo acumulado, en las condiciones que correspondan al régimen tributario seleccionado en el momento del aporte. 


Artículo 20 N.- Las Administradoras de Fondos de Pensiones y las Instituciones Autorizadas sólo podrán suscribir los contratos de ahorro previsional voluntario colectivo que den cumplimiento a las disposiciones establecidas en el presente título. La fiscalización de los planes de Ahorro Previsional Voluntario Colectivo que ofrezca cada institución corresponderá a la Superintendencia respectiva.


Artículo 20 O.- El trabajador dependiente o independiente que hubiere acogido todo o parte de su ahorro previsional al régimen tributario señalado en la letra a) del inciso primero del artículo 20 L, que destine todo o parte del saldo de cotizaciones voluntarias o depósitos de ahorro previsional voluntario o de ahorro previsional voluntario colectivo, a adelantar o incrementar su pensión, tendrá derecho, al momento de pensionarse, a la bonificación de cargo fiscal que se indica en este artículo. 


El monto de esta bonificación será el equivalente al quince por ciento de lo ahorrado por el trabajador por concepto de cotizaciones voluntarias, ahorro previsional voluntario o ahorro previsional voluntario colectivo, efectuado conforme a lo establecido en la letra a) del inciso primero del artículo 20 L, que aquél destine a adelantar o incrementar su pensión. En todo caso, en cada año calendario, la bonificación no podrá ser superior a seis unidades tributarias mensuales correspondientes al valor de la unidad tributaria mensual vigente el 31 de diciembre del año en que se efectuó el ahorro.


Con todo, la bonificación establecida en este artículo, procederá respecto de las cotizaciones voluntarias, los depósitos de ahorro previsional voluntario y los aportes del trabajador para el ahorro previsional voluntario colectivo, efectuados durante el respectivo año calendario, que no superen en su conjunto la suma equivalente a diez veces el total de cotizaciones efectuadas por el trabajador, de conformidad a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 17 del presente decreto ley, dentro de ese mismo año.


El Servicio de Impuestos Internos determinará anualmente el monto de la bonificación, informándolo a la Tesorería General de la República para que ésta proceda a efectuar el depósito a que se refiere el inciso siguiente. Para tal efecto, las Administradoras de Fondos de Pensiones e Instituciones Autorizadas remitirán anualmente al Servicio de Impuestos Internos la nómina total de sus afiliados que tuvieren ahorro previsional del señalado en el primer inciso de este artículo y el monto de éste en el año que se informa. Las Superintendencias de Pensiones, de Valores y Seguros, de Bancos e Instituciones Financieras y el Servicio de Impuestos Internos determinarán conjuntamente, mediante una norma de carácter general, la forma y plazo en que se remitirá dicha información.


La bonificación a que se refiere este artículo se depositará anualmente en una cuenta individual especial y exclusiva para tal efecto, que se abrirá en la Administradora de Fondos de Pensiones o Institución Autorizada en la que se hubiese efectuado la correspondiente cotización voluntaria, depósito de ahorro previsional voluntario o de ahorro previsional voluntario colectivo. El monto depositado por concepto de bonificación estará sujeto a las mismas condiciones de rentabilidad y comisiones que la cotización o depósito en virtud del cual se originó.


Para cada retiro que afecte a los montos depositados que se hayan acogido al régimen tributario señalado en la letra a) del inciso primero del artículo 20 L, la Administradora de Fondos de Pensiones o la Institución Autorizada de que se trate, girará desde la cuenta referida en el inciso precedente a la Tesorería General de la República un monto equivalente al 15% de aquel retiro o al saldo remanente si éste fuese inferior a dicho monto. 


La bonificación establecida en el presente artículo y la rentabilidad que ésta genere no estarán afectas a Impuesto a la Renta en tanto no sean retiradas.


Las Superintendencias de Pensiones, de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras, dictarán conjuntamente una norma de carácter general que establecerá los procedimientos que se aplicarán para el otorgamiento de la bonificación a que se refiere el presente artículo, la oportunidad de su solicitud, su tramitación y pago, y toda otra disposición necesaria para su adecuada aplicación.".


13. Sustitúyese en el inciso tercero del artículo 21 la expresión “octavo al décimo quinto”, por la expresión “décimo al décimo séptimo”. A su vez, sustitúyese la primera oración del inciso cuarto, por la siguiente:


“Mediante norma de carácter general que dictará la Superintendencia, se establecerá el número máximo de retiros de libre disposición que podrán efectuar los afiliados en cada año calendario, con cargo a su cuenta de ahorro voluntario, el que no podrá ser inferior a cuatro. Cada vez que se efectúe una modificación al número de retiros, el nuevo guarismo deberá entrar en vigencia el primer día del año calendario siguiente y se mantendrá vigente al menos durante dicho período.”.


14. Sustitúyese el inciso primero del artículo 22 por el siguiente:


“Artículo 22.- Los afiliados podrán optar por traspasar todo o parte de los fondos de su cuenta de ahorro voluntario a la de capitalización individual, con el objeto de cumplir con los requisitos para pensionarse según las disposiciones de esta ley. Asimismo, los pensionados podrán utilizar todo o parte del saldo de la cuenta de ahorro voluntario para incrementar el monto de su pensión. Los traspasos antes señalados no se considerarán giro para los efectos del artículo 21.”.


15. Modifícase el artículo 22 bis de la siguiente forma:


a) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:


“Las comisiones por la administración de las cuentas de ahorro voluntario sólo podrán ser establecidas como un porcentaje del saldo mantenido en ellas.”.


b) Elimínase la primera oración del inciso cuarto. A su vez, sustitúyese en la segunda oración la palabra “Ellas” por la expresión “Las comisiones señaladas en este artículo”.


16. Modifícase el artículo 23 de la siguiente manera:


a) Agrégase en la tercera oración del inciso tercero a continuación de la palabra “inválidos” la palabra “parciales”. Asimismo, agrégase a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración:


“Con todo, las prohibiciones de este inciso no se aplicarán respecto de aquella parte de los saldos que exceda al monto necesario para financiar una pensión que cumpla con los requisitos señalados en el inciso primero del artículo 68.”.


b) Agrégase en la primera oración del inciso cuarto, antes del punto seguido (.) que pasa a ser una coma (,), lo siguiente: “con excepción de aquel que exceda al monto necesario para financiar una pensión que cumpla con los requisitos señalados en el inciso primero del artículo 68.”.


c) Agrégase en la letra c) del inciso quinto a continuación de la palabra “inválidos” la palabra “parciales”.


d) Agréganse a continuación del inciso final los siguientes incisos finales nuevos:


“Los contratos que celebren las Administradoras de Fondos de Pensiones para la prestación de servicios relacionados con el giro de aquélla, deberán ceñirse a lo que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general. En dicha norma se establecerá a lo menos, el contenido mínimo de los contratos, la regulación para la subcontratación con partes relacionadas y los requerimientos de resguardo de la información a que tenga acceso el prestador del servicio con ocasión del contrato. La mencionada norma comprenderá, al menos, la subcontratación con entidades públicas o privadas de la administración de cuentas individuales; la administración de cartera de los recursos que componen el Fondo de Pensiones de acuerdo a lo señalado en el artículo 23 bis; los servicios de información y atención de consultas referidas al funcionamiento del Sistema de Pensiones; la recepción de solicitudes de pensión y su remisión a la Administradora para el trámite correspondiente, y la recepción y transmisión de la información a que se refieren las letras a) y c) del inciso octavo del artículo 61 bis de esta ley.


Las Administradoras siempre serán responsables de las funciones que subcontraten, debiendo ejercer permanentemente un control sobre ellas. Dichos servicios deberán cumplir con los mismos estándares de calidad exigidos a las Administradoras.


Los contratos que celebren las Administradoras para la prestación de servicios relacionados con el giro de aquélla, deberán contemplar disposiciones por medio de las cuales el proveedor declare conocer la normativa que las regula, como asimismo, se comprometa a aplicarla permanentemente. Adicionalmente, deberán contener disposiciones que permitan a la Superintendencia ejercer sus facultades fiscalizadoras, en los términos establecidos en el N° 16 del artículo 94.


Las Administradoras tendrán derecho a un crédito, contra el impuesto de primera categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, por el impuesto al valor agregado que soporten por los servicios que subcontraten en virtud de lo establecido en esta ley y en la norma de carácter general de la Superintendencia. Dicho crédito se imputará mensualmente como una deducción del monto de los pagos provisionales obligatorios de la entidad. El remanente que resultare de esta imputación, por ser inferior el monto del pago provisional obligatorio o por no existir la obligación de hacerlo en dicho período, podrá acumularse para ser imputado de igual forma en los meses siguientes, reajustado en la forma que prescribe el artículo 27 del decreto ley N° 825, de 1974. El saldo que quedare una vez efectuadas las deducciones por el mes de diciembre de cada año, o el último mes en el caso de término de giro, tendrá el carácter de pago provisional de aquellos a que se refiere el artículo 88 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.“.


17. Agrégase al final del inciso séptimo del artículo 23 bis, antes del punto aparte, la siguiente frase: “y subcontratación de servicios en los términos de los incisos vigésimo tercero al vigésimo quinto del artículo 23”.


17 bis. Modifícase el artículo 26 de la siguiente forma:


a) Intercálase entre los actuales incisos cuarto y final, el siguiente inciso nuevo:


“Todas las Administradoras deberán mantener un sitio web que contendrá, al menos, la información a que se refiere el inciso anterior, permitiendo que sus afiliados efectúen a través de aquél las consultas y trámites que establezca una norma de carácter general de la Superintendencia.”.


b) Agrégase el siguiente inciso final nuevo:


“Toda publicación de la composición de la cartera de inversión de los distintos Tipos de Fondos de Pensiones de cada una de las Administradoras, deberá referirse a períodos anteriores al último día del cuarto mes precedente. El contenido de dichas publicaciones se sujetará a lo que establezca una norma de carácter general de la Superintendencia. Con todo, esta última podrá publicar la composición de la cartera de inversión agregada de los Fondos de Pensiones referida a períodos posteriores al señalado.”.


18. Elimínase en el inciso primero del artículo 28 la frase “de cargo de los afiliados”, y en la segunda oración de su inciso final la frase “el resultado de sumar a la comisión fija por depósito de cotizaciones,”.


19. Modifícase el artículo 29 de la siguiente manera:


a) Reemplázanse en la primera oración del inciso segundo las palabras “podrán” y “sujetos” por “podrá” y “sujeto”, respectivamente. A su vez, elimínase al final de la misma oración la siguiente frase: “y la transferencia del saldo de la cuenta desde otra Administradora”.


b) Modifícase el inciso tercero de la siguiente forma: 


i. Reemplázase la primera oración por la siguiente: “La comisión por el depósito de las cotizaciones periódicas sólo podrá establecerse sobre la base de un porcentaje de las remuneraciones y rentas imponibles que dieron origen a dichas cotizaciones.”.


ii. Reeemplázase en la tercera oración la frase: “al aporte adicional establecido en el artículo 54” por la siguiente: “a la cobertura del Seguro de Invalidez y Sobrevivencia a que se refiere el artículo 59”. A su vez, agregáse a continuación de la expresión “independientes” la frase: “y los afiliados voluntarios”. Por último, reemplázase al final del inciso la expresión “de dicho artículo” por “del artículo 54”.

c) Elimínase en el inciso cuarto la siguiente frase: “la transferencia del saldo de la cuenta individual y”. A su vez, elimínase la oración: “, a una suma fija por operación, o a una combinación de ambos”.


d) Agrégase en el inciso final, a continuación del punto aparte que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración:


“Con todo, cuando se trate de una rebaja en las comisiones dicho plazo se reducirá a treinta días.”.


20. Sustitúyese en la tercera oración del inciso segundo del artículo 31, la palabra “tercero” por “quinto”.Por su parte, elimínase en la oración final del inciso tercero del artículo 31 la frase: “, considerando los ajustes por siniestralidad”.


21. Modifícase el artículo 34 de la siguiente forma:


a) Sustitúyese en la primera oración del inciso segundo la expresión “para cobertura de riesgo a que se refieren las letras k) y m)”, por la siguiente: “con instrumentos derivados a que se refiere la letra l)”.


b) Sustitúyese en el inciso tercero la expresión “k) y n)” por la siguiente: “j) y m)”.


22. Reemplázase en la segunda oración del inciso segundo del artículo 35, la frase “informado por la Superintendencia, el que” por lo siguiente: “determinado e informado por la Superintendencia, por sí o a través de otra entidad que contrate para estos efectos. Dicho valor”.


23. Modifícase el artículo 37 de la siguiente forma:


a) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente inciso:


“Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, en el caso que un Fondo cuente con menos de treinta y seis meses de funcionamiento, la Administradora será responsable de que la rentabilidad real anualizada del respectivo Fondo, para el período en que se encuentre operando, no sea menor a la que resulte inferior entre:


1. En el caso de los Fondos Tipos A y B:


a. La rentabilidad real anualizada promedio de todos los Fondos del mismo tipo, según corresponda, para el período equivalente a los meses de funcionamiento del nuevo Fondo, menos seis puntos porcentuales, y


b. La rentabilidad real anualizada promedio de todos los Fondos del mismo tipo, según corresponda, para el período equivalente a los meses de funcionamiento del nuevo Fondo, menos el valor absoluto del cincuenta por ciento de dicha rentabilidad.


2. En el caso de los Fondos Tipos C, D y E:


a. La rentabilidad real anualizada promedio de todos los Fondos del mismo tipo, según corresponda, para el período equivalente a los meses de funcionamiento del nuevo Fondo, menos cuatro puntos porcentuales, y


b. La rentabilidad real anualizada promedio de todos los Fondos del mismo tipo, según corresponda, para el período equivalente a los meses de funcionamiento del nuevo Fondo, menos el valor absoluto del cincuenta por ciento de dicha rentabilidad.”.


b) Elimínase el inciso final. 


24. Derógase el artículo 38.


25. Reemplázase el artículo 39, por el siguiente:


“Artículo 39.- Las Administradoras serán responsables por los perjuicios causados a los afiliados en sus cuentas de capitalización individual producto del no cumplimiento oportuno de sus obligaciones, así como de las instrucciones dadas por el afiliado a aquéllas en el ejercicio de los derechos que le establece esta ley. Una vez acreditado el incumplimiento y habiéndose producido una pérdida de rentabilidad en alguna de las cuentas del afiliado, siempre que la Administradora no realice la compensación correspondiente, la Superintendencia podrá ordenar la restitución de dicha pérdida a la cuenta de capitalización individual respectiva, de acuerdo al procedimiento que establezca una norma de carácter general. En este último caso, la Administradora podrá reclamar en contra de tal determinación de acuerdo a lo dispuesto en el Nº 8 del artículo 94.”.


26. Modifícase el artículo 42 de la siguiente forma:


a) Elimínase en el inciso primero la oración: “y esa diferencia no pudiere ser cubierta con la Reserva de Fluctuación de Rentabilidad,”. 


b) Elimínase en el inciso tercero la oración “de la Reserva de Fluctuación de Rentabilidad o”.


c) Elimínase en el inciso cuarto la oración “de Reserva de Fluctuación de Rentabilidad y”. 


27. Elimínase en la tercera oración del inciso tercero del artículo 43 la expresión: “y del cálculo de la Reserva de Fluctuación de Rentabilidad a que se refiere el artículo 39”. A su vez, reemplázase la expresión “efectuarán” por “efectuará”.


28. Modifícase el artículo 44 de la siguiente forma:


a) Sustitúyese en el inciso primero la letra “k)” por la letra “j)”.


b) Reemplázase en el inciso décimo la expresión “de cobertura de riesgo financiero” por la siguiente: “con instrumentos derivados”. 


c) Sustitúyese en el inciso final la expresión “k) y n)”, por la siguiente: “j) y m)”. A su vez, agrégase a continuación de la expresión: “artículo 45” la siguiente oración: “y el valor de los instrumentos financieros entregados en garantías a bancos y Cámaras de Compensación por operaciones con instrumentos derivados a que se refiere la letra l) del mencionado inciso”.


29. Modifícase el artículo 45 de la siguiente forma:


a) Modifícase el inciso segundo de la siguiente forma:


i. Elimínase la letra h), pasando las actuales letras i) a la n) a ser letras h) a la m), respectivamente.


ii. Reemplázase la actual letra j) por la siguiente letra i) nueva:


“i) Efectos de comercio emitidos por empresas públicas y privadas;”


iii. Sustitúyese la actual letra k) por la siguiente letra j) nueva:


“j) Títulos de crédito, valores o efectos de comercio, emitidos o garantizados por Estados extranjeros, bancos centrales o entidades bancarias extranjeras o internacionales; acciones y bonos emitidos por empresas extranjeras y cuotas de participación emitidas por Fondos Mutuos y Fondos de Inversión extranjeros, que se transen habitualmente en los mercados internacionales y que cumplan a lo menos con las características que señale el Régimen de Inversión de los Fondos de Pensiones a que se refiere el inciso vigésimo cuarto. A su vez, para efectos de la inversión extranjera, las Administradoras, con los recursos de los Fondos de Pensiones, podrán invertir en títulos representativos de índices de instrumentos financieros, depósitos de corto plazo y en valores extranjeros del título XXIV de la ley N° 18.045 que se transen en un mercado secundario formal nacional; y celebrar contratos de préstamos de activos; todo lo cual se efectuará en conformidad a las condiciones que señale el citado Régimen. Asimismo, para los efectos antes señalados, podrán invertir en otros valores e instrumentos financieros, realizar operaciones y celebrar contratos de carácter financiero, que autorice la Superintendencia, previo informe del Banco Central de Chile, y bajo las condiciones que establezca el Régimen de Inversión;”.


iv. Reemplázase la actual letra l) que pasa a ser k), por la siguiente letra k) nueva:


“k) Otros instrumentos de oferta pública, cuyos emisores sean fiscalizados por la Superintendencia de Valores y Seguros o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, que autorice la Superintendencia de Pensiones, previo informe del Banco Central de Chile;”


v. Reemplázase en la actual letra m) que pasó a ser letra l) la frase: “que tengan como objetivo la cobertura del riesgo financiero que pueda afectar a las inversiones del Fondo de Pensiones, que se efectúen habitualmente en los mercados secundarios formales, y” por la siguiente: “con instrumentos derivados”. A su vez, reemplázase la oración “por normas de carácter general que dictará la Superintendencia;” por lo siguiente “en el inciso duodécimo de este artículo y en el Régimen de Inversión;”.


b) Reemplázase el inciso cuarto por los siguientes nueve incisos nuevos, pasando los actuales incisos quinto y sexto a ser incisos décimo tercero y décimo cuarto, respectivamente: 


“Los recursos de los Fondos de Pensiones Tipo A, B, C, D y E podrán invertirse en los instrumentos, efectuar las operaciones y celebrar los contratos señalados en las letras a) a la m) del inciso segundo de este artículo. 


Los Fondos de Pensiones podrán adquirir títulos de las letras b), c), d), e), f), i), y de la letra j) cuando se trate de instrumentos de deuda, cuando cuenten con al menos dos clasificaciones de riesgo iguales o superiores a BBB y nivel N-3, a que se refiere el artículo 105, elaboradas por diferentes clasificadoras privadas, y acciones de la letra g) que cumplan con los requisitos a que se refiere el inciso siguiente. Asimismo, podrán adquirir cuotas emitidas por fondos de inversión y cuotas emitidas por fondos mutuos a que se refiere la letra h) y títulos representativos de capital de la letra j) que estén aprobados por la Comisión Clasificadora de Riesgo, e instrumentos de la letra k), autorizados por la Superintendencia y en caso que ésta lo requiera por la Comisión Clasificadora de Riesgo.


Las acciones a que se refiere la letra g) podrán ser adquiridas por los Fondos de Pensiones cuando el emisor cumpla con los requisitos mínimos que serán determinados en el Régimen de Inversión. Aquellas acciones que no cumplan con los requisitos anteriores podrán ser adquiridas por los Fondos de Pensiones cuando éstas sean clasificadas en primera clase por al menos dos entidades clasificadoras de riesgo a las que se refiere la ley N° 18.045. 


El Régimen de Inversión regulará la especificación conceptual, metodología de cálculo y el valor límite de los requisitos mínimos, a que se refiere el inciso anterior. La Superintendencia de Valores y Seguros y la de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, efectuarán el cálculo de los valores que se establezcan en el Régimen y confeccionarán una nómina de emisores de acciones de la letra g) de este artículo que cumplan con ellos. Esta nómina también incluirá aquellos emisores que no cumplan los requisitos antes señalados y será remitida a la Superintendencia a más tardar los días diez de los meses de abril, junio, octubre y diciembre de cada año, pudiendo sin embargo ser modificada o complementada en cualquier fecha.


Cuando se trate de instrumentos de deuda de las letras b), c), d), e), f), i) y k), las clasificaciones de riesgo a que refiere el inciso quinto deberán ser elaboradas en conformidad a lo señalado en la ley N° 18.045. A su vez, cuando estos instrumentos se transen en mercados internacionales, las referidas clasificaciones también podrán ser efectuadas por las entidades clasificadoras indicadas en el inciso siguiente.


Las clasificaciones de riesgo de los instrumentos de deuda de la letra j) deberán ser efectuadas por entidades clasificadoras internacionalmente reconocidas, siempre que el Banco Central de Chile las considere para efectos de la inversión de sus propios recursos. En todo caso, cuando los instrumentos de la letra antes señalada se transen en un mercado secundario formal nacional, la referida clasificación también podrá ser efectuada por las entidades clasificadoras a que se refiere la ley N° 18.045. 


Para efectos de la inversión de los Fondos de Pensiones en los instrumentos de deuda señalados en las letras b), c), d), e), f), i), j) y k) y las acciones de la letra g), se deberá considerar la categoría o clasificación de mayor riesgo de entre las que les hubieren otorgado los clasificadores privados.


Las clasificadoras a que se refiere la ley N° 18.045 presentarán a la Superintendencia dentro de los cinco primeros días de cada mes, una lista de clasificación de riesgo de los instrumentos de deuda y de las acciones que les hayan sido encomendadas, con los respectivos informes públicos de acuerdo a lo que determine la Superintendencia de Valores y Seguros. Adicionalmente a la lista de clasificación de riesgo, se acompañarán los informes de actualización periódica que deban presentar a la referida Superintendencia y a la de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda. 


Las operaciones con instrumentos derivados a que se refiere la letra l), podrán tener como objeto la cobertura del riesgo financiero que pueda afectar a los Fondos de Pensiones u otros fines distintos. El Régimen de Inversión señalará los tipos de operaciones con instrumentos derivados y los activos objeto involucrados en ellas, que estarán autorizados para los recursos de los Fondos de Pensiones. Asimismo, dicho Régimen podrá condicionar la autorización de operaciones con instrumentos derivados a la adopción de políticas, procedimientos, controles y otras restricciones que provean los resguardos suficientes para su uso.”.


c) Sustitúyese en el actual inciso quinto, que ha pasado a ser décimo tercero, la expresión “, h) y j)” por la siguiente: “e i)”. A su vez, sustitúyese la actual referencia a la letra “i)” por la letra “h)”.


d) Elimínase en el actual inciso sexto, que ha pasado a ser décimo cuarto, la expresión “, k)”. A su vez, reemplázase la actual referencia a la letra “l)” por la letra “k)”.


e) Agrégase el siguiente inciso décimo quinto nuevo, pasando los actuales incisos séptimo y octavo a ser incisos décimo sexto y décimo séptimo, respectivamente:


“Los Fondos de Pensiones podrán adquirir los títulos de las letras b), c), d), e), f), g), h), i), j) que cumplan con lo establecido en el Régimen de Inversión, aunque no cumplan con los requisitos establecidos en los incisos quinto y sexto, siempre que la inversión se ajuste a los límites especiales que fije el citado Régimen para estos efectos.”. 


f) Sustitúyense los actuales incisos noveno al vigésimo cuarto inclusive por los siguientes siete incisos nuevos, que pasarán a ser décimo octavo a vigésimo cuarto, respectivamente:


“Las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones en los instrumentos que se indican en los números 1 al 4 siguientes, deberán ceñirse a los límites máximos de inversión que establezca el Banco Central de Chile dentro de los rangos que se señalan para cada uno de ellos: 


1) El límite máximo para la suma de las inversiones en los instrumentos mencionados en la letra a) del inciso segundo no podrá ser inferior ni superior a: 30% y 40% del Fondo, respectivamente, para los Fondos Tipos A y B; 35% y 50% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo C; 40% y 70% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo D, y 50% y 80% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo E.


2) El límite máximo para la inversión en el extranjero de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora, corresponderá al límite establecido para la suma de los Fondos de Pensiones Tipos A,B,C,D y E, o bien a los límites máximos de inversión establecidos para cada Tipo de Fondo.


El Banco Central de Chile fijará el límite máximo para la suma de las inversiones de los Fondos Tipos A, B, C, D y E de una misma Administradora en el extranjero dentro de un rango que va desde un 30% a un 80% del valor de estos Fondos. Asimismo, fijará los límites máximos para la inversión en el extranjero para cada Tipo de Fondo dentro de un rango que va desde 45% a 100% del Fondo para el Fondo Tipo A; desde 40% a 90% del Fondo para el Fondo Tipo B; desde 30% a 75% del Fondo para el Fondo Tipo C; desde 20% a 45% del Fondo para el Fondo Tipo D, y desde 15% a 35% del Fondo para el Fondo Tipo E. 


Por inversión en el extranjero se entenderá la inversión que se efectúe en títulos extranjeros, a que se refiere la letra j) del inciso segundo, más el monto de la inversión de los Fondos de Pensiones en los instrumentos de los números 17) al 28) del artículo 5° de la ley Nº 18.815, que se efectúe a través de los fondos de inversión, más el monto de la inversión de los Fondos de Pensiones en los instrumentos 9. y 11. del artículo 13 del decreto ley Nº 1.328, de 1976, que se efectúe a través de los fondos mutuos. El Régimen de Inversión establecerá en qué casos se entenderá que la inversión que se efectúe a través de los fondos a que se refiere la letra h) del inciso segundo, se considerará en los límites señalados.


3) Los límites máximos para la inversión en moneda extranjera sin cobertura cambiaria que podrán mantener las Administradoras para cada tipo de Fondo no podrán ser inferiores ni superiores a: 30% y 50% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo A; 25% y 40% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo B; 20% y 35% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo C; 15% y 25% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo D, y 10% y 15% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo E. En todo caso, el límite máximo para el Fondo Tipo E deberá ser menor al del Fondo Tipo D; éste, menor al del Fondo Tipo C, el que, a su vez, deberá ser menor al del Fondo Tipo B. 


4) El límite máximo para la suma de las inversiones en los instrumentos que se señalan en los números 1, 2, 3, 4, 6 y 7 del inciso vigésimo primero y en las letras e), f), g), i) y k), todas del inciso segundo, cuyo emisor tenga menos de tres años de operación, no podrá ser inferior al diez por ciento ni superior al veinte por ciento del valor del Fondo, para cada Tipo de Fondo A, B, C y D. La Superintendencia de Pensiones podrá excluir de la determinación de porcentajes máximos de inversión contemplada en este número a los instrumentos de cada tipo señalados en la letra k). 


El límite máximo para la suma de las inversiones en los instrumentos señalados en las letras g) y h), más el monto de los aportes comprometidos mediante los contratos a que se refiere el inciso sexto del artículo 48, como también para los de las letras j) y k), cuando se trate de instrumentos representativos de capital, será de un 80%, 60%, 40%, 20% y 5% del valor de los Fondos de Pensiones Tipos A, B, C, D y E, respectivamente. Para efectos de este límite, no se considerarán los títulos representativos de índices autorizados en virtud de la letra k) de este artículo, ni las cuotas de fondos de inversión y fondos mutuos de las letras h) y j), cuando sus carteras de inversiones se encuentren constituidas preferentemente por títulos de deuda. El Régimen de Inversión establecerá en qué casos se entenderá que la cartera de los títulos representativos de índices, los fondos de inversión y fondos mutuos se considerará constituida preferentemente por títulos de deuda. Con todo, siempre que un Tipo de Fondo tenga autorizado en la Ley un mayor límite máximo en instrumentos representativos de capital, deberá tener un porcentaje mayor de su cartera invertido en este grupo de instrumentos. 


El Régimen de Inversión podrá establecer otros límites máximos en función del valor del o los Fondos de Pensiones, según corresponda, para los instrumentos, operaciones y contratos del inciso segundo. Adicionalmente, el citado Régimen podrá fijar límites mínimos sólo para la inversión de los Fondos en instrumentos representativos de capital.


En todo caso, el Régimen de Inversión deberá establecer límites respecto de los instrumentos u operaciones que se señalan en los números 1 al 9 siguientes:


1) Instrumentos a que se refieren las letras b), c), d), e), f), i), j) y k), estas dos últimas cuando se trate de instrumentos de deuda, clasificados en categoría BB, B y nivel N-4 de riesgo, según corresponda, a que se refiere el artículo 105, que cuenten con sólo una clasificación de riesgo efectuada por una clasificadora privada, la cual en todo caso deberá ser igual o superior a las categorías antes señaladas, o que cuyas clasificaciones hayan sido rechazadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo;


2) Instrumentos a que se refieren las letras b), c), d), e), f), i), j) y k), estas dos últimas cuando se trate de instrumentos de deuda, que tengan clasificación inferiores a B y nivel N-4, según corresponda y aquellos que no cuenten con clasificación de riesgo;


3) Acciones a que se refiere la letra g), que no cumplan con los requisitos establecidos en el inciso sexto de este artículo y cuotas de fondos de inversión y cuotas de fondos mutuos a que se refiere la letra h), no aprobadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo;


4) Acciones a que se refiere la letra g) que sean de baja liquidez; más cuotas de fondos de inversión a que se refiere la letra h) más el monto de los aportes comprometidos mediante los contratos a que se refiere el inciso sexto del artículo 48, cuando estos instrumentos sean de baja liquidez;


5) Aportes comprometidos mediante los contratos de promesa y suscripción de pago de cuotas de fondos de inversión;


6) Acciones, cuotas de fondos de inversión y cuotas de fondos mutuos a que se refiere la letra j), no aprobadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo;


7) Cada tipo de instrumento de oferta pública, a que se refiere la letra k);


8) Operaciones con instrumentos derivados a que se refiere la letra l). En este caso, el Régimen podrá establecer límites en función de parámetros tales como los activos objetos involucrados, el valor de las operaciones, la inversión por contraparte, las primas cuando corresponda y la entrega en garantía de recursos de los Fondos de Pensiones a que se refiere el artículo 34. De igual forma, el Régimen podrá incluir las operaciones con instrumentos derivados en los límites establecidos en esta ley y en dicho Régimen, y


9) Operaciones o contratos que tengan como objeto el préstamo o mutuo de instrumentos financieros, pertenecientes al Fondo de Pensiones, a que se refieren las letras j) y m).


A su vez, el Régimen de Inversión regulará la inversión indirecta que los Fondos de Pensiones podrán efectuar a través de los instrumentos señalados en este artículo. 


El Régimen de Inversión establecerá también los criterios que definirán en qué casos los instrumentos de la letra g) y las cuotas de fondos de inversión a que se refiere la letra h) se considerarán de baja liquidez. La liquidez de estos instrumentos será calculada trimestralmente por la Superintendencia de Valores y Seguros. 


Mediante Resolución dictada por la Superintendencia de Pensiones se establecerá el Régimen de Inversión,  previo informe del Consejo Técnico que se refiere el Título XVI. La Superintendencia no podrá establecer en el Régimen de Inversión contenidos que hayan sido rechazados por el Consejo Técnico de Inversiones y asimismo,  en la mencionada resolución deberá señalar las razones por las cuales no consideró las recomendaciones que sobre esta materia haya efectuado el referido Consejo. Dicha Resolución será dictada previa visación del Ministerio de Hacienda, a través de la Subsecretaría de Hacienda.”.


g) En la primera oración del último inciso, reemplázanse la letra “l)” por la letra “k)” y la expresión “en este artículo” por la siguiente: “por la ley o el Régimen de Inversión”. A su vez, en la segunda oración de este inciso reemplázase la frase “el Banco Central de Chile” por lo siguiente: “la Superintendencia”. 


30. Modifícase el artículo 45 bis de la siguiente forma:


a) Intercálase en el inciso primero entre las expresiones “invertidos” y “en acciones” la expresión “, directa o indirectamente,”.


b) Elimínase el inciso segundo, pasando los actuales incisos tercero y cuarto a ser los incisos segundo y tercero, respectivamente.


c) Reemplázase en la primera oración del actual inciso tercero, que ha pasado a ser inciso segundo, la expresión “las letras g) y h)” por lo siguiente: “la letra g)”. A su vez, sustitúyase la letra “i)” por la letra “h)”.


d) Agréganse los siguientes incisos cuarto y quinto nuevos, pasando el actual inciso quinto a ser sexto:


“Las Administradoras que hayan invertido recursos de los Fondos de Pensiones en acciones de sociedades en que el Estado, directamente o por intermedio de sus empresas, instituciones descentralizadas, autónomas, municipales o a través de cualquiera persona jurídica, sea controlador en dichas sociedades, podrán ejercer el derecho a retiro de la sociedad en los términos de los artículos 69 y siguientes de la ley Nº 18.046, en caso que, cumpliendo dichas acciones los requisitos a que alude el inciso sexto del artículo 45, dos clasificadoras privadas determinen que su clasificación es de segunda clase o sin información suficiente, basándose en que algunas de las siguientes causales afecta negativa y substancialmente su rentabilidad:


a. La modificación de las normas que las rijan en materia tarifaria o de precios de los servicios o bienes que ofrezcan o produzcan, o relativas al acceso a los mercados;


b. La determinación de sus administradores o de la autoridad en el sentido de fijar el precio de esos bienes o servicios en forma que los alteren negativa y substancialmente en relación a los que se hayan tenido en consideración al aprobar las acciones;


c. La determinación de sus administradores o de la autoridad de adquirir materias primas u otros bienes o servicios necesarios para su giro que incidan en sus costos, en términos o condiciones más onerosos en relación al promedio del precio en que normalmente se ofrecen en el mercado, sean nacionales o extranjeros, considerando el volumen, calidad y especialidad que la sociedad requiera;


d. La realización de acciones de fomento o ayuda o el otorgamiento directo o indirecto de subsidios de parte de la sociedad, que no existían en la época de adquisición de las acciones por parte de los Fondos de Pensiones, siempre que no le fueren otorgados directa o indirectamente, por el Estado, los recursos suficientes para su financiamiento, y


e. La realización de cualquiera otra acción similar, dispuesta por la administración de la sociedad o por la autoridad, que afecte negativamente la rentabilidad actual o futura de la sociedad.


Las clasificaciones a que alude el inciso anterior deberán ser elaboradas por entidades clasificadoras a que se refiere la ley N° 18.045 y podrán ser solicitadas por alguna Administradora con cargo a ella.”.


e) Modifícase el inciso final de la siguiente forma:


i) Reemplázase en la primera oración la expresión “i) y k)” por la expresión  “h) y j)”. A su vez, intercálase entre el guarismo “45” y la coma (,) que le sucede, lo siguiente: “y títulos representativos de índices de instrumentos financieros a que se refiere la letra j) del mismo artículo, así como para otros instrumentos definidos en el Régimen de Inversión, que incluyan comisiones en el precio”. Del mismo modo, reemplázase la expresión que se encuentra al final de la primera oración: “y de inversión” por la siguiente: “, fondos de inversión y otros emisores”. 


ii) Elimínase la cuarta oración.


iii) Elimínase la última oración.


f) Agréganse a continuación del inciso final que ha pasado a ser sexto, los siguientes dos incisos nuevos: 


“La Superintendencia establecerá anualmente, a través de una resolución debidamente fundada y que procure reflejar valores de mercado, las comisiones máximas a ser pagadas con cargo a los Fondos de Pensiones a las entidades extranjeras a la que la Administradora encargue la administración de todo o parte de los recursos de los Fondos de Pensiones invertidos en títulos a que se refiere la letra j) del inciso segundo del artículo 45. Al efecto, se oirá previamente a las Administradoras. Si las comisiones pagadas fueren mayores a las máximas establecidas, los excesos sobre estas últimas serán de cargo de las Administradoras. La referida resolución definirá también la forma y periodicidad de la devolución a los Fondos de Pensiones de las comisiones que se hubieren pagado a la entidad mandataria por sobre las máximas establecidas en conformidad a este inciso.


La Superintendencia informará trimestralmente las comisiones efectivamente pagadas por los Fondos de Pensiones y las administradoras a los fondos de inversión, fondos mutuos y otros emisores con comisiones implícitas, así como también las comisiones efectivamente pagadas a las entidades mandatarias. Asimismo, las Administradoras deberán publicar estas comisiones en la forma y con la periodicidad que señale la Superintendencia mediante norma de carácter general.”.


31. Sustitúyese en la primera oración del inciso tercero del artículo 46, la frase “de cobertura de riesgo señaladas en la letra m)” por la siguiente “con instrumentos derivados señaladas en la letra l)”. Asimismo, reemplázase en la segunda oración de este inciso, la expresión “señaladas en las letras k) y l) cuando corresponda y en otras inversiones que se realicen en mercados internacionales” por la siguiente: “que se realicen en mercados nacionales e internacionales”.


32. Modifícase el artículo 47 de la siguiente forma:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente: 


“Artículo 47.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 45, la suma de las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora, en depósitos en cuentas corrientes y a plazo y en títulos de deuda emitidos por un banco o institución financiera y sus filiales, o garantizados por ellos, no podrá exceder el producto de un múltiplo único para todas las instituciones financieras fijado por el Banco Central de Chile y el patrimonio del banco o entidad financiera de que se trate. El valor del múltiplo único aludido variará entre 0,5 y 1,5. En ningún caso el Banco Central de Chile podrá fijar un múltiplo único inferior al valor vigente a la fecha de modificación de éste.”.


b) Elimínase el inciso segundo.


c) Reemplázase el actual inciso tercero, que ha pasado a ser inciso segundo, por el siguiente: “La suma de las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora, en títulos de deuda emitidos o garantizados por empresas cuyo giro sea realizar operaciones de leasing, no podrán exceder el setenta por ciento del patrimonio de la empresa.”. 


d) Elimínase el actual inciso sexto.


e) Reemplázase el actual inciso séptimo, que ha pasado a ser inciso quinto, por el siguiente: “La suma de las inversiones de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora en acciones de una sociedad de las señaladas en la letra g) del inciso segundo del artículo 45, no podrá exceder el siete por ciento del total de las acciones suscritas de dicha sociedad. Cuando se suscriban acciones de una nueva emisión, el monto máximo a suscribir no podrá exceder el veinte por ciento de la emisión.”. 


f) Elimínanse los actuales incisos octavo, noveno y décimo.


g) Reemplázase en el actual inciso undécimo que ha pasado a ser inciso sexto por el siguiente: “La suma de las inversiones de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora en acciones de una sociedad bancaria o financiera no podrá exceder el dos y medio por ciento del total de las acciones suscritas de dicha sociedad.”.


h) Eliminánse los actuales incisos duodécimo, décimo tercero, décimo cuarto y décimo quinto.


i) Reemplázase el actual inciso décimo sexto que ha pasado a ser inciso séptimo por el siguiente: “La suma de las inversiones de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora en cuotas de un fondo de inversión de aquellos a que se refiere la letra h) del inciso segundo del artículo 45, más el monto de los aportes comprometidos mediante los contratos a que se refiere el inciso sexto del artículo 48 en los casos que corresponda, no podrá exceder el treinta y cinco por ciento de la suma de las cuotas suscritas y las cuotas que se han prometido suscribir y pagar del respectivo fondo de inversión. Cuando se suscriban cuotas de una nueva emisión, el monto máximo a suscribir no podrá exceder del treinta y cinco por ciento de la emisión. Con todo, la suma de las inversiones de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora en cuotas de un fondo mutuo referidos en la letra h) del inciso segundo del artículo 45, no podrá ser superior al treinta y cinco por ciento de las cuotas en circulación del respectivo fondo mutuo.”.


j) Elimínanse los actuales incisos décimo séptimo y décimo octavo.


k) Reemplázase el actual inciso décimo noveno que ha pasado a ser inciso octavo por el siguiente: “La suma de las inversiones de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora en acciones de la letra j) del inciso segundo del artículo 45 de un mismo emisor, que no requieran de la aprobación de la Comisión Clasificadora de Riesgo y se transen en un mercado secundario formal nacional, no podrá exceder el siete por ciento de las acciones suscritas de dicho emisor. La suma de las inversiones de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora, en cuotas de participación emitidas por fondos mutuos y fondos de inversión de la letra j) del inciso segundo del artículo 45 de un mismo emisor, que no requieran de la aprobación de la Comisión Clasificadora de Riesgo y se transen en un mercado secundario formal nacional, no podrá exceder el treinta y cinco por ciento de las cuotas en circulación o suscritas del respectivo fondo mutuo o de inversión.”.


l) Reemplázase el actual inciso vigésimo, que ha pasado a ser inciso noveno, por el siguiente: “La suma de las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora, en bonos y efectos de comercio, emitidos o garantizados por una misma sociedad, no podrá exceder el doce por ciento del valor del activo de la sociedad emisora.”.


m) Reemplázase el actual inciso vigésimo primero, que ha pasado a ser inciso décimo, por el siguiente: “La suma de las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora, en bonos y efectos de comercio emitidos por una sociedad matriz y sus filiales o garantizados por ellas, no podrá exceder el doce por ciento del valor del activo contable neto consolidado de la sociedad matriz.”. 


n) Elimínase el actual inciso vigésimo segundo.


o) Reemplázase el actual inciso vigésimo tercero que ha pasado a ser inciso undécimo por el siguiente: “Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, la suma de las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora en bonos y efectos de comercio emitidos por sociedades anónimas cuyo objeto exclusivo sea la emisión de bonos o efectos de comercio respaldados por títulos de créditos transferibles, no podrá exceder el treinta y cinco por ciento de la respectiva serie.”. 


p) Elimínanse los actuales incisos vigésimo cuarto y vigésimo quinto.


q) Reemplázase en el actual inciso vigésimo sexto que ha pasado a ser duodécimo la expresión “k)” por “h)”.


r) Intercálanse, a continuación del inciso décimo segundo nuevo, los siguientes cuatro incisos nuevos:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, el Régimen de Inversión podrá establecer límites máximos de inversión por emisor en función del valor de un Tipo de Fondo de Pensiones o de la suma de los Fondos de una misma Administradora. 


Los límites máximos a que se refiere el inciso anterior, podrán estar diferenciados, de acuerdo a parámetros tales como la clasificación de riesgo del instrumento, la concentración de la propiedad accionaria, la liquidez bursátil, la diversificación de la cartera de inversión del título, los años de operación del emisor, los montos del instrumento objeto de cobertura y el cumplimiento o incumplimiento de los requisitos a que se refieren los incisos quinto y sexto del artículo 45, según corresponda al tipo de instrumento que se trate.


El citado régimen regulará además, la inversión indirecta que los Fondos de Pensiones efectúen a través de lagos emisores de los instrumentos señalados en el inciso segundo del artículo 45.


El Régimen de Inversión no podrá establecer límites mínimos para la inversión por emisor.”. 


s) Sustitúyese en la primera oración del actual inciso trigésimo, que ha pasado a ser inciso vigésimo, la letra “l)” por la letra “k)”. Asimismo, agrégase a continuación de la palabra “ley” y antes del punto (.) que le sigue, la siguiente oración: “o en el Régimen de Inversión”. A su vez, sustitúyese en la segunda y tercera oración la expresión “el Banco Central de Chile” por lo siguiente: “la Superintendencia de Pensiones”.


t) Elimínase el actual inciso trigésimo primero.


u) Sustitúyese en el actual inciso trigésimo segundo, que ha pasado a ser inciso vigésimo primero, la oración: “, tanto en el artículo 45 como en el presente artículo” por la frase “en esta ley y en el  Régimen de Inversión”. A su vez, reemplázase la expresión “k) y n)” por la expresión “j) y m)”.


v) Sustitúyese en la tercera oración del actual inciso trigésimo tercero, que ha pasado a ser inciso vigésimo segundo, la expresión “vigesimoséptimo, vigesimoctavo y vigesimonoveno”, por la siguiente: “decimoséptimo, décimoctavo y décimonoveno”.


w) Reemplázase el actual inciso trigésimo cuarto, que ha pasado a ser inciso vigésimo tercero, por el siguiente: “El Régimen de Inversión establecerá los mecanismos y los plazos para la eliminación de los excesos de inversión que se produzcan y, en caso que corresponda, para cubrir los déficits de inversión, en relación a los límites de inversión establecidos en esta ley y el Régimen de Inversión.”.


x) Elimínase el actual inciso trigésimo séptimo.


y) Reemplázase los incisos trigésimo noveno y cuadragésimo por el siguiente inciso final: “Las Superintendencias de Bancos e Instituciones Financieras y de Valores y Seguros deberán proporcionar trimestralmente a la Superintendencia de Pensiones, según corresponda, los parámetros necesarios para el cálculo de los límites de inversión de los Fondos de Pensiones.”.


33. Modifícase el artículo 47 bis de la siguiente forma: 


a) Sustitúyense los incisos primero al séptimo, por el siguiente inciso primero nuevo: 


“Artículo 47 bis.- Los recursos de los Fondos de Pensiones no podrán ser invertidos directa o indirectamente en títulos emitidos o garantizados por la Administradora del Fondo respectivo, ni tampoco en instrumentos que sean emitidos o garantizados por personas relacionadas a esa Administradora.”.


b) Sustitúyese el inciso final por el siguiente: 


“El Régimen de Inversión regulará las inversiones que se realicen con recursos de los Fondos de Pensiones en títulos emitidos o garantizados por la sociedad con la que la Administradora hubiera contratado la administración de cartera y en aquellos instrumentos emitidos o garantizados por una persona relacionada con dicha sociedad. A la sociedad administradora de cartera de recursos previsionales le estará prohibido invertir los recursos de un Fondo de Pensiones que administre, en títulos emitidos por la Administradora o por sus personas relacionadas.”.


34. Modifícase el artículo 48 de la siguiente forma:


a) Reemplázase en el inciso segundo la expresión “, j), y l),” por lo siguiente “y k)”.


b) Introdúcese el siguiente inciso quinto nuevo, pasando los actuales incisos quinto al séptimo a ser los incisos sexto al octavo, respectivamente:


“Asimismo, los Fondos de Pensiones podrán participar en el rescate voluntario de bonos a que se refiere el artículo 130 de la ley N° 18.045, de acuerdo a lo que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general.”.


c) Elimínase en el actual inciso séptimo, que ha pasado a ser inciso octavo, la siguiente oración: “, sólo podrán tener como objeto la adquisición de cuotas de fondos de inversión aprobadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo y”. 


d) Elimínase el actual inciso octavo.


e) Reemplazáse en el actual inciso noveno la primera oración por la siguiente: “Se extinguirá la obligación de efectuar aportes a un fondo de inversión, cuyas cuotas se encontraban aprobadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo al momento de celebrar los contratos a que se refiere el inciso sexto, si éstas se encuentren desaprobadas al momento de suscribir las cuotas y de enterar los aportes o cuando se liquide el Fondo de Pensiones respectivo.”.


f) Sustitúyese en la segunda oración del inciso décimo, la expresión “i) y k)” por lo siguiente: “h) y j)”. A su vez, en la tercera oración sustitúyese la letra “m)” por la expresión “l) del inciso segundo” y reemplázase la expresión: “bancos nacionales” por lo siguiente: “contrapartes”. Por su parte, elimínase la expresión: “para ser contrapartes en estas operaciones”.


g) Sustitúyese en el segundo párrafo de la letra b) del inciso undécimo, la letra “k)” por la expresión “j) del inciso segundo”.


h) Intercálase entre la segunda y tercera oraciones del inciso duodécimo, la siguiente frase: “Asimismo, la Superintendencia de Pensiones podrá requerir, para efectos de fiscalización, directamente a las bolsas de valores, a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, información de transacciones efectuadas dentro y fuera de bolsa, de instrumentos susceptibles de ser adquiridos con recursos de los Fondos de Pensiones u operaciones que puedan ser realizadas por ellos, aun cuando en dichas transacciones no haya participado un Fondo, alguna Administradora o cualquier persona con acceso a información a que se refiere este inciso.


35. Reemplázase el artículo 49, por el siguiente:


 “Artículo 49.- Para los primeros doce meses de operaciones de un Fondo de Pensiones, el Régimen de Inversión podrá establecer límites máximos y límites mínimos de inversión distintos a los que se establezcan en esta ley y en dicho Régimen.”.


36. Incorpórase el siguiente artículo 50:


“Artículo 50.- Las Administradoras deberán contar con políticas de inversión para cada uno de los Tipos de Fondos de Pensiones que administran, las que serán elaboradas por el directorio. Asimismo deberán contar con una política de solución de conflictos de interés, la que será aprobada por el directorio de la Administradora.


La Administradora deberá remitir copia de la política de solución de conflictos de interés a la Comisión de Usuarios y a la Superintendencia, y asimismo deberá publicarla en su sitio web.


La Superintendencia establecerá mediante norma de carácter general las materias mínimas que deberán contemplar las políticas a que se refiere el inciso primero, la oportunidad y periodicidad con la que deberán ser revisadas y la forma en que serán comunicadas a la Superintendencia y público en general.


En todo caso, la política de solución de conflictos de interés deberá referirse, a lo menos, a las siguientes materias: 


i. Procedimientos y normas de control interno que aseguren un adecuado manejo y solución de los conflictos de interés que puedan afectar a los directores, gerentes, administradores y ejecutivos principales de la Administradora;


ii. Confidencialidad y manejo de información privilegiada, y


iii. Requisitos y procedimientos para la elección de candidatos a director en las sociedades anónimas en que se invierten los recursos de los Fondos de Pensiones.


El incumplimiento de las políticas será puesto a disposición del público en general por la Superintendencia y sancionado de acuerdo a lo establecido en el Título III del decreto con fuerza de ley N° 101, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.  


Las Administradoras deberán constituir en sus directorios un Comité de Inversión y de Solución de Conflictos de Interés, cuyas funciones y atribuciones serán las siguientes:


a) Supervisar el cumplimiento de las políticas de inversión elaboradas y aprobadas por el directorio, las que deberán ser compatibles con lo establecido en las políticas de solución de conflictos de interés, y supervisar el cumplimiento de los límites de inversión de los Fondos de Pensiones establecidos en la ley o en el Régimen de Inversión;


b) Revisar los objetivos, las políticas y procedimientos para la administración del riesgo de las inversiones de los Fondos de Pensiones;


c) Examinar los antecedentes relativos a las operaciones de los Fondos de Pensiones con instrumentos derivados y títulos extranjeros;


d) Elaborar la política de solución de conflictos de interés y proponerla al directorio de la Administradora para su aprobación, la que sólo podrá ser rechazada de manera fundada con el voto favorable  de la mayoría de sus integrantes. Producido el rechazo antes señalado,  deberá remitirse  a la Superintendencia  una copia del documento en que conste el rechazo, los fundamentos del mismo y los cambios sugeridos por el directorio.  En este caso, el Comité deberá enviar al directorio la propuesta con los cambios antes señalados dentro del plazo de quince días contado desde la fecha del rechazo. Si el Comité no enviare la propuesta dentro de dicho plazo, se entenderá aprobada la propuesta original con los cambios introducidos por el Directorio.


e) Supervisar el adecuado cumplimiento de la política a que se refiere la letra d). 


f) Evacuar un informe anual al directorio respecto de las materias antes referidas, el cual deberá contener una evaluación sobre la aplicación y cumplimiento de las políticas a que se refiere este artículo. Asimismo, este informe deberá incluir los comentarios del directorio de la Administradora, si los hubiere. Una copia de este informe deberá remitirse a la Superintendencia.


g) Las demás que sobre estas materias le encomiende el directorio de la Administradora.”


El Comité de Inversión y de solución de Conflictos de Interés deberá estar integrado por tres directores de la Administradora, dos de los cuales deberán tener el carácter de autónomo según lo señalado en el artículo 156 bis, designados en su caso por el directorio, el que además determinará quién de estos últimos lo presidirá. 


El Comité deberá dejar constancia en acta de sus deliberaciones y acuerdos.


37. Incorpórase el siguiente artículo 50 bis, nuevo:


“Artículo 50 bis.- El Régimen de Inversión podrá contemplar normas para la regulación de la inversión de los Fondos de Pensiones en función de la medición del riesgo de las carteras de inversión de cada uno de ellos. 


La Superintendencia, mediante norma de carácter general, podrá establecer los procedimientos para que las Administradoras efectúen la evaluación del riesgo de las carteras de inversión para cada uno de los Tipos de Fondos que administran. La citada norma determinará la periodicidad con la cual deberá efectuarse la medición de riesgo y la forma como se difundirán los resultados de las mediciones que se realicen.”.


38. Suprímese en el inciso segundo del artículo 51 la expresión “y totales”. 


39. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 53:


a) Reemplázase al final de la primera oración del inciso primero, la expresión “el segundo dictamen de invalidez” por “el dictamen que declara definitiva la invalidez”.


b) Intercálase en el inciso segundo, entre la palabra “afiliado” y  el artículo “el”, la frase “las cotizaciones enteradas durante el período transitorio ni”.


40. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 54:


a) Reemplázase el enunciado del inciso primero por el siguiente:


“La Administradora será responsable del pago de las pensiones parciales originadas por el primer dictamen de invalidez, y a enterar el aporte adicional en la cuenta de capitalización individual de los afiliados declarados inválidos totales y de los afiliados no pensionados que fallezcan, sin perjuicio del derecho a repetir en contra de quien corresponda conforme a lo establecido en el artículo 82, en los siguientes casos:”.


b) Suprímese en la letra a) del inciso primero la expresión “conforme al primer dictamen,”, y agrégase al final de esta letra, antes de la conjunción “y” la siguiente frase: “o se encontrare en la situación señalada en el artículo 92 L si se trata de un afiliado voluntario,”.


c) Suprímese en la letra b) del inciso primero la expresión “conforme al primer dictamen,”.


d) Intercálase en la primera oración del inciso segundo entre la expresión “invalidez” y la palabra “que”, la expresión “parcial”.


e) Agrégase el siguiente inciso final nuevo:


“El contrato de seguro no podrá alterar en forma alguna la responsabilidad de la Administradora, a que se refiere este artículo.”.


41. Reemplázase en la letra a) del inciso primero del artículo 55 la expresión “segundo dictamen de” por  “dictamen que declare definitiva la”.


42. Agrégase en el enunciado del artículo 56 a continuación de la palabra “invalidez” la palabra “parcial”.


43. Modifícase el artículo 57 de la siguiente manera:


a) Sustitúyese en el inciso primero la frase “o se declare la invalidez mediante el primer dictamen”, por la siguiente: “, se declare la invalidez parcial mediante el primer dictamen o se declare la invalidez total”.


b) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:


“Para aquellos trabajadores cuyo período de afiliación al Sistema fuere inferior a diez años y cuya muerte o invalidez se produjere por accidente, la suma de las remuneraciones imponibles y rentas declaradas se dividirá por el número de meses transcurridos desde la afiliación hasta el mes anterior al del siniestro.”.


c) Agrégase el siguiente inciso tercero nuevo, pasando los actuales incisos tercero al séptimo a ser cuarto al octavo, respectivamente.


“Con todo, respecto de aquellos trabajadores cuya fecha de afiliación sea anterior al cumplimiento de los 24 años de edad y el siniestro ocurra antes de cumplir los 34 años de edad, su ingreso base corresponderá al mayor valor entre el monto que resulte de aplicar los incisos primero o segundo de este artículo, según sea el caso, y el que resulte de considerar el período comprendido entre el mes de cumplimiento de los 24 años de edad y el mes anterior al del siniestro.”.


d) Sustitúyese en el inciso final la expresión “o de declaración de la invalidez, según el primer dictamen”, por la siguiente: “, de declaración de la invalidez parcial mediante el primer dictamen o de declaración de la invalidez total, según corresponda”.


44. Modifícase el artículo 59 de la siguiente forma:


a) Modifícase el inciso primero de acuerdo a lo siguiente:


i. Sustitúyese en el enunciado la expresión: “la Administradora contratará” por la siguiente: “las Administradoras contratarán en conjunto,”.


ii. Agrégase en la letra a) a continuación de la palabra “inválidos” la palabra “parciales”.


iii. Agrégase al final de la letra b) antes del punto y coma (;), la siguiente frase “y a los afiliados declarados inválidos totales”.


iv. Sustitúyese en las letras c) y d) la expresión “generen pensiones de sobrevivencia” por la palabra “fallezcan”.


b) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo:


“El Contrato de Seguro a que se refiere este artículo deberá convenirse sobre la base de una prima fija y única, calculada como un porcentaje de la renta imponible del afiliado. En ningún caso dicho contrato podrá contener disposiciones referidas a ajustes de siniestralidad, participación por ingresos financieros y cualquier otra estipulación que modifique la prima fija y única antes mencionada.”.


c) Elimínase el actual inciso segundo.


d) Sustitúyese en la segunda oración del inciso tercero la expresión “la Compañía de Seguros” por la siguiente: “las Compañías de Seguros de Vida que se adjudicaron la licitación de acuerdo a lo que se establece en el artículo 59 bis”.


45. Agrégase el siguiente artículo 59 bis, a continuación del artículo 59:


“Artículo 59 bis.- El seguro a que se refiere el artículo anterior será adjudicado mediante una licitación pública. El proceso de licitación será efectuado por las Administradoras de Fondos de Pensiones, en conjunto, y se regirá por las normas establecidas en la presente ley y en las respectivas Bases de Licitación, las que se sujetarán a lo dispuesto en la norma de carácter general que dicten las Superintendencias de Pensiones y de Valores y Seguros para tales efectos. 


Estarán facultadas para participar en la licitación del seguro, las Compañías de Seguros de Vida que se encuentren constituidas a la fecha de la licitación.


El seguro será adjudicado a la o las Compañías que presenten la mejor oferta económica, pudiendo adjudicarse a más de una Compañía con el objeto de evitar una concentración excesiva y cubrir la totalidad del riesgo de invalidez y sobrevivencia. 


El seguro será licitado en grupos separados, de acuerdo al sexo de los afiliados. En caso de existir más de un grupo por sexo, éstos se conformarán aleatoriamente. La norma de carácter general a que se refiere el inciso primero regulará la forma y procedimiento a que se sujetará el proceso de licitación, y las condiciones mínimas que contemplarán las Bases de Licitación. Dicha norma estipulará, a lo menos, lo siguiente:


a) Criterio de adjudicación de los contratos;


b) La forma de cálculo de la prima que será pagada a las Compañías adjudicatarias y de aquélla necesaria para financiar el seguro;


c) El procedimiento de conformación de grupos de afiliados para ser licitados en un mismo proceso;


d) El número máximo de grupos que una Compañía podrá adjudicarse o el riesgo máximo que podrá cubrir, conforme a lo dispuesto en el inciso precedente; 


e) La duración del período licitado, debiendo ser el mismo para todos los contratos suscritos en un mismo proceso, y


f) La mínima clasificación de riesgo que deberán tener las Compañías que participen en la licitación. Por su parte, las Compañías cuya menor clasificación de riesgo sea igual o inferior a BB no podrán participar en las licitaciones.


La cotización destinada al financiamiento del seguro a que se refiere el artículo 17, expresada como un porcentaje de las remuneraciones y rentas imponibles, tendrá el carácter de uniforme para todos los afiliados al Sistema, independientemente de la prima establecida en los contratos que las Administradoras celebren con cada Compañía de Seguros, en el respectivo proceso de licitación. La forma de cálculo de esta cotización será establecida en la norma de carácter general a que se refiere el inciso primero. El valor de dicha cotización no podrá ser superior a la máxima prima necesaria para financiar el seguro. La prima establecida en los contratos antes mencionados, podrá modificarse en función de variaciones significativas de la tasa de ínteres de mercado y la tasa de siniestralidad, según lo que establezcan las bases de licitación.


Las Administradoras deberán transferir la cotización destinada al financiamiento del seguro a las Compañías de Seguros adjudicatarias, en la forma que establezca la norma de carácter general a que se refiere el inciso primero.


En caso de existir una diferencia, en razón del sexo de los afiliados, entre la cotización destinada al financiamiento del seguro y la prima necesaria para financiarlo, las Administradoras deberán enterar la diferencia en cada una de las cuentas de capitalización individual de aquellos afiliados respecto de los cuales se pagó una cotización superior a dicha prima, de acuerdo a lo que establezca la norma de carácter general a que se refiere el inciso primero.


La cotización destinada al financiamiento del seguro a que se refiere el artículo 17, podrá contemplar la prima del seguro señalado en el inciso segundo del artículo 82.


Los trabajadores que se incorporen al Sistema durante un período licitado serán asignados a los contratos vigentes en la misma forma en la cual se constituyeron los grupos de afiliados indicados en la letra c) del inciso cuarto. 


En caso de constitución de una nueva Administradora, ésta deberá adherir a los contratos de seguro vigentes, adquiriendo todos los derechos y obligaciones establecidos en aquéllos.”.


En caso de quiebra de alguna de las compañías de seguros adjudicatarias de la licitación, las restantes compañías adjudicatarias asumirán el riesgo correspondiente a los siniestros ocurridos desde la quiebra de la compañía y hasta que expire el periodo de vigencia del contrato, pudiendo recalcularse la cotización destinada al financiamiento del seguro, a que se refiere el artículo 17, de acuerdo a lo que establezca la norma de carácter general a que se refiere el inciso primero.


46. Modifícase el artículo 60 de la siguiente forma:


a) Intercálase en la primera oración del inciso primero entre las palabras “invalidez” y “mediante” la palabra “parcial”. A su vez, reemplázase en la segunda oración de este inciso la frase “hasta que el segundo dictamen quede ejecutoriado o  hasta que expire el período” por  la frase “hasta el mes en que quede ejecutoriado el segundo dictamen o en que se cumpla el plazo”.


b) Intercálase en el inciso segundo entre las palabras “segundo” y “dictamen” cada vez que aparece en el texto, la expresión “o único”.


47. Reemplázase en la primera oración del inciso primero del artículo 61 la expresión “y los afiliados declarados inválidos”, por la siguiente: “los afiliados declarados inválidos totales y los afiliados declarados inválidos parciales”.


47 bis. Modifícase el artículo 61 bis, de la siguiente forma:


a) Reemplázase, en el inciso noveno, la expresión “corretaje de seguros, y los corredores de seguros de rentas vitalicias, previamente autorizados por la Superintendencia de Valores y Seguros” por “asesorías previsionales y los asesores previsionales, previamente autorizados por las Superintendencias de Pensiones y de Valores y Seguros”.


b). Reemplázase, en el inciso décimo, la expresión “corredores de seguros de rentas vitalicias” por “asesores previsionales”.


c) Reemplázase en la primera oración del inciso undécimo, la expresión “corredores de seguros” por “asesores previsionales”.


48. Modifícase el artículo 62 de la siguiente forma:


a) Intercálase en el inciso segundo entre la primera y segunda oración, la siguiente oración nueva: “Las mencionadas normas deberán resguardar la naturaleza previsional de este seguro y permitir una adecuada comparación de las ofertas de pensión. En forma previa a la emisión de estas normas la Superintendencia de Valores y Seguros consultará la opinión de la Superintendencia de Pensiones.”. 


b) Intercálase al final de la primera oración del inciso final, entre la expresión “previsional voluntario” y la expresión “y depósitos convenidos”, lo siguiente “, depósitos de ahorro previsional voluntario colectivo”.


49. Reemplázase en la tercera oración del inciso cuarto del artículo 64 la siguiente frase: “que resulte del promedio ponderado entre la rentabilidad real anual de todos los Fondos del mismo Tipo y la tasa de interés implícita en las rentas vitalicias otorgadas según esta ley, en la forma que señale la Superintendencia de  Administradoras de Fondos de Pensiones, según lo establezca el Reglamento” por “calculada en la forma que se establezca por los Ministerio del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda mediante decreto supremo conjunto”. Asimismo, reemplázase la última oración de este inciso por la siguiente: “Para el cálculo de esta tasa se podrán considerar parámetros tales como, la tasa implícita de las rentas vitalicias, el promedio de rentabilidad real de los Fondos de Pensiones y las tasas de interés de largo plazo vigentes al momento del cálculo.”.


50. Modifícase el artículo 65 de la siguiente forma:


a) Agrégase al final del inciso segundo la siguiente oración: “Para efectos de evaluar la adecuación de las tablas de mortalidad vigentes, ambas Superintendencias deberán intercambiar anualmente las bases de datos sobre los pensionados acogidos a retiro programado y renta vitalicia, según corresponda.”.


b) Agrégase en el inciso tercero a continuación de la palabra “mensualidades” lo siguiente “y se corregirá por un factor de ajuste, determinado de acuerdo a lo que establezca la Superintendencia en norma de carácter general, siempre que la pensión autofinanciada de referencia del afiliado sea superior a la pensión máxima con aporte solidario o que el afiliado no cumpla con los requisitos para acceder al sistema de pensiones solidarias. El citado factor deberá ser tal que permita suavizar los cambios en el monto de la pensión producto del recálculo del retiro programado”.


51. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 65 bis:


a) Intercálase en la primera oración del inciso primero, entre la expresión “inválidos” y la palabra “que”, la expresión “parciales”.


b) Reemplázase la primera y segunda oración del inciso segundo por las siguientes:


“Tratándose de afiliados declarados inválidos parciales que no se encuentren en algunas de las situaciones señaladas en el artículo 54, tendrán derecho a percibir pensiones conforme al primer dictamen de invalidez bajo la modalidad de retiros programados, equivalentes al setenta por ciento de dicho retiro determinado en conformidad a lo señalado en el artículo 65. Esta pensión no estará afecta a las comisiones señaladas en el inciso segundo del artículo 29.”.


c) Agrégase en la oración final del inciso tercero a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), lo siguiente “Para el cálculo del saldo retenido no se considerarán las cotizaciones realizadas durante el período transitorio, a que se refiere el inciso tercero del artículo 4°.”.


d) Agrégase el siguiente inciso final:


“Respecto del saldo retenido y para los efectos de la opción y asignación a un tipo de Fondo a que se refiere el artículo 23, el afiliado no será considerado pensionado.”.


52. Intercálase a continuación de la primera oración del inciso cuarto del artículo 66, la siguiente oración: 


“Cuando sólo existieran hijos no inválidos con derecho a pensión, el monto del retiro programado podrá ser como máximo el valor equivalente a dos veces la pensión de referencia del afiliado causante.”. 


53. Modifícase el artículo 67 de la siguiente manera:


a) Intercálase en el inciso primero entre las palabras “segundo” y “dictamen” la expresión “o único”.


b) Elimínase en la primera oración del inciso final la expresión “total o”. A su vez, reemplázase la frase “las pensiones de referencia establecidas en las letras a) y c) del artículo 56, según corresponda.” por la siguiente “la pensión de referencia establecida en la letra b) del artículo 56.”.


54. Modifícase el artículo 69 de la siguiente manera:


a) Elimínase en el inciso primero la frase “originada por un segundo dictamen” y agrégase a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido, la siguiente oración “Asimismo, el empleador estará exento de pagar la cotización destinada al financiamiento del seguro a que se refiere el artículo 59.”.


b) Reemplázase en el inciso segundo la frase “, el afiliado acogido a pensión de invalidez total originada por un primer dictamen y el afiliado declarado inválido” por la expresión “y aquel” y agrégase, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido, la siguiente oración “Asimismo, el empleador deberá pagar la cotización destinada al financiamiento del seguro a que se refiere el artículo 59.”.


“54 bis. Modifícase el artículo 82 de la siguiente forma:


a) Reemplázase en el inciso segundo la palabra “Administradora” por “Compañía de Seguros” y la frase “Administradoras de Fondos de Pensiones y siempre que la Compañía de Seguros obligada a su financiamiento no lo hubiere hecho” por “Pensiones”. A su vez, agrégase la siguiente oración a continuación del punto aparte que pasa a ser punto seguido (.): “Para estos efectos el Estado podrá licitar un seguro que cubra los beneficios antes mencionados.”.


b) Reemplázase en el inciso cuarto la frase “y pensiones de invalidez originadas por el primer dictamen, no pagadas por la Administradora o de las rentas vitalicias” por la siguiente: “, pensiones de invalidez originadas por el primer dictamen y rentas vitalicias,”. A su vez, elimínase al final del inciso la expresión “, según corresponda”.


c) Elimínase en el inciso final la oración “y los de las Administradoras en contra de una Compañía de Seguros, que se originen en un contrato de los señalados en el artículo 59, gozarán del privilegio establecido en el Nº 6 del artículo 2472 del mismo Código”.


54 ter.- Reemplázase en la última oración del inciso tercero del artículo 84 la expresión “de 4,2 Unidades de Fomento, consideradas éstas al valor del” por lo siguiente “equivalente al siete por ciento del límite imponible que resulte de aplicar el artículo 16, considerando el valor de la unidad de fomento al”.


55. Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 85:


“Aquellos afiliados pensionados bajo la modalidad de retiro programado o renta temporal que habiendo agotado el saldo de su cuenta de capitalización individual no tengan derecho al sistema de pensiones solidarias, podrán enterar la cotización a que alude el inciso primero, calculada sobre el monto de la pensión básica solidaria vigente que corresponda.”.


56. Agrégase al epígrafe del Título IX la expresión “Y VOLUNTARIOS”.


57. Agrégase en el Título IX, antes del artículo 89, el siguiente Párrafo nuevo: “Párrafo 1° De los Afiliados Independientes”.

58. Agrégase el siguiente párrafo nuevo a continuación del artículo 92 I:

“Párrafo 2°. Del afiliado voluntario


Artículo 92  J.- Toda persona natural que no ejerza una actividad remunerada podrá  enterar cotizaciones previsionales en una cuenta de capitalización individual voluntaria de una Administradora, sin perjuicio de lo establecido en el inciso tercero del artículo 90. Los recursos que se mantengan en dicha cuenta serán inembargables y los derechos y obligaciones respecto de ella se regirán por las normas establecidas en esta ley para la cuenta de capitalización individual a que se refiere el inciso primero del artículo 17, considerando además las disposiciones especiales que se establecen en este párrafo. 


La cotización adicional que se cobre por la administración de los recursos de esta cuenta se calculará sobre el equivalente al ingreso determinado en la forma que se establece en el artículo siguiente, sin perjuicio que la parte destinada al pago de la prima del seguro a que se refiere el artículo 59 deberá calcularse sobre la base de dicho ingreso considerando un límite máximo de acuerdo a lo establecido en el artículo 16 de esta ley.  


La afiliación al Sistema deberá efectuarse por los interesados mediante la suscripción de la correspondiente solicitud. Respecto a quienes ya se encuentren afiliados por haber sido trabajadores dependientes o independientes, la primera cotización como afiliados voluntarios determina la apertura y mantención por la Administradora de las cuentas de capitalización individual voluntarias. 


Las cuentas de capitalización individual obligatorias y las cuentas de capitalización individual voluntarias deberán mantenerse en una misma Administradora. 


Las cotizaciones que se enteren en la cuenta de un afiliado voluntario podrán ser efectuadas por éste o por otro en su nombre y no tendrán el carácter de cotizaciones previsionales para los efectos de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


El afiliado voluntario podrá elegir o ser asignado a los tipos de Fondos de acuerdo a lo establecido en el artículo 23, según corresponda.


Asimismo, los afiliados a que se refiere este párrafo tendrán la opción de efectuar ahorro voluntario de aquél establecido en el artículo 21 de esta ley.


Artículo 92 K.- Se considerará como ingreso imponible de los afiliados a que se refiere este párrafo, la cantidad de dinero que coticen mensualmente en la Administradora, descontado el monto correspondiente a comisiones, multiplicado por diez, de acuerdo a lo que determine una norma de carácter general de la Superintendencia. Dicho ingreso no podrá ser inferior a un ingreso mínimo mensual, no aplicándoseles a su respecto el límite máximo imponible señalado en el artículo 16. 


No obstante lo anterior, cuando los afiliados efectúen cotizaciones mediante un solo pago por más de una renta o ingreso mensual, de acuerdo a lo establecido en el inciso cuarto del artículo 19, se considerará como renta imponible la que se derive de la cotización mensual que realicen estos afiliados. Esta cotización será la que determine la Administradora como resultado de dividir por doce el monto total cotizado descontado el monto correspondiente a la cotización adicional, de la forma que determine una norma de carácter general que emitirá la Superintendencia. En caso que el resultado de la operación señalada sea inferior a la cotización equivalente a un ingreso mínimo mensual, deberá ajustarse el número de cotizaciones de manera tal que en cada mes el monto de cotización sea al menos equivalente a aquella correspondiente a un ingreso mínimo.


Artículo 92 L.- Los afiliados voluntarios quedarán cubiertos por el riesgo de invalidez o muerte si hubieren cotizado en el mes calendario anterior a dichos siniestros. Para efectos de la determinación del aporte adicional, el cálculo del ingreso base, establecido en el  artículo 57, se realizará considerando el límite máximo imponible  a que se refiere el artículo 16.


Para efectos de la cobertura del seguro a que se refiere el inciso anterior, cuando los afiliados voluntarios hubiesen realizado cotizaciones de la forma señalada en el inciso segundo del artículo 92 K, dichas cotizaciones se entenderán imputadas mensualmente, de acuerdo a los montos definidos en la citada norma, a partir del mes siguiente a su recepción en la Administradora.


Artículo 92 M.- Los trabajadores dependientes cuyo cónyuge posea la calidad de afiliado voluntario, podrán autorizar a sus respectivos empleadores para que les descuenten de sus remuneraciones, bajo las normas establecidas en este párrafo y en el artículo 58 del Código del Trabajo, las sumas que destinen a cotizaciones para la cuenta de capitalización individual voluntaria de su cónyuge, incluyendo la cotización adicional. El empleador enterará esta cotización en la Administradora en que se encuentre incorporado el afiliado voluntario o en la que se encuentre afiliado su trabajador dependiente, según lo que aquél determine. En el último caso, la Administradora deberá destinar los recursos pertenecientes al afiliado voluntario a la Administradora en que éste se encuentre incorporado, en la forma que la Superintendencia establezca mediante una norma de carácter general. Respecto de estas cotizaciones se aplicarán las mismas normas establecidas en el artículo 19 para los trabajadores dependientes. Con todo, cesará la referida obligación en cada uno de los meses en que proceda un pago de cotizaciones del trabajador a través de una entidad pagadora de subsidios.


La Administradora tendrá derecho a cobrar comisión por transferencia de cotizaciones, en los mismos términos establecidos en el inciso final del artículo 20 C. 


Dicha cotización a nombre del cónyuge no dará derecho al trabajador dependiente a la exención tributaria a que se refiere el artículo 18 de esta ley. 


Artículo 92 N.- La Superintendencia regulará mediante una norma de carácter general, las materias relacionadas con las cotizaciones a que se refiere este párrafo. Dicha norma contendrá, a lo menos, los procedimientos para la determinación del porcentaje y el cobro de la cotización adicional y la imputación de las cotizaciones para los fines que corresponda.”.


59. Modifícase el artículo 94 de la siguiente forma:


a) Reemplázase el actual número 4. por el siguiente: “4. Fiscalizar la constitución, mantenimiento, operación y aplicación del “Encaje”. 


b) Intercálase entre la segunda y tercera oración del párrafo primero del número 8. lo siguiente: “Para estos efectos y en forma previa, la Superintendencia oficiará a las sociedades administradoras antes mencionadas con el objeto de poner en su conocimiento los hechos que se le imputan como constitutivos de infracción, a fin de que éstas, dentro del plazo de diez días hábiles contados desde la recepción del respectivo oficio, procedan a formular sus descargos y acompañen las probanzas en que fundamentan sus alegaciones.”.


c) Reemplázase el número 10. por el siguiente: 


“10. Efectuar los estudios técnicos necesarios para el desarrollo y fortalecimiento del Sistema de Pensiones y para evaluar la calidad de las pensiones que obtienen los afiliados y beneficiarios del Sistema. Para efectuar los mencionados estudios, la Superintendencia de Valores y Seguros deberá proporcionar a la Superintendencia de Pensiones la información sobre los pensionados por la modalidad de renta vitalicia y sus beneficiarios, que ésta le solicite.”.


d) Agrégase el siguiente número 16, nuevo:


“16. Fiscalizar, con el objeto de resguardar la seguridad de los Fondos de Pensiones, el funcionamiento de los servicios que una Administradora hubiere subcontratado, cuando éstos sean relacionados con su giro. Para efectos de lo anterior, la Superintendencia podrá requerir el envío de información y documentación sustentatoria o bien tener acceso directamente a las dependencias y archivos del prestador de servicios.”.


e) Agrégase el siguiente número 17., nuevo:


“17. Supervisar administrativamente las Comisiones Médicas Regionales y Central e impartir las normas operativas que se requieran para calificar la invalidez. Asimismo, controlar que las Comisiones Médicas den debido cumplimiento a las funciones que les correspondan, pudiendo siempre determinar el número de Comisiones que debe funcionar en cada Región, impartir instrucciones acerca de su equipamiento y requerir a dichas Comisiones la información necesaria para su adecuada fiscalización.”.


f) Agrégase el siguiente número 18., nuevo:


"18. Designar mediante resolución fundada a uno de sus funcionarios como inspector delegado en una Administradora, con el objeto de resguardar la seguridad de los Fondos de Pensiones.


La designación del inspector delegado no podrá tener una duración superior a seis meses, renovable por una sola vez por un período máximo de seis meses, y deberá fundarse en los siguientes hechos graves que pongan en peligro inminente la seguridad de los Fondos de Pensiones y hagan necesaria la adopción de medidas urgentes.


a) Infracciones o multas graves y reiteradas.


b) Rebeldía para cumplir las normas y órdenes legalmente impartidas por la Superintendencia.


c) Vacancia de la mayoría de los cargos titulares y suplentes en el directorio.


d) Deficiencias graves en los controles internos relativos a la gestión de los Fondos de Pensiones.


e) Presunciones fundadas de que se han violado las normas sobre conflictos de interés, operaciones con personas relacionadas o el giro exclusivo de la Administradora o de las entidades de su grupo empresarial.


f) Solicitud de quiebra o cesación de pagos de cualquiera de sus obligaciones significativas.


g) Declaración de quiebra o liquidación forzosa de cualquier entidad del grupo empresarial al que pertenezca la Administradora.


h) Existencia de antecedentes fundados de que los Estados Financieros de la Administradora o del Fondo de Pensiones no representan su real situación financiera.


i) Déficit de patrimonio mínimo o de Encaje requeridos de acuerdo a lo dispuesto en esta ley.


El inspector visará todas las operaciones de la Administradora y tendrá facultades para suspender cualquier acuerdo del directorio o decisión de los apoderados de la Administradora que hagan temer por la seguridad de los Fondos de Pensiones o por la estabilidad económica de aquélla. En el ejercicio de sus funciones, el inspector podrá hacerse acompañar por otros funcionarios de la Superintendencia, así como contratar consultorías privadas externas con cargo a la Administradora. Tanto el inspector delegado como dichos funcionarios deberán guardar absoluta reserva y secreto de la información de las cuales tomen conocimiento en el cumplimiento de sus labores y deberán abstenerse de usar dicha información en beneficio propio o de terceros. Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, se estimará que los hechos que configuren infracciones a lo dispuesto en esta norma vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, lo que no obstará a las demás responsabilidades y sanciones que fueren procedentes.


La Administradora afectada podrá reclamar contra la designación del inspector a que se refiere este número, conforme al procedimiento establecido en el Nº 8 de este artículo. La interposición de dicho recurso no suspenderá los efectos de dicha designación.".


g) Agrégase el siguiente número 19., nuevo:


“19. Supervisar administrativamente a las Comisiones Ergonómica y de Apelaciones de la ley N° 19.404 e impartir las normas operativas que se requieran para calificar labores como trabajos pesados. Asimismo, controlar que dichas Comisiones den debido cumplimiento a las funciones que les correspondan.”.


60. Modifícase el artículo 98 de la siguiente forma:


a) Reemplázase la letra d) por la siguiente:


“d) Inversión indirecta: Aquella inversión significativa que realicen los Fondos de Pensiones en activos, a través de la inversión en instrumentos del inciso segundo del artículo 45, conforme lo disponga el Régimen de Inversión.”.


b) Elimínanse las letras f), i) y j), pasando las actuales letras g) y h) a ser las letras f) y g), respectivamente, y las actuales letras k) a la p), a ser las letras h) a la n), respectivamente.


c) Agrégase la siguiente letra “ñ)” nueva, pasando las actuales letras ñ), o) y p) a ser o), p) y q), respectivamente:


“ñ) Planes de Ahorro Previsional Voluntario Colectivo: Son aquellas alternativas de ahorro e inversión autorizadas por las Superintendencias de Pensiones, de Bancos e Instituciones Financieras o de Valores y Seguros, según corresponda, para efectos de lo dispuesto en el Título III de esta ley.”.


61. Agrégase a continuación del artículo 98, el siguiente artículo 98 bis nuevo: 


“Artículo 98 bis.- Las Superintendencias de Pensiones y de Valores y Seguros establecerán, mediante Resolución conjunta, los procedimientos de fiscalización respecto del sistema de consultas y ofertas de montos de pensión a que se refiere el artículo 61 bis, de los pagos de beneficios y pensiones reguladas por esta ley que efectúen las Compañías de Seguros de Vida, de los Asesores Previsionales a que se refiere el Título XVII de la presente ley, como asimismo del pago de las contingencias del Seguro de Invalidez y Sobrevivencia a que se refiere el artículo 59.”.


62. Intercálase en el encabezado del artículo 99 entre la palabra “funciones” y los dos puntos (:) la expresión “y atribuciones”. Por otra parte, sustitúyense las letras a), b), c), d), e) y f) por las siguientes: 


“a) Aprobar o rechazar cuotas emitidas por fondos de inversión y cuotas emitidas por fondos mutuos a que se refiere la letra h); instrumentos representativos de capital de la letra j) y, a solicitud de la Superintendencia, los títulos de la letra k), todas del inciso segundo del artículo 45. Asimismo, aprobar o rechazar las contrapartes para efectos de las operaciones con instrumentos derivados de la letra l) del citado artículo;


b) Rechazar, de acuerdo a lo establecido en el artículo 105, las clasificaciones practicadas por clasificadoras de riesgo en conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.045, a los instrumentos de deuda señalados en las letras b), c), d), e), f), i) y k), todas del inciso segundo del artículo 45, respecto de los instrumentos cuyas dos clasificaciones de mayor riesgo sean iguales o superiores a BBB o N-3; 


c) Establecer los procedimientos específicos de aprobación de cuotas de fondos de inversión y de cuotas de fondos mutuos de la letra h), de instrumentos representativos de capital de la letra j), de instrumentos contemplados en la letra k) y de las entidades contrapartes de operaciones con instrumentos derivados a que se refiere la letra l), todas del inciso segundo del artículo 45;


d) Establecer las equivalencias entre las clasificaciones de los títulos de deuda señalados en la letra j) del inciso segundo del artículo 45, realizadas por entidades clasificadoras internacionalmente reconocidas, y las categorías de riesgo definidas en el artículo 105, y


e) Establecer, no obstante lo señalado en la letra c) anterior, los procedimientos específicos de aprobación de los instrumentos representativos de capital incluidos en la letra j) del  inciso segundo del artículo 45, que se transen en los mercados formales nacionales.”. 


63. Modifícase el artículo 100 de la siguiente forma:


a) Sustitúyese  en el inciso primero las letras a), b) y c) por las siguientes:


“a) Un funcionario de la Superintendencia de Pensiones designado por el Superintendente de ésta;


b) Un funcionario de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras designado por el Superintendente de ésta;


c) Un funcionario de la Superintendencia de Valores y Seguros designado por el Superintendente de ésta, y”.


b) Elimínase el inciso cuarto.


c) Reemplázase el actual inciso quinto, que ha pasado a ser inciso cuarto, por el siguiente: “En caso de ausencia o impedimento de alguna de las personas señaladas en las letras a), b) o c) del inciso primero, los respectivos Superintendentes designarán a su suplente.”.


64. Modifícase el artículo 104 de la siguiente forma:


a) Elimínanse los incisos primero y segundo.


b) Elimínase en la primera oración del actual inciso tercero, que ha pasado a ser inciso único, la frase: “acciones de sociedades anónimas inmobiliarias, las” y reemplázanse la letra “i)” por la letra “h)” y la expresión: “su emisor” por la siguiente: “una Administradora”. A su vez, agrégase en la segunda oración a continuación de la palabra: “financieros” lo siguiente: “representativos de capital” y reemplázase la letra “k)” por la letra “j)” y elimínase la expresión “el emisor o”. Asimismo, en la tercera oración reemplázase la letra “l)” por la letra “k)” y elimínase la expresión: “excluidos los instrumentos señalados en el inciso cuarto de dicho artículo,” y reemplázase la oración “del emisor o de alguna Administradora, según determinará el Banco Central de Chile”, por la siguiente: “de alguna Administradora, según determinará la Superintendencia de Pensiones.


65. Modifícase el artículo 105 de la siguiente forma: 


a) Reemplázanse los incisos primero y segundo por los dos siguientes incisos nuevos: 


“Artículo 105.- Establécense las siguientes categorías de riesgo para los instrumentos financieros a que se refieren las letras b), c), d), e), f), i), j) y k) del inciso segundo del artículo 45, si se tratare de instrumentos de deuda de largo plazo:


1. Categoría AAA;


2. Categoría AA;


3. Categoría A;


4. Categoría BBB;


5. Categoría BB;


6. Categoría B;


7. Categoría C;


8. Categoría D, y


9. Categoría E, sin información disponible para clasificar.


Establécense los siguientes niveles de riesgo para los instrumentos financieros a que se refieren las letras b), c), i), j) y k), del artículo 45, si se tratare de instrumentos de deuda de corto plazo:


1. Nivel 1 (N 1);


2. Nivel 2 (N 2);


3. Nivel 3 (N 3);


4. Nivel 4 (N 4), y


5. Nivel 5 (N 5), sin información disponible para clasificar.”.


b) Sustitúyense los incisos cuarto y quinto por los dos siguientes incisos nuevos: 


“Para ejercer la atribución a que se refiere la letra b) del artículo 99, la Comisión Clasificadora deberá solicitar al emisor respectivo una clasificación adicional, que deberá ser efectuada por un clasificador privado, elegido por aquél, de aquellos a que alude la ley N° 18.045. La clasificación adicional podrá ser solicitada cuando haya ocurrido algún hecho que a juicio de dos miembros de la Comisión Clasificadora pueda impactar negativa y sustancialmente en los resultados de la sociedad y que pueda modificar la categoría de riesgo del título.


Una vez presentada la clasificación adicional, la Comisión Clasificadora podrá rechazar todas las clasificaciones de riesgo del instrumento con el voto favorable de la mayoría de los miembros asistentes a la sesión, debiendo constar en acta el fundamento del rechazo, salvo que determine que éste requiere reserva. Asimismo, podrá rechazar la menor clasificación de riesgo, en cuyo caso será necesario el voto conforme de cinco miembros.”.


c) Elimínase la primera oración del inciso sexto. A su vez, agrégase a continuación de la palabra “capital” la expresión “de la letra j) del artículo 45”.


d) Reemplázase en el inciso séptimo la siguiente expresión: “, sin perjuicio de que podrá establecer factores adicionales adversos que pudieran modificar la clasificación final. Estos criterios de equivalencia”, por lo siguiente: “. Estas equivalencias”. Por otra parte, reemplázase la letra “k)” por la letra “j)”.  


e) Elimínase el inciso octavo.


66. Modifícase el artículo 106 de la siguiente forma:


a) Elimínanse los incisos primero al séptimo inclusive.


b) Sustitúyese el actual inciso octavo, que ha pasado a ser primero, por los siguientes tres incisos nuevos:


“Artículo 106.- Las cuotas de fondos de inversión y fondos mutuos a que se refiere la letra h) del inciso segundo del artículo 45, con excepción de las señaladas en el inciso décimo quinto de dicho artículo, serán sometidas a la aprobación de la Comisión, previa solicitud de una Administradora, en consideración al cumplimiento de los requisitos a que se refiere el inciso siguiente, que serán determinados en base a la información pública histórica que el emisor haya entregado a la entidad fiscalizadora que corresponda. 


Los requisitos de aprobación considerarán una adecuada diversificación de las inversiones, el cumplimiento de los objetivos de inversión y otros aspectos que determine la Comisión Clasificadora, debiendo estos últimos darse a conocer mediante acuerdo publicado en el Diario Oficial. Adicionalmente, se considerará que al momento de la aprobación el fondo mantenga un volumen mínimo de inversión. La información necesaria para la evaluación de estos aspectos deberá ser aportada por los respectivos emisores en la forma y oportunidad que determine la Comisión Clasificadora.


La especificación conceptual, la metodología de cálculo y el valor límite de los indicadores considerados en los requisitos de aprobación, los determinará la Comisión Clasificadora, previo informe favorable de la Superintendencia de Pensiones, debiendo publicarlos en el Diario Oficial.”.


c) Sustitúyese en el actual inciso noveno que ha pasado a ser cuarto, la letra “k)” por la letra “j)”.


d) Sustitúyese en el último inciso la letra “k)” por la letra “j)”. A su vez, reemplázase la palabra “quinto” por “décimo quinto” y sustitúyese la letra “f)” por la letra “e)”.


67. Derógase el artículo 107.


68. Modifícase el artículo 108 de la siguiente forma:


a) Elimínase en el inciso primero la expresión: “y a la Superintendencia,”.


b) Elimínase en el inciso segundo la expresión: “acciones o”.


c) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente: “En cumplimiento de sus funciones la Comisión Clasificadora podrá requerir de las clasificadoras privadas la remisión, en los plazos que determine, de los antecedentes en los que se fundamentaron para otorgar una clasificación a cualquiera de los instrumentos analizados por aquélla.”. 


d) Sustitúyese en la primera oración del inciso cuarto la frase “la aprobación”, por la expresión “su decisión respecto”. A su vez, elimínanse la segunda y tercera oración de este inciso.


69. Reemplázase la segunda oración del inciso primero del artículo 109 por la siguiente: 


“La publicación deberá contener el rechazo de las categorías de clasificación de riesgo a que se refiere el artículo 105 respecto de los instrumentos de deuda de las letras b), c), d), e), f), i) y k), todas del inciso segundo del artículo 45, como también la aprobación de los instrumentos representativos de capital de las letras h), j) y k) del artículo 45, así como los principales fundamentos del acuerdo adoptado en estas materias.”.


70. Elimínanse en la primera oración del artículo 110 las expresiones: “, o la asignación de una categoría de riesgo en su caso,” y “y su correspondiente categoría de riesgo”.


71. Sustitúyese en el artículo 111, la oración “sean aprobadas de acuerdo a lo dispuesto en el Título XI de esta ley” por la siguiente: “cumplan los requisitos establecidos en el inciso sexto del artículo 45”.


72. Elimínase el Párrafo 3, del Título XII: “De las Sociedades Anónimas Inmobiliarias, y los artículos 130 a 135 que lo integran”.


73. Sustitúyese en el segundo inciso del artículo 138, la expresión “la celebración de los contratos de cobertura de riesgo financiero a que se refiere la letra m)” por la expresión “la realización de operaciones con instrumentos derivados a que se refiere la letra l)”.


73 bis. Agrégase en el inciso primero del artículo 151, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “Las personas a que se refiere este inciso estarán afectas a lo dispuesto en el artículo 166 de la Ley N° 18.045.”.


74. Agréganse en el artículo 153 a continuación del inciso final, los siguientes incisos nuevos:


“Asimismo, la función de comercialización de los servicios prestados por la Administradora será incompatible con la función de comercialización de los productos o servicios ofrecidos o prestados por cualquiera de las entidades del Grupo Empresarial al que pertenezca la Administradora.  


En todo caso, los gerentes general, comercial y de inversiones, los ejecutivos de áreas comercial y de inversiones y los agentes de ventas de una Administradora, no podrán ejercer simultáneamente cargos similares en ninguna entidad del Grupo Empresarial al que aquélla pertenezca.


Las dependencias de atención de público de las Administradoras no podrán ser compartidas con las entidades del Grupo Empresarial al que aquélla pertenezca.


Si una Administradora de Fondos de Pensiones entregare a cualquiera de las entidades del Grupo Empresarial al que pertenece, información proveniente de la base de datos de carácter personal de sus afiliados, las entidades involucradas serán solidariamente responsables para efectos de lo dispuesto en el artículo 23 de la ley N° 19.628.”.


75. Modifícase el inciso primero del artículo 154 de la siguiente manera:


a) Reemplázase al final de la letra g) la expresión “, y” por  punto y coma (;).


b) Reemplázase al final de la letra h) el punto final por “, y”.


c) Agrégase la siguiente letra i) nueva:


“i) La realización de descuentos a los beneficios que paguen a sus afiliados o beneficiarios para fines distintos a los de seguridad social o los establecidos en esta ley y que sean producto de obligaciones que éstos hubiesen adquirido con alguna entidad del grupo empresarial al cual pertenece la Administradora.”.


75 bis. Modificase el artículo 155 de la siguiente forma:

a) Reemplazar el enunciado del inciso primero, por el siguiente:

“En las sociedades cuyas acciones hayan sido adquiridas con recursos de los Fondos de Pensiones, los directores elegidos con mayoría de votos otorgados por las Administradoras deberán encontrarse inscritos en el Registro que al efecto llevará la Superintendencia para ejercer el cargo de director en dichas sociedades. La Superintendencia mediante norma de carácter general establecerá los criterios básicos  para la inscripción y mantención en el Registro y regulará el procedimiento de inscripción en el mismo. El contenido de la referida norma deberá contar con el informe favorable del Consejo Técnico de Inversiones a que se refiere el Título XVI. El rechazo de la inscripción en el Registro podrá ser reclamado de conformidad al procedimiento establecido en el número 8 del artículo 94 y a las normas del presente artículo. Asimismo, en las elecciones de directorio de las sociedades cuyas acciones hayan sido adquiridas con recursos de los Fondos de Pensiones, las Administradoras no podrán votar por personas que se encuentren en alguna de las siguientes situaciones:”.

b) Agregar al final del inciso tercero, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “A su vez, las Administradoras no podrán votar por personas que no se consideren independientes de acuerdo a lo establecido en la ley Nº 18.046.”.

76. Modifícase el artículo 156 de la siguiente manera:

a) Intercálase en la primera oración de la letra b) del inciso primero, a continuación de la palabra “precedente”, la siguiente oración “, así como los directores de otras sociedades, sean éstas nacionales o extranjeras, del grupo empresarial al que pertenezca la Administradora.”. A su vez, elimínense la segunda y tercera oraciones.

b) Agrégase el siguiente inciso tercero nuevo: “Respecto de las personas a que se refieren los numerales 1) y 2) del artículo 36 de la ley N° 18.046, la inhabilidad establecida en este artículo se mantendrá hasta doce meses después de haber expirado en sus cargos.”.


76 bis Agrégase el siguiente artículo 156 bis, nuevo:


“Artículo 156 bis.- El directorio de las Administradoras deberá estar integrado por un mínimo de cinco directores, dos de los cuales deberán tener el carácter de autónomos.


Se considerará como director autónomo para estos efectos, a quien no mantenga ninguna vinculación con la Administradora, las demás sociedades del grupo empresarial del que aquélla forme parte, su controlador, ni con los ejecutivos principales de cualquiera de ellos, que pueda generarle un potencial conflicto de interés o entorpecer su independencia de juicio.


Se presumirá que no tienen el carácter de as personas que en cualquier momento, dentro de los últimos dieciocho meses:


a) Mantuvieren cualquier vinculación, interés o dependencia económica, profesional, crediticia o comercial, de una naturaleza y volumen relevantes, de acuerdo a lo que señale la norma de carácter general a que se refiere este artículo, con las personas indicadas en el inciso anterior;


b) Fueren cónyuge o tuvieren una relación de parentesco hasta el segundo grado de consanguinidad o primer grado de afinidad, con las personas indicadas en el inciso anterior;


c) Hubiesen sido socios o accionistas que hayan poseído o controlado, directa o indirectamente, 10% o más del capital, directores, gerentes, administradores o ejecutivos principales, de entidades que hayan prestado servicios jurídicos o de consultoría, por montos relevantes conforme lo que señale la norma de carácter general a que se refiere este artículo, o de auditoría externa, a las personas indicadas en el inciso anterior, y


d) Hubiesen sido socios o accionistas que hayan poseído o controlado, directa o indirectamente, 10% o más del capital, directores, gerentes, administradores o ejecutivos principales, de entidades que provean de bienes o servicios por montos relevantes a la Administradora de acuerdo a lo que señale la norma de carácter general a que se refiere este artículo.


Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo de este artículo, se considerará que tienen el carácter de autónomo aquellas personas que integren el directorio de la Administradora en la calidad de director independiente, conforme a lo establecido en la ley N° 18.046.


Para poder ser elegidos como directores autónomos, los candidatos deberán ser propuestos por los accionistas que representen el 1% o más de las acciones de la sociedad, con al menos diez días de anticipación a la fecha prevista para la junta de accionistas llamada a efectuar la elección de los directores. En dicha propuesta deberá también incluirse al suplente del candidato a director autónomo quien reemplazará al respectivo titular en caso de ausencia o impedimento temporal de éste y quien deberá cumplir con los mismos requisitos del titular. Con no menos de dos días de anterioridad a la junta respectiva, el candidato y su respectivo suplente deberán poner a disposición del gerente general una declaración jurada en que señalen cumplir con los requisitos de autonomía antes indicados. 


No obstante lo dispuesto en el inciso tercero, no perderán el carácter de autónomo los candidatos que al momento de la respectiva elección se encuentren ejerciendo el cargo de director autónomo de la Administradora.


El director autónomo que deje de reunir los requisitos para ser considerado como tal, quedará automáticamente inhabilitado para ejercer su cargo.


Serán elegidos directores de la Administradora los dos candidatos que hayan obtenido las dos más altas votaciones de entre aquéllos que cumplan los requisitos de autonomía a que se refiere este artículo. 


La Superintendencia, mediante norma de carácter general, podrá establecer criterios que determinen la autonomía o falta de ella, de conformidad a lo dispuesto en este artículo. El  contenido de dicha norma deberá contar con el informe favorable del Consejo Técnico de Inversiones a que se refiere el Título XVI.”.


77. Agréganse los siguientes Títulos XV, XVI y XVII nuevos, pasando el actual Título XV a ser Título XVIII:

“TITULO XV

De la Licitación  para la Administración de Cuentas de Capitalización Individual


Artículo 160.- La Superintendencia efectuará, por sí o a través de la contratación de servicios de terceros, licitaciones públicas para adjudicar el servicio de administración de las cuentas de capitalización individual de las personas a que se refiere el inciso cuarto de este artículo, en las cuales podrán participar las entidades a que se refiere el artículo 161. En cada licitación se adjudicará el servicio a la entidad que, cumpliendo con los requisitos de este Título, ofrezca cobrar la menor comisión por depósito de cotizaciones periódicas al momento de la presentación de las ofertas. 


Las licitaciones se efectuarán cada veinticuatro meses. No obstante lo anterior, la Superintendencia  podrá abstenerse de licitar en un período determinado cuando existan antecedentes técnicos que lo ameriten.  Los antecedentes que fundamenten la abstención deberán estar contenidos en una Resolución fundada de la Superintendencia. 


El período de permanencia  en la Administradora adjudicataria se establecerá en las respectivas bases de licitación y no podrá exceder los veinticuatro meses, contados desde la fecha de incorporación del afiliado a la Administradora adjudicataria.


Transcurridos seis meses desde la fecha de la adjudicación, todas las personas que se afilien al Sistema durante el período correspondiente a los veinticuatro meses siguientes, deberán incorporarse a la Administradora adjudicataria y permanecer en ella hasta el término del período de permanencia señalado en el inciso anterior. Lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 165.


Artículo 161.- En el proceso de licitación podrán participar las Administradoras de Fondos de Pensiones existentes y aquellas personas jurídicas nacionales o extranjeras que aún no estén constituidas como tales. Estas últimas deberán contar con el certificado provisional de autorización a que se refiere el artículo 130 de la ley N° 18.046 y la aprobación de la Superintendencia para participar en dicho proceso, debiendo cumplir con los requisitos técnicos, económicos, financieros y jurídicos que le permitan constituirse como Administradora en caso de adjudicarse la licitación. Dichos requisitos se establecerán en la norma de carácter general a que se refiere el artículo 166 y serán calificados previamente por la Superintendencia. 


Artículo 162.- Todo proceso de licitación se regirá por las normas establecidas en la presente ley y en las respectivas Bases de Licitación, las que serán aprobadas por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social mediante decreto supremo. Dichas bases estarán a disposición de los interesados, previo pago de su valor, el que será determinado por la Superintendencia y será de beneficio fiscal. Las bases deberán contener, a lo menos, lo siguiente:


a) Estadísticas de afiliaciones anuales al Sistema y su ingreso promedio;


b) Plazo y forma de presentación de las ofertas;


c) Monto de la garantía de seriedad de la oferta;


d) Monto de la garantía de implementación;


e) Monto de la garantía de fiel cumplimiento del contrato;


f) Duración del período de permanencia en la Administradora adjudicataria;


g) Duración del período de mantención de la comisión licitada; 


h) Proceso y mecanismos de adjudicación y desempate;


i) Forma y plazo de comunicación de los resultados de la licitación;


j) Fecha de inicio de operaciones de las entidades adjudicatarias que no estén  constituidas como Administradoras al momento de la licitación;


k) Plazo de habilitación de agencias u oficinas regionales, y


l) Estándar mínimo de servicio que debe ofrecer la Administradora.


Artículo 163.- La comisión ofrecida en la licitación para los afiliados activos, deberá ser inferior a la comisión por depósito de cotizaciones más baja vigente en el Sistema al momento de la presentación de las ofertas. En caso que alguna Administradora haya comunicado una modificación a aquélla, de acuerdo a lo establecido en el inciso final del  artículo 29, se considerará, para los efectos de determinar la comisión más baja en el Sistema, la comisión por depósito de cotizaciones modificada.


La adjudicación del servicio se efectuará mediante resolución fundada de la Superintendencia. 


La adjudicataria de la licitación no podrá incrementar la comisión por depósito de cotizaciones durante el período que se indique en las Bases de Licitación, el que no podrá exceder de veinticuatro meses contado desde el primer día del mes siguiente de aquél en el cual se cumplan seis meses desde la fecha de adjudicación del servicio licitado. Esta comisión se hará extensiva a todos los afiliados de la Administradora durante el referido período, debiendo aquélla otorgarles un nivel de servicios uniforme. Una vez finalizado el período de mantención de comisiones, la Administradora podrá fijar libremente el monto de su comisión por depósito de cotizaciones de acuerdo a lo establecido en el artículo 29, sin perjuicio de su derecho a participar en una nueva licitación. Asimismo, concluido el período de permanencia en la Administradora adjudicataria, aquellos afiliados que se incorporaron a ésta en virtud de lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 160, podrán traspasarse libremente a otra Administradora.


Artículo 164.- La adjudicataria de la licitación deberá aceptar a todos los nuevos afiliados al Sistema, bajo las condiciones estipuladas en la oferta en virtud de la cual se adjudicó la licitación. 


La Superintendencia deberá asignar a los afiliados nuevos a la Administradora que cobre la menor comisión por depósito de cotizaciones a la fecha de afiliación de aquéllos al Sistema, en cualquiera de los siguientes casos:


a) La adjudicataria no cumpliere con los requisitos para constituirse como Administradora en el plazo establecido para tales efectos.


b) No se efectuare o no se adjudicare la licitación por alguna de las causales establecidas en esta ley o en las bases de licitación.


Los afiliados asignados siempre podrán traspasarse libremente a otra Administradora.


Artículo 165.- Los trabajadores que se hayan incorporado a la Administradora adjudicataria, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 160, sólo podrán traspasarse a otra durante el período de permanencia en la Administradora adjudicataria, cuando ésta se encuentre en alguna de las siguientes situaciones:


a) Incumplimiento de la obligación establecida en el inciso tercero del artículo 24, sobre patrimonio mínimo exigido;


b) Incumplimiento de la obligación establecida en el artículo 37 respecto de  la rentabilidad mínima para cualquier tipo de Fondo;


c) Cesación de pagos de cualquiera de sus obligaciones o en estado de notoria insolvencia; o se le solicite o se declare su quiebra; 


d) En proceso de liquidación;


e) Que la comisión por depósito de cotizaciones que cobre sea mayor a la cobrada por otra Administradora, durante dos meses consecutivos. En este caso, los afiliados sólo podrán traspasarse a una Administradora que cobre menor comisión por depósito de cotizaciones que la adjudicataria de la licitación;


f) Que la comisión por depósito de cotizaciones sea incrementada al término del período establecido en el inciso tercero del artículo 163, o


g) Que la menor comisión por depósito de cotizaciones que cobre no compense la mayor rentabilidad que hubiese obtenido el afiliado en otra Administradora durante el período comprendido entre la fecha de afiliación a la Administradora adjudicataria de la licitación y la fecha en que solicite el traspaso. En este caso, los trabajadores sólo podrán traspasarse a esa otra Administradora. El procedimiento de cálculo que permita ejercer este derecho será determinado por la Superintendencia en la norma de carácter general a que se refiere el artículo 166.


A su vez, los trabajadores que deban incorporarse a la Administradora adjudicataria, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 160, no estarán obligados a ello en caso que se configuren algunas de las causales señaladas en las letras a) a la d) del inciso precedente.


Artículo 166.- La Superintendencia regulará, mediante una norma de carácter general, las materias relacionadas con la licitación establecida en este título. 

Título XVI

Del Consejo Técnico de Inversiones


Artículo 167.- Créase un Consejo Técnico de Inversiones, en adelante “Consejo”, de carácter permanente, cuyo objetivo será efectuar informes, propuestas y pronunciamientos respecto de las inversiones de los Fondos de Pensiones, con el objeto de procurar el logro de una adecuada rentabilidad y seguridad para los Fondos. Específicamente, el Consejo tendrá las siguientes funciones y atribuciones:


1) Pronunciarse sobre el contenido del Régimen de Inversión a que se refiere el artículo 45 y sobre las modificaciones que la Superintendencia de Pensiones proponga efectuar al mismo. Para estos efectos, el Consejo deberá emitir un informe que contenga su opinión técnica en forma previa a la dictación de la Resolución que apruebe o modifique dicho régimen;


2) Emitir opinión técnica en todas aquellas materias relativas a inversiones de los Fondos de Pensiones contenidas en el Régimen de Inversión, y en especial respecto de la estructura de límites de inversión de los Fondos de Pensiones, de los mecanismos de medición del riesgo de las carteras de inversión y de las operaciones señaladas en la letra l) del artículo 45 que efectúen los Fondos de Pensiones; 


3) Efectuar propuestas y emitir informes en materia de perfeccionamiento del régimen de inversiones de los Fondos de Pensiones en aquellos casos en que el Consejo lo estime necesario o cuando así lo solicite la Superintendencia;


4) Pronunciarse sobre las materias relacionadas con las inversiones de los Fondos de Pensiones que le sean consultadas por los Ministerios de Hacienda y del Trabajo y Previsión Social;


5) Entregar una memoria anual de carácter público al Presidente de la República, correspondiente al ejercicio del año anterior, a más tardar dentro del primer cuatrimestre de cada año. Copia de dicha memoria deberá enviarse a la Cámara de Diputados y al Senado, y


6) Encargar la realización de estudios técnicos con relación a las inversiones de los Fondos de Pensiones. 


Artículo 168.- El Consejo estará integrado por las siguientes personas:


a) Un miembro designado por el Presidente de la República. La designación deberá recaer en una persona que haya desempeñado el cargo de Ministro de Hacienda o de Superintendente o directivo de las Superintendencias de Pensiones, de Bancos e Instituciones Financieras o de Valores y Seguros, o de Consejero o gerente del Banco Central de Chile;


b) Un miembro designado por el Consejo del Banco Central de Chile. La designación deberá recaer en un profesional de reconocido prestigio por su experiencia y conocimiento en materias financieras y de mercado de capitales;


c) Un miembro designado por las Administradoras de Fondos de Pensiones. La designación deberá recaer en una persona que posea una amplia experiencia en la administración de carteras de inversión y deberá haber desempeñado el cargo de gerente o ejecutivo principal en alguna empresa del sector financiero, de conformidad a lo dispuesto en el Reglamento, y


d) Dos miembros designados por los Decanos de las Facultades de Economía o de Economía y Administración de las Universidades que se encuentren acreditadas de conformidad a lo dispuesto en la ley Nº 20.129. Uno de ellos deberá ser un académico de reconocido prestigio por su experiencia y conocimiento en materias financieras y de mercado de capitales y el otro deberá ser un académico de reconocido prestigio por su experiencia y conocimiento de macroeconomía, de conformidad a lo dispuesto en el Reglamento.


Los miembros antes señalados, no podrán ser gerentes, administradores o directores de una Administradora de Fondos de Pensiones, ni de alguna de las entidades del Grupo Empresarial al que aquélla pertenezca, mientras ejerzan su cargo en el Consejo.


Los Consejeros durarán cuatro años en sus cargos y podrá renovarse su designación o ser reelegidos, según corresponda, por un nuevo período consecutivo, por una sola vez. 


Junto con la designación de cada una de las personas a que se refiere el inciso primero de este artículo, deberá también designarse un miembro suplente, quien reemplazará al respectivo titular en caso de ausencia o impedimento de éste.


En caso de ausencia o impedimento de alguno de los miembros señalados en las letras anteriores, integrará el Consejo, en calidad de suplente, la persona que haya sido nombrada para tales efectos por quien corresponda efectuar la designación de los miembros titulares, quienes deberán cumplir con los mismos requisitos del miembro titular.  


Lo dispuesto en el inciso segundo será aplicable a los miembros del Consejo que tengan la calidad de suplente.


Serán causales de cesación de los miembros titulares y suplentes del Consejo las siguientes:


a) Expiración del plazo por el que fue nombrado;


b) Renuncia aceptada por quien los designó;


c) Incapacidad psíquica o física para el desempeño del cargo;


d) Sobreviniencia de algunas de las causales de inhabilidad señaladas en el inciso segundo de este artículo, caso en el cual cesará automáticamente en el ejercicio del cargo, y


e) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones establecidas en este Título. 


Los miembros titulares y suplentes y el Secretario Técnico del Consejo deberán guardar reserva sobre los documentos y antecedentes a que tengan acceso en el ejercicio de su función, siempre que éstos no tengan carácter público. La infracción a esta obligación será sancionada con la pena de reclusión menor en sus grados mínimo a medio.


Del mismo modo, a las personas indicadas en el inciso precedente les está prohibido valerse, directa o indirectamente, en beneficio propio o de terceros, de la información a que tengan acceso en el desempeño de esta función, en tanto no sea divulgada al público. La infracción a lo dispuesto en este inciso será sancionada con la pena de reclusión menor en su grado medio e inhabilitación para cargos y oficios públicos por el tiempo de la condena. 


Los integrantes del Consejo percibirán una dieta en pesos equivalente a 17 unidades tributarias mensuales por cada sesión a que asistan, con un máximo de 34 unidades tributarias mensuales por cada mes calendario.


Artículo 169.- El Consejo de Inversiones será presidido por el miembro designado por el Presidente de la República, sesionará con la asistencia de a lo menos tres de sus integrantes y adoptará sus acuerdos por mayoría absoluta de los asistentes a la respectiva sesión. En caso de empate, dirimirá la votación quien presida la sesión. Lo anterior, sin perjuicio de las normas sobre el funcionamiento del Consejo a que se refiere el inciso quinto de este artículo.


El Consejo deberá nombrar, de entre sus miembros titulares, a un Vicepresidente, el que subrogará al Presidente en caso de ausencia de éste y permanecerá en el cargo por el tiempo que señale el Consejo, o por el tiempo que le reste como consejero. 


El Consejo de Inversiones sesionará a lo menos dos veces al año y, cada vez que lo convoque el Presidente o cuando así lo solicite la mayoría de sus integrantes. Asimismo, el Consejo deberá sesionar cuando así lo solicite el Superintendente de Pensiones. 


Un funcionario de la Superintendencia de Pensiones actuará como Secretario Técnico del Consejo y tendrá la calidad de Ministro de Fe respecto de sus actuaciones, deliberaciones y acuerdos.  


El Consejo acordará las normas necesarias para su funcionamiento y para la adecuada ejecución de las funciones que le son encomendadas y las normas relativas a las obligaciones y deberes a que estarán sujetos sus integrantes. 


La Superintendencia proporcionará al Consejo el apoyo administrativo y los recursos que sean necesarios para el cumplimiento de sus funciones, incluido el pago de las dietas que corresponda a sus integrantes.  


Artículo 170.- Los miembros del Consejo de Inversiones deberán inhabilitarse cuando en la sesión respectiva se traten asuntos que los involucren o cuando se traten o resuelvan materias en que puedan tener interés. Para efectos de calificar la inhabilidad planteada, el Consejo deberá aplicar las normas y procedimientos que establezca sobre esta materia.

TITULO XVII

De la Asesoría Previsional


1. Del Objeto de la Asesoría Previsional.


Artículo 171.- La asesoría previsional tendrá por objeto otorgar información a los afiliados y beneficiarios del Sistema, considerando de manera integral todos los aspectos que dicen relación con su situación particular y que fueren necesarios para adoptar decisiones informadas de acuerdo a sus necesidades e intereses, en relación con las prestaciones y beneficios que contempla esta ley. Dicha asesoría comprenderá además la intermediación de seguros previsionales. Esta asesoría deberá prestarse con total independencia de la entidad que otorgue el beneficio. 


Respecto de los afiliados y beneficiarios que cumplan los requisitos para pensionarse y de los pensionados bajo la modalidad de retiro programado, la asesoría deberá informar en especial sobre la forma de hacer efectiva su pensión según las modalidades previstas en el artículo 61 de esta ley, sus características y demás beneficios a que pudieren acceder según el caso, con una estimación de sus montos. 


Artículo 172.- Créase el Registro de Asesores Previsionales, que mantendrán en forma conjunta las Superintendencias de Pensiones y de Valores y Seguros, en el cual deberán inscribirse las personas o entidades que desarrollen la actividad de asesoría previsional a que alude el artículo anterior. Para tal efecto, deberán dar cumplimiento a las exigencias que se establecen en el presente Título y en lo que se refiere al procedimiento de inscripción en el registro a las normas de carácter general que al respecto dicten conjuntamente las mencionadas Superintendencias. 


2. De las Entidades de Asesoría Previsional y de los Asesores Previsionales.


Artículo 173.- Las Entidades de Asesoría Previsional serán sociedades constituidas en Chile con el objeto específico de otorgar servicios de asesoría previsional a los afiliados y beneficiarios del Sistema.


Sus socios, administradores, representantes legales y las personas que tengan a su cargo realizar las funciones de asesoría previsional, deberán reunir los requisitos y estarán sujetas a las obligaciones que se establecen en este Título.


Las Entidades de Asesoría Previsional y los Asesores Previsionales deberán acreditar ante las Superintendencias de Pensiones y de Valores y Seguros la contratación de una póliza de seguros para responder del correcto y cabal cumplimiento de todas las obligaciones emanadas de su actividad y, especialmente, de los perjuicios que puedan ocasionar a los afiliados o beneficiarios que contraten sus servicios de asesoría previsional.


La póliza de seguros a que se refiere el inciso anterior deberá constituirse por un monto no inferior a la cantidad más alta entre 500 unidades de fomento y el 30% de la suma del saldo destinado a pensión de la cuenta de capitalización individual de los afiliados que asesoró en el año inmediatamente anterior, por las primeras 15.000 Unidades de Fomento, y de un 10% por el exceso sobre esta cifra, con un máximo de 60.000 unidades de fomento.


Artículo 174.- Los socios, los administradores, los representantes legales de las Entidades de Asesoría Previsional y sus dependientes que desempeñen la función de asesoría previsional, así como los Asesores Previsionales, deberán cumplir con los siguientes requisitos:


a) Ser mayor de edad, chileno o extranjero con residencia en Chile y cédula de identidad de extranjería al día;


b) Tener antecedentes comerciales intachables;


c) Estar en posesión, a lo menos, de licencia de educación media o estudios equivalentes;


d) Acreditar los conocimientos suficientes sobre materias previsionales y de seguros.


El cumplimiento de los requisitos a que se refiere el inciso anterior será acreditado en la forma y periocidad que establezcan las Superintendencias de Pensiones y de Valores y Seguros mediante norma de carácter general conjunta.


No podrán ser socios, administradores, dependientes que desempeñen la función de asesoría previsional, representantes legales de una Entidad de Asesoría Previsional o Asesores Previsionales, las personas que se encuentren en cualquiera de las situaciones siguientes:


a) Los procesados o condenados por delito que merezca pena aflictiva;


b) Los fallidos no rehabilitados y quienes tengan prohibición de comerciar, y


c) Las personas sancionadas con la revocación de su inscripción en alguno de los registros que lleven o regulen las Superintendencias de Pensiones, Valores y Seguros y Bancos e Instituciones Financieras, o los que hayan sido administradores, directores o representantes legales de una persona jurídica sancionada de igual manera, a no ser que hayan salvado su responsabilidad en la forma que prescribe la ley.


No podrán ser Asesores Previsionales ni directores, gerentes, apoderados o dependientes de una sociedad de Asesoría Previsional, quienes sean directores, gerentes, apoderados o dependientes de una Administradora de Fondos de Pensiones, aseguradora, reaseguradora, liquidadora de siniestros o entidades que conformen el grupo empresarial de estas sociedades.


Artículo 175.- Respecto de las personas o entidades que hayan acreditado el cumplimiento de los requisitos para ejercer la actividad de asesoría previsional referidos en los artículos precedentes, las Superintendencias de Pensiones y de Valores y Seguros dictarán una Resolución conjunta que ordene su inscripción en el registro respectivo, conceda la autorización para funcionar y fije un plazo para iniciar sus actividades.


Será responsabilidad de las Entidades de Asesoría Previsional llevar un registro de los dependientes que desempeñen la función de asesoría, debiendo instruirlos y capacitarlos para el desarrollo de dichas funciones. Asimismo, estarán obligadas a otorgar todas las facilidades que se requieran para efectuar el control que respecto de estas materias determinen las Superintendencias antes mencionadas.


Artículo 176.- Las Entidades de Asesoría Previsional y los Asesores Previsionales responderán hasta de la culpa leve en el cumplimiento de las funciones derivadas de las asesorías previsionales que otorguen a los afiliados o sus beneficiarios y estarán obligadas a indemnizar los perjuicios por el daño que ocasionen. Lo anterior, no obsta a las sanciones administrativas que asimismo pudieren corresponderles.


Por las Entidades de Asesoría Previsional responderán además, sus socios y administradores, civil, administrativa y penalmente, a menos que constare su falta de participación o su oposición al hecho constitutivo de infracción o incumplimiento.


Las Entidades de Asesoría Previsional y los Asesores Previsionales estarán sometidos a la supervigilancia, control y fiscalización de las Superintendencias de Pensiones y de Valores y Seguros, las que para ello estarán investidas de las facultades establecidas en esta ley, en el decreto con fuerza de ley 251, de 1931, del Ministerio de Hacienda, según corresponda, y en sus respectivas leyes orgánicas.


Asimismo, los dependientes de las Entidades de Asesoría Previsional encargados de la prestación del servicio, quedarán sujetos al control y fiscalización de las Superintendencias de Pensiones y de Valores y Seguros, las que tendrán respecto de aquéllos las mismas facultades a que se refiere el inciso anterior.


Artículo 177.- La cancelación por revocación o eliminación en el Registro de Asesores Previsionales de una Entidad de Asesoría Previsional o de un Asesor Previsional, procederá respectivamente:


a) Cuando alguno de aquéllos incurra en infracción grave de ley, y


b) En el caso que no mantengan vigente el seguro referido en el artículo 173 de esta ley.


La declaración de infracción grave de ley corresponderá a las Superintendencias de Pensiones y de Valores y Seguros conjuntamente y deberá estar fundada en alguna de las disposiciones establecidas en esta ley.  


Declarada la infracción grave o constatado el incumplimiento señalado en la letra b) del inciso primero, las Superintendencias de Pensiones y de Valores y Seguros dictarán conjuntamente una resolución fundada que ordene cancelar la inscripción de la Entidad de Asesoría Previsional o del Asesor Previsional del Registro de Asesores Previsionales y revoque la autorización para funcionar.


3.  De la contratación de la Asesoría Previsional.


Artículo 178.- Para los efectos de prestar la asesoría previsional, deberá celebrarse un contrato de prestación de servicios entre la Entidad de Asesoría Previsional o el Asesor Previsional y el afiliado o sus beneficiarios, según corresponda, el que establecerá los derechos y obligaciones de ambas partes y cuyo contenido mínimo será establecido mediante norma de carácter general que dictarán en forma conjunta las Superintendencias de Pensiones y de Valores y Seguros.


La contratación de una asesoría previsional es voluntaria para el afiliado o sus beneficiarios, según corresponda, y en ningún caso podrá comprender la obligación de aquéllos de acoger la recomendación que por escrito les fuere proporcionada por el Asesor Previsional.  


Artículo 179.- Los afiliados o beneficiarios de pensión no podrán pagar honorarios por concepto de servicios de asesoría previsional con cargo a la cuenta de capitalización individual, a excepción de lo indicado en los incisos segundo y tercero de este artículo.


Los afiliados o beneficiarios de pensión, según corresponda, que cumplan los requisitos para pensionarse podrán, al momento de seleccionar modalidad de pensión de retiro programado, pagar honorarios por concepto de servicios de asesoría previsional, con cargo a la cuenta de capitalización individual, hasta el monto que resulte de multiplicar una tasa máxima fijada mediante el decreto supremo conjunto a que se refiere el inciso decimocuarto del artículo 61 bis, por el saldo de dicha cuenta  destinado a esta modalidad de pensión. Cuando se seleccione una modalidad de pensión de renta vitalicia, los honorarios por concepto de asesoría previsional corresponderán a la comisión o retribución a que alude el inciso decimocuarto del artículo 61 bis y se pagarán en la forma señalada en dicho inciso. En todo caso, la tasa máxima a que se refiere la primera oración de este inciso y el monto máximo a pagar por concepto de asesoría previsional, que se establezcan para la modalidad de pensión de retiro programado, deberán ser inferiores a los que se determinen para la modalidad de renta vitalicia.


Con todo, los honorarios totales por concepto de asesoría previsional no podrán superar el 2% de los fondos de la cuenta de capitalización individual del afiliado destinados a pensión, con exclusión de aquellos que eran susceptibles de ser retirados como excedente de libre disposición, ni podrán exceder un monto equivalente a 60 UF.

Las Administradoras y las compañías de seguros de vida no podrán efectuar pago alguno distinto al establecido en este artículo a los asesores previsionales, sean ellos en dinero o especies, como tampoco podrán financiar los gastos en que deban incurrir para su cometido.


4.  Otras Disposiciones.


Artículo 180.- Ninguna persona natural o jurídica que no se encontrare inscrita en el registro a que se refiere el artículo 172, podrá arrogarse la calidad de asesor previsional, siendo aplicables en lo que corresponda, los incisos segundo y siguientes del artículo 25 de esta ley.


Se reserva el uso de la denominación "Entidad de Asesoría Previsional" y de "Asesor Previsional" para las personas jurídicas y naturales a que se refiere el número dos  de este Título.


Artículo 181.- Los socios, administradores y representantes legales de una Entidad de Asesoría Previsional y sus dependientes que cumplan funciones de asesoría previsional, así como las personas naturales inscritas en el registro, no podrán otorgar bajo ninguna circunstancia a los afiliados o sus beneficiarios otros incentivos o beneficios diferentes a los propios de la asesoría, sea en forma directa o indirecta, ni aun a título gratuito o de cualquier otro modo.”.


78. Intercálase en el inciso primero del artículo 12 transitorio a continuación de la expresión “segundo dictamen” y antes de la coma (,) la siguiente frase: “u obtuviere pensión de invalidez total conforme a un único dictamen”.

Párrafo segundo

Modificaciones  a la Ley Sobre Impuesto a la Renta contenida en el artículo 1° del decreto ley N°824, 1974


Artículo 80. Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley de Impuesto a la Renta, contenida en el decreto ley N°824, de 1974:


1. Modifícase el artículo 42 bis de la siguiente forma:


a) Reemplázase en el encabezado del artículo la expresión “o cotizaciones voluntarias de conformidad a lo establecido en el número 2”, por la siguiente: “cotizaciones voluntarias y ahorro previsional voluntario colectivo de conformidad a lo establecido en los párrafos 2 y 3”, precedida por una coma (,);


b) Reemplázase en el número 1, la expresión “y cotización voluntaria”, por la siguiente: “cotización voluntaria y ahorro previsional voluntario colectivo,”, precedida por una coma (,);


c) Reemplázanse en el número 2, la expresión “y cotización voluntaria”, por “cotización voluntaria y ahorro previsional voluntario colectivo,”, precedida por una coma (,); y la expresión “y de las cotizaciones voluntarias”, por la siguiente: “de las cotizaciones voluntarias y del ahorro previsional voluntario colectivo”, precedida por una coma (,);


d) Reemplázase en el número 3, la expresión “o de cotizaciones voluntarias a que se refiere el número 2”, por “cotizaciones voluntarias o ahorro previsional voluntario colectivo a que se refieren los párrafos 2 y 3”, precedida por una coma (,).


e) Agrégase el siguiente número 6, nuevo:

”6. También podrán acogerse al régimen establecido en este artículo las personas indicadas en el inciso tercero del número 6º del artículo 31, hasta por el monto en unidades de fomento que represente la cotización obligatoria que efectúe en el año respectivo, de acuerdo a lo dispuesto en el primer inciso del artículo 17 del decreto ley Nº 3.500, de 1980.”.

f) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero nuevos:


“Si el contribuyente no opta por acogerse al régimen establecido en el inciso anterior, al momento de incorporarse al sistema de ahorro a que se refiere este artículo, los depósitos de ahorro previsional voluntario, las cotizaciones voluntarias o el ahorro previsional voluntario colectivo correspondiente a los aportes del trabajador, a que se refieren los números 2. y 3. del Título III del decreto ley Nº 3.500, de 1980, no se rebajarán de la base imponible del impuesto único de segunda categoría y no estarán sujetos al impuesto único que establece el número 3. del inciso primero de este artículo, cuando dichos recursos sean retirados. En todo caso, la rentabilidad de dichos aportes estará sujeta a las normas establecidas en el artículo 22 del mencionado decreto ley. Asimismo, cuando dichos aportes se destinen a anticipar o mejorar la pensión, para los efectos de aplicar el impuesto establecido en el artículo 43, se rebajará el monto que resulte de aplicar a la pensión el porcentaje que en el total del fondo destinado a pensión representen las cotizaciones voluntarias, aportes de ahorro previsional voluntario y aportes de ahorro previsional voluntario colectivo que la persona hubiere acogido a lo dispuesto en este inciso. El saldo de dichas cotizaciones y aportes, será determinado por las Administradoras de Fondos de Pensiones de acuerdo a lo establecido en el artículo 20 L del decreto ley N° 3.500, de 1980.


Los aportes que los empleadores efectúen a los planes de ahorro previsional voluntario colectivo se considerarán como gasto necesario para producir la renta de aquéllos. A su vez, cuando los aportes del empleador, más la rentabilidad que éstos generen, sean retirados por éste, aquéllos serán considerados como ingresos para efectos de la Ley sobre Impuesto a la Renta.  En este último caso, la Administradora o Institución Autorizada deberá efectuar la retención establecida en el N°3 de este artículo.”.


2. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 42 ter la expresión “o depósito de ahorro voluntario” por la siguiente: “, depósito de ahorro voluntario o depósito de ahorro previsional voluntario colectivo”.


3. Elimínase la segunda oración del inciso tercero del artículo 50.

Párrafo tercero

Modificaciones a la Ley General de Bancos


Artículo 81.- Agrégase el artículo 70 bis a la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido y sistematizado está contenido en el decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, de la siguiente forma:


“Artículo 70 bis.- Asimismo, los bancos y sociedades financieras pueden constituir en el país sociedades filiales de asesoría previsional, a que se refiere el decreto ley N° 3.500, de 1980. Las entidades de asesoría previsional serán supervisadas también por la Superintendencia de Pensiones, de acuerdo a lo dispuesto en el decreto ley N° 3.500. 


Las Superintendencias de Valores y Seguros y de Pensiones, mediante norma de carácter general conjunta, impartirán a las sociedades de asesoría previsional, que sean filiales de bancos, instrucciones destinadas a garantizar la independencia de su actuación, estándoles especialmente vedado a los bancos condicionar el otorgamiento de créditos a la contratación de servicios de asesoría previsional a través de un asesor relacionado con el banco.

Párrafo cuarto

Modificaciones en la ley N° 17.322


Artículo 82.- Incorpórense a la ley N° 17.322, a continuación del artículo 22 c), los siguientes artículos 22 d) y 22 e) nuevos:


“Artículo 22 d). En caso que las cotizaciones no se enteren ni declaren en el plazo establecido en el inciso primero del artículo 22 de esta ley, el empleador tendrá hasta el último día hábil del mes subsiguiente del vencimiento de aquél, para acreditar ante la institución de previsión o de seguridad social respectiva la extinción de su obligación de enterar las cotizaciones de seguridad social de sus trabajadores, debido al término o suspensión de la relación laboral que mantenían. A su vez, las instituciones de previsión o de seguridad social deberán agotar las gestiones que tengan por objeto aclarar la existencia de cotizaciones de seguridad social impagas y, 
en su caso, obtener el pago de aquéllas de acuerdo a las normas de carácter general que emita la Superintendencia respectiva. Transcurrido el plazo de acreditación de cese o suspensión de la relación laboral, sin que el empleador haya acreditado dicha circunstancia, se presumirá sólo para los efectos de la presente ley, que las respectivas cotizaciones están declaradas y no pagadas.


Artículo 22 e). Los empleadores que no pagaren las cotizaciones de seguridad social, no podrán percibir recursos provenientes de instituciones públicas o privadas, financiados con cargo a recursos fiscales de fomento productivo, sin acreditar previamente ante las instituciones que administren los instrumentos referidos, estar al día en el pago de dichas cotizaciones. Sin embargo, podrán solicitar su acceso a tales recursos, los que sólo se cursarán acreditado que sea el pago respectivo.


Los empleadores que durante los 24 meses inmediatamente anteriores a la respectiva solicitud, hayan pagado dentro del plazo que corresponda las cotizaciones de seguridad social, tendrán prioridad en el otorgamiento de recursos provenientes de instituciones públicas o privadas, financiados con cargo a recursos fiscales de fomento productivo. Para efectos de lo anterior, deberán acreditar previamente, ante las instituciones que administren los instrumentos referidos, el cumplimiento del señalado requisito.”.

Párrafo quinto

Modificaciones en la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios


Artículo 83.- Modifícase el decreto ley N° 825, de 1974, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, intercalando en el Nº 18 del artículo 12, letra E.-, entre la palabra “voluntario”, la primera vez que aparece en el texto, y la conjunción copulativa “y”, la frase “, depósitos de ahorro previsional voluntario colectivo”.

Párrafo sexto

Modificaciones en la Ley de Seguros


Artículo 84.- Introducénse las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931, del Ministerio de Hacienda: 


1. Agréganse al artículo 4°, los siguientes incisos séptimo, octavo y noveno, nuevos:


“Las entidades aseguradoras podrán constituir filiales como sociedades Administradoras de Fondos de Pensiones, las que se sujetarán en todo a las normas establecidas en el decreto ley Nº 3.500, de 1980. En este sentido, se constituirán como sociedades anónimas especiales a las que se refiere el Título XIII de la ley Nº 18.046, de Sociedades Anónimas, y quedarán sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Pensiones. 


Las filiales de compañía de seguros constituidas como Administradoras de Fondos de Pensiones deberán observar estrictamente el giro exclusivo al cual se refiere el artículo 23 del decreto ley Nº 3.500, de 1980, quedándoles prohibido ofrecer u otorgar bajo circunstancia alguna, ya sea directa o indirectamente, ni aun a título gratuito, cualquier otro servicio o producto que resulte ajeno a su giro exclusivo.


La compañía de seguros matriz de una Administradora de Fondos de Pensiones no podrá subordinar el otorgamiento de los servicios o productos propios de su giro a la afiliación, incorporación o permanencia de una persona en la sociedad Administradora de Fondos de Pensiones de la cual es matriz. Igualmente, no podrá supeditar el otorgamiento de condiciones más favorables en razón de tales circunstancias.”.


b) Agréganse los siguientes números 2. y 3., nuevos:


“2. Modifícase el artículo 57, de acuerdo a lo siguiente:


i. Intercálase entre los incisos sexto y séptimo, el siguiente inciso nuevo, pasando los actuales incisos séptimo al noveno a ser octavo al décimo:


“Para la intermediación de seguros previsionales se requerirá la inscripción en el registro de Asesores Previsionales a que se refiere el Título XVII del decreto ley N° 3.500, de 1980. Dichos intermediarios quedarán sujetos a las exigencias y requisitos que para los Asesores Previsionales se establecen en el mencionado decreto ley.”.


ii. Reemplázase en el actual inciso séptimo, que pasó a ser octavo, la palabra “corredores” por “asesores previsionales”.


3. Suprímese la oración final de la letra d) del artículo 58.”.

TÍTULO VI

OTRAS NORMAS

Párrafo primero

De la responsabilidad de alcaldes y otras autoridades


Artículo 85.- El incumplimiento de la obligación de efectuar los aportes previsionales que correspondan a sumas descontadas con tal propósito a las remuneraciones de los funcionarios públicos, cuando sea aplicable lo dispuesto en los artículos 12 y 14 de la ley N° 17.322 o el inciso final del artículo 19 del decreto ley N° 3.500, de 1980, constituirá infracción grave al principio de probidad administrativa contemplado en el artículo 52 de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


Los alcaldes que cometan la infracción referida en el inciso precedente, incurrirán en la causal de cesación en el cargo prevista en el artículo 60, letra c), de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades. Igual sanción se aplicará a los concejales que cometieren dicha infracción con motivo del desempeño como alcaldes suplentes.


En los casos previstos en el inciso anterior, la Contraloría General de la República, de oficio o a petición de cualquier concejal, efectuará las investigaciones que procedan con el objeto de verificar las infracciones correspondientes. Cuando el Órgano Contralor concluya que hay mérito suficiente para hacer efectiva la responsabilidad del alcalde, informará de ello al Concejo para los efectos previstos en el artículo 60, inciso cuarto, de la ley N° 18.695.


Lo establecido en los incisos precedentes no obsta a la realización de sumarios administrativos destinados a hacer efectiva las responsabilidades de funcionarios municipales con motivo del incumplimiento de la obligación a que se refiere el inciso primero de este artículo.

Párrafo segundo

Fija renta mínima imponible para trabajadores de casa particular


Artículo 86.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 151 del Código del Trabajo, la remuneración mínima imponible para efectos de seguridad social de los trabajadores de casa particular, no podrá ser inferior a un ingreso mínimo mensual para jornadas completas, o proporcional a la pactada, si ésta fuere inferior.

Párrafo tercero

Modificaciones al decreto ley N° 2.448, de 1978


Artículo 86 bis.- Reemplázase en el artículo 14 del decreto ley N° 2.448, de 1978, la expresión “15%” por “10%”, las dos veces que aparece en el texto.
TÍTULO VII

NORMAS SOBRE FINANCIAMIENTO FISCAL


Artículo 87.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.128:


1) Reemplázase, en el artículo 5°, la frase “la garantía estatal de pensiones mínimas de vejez, invalidez y sobrevivencia, regulada en el decreto ley N° 3.500, de 1980 y de las pensiones asistenciales reguladas en el decreto ley N° 869, de 1975” por la siguiente: “la pensión básica solidaria de vejez, la pensión básica solidaria de invalidez, el aporte previsional solidario de vejez y aporte previsional solidario de invalidez". 


2) Modifícase el artículo 7° de la siguiente manera:


a) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “garantía estatal de pensiones mínimas y en pensiones asistenciales”, por la siguiente: “pensión básica solidaria de vejez, pensión básica solidaria de invalidez,  aporte previsional solidario de vejez y aporte previsional solidario de invalidez”.


b) Reemplázase, en el inciso quinto, la frase “mínima o asistencial, exceptuando el reajuste automático del artículo 14 del decreto ley N° 2.448, de 1979, y el artículo 10 de la ley N° 18.611”, por la siguiente: “básica solidaria de vejez, pénsión básica solidaria de invalidez, aporte previsional solidario de vejez y aporte previsional solidario de invalidez, exceptuando los reajustes automáticos a que estos beneficios estén sujetos de conformidad a las normas que los rigen”.


3) Reemplázase, en el artículo 8°, el guarismo “2015” por el guarismo “2008”.


4) Reemplázase en el inciso primero del artículo 9°, la frase “excluidos los mencionados en las letras g) y h)”,  por la siguiente: “excluidas las acciones de la letra g)”. A su vez, sustitúyense la letra “l)” por la letra “k) y la letra “m)” por la letra “l)”.


Artículo 88.- Reemplázase, en el inciso quinto del artículo 40 del decreto ley N° 1.263, de 1975, la frase “garantía estatal de pensión mínima a que se refiere el decreto ley N° 3.500, de 1980”, por la siguiente: “pensión básica solidaria de vejez, pensión básica solidaria de invalidez, aporte previsional solidario de vejez y aporte previsional solidario de invalidez”. A su vez, agrégase, a continuación del punto aparte(.) que pasa a ser seguido el siguiente párrafo: "Para evaluar el financiamiento de los beneficios que se otorguen en materia de seguridad social el Instituto de Previsión Social y la Superintendencia de Pensiones proporcionarán a la Dirección los datos e informaciones necesarios para la realización de los estudios técnicos y actuariales que sean necesarios para tal efecto”.


Artículo 89.- Las expresiones pensión básica solidaria de vejez, pensión básica solidaria de invalidez, pensión máxima con aporte solidario, aporte previsional solidario de vejez y aporte previsional solidario de invalidez, empleadas en los artículos 87 y 88 precedentes y en el decreto ley N° 3.500, de 1980, corresponden a las definidas en el artículo 2° de la presente ley.


La alusión efectuada por el artículo 17 del decreto ley N° 3.500, de 1980, a los trabajadores jóvenes que perciban subsidio previsional, corresponde a aquellos trabajadores beneficiados por el subsidio establecido en el párrafo tercero del Título III de la presente ley.
TÍTULO VIII

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Párrafo Primero

Disposiciones transitorias del Título I sobre el sistema de pensiones solidarias


Artículo primero.- Las disposiciones del Título I de la presente ley entrarán en vigencia a contar del 1 de julio de 2008. 


Durante los dos primeros años de la entrada en vigencia del Título mencionado en el inciso anterior, para los efectos de la aplicación de la letra b) del artículo 3° de esta ley, se utilizará como instrumento técnico de focalización la Ficha de Protección Social. En todo caso, el reglamento establecerá los procedimientos para utilizar la información contenida en la referida ficha considerando lo dispuesto en el artículo 4° de la presente ley.


Artículo segundo.- Deróganse desde la entrada en vigencia del Título I de la presente ley, el artículo 10 de la ley N° 18.611; el artículo 47 de la ley N° 18.681 y el decreto ley N° 869, de 1975, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, sin perjuicio de que este último mantiene su vigencia para el solo efecto de lo dispuesto en el artículo 31 de esta ley.


Las personas que a la fecha señalada en el inciso anterior, sean beneficiarias de pensiones asistenciales otorgadas de conformidad al decreto ley N° 869, de 1975, tendrán derecho,  a contar de dicha fecha y por el solo ministerio de la ley, a las pensiones básicas solidarias de vejez e invalidez, según corresponda, dejando de percibir a partir de esa data las referidas pensiones asistenciales. Lo anterior no se aplicará a las personas con discapacidad mental menores de dieciocho años de edad que sean beneficiarias de la mencionada pensión asistencial, las que se regirán por lo dispuesto en el inciso segundo del artículo siguiente.


Las solicitudes de pensiones asistenciales del decreto ley señalado en el inciso anterior que se encuentren en trámite a la entrada en vigencia del Título I, que hayan sido presentadas conforme a las disposiciones de dicho decreto ley, serán calificadas de acuerdo a lo establecido en el referido título.


Artículo tercero.- Derógase, desde la entrada en vigencia del Título I de esta ley, el inciso tercero del artículo 18 de la ley N° 18.600. 


A contar de la fecha señalada en el inciso anterior, las personas con discapacidad mental a que se refiere la ley N° 18.600, menores de dieciocho años de edad, que a esa data se encuentren percibiendo una pensión asistencial del decreto ley N° 869, de 1975, tendrán derecho a partir de dicha fecha y por el solo ministerio de la ley, al subsidio establecido en el artículo 31 de la presente ley, dejando de percibir en esa misma oportunidad la mencionada pensión asistencial.


Artículo cuarto.- Las obligaciones y derechos que tenga el Fondo Nacional de Pensiones Asistenciales, creado por el artículo 8° del decreto ley N° 869, de 1975, a la fecha de la entrada en vigencia del Título I de esta ley corresponderán al Instituto de Previsión Social, ejerciendo la Superintendencia de Pensiones la fiscalización de esta disposición.


Derógase, a contar de la fecha señalada en el inciso anterior, el artículo 2° de la ley N° 18.141.


Artículo quinto.- Deróganse a contar de la fecha de la entrada en vigencia del Título I de la presente ley, los artículos 73 al 81, ambos inclusive, del decreto ley N° 3.500, de 1980, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos sexto, décimo y décimo tercero transitorios siguientes.


Artículo sexto.- Las personas que a la fecha de entrada en vigencia del Título I de la presente ley perciban pensión mínima de vejez o invalidez con garantía estatal del Título VII del decreto ley N°3.500, de 1980, continuarán percibiendo dicha pensión garantizada. Sin embargo, podrán ejercer el derecho de opción a que se refiere el inciso final, en las mismas condiciones.


Las personas que, a la fecha de la entrada en vigencia del Título I de la presente ley, tengan cincuenta años de edad o más y se encuentren afiliadas al sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, podrán acceder a las pensiones mínimas de vejez e invalidez garantizadas según lo dispuesto en el Título VII de ese cuerpo legal, vigente antes de dicha fecha. Sin embargo, en cualquier época podrán optar por el sistema de pensiones solidarias establecido en la presente ley, de conformidad a las normas que le sean aplicables. Dicha opción podrá ejercerse por una sola vez. 


Los pensionados que, a la fecha de entrada en vigencia del Título I de la presente ley, sean beneficiarios de pensiones del decreto ley N° 3.500, de 1980, podrán ejercer el derecho de opción del inciso anterior en las mismas condiciones. En este caso, la pensión autofinanciada de referencia se determinará a la fecha de entrada en vigencia del Título I de la presente ley, conforme lo que establezca la Superintendencia de Pensiones, en una norma de carácter general.


Artículo sexto bis.- Para las personas que hasta el último día del décimo quinto año posterior a la publicación de la presente ley, cumplan con los requisitos para tener derecho a una pensión de invalidez, de conformidad a lo dispuesto en el decreto ley N° 3.500, de 1980, será aplicable lo dispuesto en el inciso segundo del artículo precedente.


Artículo sexto ter.- Las cotizaciones voluntarias, los depósitos de ahorro previsional voluntario, los depósitos convenidos y los depósitos de ahorro previsional voluntario colectivo, no serán considerados en la  determinación  del derecho a garantía estatal de pensión mínima, a que se refiere el artículo sexto de este Título.


No operará la garantía estatal de pensión mínima, a que se refiere el artículo sexto de este Título, durante los años que falten al afiliado para alcanzar la edad legal señalada en el artículo 3° del decreto ley Nº 3.500, de 1980, salvo que se pensione conforme al artículo 68 bis.


Artículo séptimo.- Las personas que se encuentren afectas a alguno de los regímenes previsionales administrados por el Instituto de Normalización Previsional, tendrán derecho a la pensión básica solidaria de vejez o invalidez, cuando no tengan derecho a pensión en algún sistema previsional, y siempre que cumplan los requisitos establecidos en los artículos 3° y 16, respectivamente, ambos de esta ley.


Artículo octavo.- Las personas que perciban pensión de vejez o jubilación, pensión de invalidez o pensión de sobrevivencia, a la fecha de entrada en vigencia del Título I de la presente ley, de cualquiera de los regímenes previsionales administrados por el Instituto de Normalización Previsional, o que obtengan dicha pensión o jubilación en el futuro de alguno de ellos, tendrán derecho al aporte previsional solidario de vejez establecido en el Párrafo tercero del Título I de esta ley, cuando la pensión base sea de un monto inferior al valor de la pensión máxima con aporte solidario que señala el artículo 13 de la presente ley, y siempre que cumplan con los requisitos establecidos en las letras a), b) y c) del artículo 3° de esta ley.


El aporte previsional solidario de vejez a que tengan derecho las personas señaladas en el inciso anterior, se calculará de acuerdo a lo establecido en la letra f) del artículo 2° de la presente ley . Para ello, la pensión base corresponderá a la suma de cualquier pensión que perciba de alguno de los regímenes previsionales señalados en el inciso anterior, incluidas las bonificaciones de las leyes N°s 19.403, 19.539 y 19.953, según corresponda.


Si las personas a que se refiere el inciso primero, además perciben pensión o pensiones del sistema establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, el aporte previsional solidario de vejez a que tengan derecho, se calculará de acuerdo a lo establecido en los artículos 10 u 11 de esta ley, según corresponda. En este caso, la pensión base será la señalada en el inciso anterior más el monto de la pensión autofinanciada de referencia y el de las pensiones de sobrevivencia que el beneficiario perciba de conformidad a dicho decreto ley. Respecto de aquellos que, a la fecha de entrada en vigencia del Título I de la presente ley, se encuentren pensionados de vejez de acuerdo al mencionado decreto ley, la pensión autofinanciada de referencia se determinará a la data de entrada en vigencia de la presente ley, de acuerdo a lo que establezca la Superintendencia de Pensiones en una norma de carácter general.


Artículo noveno.- Las personas inválidas que se encuentren afectas a alguno de los regímenes previsionales administrados por el Instituto de Normalización Previsional, tendrán derecho al aporte previsional solidario de invalidez establecido en el Párrafo quinto del Título I, cuando cumplan el requisito establecido en la letra a) del artículo 20 de la presente ley y tengan derecho a una pensión de invalidez otorgada de acuerdo a dichos regímenes, siempre que la suma del monto de dicha pensión más cualquier otra que perciba de cualquier régimen previsional, sea inferior a la pensión básica solidaria de invalidez. 


Asimismo, serán beneficiarias del referido aporte previsional las personas inválidas que sólo tengan derecho a una pensión de sobrevivencia otorgada de acuerdo a alguno de los regímenes previsionales administrados por el Instituto de Normalización Previsional, y que cumplan el requisito a que se refiere el inciso precedente, siempre que el monto de dicha pensión sea inferior a la pensión básica solidaria de invalidez.


Artículo décimo.- Las personas que, a la fecha de entrada en vigencia del Título I de la presente ley, perciban pensión mínima de sobrevivencia con garantía estatal del título VII del decreto ley N° 3.500, de 1980, continuarán percibiendo dicha pensión garantizada. También accederán a esta garantía estatal de pensión mínima de sobrevivencia, todas aquellas personas que hasta el último día del décimo quinto año posterior a la publicación de la presente ley, cumplan con los requisitos para tener derecho a ella.


Las pensiones mínimas señaladas en el inciso anterior, son incompatibles con el sistema de pensiones solidarias. Sin embargo, las personas beneficiarias de dicha pensión mínima que cumplan con los requisitos establecidos para acceder al sistema solidario, podrán acogerse a él, renunciando en la respectiva solicitud a la mencionada garantía estatal.

Artículo undécimo.- A contar del 1 de julio de 2008 y hasta el 30 de junio de 2009, la pensión básica solidaria de vejez y la pensión máxima con aporte solidario ascenderán a $ 60.000 y la pensión m´sxima con aporte solidario ascenderá a $ 70.000 El porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será de 40%, para este mismo período. 


A contar del 1 de julio de 2009  la pensión básica solidaria de vejez ascenderá a $75.000. A contar de igual fecha y hasta el 30 de junio de 2010, la pensión máxima con aporte solidario será de $120.000 y el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será de 45%, para este mismo período. 


A contar del 1 de julio de 2010 y hasta el 30 de junio de 2011, la pensión máxima con aporte solidario ascenderá a $ 150.000, y el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será de 50%, para este mismo período. 


A contar del 1 de julio de 2011 y hasta el 30 de junio de 2012, la pensión máxima con aporte solidario ascenderá a $ 200.000, y el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será de 55%, para este mismo período. 


A contar del 1 de julio de 2012, la pensión máxima con aporte solidario ascenderá a $ 255.000. Desde igual fecha y hasta el 30 de junio de 2013, el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será de 60%.


El porcentaje a que se refiere el artículo 28 de esta ley será el señalado en los incisos primero al cuarto de este artículo para los períodos establecidos en dichos incisos.


Artículo duodécimo.- El primer reajuste que corresponda por aplicación de lo dispuesto en el artículo 8° de la presente ley, se concederá a los doce meses siguientes contados desde el 1 de julio de 2009. El primer reajuste que corresponda por la aplicación de lo dispuesto en el artículo 13 de esta ley, se concederá a los doce meses siguientes al 1 de julio de 2012.


Artículo décimo tercero.- No obstante lo dispuesto en el artículo primero transitorio, las modificaciones introducidas en las letras a) y c) del número 6., la letra b) del número 7., la letra b) del número 8., la letra b) del número 9. y la letra a) del número 11., todas del artículo 34 de la presente ley, entrarán en vigencia a contar del 1 de julio de 2012.


A su vez, las modificaciones introducidas en la letra b) del número 6., las letras a) y c) del número 7., la letra a) del número 8., la letra a) del número 9. y las letras a) y b) del número 10., todas del artículo 36 de la presente ley, entrarán en vigencia a contar del 1 de julio de 2009.


Asimismo, las modificaciones introducidas por el número 12., comenzarán a aplicarse a contar del 1° de julio de 2009. En todo caso, dicha modificación no se aplicará a las pólizas que estuvieren contratadas antes de esa fecha.

Párrafo segundo

Disposiciones transitorias del Título II sobre institucionalidad


Artículo décimo cuarto.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1. Fijar la planta de personal de la Subsecretaría de Previsión Social. El encasillamiento en esta planta podrá incluir personal de la Subsecretaría de Previsión Social y proveniente del Instituto de Normalización Previsional. En todo caso deberán encasillarse en primer lugar a los funcionarios que sean titulares de cargos de planta de la Subsecretaría de Previsión Social;


2. Fijar la planta del personal de la Superintendencia de Pensiones. El encasillamiento en esta planta podrá incluir personal de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones, de la Superintendencia de Seguridad Social y del Instituto de Normalización Previsional. En todo caso deberá encasillarse en primer lugar a los funcionarios que son titulares de cargos de planta de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones. La planta que se fije podrá consultar una o más Intendencias.


3. Fijar la planta de personal del Instituto de Previsión Social. El encasillamiento en esta planta podrá incluir personal del Instituto de Normalización Previsional. En todo caso deberá encasillarse en primer lugar a los funcionarios que sean titulares de cargos de planta del Instituto de Normalización Previsional.


4. Fijar la planta de personal de la Superintendencia de Seguridad Social. El encasillamiento en esta planta podrá incluir personal de la Superintendencia de Seguridad Social y proveniente del Instituto de Normalización Previsional. En todo caso, deberá encasillarse en primer lugar a los funcionarios que sean titulares de cargos de planta de la Superintendencia de Seguridad Social.


5. Fijar la planta de personal del Instituto de Seguridad Laboral, ex Instituto de Normalización Previsional. El encasillamiento en esta planta podrá incluir personal del Instituto de Normalización Previsional.


6. Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de funcionarios de planta y a contrata entre las instituciones mencionadas en los números anteriores, conforme a lo señalado en el número siguiente. Del mismo modo, se podrá traspasar personal desde el Instituto de Normalización Previsional a otras instituciones públicas, transfiriéndose asimismo los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.


7. El traspaso del personal titular de planta y a contrata, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado que tenían a la fecha del traspaso, salvo que se produzcan entre instituciones adscritas a diferentes escalas de sueldos base, caso en el cual se realizará en el grado cuya remuneración total sea la más cercana a la que perciba el funcionario traspasado. A contar de esa misma fecha, el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Del mismo modo, la dotación máxima de personal se disminuirá en el número de funcionarios traspasados. En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, estableciéndose además el plazo en que deba llevarse a efecto este proceso. En cambio, la individualización del personal traspasado se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” por intermedio del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Conjuntamente con el traspaso del personal se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho. 


8. En el ejercicio de esta facultad el Presidente de la República dictará  las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije, y en especial podrá determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como, las contempladas en el artículo 1° de la ley N° 19.553, del artículo 5° de la ley N° 19.528 y del artículo 17 de la ley N° 18.091, cuando corresponda, el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán el carácter de exclusiva confianza, los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del título VI de la ley N° 19.882, y los niveles para la aplicación del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo. Además, en el ejercicio de esta facultad, establecerá las normas complementarias al artículo 15 de la ley N° 18.834 para los encasillamientos del personal derivados de las plantas que fije.


9. El Presidente de la República determinará la data de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que se practiquen. Igualmente, fijará las dotaciones máximas de personal de las instituciones antedichas. 


10. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.


b) No podrá significar cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.


c) Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


d) No se podrá modificar la suma total de las dotaciones máximas de personal, en su conjunto, fijadas en la Ley de Presupuestos del año en que se ejerza la facultad, respecto de  las instituciones afectas a fijación de plantas y encasillamiento del personal, sin perjuicio de la creación de hasta seis cargos adicionales.


11. El Presidente de la República determinará la fecha de iniciación de actividades de la Superintendencia de Pensiones y del Instituto de Previsión Social, contemplándose un período para su implementación. Además, determinará  la fecha de supresión de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones, estableciendo el destino de sus recursos. 


12. El Presidente de la República podrá disponer el traspaso de toda clase de bienes desde el Instituto de Normalización Previsional  al Instituto de Previsión Social.


Artículo décimo quinto.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Superintendencia de Pensiones y del Instituto de Previsión Social, y transferirá a ellos los fondos de las entidades que traspasan personal o bienes, necesarios para que se cumplan sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.


Asimismo, se podrán transferir entre las instituciones a que se refiere la presente ley, los recursos correspondientes a la Garantía Estatal Pensiones Mínimas incorporadas en la partida 50-01-03 del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos vigente.


Artículo décimo sexto.- Los altos directivos públicos del Instituto de Normalización Previsional que estuvieren ejerciendo un cargo en dicha institución y que sean traspasados al Instituto de Previsión Social, continuarán sometidos a la misma normativa que los rigen.


Artículo décimo séptimo.- El gasto que se derive de las nuevas plantas que se fijen y del encasillamiento que se practique, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de $ 9.400.000 miles.


Artículo décimo octavo.- A contar de la fecha de publicación de la presente ley, el Instituto de Normalización Previsional ejercerá las funciones y atribuciones que correspondan al Instituto de Previsión Social  hasta la fecha en que esta última institución entre en funciones. 


Del mismo modo, la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones ejercerá las funciones y atribuciones que correspondan a la Superintendencia de Pensiones, hasta que esta última institución entre en funcionamiento, con excepción de aquellas que se  traspasen desde la Superintendencia de Seguridad Social, las que esta última continuará ejerciendo hasta dicha fecha.


Artículo décimo noveno.- Facúltase al Presidente de la República, para que dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscritos, además, por el Ministro de Hacienda, modifique las disposiciones orgánicas de los servicios públicos con el objeto de traspasar a los servicios señalados en el artículo 35, según corresponda, funciones actuales que en virtud de la presente ley pasan a desempeñar los órganos antes señalados y que no hayan sido mencionadas en los artículos de la misma.


Artículo décimo noveno bis.- Las modificaciones que el artículo 62 de esta ley introduce a la ley N° 19.404; la supresión del inciso quinto del artículo 17 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980, y el numeral 19 del artículo 94 de dicho decreto ley, agregado por la letra g) del numeral 59 del artículo 79 de esta ley, entrarán en vigencia el día primero del duodécimo mes posterior a la publicación de la presente ley.


Artículo décimo noveno ter.- Para el primer nombramiento de los Consejeros a que se refiere la letra b) del artículo 63 bis D, el Presidente de la República propondrá al Senado dos candidatos para un periodo completo de seis años y dos para uno parcial de tres años.

Una vez constituido el primer Consejo, éste deberá ser convocado para emitir su opinión respecto de los reglamentos a que se refiere la letra b) del inciso primero del artículo 63 bis que se encuentren vigentes a dicha fecha.”.

Párrafo Tercero

Disposiciones transitorias del Título III, sobre normas sobre equidad de género y afiliados jóvenes


Artículo vigésimo.- La bonificación por hijo para las madres, beneficiará a las mujeres que se pensionen a contar del 1 de julio de 2009, de acuerdo a las normas permanentes del Párrafo primero del Título III, de la presente ley.


Toda mujer que, cumpliendo los requisitos que se establecen en el artículo 64, obtenga su pensión con posterioridad al 1 de julio de 2009, tendrá derecho a la bonificación respecto de los hijos nacidos vivos o adoptados con anterioridad a esa fecha, la que se calculará aplicando el 10% sobre el ingreso mínimo vigente a la referida data. A contar de esa misma fecha, se comenzará a calcular el interés y reajustabilidad establecidos en el inciso segundo del artículo 65, procediendo en lo demás de acuerdo con los artículos permanentes del Párrafo primero del Título III.


A contar del 1 de julio de 2009, la bonificación por hijo para las madres será considerada para el cálculo de la pensión autofinanciada de referencia, de acuerdo a lo señalado en el Título I de esta ley. 


Artículo vigésimo primero.- Las normas contenidas en el Párrafo 2° del Título III entrarán en vigencia el primer día del séptimo mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial y sólo serán aplicables en los juicios de nulidad o divorcio que se inicien con posterioridad a dicha fecha.


Artículo vigésimo segundo.- Lo dispuesto en el inciso primero del artículo 72 entrará en vigencia a contar del primer día del séptimo mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial y el inciso segundo de esta misma disposición,  lo hará a partir del 1 de julio de 2011.


Artículo vigésimo tercero.- No les serán aplicables las disposiciones establecidas en el artículo 4 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980, a las afiliadas mujeres que a la fecha de publicación de esta ley tengan más de sesenta años de edad. 


Artículo vigésimo tercero bis.- Las normas contenidas en el párrafo cuarto del Título III de esta ley entrarán en vigencia el primer día del séptimo mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.


Las modificaciones que los números 2 al 6 del artículo 75 introducen al decreto ley Nº 3.500, de 1980, regirán sólo para aquellas personas que se pensionen con posterioridad a la vigencia establecida en el inciso anterior.

Párrafo Cuarto

Disposiciones transitorias del Título IV sobre la obligación de cotizar de los trabajadores independientes


Artículo vigésimo cuarto.- El Título IV de esta ley entrará en vigencia a contar del día 1 de enero del cuarto año siguiente, contado desde la fecha de publicación de la presente ley.  


Durante los tres primeros años de la entrada en vigencia del Título señalado en el inciso anterior, los trabajadores a que se refiere el inciso primero del artículo 89  del decreto ley N° 3.500, de 1980, deberán efectuar las cotizaciones del Título III del mencionado decreto ley, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 92 F de dicho decreto ley, salvo que en forma expresa manifiesten lo contrario. La Superintendencia de Pensiones mediante una norma de carácter general establecerá el procedimiento para el ejercicio de este derecho.


Para efectos del inciso anterior, la renta imponible será la establecida en el inciso primero del artículo 90 del decreto ley N° 3.500, de 1980, multiplicada por 0,4; 0,7; y 1 para el primer, segundo y tercer año posterior a la entrada en vigencia de las disposiciones señaladas en el inciso primero, respectivamente. No obstante durante el primer y segundo año, los trabajadores independientes a que se refiere el presente artículo, podrán efectuar las cotizaciones a que se refiere el Título III del decreto ley N° 3.500, de 1980, en forma voluntaria, por un monto superior al señalado precedentemente, no pudiendo exceder en total el límite máximo imponible señalado en el inciso primero del artículo 90 de dicho decreto ley.


Desde el cuarto año de la entrada en vigencia del Título mencionado en el inciso primero, dichos trabajadores estarán obligados a efectuar las cotizaciones del Título III del decreto ley N°3.500, de 1980, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 92 F.


La cotización del 7% para financiar prestaciones de salud se realizará de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 76 de la presente ley, a contar del día 1 de enero del séptimo año posterior a la entrada en vigencia de las disposiciones señaladas en el inciso primero. Con anterioridad a dicha fecha estas cotizaciones se realizarán de acuerdo a las normas vigentes a la época de publicación de la presente ley.


Con todo, no regirán las obligaciones a que se refieren los incisos precedentes, para aquellos trabajadores que tengan 55 años o más, en el caso de los hombres, o 50 años o más, en el caso de las mujeres, a la fecha a que se refiere el inciso primero.


Artículo vigésimo cuarto bis.- Para los trabajadores independientes señalados en el artículo 89 del decreto ley N° 3.500, de 1980, las cotizaciones a que se refiere el inciso segundo del artículo 77 bis, se efectuarán conforme a lo dispuesto en dicha norma con la misma gradualidad y en las mismas condiciones establecidas en los incisos segundo al cuarto del artículo precedente. Asimismo, será aplicable lo dispuesto en el inciso final del artículo vigésimo cuarto transitorio.


Lo dispuesto en el artículo 77 ter entrará en vigencia a partir del primer día del séptimo mes siguiente a la publicación de esta ley. Asimismo, a contar de dicha fecha y hasta el 31 de diciembre de 2011, podrán acogerse a lo dispuesto en el referido artículo los trabajadores independientes señalados en el artículo 89, conforme a su texto vigente a la fecha de publicación de la presente ley.


Artículo vigésimo cuarto ter.- A contar del primer día del séptimo mes siguiente a la publicación de esta ley, a los trabajadores independientes afiliados a regímenes de pensiones administrados por el Instituto de Normalización Previsional, que se encuentren afectos al seguro de la ley N° 16.744, les serán aplicables las normas establecidas en los incisos segundo al cuarto y final del artículo 77 bis de esta ley. En todo caso, el límite máximo de la renta imponible será el contemplado en el artículo 1° de la ley N° 18.095.

Párrafo Quinto

Disposiciones transitorias del Título V Reforma sobre beneficios, Ahorro Previsional Voluntario Colectivo, inversiones, Seguro de Invalidez y Sobrevivencia y competencia


Artículo vigésimo quinto.- El Título V de esta ley entrará en vigencia el primer día del séptimo mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial, sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos siguientes.


La bonificación establecida en el artículo 20 O del decreto ley N° 3.500, de 1980, incorporado por el número 12, del artículo 79 de esta ley, será aplicable a las cotizaciones voluntarias, depósitos de ahorro previsional voluntario y depósitos de ahorro previsional voluntario colectivo que se efectúen a contar de la vigencia de las disposiciones señaladas en el inciso precedente.


Las normas que modifican el financiamiento de las Comisiones Médicas que establece el decreto ley Nº 3.500, de 1980, a que se refiere la letra b) del numeral 5 del artículo 79 de esta ley, entrarán en vigencia conjuntamente con las disposiciones del Título I de esta ley, según lo dispuesto en el artículo primero transitorio.


El Título XVI del decreto ley N° 3.500, de 1980, incorporado por el número 77 del artículo 79, comenzará a regir el primer día del mes siguiente al de la publicación de esta ley.


La modificación del número 3 del artículo 80 del Título V, entrará en vigencia desde el cuarto año de la entrada en vigencia de esta ley.


Los corredores de seguros de rentas vitalicias, a que se refiere el decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931, del Ministerio de Hacienda, continuarán habilitados para intermediar rentas vitalicias hasta el último día del sexto mes contado de la entrada en vigencia de las disposiciones señaladas en el inciso primero.


Artículo vigésimo sexto.- Las solicitudes de pensión de invalidez, las de reevaluación de la invalidez, de pensión de sobrevivencia y de pensión de vejez que se encuentren en tramitación a la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, continuarán rigiéndose por las normas vigentes a la fecha de su presentación. Asimismo, los afiliados que se encuentren percibiendo pensiones de invalidez conforme a un primer dictamen, continuarán rigiéndose para los efectos de su reevaluación por la normativa vigente a la fecha de declaración de su invalidez.


Quienes se encuentren pensionados a la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N° 3.500, de 1980, para efectos del inciso tercero del artículo 65 del mencionado decreto ley, continuarán rigiéndose por las normas vigentes con anterioridad a dicha fecha.


Artículo vigésimo séptimo.- Las pensiones de sobrevivencia causadas por el fallecimiento de un afiliado pensionado por invalidez o vejez con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, continuarán rigiéndose por las normas vigentes a la fecha de otorgamiento de los referidos beneficios al afiliado.


Artículo vigésimo octavo.- Quienes se encuentren pensionados a la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, podrán efectuar la cotización de salud a que se refiere el inciso final del artículo 85 de dicho decreto ley, introducido por el número 55 del artículo 79 del Título V de la presente ley.


Artículo vigésimo noveno.- Los afiliados que se encuentren pensionados a la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, podrán traspasar a su cuenta de capitalización individual, todo o parte de los fondos mantenidos en la cuenta de ahorro voluntario con el objeto de aumentar el monto de su pensión.


Artículo trigésimo.- Los afiliados que se encuentren pensionados a la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980 y que den cumplimiento a los requisitos establecidos en el inciso tercero del artículo 23 de dicho decreto ley, modificado por el número 16 del artículo 79 de esta ley, podrán ejercer la opción en él señalada.


Artículo trigésimo primero.-  La primera emisión de la Resolución que establecerá el Régimen de Inversión a que se refiere el artículo 45 del decreto ley N°3.500, de 1980, modificado por el número 29 del artículo 79 del Título V de esta ley, no podrá contemplar límites de inversión más restrictivos que los que se establecen en los artículos 45 y 47 del referido decreto ley, vigentes con anterioridad a las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al mismo decreto ley. 


Artículo trigésimo segundo.-  Si a la fecha de entrada de vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, existiere una Reserva de Fluctuación de Rentabilidad de propiedad de un Fondo de Pensiones, la Administradora respectiva deberá distribuir dicha reserva entre sus afiliados proporcionalmente al número de cuotas que éstos mantengan en sus cuentas individuales, enterando el monto correspondiente en las cuentas de aquéllos, en la forma y en los plazos que establezca una norma de carácter general que al efecto dictará la Superintendencia de Pensiones.


Artículo trigésimo tercero.-  No obstante lo dispuesto en el artículo 168 del decreto ley N°3.500, de 1980, introducido por el número 77 del artículo 79 del Título V de esta ley, la primera designación de los integrantes del Consejo de Inversiones se efectuará por los períodos que a continuación se indica:


a) Dos años en el caso del miembro designado por las Administradoras de Fondos de Pensiones.


b) Tres años en el caso de los miembros designados por los Decanos de las Facultades de Economía o de Economía y Administración de las Universidades que se encuentren acreditadas de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 20.129.


c) Cuatro años en el caso del miembro designado por el Consejo del Banco Central de Chile.


d) Cinco años en el caso del miembro designado por el Presidente de la República.


Artículo trigésimo cuarto.- Durante los dos primeros años a contar de la vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, los excesos de inversión que se puedan producir como consecuencia de las disposiciones establecidas en esta ley no se considerarán de responsabilidad de la Administradora, sin perjuicio que la Superintendencia de Pensiones pueda establecer plazos para su enajenación.


Artículo trigésimo quinto.- Durante los primeros doce meses contados desde la vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, el límite global para la inversión de los Fondos de Pensiones en el extranjero, que corresponde establecer al Banco Central de Chile, de acuerdo a lo señalado en el número 2) del inciso décimo octavo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, introducido por el  número 29 del artículo 79 del Título V de esta ley,  no podrá ser inferior al 30% ni superior al 60%  del valor de los Fondos de Pensiones. A contar del décimo tercero mes de vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, dicho límite no podrá ser inferior al 30% ni superior al 80% del valor de los Fondos.


Por su parte, durante los primeros doce meses de la vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, el límite por tipo de Fondo para la inversión de los Fondos de Pensiones en el extranjero, que corresponde establecer al Banco Central de Chile, de acuerdo a lo señalado en el número 2) del inciso décimo octavo del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, introducido por el número 29 del artículo 79 del Título V de esta ley, no podrá ser inferior ni superior a: 25% y 80% del Fondo, para el Fondo Tipo A; 20% y 70% del Fondo, para el Fondo Tipo B; 15% y 60% del Fondo, para el Fondo Tipo C; 10% y 30% del Fondo, para el Fondo Tipo D, y 5% y 25% del Fondo para el Fondo Tipo E. A contar del vigésimo quinto mes de vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, dichos límites no podrán ser inferiores ni superiores a: 45% y 100% del Fondo, para el Fondo Tipo A; 40% y 90% del Fondo, para el Fondo Tipo B; 30% y 75% del Fondo, para el Fondo Tipo C; 20% y 45% del Fondo, para el Fondo Tipo D, y 15% y 35% del Fondo para el Fondo Tipo E.


Artículo trigésimo sexto.- Dentro de un plazo de noventa días contado desde la fecha de vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce en el decreto ley N°3.500, de 1980, las Administradoras deberán adecuar los contratos de prestación de servicios que estuvieran vigentes a lo dispuesto en el artículo 23 del decreto ley N°3.500, de 1980, modificado por el número 16 del artículo 79 del Título V de esta ley. 


Artículo trigésimo séptimo.- La primera licitación del seguro a que se refiere el artículo 59 bis del decreto ley N°3.500, de 1980, introducido por el número 45 del artículo 79 del Título V de esta ley, se realizará transcurridos al menos 6 meses desde la entrada en vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980. 


Artículo trigésimo séptimo bis.- La primera licitación de cartera de afiliados a que se refiere el artículo 160 del decreto ley N° 3.500, de 1980, introducido por el numeral 77. del artículo 79 del Título V de esta ley, se realizará transcurridos a lo menos 6 meses desde la entrada en vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N° 3.500, de 1980.


Artículo trigésimo octavo.-  Las modificaciones que el número 8 del artículo 79 del Título V de esta ley introduce al artículo 16 del decreto ley Nº 3.500, de 1980, comenzarán a aplicarse a contar del 1 de enero del año siguiente al de la publicación de la presente ley.


Artículo trigésimo noveno.- La obligación del empleador de pagar la cotización destinada al financiamiento del seguro a que se refiere el artículo 59 del decreto ley N° 3.500, de 1980, regirá a partir del 1 de julio de 2009.


En todo caso, una vez que rija dicha obligación y hasta el mes de junio de 2011, se encontrarán exentos de cumplirla los empleadores que durante el respectivo mes declaren cotizaciones previsionales por menos de 100 trabajadores, período durante el cual la cotización adicional del correspondiente afiliado deberá incluir el pago de la cotización destinada al financiamiento del seguro a que se refiere el artículo 59 del decreto ley N° 3.500, de 1980.

Artículo trigésimo noveno bis.- Lo dispuesto en el inciso segundo del artículo precedente no regirá para los órganos del Estado.


Artículo trigésimo noveno ter.- Al contribuyente que se encontraba realizando depósitos de ahorro previsional voluntario o cotizaciones voluntarias a la fecha de vigencia del Título V de esta ley, no le será aplicable la disposición referida a la opción sobre el régimen tributario establecida en la letra e) del número 1. del artículo 80 de esta ley. En este caso se considerará que el contribuyente opta por continuar acogido al régimen tributario del inciso primero del artículo 42 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, a menos que manifieste su opción en contrario. Una norma de carácter general de la Superintendencia de Pensiones, regulará el procedimiento de aplicación de este artículo.

Párrafo sexto

Disposición transitoria del Título VI otras normas


Artículo cuadragésimo.- La remuneración mínima imponible fijada en el artículo 86, se aplicará a contar del día primero del mes en que se cumpla el tercer año contado desde la publicación de la presente ley. No obstante, desde el primer año, contado de igual forma, dicha remuneración será de un 83% de un ingreso mínimo mensual y durante el segundo, ésta será de un 92% del señalado ingreso.

Párrafo séptimo

Disposiciones transitorias del Título Séptimo sobre financiamiento fiscal


Artículo cuadragésimo primero.- Las modificaciones señaladas en los artículos 87 y 88, comenzarán a regir a contar de la fecha de publicación de la presente ley. No obstante, las modificaciones que introduce el numeral 4 del artículo 87 a la ley N° 20.128, comenzarán a regir el primer día del séptimo mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.


Artículo cuadragésimo segundo.- El Fondo de Reserva de Pensiones a que se refiere el artículo 5° de la ley N° 20.128, además estará destinado a financiar las obligaciones fiscales derivadas de la garantía estatal de pensiones mínimas de vejez, invalidez y sobrevivencia, regulada en el decreto ley N° 3.500, de 1980, de acuerdo a lo dispuesto en los artículos sexto y décimo transitorios de la presente ley.


Artículo cuadragésimo tercero.- Podrán efectuarse retiros al Fondo de Reserva de Pensiones a que se refiere el artículo 5° de la ley N° 20.128, hasta por un monto máximo anual equivalente al aporte realizado en el año anterior, según lo dispone la letra b) del artículo 6° de dicha ley.


Los retiros a que se refiere el inciso precedente podrán efectuarse a contar de la fecha de entrada en vigencia de las disposiciones del Título I de la presente ley y hasta el año 2016.


Artículo cuadragésimo cuarto.- Durante el primer año de vigencia el mayor gasto que represente la aplicación de esta ley, se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y en lo que faltare, con cargo a la Partida Tesoro  Público. En los años siguientes, los recursos serán provistos en las respectivas leyes de presupuestos. 


Artículo transitorio final.- Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos precedentes de este cuerpo legal, podrán dictarse los reglamentos que dispone la presente ley, desde la fecha de publicación de la misma.”.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Núñez, quien se refiere al proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que tipifica el delito de robo de tapas de alcantarillado o de cauces y señala penas para el delito de receptación de cables eléctricos y tapas de cauce, correspondiente a los Boletines números 4.266-07 y 4.267-07, refundidos, que tiene un nuevo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, del que se dio cuenta en la sesión 81ª, especial, del día de hoy en la mañana.
- - -



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día de esta sesión.

_____________

PETICIÓN DE OFICIO


El señor Presidente comunica que se dará curso en forma reglamentaria a la siguiente petición de oficio:



-Del Honorable Senador señor Horvath a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, solicitando que disponga la ejecución de las medidas necesarias para enfrentar las deficiencias del proyecto de soluciones sanitarias ejecutado en la localidad de Puerto Gala, XI Región.

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA DENOMINACIÓN DEL ESTADIO NACIONAL POR “ESTADIO NACIONAL JULIO MARTÍNEZ PRÁDANOS”

(5695-06 y 5689-06)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto señalado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional, e iniciado en mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República y en moción de las Honorables Diputadas señoras Alejandra Sepúlveda, Marisol Torres y Ximena Vidal y de los Honorables Diputados señores René Alinco, Ramón Barros, Tucapel Jiménez, Juan Lobos, Iván Norambuena, Manuel Rojas y Gastón Von Mühlenbrock, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.
I. OBJETIVO DEL PROYECTO


Denominar “Estadio Nacional Julio Martínez Prádanos” al actual Estadio Nacional de Santiago.

II. ANTECEDENTES

2.1. De Derecho


1. Ley Nº 5.799, y


2. Ley Nº 17.276.

2.2. De Hecho


El mensaje con que S.E. la señora Presidenta de la República inició este proyecto de ley en la Honorable Cámara de Diputados expresa que desde su inauguración el 3 de diciembre del año 1938, el Estadio Nacional es el más importante parque deportivo del país. Ofrece espacios y servicios para eventos deportivos, recreativos y culturales contribuyendo al desarrollo del deporte chileno.


Recuerda, a continuación, los importantes eventos que han tenido lugar en ese recinto, como fue el campeonato mundial de fútbol de 1962. Por otra parte, menciona que éste fue uno de los mayores centros de detención en 1973, llegando a albergar más de cuarenta mil prisioneros.


Hace presente que el Estadio Nacional tuvo su origen en la ley Nº 5.799, que destinó fondos para su construcción y le dio su actual denominación; y que otros textos legales, como por ejemplo la ley Nº 17.276, han reconocido su actual nombre, por lo que el objetivo perseguido por este proyecto requiere de ley.


Seguidamente, el mensaje se ocupa de describir la figura del destacado comentarista deportivo, señor Julio Martínez Prádanos, a quien conceptúa como un privilegiado testigo de importantes momentos deportivos, entre los que destaca el triunfo de Chile en que alcanzó el tercer lugar en el mencionado campeonato mundial de fútbol del año 1962.


Formula también una reseña biográfica del señor Martínez Prádanos, expresando que nació en Temuco, en 1923 y cursó sus estudios en el Colegio San Pedro Nolasco, en Santiago. Posteriormente, en 1945, debutó en la radio y en 1967 se inició como comentarista de Canal 13 Televisión. Además, se desempeñó en la revista Estadio y en los diarios Las Ultimas Noticias y La Hora.


Agrega que el correcto empleo del idioma que exhibió como comunicador lo hizo merecedor al premio Academia Chilena de la Lengua, en 1988, y después, en el año 1995, en forma unánime fue galardonado con el Premio Nacional de Periodismo.


Comenta el mensaje que don Julio Martínez Prádanos se caracterizó por su enorme conciencia social y su vocación trascendió al deporte abordando diversos ámbitos del quehacer nacional. Su fallecimiento ha causado gran conmoción social, reuniéndose en torno a su figura toda clase de personas, sin distinción de colores políticos o creencias.


Estima el mensaje que la calidad humana de don Julio Martínez Prádanos y su notable aporte al deporte, al periodismo y a la vida nacional, encarnando un mensaje de unidad, justifica el cambio de denominación del Estadio Nacional asociándolo a su nombre, para perpetuar su memoria como símbolo permanente de la unión de los chilenos.


Finalmente, y junto con describir el proyecto, el mensaje advierte que la iniciativa recoge otra de las Honorables Diputadas señoras Alejandra Sepúlveda, Marisol Torres y Ximena Vidal y de los Honorables Diputados señores René Alinco, Ramón Barros, Tucapel Jiménez, Juan Lobos, Iván Norambuena, Manuel Rojas y Gastón Von Mühlenbrock.


A su turno, la moción que hemos mencionado en este informe reconoce en don Julio Martínez Prádanos a un periodista de trayectoria en los medios de comunicación, cuya partida deja un hondo pesar en las personas ligadas al periodismo deportivo.


Agrega que la manera cómo el señor Martínez Prádanos desarrolló el periodismo lo transformó no sólo en un referente como periodista deportivo sino, también, en un respetado líder social por sus certeros comentarios y convicciones personales, condiciones ambas que lo hicieron acreedor a diversos homenajes, siendo, quizás, el más importante, el Premio Nacional de Periodismo de 1995.


Recuerda la moción que don Julio Martínez fue también agraciado con el Premio Nacional de la Historia del Fútbol; el Premio Amador Yarur del Club Palestino (el mejor periodista el siglo XX); y el Premio de ANATEL, como la mejor figura televisiva del año 2003.


Resalta, enseguida, las personales condiciones del señor Martínez Prádanos, calificado como “El Maestro” en el periodismo nacional, y en el barómetro de la sociedad chilena por la sensatez de sus opiniones.


Agrega, también, que este proyecto de ley ha de ser un homenaje a un chileno auténtico, representativo del sentir nacional, que ha dejado un legado que muchos líderes de opinión debieran seguir para construir un país más justo y solidario.


Continúa señalando que con el fallecimiento de don Julio Martínez muere parte importante del periodismo deportivo nacional y que la presente moción, expresión de gratitud que tiene como único sentido que su recuerdo y memoria estén siempre vigentes en los chilenos amantes del deporte.

IV. ESTRUCTURA Y DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO


El proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputado se estructura en un artículo único que, en su inciso primero, denomina “Estadio Nacional Julio Martínez Prádanos” al actual Estadio Nacional.


Su inciso segundo reemplaza en las leyes, reglamentos y demás textos que correspondan, la expresión “Estadio Nacional” por la denominación “Estadio Nacional Julio Martínez Prádanos”.

V. DEBATE EN GENERAL Y EN PARTICULAR

En sesión de hoy, 15 de enero del año 2008, esta Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa con urgencia calificada de “discusión inmediata”.


La unanimidad de los miembros presentes de esta Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Orpis, Pérez Varela y Sabag, compartió los comentarios y planteamientos, tanto del mensaje como de la moción, que destacan la figura y la trayectoria de don Julio Martínez, prestando su aprobación al proyecto, en general y en particular, en los mismos términos consignados en el acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados.


Por tanto, esta Comisión somete a la consideración de la Sala de la Corporación el proyecto de ley en informe, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


"Artículo único.- Denomínase Estadio Nacional Julio Martínez Prádanos” al actual Estadio Nacional.


Reemplázase en las leyes, reglamentos y demás textos que correspondan, la expresión “Estadio Nacional” por “Estadio Nacional Julio Martínez Prádanos.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día de hoy, 15 de enero de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Sabag (Presidente), Bianchi, Orpis y Pérez Varela.


Sala de la Comisión, a 15 de enero de 2008.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL ACUERDO DE LIBRE COMERCIO ENTRE CHILE Y PERÚ, QUE MODIFICA Y SUSTITUYE EL ACE Nº 39

(5128-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 10 de mayo de 2007, y con urgencia calificada de “suma”.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 11 de diciembre de 2007, donde se dispuso su estudio por las Comisiones de Relaciones Exteriores y por la de Hacienda.




A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron en representación de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores, DIRECÓN, el Director General, señor Carlos Furche; el Director para América del Sur, señor Camilo Navarro, y el Asesor, señor Patricio Balmaceda. Asistió también el Director Jurídico de la Cancillería, señor Claudio Troncoso.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL





Se hace presente que, en cumplimiento de lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 8° en relación con el inciso tercero del artículo 66, ambos de la Constitución Política de la República, el proyecto de acuerdo debe ser aprobado con carácter de “quórum calificado”.
- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, del 22 de junio de 1981.





c) Acuerdo con Perú de Complementación Económica para la Conformación de una Zona de Libre Comercio (ACE N° 38), promulgado mediante decreto supremo N° 1.093, de 1 de julio de 1998, y publicado en el Diario Oficial del 21 de julio del mismo año.





2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- Hace presente el Mensaje, que Chile ha buscado activamente establecer relaciones estrechas con todos los países de Sudamérica, especialmente con los vecinos. En esta dirección se ha optado por la profundización de los Acuerdos de Complementación Económica (ACE), suscritos en la década de los noventa, de manera tal que los beneficios ya alcanzados en el ámbito del comercio de mercancías se profundicen a través de nuevas disciplinas comerciales. Del mismo modo, se busca ampliar la cobertura de los acuerdos y establecer disciplinas rigurosas en otras áreas, como el comercio de servicios y en inversiones directas.





Indica el Ejecutivo que, tal como se señaló en el programa presidencial, las relaciones políticas, económicas y culturales con los países vecinos constituyen una prioridad fundamental para el Gobierno. En este contexto, la profundización del ACE 38 entre Chile y Perú, apunta no sólo al fortalecimiento de las relaciones bilaterales, sino también busca dar mayor vigor a las relaciones con los países de la región, contribuyendo así a colocar a Sudamérica en el centro de la estrategia internacional chilena. De la misma manera, añade que es importante resaltar que el Acuerdo de Libre Comercio establece un sistema más efectivo de solución de controversias, que estimulará a los agentes económicos a ampliar su accionar comercial y de inversión.




El Acuerdo debiera favorecer un aumento del comercio, de las inversiones y del empleo en ambos países. El año 2006 el intercambio comercial entre Chile y Perú superó los US$ 2.300 millones, ocupando este país el tercer lugar de destino de nuestras exportaciones en América Latina. Por otra parte, la canasta exportadora nacional se encuentra altamente diversificada en ese mercado, con 2.760 productos y 1.560 empresas, con una composición marcada por productos no tradicionales. Este es uno de los aspectos que hay que destacar en las relaciones de Chile con los mercados de la región y cuya importancia es insoslayable para los pequeños empresarios y para la creación de empleo.





Expresa el Mensaje que este nuevo Acuerdo de Libre Comercio que se suscribe con Perú, debería potenciar las oportunidades de negocios en ambos países, favoreciendo aún más la actividad empresarial, no sólo la grande sino también la mediana y la pequeña. Desde el punto de vista de Chile, el mercado peruano ha tenido gran importancia no sólo para la colocación de exportaciones de manufacturas, sino también, como territorio privilegiado para las inversiones directas. Éstas alcanzan hoy día la cifra de US$ 5.000 millones, las que se encuentran repartidas en los más variados sectores de la actividad económica del Perú.





Consecuentemente, agrega el Ejecutivo se espera que con este Acuerdo se potencien el comercio, no sólo de bienes sino también el de servicios, y que se amplíen mucho más las inversiones directas.




Finalmente, destaca el Mensaje que este Acuerdo comercial con Perú debería tener un especial impacto en la zona norte de nuestro país, estimulando el comercio, el turismo y el transporte.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, el 13 de junio de 2007, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana. Posteriormente fue enviado también a la Comisión de Hacienda.





La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, estudió la materia en sesiones efectuadas los días 31 de julio; 7 de agosto; 4 de septiembre y 2 de octubre de 2007, aprobando por unanimidad el proyecto en estudio.





A continuación, con fecha 30 de octubre de 2007, la Comisión de Hacienda trató este proyecto y lo aprobó por unanimidad de sus miembros presentes.




Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 5 de diciembre de 2007, aprobó el proyecto, en general y en particular, con 92 votos a favor, uno en contra y tres abstenciones.





4.- Instrumento Internacional.-  Este Tratado se estructura sobre la base de un Preámbulo, 20 Capítulos, y dos Anexos.





1. Introducción.





El Acuerdo de Libre Comercio con Perú se celebró bajo el amparo del Tratado de Montevideo de 1980, que creó la Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI), y constituye, a juicio del Gobierno, no sólo un importante factor para la expansión del intercambio comercial entre Chile y el Perú, sino también, establece las bases para una mayor complementación e integración económica entre ambos países, a partir del establecimiento de una zona de libre comercio, compatible con nuestras obligaciones en la Organización Mundial del Comercio.





Cabe señalar, además, que el Acuerdo contiene obligaciones de confidencialidad en el tratamiento de determinados tipos de información que obligan a ambas Partes. Entre las normas del Acuerdo de Libre Comercio que establecen obligaciones de confidencialidad podemos señalar: el artículo 4.15 (confidencialidad en materia de origen); el artículo 5.4 (facilitación de comercio); el artículo 6.7 (procedimientos relativos a medidas de salvaguardia); el artículo 8.8 (política de competencia); los artículos 11.11 (inversiones) y 11.21 (transparencia de las actuaciones arbitrales); el artículo 16.12 (solución de controversias); el artículo 17.2 (seguridad esencial; y los artículo 19.5 (divulgación de información) y 19.6 (confidencialidad) en el Capítulo sobre Disposiciones Generales).




2. Disposiciones Iniciales y Definiciones generales.





En el Capítulo 1, las Partes establecen una zona de libre comercio, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo XXIV del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994, el Artículo V del Acuerdo General sobre Comercio de Servicios y el Tratado de Montevideo 1980.





Para tal fin, las Partes acuerdan modificar y sustituir el ACE Nº 38, sus anexos, apéndices, protocolos y demás instrumentos que se hayan suscrito a su amparo, por el Acuerdo de Libre Comercio.




Asimismo, los objetivos del ACE Nº 38, se adecuan a los nuevos estándares de las obligaciones y derechos dimanantes de este Acuerdo, los que se desarrollan de manera más específica a través de sus principios y reglas, incluidos los de trato nacional, trato de nación más favorecida y transparencia.




Además, se incorporó un Capítulo 2, relativo a las Definiciones Generales, las que son aplicables a todas las disposiciones del Acuerdo, tales como, empresa, inversión cubierta, mercancía, nacional, persona de una Parte, territorio, entre otros.




3. Régimen de Origen.





Enseguida, la certificación de origen quedó a cargo de la autoridad gubernamental competente, que puede delegar esta tarea en otros organismos gubernamentales o entidades gremiales y se realiza mediante la emisión de un certificado de origen con formato único, a solicitud del exportador o del productor final de la mercancía.




Además, se establecieron procedimientos y plazos para la verificación de origen, la que realiza la Parte importadora y que incluye entrega de cuestionarios y visitas a las instalaciones de la empresa productora o exportadora.




4. Procedimientos Aduaneros y Facilitación de Comercio.





Se acordaron, a continuación, disciplinas en materia de publicación, despacho de mercancías, uso de la tecnología de la información, evaluación de riesgo, cooperación aduanera y confidencialidad.





Asimismo, con el fin de facilitar las operaciones comerciales y darles mayor previsibilidad, se estableció la emisión de resoluciones anticipadas sobre clasificación arancelaria, determinación de origen, o acuerdos que las partes acuerden.




5. Políticas de Competencia.





El objetivo de las Partes en el Capítulo 8, denominado Política de Competencia, fue proscribir conductas anticompetitivas que tienen la posibilidad de restringir el comercio bilateral y, por ende, reducir o anular los beneficios del proceso de liberalización del comercio de mercancías, servicios e inversiones derivados del presente Acuerdo.





En este sentido, las Partes se comprometieron a aplicar sus respectivas leyes en materia de libre competencia de modo compatible con el presente Capítulo, respetando su autonomía para desarrollar y aplicar su legislación nacional. Al respecto, las Partes acordaron prestar especial atención a las prácticas de negocios contrarias a la competencia, como las acciones concertadas y el comportamiento abusivo resultante de posiciones dominantes individuales o conjuntas.





Con el objeto de velar por la aplicación y la implementación de los acuerdos alcanzados bajo este Capítulo, en especial lo referente a los mecanismos de cooperación, se establece un Grupo de Trabajo bilateral que hará un informe a la Comisión Administradora. Este Grupo hará el informe a más tardar a los 3 años siguientes a la entrada en vigor del presente Acuerdo. Asimismo, podrá realizar las recomendaciones que considere pertinentes para la concreción de acciones futuras sobre la materia.





Finalmente, se establece que no se podrá recurrir al procedimiento de solución de controversias respecto de ningún asunto derivado de este Capítulo. 




6. Medidas Sanitarias y Fitosanitarias.





El Capítulo de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias de este Acuerdo se desarrolla sobre la base de lo acordado en el Anexo Nº 5 del ACE 38, confirmando la intención de mantener y fortalecer la implementación del “Acuerdo de Aplicación en Materias Sanitarias y Fitosanitarias” de la Organización Mundial de Comercio. Asimismo, se mantuvo, en este Capítulo, lo establecido en el “Acuerdo de Cooperación y Coordinación en materia de Sanidad Agropecuaria” suscrito entre el Servicio Nacional de Sanidad Agraria (SENASA) del Ministerio de Agricultura de la República del Perú y el Servicio Agrícola y Ganadero (SAG) del Ministerio de Agricultura de la República de Chile.





De esta forma, este Capítulo permitirá ampliar las oportunidades comerciales a través de la facilitación del comercio entre las Partes, buscando resolver las materias de acceso a los mercados. Para concretar e implementar este Capítulo, adecuadamente, las Partes acordaron establecer un Comité en Materias Sanitarias y Fitosanitarias que incluirá representantes de las autoridades competentes de las Partes. Finalmente, el Capítulo contempla la realización de consultas entre las Partes, con el propósito de resolver asuntos sobre la interpretación y aplicación de disposiciones comprendidas en el mismo.




7. Obstáculos Técnicos al Comercio.





Este Capítulo se desarrolló sobre la base de lo acordado en el Anexo Nº 7 del ACE 38. En tal sentido, se incorporaron normas con el objetivo de incrementar y facilitar el comercio, evitando que las normas, reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad (procedimientos utilizados para determinar si las medidas se cumplen) se transformen en obstáculos innecesarios.





En materia de facilitación del comercio, el Capítulo constituye un marco para la cooperación bilateral, que permitirá la identificación de iniciativas para sectores determinados. Entre las opciones de cooperación se incluyen la equivalencia de reglamentos técnicos, alineamiento con normas internacionales, la declaración del proveedor, acreditación y reconocimiento mutuo.





En particular, se desarrollan las opciones para la aceptación de los resultados de la evaluación de la conformidad de la otra Parte, incluyendo la realización de consultas para aumentar la confianza en la sostenida fiabilidad de los resultados.





En las medidas de transparencia, se incluyen disposiciones que permiten aumentar las posibilidades para formular comentarios a los reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad que las Partes tengan en proyecto, así como también el tener a disposición de quien lo requiera, las respuestas a los comentarios más significativos.





Todo este proceso de cooperación se canalizará a través del Comité, de Obstáculos Técnicos al Convenio, que se constituirá cuando entre en vigencia el Acuerdo, el que servirá además como foro para abordar problemas que puedan surgir en el comercio bilateral, relacionados con obstáculos técnicos al comercio.





8. Inversiones.





En términos generales, el Capítulo de Inversión expandirá y mejorará la protección para todas las inversiones e inversionistas chilenos en el Perú y, obviamente, también la protección de inversionistas e inversiones peruanas en Chile; otorgándoles una mayor certeza jurídica.




Algunas de las principales reglas de protección acordadas son: garantizar un trato no discriminatorio en relación con la inversión nacional, o respecto a la inversión de terceros países; la libre transferencia; la prohibición general de aplicar requisitos de desempeño para el establecimiento de las inversiones; la no aplicación de requisitos de nacionalidad para los ejecutivos y directores de empresas o la expropiación de las inversiones; y un acabado Mecanismo de Solución de Controversias entre el inversionista y el Estado receptor de la inversión. 




En mayor detalle, algunas de las principales disciplinas son:




a. Trato Nacional y Nación Más Favorecida.




Se establece la disciplina general que apunta a evitar cualquier discriminación entre los nacionales y los extranjeros o respecto a extranjeros de terceros países, de acuerdo a lo estipulado en las respectivas listas sobre Medidas Disconformes.




b. Expropiación.




En materia de expropiaciones, el Capítulo establece las condiciones requeridas para llevarlas a cabo, y garantiza a los inversionistas del otro país una compensación justa y adecuada, en caso que éstas se produzcan. Asimismo, se incluye un anexo que refleja el entendimiento de las Partes acerca de los elementos que configuran una expropiación indirecta. Esto, con el objeto de acotar ciertos casos en que la aplicación de una medida regulatoria adoptada por parte del Estado, pueda ser considerada una expropiación indirecta. 





c. Transferencias.





El Capítulo de Inversión contiene el principio de libre transferencia. Sin embargo, las Partes se han reservado el derecho de mantener o adoptar medidas de conformidad con su legislación aplicable, para velar por la estabilidad de la moneda y el normal funcionamiento de los pagos internos. Asimismo, se resguarda la facultad para dictar normas en materia monetaria, crediticia, financiera y de cambios internacionales, como también medidas que restrinjan o limiten los pagos corrientes y transferencias desde o hacia cada Parte. 





d. Solución de Controversias.





Al igual que en anteriores Tratados de Libre Comercio, se establece un sistema especial de solución de controversias relacionadas con inversiones, en virtud del cual un inversionista puede reclamar contra el Estado receptor de su inversión por el incumplimiento de alguna de las obligaciones sustanciales del Capítulo.





Conforme a este mecanismo, si las partes contendientes no llegan a una solución de la disputa a través de consultas, el inversionista podrá someter el asunto a arbitraje, siempre que hayan transcurrido al menos seis meses desde que tuvieron lugar los hechos. El inversionista podrá escoger llevar a cabo el procedimiento arbitral conforme a las reglas del Convenio sobre Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones entre Estados y Nacionales de Otros Estados (CIADI), o las Reglas de Mecanismo Complementario del CIADI, si uno de los dos países no es miembro del CIADI, o las Reglas de Arbitraje de la Comisión de Naciones Unidas sobre Derecho Mercantil Internacional (CNUDMI). Si un inversionista elige someter una reclamación conforme al procedimiento establecido en el Capítulo, debe renunciar a iniciar un procedimiento ante los tribunales ordinarios del Estado receptor de la inversión y tal decisión será definitiva.





El Capítulo incluye nuevas normas procesales que no se encuentran previstas en anteriores tratados, que establecen un marco de mayor transparencia en los procedimientos, permiten la participación pública en los mismos y tienden a evitar las “demandas frívolas” (es decir, aquellas demandas iniciadas con débiles fundamentos jurídicos, pero que de todas formas obligan al Estado a defenderse y, por ende, a incurrir en enormes gastos). Al respecto, el Capítulo dispone, por una parte, que las audiencias ante el tribunal arbitral sean públicas y que los documentos presentados se pongan a disposición del público y, por la otra, que el tribunal arbitral está facultado para recibir y considerar informes de personas o entidades ajenas a la controversia, denominadas "amicus curiae". Respecto de las “demandas frívolas”, se establece un procedimiento expedito para que el tribunal resuelva acerca de su competencia y sobre los méritos para continuar el procedimiento, previéndose el pago de todos los gastos del proceso, cuando se estime que una demanda es frívola.





Adicionalmente, se han considerado los siguientes anexos al Capítulo: un entendimiento sobre el derecho internacional consuetudinario, la deuda pública; los pagos y transferencias; expropiación, término del tratado bilateral de inversiones (APPI); el decreto ley N° 600 y la posible inclusión de órgano o mecanismo de apelación para las disputas.





En términos de regímenes especiales de inversión, Perú reconoció la naturaleza voluntaria de las normas contempladas en el Estatuto de la Inversión Extranjera de Chile, contenido en el decreto ley Nº 600 de 1974. Se estableció la facultad del Comité de Inversiones Extranjeras de decidir de manera no discriminatoria si autoriza la suscripción de un contrato de esta clase y las condiciones aplicables. Estas pueden incluir, pero no están limitadas a la exigencia de una determinada relación entre deuda y capital y la limitación temporal de un año para la repatriación de los capitales invertidos en Chile. Además, se dejó constancia expresa, que la inversión extranjera peruana, aceptada conforme a este mecanismo, quedará sujeta a las disciplinas de trato nacional, nación más favorecida y transparencia. 





Hasta la entrada en vigor del TLC, las relaciones bilaterales en materia de inversiones, estarán reguladas por el Convenio para la Promoción y Protección Recíproca de las Inversiones (APPI) suscrito el año 2000. Este Convenio, será reemplazado por el nuevo Capítulo de Inversiones del TLC. No obstante lo anterior, si hubiese acaecido algún acto, hecho o situación que diera lugar a una violación del APPI (antes de la entrada en vigor del TLC), tales casos podrán ser reclamados únicamente bajo el mencionado Acuerdo, y hasta por un período de 3 años después de la entrada en vigor del TLC.





En cuanto a la liberalización comercial, Chile mantiene, en términos generales, la misma apertura en comparación con aquellos países respecto de los cuales se ha negociado bajo el concepto de “lista negativa”. Este sistema implica que las Partes liberalizan todo los sectores de la economía relacionados con la inversión salvo excepciones expresas. Nuestro país ha negociado en forma equivalente con México, Canadá, Estados Unidos, Corea y Ecuador. Mientras tanto, Perú otorga a Chile, un tratamiento prácticamente idéntico al otorgado a Estados Unidos en su Acuerdo.





Las excepciones a los compromisos, en que las Partes listan aquellas medidas que resulten disconformes frente a las disposiciones acordadas y que hayan estado vigentes a la fecha de entrada en vigor del tratado, se encuentran descritas en el Anexo I. Dichas medidas sólo pueden modificarse en el sentido de hacerlas menos restrictivas. 





Sin embargo, cada país mantiene el derecho de adoptar medidas disconformes, en los sectores y en los términos indicados bajo su respectivo Anexo II.





9. Comercio Transfronterizo de Servicios.





A diferencia del tema de inversiones, no existía ningún régimen especial que regulara bilateralmente el comercio transfronterizo de servicios entre Chile y Perú. 





El Capítulo de Servicios regula el comercio de servicios transfronterizos, con o sin movimiento del proveedor o consumidor del servicio. Las inversiones que recaen en empresas que prestan servicios se rigen por el capítulo de inversiones. 





En términos de la cobertura del Capítulo, han quedado excluidos los sectores de servicios financieros (respecto del cual existe compromiso futuro de negociación), los derechos de tráfico aéreo (que normalmente no se contemplan en este tipo de acuerdos), contrataciones públicas y los subsidios a este sector.





Se otorga protección y acceso a la prestación de servicios transfronterizos a través de las disciplinas de trato nacional, nación más favorecida y la obligación de no imponer requisitos de presencia local (representantes en el territorio de la otra parte como condición para la prestación del servicio transfronterizamente). 





En forma similar a lo acordado en otros Tratados de Libre Comercio las Partes adquieren compromisos en la disciplina de acceso de mercados. Esto implica un mayor nivel de apertura dado que se establece el compromiso de no imponer restricciones cuantitativas no discriminatorias en aquellos sectores incluidos en un listado que figura bajo el Anexo II. Con esto, se garantiza el acceso a la prestación de servicios transfronterizos y las inversiones, en sectores tales como: venta al por mayor y menor (incluido farmacias, supermercados y tiendas por departamento), servicios de construcción, servicios de apoyo a las empresas (Callback), servicios asociados a las tecnologías de información (software, tratamiento de datos, etc.), asesorías en minería, arquitectura.




Al igual que el Capítulo de Inversiones, el Capítulo sobre Servicios reconoce ciertas excepciones en los Anexos I y II. El Anexo I agrupa todas las medidas existentes que estén en disconformidad con las obligaciones del Capítulo (Trato Nacional, Nación Más Favorecida, Restricciones Cuantitativas No Discriminatorias y Presencia Local). Mientras el Anexo II señala aquellos sectores respecto de los cuales las Partes se reservan el derecho de adoptar medidas en el futuro, que puedan ser inconsistentes con las obligaciones generales del Capítulo.





Como parte de la agenda futura, se acordó iniciar negociaciones tendientes a incorporar un Capítulo sobre reconocimiento mutuo de certificados de estudios y títulos.





10. Entrada temporal de personas de negocios.





El Capítulo 13 tiene como finalidad facilitar el movimiento de personas naturales a través de las fronteras, con la intención de hacer efectivos los beneficios de distintos Capítulos de este Acuerdo, mediante diferentes categorías de personas de negocios: Acceso a Mercados (Comerciantes y Visitantes de Negocios), Inversiones (Comerciantes e Inversionistas y Transferencias intracorporativas) y Servicios Transfronterizos (Profesionales y Técnicos). Si bien existen disposiciones muy similares en otros Tratados de Libre Comercio la importancia radica en que la entrada de personas de negocios entre ambos países es muy significativa dado el volumen de negocios e inversiones materializadas.





El Acuerdo establece compromisos que otorgan facilidades migratorias a los nacionales del otro país que participan en el comercio de mercancías o suministro de servicios, o en actividades de inversión, independientes de las normas internas que regulan al sector específico y, también, a través de normas sobre transparencia que permiten conocer con exactitud los requisitos que se deben cumplir y las actividades que se pueden realizar, acorde con cada tipo de residencia. 





En consecuencia, con estas disposiciones dichas personas, al momento de ingresar al territorio de la otra Parte, recibirán un trato especial y ventajoso, en relación con el régimen común, que les permitirá aprovechar los derechos garantizados en otros Capítulos del tratado. 





Se establece el régimen de visa aplicable a los chilenos que deseen ingresar a Perú en cualquiera de las cuatro categorías de personas de negocios que se contemplan: visitantes de negocios, comerciantes e inversionistas, personal transferido dentro de una empresa y profesionales y técnicos.




Corresponde destacar que, en virtud de este Capítulo, no se pueden establecer límites numéricos ni procedimientos previos o certificaciones laborales como condición para el otorgamiento de una visa.





Por último, cabe señalar que las Partes establecen un Comité de Entrada Temporal con el objeto de reunirse al menos una vez al año, para discutir, examinar y proponer la elaboración de normas relacionadas con esta materia.





11. Transparencia.





Además de las disposiciones específicas sobre transparencia previstas en otros Capítulos, el Capítulo sobre Transparencia contempla reglas generales aplicables supletoriamente a todas las materias cubiertas por el Acuerdo.





Cada país se obliga a publicar sus normas legales y resoluciones administrativas de aplicación general, notificar al otro país cualquier medida que pueda afectar sustancialmente sus intereses o el funcionamiento del Acuerdo, y responder las preguntas del otro país relativas a cualquier medida vigente o en proyecto.





Tal como se ha establecido en otros Acuerdos suscritos por Chile, cada país debe propender a establecer normas que permitan a las personas interesadas comentar sobre las medidas que el Estado pretenda adoptar.





Asimismo, en lo que se refiere a los procedimientos administrativos, cada Parte debe permitir que las personas afectadas reciban aviso del inicio del procedimiento y, cuando sea factible, puedan presentar argumentaciones a sus pretensiones.





12. Administración del Acuerdo.





Las nuevas reglas que se establecieron para la Comisión Administradora del Acuerdo son equiparables a las de los Tratados de Libre Comercio de última generación que ha suscrito Chile.





De este modo, se le atribuyeron a la Comisión Administradora del Acuerdo distintas funciones que tiene por objeto “velar por el cumplimiento y la correcta aplicación de las disposiciones del presente Acuerdo”.





La Comisión estará compuesta por representantes de las Partes lo que se reunirán, al menos, una vez por año.





13. Solución de Controversias.





El sistema de solución de disputas del Acuerdo reglamenta la forma de solucionar divergencias entre los Estados Partes. El Acuerdo consagra una opción única y definitiva de foro, otorgando a la Parte reclamante el derecho de recurrir, a su elección, al procedimiento establecido bajo la Organización Mundial del Comercio o al previsto en este Acuerdo. Si la Parte opta por este último, el procedimiento es el que se resume a continuación:





En primer lugar, se establece un sistema de consultas directas entre las Partes. Si éste no prosperase, cualquiera de las Partes puede recurrir a la Comisión Administradora, con el objeto de que formule recomendaciones que puedan resolver la controversia.





Si la Comisión Administradora no logra que las Partes lleguen a un acuerdo dentro de cierto plazo, las Partes se deberán reunir para establecer un tribunal arbitral de tres miembros.





El tribunal arbitral, dentro de ciertos plazos y recibida la información que estime pertinente, debe emitir un informe preliminar que contenga una conclusión de hecho, una determinación si existe incompatibilidad entre el Convenio y la medida de la Parte y, eventualmente, una recomendación para solucionar la controversia.





Cumplido cierto plazo para observaciones de las Partes, el grupo arbitral tendrá que emitir un informe final que debe ser comunicado a las Partes y luego publicado, salvo acuerdo en contrario de las Partes.





El informe final del tribunal arbitral es obligatorio para las Partes. Siempre que sea posible, la solución deberá consistir en la derogación de la medida disconforme. En caso que la Parte demandada no acate dicho informe, la Parte reclamante podrá suspender la aplicación de beneficios de efecto equivalente a la Parte demandada, en lo posible dentro del sector afectado por la medida.





14. Excepciones.





Con el objeto de adecuar este Acuerdo a aquellos suscritos con otros socios comerciales, se establecieron excepciones generales que se aplican a todos los Capítulos del Acuerdo. Éstas son: excepciones generales relacionadas con el Artículo XX del GATT y XIV del GATS, excepciones en materia de seguridad esencial, medidas tributarias y medidas relacionas con dificultades relativas a la balanza de pagos.





15. Disposiciones Generales.





En el Capítulo sobre Disposiciones Generales se recogieron varias normas que estaban en distintas secciones del ACE 38, tales como, divulgación de información, propiedad intelectual, políticas de precios públicos, entre otras. Asimismo, se incorporaron disciplinas en materias de confidencialidad de la información.





De igual modo, se estableció una norma que le da preeminencia al Acuerdo de Lima de 1929 y su Protocolo complementario, el Acta de Ejecución del 13 de noviembre de 1999 y su Reglamento, así como el Acuerdo entre la Empresa Portuaria Arica y la Empresa Nacional de Puertos S.A. de 1999, y el Acuerdo Interinstitucional sobre Solución de Controversias de 1999, por sobre las disposiciones del presente Acuerdo.




Como parte de la agenda futura se incorporó una disposición referente a la protección a la biodiversidad. 





16. Disposiciones finales.





En esta sección se incorporaron normas sobre enmiendas, adhesiones, convergencia y negociaciones futuras. En este último artículo, se acordó que habrá negociaciones futuras sobre contratación pública y servicios financieros. Asimismo, se mantuvo la disposición que obliga a las Partes a evaluar la posibilidad de establecer algún tratamiento especial a las mercaderías elaboradas o provenientes de zonas francas.





17. Acuerdo Modificatorio.





Posteriormente a la suscripción del Tratado, se adoptó, por las Partes, un Acuerdo por Intercambio de Notas, con el propósito de introducir modificaciones  puntuales a dicho instrumento internacional.




5.- Informe de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales.- A continuación, se reproduce un documento de la DIRECON, que reseña los principales aspectos económicos del Acuerdo.




“1. Razones para un Acuerdo de Libre Comercio (ALC) con Perú




El 11 de enero del 2005 se iniciaron negociaciones en Lima para suscribir un Acuerdo de Libre Comercio (ALC) entre Chile y Perú, luego que en la Cumbre de la APEC realizada en Santiago, en noviembre del 2004, se ratificó el compromiso  político para negociar ese acuerdo.




Luego de arduas negociaciones, el 22 de agosto de 2006 se suscribió el ALC entre Chile y Perú, el que constituye un avance sustantivo con relación al Acuerdo de Complementación Económica (ACE 38) que regía nuestras relaciones bilaterales desde el 1º de julio de 1998.  Las cifras de comercio e inversiones bilaterales hablan por si solas sobre la relevancia de profundizar el acuerdo comercial.  Desde 1998 hasta fines del 2006 el comercio bilateral se ha multiplicado cinco veces. Al mismo tiempo, las inversiones chilenas presentes en Perú han superado los US$ 5.000 millones.





Existen, entonces, razones poderosas para valorar la importancia de  la firma del ALC. El nuevo acuerdo ha recogido los compromisos en materias de bienes y disciplinas comerciales contenidos en el ACE 38, pero se ha ampliado a los temas de inversiones y comercio de servicios, y se ha establecido un nuevo mecanismo de solución de controversias. Con ello se espera dinamizar aún más los vigorosos intercambios económicos entre nuestros países. Existe la convicción de que el nuevo marco jurídico, tanto en inversiones como con el renovado mecanismo de solución de controversias, entregarán mayor seguridad y transparencia a los agentes económicos de ambos países.





Adicionalmente, este acuerdo de nueva generación entre Chile y Perú, unido al reciente compromisos de asosiación de Chile con la CAN, debiera favorecer al conjunto de los países ribereños del Pacífico para enfrentar los desafíos y oportunidades que nos coloca la región del Asia-Pacífico, donde se encuentran los países de mayor dinamismo económico en el mundo. La ubicación de Chile mirando hacia el mar Pacífico, con sustantivos tratados comerciales con los países asiáticos, debiera considerarse un activo de valor no sólo nuestro sino también de nuestros socios del MERCOSUR y de la CAN.




Con este ALC se confirma la política internacional de la Presidenta Bachelet que ha colocado en América del Sur la prioridad de su accionar, favoreciendo al mismo tiempo una mayor fluidez en las relaciones bilaterales entre Perú y Chile. El ALC con Perú es convergente con el interés de la región por establecer una Comunidad Sudamericana de Naciones, que busca extender la apertura alcanzada en el comercio de bienes a nuevos compromisos en los ámbitos de servicios, compras gubernamentales e inversiones.





Finalmente, un ALC con Perú permitirá abrir nuevas oportunidades de negocios y empleos para el desarrollo de las Regiones de Arica-Parinacota y Tarapacá, al facilitar el movimiento de personas, los negocios, el turismo y el transporte, así como la concreción de inversiones en puertos y carreteras. Si bien aún es difícil  cuantificar  el comercio de servicios, existe fundamento estadístico para afirmar que las exportaciones de servicios desde Chile a Perú han aumentado en cifras de dos dígitos los últimos años. El mercado peruano ha representado en los años 2005 y 2006 más del 50% del total de comercio transfronterizo de servicios de Chile con mundo.




Entre los servicios prestados por Chile a Perú podemos destacar los siguientes: enseñanza, informática e información, empresariales, profesionales, y técnicos varios prestados a las empresas.





2. Comercio Exterior Peruano




El comercio exterior peruano ha tenido un significativo despegue a partir del año 2002, con exportaciones que alcanzaron los US$ 23.446 millones en el año 2006, lo que representó un incremento del 35,7% en relación a 2005 Al Igual que en el caso de Chile, gracias a los buenos precios de las materias primas, el valor de las ventas al exterior aumentó sustancialmente en los últimos años, lo que favoreció también un aumento de las importaciones. En efecto, éstas crecieron durante el año 2006, en un 22,4 % respecto al año anterior, alcanzando US$ 15.369 millones. Así las cosas, Perú ha presentado considerables superávit en su balanza comercial desde el año 2004 al 2006. En el grafico y cuadro que se presentan a continuación se puede ver su evolución:
http://www.comexperu.org.pe/ INCLUDEPICTURE "http://www.comexperu.org.pe/archivos/estadisticas/balanza.gif" \* MERGEFORMATINET 


Fuente: SOCIEDAD DE COMERCIO EXTERIOR DEL PERÚ (COMEX PERÚ) 
	Millones US. $ 
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006
	Var % 06/05

	EXPORTACIONES FOB
	6.882,77
	6.956,11
	7.665,15
	9.040,84
	12.736,23
	17.273,39
	23.446,24
	35,74 

	IMPORTACIONES CIF
	7.440,99
	7.343,35
	7.526,18
	8.452,56
	10.143,21
	12.551,09
	15.369,04
	22,45 

	BALANZA COMERCIAL
	(558,21)
	(387,24)
	138,97
	588,28 
	2.593,02
	4.722,30
	8.077,20
	71,04 

	INTERCAMBIO COMERCIAL
	14.323,76
	14.299,46
	15.191,33
	17.493,40
	22.879,44
	29.824,47
	38.815,28
	30,15 


Fuente: SOCIEDAD DE COMERCIO EXTERIOR DEL PERÚ (COMEX PERÚ) http://www.comexperu.org.pe/




Los 10 principales productos exportados por Perú, representaron el 66,5 % del total de sus exportaciones durante el año 2006. Mayor detalle se puede observar en la tabla adjunta:

PRINCIPALES PRODUCTOS EXPORTADOS POR PERÚ (año 2006)

	Nº
	PARTIDA
	DESCRIPCIÓN COMERCIAL
	Valores FOB

MM US $

2006
	%

	1
	7108120000
	Oro en las demás formas en bruto.
	           3.965,01 
	          16.91 

	2
	7403110000
	Cátodos y secciones de cátodos de cobre refinado.
	           2.990,07 
	          12.75 

	3
	2603000000
	Minerales de cobre y sus concentrados.
	           2.863,79 
	          12.21 

	4
	2608000000
	Minerales de zinc y sus concentrados.
	           1.759,35 
	            7.50 

	5
	2301201010
	Harina de pescado sin desgrasar. impropio para la alimentación humana.
	           1.136,05 
	            4.85 

	6
	2613900000
	Minerales de molibdeno y sus concentrados. sin tostar.
	              838,35 
	            3.58 

	7
	2710111910
	Las demás gasolinas sin tetraetilo de plomo con un índice de antidetonante < ó = a 84.
	              579,32 
	            2.47 

	8
	0901110000
	Café sin descafeinar. sin tostar.
	              513,78 
	            2.19 

	9
	2709000000
	Aceites crudos de petróleo o de mineral bituminoso.
	              488,15 
	            2.08 

	10
	7106911000
	Plata en bruto. sin alear. incluida plata dorada y platinada en bruto.
	              478,78 
	            2.04 

	 
	 
	Los demás
	           7.833,59 
	          33.41 

	 
	TOTAL 
	 
	         23.446,24 
	              100.00 


Fuente: SOCIEDAD DE COMERCIO EXTERIOR DEL PERÚ (COMEX PERÚ) http://www.comexperu.org.pe/




Paralelamente, los 10 principales productos importados significaron el 27,4% de las importaciones, tal como se muestra en la siguiente tabla:
PRINCIPALES PRODUCTOS IMPORTADOS POR PERÚ (año 2006)

	Nº
	PARTIDA
	DESCRIPCIÓN COMERCIAL
	Valores CIF

MM US. $

2006
	%

	1
	2709000000
	Aceites crudos de petróleo o de mineral bituminoso.
	           2.192.71 
	                14.27 

	2
	2710192110
	Aceite diesel 2.
	              453.96 
	                  2.95 

	3
	8525201100
	Teléfonos.
	              350.04 
	                  2.28 

	4
	1001109000
	Trigo duro. excepto para siembra.
	              226.77 
	                  1.48 

	5
	1005901100
	Maíz duro amarillo.
	              214.03 
	                  1.39 

	6
	8703230020
	Vehíc. automóviles ensamblados gasolineros. 1.500 cc. < cilindrada <= 3.000 cc.
	              180.77 
	                  1.18 

	7
	2304000000
	Tortas y demás residuos sólidos de la extracción del aceite de soya.
	              180.34 
	                  1.17 

	8
	1507100000
	Aceite de soya. en bruto. incluso desgomado.
	              153.26 
	                  1.00 

	9
	3004902900
	Los demás medicamentos para uso humano.
	              139.85 
	                  0.91 

	10
	8528129000
	Los demás aparatos receptores de Tv.
	              132.03 
	                  0.86 

	 
	 
	Los demás
	         11.145.27 
	                72.52 

	 
	TOTAL
	 
	         15.369.04 
	              100.00 


Fuente: SOCIEDAD DE COMERCIO EXTERIOR DEL PERÚ (COMEX PERÚ) http://www.comexperu.org.pe/
Mercados de exportación del Perú





Para el Perú, Chile es el quinto mercado de destino de sus exportaciones, equivalente al 6% de sus exportaciones totales y una cifra (según la Aduana del Perú) de US$ 1.429 millones durante el año 2006.  Cabe mencionar que el producto de mayor relevancia exportado por Perú son los “Concentrados de Molibdeno”, que representan el 37% del valor total de sus exportaciones.
	PERÚ DESTINO DE LAS EXPORTACIONES (Principales Mercados)

	ENERO - DICIEMBRE 2006-2005 (VALORES US. $ FOB)

	Nº
	PAÍS DE DESTINO
	2006
	2005
	 Var% 

	1
	EE.UU.
	    5.623.759.514,51 
	   5.342.311.151,79 
	             5,27 

	2
	CHINA
	    2.269.188.330,24 
	   1.878.534.201,33 
	           20,80 

	3
	SUIZA
	    1.687.482.521,70 
	      786.390.848,63 
	          114,59 

	4
	CANADÁ
	    1.607.571.445,82 
	   1.034.650.635,02 
	            55,37

	5
	CHILE
	    1.429.852.006,01 
	   1.093.230.083,90 
	           30,79 

	6
	JAPÓN
	    1.231.396.731,16 
	      607.544.588,37 
	          102,68 

	7
	BRASIL
	      814.516.134,44 
	      458.287.607,77 
	           77,73 

	8
	ALEMANIA
	      812.296.977,48 
	      536.645.987,81 
	           51,37 

	9
	ITALIA
	      779.320.271,14 
	      396.875.671,13 
	           96,36 

	10
	ESPAÑA
	      764.589.754,16 
	      558.362.491,95 
	           36,93 

	11
	HOLANDA
	      718.161.457,61 
	      558.126.350,33 
	           28,67 

	12
	Corea del Sur
	      548.480.652,54 
	      227.430.060,22 
	          141,16 

	13
	BELGICA
	      511.389.736,75 
	      228.310.276,15 
	          123,99 

	14
	COLOMBIA
	      504.188.205,28 
	      349.481.878,38 
	           44,27 

	15
	TAIWAN
	      422.121.905,40 
	      303.516.066,30 
	           39,08 

	16
	VENEZUELA
	      411.649.710,07 
	      298.671.331,23 
	           37,83 

	17
	MEXICO
	      390.443.198,55 
	      342.689.191,45 
	           13,94 

	18
	PANAMA
	      337.435.740,97 
	      265.225.671,02 
	           27,23 

	19
	ECUADOR
	      326.700.325,43 
	      294.800.761,00 
	           10,82 

	20
	REINO UNIDO
	      324.202.735,01 
	      241.798.050,46 
	           34,08 

	 
	LOS DEMÁS
	    2.169.377.507,13 
	   1.522.329.371,53 
	           42,50 

	 
	TOTAL
	  23.684.124.861,40 
	  17.325.212.275,77 
	           36,70 


Fuente: ADUANAS DEL PERÚ, www.sunat.gob.pe y SOCIEDAD DE COMERCIO EXTERIOR DEL PERÚ (COMEX PERÚ) http://www.comexperu.org.pe/
Mercados de importación del Perú





Perú durante el año 2006 importó US$ 864 millones desde Chile, ocupando nuestro país el sexto lugar dentro del total de los países orígenes de sus importaciones. Uno de los principales productos importados por Perú son los aceites combustibles destilados, los cuales representan el 15,02 % del total de sus importaciones.
	PERÚ ORÍGENES DE LAS IMPORTACIONES (Principales Mercados)

	ENERO - DICIEMBRE 2006-2005 (VALORES US. $ CIF)

	Nº
	PAÍS DE ORIGEN
	2006
	2005
	 Var% 

	1
	ESTADOS UNIDOS
	     2.519.445.565,52 
	     2.222.877.946,15 
	            13,34 

	2
	BRASIL
	     1.608.680.407,48 
	     1.031.733.038,27 
	            55,92 

	3
	CHINA
	     1.587.860.205,00 
	     1.059.812.855,54 
	            49,82 

	4
	ECUADOR
	     1.092.275.054,96 
	        914.459.226,66 
	            19,44 

	5
	COLOMBIA
	        953.863.759,77 
	        774.911.289,54 
	            23,09 

	6
	CHILE
	        864.059.148,74 
	        616.354.910,76 
	            40,19 

	7
	ARGENTINA
	        803.486.303,08 
	        725.485.786,89 
	            10,75 

	8
	JAPÓN
	        565.325.120,93 
	        445.733.433,89 
	            26,83 

	9
	VENEZUELA
	        545.870.820,27 
	        528.316.256,22 
	               3,32 

	10
	MÉXICO
	        520.770.011,10 
	        365.316.933,76 
	            42,55 

	11
	ALEMANIA
	        511.086.711,62 
	        402.608.452,68 
	            26,94 

	12
	COREA DEL SUR
	        392.869.780,16 
	        349.039.615,63 
	            12,56 

	13
	CANADÁ
	        293.230.925,19 
	        211.049.239,07 
	            38,94 

	14
	NIGERIA
	        271.498.984,26 
	        115.104.671,76 
	          135,87 

	15
	ESPAÑA
	        257.618.598,11 
	        196.627.231,78 
	            31,02 

	16
	ITALIA
	        229.598.687,36 
	        197.153.644,22 
	            16,46 

	17
	TAIWÁN
	        175.004.971,08 
	        185.292.967,21 
	             (5,55)

	18
	FRANCIA
	        172.549.880,53 
	        146.455.039,76 
	            17,82 

	19
	INDIA
	        148.001.016,25 
	        125.127.014,75 
	            18,28 

	20
	PARAGUAY
	        130.073.883,53 
	          81.926.236,28 
	            58,77 

	 
	LOS DEMÁS
	     1.726.625.485,69 
	     1.855.721.68631 
	             (6,96)

	 
	TOTAL
	   15.369.795.320,63 
	  12.551.107.477,12 
	            22,46 


Fuente: ADUANAS DEL PERÚ, www.sunat.gob.pe y SOCIEDAD DE COMERCIO EXTERIOR DEL PERÚ (COMEX PERÚ) http://www.comexperu.org.pe/




3. Comercio chileno-peruano





Desde la suscripción del ACE Nº 38, el comercio bilateral ha mostrado un crecimiento continuo, alcanzando a fines del 2006 la cifra de US$ 2.358 millones. Hasta el año 2002 se presentó un sistemático superávit comercial chileno para pasar a partir del 2004 a una balanza comercial favorable a Perú, lo que se explica especialmente por el notable aumento de las importaciones de concentrados de molibdeno.

[image: image1.emf]1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006

Exportaciones (FOB) 348     353     354     439     479      465     427     524       727       932      

Importaciones (CIF) 118     121     169     266     286      256     421     695       1.108    1.427   

Intercambio Comercial

466     474     523     705     765      721     848     1.219    1.835    2.359   

Balanza Comercial 229     232     185     173     193      209     5         -171      -382      -495     

Fuente: Departamento de Acceso a Mercados, DIRECON (Abril 2007), en base a cifras del Banco Central de Chile

COMERCIO DE CHILE CON PERÚ

1997 - 2006

(Cifras en millones de dólares, de cada año)






Las principales exportaciones de Chile a Perú son: Aceites combustibles destilados (15%). servicios (5,6%). papel prensa en bobinas (3,8%). las demás gasolinas excepto para aviación (3,7%). polipropileno (2.9%), entre otros. (Anexo A).




Las principales importaciones de Chile desde Perú son: concentrados de molibdeno (37,3%), aceites crudos de petróleo (20.8%), minerales de cobre y sus concentrados (15,5%), aceite de pescado (3.2%), entre otros. (Anexo B).




Nuestra canasta exportadora es altamente diversificada en productos y empresas. Y es relevante destacar que su composición está fuertemente marcada por exportaciones no tradicionales. En efecto, al revisar la canasta exportadora, los 15 principales productos exportados por Chile hacia Perú representan el 47% del total exportado a dicho país, mientras que al mundo, los 15 principales productos representan el 70%.





En cuanto al número de productos y de empresas, destaca su alta diversificación.

Nº Productos y Empresas exportadoras a Perú

	
	      1992                     2006

	Productos Exportados 

Empresas Exportadoras 
	       1.585                   2.782

      1.015                    1.641



       Fuente: Direcon





Por otra parte, vale la pena mencionar el número de micro, pequeños y medianos empresarios que destinan sus exportaciones a Perú.
	Año 2005
	Nº
	Valor Exp. (millones US$)

	Micro
	87
	0,9 

	Pequeñas
	210
	9,5

	Medianas
	596
	67,5


Fuente: ProChile





Los principales productos exportados por pequeñas y medianas empresas chilenas a Perú se adjuntan en el Anexo D, al final de este texto.




Exportaciones de Servicios




En la actualidad no existe una cuantificación sobre la totalidad de los intereses chilenos que se movilizan en el área de servicios en el mercado peruano, debido a que el Servicio Nacional de Aduanas de Chile califica como Exportación de Servicios sólo aquellas transacciones realizadas dentro del Modo 1, vale decir Comercio Transfronterizo
, por lo cual, las cifras de exportación bajo la glosa 0025, no reflejan el total de exportaciones de servicios que Chile realiza.





Las exportaciones chilenas de comercio transfronterizo de servicios al Perú, durante el año 2005, ascendieron a 45,9 millones de dólares, mientras que en el año 2006 llegaron a 51,7 millones de dólares. Los 45,9 millones de dólares exportados a Perú el año 2005 representaron un 61% del total de servicios exportados por Chile ese año, y en el 2006 un 56%. Estas cifras son relevantes, ya que muestran que más de la mitad de las exportaciones de comercio transfronterizo chileno tienen como destino el mercado peruano.




Si bien no se tienen estadísticas precisas del total de exportaciones de servicios, se pueden identificar algunos de ellos que se prestan desde Chile a Perú, como son: enseñanza, informática e información, empresariales, profesionales y técnicos varios prestados a las empresas, culturales y recreativos, aplicación de programas de informática, construcción en el extranjero, consultores e instalación de equipos de informática, enseñanza superior, tratamiento de deshechos y contaminación, editoriales y de imprenta, transporte y los relacionados con la minería.





A modo de ejemplo, se pueden mencionar acciones concretas en el sector servicios que está llevando a cabo Chile a través de ProChile, como son las siguientes:




- Servicios de Salud: Invitación Compañías Aseguradoras de Perú Marzo- Abril 2007.





- Seminario internacional “Marco Tributario Comparativo para la Exportación de Servicios a Argentina, Brasil y Perú”, 18 de abril de 2007. Direcon - ProChile y la Coalición de Exportadores de Servicios de la Cámara de Comercio de Santiago (CCS) se unieron en la realización de un seminario cuyo objetivo fue entregar los marcos jurídicos y tributarios para la exportación de Servicios a Argentina, Brasil y Perú.




- Servicios Gráficos: visita de prospección feria Incagráfica - Lima Perú.




- Servicios de las Tecnologías de la Información y la Comunicación (TIC): elaboración de una Guía para exportar Software y Servicios TIC’s a Perú.





- Servicios de Salud: Misión de Servicios de Salud a Lima.




- ProChile y Asociación Santiago Salud han promocionado servicios de salud chilenos en Perú, a través de una delegación público-privada que presentó la oferta exportable chilena en materia sanitaria y sostuvo reuniones bilaterales y visitas a instituciones de salud peruanas.  El objetivo de la misión fue explorar el mercado peruano de la salud y establecer el mayor número de vínculos posibles tanto con prestadores como de compañías de seguros de salud con el fin de recibir pacientes en Chile, pero también abierto a posibles relaciones académicas en salud o en investigación.




- Servicios Relacionados con la Minería: Presentación "Estudio de Requerimientos Mineros en Perú y Bolivia. Un mercado para los proveedores nacionales".  ProChile y Corfo presentaron estudio de ambos mercados. El informe destaca las numerosas posibilidades de negocios para los servicios de ingeniería y construcción y los proveedores de bienes e insumos nacionales.





- Servicios de Ingeniería – Servicios de Construcción: Se ha realizado una Misión Comercial de Empresas de Ingeniería y Construcción a Perú.




4. Inversiones chilenas en Perú





Perú se ubica como uno de los principales destinos de los capitales chilenos, alcanzando el año 2006, un monto acumulado de US$ 5.204, que representa un 14% de las inversiones directas de Chile en el exterior, con un total de 322 proyectos en desarrollo. El buen momento económico que atraviesa Perú ha convertido a este mercado en la tercera plaza de los inversionistas chilenos en el exterior.
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Por otro lado, y según datos del organismo peruano Proinversión, Chile ocupa el tercer lugar dentro de los países inversionistas, detrás de España y Estados Unidos.





Las inversiones chilenas en Perú presentaron su mayor dinamismo desde comienzos de los años noventa hasta 1997, lo que se explica por la privatización de empresas estatales, el buen desempeño de la economía peruana en ese período, la elevada acumulación de capitales del empresariado chileno en el primer quinquenio de los noventa y el entusiasmo de éstos por conquistar los mercados de los países vecinos.





Por otra parte, según el Comité de Inversión Extranjera, la inversión acumulada de Perú en Chile al año 2006 alcanza una cifra muy reducida, de sólo US$ 23,6 millones.





4.1. Estructura sectorial de la inversión chilena en Perú




Las inversiones de las más de 250 empresas chilenas desplegadas en Perú han alcanzando un importante nivel de profundidad y diversificación, abarcando los sectores de energía eléctrica y gas, industria manufacturera y alimenticia, comercio, construcción, industria siderúrgica e informática. Cabe señalar que es en el sector energético -tanto en generación como en distribución- donde se concentran las principales inversiones con un monto acumulado que sobrepasa los US$ 2.300 millones, lo que representa el 45% del total de inversiones acumuladas en el vecino país.





Le siguen en importancia el sector industrial (elaboración de alimentos y bebidas, maderero, metalmecánica, entre otros) y de transporte y comunicaciones, ambos con un 15% de participación en las inversiones totales y con montos superiores a los US$ 700 millones. Un especial incremento ha tenido el sector Comercio durante los últimos años, ocupando actualmente el cuarto lugar entre los sectores que concentran las inversiones acumuladas chilenas en Perú. Con un monto de casi US$ 500 millones en inversiones acumuladas, los principales actores del retail chileno ya se encuentran presentes en ese mercado y se espera que en los próximos meses aumenten aún más su representación.





Actualmente las empresas chilenas en Perú generan alrededor de 23.500 empleos directos. Se estima que otros 15.000 empleos se generan de manera indirecta.
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4.2. Potencial inversionista en Perú





- Minería





El sector minero peruano es uno de los principales exportadores del país. La actividad minera presenta gran variedad en yacimientos minerales, lo cual permite la producción tanto a diversas escalas, como de variados tipos de metales (oro, plata, cobre, plomo, zinc, estaño, etc.). Debido a esto los bienes e insumos que emplea cubren en variedad casi el 80% de los utilizados en la minería metálica mundial.





Además, la experiencia del ingreso de insumos chilenos en el mercado minero peruano en los últimos años ha sido creciente, habiéndose colocado el Perú desde el año 2000, como el segundo mercado más importante en exportaciones chilenas en Latinoamérica.




En relación con los yacimientos de minerales, a pesar que el Perú cuenta con una gran diversidad, su desarrollo es aún incipiente, motivo por el cual una adecuada búsqueda y selección de depósitos puede generar interesantes oportunidades de negocios. A esto se suma una modificación en la legislación minera (elevación de los derechos de vigencia de las concesiones mineras) que ha obligado a muchas empresas y personas naturales a abandonar sus propiedades mineras por no poder solventar el pago.




Todo lo anterior muestra que la ventaja en este sector para nuestro país es alta, dado el conocimiento y desarrollo que tienen en esta industria nuestros empresarios y profesionales.





Según los últimos estudios Perú se perfila, a corto plazo, como uno de los más importantes productores del oro a nivel mundial; futuro prometedor, no sólo para el sector aurífero sino para el país entero.





- Servicios Universitarios




Respecto a servicios universitarios, varias universidades chilenas y de otros países han ingresado al mercado peruano. Las universidades chilenas están muy bien catalogadas por los académicos y estudiantes peruanos. Existe presencia de la Universidad de Chile, Adolfo Ibáñez y Católica. No obstante lo anterior, este es un mercado que tiene mucha competencia.





Existen dos segmentos a los que se puede ingresar. En el sur del país, donde las universidades fronterizas tienen grandes posibilidades, al verse estas zonas absolutamente “desprotegidas” educacionalmente por la capital. Por eso, Tacna, Arequipa, Moquegua e incluso Cusco pueden ser buenas alternativas. Por otra parte, Lima es un mercado de altos precios y prestigio, que también abre perspectivas interesantes.





- Servicios, equipos e insumos para la agroindustria





En los últimos cuatro años el sector agro exportador peruano ha sido muy dinámico, incrementando sus exportaciones gracias a una diversificación de mercados y productos. Las exportaciones peruanas de productos agrícolas han pasado de los US$ 207,5 millones en el año 2001 a US$ 572,6 millones en el año 2006.




Cabe mencionar que este sector presenta características favorables de micro climas. Posee 84 microclimas de los 108 existentes en el mundo. Actualmente se cultivan 2 millones de hectáreas de los 8 millones con capacidad de uso agrícola.




Los empresarios chilenos están cada vez más interesados en el sector agro exportador peruano. En estos últimos años se ha presenciado misiones comerciales de venta y alianzas con productores peruanos, inversionistas chilenos instalándose en Perú o formando alianzas con empresas locales.





Las oportunidades comerciales se aprecian para los equipos e insumos agrícolas orientados a los cítricos, uva, paltas y espárragos. Asimismo, se observan oportunidades en servicios de asesoría o consultoría para traspasar la experiencia chilena en el manejo de actividades agroindustriales: manejo de los productos desde las etapas de cultivos, cosecha y procesamiento, obteniendo productos finales y su tratamiento posterior como es el caso del manejo de las cadenas de frío.





5. Acuerdo de Libre Comercio entre Chile y Perú





Como señalábamos arriba Chile y Perú cuentan actualmente con el Acuerdo de Complementación Económica Nº 38 (ACE 38), vigente desde el 1º de julio de 1998, suscrito en el marco del Tratado de Montevideo de 1980 (ALADI). Este es un acuerdo comercial a través del cual las partes se otorgan preferencias arancelarias que a la fecha han llevado a cero el 85% del universo arancelario, siendo el arancel efectivo que cancelan nuestras exportaciones inferior al 3%, en vez del 10% que cancelarían sobre la base nación más favorecida. Adicionalmente, se han suscrito otros tres  importantes acuerdos en materia económico-comercial: Acuerdo para la Protección y Promoción Recíproca de Inversiones (2001). Acuerdo para Evitar la Doble Tributación (2004) y Acuerdo de Cooperación Aduanera (2004).





El ALC que ahora ha suscrito Chile con Perú se celebra también bajo el amparo del Tratado de Montevideo 1980, que creó la Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI). Como en este Acuerdo se han incluido los temas de inversiones y comercio transfronterizo de servicios ello exige la aprobación parlamentaria. Por otra parte, hay que destacar que los temas de acceso a mercado tales como Programa de Liberalización, Valoración Aduanera, Requisitos de Origen, Defensa Comercial, así como los de Cooperación y Promoción Comercial no han sido objeto de modificación, salvo adecuaciones formales.





5.1. Disciplinas de acceso a mercado





La importancia de contar con rigurosas disciplinas en los acuerdos comerciales ha sido una permanente preocupación de nuestro país. Muchas veces, los beneficios de la desgravación arancelaria pueden ser insuficientes si no van ligados a la suscripción de apropiadas disciplinas, las que con el ALC se mejoran en comparación al ACE actualmente vigente. Hay que destacar que el ALC no modificó los programas de desgravación contenidos en el ACE 38. Sin embargo, sí mejoró las disciplinas existentes de la siguiente manera:




a) Régimen de origen





La certificación de origen quedó a cargo de la autoridad gubernamental competente, la que puede delegar esta tarea en otros organismos gubernamentales o entidades gremiales. La certificación se realizará mediante la emisión de un certificado de origen con formato único, a solicitud del exportador o del productor final de la mercancía.




Además se establecieron procedimientos y plazos para la verificación de origen, la que realizará la Parte importadora e incluye la entrega de cuestionarios y visitas a las instalaciones de la empresa productora y/o exportadora.





b) Procedimientos Aduaneros y Facilitación de Comercio.





El ALC nos exige un compromiso en los procedimientos aduaneros. Se han acordado procedimientos modernos y ágiles capaces de facilitar el movimiento de las mercancías con simplicidad y claridad.





Se acordaron disciplinas en materia de publicación, despacho de mercancías, uso de la tecnología de la información, evaluación de riesgo, cooperación aduanera y confidencialidad. Con el fin de facilitar las operaciones comerciales y darles mayor previsibilidad se estableció la emisión de resoluciones anticipadas sobre clasificación arancelaria y determinación de origen.





c) Políticas de competencia





Las Partes acordaron prohibir conductas anticompetitivas que restringen el comercio bilateral y, por ende, reducen o anulan los beneficios del proceso de liberalización del comercio de mercancías, servicios e inversiones derivados del Acuerdo. En este sentido, ambos países se comprometieron a sancionar las prácticas de negocios contrarias a la competencia, como las acciones concertadas y el comportamiento abusivo resultante de posiciones dominantes individuales o conjuntas. Con tal propósito acordaron aplicar sus respectivas leyes en materia de libre competencia, respetando su autonomía para desarrollar y aplicar su legislación nacional. Aún cuando el Capítulo permite exclusiones y excepciones a la cobertura de las leyes de libre competencia nacionales, se establece que éstas no deben realizarse de manera discriminatoria, ni generar efectos anticompetitivos en el territorio de la otra Parte.





Por otra parte, se contempla la posibilidad que una Parte pueda solicitar el inicio de una investigación en la otra Parte, si existen indicios que allí se están realizando prácticas anticompetitivas que le generan efectos adversos, debiéndose realizar la investigación de conformidad con los procedimientos previstos.




Con el objeto de velar por la aplicación y la implementación de los acuerdos alcanzados en el tema de la competencia, se establecerá un Grupo de Trabajo bilateral que hará un informe a la Comisión Administradora sobre las materias que objeto de discusión en dicho Grupo.





Cabe destacar que las normas establecidas sobre esta materia no impiden que un país mantenga monopolios públicos o privados con arreglo a su legislación nacional, a condición de que dichas empresas estén sujetas a las normas de libre competencia y en la medida en que con ello no se obstaculice la realización de los objetivos nacionales que expresamente les hayan sido asignados.




Se convino cooperar y coordinar en materias de notificaciones, consultas, intercambio de información y asistencia técnica. Para lograr una efectiva cooperación, se acordó, a través de sus autoridades de libre competencia, establecer convenios de cooperación.




d) Medidas sanitarias y fitosanitarias




Muchas veces se puede tener un buen acuerdo que facilite el comercio recíproco, pero se puede ver dificultado por la utilización de estas normativas como forma de impedir la competencia, en vez de ser sólo una protección para la salud humana, vegetal o animal.





En el tema referido a medidas Sanitarias y Fitosanitarias del Acuerdo se utilizó lo acordado en el Anexo Nº 5 del ACE 38; esto es, se ratifica mantener y fortalecer la implementación del “Acuerdo de Aplicación en Materias Sanitarias y Fitosanitarias” de la Organización Mundial de Comercio. Asimismo, se mantuvo lo establecido en el “Acuerdo de Cooperación y Coordinación en materia de Sanidad Agropecuaria” suscrito entre el Servicio Nacional de Sanidad Agraria (SENASA) del Ministerio de Agricultura de la República del Perú y el Servicio Agrícola y Ganadero (SAG) del Ministerio de Agricultura de la República de Chile.




Para concretar e implementar este capítulo adecuadamente, ambos países establecerán un Comité en Materias Sanitarias y Fitosanitarias que incluirá representantes de las autoridades competentes de las Partes. Finalmente, se contempla la realización de  consultas entre las Partes con el propósito de resolver asuntos sobre la interpretación y aplicación de disposiciones comprendidas en el mismo.





e) Obstáculos técnicos al comercio.




Los compromisos establecidos en este tema se desarrollaron según lo acordado en el Anexo Nº 7 del ACE 38; vale decir, reiterando que las normas, reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad no pueden transformarse en obstáculos al comercio sino que deben ayudar a favorecerlo. Al mismo tiempo, se establecen compromisos de cooperación que incluyen la equivalencia de reglamentos técnicos, alineamiento con normas internacionales, la declaración del proveedor, acreditación y reconocimiento mutuo. En particular, se desarrollan opciones para la aceptación de los resultados de evaluación la conformidad de la otra Parte, incluyendo la realización de consultas para aumentar la confianza en la fiabilidad de los resultados.




Todo este proceso de cooperación se canalizará a través de un Comité que se constituirá cuando entre en vigencia el Acuerdo, el que servirá además, como foro para abordar problemas que puedan surgir en el comercio bilateral, relacionados con obstáculos técnicos al comercio.





5.2. Inversiones





Con los compromisos contenidos en el Capítulo de Inversiones se intenta expandir y mejorar la protección para todas las inversiones e inversionistas chilenos en el Perú y peruanos en Chile, otorgándoles una mayor certeza jurídica. Entre las principales reglas de protección acordadas destacan:





- trato no discriminatorio en relación con la inversión nacional, o respecto a la inversión de terceros países;




- libre transferencia de capitales;





- prohibición de aplicar requisitos de desempeño para el establecimiento de las inversiones;




- la no aplicación de requisitos de nacionalidad para los ejecutivos y directores de empresas;




- un acabado Mecanismo de Solución de Controversias entre el Inversionista y el Estado receptor de la inversión.




Por otra parte, se establece la disciplina general que apunta a evitar cualquier discriminación entre los nacionales y los extranjeros o respecto a extranjeros de terceros países, de acuerdo a lo estipulado en las respectivas listas sobre Medidas Disconformes.




En materia de expropiaciones, garantiza a los inversionistas del otro país una compensación justa y adecuada en caso que éstas se produzcan. Asimismo, se incluye un anexo que refleja el entendimiento de las Partes acerca de los elementos que configuran una expropiación indirecta; esto, con el objeto de acotar ciertos casos en que la aplicación de una medida regulatoria adoptada por parte del Estado pueda ser considerada una expropiación indirecta.





El capítulo de inversiones contiene el principio de libre transferencia. Sin embargo, las Partes se han reservado el derecho de mantener o adoptar medidas de conformidad con su legislación aplicable, para velar por la estabilidad de la moneda y el normal funcionamiento de los pagos internos. Asimismo, se resguarda la facultad para dictar normas en materia monetaria, crediticia, financiera y de cambios internacionales, como también medidas que restrinjan o limiten los pagos corrientes y transferencias desde o hacia cada Parte.





Al igual que en anteriores tratados de libre comercio, se establece un sistema especial de solución de controversias relacionadas con inversiones, en virtud del cual un inversionista puede reclamar contra el Estado receptor de su inversión por el incumplimiento de alguna de las obligaciones sustanciales del capítulo. Conforme a este sistema, si las partes contendientes no llegan a una solución de la disputa a través de consultas, el inversionista podrá someter el asunto a arbitraje, siempre que hayan transcurrido al menos seis meses desde que tuvieron lugar los hechos. El inversionista podrá escoger llevar a cabo el procedimiento arbitral conforme a las reglas del Convenio sobre Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones entre Estados y Nacionales de Otros Estados (CIADI) o las Reglas de Mecanismo Complementario del CIADI, si uno de los dos países no es miembro del CIADI o las Reglas de Arbitraje de la Comisión de Naciones Unidas sobre Derecho Mercantil Internacional (CNUDMI). Si un inversionista elige someter una reclamación conforme al procedimiento establecido en el capítulo, debe renunciar a iniciar un procedimiento ante los tribunales ordinarios del Estado receptor de la inversión y tal decisión será definitiva.




El capítulo incluye nuevas normas procesales que no se encuentran previstas en anteriores tratados, que establecen un marco de mayor transparencia en los procedimientos, permiten la participación pública en los mismos y tienden a evitar las demandas frívolas. Al respecto, el capítulo dispone, por una parte, que las audiencias ante el tribunal arbitral serán públicas y que los documentos presentados se pondrán a disposición del público y, por otra parte, que el tribunal arbitral está facultado para recibir y considerar informes de personas o entidades ajenas a la controversia, denominadas "amicus curiae". Respecto de demandas frívolas, se establece un procedimiento expedito para que el tribunal resuelva acerca de su competencia y sobre los méritos para continuar el procedimiento, previéndose el pago de todos los gastos del proceso, cuando se estime que una demanda es frívola.




Adicionalmente, se ha considerado un Anexo al capítulo donde se regula: el entendimiento sobre el Derecho Consuetudinario Internacional, la reestructuración de la Deuda Pública; los Pagos y Transferencias; Expropiación, Término del Tratado Bilateral de Inversiones (APPI); el Decreto Ley 600 y la posible inclusión de Órgano de Apelación para las disputas.





En términos de regímenes especiales de inversión, Perú reconoció la naturaleza voluntaria de las normas contempladas en el Estatuto de la Inversión Extranjera de Chile, contenido en el Decreto Ley Nº 600 de 1974. Se estableció la facultad del Comité de Inversiones Extranjeras de decidir de manera no discriminatoria si autoriza la suscripción de un contrato de esta clase y las condiciones aplicables. Estas pueden incluir, pero no están limitadas a: la exigencia de una determinada relación entre deuda y capital y la limitación temporal de un año para la repatriación de los capitales invertidos en Chile. Además, se dejó constancia expresa, que la inversión extranjera peruana aceptada, conforme a este mecanismo, quedará sujeta a las disciplinas de trato nacional, nación más favorecida y transparencia.





Hasta la entrada en vigor del ALC, las relaciones bilaterales en materia de inversiones, estarán reguladas por el Convenio para la Promoción y Protección Reciproca de las Inversiones (APPI) suscrito el año 2000. Este Convenio será reemplazado por el nuevo capítulo de Inversiones del ALC. No obstante lo anterior, si hubiese acaecido algún acto, hecho o situación que diera lugar a una violación del APPI (antes de la entrada en vigor del ALC), tales casos podrán ser reclamados únicamente bajo el mencionado Acuerdo, y hasta por un período de 3 años después de la entrada en vigor del ALC.




En el acuerdo con Perú se mantiene el mismo tipo de apertura que se ha establecido con aquellos países con los que se ha negociado bajo el concepto de “lista negativa”. Este sistema implica que las Partes liberalizan todo los sectores de la economía relacionados con la inversión salvo excepciones expresas. Nuestro país ha negociado en forma equivalente con México, Canadá, Estados Unidos, Corea y Ecuador. Mientras tanto, Perú otorga a Chile un tratamiento prácticamente idéntico al otorgado a Estados Unidos en su acuerdo.





Las excepciones a los compromisos, en que las Partes listan aquellas medidas que resulten disconformes frente a las disposiciones acordadas y que hayan estado vigentes a la fecha de entrada en vigor del tratado, se encuentran descritas en el Anexo I. Dichas medidas sólo pueden modificarse en el sentido de hacerlas menos restrictivas. Sin embargo, cada país mantiene el derecho de adoptar medidas disconformes, en los sectores y en los términos indicados bajo su respectivo Anexo II.




5.3. Comercio transfronterizo de servicios





El mercado peruano presenta un interesante potencial para la venta de servicios chilenos. En primer lugar, se encuentra el área de infraestructura y construcciones, donde se puede abrir espacio para la contratación de servicios en el concesionamiento de carreteras, e ingeniería vial y de proyectos. Un segundo ámbito de interés parece encontrarse en materias previsionales, específicamente en asesorías para la regulación de los fondos captados. Un tercer aspecto de interés para Chile se refiere a los servicios aéreos y a la posibilidad de levantar las actuales restricciones.




A diferencia del tema de inversiones, no existía ningún régimen especial que regulara bilateralmente el comercio transfronterizo de servicios entre Chile y Perú. Con el ALC se regula el comercio de servicios transfronterizos, con o sin movimiento del proveedor o consumidor del servicio. Por su parte, las inversiones que recaen en empresas que prestan servicios se rigen por el capítulo de inversiones.





En cuanto a cobertura han quedado excluidos los sectores de servicios financieros (respecto del cual existe compromiso futuro de negociación), los derechos de tráfico aéreo (que normalmente no se contemplan en este tipo de acuerdos) y los subsidios a los servicios, a los cuales no se les aplica el principio de trato nacional.





Se otorga protección y acceso a la prestación de servicios transfronterizos a través de las disciplinas de trato nacional, nación más favorecida y la obligación de no imponer requisitos de presencia local (representantes en el territorio de la otra parte como condición para la prestación del servicio transfronterizamente). Asimismo, se incluye la obligación general de hacer extensibles las disciplinas de reglamentación nacional y la transparencia en la regulación de sectores de servicios para las inversiones (con el resguardo que tal aplicación no será recurrible bajo el Mecanismo de Solución de Controversias Inversionista-Estado del Capítulo de Inversiones).





En forma similar a lo acordado con Estados Unidos, las Partes adquieren compromisos en la disciplina de acceso de mercados. Con esto, se garantiza el acceso a la prestación de servicios transfronterizos y las inversiones, en sectores tales como: venta al por mayor y menor (incluido farmacias, supermercados y tiendas por departamento), servicios de construcción, servicios de apoyo a las empresas (Callback), servicios asociados a las tecnologías de información (software, tratamiento de datos, etc.), asesorías en minería, arquitectura y otros.





Al igual que el capítulo de inversiones, el capítulo sobre servicios reconoce ciertas excepciones en los Anexos I y II. El Anexo I agrupa todas las medidas existentes que estén en disconformidad con las obligaciones del capítulo (Trato Nacional, Nación Más Favorecida, Restricciones Cuantitativas No Discriminatorias y Presencia Local). Mientras el Anexo II señala aquellos sectores respecto de los cuales las Partes se reservan el derecho de adoptar medidas en el futuro, que puedan ser inconsistentes con las obligaciones generales del capítulo.





5.4. Entrada temporal de personas de negocios





Los compromisos contenidos en este tema tienen como finalidad facilitar el movimiento de personas naturales a través de las fronteras, con la intención de facilitar los negocios bilaterales en: Acceso a Mercados (Comerciantes y Visitantes de Negocios), Inversiones (Comerciantes e Inversionistas y Transferencias intracorporativas) y Servicios Transfronterizos (Profesionales y Técnicos).





El ALC establece compromisos que otorgan facilidades migratorias a los nacionales del otro país que participan en el comercio de mercancías de servicios o en actividades de inversión, independientes de las normas internas que regulan al sector específico, así como a través de normas sobre transparencia que permiten conocer con exactitud los requisitos que se deben cumplir y las actividades que se pueden realizar, acorde con cada tipo de residencia. Con estas disposiciones dichas personas, al momento de ingresar al territorio de la otra Parte, recibirán un trato especial y ventajoso, en relación con el régimen común, que les permitirá aprovechar los derechos garantizados en otros capítulos del tratado.





En consecuencia, se establece el régimen de visa aplicable a los chilenos que deseen ingresar a Perú en cualquiera de las cuatro categorías de personas de negocios que se contemplan: visitantes de negocios, comerciantes e inversionistas, personal transferido dentro de una empresa y profesionales y técnicos. Corresponde destacar que, en virtud de este capítulo, no se pueden establecer límites numéricos ni procedimientos previos o certificaciones laborales como condición para el otorgamiento de una visa.




Por último cabe señalar que las Partes establecen un Comité de Entrada Temporal con el objeto de reunirse al menos una vez al año y discutir, examinar y proponer la elaboración de normas relacionadas con esta materia.





5.5. Solución de controversias





El sistema de solución de disputas del Acuerdo reglamenta la forma de solucionar divergencias entre los Estados partes. El Acuerdo consagra una opción única y definitiva de foro, otorgando a la Parte reclamante el derecho de recurrir, a su elección, al procedimiento establecido bajo la organización Mundial del Comercio o al previsto en este Acuerdo. Si la Parte opta por este último, el procedimiento es el que se resume a continuación:




- Se establece un sistema de consultas directas entre las Partes. Si éste no prosperase, cualquiera de las Partes puede recurrir a la Comisión Administradora, con el objeto de que formule recomendaciones que puedan resolver la controversia.




- Si la Comisión Administradora no logra que las Partes lleguen a un acuerdo dentro de cierto plazo, las Partes se deberán reunir para establecer un tribunal arbitral de tres miembros.




- El tribunal arbitral, dentro de ciertos plazos y recibida la información que estime pertinente, debe emitir un informe preliminar que contenga una conclusión de hecho. una determinación si existe incompatibilidad entre el Convenio y la medida de la Parte y, eventualmente, una recomendación para solucionar la controversia. Cumplido cierto plazo para observaciones de las Partes, el grupo arbitral tendrá que emitir un informe final que debe ser comunicado a las Partes y luego publicado salvo acuerdo en contrario de las Partes.





- El informe final del tribunal arbitral es obligatorio para las Partes. Siempre que sea posible, la solución deberá consistir en la derogación de la medida disconforme. En caso que la Parte demandada no acate dicho informe, la Parte reclamante podrá suspender la aplicación de beneficios de efecto equivalente a la Parte demandada, en lo posible dentro del sector afectado por la medida.




5.6. Transparencia





Además de las disposiciones específicas sobre transparencia previstas en otros capítulos, el capítulo general sobre transparencia contempla reglas generales aplicables supletoriamente a todas las materias cubiertas por el Acuerdo.





Cada país se obliga a publicar sus normas legales y resoluciones administrativas de aplicación general, notificar al otro país cualquier medida que pueda afectar sustancialmente sus intereses o el funcionamiento del Acuerdo, y responder las preguntas del otro país relativas a cualquier medida vigente o en proyecto.




Tal como se ha establecido en otros Acuerdos suscritos por Chile, cada país debe propender a establecer normas que permitan a las personas interesadas comentar sobre las medidas que el Estado pretenda adoptar.




Asimismo, en lo que se refiere a los procedimientos administrativos, cada Parte debe permitir que las personas afectadas reciban aviso del inicio del procedimiento y, cuando sea factible, puedan presentar argumentaciones a sus pretensiones. Asimismo, se dispone que deben establecerse tribunales imparciales para la corrección de acciones administrativas relacionadas con el Acuerdo, dando oportunidad a que las Partes puedan defender su posición y se dicten resoluciones fundadas en las pruebas rendidas.





5.7. Administración del Acuerdo





Las nuevas reglas que se establecieron para la Comisión Administradora del Acuerdo son equiparables a las de los Tratados de Libre Comercio de última generación que ha suscrito Chile. De este modo, se le atribuyeron a la Comisión Administradora del Acuerdo distintas funciones que tiene por objeto “velar por el cumplimiento y la correcta aplicación de las disposiciones del presente Acuerdo”. La Comisión estará compuesta por representantes de las Partes lo que se reunirán, al menos, una vez por año.





6. Temas para negociar a corto plazo





Finalmente, en el ALC se estableció una cláusula evolutiva que establece temas para negociar en el corto plazo, entre lo que se encuentran: servicios financieros, reconocimiento mutuo de certificados de estudios y títulos, adopción de medidas que apunten a la protección de la biodiversidad, turismo, compras públicas  y tratamiento a zonas francas.

ANEXOS

ANEXO A
[image: image5.emf]RNK SACH Glosa

2005 2006 2005 2006

1 27101940 Aceites combustibles destilados (gasoil, diesel oil ) 41.739.390               139.945.127           5,7             15,0          

2 250000 Servcios considerados exportación 45.904.240               51.728.322             6,3             5,6            

3 48010010 Papel prensa en bobinas 28.612.707               35.371.726             3,9             3,8            

4 27101129 Las demás gasolinas, excepto para aviación 25.435.929               34.115.537             3,5             3,7            

5 39021000 Polipropileno, en formas primarias. 16.524.911               27.311.326             2,3             2,9            

6 31023000 Nitrato de amonio, incluso en disolución acuosa 23.844.663               26.316.347             3,3             2,8            

7 74031100 Cátodos y secciones de catodo, de cobre refinado 14.118.555               18.608.643             1,9             2,0            

8 48109210 Cartulinas 12.522.160               18.449.450             1,7             2,0            

9 47032900 Pasta química de maderas distintas a las coniferas 16.661.160               16.341.064             2,3             1,8            

10 27101123 Gasolina para vehículos terrestres, sin Pb, de 97 octanos 12.547.850               15.084.246             1,7             1,6            

11 24022000 Cigarrillos que contengan tabaco. 8.589.038                 14.774.846             1,2             1,6            

12 39201010 Las demás placas, láminas y tiras de plástico no celular 2.854.919                 12.258.759             0,4             1,3            

13 39023000 Copolimeros de propileno, en formas prim 7.571.608                 10.611.223             1,0             1,1            

14 47032100 Pasta química de coníferas a la sosa (soda) o al sulfato 7.349.817                 9.878.542               1,0             1,1            

15 39202010 Las demás placas, láminas y tiras de plástico no celular 8.806.472                 9.498.919               1,2             1,0            

Subtotal 273.083.419             440.294.077           37,6           47,2          

Total Exportado 726.804.513             931.881.787           100,0         100,0        

Fuente: Departamento de Estudios e Información, DIRECON (Abril 2007), en base a cifras del Banco Central de Chile

PRINCIPALES 15 PRODUCTOS EXPORTADOS DE CHILE A PERÚ

(Cifras en dólares FOB, de cada año y porcentajes)

Monto en US$ % participación


ANEXO B
[image: image6.emf]RNK SACH Glosa

2005 2006 2005 2006

1 26139010 Concentrados sin tostar de molibdeno. 688.197.313             532.003.367           62,1           37,3          

2 27090010 Aceites crudos de petróleo  85.114.108               297.236.476           7,7             20,8          

3 26030000 Minerales de cobre y sus concentrados. 79.046.718               221.908.343           7,1             15,5          

4 15042010 Aceite de pescado crudo 35.103.536               45.793.031             3,2             3,2            

5 72283000 Las demás barras de acero 40.388.346               36.368.306             3,6             2,5            

6 79011100 Cinc en bruto sin alear 14.056.552               33.379.420             1,3             2,3            

7 23012013 Harina de pescado con proteínas superior al 68%  475.589                    25.560.481             0,0             1,8            

8 23012012 Harina de pescado con proteínas superior o igual al 66% 3.026.779                 16.855.753             0,3             1,2            

9 27111200 Propano, licuado. 10.285.901               15.910.967             0,9             1,1            

10 28332500 Sulfato de cobre 15.749.299             -            1,1            

11 27090020 Aceites crudos de petróleocon grados API superior o igual a 25 14.647.388             -            1,0            

12 28352500 Hidrógenoortofosfato de calcio ( fosfato dicálcico) 7.381.889                 11.941.225             0,7             0,8            

13 28151200 Hidróxido de sodio  8.455.919                 8.227.662               0,8             0,6            

14 73259110 Bolas y articulos similares para molienda de minerales 8.319.960                 5.853.712               0,8             0,4            

15 56081911 Las demás redes de mallas anudadas de nailon 3.407.809                 5.176.915               0,3             0,4            

Subtotal 983.260.419             1.286.612.345        88,7           90,1          

Total Importado 1.108.471.396          1.427.195.211        100,0         100,0        

Fuente: Departamento de Estudios e Información, DIRECON (Abril 2007), en base a cifras del Banco Central de Chile

(Cifras en dólares CIF, de cada año y porcentajes)

Monto en US$ % participación

PRINCIPALES 15 PRODUCTOS IMPORTADOS  A CHILE DESDE PERU


ANEXO C
PRINCIPALES INDICADORES ECONÓMICOS DE PERÚ

	
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006

	PIB (en millones de US$)
	53.933
	57.040
	61.490
	69.663
	79.394
	89.316

	Ingreso per cápita*
	2.047
	2.132
	2.264
	2.528
	2.840
	3.150

	Crecimiento real del PIB (%)
	0,2
	5,2
	3,9
	5,2
	6,4
	8,0

	Inflación (%)
	2,0
	0,2
	2,3
	3,7
	1,6
	2,4

	Tasa de desempleo (%)
	9,3
	9,4
	9,4
	9,4
	9,6
	-

	Exportaciones (US$ millones)
	7.025,7
	7.713,9
	9.090,7
	12.809,2
	17.336,3
	23.749,5

	Importaciones (US$ millones)
	7.220,6
	7.421,8
	8.237,8
	9.804,8
	12.076,1
	14.896,8

	TC Nominal 
	3,5
	3,5
	3,5
	3,4
	3,3
	-


*Cifras en dólares de EE.UU.
Fuentes: IMF. Banco Mundial. CEPAL; Banco Central de Perú

ANEXO D

Principales Sectores de Productos Exportados por PYMEX Chilenas a Perú

	CIIU
	Sector y subsector (US$)
	2005

	100
	AGRICULTURA
	    439.730.571 

	110
	Agricultura, fruticultura y ganadería
	    409.942.772 

	120
	Silvicultura
	       9.977.050 

	130
	Pesca extractiva
	      19.810.749 

	200
	MINERIA
	       7.876.047 

	210
	Gas natural y carbon
	            25.484 

	220
	Cobre y hierro
	       2.624.144 

	230
	Resto de minería
	       4.207.217 

	240
	Otros
	       1.019.202 

	300
	INDUSTRIA
	 1.099.652.707 

	310
	Industria alimenticia, bebidas, licores y tabaco
	    640.622.177 

	320
	Industria textil, prendas de vestir y cuero
	      37.722.372 

	330
	Forestales y muebles de madera
	    128.293.745 

	340
	Celulosa, papel, cartón, editoriales e imprenta
	      15.223.178 

	350
	Productos químicos básicos y preparados, caucho y plásticos
	      96.047.058 

	360
	Productos de barro, loza, porcelana y vidrio
	      15.378.041 

	370
	Industria básica del hierro, acero y materiales no ferrosos
	      41.484.268 

	380
	Productos metálicos, maquinarias, mat. eléctricos e instrum. de medida
	    119.974.118 

	390
	Industria manufacturera no expresada
	       4.907.749 

	900
	OTROS
	      71.436.635 

	
	
	


[image: image7.emf]Tramo Tamaño

Mínimo facturación 

total anual

Máximo facturación 

total anual

Fundes-ProChile US$ US$

1 Micro 0 50.000

2 Micro 50.001 60.000

3 PYMEX 60.001 62.500

4 PYMEX 62.501 625.000

5 PYMEX 625.001 1.250.000

6 PYMEX 1.250.001 2.500.000

7 PYMEX 2.500.001 5.000.000

8 PYMEX 5.000.001 7.500.000

9 Grande 7.500.001 10.000.000

10 Grande 10.000.001 12.500.000

11 Grande 12.500.001

Fuente: Estudio Fundes-ProChile sobre Buenas Prácticas de la PYME Exportadora Exitosa (agosto 2004)

CRITERIOS DE DEFINICION DE PYMEX


DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Muñoz Barra, procedió a otorgarle el uso de la palabra al Director General de Relaciones Económicas Internacionales de la Cancillería, DIRECON, señor Carlos Furche, quien manifestó que este Acuerdo se basa en el Acuerdo de Complementación Económica entre Chile y Perú (ACE Nº 38), vigente desde el 1º de julio de 1998. Indicó que en dicho Acuerdo, las Partes se otorgan preferencias arancelarias que a la fecha han llevado a cero al 85% del universo arancelario, cifra que el 1º de Julio de este año alcanzará al 95% del total de productos. Recordó que el 100% se desgravará el año 2016.




Agregó que el Acuerdo de Libre Comercio (ALC) corresponde a una profundización del ACE N° 38, donde se han incluido tres nuevos temas: inversiones, comercio transfronterizo de servicios y entrada temporal de personas de negocios. Además se ha actualizado el mecanismo de solución de controversias y las distintas disciplinas comerciales.





Indicó que en el ALC se estableció una cláusula evolutiva que establece temas para negociar en el corto plazo, como son los servicios financieros, las compras públicas, el reconocimiento mutuo de títulos y el tratamiento a zonas francas.





Respecto a las inversiones chilenas materializadas en Perú, manifestó que a noviembre de 2007 se registran US$ 5.443 millones, que corresponden a un total de 357 proyectos. Al respecto, destacó que Perú es el tercer destino de los capitales chilenos, luego de Argentina y Brasil.





Señaló que, como lo muestran las más de 250 empresas chilenas establecidas en Perú, las inversiones han alcanzando un importante nivel de profundidad y diversificación, abarcando los sectores de energía eléctrica y gas, industria manufacturera y alimenticia, comercio, construcción e industria siderúrgica, informática, inversiones y servicios diversos. Sin embargo, agregó que es en el sector energético, específicamente, energía eléctrica y gas, donde se concentran las principales inversiones con un monto acumulado de US$ 2.355 millones, lo que representa el 43% del total de inversiones nacionales en el Perú.





Finalmente, indicó que este Acuerdo, al igual que otros similares, solamente busca ampliar y perfeccionar los ACE que se suscribieron en los años noventa con distintos países de Latinoamérica. Reiteró que este Acuerdo no afecta el cronograma de desgravación de productos, que en julio de este año deja el 95% de los productos con arancel cero.





Consultado por el Honorable Senador señor Letelier acerca de la situación del pisco, como denominación de origen, señaló el señor Furche que esta controversia se soslayó en las negociaciones, tanto la primera vez como la actual, para favorecer el Acuerdo. Sin embargo, hizo presente que tanto en el Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos de América como en el de Asociación con la Unión Europea, Perú ha tenido que aceptar compartir la denominación con Chile.




Luego, el Honorable Senador señor Letelier preguntó acerca de algunos problemas de pagos que habrían tenido los exportadores chilenos.





Sobre lo anterior, el señor Furche contestó que ese tema no forma parte de la negociación. Sin embargo, resaltó que este Acuerdo contempla un nuevo mecanismo de solución de controversias, que agilizará el término de cualquier diferencia que se produzca entre las partes.





El proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Muñoz Barra, Pizarro y Romero.
- - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:





“Artículo único.- Apruébanse el "Acuerdo de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República del Perú, que modifica y sustituye el ACE N° 38, sus anexos, apéndices, protocolos y demás instrumentos que hayan sido suscritos a su amparo, adoptado en Lima el 22 de agosto de 2006, y el Acuerdo que lo modifica, celebrado por intercambio de Notas, fechadas en Santiago y Lima, el 16 de marzo y el 18 de abril de 2007, respectivamente.".
- - -





Acordado en sesión celebrada el día 8 de enero de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Roberto Muñoz Barra (Presidente), Juan Pablo Letelier Morel, Jorge Pizarro Soto y Sergio Romero Pizarro.




Sala de la Comisión, a 9 de enero de 2008.

(Fdo.): JULIO CÁMARA OYARZO, Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL ACUERDO DE LIBRE COMERCIO ENTRE CHILE Y PERÚ, QUE MODIFICA Y SUSTITUYE EL ACE Nº 39

(5128-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S. E. la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistió, además de sus miembros, el asesor del Ministerio de Hacienda, señor Juan Araya.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


En lo relativo a las normas de quórum especial, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el informe de la Comisión de Relaciones Exteriores. 
- - -



El proyecto de acuerdo en informe fue estudiado previamente por la Comisión de Relaciones Exteriores. 


Cabe señalar que dicha Comisión ha hecho presente en su informe que, por tratarse de un proyecto que consta de un artículo único, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, propone discutir la iniciativa en general y en particular a la vez, proposición que hace suya vuestra Comisión de Hacienda.

- - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES DEL PROYECTO




Favorecer un aumento de las inversiones y del empleo en ambos países, de manera tal que los beneficios ya alcanzados en el ámbito del comercio de mercancías se profundicen a través de nuevas disciplinas comerciales. Del mismo modo, se busca ampliar la cobertura de los acuerdos y establecer disciplinas rigurosas en otras áreas, como el comercio de servicios y en inversiones directas, cumpliendo así con el objetivo de estrechar relaciones con todos los países de Sudamérica, especialmente con los vecinos.

- - -

DISCUSIÓN

El asesor del Ministerio de Hacienda señaló que, en el marco del Tratado de Montevideo que crea la Asociación Latinoamericana de Integración, ALADI, lo que se hace es complementar el acuerdo que ya existía en materia económica con Perú, donde se incorporan las disciplinas necesarias para poder llevar el Acuerdo a un Tratado de Libre Comercio, que fue lo mismo que se hizo con México.

Respecto de las materias que dicen relación con áreas del Ministerio de Hacienda, manifestó que se incorpora un Capítulo de Inversiones, eliminando el Acuerdo para la promoción y protección de inversiones que existía entre ambos países. Asimismo, se incorpora un Capítulo de Comercio Transfronterizo de Servicios, que excluye de su aplicación los servicios financieros, aunque en sus disposiciones finales el presente Acuerdo contempla un artículo sobre negociaciones futuras que incluye dichos servicios.

Indicó que el Acuerdo establece una cláusula general en caso de dificultades de balanza de pagos, que permite adoptar medidas restrictivas respecto de los movimientos de mercancías y servicios, sujetándose a las disposiciones de la Organización Mundial de Comercio y del Fondo Monetario Internacional.

Con relación al informe financiero, expresó que el Acuerdo no contempla cambios en los calendarios de desgravación ya suscritos entre ambos países, ni contempla modificaciones en la clasificación o en las normas para la desgravación de las importaciones provenientes de Perú, por lo que no tiene un impacto sobre la recaudación fiscal.

El Honorable Senador señor Sabag consultó cuáles son los productos más relevantes en términos de intercambio entre Chile y Perú.

El asesor del Ministerio de Hacienda indicó que, en cuanto a las exportaciones de nuestro país a Perú, la mayor de ellas está constituida por los aceites combustibles destilados, seguida por el papel prensa en bobinas y el polipropileno. Agregó que muchos de estos productos están afectos a un impuesto del 12% que, con el presente Acuerdo, se reducirá a cero.

Asimismo, expuso que nuestras mayores importaciones desde el vecino país son minerales concentrados de molibdeno, aceites crudos de petróleo, minerales de cobre y sus concentrados y aceites de pescado crudo.





El proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Muñoz Aburto y Sabag.
- - -

FINANCIAMIENTO


El informe financiero de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 12 de junio de 2007, señala, de modo textual:





“El Acuerdo de Libre Comercio, cuya aprobación es materia del presente proyecto de acuerdo, constituye un Protocolo Adicional al Acuerdo de Complementación Económica N° 38. No consigna cambios a los calendarios de desgravación anteriormente acordados, contenidos en el texto del ACE mencionado, que se encuentra vigente desde el 1 de Julio de 1998, y respecto de los cuales ya se han cumplido las principales etapas.  Tampoco considera  modificaciones en la clasificación o las normas para la desgravación de las importaciones provenientes desde Perú. En consecuencia, la presente iniciativa no tiene impacto sobre la recaudación fiscal.”.
En consecuencia, el Acuerdo en referencia no producirá desequilibrios macroeconómicos ni incidirá negativamente en la economía del país.

- - -

En mérito de las consideraciones anteriores, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hiciera la Comisión de Relaciones Exteriores.

El texto del proyecto de acuerdo aprobado es del siguiente tenor:

PROYECTO DE ACUERDO:





“Artículo único.- Apruébanse el "Acuerdo de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República del Perú, que modifica y sustituye el ACE N° 38, sus anexos, apéndices, protocolos y demás instrumentos que hayan sido suscritos a su amparo, adoptado en Lima el 22 de agosto de 2006, y el Acuerdo que lo modifica, celebrado por intercambio de Notas, fechadas en Santiago y Lima, el 16 de marzo y el 18 de abril de 2007, respectivamente.".
- - -





Acordado en sesión celebrada el día 15 de enero de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina (Presidente), José García Ruminot, Pedro Muñoz Aburto y Hosaín Sabag Castillo.
Sala de la Comisión, a 15 de enero de 2008.

(Fdo.): ROBERTO BUSTOS LATORRE, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES  ESPINA, GÓMEZ, LARRAÍN Y NAVARRO, QUE MODIFICA EL CÓDIGO PENAL Y LA LEY DE CONTROL DE ARMAS, CON EL FIN DE SANCIONAR A LOS INTERNOS DE UN ESTABLECIMIENTO  PENITENCIARIO QUE FABRIQUEN, PROPORCIONEN O PORTEN ARMAS QUE INDICA

(5653-07)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar sobre el proyecto de ley de la suma, en primer trámite constitucional, iniciado por moción de los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero, José Antonio Gómez Urrutia, Hernán Larraín Fernández y Alejandro Navarro Brain.


La Comisión discutió en general la iniciativa, en virtud de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento del Senado.

- - - - - -


Asistió a la sesión en que se trató el proyecto el Jefe de la División Jurídica del Ministerio del Interior, abogado señor Jorge Claissac Schnake.

- - - - - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


La Comisión advierte a la Sala del Senado que la disposición contenida en el artículo 2º del proyecto aprobado en general tiene carácter de ley de quórum calificado, en virtud de lo dispuesto en el artículo 103 de la Constitución Política de la República, por contener normas relativas al control de armas.

- - - - - -

OBJETIVO DE LA INICIATIVA


Al tenor de lo señalado por los autores de la moción, la idea matriz de la iniciativa es hacer frente a los problemas derivados de la fabricación, tenencia y porte de armas por parte de los internos de establecimientos penitenciarios, y superar las falencias técnicas de la actual legislación, que no permiten la persecución y castigo eficaz de estos ilícitos.

- - - - - -

ANTECEDENTES

1.-MOCIÓN


Los autores de la moción dan cuenta en su presentación del grave problema que hoy existe en los establecimientos penitenciarios del país, derivado de la fabricación, tenencia y uso de armas cortantes, punzantes, contundentes o de fuego, por parte de los internos.


Agregan que esta situación no condice con la actual legislación sobre el punto, que sanciona sólo con presidio menor en su grado mínimo (61 a 540 días) o multa de 1 a 4 Unidades Tributarias Mensuales al portador de armas cortopunzantes en recintos de expendio de bebidas alcohólicas, y a los que injustificadamente incurran en la misma conducta en espectáculos públicos, establecimientos de enseñanza u otros espacios públicos de áreas urbanas, sin justificar su porte, al tenor de lo dispuesto en el artículo 288 bis del Código Penal.  Esta descripción no incluye a los establecimientos penitenciarios, por lo que únicamente se podría aplicar la norma residual de las faltas, contenida en el artículo 494 del Código Criminal, que impone una multa de 1 a 4 Unidades Tributarias Mensuales al que amenace a otro con arma blanca o de fuego y al que intente utilizarlas en una riña, siempre y cuando no haya motivo justificado.


Por su parte, el artículo 78, letras h) y k), del decreto Nº 518, del Ministerio de Justicia, de 1998, que contiene el Reglamento de Establecimientos Penitenciarios, considera que el porte, tenencia, uso, fabricación de armas blancas o de fuego, de explosivos, gases o tóxicos,  y el uso de cualquier tipo de arma en una riña por parte de los internos de un establecimiento penitenciario, son faltas disciplinarias graves, y se castigarán con privación de visitas, aislamiento o internación en celda solitaria. Los autores de la moción estiman que este tipo de sanciones tampoco es suficientemente disuasivo.


Para enmendar la situación descrita, los Parlamentarios consideran necesario establecer un tipo penal especial, que sancione al interno de un establecimiento penitenciario que fabrique, porte, use o proporcione armas cortantes o punzantes, y al que, sin ser interno y sin autorización, introduzca a un establecimiento penitenciario este tipo de elementos. Agregan que el artículo 11 del Reglamento de Establecimientos Penitenciarios define genéricamente que tienen tal calidad los recintos donde deben permanecer custodiadas las personas detenidas, sometidas a prisión preventiva y condenadas al cumplimiento de penas privativas de libertad. También quedan abarcadas en el concepto las dependencias destinadas al seguimiento, asistencia y control de los condenados que, por un beneficio legal o reglamentario, se encuentren en libertad condicional o con otro beneficio similar. Por otra parte, y con el fin de hacer extensiva esta norma a los centros de privación de libertad regidos por la ley Nº 20.084, que estableció un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, los autores de la moción hacen una referencia expresa a los mismos, para que la regulación propuesta también les sea aplicable.


Debe considerarse que el texto planteado en la moción considera a las armas “contundentes” como medio posible para cometer el nuevo delito, ocupando el mismo término que utiliza el legislador del artículo 132 del Código Penal, al considerarlas dentro de las armas utilizadas en una sublevación. Además, teniendo en vista que los internos tienen derecho a poseer implementos de aseo, de alimentación y herramientas de trabajo cuyo uso ha sido permitido por la autoridad respectiva, el proyecto los excluye de la tipicidad planteada. 


En relación con las armas de fuego, los autores proponen agravar sanciones hoy establecidas en la ley de control de armas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se encuentra en el decreto Nº 400, del Ministerio de Defensa, de 1978, cuando los ilícitos se ejecuten en un establecimiento penal. Los tipos relevantes de ese cuerpo legal para este proyecto son los siguientes:

· Artículo 9º; sanciona al que posea, sin la autorización e inscripción correspondiente, armas de fuego, municiones, explosivos y otras sustancias químicas susceptibles de ser usadas para la fabricación de explosivos, imponiéndole la pena de presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo (541 días a 10 años).

· Artículo 10; sanciona al que fabrique, arme, transforme, importe, interne, exporte, transporte, almacene, distribuya o celebre convenciones que tengan por objeto material de uso bélico, armas de fuego, municiones, explosivos y otras sustancias químicas susceptibles de ser usadas para la fabricación de explosivos, imponiéndole la pena de presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado medio (541 días a 15 años).

· Artículo 11; sanciona al que, sin contar con la autorización correspondiente, porte un arma de fuego, imponiéndole la pena de presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo (541 días a 10 años).


Al respecto, los autores de la moción proponen dos cosas. La primera es aumentar en un grado la pena en caso de que las conductas ilícitas anteriormente señaladas se realicen dentro de un establecimiento penitenciario o un centro de privación de libertad regido por la ley Nº 20.084. La segunda es excluir la aplicación de una disposición contenida en los tres artículos citados de la ley de control de armas, que establece que si el ilícito se comete en condiciones tales que se pueda presumir que el autor no intenta alterar el orden público, agredir a las Fuerzas Armadas o de Orden y Seguridad o perpetrar otros delitos, sólo se impondrá la multa. La razón de la exclusión es que no hay ninguna circunstancia que justifique o autorice que un interno de un establecimiento penitenciario o de un centro de privación de libertad regido por la ley 
Nº 20.084, porte, posea, fabrique, arme, transforme, importe, interne, exporte, transporte, almacene, distribuya o celebre convenciones que tengan por objeto material de uso bélico, armas de fuego, municiones, explosivos y otras sustancias químicas susceptibles de ser usadas para la fabricación de explosivos.

2.-ANTECEDENTES NORMATIVOS

· Código Penal: sus artículos 132, que considera el uso de armas contundentes en las sublevaciones, 288 bis, que sanciona al que porta armas cortantes o punzantes en recintos de expendio de bebidas alcohólicas, y al que lo haga sin justificación en espectáculos públicos, establecimientos educacionales o espacios públicos en áreas urbanas, y 494, que sanciona como falta al que amenace a otro con arma blanca o intente ocuparla en una riña.

· Ley de Control de Armas, Nº 17.798, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se encuentra en el decreto Nº 400, del Ministerio de Defensa, de 1978.

· Ley Nº 20.084, que estableció un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal.

· Decreto Nº 518, del Ministerio de Justicia, de 1998, que contiene el Reglamento de Establecimientos Penitenciarios.

- - - - - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


El Honorable Senador señor Gómez señaló que el proyecto en discusión es una propuesta técnica acabada, que da una solución eficiente al problema actual que se vive en los establecimientos penitenciarios del país y en los centros de privación de libertad para adolescentes infractores regidos por el Servicio Nacional de Menores, donde hay una alta incidencia de agresiones con armas cortopunzantes entre los internos.


El Honorable Senador señor Espina hizo un reconocimiento a la labor asesora del profesor señor Juan Domingo Acosta Sánchez, sin cuya valiosa colaboración no podría haberse elaborado la moción en discusión. Agregó que en el segundo semestre del año pasado esta Comisión discutió y rechazó un proyecto de ley, signado con el Boletín Nº 4.562-07, de autoría del Honorable Senador señor Navarro, que perseguía objetivos similares al presente proyecto, pero que presentaba  inconvenientes técnicos que hicieron imposible su aprobación, razón por la cual el autor de esa moción se sumó al proyecto en debate. 


El Honorable Senador señor Muñoz, don Pedro, indicó que hacía suyas las consideraciones de la moción y la propuesta de reforma legal que ella contiene, y observó que la actual normativa establece penas ínfimas para los internos en establecimientos penitenciarios que fabriquen, posean y porten armas, lo que importa una disuasión insuficiente para que tales armas no se empleen en hechos delictivos dentro de esas instituciones correccionales.


- La idea de legislar fue aprobada por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro.

- - - - - - -


El texto del proyecto de ley cuya aprobación en general se propone al Senado, es el siguiente:


 PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1° Introdúcese, a continuación del artículo 288 bis del Código Penal, un nuevo artículo 288 ter, del siguiente tenor:


"Artículo 288 ter.- El interno de un establecimiento penitenciario que fabrique, porte, tenga en su poder o proporcione a otro armas cortantes, punzantes o contundentes será castigado con la pena de presidio menor en su grado medio, sin perjuicio de las sanciones disciplinarias que establezca el Reglamento Carcelario. La misma pena se aplicará al interno que, dentro de alguno de los Centros de Privación de Libertad a que se refiere el artículo 43 de la Ley N° 20.084 sobre Responsabilidad Penal de los Adolescentes, realice alguna de las conductas antes señaladas, determinándose la pena con arreglo a lo dispuesto en dicha ley.


Se impondrá la pena de presidio menor en su grado máximo al que, sin estar autorizado, introduzca las armas a que se refiere el inciso anterior en un establecimiento penitenciario o en alguno de los Centros de Privación de Libertad a que se refiere el artículo 43 de la Ley N° 20.084 sobre Responsabilidad Penal de los Adolescentes.


Para los efectos del presente artículo no se considerarán armas los utensilios destinados exclusivamente al aseo personal y a la alimentación de los internos ni las herramientas de trabajo cuyo uso haya sido permitido por la autoridad respectiva."


Artículo 2°.- Introdúcese, a continuación del artículo 14 C de la Ley N° 17.798 sobre Control de Armas, un nuevo artículo 14 D, del siguiente tenor:


"Artículo 14 D.- Cuando los delitos establecidos en los artículos 9°, 10 y 11 de la presente ley se hayan cometido dentro de un establecimiento penitenciario o dentro de alguno de los Centros de Privación de Libertad a que se refiere el artículo 43 de la Ley N° 20.084 sobre Responsabilidad Penal de los Adolescentes, el tribunal podrá aumentarla pena en un grado. En todo caso, no podrá imponer únicamente la pena de multa".”.

- - - - - - -


Acordado en sesión celebrada el 9 de enero de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores José Antonio Gómez Urrutia (Presidente), Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández y Pedro Muñoz Aburto.


Valparaíso, 11 de enero de 2008

(Fdo.): FERNANDO SOFFIA CONTRERAS, Secretario de la Comisión 
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NUEVO SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN ECONOMÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DEL EX SENADOR SEÑOR BOMBAL QUE MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES PARA LIMITAR EL COBRO DE INTERESES, REGULAR LA SUBASTA HIPOTECARIA Y ENMENDAR EL RECURSO DE REVISIÓN

(3606-03)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de informaros, en trámite de nuevo segundo informe, el proyecto de ley enunciado en el rubro, iniciado en moción del ex Senador señor Carlos Bombal Otaegui.


La Sala del Senado, con fecha 06 de septiembre de 2005, acordó volver este proyecto a la Comisión, para que emita un nuevo segundo informe.


Con fecha 07 de agosto de 2007, se abrió un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto, hasta las 12 horas del 13 del mismo mes. Con fecha 11 de diciembre de 2007, la Sala acordó abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones, hasta el 17 de diciembre de 2007, a las 12:00 horas. Finalmente, con fecha 18 de diciembre de 2007, se acuerda abrir un nuevo plazo, hasta el 7 de enero de 2008, a las 12 horas.


A algunas de las sesiones en que la Comisión estudió este proyecto asistió, además de sus integrantes, el entonces Ministro de Economía, señor Alejandro Ferreiro.


Asimismo, a una o más de las sesiones asistieron, especialmente invitadas por la Comisión, las siguientes personas:


Del Ministerio de Economía: el asesor jurídico, señor Carlos Rubio. 

Del Ministerio de Justicia: el asesor jurídico, señor Cristián San Martin.


De la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras: el Director Jurídico señor Ignacio Errázuriz.

De la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras: el Gerente General, señor Alejandro Alarcón; el Fiscal señor José Manuel Montes; la economista señora Valeria Maira, y la abogada jefe del Banco Santander Santiago, señora María Teresa Hottar. 

- - -

Dejamos constancia de que, en este nuevo segundo informe, nos referiremos sólo a las indicaciones signadas con los números 2 y 9 bis N°s 1, 2, 3, 4, 5 y 6, remitiéndonos al segundo informe del que se dio cuenta en la Sala con fecha 17 de agosto del 2005, en lo no abordado en éste, respecto de las indicaciones signadas con los números 1, 3, 4, 5, 6, 7, 8 y 9 en cuanto a los acuerdos adoptados en relación a ellas y sus fundamentos.


Asimismo, hacemos presente, que el cuadro resumen que se inserta a continuación, sustituye al del segundo informe ya que se incluyen en él los acuerdos respecto de las nuevas indicaciones presentadas y su incidencia en el articulado del proyecto aprobado en el primer informe.

- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado: 

I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: letra d)  del artículo 2°, que pasa a ser 3°, letra b) del artículo 3°, que pasa a ser 4°.


II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: N°s 4, 5, 6, 7, 9, y 9 bis N°s 5 y 6.


III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: N°s 1, 2, 3, 9 bis N°s 1, 2 y 3.


IV.- Indicaciones rechazadas: N° 8.


V.- Indicaciones retiradas: 9 bis N° 4.

VI.-Indicaciones declaradas inadmisibles: Ninguna.
- - - 
DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Al iniciar la discusión particular para efectos de este nuevo segundo informe, el Honorable Senador señor Vásquez planteó cuales son los principales aspectos del mismo que estima es necesario abordar, los que motivaron su solicitud de que éste volviera a  Comisión. Al respecto precisó que, en su parecer, la fijación de costas personales del artículo 2° del proyecto aprobado por la Comisión, en segundo informe, es excepcional, pues no se estila que ellas sean determinadas por ley, y asimismo es excesiva, lo que constituye en su entender el principal defecto del proyecto. Por otra parte, le parecieron interesantes las reformas que se introducen en el juicio especial hipotecario de la Ley General de Bancos, pues mejora la situación del deudor hipotecario, colocándolo en una posición similar al deudor ejecutivo del Código de Procedimiento Civil.


Atendido lo expuesto, consideró necesario que se abra un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto, lo que se concretó, por acuerdo de Comités, de fecha 7 de agosto de 2007.


La Comisión estimó conveniente, previo a discutir en particular el proyecto, escuchar la opinión del algunos actores respecto a la materia.


El entonces Ministro de Economía, señor Alejandro Ferreiro, presente en una de las sesiones en que la Comisión estudió este proyecto, manifestó que, si bien no estaba en condiciones de dar a conocer una posición oficial del Ministerio respecto al proyecto, por no haber analizado el tema, preliminarmente le parecía que una iniciativa de esta naturaleza, específicamente en lo que se refiere a las modificaciones a la Ley General de Bancos, puede producir una alteración del riesgo de los instrumentos, que se colocan en diversos mercados. Este efecto previsible, por el hecho que se aumente la dificultad de recuperar el activo, es difícilmente cuantificable.


Ahora bien, en lo relativo a la tasación de los bienes para su enajenación forzada, claramente que es distinta al valor comercial de los mismos bienes. Si hay casos en que se fija un valor de licitación inferior a lo razonable, más bien cercano al saldo insoluto de la deuda, y frente a la imperfección de hecho que se produce en este aspecto en las subastas, estimó que se podría contemplar mecanismos de corrección. 


La Comisión también escuchó la posición en torno a la materia de la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras.


El Gerente General de la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras, señor Alejandro Alarcón, se refirió principalmente a aquellos temas que afectan especialmente al quehacer bancario nacional, y a otros aspectos del proyecto que afectan al sistema económico en general.

En primer término, dio la opinión de la entidad que representa, en relación a la modificación a la cláusula de aceleración  que contempla el artículo 1º del proyecto, mediante la reforma al artículo 105 de la Ley sobre Letras de Cambio y Pagarés, para evitar que en las cláusulas de aceleración se cobren intereses no devengados. Dicha norma le pareció innecesaria, por cuanto ello fue corregido de un modo general por la modificación que introdujo la ley N° 19.951 al artículo 30 de la ley Nº 18.010. En efecto, continuó,  en una oportunidad anterior ante la Comisión, el entonces Superintendente de Bancos, don Enrique Marshall, manifestó que el criterio que él aplicaba respecto de este tema en los bancos, era precisamente aquél que se introdujo por la ley N° 19.951, y por lo tanto los bancos siguen las normas que sobre el particular ha establecido la Superintendencia de Bancos.


Luego abordó las modificaciones propuestas por el proyecto, tendientes a que, en caso de subastas de bienes muebles e inmuebles, sean vendidas a un valor comercial, previa tasación. Manifestó que es buena inspiración, lo ideal es que la subasta fuese suficiente para pagar créditos impagos, sin embargo, el único mecanismo conocido para establecer el valor comercial de un determinado bien, es mediante el precio que se esté dispuesto a pagar por una cosa, en un mecanismo público e informado como lo es una pública subasta.


En relación a los artículos del proyecto que proponen aumentar el número de excepciones que puede oponer el deudor, en los procedimientos contemplados en el Título XIII de la Ley General de Bancos, estimó que ello conllevará la introducción de mayores costos al mercado hipotecario, con un claro perjuicio para el desarrollo del mercado de la vivienda, y con repercusiones evidentes en la construcción y el desarrollo inmobiliario. En efecto, continuó, el financiamiento al mercado de la vivienda tiene la particularidad de comprometer financiamientos a largos plazos y por cantidades importantes de dinero; lógicamente, una de las condiciones fundamentales para que esto pueda ocurrir, es la existencia de un mercado sólido, profundo y con los adecuados mecanismos de recuperación de fondos, permitiendo a los inversionistas acotar de manera más o menos precisa sus riesgos, y en consecuencia el precio que están dispuestos a pagar por su inversión. A lo largo del tiempo se ha podido apreciar los importantes beneficios de lo anterior para el país, expresado en la gran cantidad de viviendas que se ofrecen en la actualidad.


Conforme a lo expuesto, manifestó que, en opinión de la asociación gremial que representa, las modificaciones propuestas no coinciden con una orientación tendiente al desarrollo de estos mercados, pues el aumento del número de excepciones a interponer sólo hace más lentos y engorrosos los procedimientos, lo que atenta contra su filosofía y eficacia. Asimismo, tiende a hacer más incobrables las deudas, lo que sin lugar a dudas perjudica a los deudores, pues en la medida que los actores económicos perciban que será difícil cobrar en caso de no pago, reflejarán el mayor riesgo en el nivel de intereses o incluso, excluirán a algunos solicitantes de crédito de sus negocios, y los obligarán a acudir a créditos informales, lo que producirá un resultado más negativo que aquél que se trata de subsanar. Adicionalmente, estimó necesario tener presente, que las excepciones que hoy contempla la ley, permiten un adecuado resguardo de los legítimos derechos del deudor.

La dirección a la que apunta el proyecto no es la correcta, concluyó, y agregó que la única vía para profundizar los mercados, es introducir una mayor competencia entre los distintos actores, los cuales actuando bajo principios de transparencia y adecuados niveles de información, podrán brindar servicios más convenientes y de mayor calidad los clientes.


A continuación intervino el señor Ignacio Errázuriz, Director Jurídico de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, quien en primer término recordó la exposición de la Superintendencia, en relación al proyecto en estudio, el año 2005. En dicha oportunidad, expresó, se informó que, en general, no existían reparos a la iniciativa en comento, salvo en lo relativo a incluir como excepción, en la Ley General de Bancos, la concesión de prórrogas o esperas, pues  se presta para el uso de gestiones e incidentes dilatorios, “tinterilladas”, como por ejemplo, citar al Gerente General del Banco a fin de acreditar la causal. 


Se refirió luego a algunos aspectos específicos. Así, respecto de la indicación del Honorable Senador Vásquez, que propone modificar el artículo 103 de la Ley General de Bancos, a propósito del remate judicial de un inmueble hipotecado en garantía de un préstamo en letras de crédito, hizo presente que el actual procedimiento no admite sino 3 excepciones para el deudor como oposición a la ejecución: pago, prescripción y no empecer el título al ejecutado. Ahora bien, no se ve inconveniente en que se admitan las demás que resulten del artículo propuesto, pero reitera que sería recomendable no hacer aplicable la del N° 11 del artículo 464 del Código de Procedimiento Civil, la ya mencionada concesión de esperas o la prórroga del plazo, por las razones expuestas.  

Por otra parte, manifestó que es conveniente tener presente que la cartera de créditos hipotecarios con letras de crédito tiene un tratamiento especial en la ley, como contrapartida del pasivo que representan las letras de crédito emitidas, y así por ejemplo, en caso de liquidación forzosa de un banco, la cartera de créditos se licita separadamente y el banco adquirente se hace cargo del pago de las letras de crédito. El legislador, originalmente en la ley de la Caja de Crédito Hipotecario de 1855 que prácticamente se reprodujo, probablemente consideró conveniente reforzar este procedimiento especial de realización de la garantía hipotecaria, teniendo en cuenta que los bancos son instituciones reguladas, y proteger al mismo tiempo los intereses de los inversionistas institucionales en letras de crédito, que serían en definitiva los afectados si el precio de la cartera hipotecaria redujere el valor nominal de las letras, conforme al artículo 134, en relación con artículos 125 y 126 de la Ley General de Bancos.


En cuanto a la modificación propuesta al artículo 107 de la Ley General de Bancos, que lo haría aplicable genéricamente a todo “mutuo” o crédito con hipoteca, la Superintendencia no lo cree apropiado, ya que el Título XIII de la referida ley, del cual forma parte, se refiere a las operaciones hipotecarías con letras de crédito, el que después mediante ley N° 19.439, artículo 2°, se hizo extensible en cuanto al procedimiento de realización de las garantías a los mutuos endosables por tener muy similares características en plazos, dividendos y otros, pero nada tienen que ver un simple crédito con garantía hipotecaria, que son operaciones con lo que podemos denominar “recursos propios” de los bancos y que no tienen ninguna normativa especial y su servicio puede convenirse en cualquier modalidad.


Consultado por el Honorable Senador señor Orpis, el señor Errázuriz expresó que, en su opinión, no es necesario modificar la legislación actual sobre la materia.


El Honorable Senador señor Orpis manifestó que son dos los temas principales a resolver en este nuevo segundo informe. En primer termino, lo relativo a las excepciones que puede oponer el deudor hipotecario. En segundo lugar, la liquidación de los bienes, particularmente  en el juicio especial hipotecario, en que según la ley, el valor del bien a subastar equivale al monto de la deuda.


El señor Errázuriz precisó que el mínimo para la subasta no puede ser inferior al de liquidación del crédito, intereses y costas. 

En opinión del Honorable Senador señor Vásquez, la legislación actual es sesgadamente excepcional a favor de los Bancos, y se producen grandes inequidades.


El asesor jurídico del Ministerio de Economía, señor Carlos Rubio, manifestó que, en su oportunidad, dió a conocer la opinión del Ministerio en la materia. Lo que resulta preocupante, agregó, es que en lo relativo al mínimo para la subasta, en el juicio especial hipotecario se produce el absurdo que, a medida que el deudor hipotecario paga su crédito, baja el mínimo para el remate. 

Finalizadas las intervenciones, la Comisión se abocó al estudio de la indicación Nº 9 bis, nueva indicación presentada al proyecto, del Honorable Senador señor Vásquez, que en sus seis numerales, introduce nuevas modificaciones a mismo.  

ARTÍCULO 2°


Cabe hacer presente que el artículo 2° en estudio, no se encuentra contemplado en el proyecto de ley aprobado en general por el Senado. Se incorporó la referida norma en el texto proyecto aprobado en particular por la Comisión de Economía, al aprobarse la indicación Nº 2, del Honorable Senador señor Parra, y viene propuesto en el segundo informe.


El referido artículo 2° es del siguiente tenor:





Artículo 2°.- Agrégase, al inciso tercero del artículo 2º de la ley Nº 18.010, la siguiente oración final: “Las costas personales no podrán exceder de un 20% del capital adeudado, con un mínimo de una unidad de fomento mensual.”.

Reabierto el debate en torno a la indicación N° 2, del Honorable Senador señor Parra, la Comisión analizó la indicación N° 9 bis, numeral 1, del Honorable Senador señor Vásquez, que es para reemplazar, en la actual oración final que dice "exceder de un 20% del capital adeudado, con un mínimo de una unidad de fomento mensual” por: "exceder de un 5% del capital adeudado".

Al iniciar la discusión de esta indicación, la Comisión tuvo presente la opinión que hiciera llegar el asesor jurídico del Ministerio de Justicia, señor Cristián San Martin.


En su minuta, el señor San Martin estima pertinente mantener la redacción que alude a que las costas personales no podrán exceder de un 20% del capital adeudado con un mínimo de una UF mensual, en atención a que una mayor limitación a los honorarios de los abogados implicaría una defensa jurídica de menor calidad, dado que estos profesionales podrían llegar a percibir en su mayoría irrisorios emolumentos, lo cual redundaría en un grave daño a los deudores que cuentan con menores recursos económicos.


En discusión, el Honorable Senador señor Vásquez manifestó su desacuerdo con la opinión hecha presente, la que estimó, tiene una visión inversa a lo que efectivamente se está proponiendo.


La modificación propuesta por la moción, continuó, no perjudica, en caso alguno, a los ejecutados de menores recursos, pues precisamente son los ejecutados los que, en la gran mayoría de los casos, son condenados al pago de las costas del juicio.


En consecuencia, van a ser los ejecutantes, que en nuestro país son mayoritariamente los bancos, los que se van a ver afectados por esta norma. Estos bancos que, como es de público conocimiento, tienen departamentos de cobranza, en los que contratan a abogados jóvenes, con bajos honorarios, dirigidos a tramitar este tipo de juicios, y luego perciben el dinero por concepto de costas.

- En votación, la Comisión aprobó las indicaciones N°s 2 y 9 bis N° 1, con modificaciones, por la mayoría de sus miembros presentes, con el voto a favor de los Honorables Senadores señores Flores, Pizarro y Vásquez y el voto en contra del Honorable Senador señor Orpis.

ARTÍCULO 2°

(Pasa a ser artículo 3°)


El artículo 2° del proyecto aprobado en general por el Senado, que pasó a ser artículo 3° en el texto despachado en el segundo informe por esta Comisión, introduce en sus 6 letras, distintas modificaciones al Código de Procedimiento Civil.
Letra c)


La letra c) de la referida norma dispone, a la letra:


c) Deroga el inciso primero y sustituye el inciso segundo del artículo 486 por el siguiente, que pasa a ser inciso primero: “La tasación se practicará por un perito nombrado en la forma que dispone el artículo 414, haciéndose el nombramiento en la audiencia del segundo día hábil después de notificada la sentencia sin necesidad de nueva notificación.”

La indicación N° 9 bis, numeral 2, propone intercalar entre "tasación" y "se" la frase "de los inmuebles", y agregar la siguiente frase “Sustituir en el artículo 486 del Código de Procedimiento Civil, inciso tercero, que pasa a ser segundo, la frase "En el caso que la designación de peritos deba hacerla el tribunal," por "La designación de peritos".”.

Al iniciar es análisis de la indicación, la Comisión tuvo presente la opinión del Ministerio de Justicia al respecto, según consta en la minuta que hiciera llegar el abogado Cristián San Martín.


Al respecto, considera que resulta innecesaria la primera parte de la indicación, toda vez que del contexto del articulo 485 del Código de Procedimiento Civil se entienden contenidos este tipo de bienes al señalar, “Los demás bienes no comprendidos en los tres artículos anteriores”, dentro de los cuales, lógicamente, no se encuentran los inmuebles.



En discusión, el Honorable Senador señor Vásquez  explicó que, la primera parte de su indicación, sólo tiene por objeto precisar que son los bienes inmuebles y no de otro tipo de bienes, los objetos de la tasación. No obstante, si la Comisión estima que es una precisión innecesaria, se mostró de acuerdo con eliminar esa parte, en la medida que quede establecido en la historia de la ley que ese era el fin.


En relación a la segunda parte de la indicación, el Honorable Senador señor Vásquez hizo presente que se trata de una precisión del lenguaje jurídico, pues la designación de peritos siempre la hace el tribunal.

- En votación, la Comisión aprobó la indicación 9 bis N° 2, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Flores, Orpis, Pizarro y Vásquez. 

ARTÍCULO 3°

(Pasa a ser artículo 4°)





El artículo 3° del proyecto aprobado en general por el Senado, que pasó a ser artículo 4° en el texto despachado en segundo informe por esta Comisión, introduce en sus 5 letras, distintas modificaciones a la Ley General de Bancos:
Letra a)



La letra a) del referido artículo, dispone:


a) Sustituye el inciso segundo del artículo 98 por el siguiente: “El deudor podrá oponerse, dentro del plazo de diez días, al remate o a la entrega en prenda pretoria. Su oposición será admisible cuando se funde en alguna de las excepciones señaladas en el artículo 464 del Código de Procedimiento Civil, salvo la falta de capacidad del demandante, y la 5ª, 8ª y 15ª excepciones señaladas en dicha norma.”.


La indicación N° 9 bis, numeral 3, es para reemplazar "artículo 98" por "artículo 103" y eliminar la referencia a la excepción "5a".




En discusión, el autor de la indicación, Honorable Senador señor Vásquez, explicó a la Comisión que la primera parte tiene sólo por objeto corregir un error de referencia, pues el antiguo artículo 98 de la Ley General de Bancos, ha pasado a ser artículo 103 del texto actual.





La Comisión estuvo de acuerdo en aprobar esta parte de la indicación.





- En votación, a la Comisión aprobó la primera parte de la indicación 9 bis N° 3, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores Orpis, Pizarro y Vásquez.





Luego, la Comisión se abocó al análisis de la segunda parte de la indicación.


En relación a aquella parte que propone eliminar la referencia en el texto a la excepción quinta, el Honorable Senador señor Vásquez manifestó que el propósito de ello es ampliar el número de excepciones que puede oponer el deudor hipotecario, incluyendo la excepción quinta del artículo 464, del Código de Procedimiento Civil, esto es, el beneficio de excusión o la caducidad de la finaza.


Ello pues del análisis efectuado no aparece ninguna razón para que el deudor hipotecario no pueda invocar estas instituciones propias de la fianza.





En este punto, el Honorable Senador señor Orpis anunció su voto en contra de todas aquellas indicaciones que persigan aumentar el número de excepciones que puede oponer el deudor hipotecario. Ello pues le han hecho mucha fuerza los argumentos en ese sentido, vertidos en el seno de la Comisión, por parte del propio señor Ministro de Economía, como de la Asociación Chilena de Bancos e Instituciones Financieras.





El juicio hipotecario tiene, precisamente, la característica de ser un juicio expedito, agregó, y aumentar el número de excepciones que se pueden oponer merma ese aspecto. Ello va a traer consigo, inevitablemente, un encarecimiento de los créditos hipotecarios, el perjuicio lo van a sufrir los propios deudores a quienes se está intentando beneficiar.





Finalizó señalando que no quiere correr ningún riesgo en esta materia.





El Honorable Senador señor Vásquez manifestó que, para entender claramente este tema, hay que tener en consideración la forma como operan las letras hipotecarias. En este caso, a diferencia del mutuo hipotecario, donde el Banco presta dinero, el Banco sólo garantiza las letras; el Banco emite la letra hipotecaria y la coloca en el mercado. El adquirente de la letra hipotecaria es el que otorga el dinero. Generalmente es un tercero institucional, quien tiene la seguridad que si no le paga el deudor, el pago lo hará el Banco. No ve razón alguna para que las modificaciones que se proponen encarezcan el crédito en estos casos.





El Honorable Senador señor Orpis insistió en que las opiniones especializadas que se han manifestado en el seno de la Comisión, comenzando por la del Ministerio de Economía, han sido contrarias a estas modificaciones. A mayor número de excepciones se dificulta la ejecución, y eso se traduce en que se pueden encarecer los instrumentos.





El asesor del Ministerio de Economía, señor Carlos Rubio, recordó que el señor Ministro de Economía informó su opinión contraria a innovar sobre la materia. Estimó, en la misma línea, que si bien el Banco no es el que presta el dinero, cobra comisión y en definitiva opera el sistema, por lo que si corre un riesgo mayor, naturalmente ello va a generar repercusiones como un alza en la comisión.




- En votación, la Comisión rechazó la segunda parte de la indicación 9 bis N° 3, por la mayoría de sus miembros presentes, con el voto en contra de los Honorables Senadores señores Orpis y Pizarro, y el voto a favor del Honorable Senador señor Vásquez.




En una nueva sesión que celebró para estudiar este asunto, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, acordó reabrir el debate en torno a este punto. 





El Honorable Senador señor Vásquez manifestó que, estudiado el asunto, le parece razonable llegar a una solución intermedia, en lo que respecta a las excepciones que puede oponer el ejecutado en el juicio especial hipotecario, en consideración a los argumentos que manifestó el Honorable Senador señor Orpis en contra a que la norma se remitiera a lo prescrito en el artículo 464 del Código de Procedimiento civil, con algunas excepciones.





En este sentido, estimó que la excepción que contempla la Ley General de Bancos, denominada “No empecer el título al ejecutado”, es lo bastante amplia como para que en ella se puedan entender comprendidas gran parte de las excepciones del artículo 464, específicamente las perentorias, de modo que no se deje en una situación de indefensión al ejecutado.





No obstante, consideró necesario incluir expresamente, entre las excepciones que puede oponer el ejecutado en este tipo de juicios, la incompetencia del tribunal y la compensación. La primera, puesto que privar al ejecutado de impetrar la incompetencia relativa puede ocasionarle un tremendo gravamen, como sería el caso de un ejecutado que de acuerdo a las reglas generales de competencia, debe ser demandado en Valparaíso, y lo es en Punta Arenas.


El Honorable Senador señor Orpis estuvo de acuerdo con lo expuesto.


En consecuencia, la Comisión acordó reemplazar  el artículo 3, letra a), del texto aprobado en general por el Senado, por el siguiente:


“a) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 103 por el siguiente: “El deudor podrá oponerse, dentro del plazo de diez días, al remate o a la entrega en prenda pretoria. Su oposición será admisible cuando se funde en alguna de las siguientes excepciones:


1) La incompetencia del tribunal ante quien se haya presentado la demanda;






2) Pago de la deuda o compensación;



3) Prescripción;



4) No empecer el título al ejecutado.


- En votación, la Comisión aprobó el texto propuesto, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Flores, Orpis y Vásquez (Indicación N° 9 bis, numeral 3, con modificaciones, y artículo 121 del Reglamento del Senado).
Letra b)

La letra b) del artículo 3° del proyecto aprobado en general por el Senado, prescribe:


“b) Sustituye el inciso tercero del artículo 98 por el siguiente: “La excepción de no empecer el título al ejecutado deberá fundarse en algún antecedente escrito y aparecer revestida de fundamento plausible. Si no concurrieren estos requisitos, el tribunal la desechará de plano.”.”.

La indicación N° 9 bis, numeral 4, propone reemplazar después de los dos puntos la frase "La excepción de no empecer el título al ejecutado deberá fundarse" por "Podrá interponerse, además, la excepción de no empecer el título al ejecutado la que deberá fundarse”.


--El Honorable Senador señor Vásquez retiró esta indicación, atendidas las modificaciones aprobadas precedentemente.

Letra c)


La letra c) de la referida norma, dispone, a la letra:


“c) Sustituye el inciso 4º del artículo 99 por el siguiente: “El mínimo y las demás  condiciones del remate serán fijadas por el juez a propuesta del banco; pero el mínimo para el primer remate no podrá ser inferior al valor de tasación actual de la propiedad hipotecada.”.”.

La indicación N° 9 bis, numeral 5, es para reemplazar el texto propuesto que sustituye el inciso 4° del artículo 104 de la Ley General de Bancos (antes 99), por el siguiente nuevo párrafo: "Las condiciones del remate serán fijadas por el juez a propuesta del banco. El avalúo del inmueble o la adjudicación del mismo por el acreedor se regulará por los artículos 486 y 499 del Código de Procedimiento Civil.”.

En la minuta que hiciera llegar el Ministerio de Justicia, formulando observaciones en relación al proyecto de ley en estudio, se estima que no es conveniente reemplazar el texto del proyecto que sustituye el inciso 4° del articulo 104 de la Ley General de Bancos, principalmente en lo referido al avalúo del inmueble o a la adjudicación del mismo por el acreedor, instituciones que pasarían a regularse por los artículos 486 y 499 del Código de Procedimiento Civil relativos a la tasación general de inmuebles, ello, en atención a que existiría una mayor certeza respecto del eventual producto de la subasta al asegurar en la ley un mínimo no inferior al valor de tasación actual del bien hipotecado, lo que llevado a los supuestos establecidos en el citado Código, perjudicaría a los deudores hipotecarios al verse sus créditos solucionados en una menor proporción.

En discusión, el entonces Ministro de Economía, señor Alejandro Ferreiro, se mostró de acuerdo con lo propuesto por la indicación.


Asimismo, el asesor del Ministerio de Economía, señor Carlos Rubio, se mostró favorable a esta modificación, por cuanto se trata de aplicar el valor comercial de los inmuebles.


El Honorable Senador señor Vásquez manifestó que, de acuerdo al texto aprobado en general por el Senado, resultaba factible que, en caso de no rematarse o adjudicarse la propiedad en el primer remate, se volviera a la norma general del juicio especial hipotecario, en circunstancia que el sentido que se quería dar a esta norma era otro. Por ello resulta mejor hacer aplicable las normas del Código de Procedimiento Civil en la materia, que regulan la hipótesis de un segundo, tercer o más remates.




- En votación, la Comisión aprobó la indicación Nº 9 bis Nº 5, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Flores, Orpis y Vásquez.
Letra e)

La letra e) de la referida norma, dispone:


“e) Agrega al artículo 102 el siguiente inciso segundo: “El procedimiento de que trata este título sólo es aplicable para el cobro de letras de crédito y se le aplicarán como normas supletorias las del Título I del Libro III del Código de Procedimiento Civil y las disposiciones comunes a todo procedimiento.”.”.


La indicación N° 9 bis, numeral 6, propone incorporar en el texto propuesto que agrega al artículo 102 un inciso segundo, entre la palabra "crédito" y la letra "y", la frase "o mutuos hipotecarios".

En discusión, el Honorable Senador señor Vásquez se refirió brevemente a la diferencia esencial entre un mutuo hipotecario y las letras hipotecarias, que no es otra que quién presta el dinero. En el caso del mutuo, el dinero lo presta el banco, en cambio tratándose de las letras, el dinero es de un tercero, y el banco sólo sirve de garante.


El ex Ministro de Economía, señor Alejandro Ferreiro, coincidió con lo expuesto, y agregó que existen otras repercusiones, pero más bien de orden interno de los bancos.


El Honorable Senador señor Vásquez agregó que, en consideración a lo anterior, lo más lógico es que este procedimiento especial sea aplicable en ambos casos. En efecto, continuó, siempre ha  sido así, pero ocurre que el proyecto aprobado en general por el Senado contiene una mención expresa a las letras hipotecarias, y por ende, si no se aprobara una norma como la que él propone, podría entenderse que el propósito fue excluir a los mutuos hipotecarios, lo que no es en absoluto efectivo. 



- En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 9 bis N°6, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Flores, Orpis y Vásquez.
- - -

MODIFICACIONES PROPUESTAS



En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, y los que constan en el Segundo Informe, vuestra Comisión de Economía tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley aprobado en general por el Senado, con las siguientes modificaciones:
ARTÍCULO 1°



- Reemplazarlo por el siguiente: 



“ARTÍCULO 1°.- Agrégase al artículo 105, de la ley N° 18.092 sobre Letras de Cambio y Pagarés, el siguiente inciso tercero, nuevo: “En este caso será aplicable lo dispuesto en el artículo 30, de la ley N° 18.010 sobre Operaciones de Crédito de Dinero.”.”. (Aprobado por unanimidad (3x0). (Indicación Nº 1, con modificaciones).

- - -


- 
Intercalar, a continuación del artículo 1º, el siguiente artículo 2º, nuevo:



“ARTÍCULO 2º.- Agrégase, al inciso tercero del artículo 2º de la ley Nº 18.010, la siguiente oración final: “Las costas personales no podrán exceder de un 5% del capital adeudado, con un mínimo de una unidad de fomento mensual.”.”. (Mayoría) (3x1) (Indicaciones Nº s 2 y N° 9 bis Nº 1, con modificaciones). 
- - -

ARTÍCULO 2°

(Pasa a ser ARTÍCULO 3°)

Letra a)




- Sustituirla por la siguiente: “Elimínase, en el artículo 482, la frase “siempre que sea posible, sin necesidad de tasación”; y agrégase un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor: “Es un deber de los martilleros vender los bienes muebles embargados a su valor comercial. Para tal efecto el martillero hará una estimación fundada del valor comercial de los bienes embargados, la que podrá ser impugnada en la forma y plazos establecidos en el inciso final del artículo 486, resolviendo el Tribunal conforme lo dispuesto en el artículo 487”.”. (Aprobado por unanimidad). (5x0). (Indicación Nº 3, con modificaciones).

Letra b)





- Eliminar las palabras “y responsabilidad”. (Aprobado por unanimidad). (5x0). (Artículo 121 del Reglamento del  Senado).

Letra c) 

- Reemplazar la primera oración, por la siguiente: 





“En el artículo 486, derógase el inciso primero;  sustitúyese el inciso segundo, que pasa a ser primero, por el siguiente: (Aprobado por unanimidad). (4x0). (Artículo 121 del Reglamento del  Senado).


- Agregar, a continuación del punto, que pasa a ser coma, la siguiente frase “ y reemplázese en el inciso tercero, que pasa a ser segundo, la frase "En el caso que la designación de peritos deba hacerla el tribunal," por "La designación de peritos".”.


(Aprobado por Unanimidad). (4x0). (Indicación 9 bis Nº 2, con modificaciones)
Letra e)





- Suprimirla. (Aprobado por unanimidad). (3x0). (Indicaciones N°s 4 y 5).

Letra f)




- Suprimirla. (Aprobado por unanimidad). (3x0). (Indicaciones N°s 6 y 7).

ARTÍCULO 3°
(PASA A SER ARTÍCULO 4°)
Letra a)




 
- Reemplazar el artículo 3, letra a), por el siguiente:





“a) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 103 por el siguiente: “El deudor podrá oponerse, dentro del plazo de diez días, al remate o a la entrega en prenda pretoria. Su oposición será admisible cuando se funde en alguna de las siguientes excepciones:





1) La incompetencia del tribunal ante quien se haya presentado la demanda;







2) Pago de la deuda o Compensación;





3) Prescripción;





4) No empecer el título al ejecutado.





(Aprobado por unanimidad). (3x0). (Indicación 9 bis Nº 3, con modificaciones, y artículo 121 del Reglamento del Senado).

Letra c)





- Reemplazar el texto propuesto, por el siguiente:


"Las condiciones del remate serán fijadas por el juez a propuesta del banco. El avalúo del inmueble o la adjudicación del mismo por el acreedor se regulará por los artículos 486 y 499 del Código de Procedimiento Civil.”.


(Aprobado por unanimidad). (3x0). (Indicación 9 bis Nº 5)

Letra e)





- Incorporar, entre la palabra "crédito" y la letra "y" la frase "o mutuos hipotecarios".

(Aprobado por unanimidad). (4x0). (Indicación 9 bis Nº 6)

ARTÍCULO 4°





- Suprimirlo. (Aprobado por unanimidad). (3x0). (Indicación N° 9).

- - -





En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY: 





ARTÍCULO 1º.- Agrégase al artículo 105, de la ley N° 18.092 sobre Letras de Cambio y Pagarés, el siguiente inciso tercero, nuevo: “En este caso será aplicable lo dispuesto en el artículo 30, de la ley N° 18.010 sobre Operaciones de Crédito de Dinero.”.





ARTÍCULO 2°.- Agrégase, al inciso tercero del artículo 2º de la ley Nº 18.010, la siguiente oración final: “Las costas personales no podrán exceder de un 5% del capital adeudado, con un mínimo de una unidad de fomento mensual.”.




ARTÍCULO 3º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código de Procedimiento Civil:





a) Elimínase, en el artículo 482, la frase “siempre que sea posible, sin necesidad de tasación”; y agrégase un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor: “Es un deber de los martilleros vender los bienes muebles embargados a su valor comercial. Para tal efecto el martillero hará una estimación fundada del valor comercial de los bienes embargados, la que podrá ser impugnada en la forma y plazos establecidos en el inciso final del artículo 486, resolviendo el Tribunal conforme lo dispuesto en el artículo 487.”.





b) Agrégase al final del artículo 484 el siguiente inciso: “El depositario y el corredor tienen el mismo deber que el martillero en las ventas que efectúen”.


c) En el artículo 486, derógase el inciso primero; sustitúyese el inciso segundo, que pasa a ser primero, por el siguiente:“La tasación se practicará por un perito nombrado en la forma que dispone el artículo 414, haciéndose el nombramiento en la audiencia del segundo día hábil después de notificada la sentencia sin necesidad de nueva notificación.”, y reemplázese en el inciso tercero, que pasa a ser segundo, la frase "En el caso que la designación de peritos deba hacerla el tribunal," por "La designación de peritos".”




d) Sustitúyese en el artículo 499, 1ª, la expresión “dos tercios” por “ochenta por ciento”; y en la 2ª, la expresión “de una tercera parte” por “del veinte por ciento”.





ARTÍCULO 4º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley General de Bancos:





a) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 103 por el siguiente: “El deudor podrá oponerse, dentro del plazo de diez días, al remate o a la entrega en prenda pretoria. Su oposición será admisible cuando se funde en alguna de las siguientes excepciones:





1) La incompetencia del tribunal ante quien se haya presentado la demanda;








2) Pago de la deuda o compensación;





3) Prescripción;





4) No empecer el título al ejecutado.





b) Sustitúyese el inciso tercero del artículo 103 por el siguiente: “La excepción de no empecer el título al ejecutado deberá fundarse en algún antecedente escrito y aparecer revestida de fundamento plausible. Si no concurrieren estos requisitos, el tribunal la desechará de plano.”.


c) Sustitúyese el inciso 4º del artículo 99 por el siguiente: “Las condiciones del remate serán fijadas por el juez a propuesta del banco. El avalúo del inmueble o la adjudicación del mismo por el acreedor se regulará por los artículos 486 y 499 del Código de Procedimiento Civil.”.





d) Sustitúyese el inciso primero del artículo 106 por el siguiente: “Los subastadores de propiedades en juicios regidos por el procedimiento que señala esta ley no estarán obligados a respetar los arrendamientos que las afecten, salvo que los arrendamientos hayan sido otorgados por escritura pública inscrita en el Conservador de Bienes Raíces respectivo con antelación a la hipoteca del banco o autorizados por éste, o que hubiere una norma especial de acuerdo a la naturaleza de la propiedad de que se trate que obligue respetarlos.”.




e) Agrégase al artículo 107 el siguiente inciso segundo: “El procedimiento de que trata este título sólo es aplicable para el cobro de letras de crédito o mutuos hipotecarios y se le aplicarán como normas supletorias las del Título I del Libro III del Código de Procedimiento Civil y las disposiciones comunes a todo procedimiento.”. “.
- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 08 de agosto de 2006, 16 de enero, 7 y 28 de agosto, 9 de octubre, 13 de noviembre, 4, 11 y 18 de diciembre, todos del 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Orpis Bouchon (Presidente) y señores José García Ruminot, Fernando Flores Labra, Jorge Pizarro Soto y Guillermo Vásquez Ubeda.

Sala de la Comisión, a 14 de enero de 2008.

(Fdo.): PEDRO FADIC RUIZ, Abogado Secretario de la Comisión
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN ECONOMÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.983 Y EL DECRETO LEY Nº 825,  CON EL OBJETO DE FACILITAR LA FACTORIZACIÓN DE FACTURAS POR PEQUEÑOS Y MEDIANOS EMPRESARIOS

(4928-26)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de presentaros su segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en moción de los Honorables Diputados señoras Clemira Pacheco Rivas y Denise Pascal Allende y señores Sergio Bobadilla Muñoz, Rodrigo González Torres, Enrique Jaramillo Becker, Juan Masferrer Pellizzari, Ignacio Urrutia Bonilla, Mario Venegas Cárdenas y Samuel Venegas Rubio.


La sala del Senado  aprobó en general el proyecto de la referencia, con fecha 13 de noviembre de 2007, fijando como plazo para presentar indicaciones, el 3 de diciembre de 2007. Con posterioridad, la Sala del Senado acordó abrir los siguientes nuevos plazos para presentar indicaciones, el 4 de diciembre, hasta las 12 horas del 10 de diciembre, de 2007; el 11 de diciembre, hasta las 12 horas del 17 de diciembre, de 2007; y finalmente  el 18 de diciembre de 2007, hasta las 12 horas del 7 enero de 2008.


A una de las sesiones en que la Comisión estudió este asunto asistieron, además de sus integrantes, el Ministro de Economía, señor Hugo Lavados, y el ex Ministro de Economía, señor Alejandro Ferreiro. 

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

El número 2, ex número 1, letra b), y el número 3, ex número 2, del artículo único, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, conforme lo dispuesto en el artículo  77 de la Carta Fundamental, por lo que deben ser aprobados por las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, de acuerdo a lo prescrito por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente: 


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: Nº s 3 (ex 2), y 4 (ex 3), del artículo único.


II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 2 bis.


III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: Nº s 1, 2 y 2 ter.

IV.- Indicaciones rechazadas: No hay.

 V.- Indicaciones retiradas: Nº 3 y 3 bis.

 VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: Ninguna.
DISCUSIÓN EN PARTICULAR


El texto del proyecto aprobado en general por el Senado consta de un artículo único, con tres numerales, por los que se introduce diversas enmiendas a la ley Nº 19.983, que regula la transferencia y otorga mérito ejecutivo a copia de la factura.
ARTÍCULO ÚNICO

Nº 1

El numeral 1° del artículo único, del proyecto aprobado en general por el Senado, en sus letras a) y b), modifica el artículo 4° de la ley Nº 19.883, en los siguientes términos:


“a) Modifícase la letra b) del inciso primero de la siguiente forma:


i) Suprímese la frase “y del nombre completo, rol único tributario y domicilio del comprador o beneficiario del servicio”.


ii) Agrégase a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), el siguiente párrafo: "Para estos efectos, el propio emisor de la factura podrá completar las demás menciones antes señaladas.".


b) Reemplázase su inciso final, por el siguiente:


"Se prohíbe todo acuerdo, convenio, estipulación o actuación de cualquier naturaleza que limite, restrinja o prohíba la libre circulación de un crédito que conste en una factura. Asimismo, queda prohibida la retención, destrucción, inutilización u ocultamiento de la copia cedible de la factura, así como la no entrega del recibo señalado en la letra c) del artículo 5°. En caso de infracción, el juzgado de policía local correspondiente al domicilio del infractor aplicará una pena en favor del afectado, por el monto equivalente a dos y hasta cinco veces el valor de la o las facturas objeto de la infracción. El propio afectado, cualquier interesado o las asociaciones gremiales que agrupen a empresarios de cualquier tipo, podrán incoar la acción judicial tendiente a la aplicación de esta sanción, la que será conocida por el tribunal conforme a las disposiciones de la ley Nº 18.287.".”.

El referido artículo 4° de la ley Nº 19.883, prescribe, a la letra:


“Artículo 4º.- La copia de la factura señalada en el artículo 1º, quedará apta para su cesión al reunir las siguientes condiciones:

a) Que haya sido emitida de conformidad a las normas que rijan la emisión de la factura original, incluyendo en su cuerpo en forma destacada la mención "cedible", y


b) Que en la misma conste el recibo de las mercaderías entregadas o del servicio prestado, con indicación del recinto y fecha de la entrega o de la prestación del servicio y del nombre completo, rol único tributario y domicilio del comprador o beneficiario del servicio e identificación de la persona que recibe, más 

la firma de este último.

En caso de que en la copia de la factura no conste el recibo mencionado, sólo será cedible cuando se acompañe una copia de la guía o guías de despacho emitida o emitidas de conformidad a la ley, en las que conste el recibo correspondiente. Para estos efectos, el emisor de la guía o guías de despacho deberá extender una copia adicional a las que la ley exige, con la mención "cedible con su factura".


Para los efectos previstos en la letra b) y en el inciso anterior, se presume que representa al comprador o beneficiario del servicio la persona adulta que reciba a su nombre los bienes adquiridos o los servicios prestados.


Toda estipulación que limite, restrinja o prohíba la libre circulación de un crédito que conste en una factura se tendrá por no escrita.”.

A este numeral se refieren las indicaciones Nº s 1, 2, 2 bis y 2 ter.


La indicación Nº 1, del Honorable Senador señor García, propone reemplazar la letra a) del numeral 1, del artículo único, por la siguiente:


“a) Agrégase, a continuación del punto final (.) de la letra b), que pasa a ser seguido, lo siguiente:


“En el evento que se omitiere consignar en el acto de recibo el nombre completo, rol único tributario o domicilio del comprador o beneficiario del servicio, se presumirá que son los que se consignan en la factura. Por su parte, si se omitiere consignar el recinto de entrega, se presumirá entregado en el domicilio del comprador o beneficiario del servicio señalado en la factura.”.”

En discusión, el Honorable Senador señor García manifestó que el propósito de la indicación es evitar que, por razones tales como olvido, negligencia o simple error, la omisión de las referidas menciones en una factura, afecten su carácter de cedible. Por ello se propone establecer una presunción de veracidad a este respecto, de los datos consignados en la factura.


Se busca en definitiva evitar que, por medio de resquicios, se impida la cesión de la factura y que ella tenga mérito ejecutivo.


El asesor jurídico del Ministerio de Economía, señor Carlos Rubio, se mostró de acuerdo con lo planteado. Recordó que conforme a las normas que regulan las menciones de la factura, contenidas en el decreto supremo Nº 55 de 1977, del Ministerio de Hacienda, ella debe contener los citados datos. La ley Nº 19.983 es redundante en ese sentido, al exigir que en el comprobante correspondiente se consignen esas menciones, por ello durante el primer trámite constitucional del proyecto en estudio se optó por eliminar la exigencia de las mismas. No obstante, le pareció más acertada la propuesta del Honorable Senador señor García.


El Honorable Senador señor Orpis destacó que se trata de una presunción simplemente legal, por lo que admite prueba en contrario.


El Honorable Senador señor Vásquez también manifestó su acuerdo con lo propuesto. Formuló una observación de carácter formal, en orden a omitir, después del punto seguido, las palabras “Por su parte”, con lo que la Comisión estuvo de acuerdo.


--En votación, la Comisión aprobó la indicación Nº 1, con una modificación, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Flores, García, Orpis y Vásquez.


La indicación Nº 2, también del Honorable Senador señor García, por su parte, es para reemplazar la letra b) del referido numeral, por la siguiente:


“b) Reemplázase en su inciso final, el punto final por una coma, seguida de lo siguiente: “siéndole además, inoponibles a los cesionarios de facturas, las compensaciones legales o convencionales que pudieran haber sido válidamente aplicables respecto del dueño original y el cedentes de aquéllas, cuando corresponda, como asimismo cualquier otra excepción fundada en relaciones personales con el cedente de la misma. Sólo serán oponibles al cesionario de una factura, las prendas que éste haya conocido y expresamente aceptado, como asimismo aquellas garantías, embargos o prohibiciones que hayan sido notificados judicialmente al cesionario.”.”.


En discusión, el Honorable Senador señor Orpis manifestó que el objetivo de la Comisión, en torno al que habría consenso, apunta a independizar la factura del negocio causal. Ello permitiría a las pymes y mipymes un mayor acceso al crédito y una mayor liquidez.


El señor Carlos Rubio manifestó que el Ejecutivo está de acuerdo en avanzar en esa línea, es decir, que una factura bien emitida pueda transformarse en un título de crédito independiente.


En el mismo sentido, el Honorable Senador señor Vásquez estimó que el título, en este caso la factura, se transformaría en un título abstracto.


En su entender, la indicación del Honorable Senador señor García apunta en dicho sentido, aún cuando mantiene algún grado de relación causal.


El Honorable Senador señor Orpis subrayó que la idea es que cuando una factura esté irrevocablemente aceptada, no se puedan oponer estas excepciones de carácter personal, a fin de facilitar su circulación.


El señor Rubio señaló que, si bien la indicación del Honorable Senador señor García va en la dirección correcta, la ubicación que propone no es la adecuada. Esta disposición debiera incorporarse al artículo 3° de la ley, que establece las condiciones para que una factura se entienda como irrevocablemente aceptada.


El Honorable Senador señor Vásquez consideró que el texto propuesto es reiterativo, contiene un pleonasmo, pues las compensaciones legales o convencionales son precisamente excepciones de carácter personal. Es necesario afinar la redacción, concluyó. La idea es que la norma sea de carácter general y abarque todas las excepciones personales que se hubiesen podido oponer al dueño y a los anteriores tenedores de la factura, que no se limitan a la compensación sino que, a modo de ejemplo, también podría ser la nulidad en la relación causal; las únicas excepciones que debieran poder oponerse son las que emanan del título mismo.


La Comisión concordó con lo anterior y estimó pertinente tanto ubicar la norma como inciso segundo del artículo 4°, como mejorar su redacción.


--En votación, la Comisión aprobó la indicación Nº 2, con modificaciones, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Flores, García, Orpis Pizarro y Vásquez.


Las indicaciones Nºs 2 bis, 2 ter y 3, fueron presentadas por el Honorable Senador señor Vásquez, y se refieren a la letra b), del numeral 1, del artículo único del proyecto.


La indicación Nº 2 bis propone reemplazar, en la tercera oración del inciso propuesto, la frase “en favor del afectado,” por “en favor del requirente,”.

En discusión, la Comisión, en primer término, estimó procedente sustituir la voz “pena” contenida en el inciso, por “indemnización”.


El Honorable Senador señor Vásquez hizo presente que, en los hechos, resulta difícil que sea el propio afectado quien efectúe el reclamo, por temor u otras razones, por ejemplo para no tener problemas con su adquirente. Por ello resulta indispensable que la legitimación activa se extienda a otras personas, tal como lo dispone la norma, y, en este sentido, que la pena que determine el Juez de Policía Local ceda en favor del requirente, término más amplio que comprende tanto al afectado requirente cuanto a los otros titulares de la acción.


--En votación, la Comisión aprobó la indicación Nº 2 bis, con una modificación, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Flores, García, Orpis Pizarro y Vásquez.


La indicación Nº 2 ter, es para agregar, al inciso propuesto, la siguiente oración final: “Para efectos de la percepción de la pena, el afectado requirente preferirá a cualquier interesado y éste, si tuviera interés económico comprometido previo al reclamo, a las asociaciones gremiales respectivas.”.


El Honorable Senador señor Vásquez manifestó que lo propuesto complementa lo ya preceptuado, pues establecido que existe más de un titular de la acción, es natural determinar que unos precedan a otros en la percepción de la indemnización.


El entonces Ministro de Economía, señor Alejandro Ferreiro, se manifestó, en principio, de acuerdo con el tenor de la indicación. Resaltó la importancia de dejar establecido que el interesado al que se hace referencia, que eventualmente podrá incluso percibir una indemnización, es una persona que tiene un interés patrimonial en el asunto, y no meramente moral u de otra índole.


El Honorable Senador señor Vásquez coincidió con lo anterior, y dio algunos ejemplos en que una persona pudiese tener un interés económico involucrado, como es el caso de un tercero titular de una acción oblicua.


Se planteó en el seno de la Comisión el tema de la legitimación activa en este caso. El proyecto contempla tres legitimados activos: el afectado; aquél con un interés económico, y finalmente, las asociaciones gremiales.


El Honorable Senador señor García planteó, a este respecto, la posibilidad de ampliar esta titularidad a otro tipo de organizaciones, representativas de los afectados. Agrupaciones de artesanos mapuches, hortalizeros mapuches, en general a la gente que desarrolla actividades productivas de tipo económico.


El Honorable Senador señor Pizarro, en la misma línea, se refirió a que, en su región, las organizaciones de pescadores, que tienen una actividad económica, productiva, están organizados en tres niveles: sindicatos, asociaciones y en algunos casos pequeñas empresas, y que comercializan individual y colectivamente. Si no se modifica la norma, ellos no podrían intentar la acción, por ejemplo a través de su sindicato.


 El ex Ministro de Economía, señor Alejandro Ferreiro, manifestó que sería un tema a analizar, siempre bajo la premisa que esas entidades tengan personalidad jurídica. Se trataría de entidades representativas del afectado. Hay que ser cuidadosos en esta materia, resaltó, pues la idea no es abrir la opción a cualquiera.


El Honorable Senador señor García coincidió con lo expuesto. No podría accionar, por ejemplo, una junta de vecinos.


Recogiendo lo expuesto, la Comisión acordó que, además de los titulares ya contemplados, se incluya a otras agrupaciones que representen a emprendedores, siempre que gocen de personalidad jurídica. Para efectos de lo anterior, resolvió aprobar, con modificaciones, la indicación N° 2 ter, y asimismo modificar la oración final de la letra b) aprobada en general por el Senado, en el sentido señalado.


--En votación, la Comisión aprobó la indicación Nº 2 ter, con modificaciones, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Flores, García, Orpis Pizarro y Vásquez. Asimismo aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Flores, García, Orpis Pizarro y Vásquez, sustituir en la oración final de la citada letra b),  la frase “o las asociaciones gremiales que agrupen a empresarios de cualquier tipo”, por  “, y las asociaciones gremiales u otras que representen a empresarios de cualquier tipo, siempre que gocen de personalidad jurídica”.

La indicación N°3, del Honorable Senador señor Vásquez, para agregar como nuevos incisos finales, de la citada letra b),los siguientes, nuevos:


“A requerimiento de una bolsa de productos agropecuarios –únicas entidades bursátiles autorizadas para transar facturas-, o bien a requerimiento de un corredor de estas bolsas, los pagadores de facturas a que se refiere el artículo Nº 4 de la ley Nº 19.220, deberán certificar por escrito o bien por medios electrónicos, con relación a las facturas que se les detallen, la efectividad de los siguientes hechos:



a) Que las facturas son auténticas y dan cuenta de la venta de los productos o prestaciones de servicios descritos en ellas;

b) Que las facturas fueron debidamente recibidas, recepcionadas e ingresadas en los registros del pagador y, por ende, se encuentran irrevocablemente aceptadas;

c) Que los productos o servicios facturados fueron recibidos y aceptados a satisfacción;

d) Que de encontrarse vigente, el pagador renuncia al plazo de 8 días establecido en el artículo 3º de esta ley o a cualquier otro de mayor extensión que se hubiere convenido, para rechazar las facturas;

e) Que el importe de las facturas será pagado por el monto de que den cuenta y en la respectiva fecha de vencimiento de la factura;

f) Que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 10 de esta ley y en el artículo 1.902 del Código Civil, el deudor de las facturas acepta expresa y anticipadamente todas y cada una de las cesiones que de ellas se efectúen, a favor de una bolsa de productos agropecuarios.


La certificación deberá emitirse por el deudor de las facturas dentro del plazo de 4 días hábiles siguientes, a la fecha de envío por correo certificado del requerimiento escrito. La sanción por el incumplimiento a esta obligación, podrá ser denunciada por el requirente y se sujetará al procedimiento y multas establecidos en el párrafo final de la letra c) del artículo 5º de esta ley.”.


Esta indicación fue retirada por su autor.
° ° °

La indicación Nº 3 bis, del Honorable Senador señor Vásquez, propone intercalar, a continuación del Nº 1, el siguiente número nuevo:


“...- Agrégase el siguiente artículo 4º bis nuevo:


“Artículo 4º bis.- A requerimiento de cualquier entidad bursátil o financiera, de un corredor de bolsa o de una institución financiera que tenga por giro la operación de descuento de títulos de crédito, con relación a las facturas que se les detallen los pagadores de facturas deberán certificar por escrito o bien por medios electrónicos, la efectividad de los siguientes hechos:


a) Que las facturas son auténticas y dan cuenta de la venta de los productos o prestaciones de servicios descritos en ellas;

b) Que las facturas fueron debidamente recibidas, recepcionadas e ingresadas en los registros del pagador y, por ende, se encuentran irrevocablemente aceptadas;

c) Que los productos o servicios facturados fueron recibidos y aceptados a satisfacción;

d) Que de encontrase vigente, el pagador renuncia al plazo de 8 días establecido en el artículo 3º de esta ley o a cualquier otro de mayor extensión que se hubiere convenido, para rechazar las facturas;

e) Que el importe de las facturas será pagado por el monto de que den cuenta y en la respectiva fecha de vencimiento de la factura.


La certificación deberá emitirse por el deudor de las facturas dentro del plazo de 4 días hábiles siguientes, a la fecha de envío por correo certificado del requerimiento escrito. La sanción por el incumplimiento a esta obligación, podrá ser denunciada por el requirente y se sujetará al procedimiento y multas establecidos en el párrafo final de la letra c) del artículo 5º de esta ley.


La cesión de las facturas reconocidas de conformidad al presente artículo se regirá por las normas del endoso de la ley Nº 18.092, debiendo contener necesariamente las menciones referidas en el artículo 22 de la misma, podrán ser avaladas en los términos de su Párrafo 4º y quedarán obligadas a su pago las personas a que se refieren las disposiciones de dicho cuerpo legal.”.”.


El Honorable Senador señor Vásquez, en primer término, manifestó que, atendida las implicancias que tiene, resulta mejor eliminar la referencia a otras entidades financieras.


En lo relativo a las entidades bursátiles o corredores de Bolsa, destacó que si bien hoy en día la Bolsa de Productos Agropecuarios es la única autorizada para transar facturas, nada impide que en el futuro a otras Bolsas se le permitiere operar con facturas. Por ello la norma es general en este ámbito.


En discusión, el entonces Ministro de Economía, señor Alejandro Ferreiro, manifestó que la norma propuesta, si bien busca un objetivo loable, que es otorgar certeza jurídica a la factura, es decir, de que no va a ser cuestionado, en definitiva puede transformarse en un procedimiento excesivamente engorroso. 


En relación a quienes pueden solicitar esta certificación, consideró que, de establecerse, es razonable que esta mayor certeza que se otorgaría, se extendiera también al factoring. Con ello se beneficia a la pyme y su liquidez. Pero reiteró la enorme carga que ello conlleva. Sería necesario hacer una evaluación económica de costo-beneficio, de estas obligaciones que se imponen al aceptante de certificar.


Asimismo estimó que hay aspectos que no resultan claros, como por ejemplo, si un pagador de factura se puede excepcionar de otorgar el certificado en el plazo indicado, invocando que atendida la naturaleza de la mercancía, no ha sido posible revisarla aún, o es necesario esperar para garantizar que no existan ciertos vicios. Se puede generar un conflicto en torno a cuán lícita es la razón para no emitir un certificado. Lo anterior es importante, pues la norma propuesta es bastante dura, si no certifica dentro del plazo de 4 días hábiles, se le podrá aplicar una sanción.


El texto propuesto por la indicación, continuó, resulta beneficioso particularmente en el caso de la Bolsa de Productos Agropecuarios, pero no ocurre lo mismo en el caso de las empresas de factoring.


En definitiva, precisó, con el artículo que se pretende incorporar, estableciendo la obligatoriedad de certificar, y de incluir en dicho certificado una renuncia del plazo, en definitiva se disminuye indirectamente el plazo fijado por la ley o por las partes para estos efectos. Si ese es el fin, continuó señalando, sería mejor estudiar la posibilidad de modificar derechamente el plazo contemplado en la ley Nº 19.983.


Otra posibilidad que se plantea es establecer este procedimiento, de tal modo que la certificación sea voluntaria. Que sea el propio mercado el que se ajuste al mecanismo.

El Honorable Senador señor Orpis sintetizó lo expuesto, en orden a que en la discusión, se han planteado fundamentalmente dos temas. El primero de ellos es si resulta adecuado establecer en la norma que quienes puedan exigir la certificación sean sólo las bolsas de productos agropecuarios, o bien ampliarlo a otras entidades bursátiles. Por otra parte, la conveniencia de establecer este procedimiento, con las sanciones que trae consigo, o en su lugar, modificar el plazo establecido en la ley.


En su opinión, debiera facultarse para exigir la certificación, no sólo a las bolsas de productos agropecuarios, sino ampliarlo a las restantes entidades. Un problema endémico de la pequeña empresa es el financiamiento, y este proyecto contiene instrumentos para mitigar ese problema.


A este respecto, el asesor jurídico del Ministerio de Economía, señor Carlos Rubio, explicó que de este modo se impondría una carga adicional bastante gravosa al sistema del factoring. Ello por cuanto en el caso de la Bolsa de Productos Agropecuarios, los pagadores de facturas no son muchos y están incorporados en un listado, un registro en la Superintendencia de Valores, de las empresas cuyas facturas se pueden transar. Tratándose de empresas de factoring, u otras entidades financieras, se amplía el ámbito en demasía, los pagadores de facturas son múltiples, y algunos emiten cientos de facturas diariamente; si en cada uno de estos casos se pudiera ver obligado a certificar las circunstancias establecidas en el artículo que se propone, la carga administrativa sería enorme y demasiado onerosa.


Se mostró a favor de disminuir el plazo de recepción de mercaderías. Esto no traería un mayor costo para las empresas, como el procedimiento que se propone.

El Honorable Senador señor Vásquez manifestó la necesidad de reflexionar sobre el asunto, con la intención de establecer una norma que sea lo más operativa posible. 

La Comisión estimó conveniente estudiar con más detención este aspecto, y el entonces Ministro de Economía manifestó que el Ministerio analizaría el tema y realizarían una propuesta al respecto.


En una nueva sesión en que la Comisión estudió este asunto, el señor Carlos Rubio, asesor del Ministerio de Economía, dio a conocer la posición de ese Ministerio. A este respecto, hizo presente que la indicación apunta fundamentalmente a disminuir el plazo de incertidumbre en torno a la factura, que se produce entre el momento que se entrega, y que ella es aceptada, contemplando una renuncia obligatoria a los plazos, y que a raíz de lo anterior, la Comisión analizó la posibilidad de disminuir los plazos de 8 días legales, y hasta 30 días convencionales, establecidos en la ley.


Informó que, en miras a resolver el punto, se reunió con distintos actores interesados en la materia, como la Bolsa de Productos Agropecuarios, la CONUPIA, la Asociación Chilena de Empresas de Factoring (ACHEF) y la Confederación del Comercio Detallista, a fin de conocer su opinión en relación a lo conversado. De dichas reuniones resultó claro que no existe intención, ni voluntad para disminuir el plazo contemplado en la ley, puesto que estiman que el sistema ha funcionado bien.


En consecuencia, estimó que el proyecto, con las indicaciones aprobadas hasta ahora, cumple su objetivo, y sería conveniente aprobarlo en esos términos.


El Ministro de Economía, señor Hugo Lavados, coincidió con lo expuesto, y agregó que sólo la Bolsa de Productos Agropecuarios se mostró a favor de la indicación presentada.


Lo anterior no obsta a que en el futuro pudiera analizarse el tema.


El Honorable Senador señor Vásquez, acogiendo lo planteado, resolvió retirar la indicación N°3 bis.

MODIFICACIONES:


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Economía tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley aprobado en general por el Senado, con las siguientes modificaciones:
ARTÍCULO ÚNICO

° ° °


- Incorporar el siguiente número, nuevo:


“1. Incorporar, en el artículo 3°, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Serán inoponibles a los cesionarios de una factura irrevocablemente aceptada, las excepciones personales que hubieren podido oponerse a los cedentes de la misma”.” (Indicación Nº 2, con modificaciones) (Unanimidad) (5X0).
° ° °

N° 1 (PASA A SER N° 2)

Letra a)


- Reemplazarla por la siguiente: 

“a) Agrégase, a continuación del punto final (.) de la letra b), que pasa a ser seguido, lo siguiente:

“En el evento que se omitiere consignar en el acto de recibo el nombre completo, rol único tributario o domicilio del comprador o beneficiario del servicio, se presumirá que son los que se consignan en la factura. Si se omitiere consignar el recinto de entrega, se presumirá entregado en el domicilio del comprador o beneficiario del servicio señalado en la factura.”.”(Indicación Nº 1, con modificaciones) (Unanimidad) (4x0).

Letra b)

- Reemplazar, en la tercera oración del inciso propuesto, la frase “una pena en favor del afectado,” por “una indemnización en favor del requirente,”. (Indicación Nº 2 bis) (Unanimidad) (5x0).


- Reemplazar, en la cuarta oración del inciso propuesto, la frase “o las asociaciones gremiales que agrupen a empresarios de cualquier tipo”, por  “, y las asociaciones gremiales u otras que representen a empresarios de cualquier tipo, siempre que gocen de personalidad jurídica”.


(Artículo 121 del Reglamento del Senado) (Unanimidad) (5x0).


- Agregar la siguiente oración final: “Para efectos de la percepción de la indemnización, el afectado requirente preferirá a cualquier interesado y éste, si tuviera interés económico comprometido previo al reclamo, a las referidas asociaciones.”. (Indicación N° 2 ter, con modificaciones) (Unanimidad) (5X0).
N° 2

PASA A SER N° 3

N°3
PASA A SER N°4
- - - 

En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

"Artículo único.- Introdúcense las siguientes enmiendas en la ley Nº 19.983, que regula la transferencia y otorga mérito ejecutivo a copia de la factura:


1. Incorporar, en el artículo 3°, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Serán inoponibles a los cesionarios de una factura irrevocablemente aceptada, las excepciones personales  que hubieren podido oponerse a los cedentes de la misma”.


2. En el artículo 4°:


“a) Agrégase, a continuación del punto final (.) de la letra b), que pasa a ser seguido, lo siguiente:


“En el evento que se omitiere consignar en el acto de recibo el nombre completo, rol único tributario o domicilio del comprador o beneficiario del servicio, se presumirá que son los que se consignan en la factura. Si se omitiere consignar el recinto de entrega, se presumirá entregado en el domicilio del comprador o beneficiario del servicio señalado en la factura.”.”.

b) Reemplázase su inciso final, por el siguiente:


"Se prohíbe todo acuerdo, convenio, estipulación o actuación de cualquier naturaleza que limite, restrinja o prohíba la libre circulación de un crédito que conste en una factura. Asimismo, queda prohibida la retención, destrucción, inutilización u ocultamiento de la copia cedible de la factura, así como la no entrega del recibo señalado en la letra c) del artículo 5°. En caso de infracción, el juzgado de policía local correspondiente al domicilio del infractor aplicará una indemnización en favor del requirente, por el monto equivalente a dos y hasta cinco veces el valor de la o las facturas objeto de la infracción. El propio afectado, cualquier interesado, y las asociaciones gremiales u otras que representen a empresarios de cualquier tipo, siempre que gocen de personalidad jurídica, podrán incoar la acción judicial tendiente a la aplicación de esta sanción, la que será conocida por el tribunal conforme a las disposiciones de la ley Nº 18.287. Para efectos de la percepción de la indemnización, el afectado requirente preferirá a cualquier interesado y éste, si tuviera interés económico comprometido previo al reclamo, a las asociaciones respectivas.”.

3. Modifícase la letra c) del inciso primero del artículo 5°, en la forma que se indica:


a.- Suprímense los términos “, del nombre completo, rol único tributario y domicilio del comprador o beneficiario del servicio”.


b.- Elimínase su párrafo cuarto.


4. Sustitúyese el artículo 6° por el siguiente:


"Artículo 6°.- Será, asimismo, cedible y tendrá mérito ejecutivo, la copia de la factura extendida por el comprador o beneficiario del servicio, en la medida en que cumpla con los requisitos señalados en las letras b) y d) del artículo anterior, en los casos en que éstos deban emitirla en conformidad a la ley.".".
- - - 

Acordado en sesiones celebradas los días 18 de diciembre de 2007, 8 y 15 de enero de 2008, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Orpis Bouchon (Presidente), Fernando Flores Labra, José García Ruminot, Jorge Pizarro Soto y Guillermo Vásquez Ubeda.


Sala de la Comisión, a 16 de enero de 2008.

(Fdo.): PEDRO FADIC RUIZ, Abogado Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN ECONOMÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL DFL. Nº 1, DE 2004, DE ECONOMÍA, REFERIDO AL TRIBUNAL DE DEFENSA DE LA LIBRE COMPETENCIA

(4234-03)

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en un Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República.

La iniciativa ingresó a tramitación en el Senado con fecha 02 de enero de 2008, pasando a la Comisión de Economía y la de Hacienda, en su caso.  

Corresponde señalar que Su Excelencia la señora Presidenta de la República hizo presente urgencia para el despacho de esta iniciativa, en todos sus trámites constitucionales, en el carácter de “simple”.
- - -


Cabe tener presente que este proyecto de ley fue discutido sólo en general, en virtud del artículo 36 del Reglamento del Senado.

- - -


A la sesión en que la Comisión estudió el proyecto asistió, además de sus miembros, el Ministro de Economía, don Hugo Lavados.


También concurrieron, especialmente invitados, las siguientes personas: De la Fiscalía Nacional Económica: el Fiscal, señor Enrique Vergara; del Ministerio de Economía: el asesor jurídico, señor Carlos Rubio, y del Ministerio de Hacienda: la asesora, señora Daniela Gorab.

- - -
OBJETIVOS DEL PROYECTO


En lo fundamental, modificar el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2004, referido al tribunal de Defensa de la Libre Competencia, para dotar de mayor independencia a sus integrantes; adecuar aquellas disposiciones procedimentales que han sido evaluadas como obstáculos o imperfecciones que afectan su gestión o la eficiencia en la dictación de sus resoluciones, y fortalecer las atribuciones que debe tener la Fiscalía Nacional Económica, en tanto órgano que investiga las conductas contrarias a la libre competencia en los mercados.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Deben aprobarse como normas de carácter orgánico constitucionales la letra b) del número 2); el número 7) y la letra p) del número 15), todos del artículo 1°. La primera, por tratarse de una nueva atribución al Consejo del Banco Central, y las otras por conferir nuevas facultades a los Tribunales de Justicia, conforme lo exigen los artículos 108 y 77, respectivamente, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.


Por su parte, la letra c) del numeral 11) y la letra a) del numeral 15), ambos del artículo 1°, son normas de quórum calificado, de acuerdo a lo establecido por el artículo 8°, inciso segundo, de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

Cabe dejar constancia que, en su oportunidad, la Honorable Cámara de Diputados, ofició a la Excelentísima Corte Suprema, con el objeto de recabar su parecer respecto a la iniciativa de ley en estudio, por Oficio N° 6224, de 20 de junio de 2006.

- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se ha tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- El decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, sobre el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia.


2.- La ley N° 19.733, sobre las libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje con el que Su Excelencia la Presidenta de la República inicia el presente proyecto de ley, en primer término señala que el 21 de mayo de 2002, el Presidente de la República de la época anunció la presentación de un proyecto de ley para modificar el decreto ley N° 211, de 1973, en virtud de los cambios y avances experimentados en la legislación comparada y en la ciencia económica y jurídica relativa a la libre competencia, así como la práctica y jurisprudencia que por casi treinta años se había desarrollado en Chile.


Indica que, en aquella oportunidad, los ejes centrales del proyecto y de la discusión en el Congreso Nacional, fueron una nueva tipificación de las conductas que se consideran ilícitas, la creación del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia en reemplazo de las extintas Comisiones Preventivas y Comisión Resolutiva, la modernización de los procedimientos que se desarrollan ante ese Tribunal y la supresión del carácter penal de las sanciones que se imponen a quienes infringen la legislación antimonopólica.


La aprobación del referido proyecto de ley por el Congreso Nacional y su posterior promulgación por el Presidente de la República, originó la ley N° 19.911, publicada en el Diario Oficial el día 14 de noviembre de 2003. Posteriormente, en cumplimiento de la delegación de facultades establecida en la disposición octava transitoria de dicha ley, el Presidente de la República dictó, a través del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, el decreto con fuerza de ley N° 1 de 2005, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, publicado en el Diario Oficial el 7 de marzo de 2005. Dicho texto ha tenido una única modificación, introducida por la ley N° 20.088, publicada en el Diario Oficial el día 5 de enero de 2006, en virtud de la cual se introdujo el artículo 9° bis, que establece como obligatoria la declaración jurada patrimonial de bienes a las autoridades que ejercen una función pública, en este caso, a los integrantes del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia.


Las modificaciones introducidas por la ley N° 19.911 han estado en plena vigencia por casi dos años, a partir de la instalación del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia. Además, actualmente no existen procesos iniciados conforme a la legislación anterior, de manera que el funcionamiento en régimen, eficiente y validado por la comunidad y sus usuarios a raíz de la jurisprudencia que ha emanado del Tribunal, ha demostrado que la reforma legal referida era necesaria. 


Sin embargo, como sucede con todas las leyes, es la práctica la que determina qué disposiciones han sido más eficaces para resguardar los bienes jurídicos protegidos y cuáles han devenido en trabas u obstáculos que, de perpetuarse en el tiempo, pueden afectar las cualidades que hoy en día se perciben en nuestro sistema de defensa de la libre competencia.


Por estos antecedentes, el Gobierno estimó necesario introducir las mejoras que se prevén necesarias para fortalecer el aludido sistema mediante el presente proyecto de ley, cuyas ideas matrices y contenidos se desarrollan en los párrafos siguientes. 


ASPECTOS FUNDAMENTALES DEL PROYECTO


De acuerdo a la experiencia nacional e internacional, la globalización de los mercados ha producido innumerables efectos positivos, pero también ha incentivado la concentración de ciertos mercados, mediante diversas formas de adquisición de empresas y fusiones. Tal concentración no representa per se un atentado a la libre competencia; pero es innegable que acrecienta el poder económico y, por consecuencia, la capacidad de influencia en el poder político, respecto de los cuales es conveniente blindar a los órganos con atribuciones en la defensa del libre mercado.


Por ello, uno de los ejes centrales de la propuesta que sometemos a vuestra consideración, es el fortalecimiento de la independencia de los integrantes del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia. Mediante el presente proyecto dichos miembros se ceñirán a normas aun más estrictas en lo que se refiere a incompatibilidades, prohibiciones e inhabilidades, a objeto de garantizar la independencia señalada no sólo a la fecha de su nombramiento, sino también durante el ejercicio de su función e, incluso, un período razonable que se extiende más allá de la cesación en el cargo.


Asimismo, el funcionamiento del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia ha demostrado que es indispensable asegurar que en los futuros concursos de antecedentes, se presenten postulantes de alta calificación técnica y reconocido prestigio, sin que la calidad y eficiencia del actual Tribunal pueda afectarse por las mayores restricciones que implican las incompatibilidades, prohibiciones e inhabilidades que se introducen en este Proyecto. Tanto el aumento del número de sesiones del Tribunal como las disposiciones orientadas a garantizar la independencia de sus Ministros, justifican que los honorarios que perciban retribuyan adecuadamente la importancia de sus funciones para el país y la trascendencia de sus decisiones en los mercados, preservando de esta forma que los futuros concursantes reúnan las condiciones de excelencia profesional y alta dedicación en torno a los principios que originaron la creación de esta institución.


Adicionalmente, es necesario adecuar aquellas disposiciones procedimentales que, en sus dos años de existencia, ya han sido evaluadas como obstáculos o imperfecciones que afectan la gestión del Tribunal o la eficiencia en la dictación de sus resoluciones, aun cuando la percepción generalizada de sus usuarios y de la comunidad sea positiva. La evolución de los mercados, la rapidez con que se adoptan decisiones empresariales y la adaptación permanente de conductas por quienes pretenden atentar contra la libre competencia, justifican solucionar en forma preventiva los potenciales problemas que pueden causar los procedimientos que se sustentan ante el Tribunal,  introduciendo las correcciones específicas que se han propuesto por las partes, profesionales y académicos, así como aquellos que han sido aplicados dentro de los límites constitucionales por el mismo órgano jurisdiccional especial, mediante auto acordados.


Por otra parte, la supresión del carácter penal de las sanciones para quienes atentan contra la libre competencia, ha provocado que los agentes económicos, en tanto sujetos racionales, asuman un riesgo real de ser sancionados, pero sin sujeción a normas claras en la determinación de las multas, de manera que todavía algunos pueden incurrir en tales conductas bajo la esperanza de no ser descubiertos o, en caso de iniciarse una investigación, de invocar principios generales del sistema sancionatorio para que se les apliquen en sus mínimos o, como no previó la ley N° 19.911, incurrir en conductas que causan grandes perjuicios a terceros difíciles de identificar y que, por lo tanto, no tienen incentivos para deducir demandas civiles, sin que tales daños sean ponderados negativamente por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia al aplicar multas.


El otro eje central del proyecto es fortalecer las atribuciones que debe tener la Fiscalía Nacional Económica, en tanto órgano que investiga las conductas contrarias a la libre competencia en los mercados, particularmente en lo que dice relación con aquellas herramientas para poder detectar colusiones. Efectivamente, la experiencia nacional e internacional ha demostrado que investigar y sancionar a los denominados carteles duros es complejo y con escasos resultados, principalmente por la dificultad de obtener información eficaz respecto de quiénes participaron en la gestación o actividad del mismo. Frente a ello, un mecanismo que incentiva a revelar antecedentes en otros países es la delación compensada o leniency, de eficacia comprobada en nuestro país en la lucha contra el narcotráfico y que, por la gravedad de ciertas conductas que atentan contra el sistema de mercado, es conveniente replicar, con los debidos ajustes, en virtud de los diferentes bienes jurídicos que protege nuestra legislación antimonopólica respecto de la ley de tráfico de sustancias estupefacientes. 



CONTENIDO DEL PROYECTO.


Su Excelencia la Presidenta de la República, informó que el presente proyecto de ley se ha estructurado a partir de disposiciones específicas. En algunos casos, se incorporan al texto legal, como las prohibiciones a que estarán sujetos los integrantes del Tribunal o la revelación de antecedentes eficaces para la investigación de conductas contrarias a la libre competencia. En otros casos, se formulan extensiones de los presupuestos de hecho que contemplaban algunas normas, tales como incompatibilidades e inhabilidades más rigurosas para los Ministros del Tribunal o la incorporación de nuevas circunstancias para la determinación de la multa que deberá aplicar el Tribunal.


Asimismo, el proyecto contiene disposiciones adecuatorias, como la reducción del número de integrantes suplentes del Tribunal, a consecuencia del aumento de las sesiones del Tribunal y de las necesidades presupuestarias para asumir el aumento de las remuneraciones de los integrantes titulares y, principalmente, porque en la práctica, los titulares del Tribunal ejercen con mayor dedicación de la prevista en la discusión del proyecto que originó la ley N° 19.911, de manera que se estima suficiente para el funcionamiento del Tribunal la existencia de dos suplentes, uno de cada área profesional. Estos participarán en mayor número de sesiones de las que hasta ahora les ha correspondido a quienes han ejercido esta función. 


Tales adecuaciones se extienden, igualmente, a los procedimientos contencioso y no contencioso que se siguen ante el Tribunal, cuya finalidad es incrementar los niveles de eficiencia que se han alcanzado. Así, por ejemplo, se reduce el número de testigos de las partes que finalmente declaran para que la prueba sea rendida ante el Tribunal y se concentre en aspectos sustanciales de la causa y no en meras reiteraciones de declaraciones que, por la ponderación de la prueba conforme a las reglas de la sana crítica, son redundantes y orientadas exclusivamente a convencer por cantidad antes que por su calidad. Asimismo, en el caso de los procedimientos no contenciosos, se reducen los trámites que importan mayores costos para las partes o retardo en la administración de justicia por parte del Tribunal en procesos en que se puede adquirir convicción prontamente, como sucede hoy con la obligatoria consulta de todo hecho o acto relevante relativo a la modificación o cambio en la propiedad o control de un medio de comunicación social, sin consideración a los escasos efectos que normalmente producen en dicho mercado.


A continuación, se exponen suscintamente las disposiciones específicas y adecuatorias a través de las cuales se materializan las ideas matrices o fundamentales del proyecto:


1. Disposiciones específicas orientadas a garantizar la independencia de los integrantes del Tribunal


Esta es una de las materias centrales que contiene este proyecto de ley. Por consiguiente, es objeto de una regulación detallada que origina adecuaciones en las disposiciones vigentes del decreto con fuerza de ley N° 1 del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2005.


El artículo sexto de la ley vigente contiene, entre otras materias, las incompatibilidades a que están sujetos los concursantes que aspiran integrar el Tribunal. El proyecto propone, mediante la sustitución de su inciso séptimo, incorporar como nuevas incompatibilidades las condiciones de asesor o prestador de servicios profesionales en materias que digan relación con la libre competencia, y la de haber desempeñado el cargo de Fiscal Nacional Económico o cualquier cargo directivo en la Fiscalía Nacional Económica en el año anterior al inicio del concurso público de antecedentes. Con ellas, se pretende establecer mayores exigencias a los concursantes para evitar que tengan intereses comprometidos con las partes, dentro de las cuales se encuentra la misma Fiscalía Nacional Económica. Con ello se busca resguardar ab initio la independencia que se espera de los integrantes del Tribunal.


Se modifica igualmente el artículo 7° de la ley, limitando la renovación de los integrantes titulares y suplentes del Tribunal, en el sentido que al término de su período, podrán ser designados sólo por un nuevo período sucesivo.


El artículo 11 de la ley vigente, por su parte, contiene inhabilidades adicionales a las que contempla el Código Orgánico de Tribunales igualmente aplicables a los Ministros del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia. Estas se manifiestan por los integrantes o se invocan por las partes como causales de implicancia o recusación. Sin embargo, tales causales no prevén las relaciones profesionales preexistentes que pudieron tener los Ministros con las partes o las que no configuran directamente la incompatibilidad referida precedentemente, pero que evidentemente pueden afectar su imparcialidad. De ahí que se propone extenderla también a quienes asesoren o presten servicios profesionales, en cualquier clase de materias, a personas naturales o jurídicas que tengan la calidad de parte en una causa que se tramite ante el Tribunal, o lo haya hecho en los dos años anteriores a la fecha de ingreso de dicha causa. Además, será causal de recusación la existencia de relaciones laborales, comerciales, societarias o en comunidades de carácter profesional, con los abogados o asesores de alguna de las partes, en términos tales que permitan presumir que su imparcialidad se encuentra comprometida.


Adicionalmente, se incorpora un nuevo artículo 11 bis, por el cual se regulan estrictas prohibiciones para los integrantes del Tribunal, a efectos de reforzar la independencia no sólo en la etapa previa a su designación o en el conocimiento particular de una causa, sino también en el ejercicio de sus funciones. Se parte de la base que el mero hecho de no integrar sala en una causa, no obsta a que puedan ejercer influencia sobre los otros Ministros no inhabilitados, en caso que fueran administradores, gerentes o trabajadores dependientes, o asesores o prestadores de servicios profesionales, en toda clase de materias, de personas naturales o jurídicas que tengan la calidad de parte en alguna causa que el Ministro conoció, hasta un año contado desde que se dicta sentencia por el Tribunal, prohibición que se extiende más allá del término del período por el cual fue designado, agregándose además drásticas sanciones para el caso de infracción a estas prohibiciones.


2. Aumento del número de sesiones del Tribunal.


La independencia del Tribunal se refuerza igualmente, de acuerdo a la modificación del inciso primero del artículo 9° de la ley vigente, aumentando el número de sesiones del Tribunal, estableciendo un mínimo de tres semanales y con incentivos para dos sesiones mensuales adicionales. Naturalmente, esta mayor dedicación de los integrantes del Tribunal tiene valor no sólo para resguardar su independencia, sino sobre todo porque permite mayor rapidez y/o profundidad del análisis en la resolución de las causas tramitadas. La modificación propuesta se considera suficiente, atendido el número de procesos que conoce el Tribunal y que tales sesiones se refieren exclusivamente a las audiencias que constituyen actuaciones procesales, independientemente de las horas adicionales que, sin limitación horaria, debe dedicar cada Ministro para el estudio de causas con gran acopio de antecedentes y en las que, además, deben actualizarse permanentemente con los avances del Derecho y la Economía.


3. Modificaciones a las remuneraciones del Presidente del Tribunal y de sus integrantes titulares y suplentes.


Con motivo del aumento de sesiones y las estrictas restricciones que imponen las incompatibilidades, prohibiciones e inhabilidades para los integrantes del Tribunal, a efectos de ejercer actividades complementarias para obtener ingresos compatibles con su excelencia profesional y académica, el proyecto propone modificar el artículo 10 de la ley vigente, retribuyendo con una mayor remuneración al Presidente del Tribunal, dado que la ley le impone deberes adicionales a los que tienen los restantes integrantes del Tribunal. Pero se establece la posibilidad que el resto de los Ministros accedan a la misma remuneración del Presidente en caso que sesionen dos veces más por mes, que las mínimas obligatorias. 


Finalmente, se establece para los suplentes una remuneración mínima, compatible con la relevancia del cargo, a la que tienen derecho con independencia del número de sesiones a las que asisten, ya que el primer proceso de renovación de integrantes suplentes demostró que las restricciones existentes, menos limitativas de la libertad de trabajo que las que imponen estas nuevas normas orientadas a resguardar la independencia, descincentivaron la participación en los concursos respectivos.


4. Adecuaciones relativas al número de integrantes suplentes del Tribunal.


Como ya se ha expuesto, uno de los objetivos fundamentales del proyecto es resguardar la independencia del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, manteniendo la excelencia profesional y técnica de sus integrantes, lo que produce como efecto deseado que los titulares estén mayor tiempo en ejercicio de su función, de manera que la mantención de cuatro suplentes, dos por cada área profesional, se considera excesiva. Tal modificación es la que origina las adecuaciones a los incisos segundo, tercero y quinto del artículo 6 de la ley, así como la incorporación de la disposición segunda transitoria, a objeto de resguardar los derechos de los suplentes actualmente en funciones.


5. Aumento de la multa.


En virtud de la previsible mayor eficacia en las investigaciones de la Fiscalía Nacional Económica producto de las nuevas atribuciones que se le confieren y de la introducción de la “delación compensada”, se debieran descubrir conductas que causan grandes daños al sistema de mercado del país. Ello hace conveniente aumentar las multas que el Tribunal puede aplicar frente a los hechos, actos o convenciones que impidan, restrinjan o entorpezcan la libre competencia, de manera que se disuada a las empresas de ejecutar tales prácticas y, principalmente, constituya un incentivo adicional para el sujeto que está en condiciones de beneficiarse por las declaraciones o entrega de antecedentes eficaces para la investigación. De esta manera se modifica la letra c) del inciso segundo del artículo 26 de la ley, incrementando las multas máximas a aplicar por el Tribunal, de veinte mil a treinta mil unidades tributarias anuales.


6. Incorporación del daño como circunstancia para determinar la multa.


En concordancia con lo anterior, para la determinación de la multa a imponer, no sólo se considerará el beneficio económico obtenido con motivo de la infracción, la gravedad de la conducta y la calidad de reincidente del infractor, sino que también  y fundamentalmente el daño causado a la libre competencia, por lo cual se modifica el inciso tercero del artículo 26 la Ley.


7. Disposición específica en virtud de la cual se introduce la “delación compensada”.


Según se ha indicado precedentemente, se ha estimado necesario introducir un mecanismo que incentive a revelar antecedentes sustanciales para la investigación o prueba de los ilícitos contrarios a la libre competencia, aplicable en casos de colusión, debido a los graves efectos que éstos producen al mercado y la dificultad empíricamente demostrada de investigarlos con éxito. 


El mecanismo señalado, denominado en el derecho comparado “delación compensada” o leniency, ha sido eficaz en nuestro país para combatir delitos de carácter criminal de la máxima gravedad, como el lavado de dinero y el narcotráfico, de acuerdo a la ley de tráfico de sustancias estupefacientes. 


Sin embargo, los bienes jurídicos protegidos en dicha ley difieren cualitativamente de los bienes jurídicos afectados por las conductas que atentan contra nuestra economía de mercado, de manera que es conveniente ajustar sus alcances y efectos, manteniendo en todo caso la eficacia del instituto a través de la concesión de un beneficio económicamente significativo para quien revela mediante declaraciones o antecedentes la existencia de una conducta en la cual ha participado. En la mayoría de los casos, no obstante, no se le exime de toda la multa, pues el fin utilitario de la revelación de informaciones no puede soslayar la existencia de una voluntad orientada a atentar contra los bienes jurídicos socialmente relevantes que protege la legislación antimonopólica. 


Sin perjuicio de lo anterior, para casos excepcionales, que deberá fundar detalladamente el Tribunal, podrá eximirse completamente de la multa a quien ha revelado antecedentes que permiten evitar en forma preventiva las consecuencias y daños que habría provocado un ilícito cuyo descubrimiento fue posible principalmente en virtud de tal revelación. Ello representa doctrinariamente un “puente de plata” desde la sanción a su exención, basado en una política orientada principalmente a la eficacia de la detección temprana de un ilícito que puede provocar significativos daños en un mercado y que, sólo por la imposibilidad de su descubrimiento, sin la acción de uno de los que participan en la conducta, la sanción cede exclusivamente respecto de quien efectúa la revelación. 


El beneficio que se establece no anula, por consiguiente, en la generalidad de los casos, la ilicitud de la conducta de quien revela información importante para la investigación, pero sí representa en todos los casos un estímulo para que el ilícito pueda ser descubierto y evite que se siga cometiendo o, en ciertas situaciones, puede incluso llegar a desarticular su perpetración cuando aun no produce efectos. 


Esta concepción es concordante con legislaciones de otros países, y puede convertirse en un mecanismo que contribuya no sólo a aumentar la comprobación de ilícitos, sino particularmente a inhibir su comisión, por el riesgo que asumen todos los que participan en su preparación de ser descubiertos por los mismos que intervienen en la conducta.


Adicionalmente y para efectos de incentivar el uso del mecanismo que se incorpora con el nuevo artículo 26 bis, se agrega un inciso final al artículo 30, relativo a la determinación de la indemnización de perjuicios por el tribunal civil, con el objeto de excluir de la solidaridad prevista en el artículo 2.317 del Código Civil al beneficiado por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia que hubiese declarado o aportado antecedentes eficaces para la investigación o comprobación del ilícito, pero sin afectar el derecho del perjudicado a ser reparado íntegramente de los daños sufridos. 


8. Adecuaciones relativas a los procedimientos contencioso y no contencioso del Tribunal


a. Regulación de la prueba.


A fin de facilitar un procedimiento ágil, expedito, simple y transparente que facilite la tarea del Tribunal, se considera necesario efectuar una serie de modificaciones al artículo 22 de la Ley, en lo que concierne a la rendición de pruebas.


Se establece, en primer lugar, como regla general, que se admitirán por punto de prueba las declaraciones de dos testigos por cada parte que no hayan sido inhabilitados, salvo que el propio Tribunal, a petición fundada efectuada en la lista de testigos que presenten las partes, decida ampliar los testigos que prestarán declaración, resguardando el derecho de bilateralidad de la audiencia y el derecho de defensa. Lo expuesto permite evitar un cúmulo de declaraciones ajenas e inoficiosas para el proceso, que entorpecen la debida apreciación de los antecedentes por parte del tribunal.


Por otra parte, en cuanto a las diligencias probatorias de inspección personal del Tribunal, absolución de posiciones y  rendición de prueba de testigos, se entregan facultades discrecionales al Tribunal para evitar que las partes dilaten, manejen o entorpezcan el procedimiento. Así, se faculta al Tribunal para que pueda impedir que las declaraciones y las preguntas que las partes dirijan a aspectos irrelevantes o inadmisibles y resolver de plano las objeciones que se planteen.


En este contexto, se permite al Tribunal el registro de las audiencias de testigos y de absolución de posiciones, por cualquier medio idóneo, que asegure la fidelidad y conservación de las mismas.


b. Procedimientos no contenciosos.


Desde su creación por la ley N° 19.911, los procedimientos no contenciosos que contempla el artículo 31 del decreto con fuerza de ley N° 1 de Economía, de 2005, han sido una de las herramientas más eficaces para prevenir posibles atentados a la libre competencia, además de culminar con sentencias del Tribunal que contienen jurisprudencia valiosa para expertos en la materia y que contribuyen a otorgar certeza jurídica a los agentes del mercado.


Producto de su positiva recepción, las empresas han recurrido a este mecanismo voluntariamente. Ello ha justificado la inexistencia de un procedimiento forzoso de consultas respecto de adquisiciones o fusiones de empresas. A consecuencia de los numerosos procedimientos que se han iniciado, ha sido posible identificar prontamente las potenciales trabas que contempla su regulación, las que podrían implicar retardos en futuras consultas al Tribunal.


Por ello se ha estimado necesario introducir pequeñas modificaciones de texto, pero significativas en su alcance, en cuanto a reducir trámites y costos para las partes, tales como la simplificación de los trámites de notificación y de los medios a emplear en ellas. De esta forma, sin afectar el derecho de cualquier afectado para conocer y aportar antecedentes en un procedimiento no contencioso, se resguarda el legítimo interés de quien se somete a este procedimiento de tener respuesta, en un plazo razonable, sobre el acto que se propone realizar y, por consiguiente, disminuir la incertidumbre que puede afectar decisiones empresariales. 


9. Nuevas facultades de la Fiscalía Nacional Económica


a. Facultades para investigar sujetas a control jurisdiccional preventivo.


Como se señaló anteriormente, el otro objetivo central de la reforma es fortalecer las atribuciones de la Fiscalía Nacional Económica, de manera que este servicio pueda cumplir adecuadamente sus labores como órgano investigador, particularmente en lo que dice relación con la detección y comprobación de conductas colusivas.


A la figura de delación compensada que se explicó en los párrafos precedentes, el proyecto agrega como facultades de la Fiscalía la posibilidad de solicitar a Carabineros o Investigaciones para que allane, descerraje y registre recintos públicos o privados o incaute documentos y antecedentes. Además se le faculta para que los mismos órganos puedan interceptar toda clase de comunicaciones.


Estas atribuciones naturalmente deben ejercerse previa autorización del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, que en esta materia actuará como tribunal de garantía de los derechos de los administrados. Con estas nuevas atribuciones, más la figura de la delación compensada, se logra un buen complemento para tener un sistema eficiente en la investigación de las conductas colusivas, al nivel de las legislaciones más modernas que existen en el derecho comparado.


b. Modificación de la ley N° 19.733, sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo.


El artículo segundo del proyecto, a diferencia de las adecuaciones anteriores, modifica una ley especial, la denominada “Ley de Prensa”, pero que incide significativamente en el trabajo del Tribunal, pese a la escasa trascendencia social que, la mayoría de las veces, representan las conductas examinadas por aquél. Se trata de cualquier hecho o acto relevante relativo a la modificación o cambio en la propiedad o control de un medio de comunicación social, según lo dispuesto en el artículo 38 de la ley N° 19.733, sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo.


En efecto, un porcentaje relevante de los procedimientos no contenciosos que se han iniciado ante el Tribunal, han sido los hechos o actos descritos en términos amplios por el artículo 38 de la citada ley, no obstante lo cual, sólo en limitados casos ha habido una conducta susceptible de identificar con los hechos, actos o convenciones que, de acuerdo al artículo 3° modificado la ley N° 19.911 al decreto ley N° 211, pueden ser objeto de una medida a imponer por el Tribunal.


Una razón adicional y que justifica igualmente las modificaciones a los artículos 37 y 43 de la referida ley, es que en ellos se contenían descripciones de conductas orientadas a establecer presunciones legales de los supuestos de hecho previstos en los incisos primero y segundo del artículo 1° del decreto ley N° 211, hoy sustituidos por la ley N° 19.911.


De esta forma, la regulación propuesta adecúa la ley especial a las del decreto con fuerza de ley N° 1 de Economía, de 2005, y reduce el número de ingresos al Tribunal a los que, a juicio de la Fiscalía Nacional Económica, sean susceptibles de atentar contra la libre competencia, pues se radica en ella el examen preventivo de los hechos y actos relevantes relativos a la modificación o cambio en la propiedad o control de un medio de comunicación social. 


Finalmente, indica que, por todas las consideraciones expresadas, el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia estará en condiciones de incrementar aun más su eficiencia y calidad técnica en sus decisiones, lo que ha representado un salto sustancial en la calidad de nuestra legislación económica, tal como anticipaba el Mensaje del proyecto de ley que concluyó con la dictación de la ley N° 19.911. Pero además, ofrecerá mayores garantías de su independencia e idoneidad profesional a las partes que comparecen ante el Tribunal y a la comunidad en general, permitiendo que aquellas acciones que amenazan un bien tan preciado como la libre competencia, sean conocidas y, conforme a su mérito, sancionadas, de acuerdo a procedimientos modernos y eficaces que acrecienten aun más la confianza y la seguridad en nuestro sistema económico.

- - -

DISCUSIÓN GENERAL


En la sesión en que la Comisión debatió el asunto, el señor Presidente, Honorable Senador señor Orpis le ofreció la palabra a los señores Ministro de Economía, don Hugo Lavados, y al  Fiscal Nacional Económico, don Enrique Vergara.


En primer lugar intervino el señor Fiscal Nacional Económico, quién señaló que se referiría a los aspectos más relevantes del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados. Estos son los siguientes:


A.- Conductas anticompetitivas.

1.- Se modificó el artículo 3°, referido a las conductas, de modo que ya no es necesario que ellas “tengan por objeto”, restringir la competencia, sino que alternativamente puedan tener “por efecto” restringirla.  Con este cambio ya no se requiere demostrar intencionalidad de las conductas.

2.- Por otra parte, se modificó la letra b), sobre abuso de posición dominante, en el sentido de abrir esta conducta a los casos de abuso “colectivo”.


B.- Restricciones  y remuneraciones de los integrantes del tribunal.


1.- Se estableció la dedicación exclusiva de los integrantes titulares del tribunal y se cambió el esquema actual de remuneración por sesiones, por uno de sueldo fijo, equivalente al de Fiscal Nacional Económico.


2.- Se redujo el número de suplentes de 4 a 2 y el régimen de remuneraciones previamente aprobado.


3.- Se amplió la prohibición para los integrantes titulares de trabajar en empresas que fueron parte ante el Tribunal, se aumentó la multa por  incumplimiento y se especificó un procedimiento ate la Corte Suprema.


C.- Nuevo mecanismo de remoción del Fiscal Nacional Económico.


Junto con el sistema de nombramiento por Alta Dirección Pública y duración de 3 años en el cargo, con la posibilidad de una reovación, se introdujo un esquema inédito de remoción, de acuerdo al cual el Ministro la solicita al Consejo de la Alta Dirección Pública y, para que se confirme, requiere el acuerdo de 4 de sus 5 miembros.


D.- Nuevas facultades para la Fiscalía Nacional Económica.


1.- Se le otorgó a la Fiscalía Nacional Económica la facultad de consultar ante el Tribunal de la Libre Competencia por actos potenciales de los agentes económicos.  Esto evita que la Fiscalía Nacional Económica tenga que esperar hasta que se realice el acto para presentar un requerimiento.  Puede ser muy útil para las fusiones.


2.- Se introdujeron nuevas atribuciones sobre estudios de mercado, indagaciones preliminares y la posibilidad de solicitar allanamientos, incautación de documentos e intercepción de comunicaciones (Las tres últimas requieren el visto bueno de un Ministro de Corte de Apelaciones).


3.- Se introdujeron dos nuevas facultades que aumentan la rapidez de la intervención del sistema de defensa de la competencia: los acuerdos extrajudiciales con agentes económicos involucrados en una investigación y la adopción de medidas preventivas que incrementen la transparencia en los mercados.  Ambos requieren la aprobación del Tribunal en 15 días hábiles.


E.- Aumento del tope de la multa e introducción de la delación compensada.


1.- Se aumentó el tope de la multa de 20 a 30 mil Unidades Tributarias Anuales.


2.- Se introdujo un sistema de delación compensada para los carteles.


Al finalizar su intervención, hizo entrega a la Comisión de una presentación del proyecto preparada en power point, la que se encuentra en la Secretaría a disposición de los Honorables señores Senadores.


Por su parte, el señor Ministro de Economía, don Hugo Lavados, señaló que el proyecto mantiene el criterio conforme al cual se persigue hacer funcionar el mercado de la mejor forma posible. 


Expresó que su intención es perfeccionar tal criterio y usar el principio de tener una cancha de juego nivelada.  Para eso, se analizan en forma permanente las mejores prácticas internacionales en esta materia: cuáles de aquéllas han resultado exitosas y han logrado crear condiciones de desarrollo de los mercados. Tal trabajo lo realizan la Fiscalía Nacional Económica, así como también los Ministerios de Hacienda y de Economía.  


La finalidad de todo este esfuerzo es evitar la existencia de empresas, que al ocupar una posición dominante, dificulten el desarrollo de otras empresas, subrayó.


En otro orden de ideas, indicó estar conciente que el proyecto tiene puntos o aspectos que generan discusión y análisis de fondo, pero hizo presente que el Ministerio lo apoya plenamente, porque estima que es una muy buena iniciativa que va en la línea de reforzar las tareas que desarrolla la Fiscalía Nacional Económica en defensa del correcto funcionamiento de los mercados. 


Asimismo, el esfuerzo del Gobierno es alcanzar estándares internacionales en materia de buenas prácticas, no porque existan obligaciones al respecto, sino por atraer a nuestro sistema jurídico buenas experiencias que existan en otras partes del mundo.


El Honorable Senador señor García llamó la atención respecto a que el proyecto modifica una materia que fue objeto de una gran reforma hace pocos años, y en la que modernizó el sistema y se introdujo profundas modificaciones tanto en relación a la Fiscalía Nacional Económica como al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia. Consultó la razón de lo anterior. 


En respuesta a la inquietud planteada, el señor Fiscal Nacional Económico señaló que el programa de gobierno de la Presidenta Bachelet contemplaba esta reforma y su origen estuvo centrado en las facultades de la Fiscalía Nacional Económica, que no fue el eje de la reforma anterior. Recordó que, en tal oportunidad, el propósito fue la creación de un tribunal independiente y terminar con el sistema de las Comisiones, pero no se entró de lleno en el tema de las facultades de la Fiscalía. Este proyecto viene a llenar ese vacío, puntualizó.  


Agregó que este proyecto también perfecciona el sistema de dedicación de los miembros del tribunal, sin cambiar el espíritu original, basado en una dedicación preferente con posibilidad de realizar actividades profesionales que no fueran incompatibles con su cargo, de manera de tener una oferta atractiva para buenos profesionales que quieran acceder al cargo de Ministro. Para ello, contempla un aumento de las sesiones y de la dieta.


Sin embargo, la modificación señalada no es contradictoria con la reforma anterior, sino que viene a llenar un vacío en la legislación en materia de las facultades de la Fiscalía y, en tal sentido, es más bien complementario. Hizo presente que cuando se eliminaron las Comisiones Preventivas quedó un vacío, porque actualmente existe sólo una Fiscalía y un Tribunal.


Por su parte, el Honorable Senador señor Orpis indicó que echa de menos en esta reforma un espíritu descentralizador de la Fiscalía, que está radicada en Santiago. Ante esta circunstancia, los chilenos que viven lejos tienen más dificultades para acceder a la institucionalidad en materia de libre competencia. Considera que es el momento de avanzar en este aspecto, para lo cual propone establecer dos oficinas que se ocupen de macro zonas, una ubicada en el norte del país y la otra en el sur.


Agregó que, si bien es cierto que muchas empresas operan a nivel nacional, no siempre es así, e igualmente es necesario enfrentar temas como los carteles y la libre competencia, que se presentan en las Regiones. Hizo notar que el problema se agravó con la eliminación de las Comisiones Preventivas y los Fiscales Regionales, que abordaban tales aspectos, pero con la creación de la Fiscalía Nacional Económica, el tema de la descentralización ha quedado pendiente en materia de libre competencia, que era un punto a favor del sistema anterior.


El señor Fiscal indicó que la reforma que eliminó las Comisiones Preventivas y los Fiscales Regionales se hizo en base a estadísticas que indicaban que el número de casos no justificaba la existencia de estas instituciones en cada una de las Regiones del país, y que, actualmente trabajan con los Directores Nacional de SERNAC.


Al respecto, el Honorable Senador señor Orpis precisó que su propuesta no está referida a la instalación de esta institucionalidad en cada región, sino  que Chile cuente con, al menos, una oficina centro-norte y otra centro-sur, que agrupe a diversas regiones.


El señor Fiscal indicó que tal proposición resulta del todo razonable y se mostró de acuerdo en la necesidad de revisar la institucionalidad regional. Por su parte, el señor Ministro de Economía asumió el compromiso de hacer el análisis de lo sugerido por el Honorable Senador señor Orpis, y que harán llegar una proposición a la Comisión.


Luego, el Honorable Senador señor Vásquez, en primer lugar, se mostró partidario de la proposición del Honorable Senador señor Orpis respecto a la necesidad de la creación de oficinas de la Fiscalía que atiendan las necesidades de macro regiones.


Indicó que hay una clara falta a la libre competencia en la distribución de la gasolina y del diesel. Basta con observar las diferencias mínimas en los precios que ofrecen al público los distintos puntos de venta. La mínima  o nula diferencia en los precios de un producto evidencia la existencia una suerte de acuerdo al respecto, señaló, y dio algunos ejemplos.


También consultó por normas del proyecto que contemplen mecanismos que realmente incentiven la competencia, lo que sería muy positivo, particularmente en casos muy específicos pero de gran impacto. Al respecto, señaló que tener un 50% de rentabilidad sobre el capital no parece normal ni razonable, como son las que exhiben administradoras de fondos de pensiones. Consultó al señor Fiscal sobre la existencia de algún tipo de control al respecto, como podría ser los llamados a licitación respecto de nuevos afiliados. Este mecanismo, indicó, sería un inicio de competencia. 


Finalmente, consultó por las facultades de la Fiscalía en relación a la negativa de vender un determinado producto, como ocurrió recientemente con farmacias respecto del medicamento Postinor. Ello también configura una falta de competencia muy particular, porque si bien no afecta la libre competencia propiamente tal, el servicio no se presta. Consultó si existe alguna mecánica que evite que un caso similar vuelva a repetirse.


Sobre a las rentabilidades de administradoras de fondos de pensiones, el señor Ministro de Economía señaló que se requiere de un análisis más profundo. Indicó que la materia también está relacionada con las atribuciones de la Fiscalía, porque uno de los temas centrales tiene que ver con la información de los demandantes. Es muy difícil que exista un mercado competitivo cuando quienes demandan no tienen mucho interés o no saben las características del producto, como ocurre en el caso en cuestión.


Con respecto a los ejemplos relacionados con el modo para incentivar la competencia y a la forma de determinar la existencia de un cartel, señaló que lo importante es de qué forma se logra uno y otro. Para ello, el proyecto propone modificaciones tales como la contenida en el artículo 3°, referido a las conductas anticompetitivas, en virtud del cual no se exigirá que la conducta tenga por “objeto” restringir la competencia, sino que alternativamente pueden tener por “efecto” restringirla. 


Finalmente, en este orden de materias, indicó que el proyecto contempla que la Fiscalía presente consultas ante el Tribunal de Defensa de Libre Competencia, por actos potenciales de los agentes económicos. Es posible tener una evidencia económica respecto a una eventual colusión, como podría ocurrir entre bombas de bencinas, pero ello es insuficiente para iniciar un análisis.


En el mismo sentido se pronunció el señor Fiscal Nacional Económico.


- Sometida a votación la idea de legislar en la materia fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes en la Comisión, Honorables Senadores señores García, Orpis y Vásquez.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Economía os propone aprobar en general: 

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973:



1) Modifícase el artículo 3° en los siguientes términos:



a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:



“El que  ejecute o celebre, individual o colectivamente, cualquier hecho, acto o convención que tenga por objeto o efecto impedir, restringir o entorpecer la libre competencia, o que tienda a producir dichos efectos, será sancionado con las medidas señaladas en el artículo 26 de la presente ley, sin perjuicio de las medidas preventivas, correctivas o prohibitivas que respecto de dichos hechos, actos o convenciones puedan disponerse, de oficio o a petición de parte, en cada caso.”.



b) Modifícase el inciso segundo en los siguientes términos:



b-1. agrégase en la letra a), a continuación de la palabra “objeto” la expresión “ o efecto”.



b-2. sustitúyese en la letra b) la frase “de una empresa o conjunto de empresas que tengan un controlador común” por los términos  “de un agente económico, o un conjunto de ellos, “.



b-3. agrégase en la letra c), a continuación de la palabra “objeto” los términos “ o efecto”.



2) Modifícase el artículo 6° en los siguientes términos:



a) Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:



“El Tribunal tendrá dos suplentes, un abogado y un licenciado o con post grado en ciencias económicas.”.



b) Sustitúyese su inciso tercero por el siguiente:



“El Presidente de la República designará al abogado suplente y el Consejo del Banco Central al licenciado o post graduado en ciencias económicas, conforme al procedimiento señalado en la letra b) precedente, para lo cual se podrán considerar las mismas nóminas y concursos previstos para el nombramiento de los titulares.”.



c) Suprímese, en su inciso quinto, la oración “Asimismo, por ese medio, se determinará el orden en que los suplentes reemplazarán a los integrantes titulares.”.



d) Sustitúyese su inciso séptimo por los tres siguientes, que pasan a ser séptimo, octavo y noveno:



“El cargo de integrante titular del Tribunal será de dedicación exclusiva, y, en consecuencia, será incompatible con otra función remunerada, con excepción de los cargos docentes. Será igualmente incompatible para 
quien haya desempeñado el cargo de Fiscal Nacional Económico o cualquier cargo directivo en la Fiscalía Nacional Económica, en el año anterior al inicio del concurso público de antecedentes.



Asimismo, es incompatible el cargo de integrante suplente del Tribunal con la condición de:



a) Administrador, gerente o trabajador dependiente de sociedades anónimas abiertas o sometidas a las reglas de estas sociedades, como asimismo, de sus matrices, filiales, coligantes o coligadas.



b) Haber desempeñado el cargo de Fiscal Nacional Económico o cualquier cargo directivo en la Fiscalía Nacional Económica en el año anterior al inicio del concurso público de antecedentes.



Las personas que al momento de su nombramiento, salvo en el caso de la letra b) anterior  quienes deberán renunciar un año antes del inicio del concurso público de antecedentes, se encuentren desempeñando alguna de las funciones incompatibles a que se refieren los incisos precedentes, deberán renunciar a ellas.”.



e) Suprímese su inciso final.


3) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 7°, la frase “nuevos períodos sucesivos” por los términos “sólo un período sucesivo”.



4) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 9°, la expresión “dos” por el término “tres”.



5) Sustitúyese el artículo 10 por el siguiente:



“Artículo 10.- La remuneración mensual de los integrantes titulares del Tribunal será la suma equivalente a la remuneración bruta mensualizada de carácter permanente del cargo de Fiscal Nacional Económico. Los integrantes suplentes, en su caso, recibirán mensualmente la suma de treinta unidades tributarias mensuales y, además, la suma de diez unidades tributarias mensuales por cada sesión a la que asistan en la que no concurra el titular correspondiente, con un máximo de sesenta unidades tributarias mensuales, cualquiera que sea el número de sesiones a las que hayan asistido.”.



6) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 11:


a) Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:



“En todo caso, se presume de derecho que el ministro titular o suplente, según corresponda, también estará inhabilitado cuando:


a) El interés en esa causa sea de su cónyuge o de sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad; o de personas que estén ligadas al mismo por vínculos de adopción, o de las empresas en las cuales estas mismas personas sean sus representantes legales, mandatarios, directores, gerentes o desempeñen otros cargos directivos, o posean directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas un porcentaje de la sociedad que les permita participar en la administración de la misma, o elegir o hacer elegir uno o más de sus administradores, y



b) Asesore o preste servicios profesionales, en cualquier clase de materias, a personas naturales o jurídicas que tengan la calidad de parte en esa causa, o lo haya hecho en los dos años anteriores a la fecha de ingreso de aquélla.”.


b) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales incisos tercero, cuarto, quinto y sexto a ser cuarto, quinto, sexto  y séptimo, respectivamente:



“Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos séptimo, octavo y noveno del artículo 6°, será causal de recusación respecto de los integrantes titulares o suplentes, la existencia de relacionales laborales, comerciales, societarias o en comunidades de carácter profesional, con los abogados o asesores de alguna de las partes, en términos tales que permitan presumir que su imparcialidad se encuentra comprometida.”.



c) Reemplázase en el inciso cuarto, que ha pasado a ser quinto, la frase “ preferentemente por el suplente que corresponda de la misma área profesional” por la oración “por el suplente de su misma área profesional, salvo que esta regla impida al Tribunal sesionar con el quórum mínimo establecido en el artículo 9°”.


7) Agrégase el siguiente artículo 11 bis, nuevo:



“Artículo 11 bis.- Sin perjuicio de las incompatibilidades establecidas en el artículo 6°, los integrantes suplentes del Tribunal no podrán ser administradores, gerentes o trabajadores dependientes, ni asesorar o prestar servicios profesionales, en toda clase de materias, a personas naturales o jurídicas que tengan la calidad de parte en cualquier causa que esté  conociendo el Tribunal. Tratándose de los ministros suplentes, esta incompatibilidad cesará sólo a partir del cuarto año contado desde que quede ejecutoriada la sentencia dictada por el Tribunal.



Tratándose de un ministro titular que ha cesado en su cargo, la incompatibilidad tendrá una duración de tres años contados desde que ha quedado ejecutoriada la sentencia.



En el mismo plazo señalado en los inciso anteriores, los integrantes suplentes y ex integrantes tampoco podrán percibir remuneración, honorario o regalía de personas naturales o jurídicas que asesoren o presten servicios profesionales a quien haya sido parte en alguna causa que haya conocido el respectivo ministro, sabiendo o debiendo saber de tal vínculo.



La infracción de lo dispuesto en los incisos precedentes constituirá notable abandono de deberes o, en caso que el integrante del tribunal haya cesado en su cargo, la sanción será de inhabilitación absoluta para desempeñar cargos públicos por el período de cinco años, pudiendo aplicársele además una multa de hasta doscientas unidades tributarias mensuales, sanciones que serán aplicadas por la Corte Suprema a requerimiento de la Fiscalía Nacional Económica.



El requerimiento a que alude el inciso precedente señalará con claridad y precisión los hechos que configuraren la infracción y a él se acompañarán  o se ofrecerán, si fuera el caso, los medios de prueba en que se fundaren. Si el requerimiento no cumpliere estos requisitos, el pleno, convocado al efecto, lo declarará inadmisible en cuenta, sin más trámite.



Admitido a tramitación el requerimiento, el Presidente de la Corte Suprema dará traslado de éste al inculpado el que deberá ser evacuado dentro de los ocho días hábiles siguientes a la fecha de recepción del oficio respectivo, que le será remitido junto con sus antecedentes por la vía que se estime más expedita.



Evacuado el traslado o transcurrido el plazo previsto en el inciso precedente, el Presidente de la Corte citará a una audiencia en que se recibirá la prueba que se hubiere ofrecido y designará el ministro ante el cual deberá rendirse; efectuadas las diligencias o vencidos los plazos sin que se hubieren evacuado, ordenará traer los autos en relación ante el pleno de la Corte Suprema, especialmente convocado al efecto. La Corte Suprema sólo podrá decretar medidas para mejor resolver una vez terminada la vista de la causa.



Cualquiera de las partes podrá comparecer ante la Corte Suprema hasta antes de la vista de la causa.”.



8) Agrégase en el número 2) del artículo 18, a continuación de la palabra “celebrarlos” los términos “o el Fiscal Nacional Económico”.



9) Reemplázase, en el inciso cuarto del artículo 20, la frase “requerimiento del Fiscal Nacional Económico” por las siguientes oraciones: “la notificación que realice la Fiscalía Nacional Económica al afectado del inicio de una investigación de acuerdo a la letra a) del artículo 39 y siempre que el requerimiento se presente dentro de los dos años siguientes a la referida notificación,”.



10) Sustitúyese, en el inciso tercero del artículo 21, la expresión “quinto” por el término “tercer”.



11) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 22:



a) Agrégase, en su inciso tercero, a continuación de la expresión “ejecutoriada”, pasando el punto aparte a ser seguido, lo siguiente: “En todo caso, sólo se admitirán por punto de prueba, declaraciones de tres testigos por cada parte, salvo que el tribunal, a petición fundada al presentarse la lista de testigos, amplíe dicho número. No regirá respecto de los testigos lo establecido en los artículos 358, 360, número 2, 373, 374, 376, 377 y 378 del Código de Procedimiento Civil.”.



b) Agrégase, en su inciso cuarto, a continuación de la expresión “caso”, pasando el punto final a ser coma (,), lo siguiente: “el que podrá efectuar las preguntas que estime convenientes, impedir que las declaraciones y las preguntas de las partes se desvíen hacia aspectos irrelevantes o inadmisibles y resolver de plano las objeciones que le fuesen formuladas.”.


c) Intercálanse los siguientes incisos sexto, séptimo y octavo, nuevos, pasando el actual inciso sexto a ser noveno:



“El Tribunal dispondrá el registro de todas las audiencias a que hubiere lugar en forma íntegra, por cualquier medio que asegure su fidelidad.



La prueba instrumental podrá presentarse hasta diez días antes de la fecha fijada para la vista de la causa. A solicitud de parte, el Tribunal podrá decretar reserva respecto de terceros ajenos al proceso o confidencialidad incluso respecto de las demás partes, de aquellos instrumentos que contengan fórmulas, estrategias o secretos comerciales o cualquier otro elemento cuya revelación pueda afectar significativamente el desenvolvimiento competitivo de su titular. Los instrumentos que tengan carácter reservado o confidencial en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo de la letra a) del artículo 39, deberán presentarse siempre en tal carácter por la Fiscalía Nacional Económica, y el Tribunal deberá mantener la reserva o confidencialidad de los mismos.



Sin perjuicio de lo anterior, de oficio o a petición de parte, el Tribunal podrá ordenar a la parte que corresponda, en cualquier etapa del proceso e incluso como medida para mejor resolver, que prepare una versión pública del instrumento para que las otras partes ejerzan su derecho a objetarlo u observarlo. Si la referida versión pública es insuficiente como antecedente válido para fallar la causa, el Tribunal podrá decretar de oficio y por resolución fundada, el término de la reserva o confidencialidad del instrumento, y ordenará ponerlo en conocimiento de las demás partes.”.



12) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 26:


a) Reemplázase en la letra c) de su inciso segundo, la expresión “veinte” por el término “treinta” y agrégase, a continuación de la frase “en la realización del mismo”, pasando el punto aparte (.) a ser coma (,), la siguiente oración: “sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 39 bis.”.


b) Agrégase, en su inciso tercero, a continuación del término “conducta”, precedido de una coma (,), las siguientes expresiones: “el daño causado a la libre competencia, la capacidad económica del infractor y la calidad de reincidente del mismo.”.



13) Agrégase en el número 2) del artículo 31, sustituyendo el punto aparte por un punto seguido, el siguiente párrafo: “Los intervinientes en este procedimiento podrán adjuntar nuevos instrumentos hasta diez días hábiles antes de la fecha fijada por el Tribunal para la audiencia pública.”.



14) Sustitúyense los incisos segundo y tercero del artículo 33 por los siguientes:



“La Fiscalía Nacional Económica tendrá su sede en Santiago. Estará a cargo de un funcionario denominado Fiscal Nacional Económico, que será nombrado por el Presidente de la República mediante el proceso de selección de altos directivos públicos previstos en el párrafo 3° del Título VI de la ley N° 19.882. Durará tres años en su cargo, pudiendo renovarse su nombramiento por una sola vez. Al término del primer período trienal, el Presidente de la República podrá, previa evaluación de su desempeño, resolver la prórroga de su nombramiento por igual período o bien disponer se inicie el proceso de selección correspondiente.



El Fiscal Nacional Económico cesará en sus funciones por las siguientes causales:


a) Término del período legal de su designación;


b) Renuncia voluntaria aceptada por el Presidente de la República;


c) Destitución por negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones, y


d) Incapacidad



La remoción por las causales señaladas en las letras c) y d) precedentes será dispuesta por el Presidente de la República, con el informe favorable del Consejo de Alta Dirección Pública establecido por la ley N° 19.882, adoptado a requerimiento del Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, por cuatro de sus cinco miembros.



Al Fiscal Nacional Económico le corresponderá ejercer tanto la jefatura superior como la representación judicial y extrajudicial del servicio.



Sin perjuicio de los requisitos generales para ingresar a la Administración Pública, el Fiscal deberá acreditar título de abogado y diez años de ejercicio profesional o tres años de antigüedad en el servicio.”.



15) Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso segundo del artículo 39:


a) Agréganse en la letra a) los siguientes incisos tercero y cuarto, pasando el actual tercero a ser quinto:



“Asimismo, el Fiscal Nacional Económico  podrá disponer  de oficio o a petición del interesado, que ciertas piezas  del expediente sean reservadas o confidenciales, siempre que tengan por objeto proteger la identidad de  quienes hayan efectuado declaraciones o aportado antecedentes en conformidad al artículo 39 bis, o que contengan fórmulas, estrategias o secretos comerciales o cualquier otro elemento cuya revelación pueda afectar significativamente el desenvolvimiento competitivo de su titular, o resguardar la eficacia de investigaciones de la Fiscalía.



Lo anterior es sin perjuicio que en un proceso en curso y previo traslado, se aplique lo dispuesto en el inciso octavo del artículo 22, o que se ordene por el tribunal otorgar copias de piezas del expediente que no se hayan agregado al proceso, suprimiendo en ellas todas las referencias que pudieren revelar las identidades u objeto de protección aludidos precedentemente.


b) Suprímense en la letra b) las expresiones  “que se rigen por lo dispuesto en la letra i) de este artículo.”, sustituyendo la coma que las precede por un punto aparte.


c) Agrégase al final de la letra f), sustituyendo el punto y coma (;) por una coma (,), lo siguiente: “como asimismo, a proporcionar los antecedentes que obren en sus archivos y que el Fiscal Nacional Económico les requiera, aun cuando dichos antecedentes se encuentren calificados como secretos o reservados, de conformidad a la legislación vigente, caso este último en que se requerirá la autorización previa del Tribunal.


d) Intercálase en la letra l), a continuación de la expresión “entendimiento” y antes de los términos “con agencias”, lo siguiente “con otros servicios públicos y universidades, en materias de cooperación recíproca. Asimismo, celebrar convenios “.


e) Sustitúyese al final de la letra m) la coma (,) y la letra “y” que la sigue, por un punto y coma (;).


f) Intercálanse a continuación de la letra m), las siguientes letras n), ñ), o), p), q) y r), nuevas, pasando la actual n) a ser s):


“n) Realizar estudios sobre la evolución competitiva de los mercados, en cuyo caso podrá ejercer las facultades contenidas en las letras g) y h) de este artículo;



ñ) Realizar indagaciones preliminares sobre eventuales infracciones en la ley u operaciones que pudieren restringir la competencia que no impliquen necesariamente el inicio de una investigación, en cuyo caso podrá ejercer las facultades contenidas en las letras g), h) y j) de este artículo, todo ello previa notificación al indagado;


o) Formular, una vez iniciada una investigación, recomendaciones a particulares u organismos públicos para que se abstengan de ejecutar un hecho o celebrar un acto o contrato bajo apercibimiento de interponer un requerimiento en su contra;


p) En casos graves y calificados de investigaciones destinadas a acreditar conductas de las descritas en la letra a) del artículo 3°, solicitar, mediante petición fundada, autorización al Ministro de la Corte de Apelaciones que corresponda de acuerdo al turno, para que Carabineros o la Policía de Investigaciones, bajo la dirección del funcionario de la Fiscalía Nacional Económica que indique la solicitud, proceda a:


p.1) Entrar a recintos públicos o privados y, si fuere necesario, a allanar y descerrajar;


p.2) Registrar e incautar toda clase de objetos y documentos que permitan acreditar la existencia de la infracción;


p.3) Autorizar la interceptación de toda clase de comunicaciones, y


p.4) Ordenar a cualquier empresa que preste servicios de comunicaciones, que facilite copias y registros de las comunicaciones transmitidas o recibidas por ella.


El ejercicio de las facultades conferidas en el inciso anterior, deberá sujetarse a los requisitos y formalidades establecidos en los artículos 205, 207, 208, 210, 212 a 214, 216 a 219 y 221 a 225 del Código Procesal Penal;


q) Suscribir acuerdos extrajudiciales con los agentes económicos involucrados en sus investigaciones, con el objeto de cautelar la libre competencia en los mercados.


El Tribunal tomará conocimiento del acuerdo en una sola audiencia, sin forma de juicio, convocada especialmente al efecto, dentro del quinto día hábil de recibidos los antecedentes, durante la cual podrá escuchar alegatos de las partes comparecientes al acuerdo. El Tribunal deberá aprobar o rechazar el acuerdo en un plazo máximo de quince días hábiles, contados desde la fecha de la audiencia. Estas resoluciones una vez ejecutoriadas serán vinculantes para las partes que comparecieron al acuerdo y en su contra sólo procederá el recurso de reposición;


r) Adoptar, previa autorización del Tribunal, medidas preventivas tendientes a incrementar la transparencia en los mercados.



El Tribunal tomará conocimiento de la medida en una sola audiencia, sin forma de juicio, convocada especialmente al efecto, dentro del quinto día hábil de recibidos los antecedentes, durante la cual podrá escuchar alegatos de la Fiscalía y de la parte que lo solicite. El Tribunal deberá aprobar o rechazar la medida en un plazo máximo de quince días hábiles, contados desde la fecha de la audiencia. Estas resoluciones una vez ejecutoriadas serán vinculantes para los agentes económicos referidos en ellas y en su contra sólo procederá el recurso de reposición;”.



16) Agrégase el siguiente artículo 39 bis, nuevo:



“Artículo 39 bis.- El que ejecute una conducta prevista en la letra a) del artículo 3° podrá acceder a una reducción o exención de la multa cuando aporte a la Fiscalía Nacional Económica antecedentes que conduzcan a la acreditación de dicha conducta y a la determinación de los responsables.



Para acceder a uno de esto beneficios, el ejecutor de la conducta deberá cumplir los siguientes requisitos:



1.- Proporcionar antecedentes precisos, veraces y comprobables que representen un aporte efectivo a la constitución de elementos de prueba suficientes para fundar un requerimiento ante el Tribunal;


2.- Abstenerse de divulgar la solicitud de estos beneficios hasta que la Fiscalía  haya formulado el requerimiento u ordene archivar los antecedentes de la solicitud, y


3.- Poner fin a su participación en la conducta inmediatamente después de presentar su solicitud, salvo que la Fiscalía decidiera que su participación es indispensable para preservar la eficacia de la investigación.



Para acceder a la exención de la multa, además de cumplir los requisitos señalados en el inciso anterior, el ejecutor de la conducta deberá ser el primero que aporte los antecedentes a la Fiscalía, dentro del grupo de responsables de la conducta imputada.



Para acceder a una reducción de la multa, además de cumplir los requisitos señalados en el inciso segundo, el ejecutor de la conducta deberá aportar antecedentes adicionales a los presentados por quien primero acompañó antecedentes a la Fiscalía en virtud de este artículo. En todo caso, la rebaja de la multa que solicite el Fiscal en su requerimiento, no podrá ser superior al 50%  de la mayor multa solicitada para los demás ejecutores de la conducta que no pueden acogerse a los beneficios de este artículo.



En su requerimiento el Fiscal individualizará a cada ejecutor de la conducta que cumplió los requisitos para acceder al beneficio de exención o reducción de la multa. Si el Tribunal diere por acreditada la conducta, no podrá aplicar multa a quien haya sido individualizado como acreedor de una exención, como tampoco una multa mayor a la solicitada por el Fiscal a quien haya sido individualizado como acreedor de una reducción de la misma.”.



Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones  en la ley N° 19.733, sobre las libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo:



1) Suprímese el inciso segundo del artículo 37.



2) Reemplázase el artículo 38 por el siguiente:



“Artículo 38.- Cualquier hecho o acto relevante relativo a la modificación o cambio en la propiedad de un medio de comunicación social, deberá ser informado a la Fiscalía Nacional Económica, dentro de treinta días de ejecutado.



Con todo, tratándose de medios de comunicación social sujetos al sistema de concesión otorgada por el Estado, el hecho o acto relevante deberá contar, previo a su perfeccionamiento, con informe de la Fiscalía Nacional Económica referido a su efecto sobre la competencia, la que deberá emitirlo dentro de los treinta días siguientes a la recepción de los antecedentes. En caso que el informe sea desfavorable, el Fiscal Nacional Económico deberá comunicarlo al Tribunal para efectos de lo dispuesto en el artículo 31 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.  De no evacuarse el informe dentro del referido plazo,  se entenderá que no amerita objeción alguna por parte de la Fiscalía.”.



3) Derógase el artículo 43.



Artículo primero transitorio.- Esta ley entrará en vigencia transcurridos noventa días desde su publicación en el Diario Oficial, salvo las modificaciones incorporadas a los artículos 9°, 10, 26 y 30, y el artículo 39 bis, nuevo, del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, y sus modificaciones introducidas por la ley N° 20.088, las cuales regirán desde la publicación de esta ley.



Artículo segundo transitorio.- Los integrantes suplentes del Tribunal que a la entrada en vigencia de esta ley se encuentren ejerciendo el cargo, se mantendrán en él hasta el día que venza su período de acuerdo al decreto de nombramiento y no se les aplicará el régimen de remuneraciones que incorpora esta ley, hasta que se reduzca el número de suplentes en conformidad al inciso siguiente.



La designación de dos integrantes suplentes en conformidad a lo dispuesto en el artículo 6° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, y sus modificaciones introducidas por la ley N° 20.088, con las modificaciones establecidas en el número 2) del artículo 1° de esta ley, sólo se efectuará con ocasión de la renovación que corresponda a los que expiren en sus funciones el año 2012.



Artículo tercero transitorio.- La modificación introducida por el número 3) del artículo 1° de esta ley, será aplicable a los integrantes titulares que se designen a partir de la renovación parcial que se produzca con posterioridad a la publicación de esta ley.



Artículo cuarto transitorio.- Las nuevas modalidades de nombramiento y remoción del Fiscal Nacional Económico que establece esta ley, se aplicarán a partir de la fecha en que quede vacante el referido empleo.



Artículo quinto transitorio.- El gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año 2007, se financiará con cargo al ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos para dicho año.”.
- - -

Acordado en sesión celebrada el día 15 de enero de 2008, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Orpis Bouchon (Presidente), José García Ruminot, Jorge Pizarro Soto y Guillermo Vásquez Úbeda.


Sala de la Comisión, a 16 de enero de 2008.

(Fdo.): PEDRO FADIC RUIZ, Abogado Secretario de la Comisión

8

INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE  MODIFICA LA LEY Nº 17.336, SOBRE PROPIEDAD INTELECTUAL

(5012-03)

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en un Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República.
- - -


Cabe señalar que este proyecto de ley fue discutido sólo en general, en virtud del artículo 36 del Reglamento del Senado.


Asimismo, es necesario hacer presente que el proyecto cuenta con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


También cabe destacar que Su Excelencia la Presidenta de la República hizo presente urgencia para su despacho, calificándola de “simple”.

- - -


A la sesión en que la Comisión estudió el proyecto asistieron, además de sus miembros, los señores Ministros de Cultura, doña Paulina Urrutia, y de Economía, don Hugo Lavados.


También concurrieron, especialmente invitadas, las siguientes personas.


Del Ministerio de Cultura, el Asesor Legislativo señor Daniel Álvarez.


Del Ministerio de Economía, el Asesor del Ministro, señor Carlos Rubio.

Del Ministerio de Educación, el Asesor de Propiedad Intelectual, señor Luis Villarroel.
- - -
OBJETIVOS DEL PROYECTO


En lo fundamental, adecuar la normativa nacional en materia de derechos de autor y derechos conexos a los compromisos asumidos por Chile en los Tratados Internacionales que ha suscrito con otros países, estableciendo una serie de medidas que garanticen una adecuada protección a las frecuentes infracciones calificadas como “piratería”.


Con tal propósito, establece un marco regulatorio que garantice a la ciudadanía el acceso a los bienes culturales, tal como se ha reconocido en los distintos Acuerdos de Libre Comercio, y regula la responsabilidad de los prestadores de servicios de Internet. 


Asimismo, contempla un nuevo mecanismo de fijación de tarifas de las sociedades de gestión colectiva.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Deben aprobarse como normas de carácter orgánico constitucionales el inciso penúltimo del artículo 71 N, el inciso primero del artículo 85 Q, y los incisos primero, segundo, tercero y undécimo del artículo 100 bis, contenidos en los números 6), 9) y 12), respectivamente, del artículo 1° del presente proyecto de ley. Todo esto en virtud de lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de ese Texto Fundamental.

Cabe dejar constancia que, en su oportunidad, la Honorable Cámara de Diputados, ofició a la Excelentísima Corte Suprema, con el objeto de recabar su parecer respecto a la iniciativa de ley en estudio, la que emitió su opinión por Oficio N° 339, de 17 de octubre de 2007.

- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se ha tenido en consideración, entre otros, lo siguiente:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


a) Los numerales 10º, 11º, 24° y 25° del artículo 19 de la Constitución Política, que consagran, respectivamente, las garantías del derecho a la educación, la libertad de enseñanza, el derecho de propiedad, y la libertad de crear y difundir las artes, junto con el derecho del autor sobre sus creaciones intelectuales y artísticas .



b) La ley N° 17.336, sobre Propiedad Intelectual.

c) El Convenio de Berna para la Protección de las Obras Literarias y Artísticas (1886).

d) Los Tratados de Libre Comercio suscritos con Estados Unidos, la Unión Europea y México.
e) La Convención de Roma sobre la Protección de los Artistas Intérpretes o Ejecutantes, los Productores de Fonogramas y los Organismos de Radiodifusión (1961).

f) El Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual Relacionados con el Comercio de la Organización Mundial del Comercio.

g) La Convención para la Protección y Promoción de la Diversidad de las Expresiones Culturales de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje con el que Su Excelencia la Presidenta de la República inicia el presente proyecto de ley destaca, en primer término, los fundamentos de la iniciativa, a saber, los tratados internacionales, la Constitución y la lucha contra la piratería.

-En relación con los tratados.

Destaca que la propiedad intelectual es reconocida a nivel internacional como una herramienta importante para estimular y proteger las creaciones artísticas y del intelecto humano. Informa que este segmento partió  a través del Convenio de Berna para la Protección de las Obras Literarias y Artísticas, en 1886. Posteriormente, a través de la Convención de Roma sobre la Protección de los Artistas Intérpretes o Ejecutantes, los Productores de Fonogramas y los Organismos de Radiodifusión (1961), se extendieron algunos de los derechos reconocidos a los autores, a los artistas, intérpretes o ejecutantes, a los productores de fonogramas y a los organismos de radiodifusión, comúnmente conocidos como derechos conexos. Señala que Chile es miembro de estos Tratados Internacionales desde los años 1975 y 1974, respectivamente.

Agrega que existen otros Tratados Internacionales que han ratificado la importancia de la protección de estos derechos. Sin embargo, acota que es a través del Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual Relacionados con el Comercio (1994), de la Organización Mundial del Comercio, que se establecen de manera orgánica estándares mínimos de protección a la propiedad intelectual, adquiriendo estos derechos relevancia a nivel mundial debido a su vinculación con el comercio.

Por su parte, señala que la Declaración de Derechos Humanos, en su artículo 27, reconoce como un derecho humano, el derecho a tomar parte libremente en la vida cultural de la comunidad, a gozar de las artes y a participar en el progreso científico y en los beneficios que de él resulten. En su párrafo segundo, precisa que, también, reconoce el derecho a la protección de los intereses morales y materiales que correspondan por razón de las producciones científicas, literarias o artísticas de que una persona sea autora.

Lo anterior explica que la regulación de estos derechos debe siempre realizarse desde una doble perspectiva. Por un lado, se deben otorgar las condiciones que estimulen la actividad creativa y generadora de conocimiento, garantizando el derecho de propiedad sobre las creaciones intelectuales resultantes de éstas; y, por otro lado, indica que debe asegurarse a toda la población el acceso a estas creaciones artísticas-culturales y productos del conocimiento.

En similar sentido, precisa que la Convención para la Protección y Promoción de la Diversidad de las Expresiones Culturales de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, recientemente ratificada por nuestro país y que se encuentra vigente desde el mes marzo de 2007, reconoce la doble dimensión económica y cultural de las actividades, bienes y servicios culturales, al ser portadores de identidades, valores y significados, por lo cual arguye que no deben tratarse como si sólo tuviesen un valor comercial y destaca la importancia de los derechos de propiedad intelectual para sostener a quienes participan en la creatividad cultural.

Señala que Chile, a través de los Acuerdos de Libre Comercio, ha incorporado estándares más precisos de propiedad intelectual acordes con los desafíos que nuestro nivel de desarrollo exige, dando cuenta al mismo tiempo de las nuevas formas de explotación que surgen como consecuencia natural de los avances tecnológicos. Entre otros tratados bilaterales que tratan estas materias, menciona los acuerdos suscritos con Estados Unidos, la Unión Europea y México.

Simultáneamente, tanto a nivel bilateral como en los foros multilaterales, informa que Chile ha reafirmado la necesidad de que el sistema de propiedad intelectual sea balanceado, de forma de equilibrar los intereses de los distintos actores y sectores involucrados. De esta forma, indica que se busca conjugar una adecuada protección de los derechos de autor y conexos, con el acceso legítimo por parte de la comunidad a las creaciones artísticas y del intelecto. Lo anterior, acota que se traduce en la incorporación en este proyecto de ley de un número determinado de limitaciones y excepciones dentro del marco legal de protección a los derechos de autor y conexos, en beneficio de ciertos sectores de nuestra sociedad.

-La Constitución Política de la Repúclica.

Respecto a la Constitución, hace presente que en nuestro ordenamiento jurídico los derechos de propiedad intelectual gozan del más amplio reconocimiento, constituyendo una de las garantías recogidas expresamente en la Constitución Política de la República, en el artículo diecinueve, numeral veinticinco, el cual garantiza a todos los creadores el derecho de autor sobre sus creaciones intelectuales y artísticas, al mismo tiempo que se garantiza el derecho a todas las personas a crear y difundir las artes. 

Adicionalmente, indica que la ley N° 17.336 reconoce, también, los derechos conexos al derecho de autor, otorgando a los artistas intérpretes o ejecutantes, a los productores de fonogramas y a los radiodifusores facultades respecto de sus interpretaciones, ejecuciones y producciones y el derecho a percibir una retribución por su uso público. 
-La lucha contra la piratería.

Finalmente, en lo relativo a la lucha contra la piratería, señala que los desarrollos tecnológicos de las últimas décadas imponen nuevos desafíos, que obligan a adecuar la normativa existente a esta nueva realidad, pues sin desconocer los positivos efectos que las nuevas tecnologías han tenido en el mejoramiento de las comunicaciones y en la difusión del conocimiento, es incuestionable que éstas han originado, también, nuevas formas de infracción a los derechos actualmente reconocidos por nuestro ordenamiento y nuevas formas de piratería, estimulando el surgimiento de organizaciones criminales en torno a la producción y distribución ilícita de obras protegidas.

Lo anterior adquiere especial relevancia, toda vez que la piratería y las demás prácticas ilegales constituyen no sólo una violación del derecho de propiedad intelectual sino que, además, distorsionan el funcionamiento normal del mercado, generando un grave perjuicio patrimonial a la industria, cuyo principal activo son los derechos de autor y los derechos conexos, y adicionalmente, implican para el Estado una evasión tributaria. 

Por ello, declara que junto a la necesidad de adecuar nuestra normativa sobre derecho de autor y derechos conexos a los compromisos internacionales asumidos por Chile, se hace necesario modernizar las herramientas que permitan otorgar una mejor protección a los creadores y a la industria asociada a los productos que se derivan de la inteligencia y de la creación humana.

Precisa que este esfuerzo implica la dictación de cuerpos legales modernos, acordes con el desarrollo de la sociedad actual, que recojan los intereses de los distintos actores del sistema de propiedad intelectual y la necesidad de implementar las obligaciones asumidas por nuestro país en materia de propiedad intelectual, en los acuerdos de libre comercio.
Principales objetivos del proyecto.

Mediante el presente proyecto, el Ejecutivo pretende actualizar la regulación vigente en materias de derechos de autor y derechos conexos, contemplando los siguientes objetivos: 

1.- El establecimiento de medidas efectivas que garanticen un adecuado nivel de protección mediante acciones civiles y penales para la observancia de los derechos de autor y derechos conexos, ante las frecuentes infracciones calificadas comúnmente como piratería.

2.- El establecimiento de un adecuado marco de excepciones y limitaciones al derecho de autor y derechos conexos que garanticen el acceso a bienes culturales y el ejercicio de derechos fundamentales por parte de la ciudadanía, tal como está reconocido en la mayor parte de las legislaciones internacionales y conforme a las flexibilidades permitidas en el Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual Relacionados con el Comercio, de la Organización Mundial del Comercio, reafirmadas por Chile en los distintos Acuerdos de Libre Comercio.

3.- La regulación de la responsabilidad de los prestadores de servicios de Internet, limitando su responsabilidad por las infracciones a los derechos de autor y conexos que se cometan por usuarios de estos servicios a través de sus redes, de conformidad con los compromisos internacionales asumidos por Chile, en el Tratado de Libre Comercio suscrito con Estados Unidos.

Hace presente que, para la elaboración de este proyecto se han tenido en consideración, entre otros antecedentes, las opiniones de los distintos sectores interesados, expresadas durante la tramitación parlamentaria del anterior proyecto modificatorio de la ley N° 17.336 sobre Propiedad Intelectual y la legislación comparada, especialmente aquélla de nuestros principales socios comerciales.
Contenido del proyecto.

El proyecto introduce cuatro grandes modificaciones a la ley N° 17.336, sobre Propiedad Intelectual,  a saber: 
La primera, que suprime los actuales Párrafos III y IV del Capítulo V del Título I e incorpora un Título III, nuevo, sobre Limitaciones y Excepciones al Derecho de Autor y a los Derechos Conexos; 
La segunda, que sustituye el Capítulo II del Título III de ley, referido a las infracciones, delitos y sanciones, por un nuevo Capítulo, que sistematiza y aumenta las penas y sanciones por infracciones a los derechos de propiedad intelectual y establece mecanismos especiales para su observancia; 
La tercera, que incorpora un nuevo Capítulo III al Título IV, que establece un régimen de limitación de responsabilidad de los prestadores de servicios de Internet, y 
La cuarta, que introduce una serie de modificaciones a diversas disposiciones de la ley.
1ª. Excepciones y limitaciones al derecho de autor.

En primer lugar, el proyecto propone eliminar los actuales Párrafos III y IV del Capítulo V del Título I de la ley N°17.336 sobre Propiedad Intelectual, e intercalar un nuevo Título III, pasando éste a ser Título IV, sobre Limitaciones y Excepciones al Derecho de Autor y a los Derechos Conexos. Agrega que en este nuevo Título se establece que las disposiciones sobre limitaciones y excepciones establecidas serán aplicables tanto respecto de los derechos de autor como de los derechos conexos, cuando sea procedente. Comunica que el contenido de este nuevo Título es el siguiente:

1.- Derecho de cita. 
Explica que se amplía y precisa el ámbito de aplicación del derecho de cita ya reconocido en nuestra legislación, en el actual artículo 36, estableciéndose como criterio para su aplicación la finalidad del uso del fragmento de la obra. De esta manera, arguye que las citas de fragmentos de obras podrán utilizarse cuando se realicen con fines de crítica, ilustración, enseñanza e investigación.

De igual forma, señala que se establece un derecho de cita especial para imágenes fijas y obras plásticas, a objeto de posibilitar el ejercicio del derecho de cita reconocido universalmente sobre cualquier tipo de obra, adaptándose a las particularidades de aquellas obras que por su naturaleza no pueden ser objeto de fragmentación. Así, acota que se permite la reproducción unitaria de obras plásticas o fotográficas cuando se realice con fines de crítica, reseña, ilustración, enseñanza e investigación y sin interés comercial. En ambos casos, asegura que no se requerirá de autorización, ni pago de remuneración al titular de los derechos, siempre y cuando la utilización sea realizada conforme a los fines indicados y se mencione la fuente, el título de la obra y el nombre de su autor.

2.- Excepción para discapacitados. 
Indica que esta iniciativa de ley, haciéndose eco de un anhelo histórico de las organizaciones y agrupaciones de discapacitados, para facilitar su acceso a bienes culturales y subsanando una lamentable omisión de nuestra regulación, establece una excepción en beneficio de los discapacitados visuales, auditivos o de otra clase que, sin formatos especiales, no puedan acceder a una obra protegida. En ejercicio de esta excepción, comenta que se permite la reproducción, adaptación, distribución y comunicación al público, sin interés comercial y siempre dentro del ámbito de personas que sufran la respectiva discapacidad, de obras protegidas. A efectos de evitar usos indebidos que puedan afectar los derechos de los titulares, se establece que los ejemplares o copias obtenidas en ejercicio de esta excepción no podrán ser cedidos ni distribuidos a terceros y deberán señalar claramente que han sido realizados en ejercicio de esta excepción y, por tanto, tienen una circulación restringida.

3.- Ordenamiento y actualización de las excepciones existentes. 
Por otra parte, señala que este proyecto de ley mejora la sistematización de la legislación vigente, ya que reordena y agrupa a las excepciones contenidas entre los actuales artículos 40 y 45 de la ley -que pasan a los artículos 71 E a 71 I del proyecto- conforme a su naturaleza y sentido. De este modo, explica que sin alterar sustancialmente su contenido, se sustituyen algunas expresiones anacrónicas, brindándoles además neutralidad tecnológica.
-Excepciones para  bibliotecas y archivos.

Dentro de estas excepciones, menciona la de las bibliotecas y archivos, señalando que ésta surge como una corriente universal, que reconoce el valor de las bibliotecas y archivos como centros de interacción de la cultura y la educación. Agrega que este proyecto de ley establece un acotado número de excepciones en beneficio de bibliotecas y archivos, no contempladas en la legislación actual y que buscan otorgar seguridad jurídica al desarrollo de su quehacer cotidiano. Luego, explica que las bibliotecas y archivos que no tengan fines de lucro, podrán reproducir una obra protegida con alguna de las siguientes finalidades: para fines de preservación o sustitución de un ejemplar de su colección en caso de pérdida o deterioro; para fines de sustitución de un ejemplar de otra biblioteca o archivo que se haya extraviado, destruido o inutilizado, siempre y cuando no se encuentre disponible en el mercado; y, para incorporar un ejemplar a su colección cuando éste no se encuentre disponible en el mercado en los últimos 5 años.

Asimismo, explica que las bibliotecas y archivos abiertos al público y que no tengan fines de lucro, podrán efectuar copias de fragmentos de obras que se encuentren en sus colecciones, a solicitud de un usuario de la biblioteca o archivo exclusivamente para su uso personal. Similar autorización legal, afirma, tendrán para reproducir, comunicar o poner a disposición por medios digitales las obras de su colección para ser consultadas simultáneamente hasta por un número razonable de usuarios en instalaciones de la propia institución. Agrega que las bibliotecas y archivos abiertos al público y que no tengan fines de lucro, podrán efectuar la traducción de obras originalmente escritas en idioma extranjero, cuando al cumplirse un plazo de tres años contados desde la primera publicación, o de un año en caso de publicaciones periódicas, no haya sido publicada en Chile su traducción al castellano por el titular del derecho respectivo, conforme a las condiciones que establece el proyecto.

Señala que en cada uno de estos casos, no se requerirá de autorización ni pago de remuneración al titular de los derechos, siempre y cuando la utilización sea realizada estrictamente conforme a los fines indicados y las condiciones estipuladas. Cabe destacar que estas disposiciones no son aplicables a cualquier biblioteca o archivo, pues sólo beneficia a aquellas instituciones que no tengan ánimo de lucro y que se encuentren abiertas a la comunidad, excluyéndose de estas excepciones a todas aquellas instituciones de acceso restringido o condicionado.
--Excepciones para fines educacionales.

Este proyecto de ley, establece dos excepciones para fines educacionales. La primera dispone que en el caso de tratarse de bibliotecas de instituciones educacionales o que sirvan a éstas, se autoriza la reproducción, comunicación y puesta a disposición del público de obras cortas, artículos de publicaciones periódicas y partes razonables de obras extensas, siempre que sean para uso exclusivo de los alumnos, investigadores y docentes de dichas instituciones. Acota que dicha utilización no podrá ser realizada con interés comercial y deberá cumplir con los demás requisitos que determine un Reglamento. En tanto, prosigue, la segunda excepción dispone que será lícita, sin la autorización del titular, ni pago de remuneración alguna, la inclusión en una obra para fines educacionales de obras cortas, como poemas, artículos, ensayos o cuentos cortos, debiendo mencionarse en cada caso la fuente, el título y autor de la obra incluida y sólo operará respecto de la educación formal o autorizada por el Ministerio de Educación. Con todo, advierte que no se podrán incluir más de dos obras de un mismo autor, y dicha obra no podrá representar más del 7% del contenido de la nueva obra educacional.

En este caso, comenta que la norma dispone que al distribuirse comercialmente la obra al público, el editor deberá pagar a los respectivos titulares una remuneración equitativa por dicha utilización. En caso de desacuerdo, refiere que esta remuneración será fijada por un tribunal civil, en un procedimiento breve y sumario.
-Excepciones relativas a programas computacionales.

En cuanto a las excepciones relativas a programas computacionales, contenida en el inciso segundo del artículo 47 de la ley, se incorporan, en este proyecto, en cumplimiento de las obligaciones del Tratado de Libre Comercio suscrito con Estados Unidos, dos nuevas excepciones, que amparan: por una parte, las actividades de ingeniería inversa que se realicen sobre un programa computacional legalmente adquirido, con el propósito exclusivo de lograr la compatibilidad operativa entre programas computacionales o para fines de investigación y desarrollo y, por la otra, a las actividades que se realicen con el único propósito de probar, investigar o corregir el funcionamiento o la seguridad del computador sobre el que se aplica el programa computacional.
-Excepciones de copia temporal y otras excepciones.

Asimismo, señala que se incorpora una excepción de copia temporal, la que se sujeta al cumplimiento de determinadas y específicas condiciones conforme al uso de que se trata y siempre en el marco de la aplicación de los procesos tecnológicos. Además, precisa que se reconocen otras excepciones, a partir de lo dispuesto en el actual artículo 45 bis, que reproduce la denominada regla de los tres pasos establecida en el Convenio de Berna y en el Acuerdo sobre los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio de la OMC. Esta excepción de copia temporal, faculta la declaración de nuevas excepciones distintas a las expresamente contempladas en el Título III, siempre y cuando se traten de casos especiales, que no atenten contra la explotación normal de la obra, de la interpretación o ejecución o del fonograma, ni causen un perjuicio injustificado a los intereses legítimos del titular de los derechos.
2ª. Infracciones, delitos, penas y procedimientos.
En materia de infracciones, delitos, penas y procedimientos, comenta que el Ejecutivo comparte el diagnóstico realizado por diversos sectores de la sociedad, tanto del ámbito público como privado, el cual da cuenta de lo inadecuado del régimen vigente de sanciones civiles y penales a las infracciones de los derechos de autor y derechos conexos. De lo anterior, expone que surge la necesidad de introducir modificaciones a la legislación vigente, a fin de combatir de forma más severa la piratería y, en general, los usos no autorizados de obras protegidas por esta clase de derechos, otorgando más y mejores instrumentos legales para la investigación de los delitos y la sanción de los mismos. En mérito de ello, explica que este proyecto de ley propone sustituir el actual Capítulo II del Título III de la Ley, por un nuevo Capítulo II, que establece un nuevo marco de sanciones civiles y penales a las infracciones a los derechos de autor y derechos conexos, además de establecer nuevos mecanismos y herramientas procesales aplicables a los casos de utilizaciones realizadas fuera del marco legal.
-Infracciones y penas.
Detalla que el presente proyecto de ley propone reunir los diversos tipos penales actualmente dispersos en la ley, incorporando nuevos tipos y graduando las penas conforme al perjuicio causado, de acuerdo a la siguiente escala:

i) Para las infracciones que causen un perjuicio menor a 4 unidades tributarias mensuales, se establece una pena de prisión en cualquiera de sus grados o multa de 10 a 100 unidades tributarias mensuales.

i) En tanto, para las infracciones que causen un perjuicio igual o superior a 4 unidades tributarias mensuales e inferior a 40 unidades tributarias mensuales, se establece una pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de 50 a 500 unidades tributarias mensuales.

iii) Finalmente, para las infracciones que causen un perjuicio igual o superior a 40 unidades tributarias mensuales, se establece una pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de 100 a 1.000 unidades tributarias mensuales.

Advierte que esta graduación se establece en el entendido que no todas las infracciones al derecho de autor y derechos conexos son siempre de la misma entidad y que es necesario introducir elementos objetivos que permitan a los Tribunales de Justicia aplicar la sanción más justa y efectiva en cada caso. Por ello, acota que se ha optado por la graduación de la pena en función del perjuicio causado. Agrega que las penas antes señaladas serán aplicables a las siguientes conductas que el proyecto de ley califica como delitos: cualquier utilización no autorizada de obras protegidas por derechos de autor y de interpretaciones, producciones y emisiones protegidas por derechos conexos; la falsificación de obras literarias, científicas o artísticas protegidas por la ley, de planillas de ejecución, del número de ejemplares vendidos efectivamente, de personería para autorizar el uso de derechos de autor o de licencias respecto de interpretaciones o ejecuciones o fonogramas de dominio privado, y el plagio de obras protegidas por el derecho de autor, cuando se suprima o cambie el nombre del autor o el título de la obra o se altere maliciosamente su texto.

Explica que con estas reformas, se mantienen las penas corporales vigentes; pero se aumentan considerablemente las penas de multas aplicables, equiparándose de esta manera a las multas establecidas en la Ley sobre Propiedad Industrial. Destaca que a diferencia de la Ley de Propiedad Industrial para la configuración de estos ilícitos no se contempla la exigencia del elemento subjetivo del tipo “ánimo de lucro”, de esta forma se facilita el procesamiento y la aplicación de estas sanciones a este tipo de infracciones.

-Delitos contra el dominio público y la gestión colectiva.

Precisa, enseguida, que las obras deben ser concebidas como parte del dominio público, puesto que constituyen una de las bases esenciales para el desarrollo de la actividad creativa y porque toda obra se basa en el conocimiento preexistente. Por esta razón, arguye que es importante dar protección a los derechos de propiedad sobre las obras protegidas, constituyéndose una salvaguardia sobre las creaciones que han pasado a formar parte del acervo cultural común. Para ello, precisa que se tipifican dos nuevos delitos contra el dominio público, sancionándose al que, a sabiendas, reproduzca, distribuya, ponga a disposición o comunique al público obras que estén en el dominio público bajo un nombre distinto al del autor; y al que reclame derechos patrimoniales sobre obras pertenecientes al dominio público. Refiere que en ambos casos, se aplica una multa de 25 a 500 unidades tributarias mensuales.
Asimismo, informa que se consagra un delito contra la gestión colectiva, aplicándosele las mismas sanciones anteriores, tipificándose la conducta de aquel que estando obligado al pago de una retribución por derecho de autor o conexos derivados de la ejecución de obras musicales, omitieren, con perjuicio de otro, la confección de las planillas de ejecución correspondiente, necesarias para la gestión colectiva de los derechos de propiedad intelectual. Agrega que esta norma busca fortalecer la importante labor que realizan las entidades de gestión colectiva de derechos en la protección efectiva de los intereses de los creadores.

-Delito de la piratería.
En cuanto al delito de piratería, precisa que las reformas que se presentan a discusión buscan mejorar sustantivamente el marco legal aplicable a los individuos y organizaciones criminales dedicadas a la producción, distribución y comercialización ilícita de ciertos productos y creaciones que se derivan de la inteligencia y creación humana. Refiere que este proyecto de ley establece una disposición penal específica aplicable a los actos de piratería de bienes protegidos por derechos de autor, aumentándose hasta en dos grados la pena máxima aplicable. Declara que la norma distingue entre la persona que comercializa copias ilícitas de obras protegidas de aquel que, con ánimo de lucro, fabrica, importa, tiene o adquiere para su distribución comercial o alquiler dichas copias ilícitas. Informa que en el primer caso, se sanciona al infractor con una pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de 100 a 1.000 unidades tributarias mensuales. En tanto que en el segundo caso, precisa que se aumenta la actual pena vigente hasta en dos grados, pasando de la actual pena de presidio o reclusión menor en su grado mínimo a reclusión menor en su grado medio a máximo y multa de 100 a 1.000 unidades tributarias mensuales.

Asimismo, señala que en caso de reincidencia en la comisión de cualquiera de los delitos descritos en la ley, se aplicarán las penas máximas contempladas para cada delito y la multa a aplicar no podrá ser inferior al doble de la anterior con un monto máximo que podrá ascender hasta las 2.000 unidades tributarias mensuales.

Por otra parte, comenta que el presente proyecto de ley hace aplicable expresamente la figura de asociación ilícita que regula el Código Penal, a los que se asociaren u organizaren con el objeto de cometer los delitos de piratería, quienes serán sancionados de conformidad a los artículos 293 y siguientes del Código Penal, aplicándoseles además una multa de 100 a 1.000 unidades tributarias mensuales en el caso del artículo 293 y de 50 a 500 unidades tributarias mensuales, en el caso del artículo 294 del Código Penal.
-Reformas del año 2003.

Enseguida, comunica que se mantienen en el nuevo capítulo, las disposiciones aprobadas en la reforma en el año 2003, que fueron incorporadas en cumplimiento de las obligaciones específicas que sobre la materia contenía el Tratado de Libre Comercio suscrito con Estados Unidos.
-Determinación de perjuicios.

En materia de perjuicios, indica que para determinar el monto de los mismos se debe considerar el valor legítimo de venta al detalle de los objetos protegidos, siguiendo de esta manera lo establecido en el Tratado de Libre Comercio suscrito con Estados Unidos.
-Disposiciones comunes a los procedimientos civiles y penales.

Por otra parte, señala que esta iniciativa legal, junto con mejorar efectivamente las disposiciones penales, busca perfeccionar los medios y mecanismos procesales que la ley establece en esta materia. Para ello, continúa, se plantean un conjunto de disposiciones comunes para los procedimientos civiles y penales que se originen por la infracción a esta ley.
a) Acciones a disposición del titular.

Enseguida, reconoce al titular de los derechos, una acción para pedir el cese de la actividad ilícita, la indemnización de los daños y perjuicios patrimoniales y morales causados y la publicación de la parte resolutiva de la sentencia, en un diario a elección del demandante, sin perjuicio de las demás acciones que, de acuerdo a nuestro ordenamiento jurídico, pueda impetrar el afectado.
b) Destino de los bienes infractores.

Precisa que según lo establecido en el Tratado de Libre Comercio suscrito con Estados Unidos, se establece que, a petición del titular, los bienes infractores sean destruidos o apartados del comercio. Asimismo, señala que los ejemplares ilícitos sólo podrán ser destinados a beneficencia cuando se cuente con la autorización expresa del titular de los derechos correspondientes. De esta manera, expone que se busca no afectar indebidamente los intereses de las diversas industrias culturales, quienes junto con soportar el costo económico directo de las infracciones, deben tolerar, además, la sustitución de la demanda que supone la entrega gratuita de materiales infractores a instituciones de beneficencia, contra su voluntad.

c) Medidas precautorias.

Con el fin de hacer cesar la actividad ilícita, comenta que el presente proyecto de ley establece que el Tribunal que conozca el asunto, en cualquier estado del juicio y a petición de parte, podrá decretar algunas de las siguientes medidas precautorias: la suspensión inmediata de la venta, circulación, exhibición, ejecución, representación o cualquier otra forma de explotación presuntamente infractora; la prohibición de celebrar actos y contratos sobre bienes determinados, incluyendo la prohibición de publicitar o promover los productos o servicios motivo de la presunta infracción; la retención de los ejemplares presuntamente ilícitos; la retención o secuestro de los materiales, maquinarias e implementos que hayan sido destinados a la producción de ejemplares presuntamente ilícitos, o de la actividad presuntamente infractora, cuando sea necesario para prevenir nuevas infracciones; la remoción o retiro de los aparatos que hayan sido utilizados en la comunicación pública no autorizada, a menos que el presunto infractor garantice suficientemente que no reanudará la actividad infractora, y el nombramiento de uno o más interventores. Advierte que estas medidas podrán, asimismo, solicitarse en carácter de medidas prejudiciales siempre que: se acompañen antecedentes que permitan acreditar razonablemente la existencia del derecho que se reclama; exista un riesgo inminente de infracción, y se rinda caución suficiente.
d) Determinación de los perjuicios e indemnizaciones.

En cuanto a la determinación de los perjuicios e indemnizaciones, explica que en lo que respecta al cálculo de la indemnización de los daños y perjuicios, esta iniciativa de ley establece que el perjudicado podrá optar entre la remuneración que el infractor hubiera debido pagar al titular del derecho por el otorgamiento de una licencia o las utilidades que dejó de percibir como consecuencia de la infracción. Adicionalmente, acota que el Tribunal podrá condenar al infractor a pagar las ganancias que haya obtenido siempre que sean atribuibles a la infracción y no hayan sido consideradas al calcular los perjuicios. Agrega que para la determinación del perjuicio patrimonial, se considerará, entre otros factores, el valor legítimo de venta al detalle de los bienes infringidos y respecto de la determinación del daño moral, acota que el Tribunal deberá considerar las circunstancias de la infracción, la gravedad de la lesión y el grado objetivo de difusión ilícita de la obra. En la misma línea, precisa que el Tribunal podrá ordenar, al hacer efectiva la indemnización de perjuicios, a petición de parte y sin perjuicio de los derechos que puedan hacer valer terceros, la incautación y entrega al titular del derecho del producto de la recitación, representación, reproducción, ejecución o cualquier otra forma de explotación ilícita.
e) Medidas especiales de investigación.

Por su parte, informa que conscientes de que la proliferación de la piratería está fuertemente vinculada a la existencia de organizaciones criminales dedicadas a la producción, distribución y comercialización ilícita de productos y creaciones intelectuales, se plantea que, en el caso de la investigación de la intervención de una asociación ilícita y concurriendo los requisitos legales, se faculta la utilización de agentes encubiertos, reveladores e informantes, como medida especial de investigación, a requerimiento que haga Ministerio Público al Tribunal competente.
f) Acción pública y presunción de derechos.

Asimismo, indica que se mantiene el carácter de acción penal pública la denuncia de los delitos sancionados en esta ley y a fin de hacer más simple el ejercicio de estos derechos se establece una presunción de vigencia de los derechos de autor y derechos conexos cuando la fecha de la primera publicación de una obra original sea inferior a setenta años, implementándose de esta manera una de las obligaciones específicas contempladas en el Tratado de Libre Comercio suscrito con Estados Unidos.
-Disposiciones aplicables al procedimiento civil.
Enseguida, comenta que se dispone de una serie de normas aplicables sólo a los procedimientos civiles.

a) Entrega de información.
Establece que el Tribunal podrá ordenar a él o los presuntos infractores de esta ley, la entrega de toda información que posean respecto a las demás personas involucradas en la infracción, así como todos los antecedentes relativos a los canales de producción y distribución de los ejemplares infractores. Acota que el Tribunal podrá, para la consecución de este fin, aplicar multas de 5 a 50 unidades tributarias mensuales a quienes se nieguen a entregar dicha información. 
b) Procedimientos breves y sumarios.

A su vez, comunica que se consagra un procedimiento breve y sumario, manteniéndose la regla general vigente en esta materia.
c) Indemnización predeterminada.
Finalmente, señala que se incorpora en nuestra legislación un sistema de indemnización predeterminada, conforme a la cual el titular de un derecho podrá, a su elección, solicitar una vez acreditada judicialmente la respectiva infracción, que las indemnizaciones de los daños y perjuicios patrimoniales y morales causados sean sustituidas por una suma única compensatoria que será determinada por el tribunal en relación a la gravedad de la infracción, no pudiendo ser menor a 4 unidades tributarias mensuales ni mayor a 2.000 unidades tributarias mensuales por infracción. Precisa que esta disposición, también, tiene su origen en el Tratado de Libre Comercio suscrito con Estados Unidos.
3ª. Régimen de limitación de responsabilidad de los prestadores de servicios de Internet.
Por otra parte, sostiene que se implementa un régimen de limitación de responsabilidad de los prestadores de servicios de Internet, como un forma de asumir los efectos positivos que las nuevas tecnologías han tenido sobre las comunicaciones y sobre la difusión del conocimiento, lo que ha generado nuevas formas de infracción para los derechos actualmente reconocidos por nuestro ordenamiento jurídico. Para normar adecuadamente este tipo de infracciones, continúa, se establece un régimen de limitación de la responsabilidad de los prestadores de los servicios de Internet. Para tales efectos, acota que se propone una adaptación a nuestro sistema jurídico de la obligación contenida en el artículo 17.11.23 del Tratado de Libre Comercio suscrito con Estados Unidos, sobre limitación de responsabilidad de los prestadores de servicios de telecomunicaciones por infracciones a los derechos de autor y conexos que ocurran a través de sus redes y sistemas.
a) Prestadores de servicios de Internet.

Sobre este punto, indica que este proyecto de ley propone que se establezca una norma general en virtud de la cual se limita la responsabilidad pecuniaria de los prestadores de servicios de Internet por las infracciones a los derechos regulados por esta ley que se cometan por o a través de sus redes o sistemas. Para estos efectos, comenta que se establecen una serie de condiciones que deben cumplir los proveedores de servicios de Internet. Agrega que estas condiciones dependerán de la calidad que el prestador del servicios ostente, distinguiéndose entre quienes: transmiten o proporcionen suministro de redes; efectúen almacenamiento temporal; efectúen almacenamiento a petición de los usuarios de información en sistemas o redes, y proporcionen herramientas de búsquedas de información.

De esta forma, señala que para el caso de los prestadores de servicios de transmisión de datos, enrutamiento o suministro de conexiones, para que esta limitación de responsabilidad opere es necesario que éstos no modifiquen ni seleccionen el contenido de la transmisión, no inicien la transmisión y no seleccionen a los destinatarios de la información. 

Por su parte, refiere que los prestadores de servicios de almacenamiento de datos de carácter temporal, que lleven a cabo su servicio mediante un proceso de almacenamiento automático, verán limitada su responsabilidad cuando respeten las reglas de acceso de usuario y de actualización fijadas por el sitio de origen, no interfieran en la tecnología del sitio de origen para obtener información sobre el uso del material, no modifiquen el contenido al momento de efectuar la transmisión y retiren o inhabiliten de forma expedita el acceso al material que, de acuerdo al proceso legal de notificación, deba ser retirado o inhabilitado de su red. Similar disposición, continúa, existe respecto de aquellos prestadores de servicios que efectúan almacenamiento, servicios de búsqueda, vinculación y referencia a un sitio en línea mediante herramientas de búsqueda de información, incluidos los hipervínculos y directorios, siempre que el prestador de estos servicios no tenga conocimiento del carácter ilícito del contenido, no reciba un beneficio económico directamente atribuible a la actividad infractora, designe públicamente a un representante para recibir las notificaciones de retiro o inhabilitación y retire o inhabilite el acceso al material almacenado que, de acuerdo al proceso legal de notificación, deba ser retirado o inhabilitado.

Señala que, junto con cumplir con cada una de las condiciones específicas conforme a la naturaleza del servicio de que se trate, los prestadores de servicio deberán, además, cumplir con las condiciones generales relativas a la adopción de políticas de término de contrato de los usuarios infractores reincidentes, quienes no deberán interferir en las medidas de protección e identificación de las obras protegidas y no deberán haber iniciado la transmisión, ni haber seleccionado el material o a sus destinatarios, salvo las excepciones que la propia ley establece.
Sin perjuicio de lo anterior y a fin de dar cumplimiento a las diversas garantías constitucionales, sostiene que este proyecto de ley establece claramente que los prestadores de servicios no tendrán obligación de realizar búsquedas activas de hechos o circunstancias que indiquen actividades supuestamente ilícitas ni de supervisar el contenido de los datos transmitidos, almacenados o referenciados. Agrega que de esta manera se siguen las disposiciones vigentes que establecen que las compañías de telefonía no pueden supervisar ni controlar las llamadas que realicen sus abonados, por estar afectas a las normas constitucionales sobre inviolabilidad de las comunicaciones privadas.
b) Procedimiento Judicial.
Por otra parte, comunica que, con el propósito de establecer medidas efectivas que resguarden a los titulares de derechos de autor y derechos conexos de las infracciones que se cometan en o a través de redes o sistemas digitales, se establece un procedimiento judicial expedito en el que se contemplan una serie de medidas especiales que el juez podrá decretar a petición de parte. Estas medidas, continúa, podrán consistir en la terminación de cuentas, retiro o bloqueo de materiales infractores de las redes o sistemas de un prestador de servicios de Internet. Informa que el Tribunal competente para conocer de estas solicitudes, será el Juzgado de Letras en lo Civil correspondiente al domicilio del prestador de servicios. Asimismo, advierte que estas medidas podrán decretarse en carácter de prejudiciales o judiciales, previa notificación al prestador de servicios. Respecto del supuesto infractor, señala que la notificación será facultativa y podrá decretarse sin necesidad de rendir caución previa cuando la medida sea solicitada como prejudicial y para dar garantías suficientes a este procedimiento, sin afectar su eficacia, precisa que se establecen una serie de requisitos específicos a los generales contemplados en los numerales 1°, 2° y 3° del artículo 254 del Código de Procedimiento Civil. Indica que este procedimiento y cualquiera de los incidentes que pudieran surgir durante la tramitación de este juicio, se conocerán breve y sumariamente, y las apelaciones se concederán en el sólo efecto devolutivo, gozando de preferencia para su conocimiento y vista.
Adicionalmente, declara que se establece el derecho de los titulares a requerir, por vía judicial, la entrega de la información necesaria para la identificación del proveedor de contenidos infractores. Por otra parte, refiere que con el objeto de evitar abusos en la utilización de este procedimiento, se establece una figura especial que hace responsable de los daños causados a quien proporcione información falsa, cuando en base a esa información se inhabilite, retire o bloqueen datos por parte de un prestador de servicios de Internet. Asimismo, informa que se establece una exención de responsabilidad respecto de los prestadores de servicios de Internet que retiren, inhabiliten, bloqueen y restablezcan de buena fe, voluntariamente o a requerimiento de un tercero un servicio, de acuerdo a las condiciones que se señalan en este proyecto.
4ª. Otras modificaciones.

-Derogación de extensión subjetiva de la protección:

Precisa que esta iniciativa legal, por otra parte, propone reemplazar los actuales incisos primero y segundo del artículo 10 de la ley de Propiedad Intelectual por un sólo inciso, eliminando la hipótesis de extensión del plazo en favor de las hijas solteras o viudas o cuyo cónyuge se encuentre afectado por una imposibilidad definitiva para todo género de trabajo, por estimarse como una norma discriminatoria en función del estado civil y del género, y porque se considera que afecta la certeza jurídica en cuanto dificulta la identificación del dominio público chileno.
-Cesión legal de derechos en el caso de programas computacionales.

Enseguida, declara que, con el objeto de perfeccionar y simplificar la disposición de cesión legal de derechos de autor en el caso de los programas computacionales producidos por encargo de un tercero, se elimina el requisito que sólo hacía titular del encargo al mandante en los casos de encargos que éstos tuvieran fines comerciales posteriores. 
-Definición de prestador de servicios de Internet.
Asimismo, refiere que, como una forma de otorgar certeza jurídica a la regulación de la limitación de la responsabilidad de los prestadores de servicios en Internet, se incorpora la definición de estos prestadores en la disposición donde se encuentran contenidas las definiciones de esta ley.
-Reconocimiento del derecho de reproducción temporal.
A su vez, comenta que con el objeto de hacer extensivo el derecho de reproducción al entorno digital, se reconoce expresamente a los titulares el derecho de reproducción temporal sobre sus obras y por constituir una utilización frecuente en los actuales procesos tecnológicos, se inserta en el literal u) del artículo 5º de la referida ley, la frase “permanente o temporal” entre los vocablos “fijación” y “de”.
-Autorización de uso de símbolo.

Por otra parte, expone que se propone agregar un nuevo inciso final al artículo 72 de la ley N° 17.336, a fin de permitir al titular del derecho patrimonial la utilización del símbolo ©, anteponiéndolo al año de la primera publicación y a su nombre. Esta modificación, prosigue, da cuenta de una práctica comercial extendida, por parte de los titulares de derechos de autor y derechos conexos, para comunicar que se está en presencia de una obra protegida o de la presencia de derechos conexos protegidos.
-Tarifas de las entidades de gestión colectiva de derechos.
En cuanto a las modificaciones al artículo 100, referido a las tarifas que pueden cobrar las entidades de gestión por la utilización de su repertorio, informa que éstas están inspiradas en la Resolución N° 513, de 1998, de la Comisión Resolutiva, órgano antecesor del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia. En efecto, sostiene que en esta Resolución destaca: que la fijación de tarifas debe hacerse de acuerdo al uso efectivo de las obras y que éstas deben originarse del acuerdo entre las partes interesadas o en su defecto mediante arbitraje.

Refiere que el presente proyecto de ley se hace cargo de estas dos materias y agrega dos consideraciones, también relacionadas con libre competencia. En primer lugar, acota que se eliminan las tarifas especiales que la ley actual permite fijar, debido a que dan origen a potenciales discriminaciones entre los usuarios, y se sustituyen por tarifas generales que pueden ser diferenciadas según la categoría de usuarios, junto con planes tarifarios alternativos disponibles para todos los usuarios dentro de cada categoría. En segundo lugar, expone que se establece la obligación de someter las tarifas a arbitraje, si no se alcanza un acuerdo entre las partes, en el evento de que se trate de una circunstancia en que se considere a la entidad de gestión como dominante por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia.  De esta forma, acota que se logra plenamente el objetivo de la modificación de este artículo, que es el equilibrio entre el derecho a cobrar por la utilización de obras y el control del abuso que pudiesen llegar a ejercer entidades de gestión con posición dominante en el mercado.
-Autorizaciones concurrentes.

Asimismo, arguye que en armonía con el Tratado de Libre Comercio suscrito con Estados Unidos, se clarifica que en caso de ser necesaria la autorización del autor de una obra incorporada a un fonograma y la autorización del artista, intérprete o ejecutante y del productor del fonograma, ambas deberán concurrir conjuntamente sin que una excluya a la otra.
-Artículos finales.

Por otra parte, señala que se deroga el artículo 12 de la ley N° 19.227, que crea el Fondo Nacional de Fomento del Libro y la Lectura, a fin de concordar sus disposiciones al nuevo texto de la ley. y se sustituyen los actuales incisos segundo y tercero del artículo 11 de la referida ley, por un nuevo inciso segundo concordante con las nuevas disposiciones de la ley N° 17.336 sobre Propiedad Intelectual.
Finalmente, destaca que este proyecto de ley recoge las diversas iniciativas parlamentarias que se han presentado a este respecto y menciona la moción presentada en el año 1996 por los entonces Honorables Diputados Naranjo, Escalona, Estévez, Martínez, Schaulsohn, Allamand, Valenzuela, Ascencio, Bombal y Viera-Gallo, y la moción ingresada en el año 2002 por los también entonces Honorables Diputados Pérez, Letelier, Hales y la Honorable Diputada señora Vidal. De esta forma, sostiene que al Gobierno le parece oportuno efectuar un expreso reconocimiento al valioso aporte de quienes inicialmente plantearon estos temas en el Parlamento, proponiendo un nuevo tratamiento para las infracciones contra la propiedad intelectual en Chile y, en definitiva, una modernización de la Ley de Propiedad Intelectual a los nuevos desarrollos de la sociedad chilena.

- - -

DISCUSIÓN GENERAL


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Orpis, le ofreció la palabra a la señora Ministra de Cultura, doña Paulina Urrútia.


La señora Ministra, al iniciar su intervención, agradeció la disposición de la Comisión y de los Honorables Senadores por conocer de este proyecto de ley, antes del término del actual período legislativo.


Luego señaló que, en abril del año pasado, cuando la Presidenta de la República firmó el proyecto de ley junto a los Ministros de Interior, de Relaciones Exteriores, de Justicia, de Educación, de Economía, de Transportes y Telecomunicaciones y de Cultura, existía conciencia en el Gobierno que estaba haciéndose cargo de un asunto mayor. 


Indicó que sabía que el desafío de reformar la Ley sobre Propiedad Intelectual requeriría de mucho trabajo, de escuchar y de tener un diálogo profundo, que permitiera generar los consensos que una reforma de esta envergadura requiere. 

Parte importante de ese trabajo se realizó en la Cámara de Diputados, donde las Comisiones de Economía y Cultura, unidas, recibieron a más de una docena de organizaciones civiles y gremiales vinculadas a la creación, las industrias culturales, a las universidades, a los grandes usuarios y a las organizaciones que representan el interés público, quienes expusieron en detalle cada una de sus observaciones críticas y se permitieron también destacar los avances que constituía la propuesta del Ejecutivo.


En similar sentido, la Comisión de Educación del Senado recibió en audiencia pública a más de 15 organizaciones representativas de creadores, titulares de derechos de autor, entidades de gestión, usuarios, bibliotecas, universidades y consumidores, cuyas posiciones quedaron plasmadas en el informe de la Comisión.


En este ejercicio de escucha y reflexión, fue posible conocer de primera fuente la diversidad de opiniones existentes, los múltiples intereses aparentemente contrapuestos, y reafirmar la motivación inicial: la necesidad imperiosa de actualizar nuestra Ley sobre Propiedad Intelectual. 

Claramente Chile requiere de una reforma que responda al nivel de desarrollo que nuestro país tiene en la actualidad, haciéndose cargo de las diversas realidades que la sociedad nos presenta. 


Este mismo ejercicio permitió precisar y perfeccionar las normas del Mensaje, construyendo, con el aporte de los Honorables Diputados y Diputadas, un mejor proyecto de ley. En este punto destacó la circunstancia de que se recogieron y aprobaron una parte importante de las indicaciones por ellos presentadas, las que conforme a los acuerdos iniciales, se mantuvieron siempre en el marco del Mensaje, porque cualquier interés legítimo que se intente incorporar en esta iniciativa, podría afectar la lógica del equilibrio en que está construido el proyecto de ley.


Sobre este aspecto, indicó que hablar de propiedad intelectual es hablar de un conjunto muy especial de derechos, cuyas particularidades escapan a la lógica tradicional de la propiedad. Básicamente porque estamos hablamos de un derecho limitado en el tiempo, actualmente la vida del creador más 70 años, que reconoce dominio, libre uso y gestión de la obra al creador y sus herederos. Y porque, al mismo tiempo, es estar hablando de frutos de la creación humana, que de una u otra manera se integran al acervo cultural común de los pueblos, que forman parte de su identidad y que, sin duda, dan cuenta de su diversidad cultural, siendo por ello necesario establecer normas que faciliten su acceso por parte de la ciudadanía, sin afectar con ello los legítimos derechos de creadores e industrias. 


Agregó que, con estos los dos valores señalados, puestos algunas veces en una innecesaria tensión, es que se debe legislar.  Ciertamente no todos están de acuerdo con las propuestas que se formulan. Ciertamente, continuó, existirán opiniones diversas y manifestaciones de intereses también disímiles, pero lo importante es que avancemos juntos en el establecimiento de los acuerdos que esta reforma requiera.


Luego señaló que el proyecto de ley ha sido construido en función de los siguientes tres ejes fundamentales:


Primero, se establece un extenso conjunto de normas relativas a sanciones y procedimientos, que buscan reforzar la protección de los derechos de nuestros creadores y de las industrias del sector, a través del establecimiento de nuevos delitos, mayores penas y mejores procedimientos; ampliando la protección al mundo digital, mediante el establecimiento de procedimientos, judiciales expeditos que garanticen un adecuado resguardo ante las frecuentes infracciones que se cometen por medios digitales; y muchas otras medidas a detallar durante la discusión particular.


Segundo, y tal como dijo la Presidenta de la República en abril pasado, así como el Gobierno se ha propuesto combatir con las mejores herramientas a la piratería, ha llegado el momento de establecer un adecuado marco de excepciones y limitaciones al Derecho de Autor, que se corresponden con las flexibilidades permitidas por la Organización Mundial de Comercio y contempladas también en diversos tratados que Chile ha suscrito. Pero más importante aún, señaló, excepciones y limitaciones cuyo sentido final es aquello que queremos hacer en el conjunto de la sociedad, que es favorecer el acceso a la cultura y a los bienes culturales, de ciertos grupos vulnerables que hasta ahora se veían limitados. 

Se trata también, explicó, de permitir ciertos usos limitados de obras protegidas, ampliando el derecho de cita, reconociendo una excepción amplia en favor de los discapacitados, estableciendo un número limitado de excepciones que benefician a bibliotecas y archivos, o permitiendo que se incluyan en textos educacionales de distribución gratuita, obras cortas como poemas, artículos, ensayos o cuentos cortos, entre otros.


En este mismo sentido, el proyecto contempla un mecanismo especial de resolución de los conflictos que se pudieran generar en el proceso de fijación de tarifas por el uso de obras protegidas, proceso que es llevado a cabo por las entidades de gestión colectiva de derechos y sobre el cual se referirá el Ministro de Economía, don Hugo Lavados.


Por último, se proponen una serie de modificaciones que son expresión del respeto a los compromisos adquiridos con nuestros socios comerciales. En cada uno de los Acuerdos de Libre Comercio suscritos por nuestro país con las principales economías del mundo, se han establecido estándares más precisos de protección de la propiedad intelectual, los que están siendo incorporados en la legislación interna mediante este proyecto de ley. 

Es importante señalar que el TLC con Estados Unidos impone la obligación de incorporar a nuestra legislación parte importante de los contenidos de esta reforma, antes del 1 de enero de 2008, plazo que ya se encuentra vencido.


Por otra parte, manifestó que, el proyecto busca materializar nuestra política cultural, que expresa la convicción de que el crecimiento de nuestro país se funda no sólo en el aumento del bienestar económico y en la superación de la marginalidad, sino en el desarrollo humano, personal y colectivo, donde el acceso a los bienes y servicios culturales, que le permite a la gente participar de una sociedad más integral y justa, es un derecho irrenunciable. 


El objetivo es que ese acceso sea diverso y enriquecido por la creación de nuestros autores y artistas, por el aporte de nuestras industrias culturales que producen y distribuyen esa oferta creativa, en un entorno legal y de mercado que lo facilite, donde sin lugar a dudas el rol de los derechos de autor es fundamental para establecer los equilibrios. 


Agregó que el Gobierno de Chile cree firmemente en la importancia del derecho de autor como una herramienta de fomento e incentivo a la creación, generadora de desarrollo y bienestar en las naciones, a través de una regulación equilibrada, y este proyecto de ley constituye sin duda alguna una expresión más del compromiso que moviliza al Gobierno. 


Finalmente, indicó que espera contar con la aprobación del proyecto por parte de la Comisión.


A continuación hizo uso de la palabra el señor Ministro de Economía, don Hugo Lavados, quien indicó que para el Ministerio a su cargo el proyecto en discusión es de gran importancia, tal como ha quedado demostrado durante su tramitación, tanto en la Cámara de Diputados como en la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología del Senado.


Señaló que el país debe ponerse al día en materia de propiedad intelectual, porque existe un atraso en relación a la media internacional.  Destacó que recientemente fue promulgada la ley que crea el Instituto de Propiedad Industrial, y que hay un conjunto de temas de carácter institucional y de contenidos que dicen relación con este proyecto.


Agregó que, desde la perspectiva del Ministerio de Economía, el tema más importante que aborda el proyecto es el contenido en el artículo 100, que tiene que ver con las tarifas cobradas por las entidades de gestión colectiva.  En su parecer, en esta materia se ha llegado a un muy buen planteamiento con la Cámara de Diputados, especialmente en términos de cómo hacer una determinación de las tarifas, en forma apropiada y justa para ambas partes, por medio de un mecanismo de arbitraje, de forma de no recargar instancias, como la Fiscalía Nacional Económica, o no llevar a los tribunales temas que deben ser de rápida resolución.


Destacó particularmente la fórmula que se perfeccionó en la Cámara de Diputados sobre el modo de agilizar el procedimiento, incluso antes del arbitraje, toda vez que se consideró conveniente que sólo uno de las dos tarifas fuera válida. Así, existe un incentivo para que ambas partes planteen sus tarifas del modo más convergente posible, de manera de no salir perjudicado o que su criterio no predomine en definitiva. Hizo presente que tal procedimiento sólo afecta a las entidades de gestión colectiva y no a las de autoría individual, a las que se les debe mantener el reconocimiento a su derecho a cobrar unilateralmente y dependerá del resto si están o no dispuesto a pagar lo que el autor quiere cobrar.


El Honorable Senador señor Orpis recordó que la Comisión asumió el compromiso de aprobar la idea de legislar respecto del proyecto en la presente sesión. Sin perjuicio de lo anteriormente señalado, hizo notar a los señores Ministros que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tuvo la oportunidad de escuchar a muchas personas, lo que no ha ocurrido en la Comisión de Economía. Como fue acordado que el proyecto fuera considerado, para efectos del segundo informe, por las Comisiones de Economía y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, unidas, se presenta el problema que lo más probable es que esta última no requiera recibir y escuchar nuevamente a los mismos invitados y la primera quede desinformada.


Ante tal inquietud, el señor Ministro de Economía propuso hacer una selección de los invitados más representativos que han participado en la tramitación del proyecto, y, por su parte, la señora Ministra de Cultura recordó que, al adoptarse el acuerdo de modificar la tramitación del proyecto, los miembros de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología demostraron su mejor disposición para tal efecto.


Retomando su inquietud, el señor Presidente solicita a los señores Ministros presentes generar las condiciones que permitan tener una discusión en particular del proyecto a fondo y con la tranquilidad adecuada. Desearía que no se hiciera presenta urgencia al proyecto que precipite su discusión y despacho. 


Lo anteriormente señalado, indicó, es con el propósito de acordar con el Gobierno el modo en que será tratado este proyecto de ley en particular, habiendo demostrado su mejor disposición para su aprobación y en cumplimiento del acuerdo adoptado con la señora Ministra de Cultura cuando le solicitó su pronto despacho.


Por su parte, el señor Vásquez solicitó que el texto comparado preparado por la Secretaría fuera puesto a disposición de todos los Honorables Senadores para una mejor comprensión del proyecto y su debido estudio, idea que fue acogida por los miembros presentes de la Comisión.


Respecto al fondo del proyecto, indicó que éste no sólo afecta al mundo de la cultura y a los autores de una determinada obra, sino que también está relacionado con los tratados de libre comercio, especialmente el celebrado con los Estados Unidos de América. Al respecto, recordó que, en materia de propiedad intelectual, se considera también todos los sistemas informáticos, que, a su entender, se acercan más a la propiedad industrial. 


En suma, es un proyecto que debe estudiarse con mucha detención. Concordó con lo planteado por el señor Presidente de la Comisión sobre la necesidad de analizar con profundidad el asunto en particular.


- Sometida a votación la idea de legislar en la materia fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes en la Comisión, Honorables Senadores señores García, Orpis y Vásquez.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Economía, del mismo modo en que lo hace la de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, os propone aprobar en general: 

PROYECTO DE LEY:
“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 17.336:
1) Modifícase el artículo 5° de la siguiente forma:
a) Insértase en el literal u) del artículo 5º la frase “permanente o provisional” entre los vocablos “fijación” y “de” y reemplázase la letra “y”, por la letra “o”.
b) Agrégase el siguiente literal y):
“y) Prestador de Servicio significa, para los efectos de lo dispuesto en el Capitulo III del Titulo III de esta ley, una empresa proveedora de transmisión, enrutamiento o conexiones para comunicaciones digitales en línea, sin modificación de su contenido, entre puntos especificados por el usuario del material que selecciona, o una empresa proveedora u operadora de instalaciones de servicios en línea o de acceso a redes.”.
2) Sustitúyese el inciso tercero del artículo 8º, por el siguiente:
“Respecto de los programas computacionales producidos por encargo de un tercero, se reputarán cedidos a éste los derechos de su autor, salvo estipulación escrita en contrario.”.
3) Reemplázanse los actuales incisos primero y segundo del artículo 10, por el siguiente:
“La protección otorgada por esta ley dura por toda la vida del autor y se extiende hasta por 70 años más, contados desde la fecha de su fallecimiento.”.
4) Deróganse los actuales Párrafo III (artículos 38 a 45 bis) y IV (artículos 46 a 47) del Capítulo V del Título I.
5) Agrégase el siguiente inciso tercero en el artículo 65:
“Cuando sea necesaria la autorización del autor de una obra incorporada a un fonograma y la autorización del artista, intérprete o ejecutante y del productor del fonograma, éstas deberán concurrir sin que unas excluyan a las otras.”.
6) Intercálase, como nuevo Título III, el siguiente, pasando el actual Título III a ser Título IV:

“Título III

Limitaciones y excepciones al Derecho de Autor y a los Derechos Conexos

Artículo 71 A. Cuando sea procedente, las limitaciones y excepciones establecidas en este Título se aplicarán tanto a los derechos de autor como a los derechos conexos.

Artículo 71 B. Es lícita la inclusión en una obra, sin remunerar ni obtener autorización del titular, de fragmentos de obra protegida, que haya sido lícitamente divulgadas, y su inclusión se realice a título de cita o con fines de crítica, ilustración, enseñanza e investigación, siempre que se mencione su fuente, título y autor.

Artículo 71 C. Es lícita, sin remunerar ni obtener autorización del titular, la reproducción, adaptación, distribución, comunicación al público y puesta a disposición, que se realice sin interés comercial, de una obra lícitamente publicada a fin de garantizar el acceso por parte de discapacitados visuales, auditivos o de otra clase que, sin formatos especiales, no podrían acceder a la obra.

Los ejemplares o copias obtenidas en ejercicio de esta facultad tendrán por única finalidad su utilización por personas discapacitadas, no pudiendo ser cedidas ni distribuidas a terceros con fines comerciales. En estos ejemplares se señalará expresamente la circunstancia de ser realizados bajo la excepción de este articulo e indicando la restricción de su distribución y puesta a disposición a personas que tengan la respectiva discapacidad. 

Artículo 71 D. Las lecciones dictadas en instituciones de educación superior, colegios y escuelas, podrán ser anotadas o recogidas en cualquier forma por aquellos a quienes van dirigidas, pero no podrán ser publicadas, total o parcialmente, sin autorización de sus autores.
En el caso de las conferencias y discursos, éstos podrán ser publicados con fines de información, pero no en colección separada, completa o parcial, sin autorización del autor. 

Artículo 71 E. En los establecimientos comerciales en que se expongan y vendan instrumentos musicales, aparatos de radio o televisión o cualquier equipo que permita la reproducción de obras, éstas podrán utilizarse libremente y sin pago de remuneración, con el exclusivo objeto de efectuar demostraciones a la clientela, siempre que éstas se realicen dentro del propio local o de la sección del establecimiento destinada a este objeto y en condiciones que eviten su difusión al exterior.

Artículo 71 F. La reproducción de obras de arquitectura por medio de la fotografía, el cine, la televisión y cualquier otro procedimiento análogo, así como la publicación de las correspondientes fotografías en diarios, revistas y textos escolares, es libre y no está sujeta a remuneración.

Asimismo, la reproducción mediante la fotografía, el dibujo o cualquier otro procedimiento, de monumentos, estatuas y, en general, las obras artísticas que adornan plazas, avenidas y lugares públicos, es libre y no está sujeta a remuneración, siendo lícita la publicación y venta de las reproducciones.

Artículo 71 G. En las obras de arquitectura, el autor no podrá impedir la introducción de modificaciones que el propietario decida realizar, pero podrá oponerse a la mención de su nombre como autor del proyecto.

Artículo 71 H. No serán aplicables a las películas y fotografías publicitarias o propagandísticas las reglas que establece el artículo 30.

Asimismo, lo dispuesto en el artículo 37 bis no será aplicable a los programas computacionales, cuando éstos no sean el objeto esencial del arrendamiento.

Artículo 71 I. Las bibliotecas y archivos que no tengan fines de lucro podrán, sin que se requiera remunerar al titular ni obtener su autorización, reproducir una obra, en los siguientes casos:

a) Cuando el ejemplar se encuentre en su colección permanente y ello sea necesario a los efectos de preservar dicho ejemplar y/o sustituirlo en caso de pérdida o deterioro, hasta un máximo de 3 copias simultáneas. 

b) Para sustituir un ejemplar de otra biblioteca o archivo que se haya extraviado, destruido o inutilizado y no esté disponible la obra en el mercado.

c) Para incorporar un ejemplar a su colección cuando éste no se encuentre disponible en el mercado en los últimos 5 años.

Artículo 71 J. Las bibliotecas y archivos abiertos al público y que no tengan fines de lucro podrán, sin que se requiera remunerar al titular ni obtener su autorización, efectuar copias de fragmentos de obras que se encuentren en sus colecciones, a solicitud de un usuario de la biblioteca o archivo exclusivamente para su uso personal.

Artículo 71 K. Las bibliotecas y archivos abiertos al público y que no tengan fines de lucro podrán, sin que se requiera remunerar al titular ni obtener su autorización, efectuar la reproducción, comunicación o puesta a disposición por medios digitales de obras de su colección para ser consultadas simultáneamente hasta por un número razonable de usuarios en los términos que señale el reglamento, sólo en terminales de uso local de la respectiva institución.

Artículo 71 L. Las bibliotecas y archivos abiertos al público y que no tengan fines de lucro podrán, sin que se requiera remunerar al titular ni obtener su autorización, efectuar la traducción de obras originalmente escritas en idioma extranjero y legítimamente adquiridas, cuando al cumplirse un plazo de tres años contados desde la primera publicación, o de un año en caso de publicaciones periódicas, en Chile no haya sido publicadas su traducción al castellano por el titular del derecho.
La traducción deberá ser realizada a solicitud de un usuario y exclusivamente para uso personal, o para investigación o estudio por parte de los usuarios de dichas bibliotecas o archivos. 

Artículo 71 M. Las bibliotecas de instituciones educacionales o que sirvan a dichas instituciones, podrán, sin autorización ni pago de remuneración, reproducir, comunicar y/o poner a disposición por cualquier medio las reproducciones de obras cortas, artículos de publicaciones periódicas y partes razonables de obras extensas, para uso exclusivo de los alumnos, investigadores y docentes de dichas instituciones, conforme lo solicite el docente encargado de los respectivos cursos, siempre que dicha utilización de la obra se efectúe sin interés comercial y cumpliendo los demás requisitos que determine el reglamento.

Artículo 71 N. Será lícita, sin la autorización del titular de los derechos de autor y conexos ni remuneración, la inclusión en una obra para fines educacionales, en el marco de la educación formal o autorizada por el Ministerio de Educación, de obras cortas, como poemas, artículos, ensayos o cuentos cortos. Deberá mencionarse en cada caso la fuente, el título y autor de la obra incluida.
Al amparo de esta excepción no se incluirán más de dos obras del mismo autor, y dicha obra no representará más del 7% del contenido de la nueva obra educacional.
En los casos en que la obra educacional sea total o parcialmente distribuida comercialmente al público, el editor deberá pagar a los titulares de derechos de las materias sujetas a derechos de autor o conexos utilizadas, una remuneración equitativa por dicha utilización en los ejemplares que sean distribuidos comercialmente al público.

Dicha remuneración también se devengará en los casos que se exceda el uso permitido en los incisos primero y segundo de este artículo. 

A falta de acuerdo por las partes, dicha remuneración será fijada por el tribunal civil del domicilio del solicitante, en procedimiento breve y sumario, quien fallará conforme a la equidad.
Lo dispuesto en los incisos anteriores, es sin perjuicio de lo señalado en el artículo 71 B. 

Artículo 71 Ñ. No se considera comunicación ni ejecución pública de la obra, inclusive tratándose de fonogramas, su utilización dentro del núcleo familiar, en establecimientos educacionales, de beneficencia, bibliotecas, archivos y museos, siempre que esta utilización se efectúe sin interés comercial. En estos casos no se requerirá remunerar al autor, ni obtener su autorización.

Artículo 71 O. Las siguientes actividades relativas a programas computacionales están permitidas, sin que se requiera remunerar al titular ni obtener su autorización:

a) La adaptación o copia de un programa computacional efectuada por su tenedor o autorizada por su legítimo dueño, siempre que la adaptación o copia sea esencial para su uso, o para fines de archivo o respaldo y no se utilice para otros fines.

Las adaptaciones obtenidas en la forma señalada no podrán ser transferidas bajo ningún título, sin que medie autorización previa del titular del derecho de autor respectivo; igualmente, las copias obtenidas en la forma indicada no podrán ser transferidas bajo ningún título, salvo que lo sean conjuntamente con el programa computacional que les sirvió de matriz.
b) Las actividades de ingeniería inversa sobre una copia obtenida legalmente de un programa computacional que se realicen con el único propósito de lograr la compatibilidad operativa entre programas computacionales o para fines de investigación y desarrollo.

c) Las actividades que se realicen sobre una copia obtenida legalmente de un programa computacional, con el único propósito de probar, investigar o corregir su funcionamiento o la seguridad del mismo u otros programas, de la red o del computador sobre el que se aplica.

Artículo 71 P. Es lícita la reproducción provisional de una obra, incluido su almacenamiento provisional en forma electrónica, sin que se requiera remunerar al titular ni obtener su autorización. Esta reproducción provisional deberá ser transitoria o accesoria, no tener una significación económica independiente, formar parte integrante y esencial de un proceso tecnológico, y tener como única finalidad permitir una transmisión lícita en una red o permitir un uso lícito de una obra protegida.”.

7) Agrégase el siguiente artículo 72bis:

“Artículo 72 Bis.- El titular de un derecho patrimonial de autor podrá utilizar el símbolo © anteponiéndolo al año de la primera publicación y a su nombre.
Tratándose de fonogramas, las copias de éstos o en sus envolturas, podrán presentar un símbolo (p) antepuesto al año de la primera publicación y al nombre del productor.

Salvo prueba en contrario, las personas naturales o jurídicas cuyo nombre aparezca indicado de la manera señalada en los incisos anteriores, se presumirán como titulares de los derechos respectivos.”.

8) Reemplázase el actual capítulo II del Título III, que pasó a ser Título IV, por el siguiente:

“Capítulo II

De las acciones y procedimientos

Párrafo 1°.

De las infracciones a las disposiciones de esta ley

Artículo 78. Las infracciones a esta ley y su reglamento no contempladas expresamente en los artículos 79 y siguientes, serán sancionadas con multa de 5 a 50 unidades tributarias mensuales.

Párrafo 2°

De los delitos contra la propiedad intelectual

Artículo 79. Comete delito contra la propiedad intelectual:

a) El que, sin estar expresamente facultado para ello, utilice obras de dominio ajeno protegidas por esta ley, inéditas o publicadas, en cualquiera de las formas o por cualquiera de los medios establecidos en el artículo 18.

b) El que, sin estar expresamente facultado para ello, utilice las interpretaciones, producciones y emisiones protegidas de los titulares de los derechos conexos, con cualquiera de los fines o por cualquiera de los medios establecidos en el Título II.

c) El que falsificare o adulterare una planilla de ejecución.

d) El que falseare datos en las rendiciones de cuentas a que se refiere el artículo 50. 

e) El que, careciendo de autorización del titular de los derechos o de la ley, cobrare derechos u otorgase licencias respecto de obras o de interpretaciones o ejecuciones o fonogramas que se encontraren protegidos.

Las conductas señaladas serán sancionadas de la siguiente forma:

1. Cuando el monto del perjuicio causado sea inferior a las 4 unidades tributarias mensuales, la pena será de prisión en cualquiera de sus grados o multa de 5 a 100 unidades tributarias mensuales.

2. Cuando el monto del perjuicio causado sea igual o superior a 4 unidades tributarias mensuales y sea inferior a 40 unidades tributarias mensuales, la pena será de reclusión menor en su grado mínimo y multa de 20 a 500 unidades tributarias mensuales.

3. Cuando el monto del perjuicio sea igual o superior a 40 unidades tributarias mensuales, la pena será de reclusión menor en su grado mínimo y multa de 50 a 1.000 unidades tributarias mensuales.

Artículo 79 bis.- El que falsifique obra protegida por esta ley, o el que la edite, reproduzca o distribuya ostentando falsamente el nombre del editor autorizado, suprimiendo o cambiando el nombre del autor o el título de la obra, o alterando maliciosamente su texto, serán sancionados con las penas de reclusión menor en su grado mínimo y multa de 10 a 1.000 unidades tributarias mensuales.

Artículo 80. Comete delito contra la propiedad intelectual y será sancionado con pena de multa de 25 a 500 unidades tributarias mensuales:

a) El que, a sabiendas, reproduzca, distribuya, ponga a disposición o comunique al público una obra perteneciente al dominio público o al patrimonio cultural común bajo un nombre que no sea el del verdadero autor.

b) El que se atribuyere o reclamare derechos patrimoniales sobre obras de dominio público o del patrimonio cultural común.

c) El que obligado al pago en retribución por la ejecución o comunicación al público de obras protegidas, omitiere la confección de las planillas de ejecución correspondientes.

Artículo 81. Comete delito contra la propiedad intelectual y será sancionado con pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de 50 a 800 unidades tributarias mensuales, el que tenga para comercializar, comercialice o alquile directamente al público copias de obras, de interpretaciones o de fonogramas, cualquiera sea su soporte, reproducidos en contravención a las disposiciones de esta ley.

El que con ánimo de lucro fabrique, importe, interne al país, tenga o adquiera para su distribución comercial las copias a que se refiere el inciso anterior, será sancionado con las penas de reclusión menor en su grado medio a máximo y multa de 100 a 1.000 unidades tributarias mensuales.

Artículo 82. En caso de reincidencia de los delitos previstos en esta ley, se aplicarán las penas máximas contempladas para cada uno de ellos. En estos casos, la multa no podrá ser inferior al doble de la anterior, y su monto máximo podrá llegar a 2.000 unidades tributarias mensuales.

Artículo 83. Los que se asociaren u organizaren con el objeto de cometer los delitos contemplados en el artículo 81, serán sancionados en conformidad a los artículos 293 y siguientes del Código Penal.

En el caso del artículo 293 del Código Penal, se aplicará además una multa de 100 a 1.000 unidades tributarias mensuales; y de 50 a 500 unidades tributarias mensuales en el caso del artículo 294 del Código Penal.

Artículo 84. Incurrirá en responsabilidad civil el que, sin autorización del titular de los derechos o de la ley y, sabiendo o debiendo saber que inducirá, permitirá, facilitará u ocultará una infracción de cualquiera de los derechos de autor o derechos conexos, realice alguna de las siguientes conductas:

a) Suprima o altere cualquier información sobre la gestión de derechos, o

b) Distribuya, importe para su distribución, emita, comunique o ponga a disposición del público copias de obras o fonogramas, sabiendo que la información sobre la gestión de derechos ha sido suprimida o alterada sin autorización.

El que realice alguna de las conductas descritas en los literales precedentes, será sancionado con pena de multa de 25 a 150 unidades tributarias mensuales.

Artículo 85. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo precedente, se entenderá que es información sobre la gestión de derechos:

a) La información que identifica a la obra, a la interpretación o ejecución o al fonograma; al autor de la obra, al artista intérprete o ejecutante, o al productor del fonograma; o al titular de cualquier derecho sobre la obra, interpretación o ejecución o fonograma;

b) La información sobre los términos y condiciones de utilización de las obras, interpretación o ejecución o fonograma, y

c) Todo número o código que represente tal información, cuando cualquiera de estos elementos estén adjuntos a un ejemplar de una obra, interpretación o ejecución o fonograma o figuren en relación con la comunicación o puesta a disposición del público de una obra, interpretación o ejecución o fonograma.

Artículo 85 A. El monto de los perjuicios que se refieren en este Título se determinará en base al valor legítimo de venta al detalle de los objetos protegidos.
Cuando se trate de objetos protegidos que no tengan valor de venta legítimo, el juez deberá prudencialmente determinar el monto de los perjuicios para efectos de aplicar la pena.

Párrafo 3°

De las normas aplicables al procedimiento civil y penal

Artículo 85 B. El titular de los derechos reconocidos en esta ley tendrá, sin perjuicio de las otras acciones que le correspondan, acciones para pedir:

a) El cese de la actividad ilícita del infractor;

b) La indemnización de los daños y perjuicios patrimoniales y morales causados, y 

c) La publicación de la parte resolutiva de la sentencia, a costa del demandado, mediante anuncio en un diario a elección del demandante.

Artículo 85 C. El tribunal, a solicitud del perjudicado, ordenará que los ejemplares que hubieren sido producto de alguna infracción o delito contenido en esta ley sean destruidos o apartados del comercio.

Estos ejemplares sólo podrán ser destinados a beneficencia por el tribunal cuando cuente con autorización del titular de los derechos. En este caso, el tribunal podrá decretar las medidas necesarias para garantizar que no reingresen al comercio, ordenando el marcado de los ejemplares y decretando la prohibición de enajenarlos por parte del beneficiario.

Artículo 85 D. El tribunal podrá ordenar, en cualquier estado del juicio, las siguientes medidas precautorias:

a) La suspensión inmediata de la venta, circulación, exhibición, ejecución, representación o cualquier otra forma de explotación presuntamente infractora; 

b) La prohibición de celebrar actos y contratos sobre bienes determinados, incluyendo la prohibición de publicitar o promover los productos o servicios motivo de la presunta infracción;

c) La retención de los ejemplares presuntamente ilícitos; 

d) La retención o secuestro de los materiales, maquinarias e implementos que hayan sido destinados a la producción de ejemplares presuntamente ilícitos, o de la actividad presuntamente infractora, cuando ello sea necesario para prevenir futuras infracciones;

e) La remoción o retiro de los aparatos que hayan sido utilizados en la comunicación pública no autorizada, a menos que el presunto infractor garantice que no reanudará la actividad infractora;

f) El nombramiento de uno o más interventores, y

g) La incautación del producto de la recitación, representación, reproducción o ejecución, hasta el monto correspondiente a los derechos de autor que establezca prudencialmente el tribunal.

En lo no regulado por el inciso precedente, la dictación de estas medidas se regirá por las normas generales contenidas en el Título V del Libro II del Código de Procedimiento Civil.

Las medidas establecidas en este artículo podrán solicitarse, sin perjuicio de las medidas prejudiciales de los Títulos IV y V del Libro II del Código de Procedimiento Civil, como medidas prejudiciales, siempre que se acompañen antecedentes que permitan acreditar razonablemente la existencia del derecho que se reclama, el riesgo de una inminente infracción y se rinda caución suficiente, de conformidad con lo establecido en el artículo 279 del Código de Procedimiento Civil. 

Artículo 85 E. El perjudicado podrá optar, para efectos del cálculo de la indemnización de los daños y perjuicios causados a sus derechos patrimoniales, entre la remuneración que el infractor hubiera debido pagar al titular del derecho por el otorgamiento de una licencia o las utilidades que el titular hubiera dejado de percibir como consecuencia de la infracción.

El tribunal, además, podrá condenar al infractor a pagar las ganancias que haya obtenido, que sean atribuibles a la infracción y que no hayan sido consideradas al calcular los perjuicios.

Al determinar el perjuicio, el tribunal considerará, entre otros factores, el valor legítimo de venta al detalle de los bienes infringidos.

Para efectos de determinación del daño moral, el tribunal considerará las circunstancias de la infracción, la gravedad de la lesión y el grado objetivo de difusión ilícita de la obra.

Artículo 85 F. Al hacer efectiva la indemnización de perjuicios, el tribunal podrá ordenar, a petición de parte y sin perjuicio de los derechos que puedan hacer valer terceros, la incautación y entrega al titular del derecho del producto de la recitación, representación, reproducción, ejecución o cualquier otra forma de explotación ilícita.

Artículo 85 G. Existirá acción pública para denunciar los delitos sancionados en esta ley. 

Artículo 85 H. Se presume, salvo prueba en contrario, que el derecho de autor y los derechos conexos subsisten sobre una obra o fonograma, cuya fecha de su primera publicación sea inferior a setenta años.

Sin embargo, no será aplicable lo dispuesto en el inciso anterior respecto de aquellas obras y materias afines que hayan pasado al dominio público por expiración del plazo de protección de acuerdo a esta ley o a leyes anteriores.

Párrafo 4°

De las normas especiales aplicables al procedimiento civil

Artículo 85 I. En los procedimientos civiles, el tribunal podrá ordenar a él o los presuntos infractores a esta ley, la entrega de toda información que posean respecto a las demás personas involucradas en la infracción, así como todos los antecedentes relativos a los canales de producción y distribución de los ejemplares infractores. El tribunal podrá aplicar multas de 1 a 20 unidades tributarias mensuales a aquellos que se nieguen a entregar dicha información.

Artículo 85 J. El juez de letras en lo civil que, de acuerdo a las reglas generales conozca de los juicios a que dé lugar la presente ley, lo hará breve y sumariamente.

Artículo 85 K. El titular de un derecho podrá solicitar, una vez acreditada judicialmente la respectiva infracción, que las indemnizaciones de los daños y perjuicios patrimoniales y morales causados sean sustituidas por una suma única compensatoria que será determinada por el tribunal en relación a la gravedad de la infracción, no pudiendo ser mayor a 2.000 unidades tributarias mensuales por infracción.”.

9) Agrégase en el actual Título III, que pasó a ser Título IV, el siguiente Capítulo III nuevo, pasando el actual Capítulo III a ser Capítulo IV.

“Capítulo III

Limitación de responsabilidad de los prestadores de servicios de Internet

Artículo 85 L. En el caso de infracciones a los derechos protegidos por esta ley que ocurran a través de sistemas o redes controladas u operadas por personas naturales o jurídicas que presten algunos de los servicios señalados en los artículos siguientes, los proveedores de tales servicios no serán obligados a indemnizar el daño, en la medida que cumplan con las condiciones previstas por los artículos siguientes para limitar su responsabilidad, conforme a la naturaleza del servicio prestado. En estos casos, los prestadores de servicios sólo podrán ser objeto de las medidas prejudiciales y judiciales que se refieren en el artículo 85 R.

Ninguna disposición de este Capítulo podrá ser interpretada como constitutiva de responsabilidad de los prestadores de servicios a que se refieren los artículos siguientes por infracciones a los derechos de autor y conexos cometidas por terceros a través de sus sistemas o redes.

Artículo 85 M. Los prestadores de servicios de transmisión de datos, enrutamiento o suministro de conexiones no serán considerados responsables de los datos transmitidos a condición que el prestador:

a) No modifique ni seleccione el contenido de la transmisión. Para estos efectos no se considerará modificación del contenido, la manipulación tecnológica del material necesaria para facilitar la transmisión a través de la red, como la división de paquetes;

b) No inicie el mismo la transmisión, y

c) No seleccione a los destinatarios de la información.

Esta limitación de responsabilidad comprende el almacenamiento automático o copia automática, provisional y temporal de los datos transmitidos, técnicamente necesarios para ejecutar la transmisión, siempre que este almacenamiento o copia automática no esté accesible al público en general y no se mantenga almacenado por más tiempo del razonablemente necesario para realizar la comunicación.

Artículo 85 N. Los prestadores de servicios de almacenamiento de datos de carácter temporal que se lleve a cabo mediante un proceso de almacenamiento automático, no serán considerados responsables de los datos almacenados a condición que el prestador:

a) Respete las condiciones de acceso de usuarios y las reglas relativas a la actualización del material almacenado establecidas por el proveedor del sitio de origen, salvo que dichas reglas sean usadas por éste para prevenir o dificultar injustificadamente el almacenamiento temporal a que se refiere este artículo;
b) No interfiera con la tecnología lícita, compatible y estandarizada utilizada en el sitio de origen para obtener información sobre el uso en línea del material almacenado, cuando la utilización de dichas tecnologías se realice de conformidad con la ley y sean compatibles con estándares de la industria ampliamente aceptados que señalará el reglamento;

c) No modifique su contenido en la transmisión a otros usuarios, y

d) Retire o inhabilite en forma expedita el acceso a material almacenado que haya sido retirado o al que se haya inhabilitado el acceso en su sitio de origen, cuando reciba una notificación de conformidad con el procedimiento establecido en el artículo 85 Q.

Artículo 85 Ñ. Los prestadores de servicios que a petición de un usuario almacenan, por sí o por intermedio de terceros, datos en su red o sistema, o que efectúan servicios de búsqueda, vinculación y/o referencia a un sitio en línea mediante herramientas de búsqueda de información, incluidos los hipervínculos y directorios, no serán considerados responsables de los datos almacenados o referidos a condición que el prestador:

a) No tenga conocimiento efectivo del carácter ilícito de los datos;

b) No reciba un beneficio económico directamente atribuible a la actividad infractora, en los casos en que tenga el derecho y la capacidad para controlar dicha actividad;

c) Designe públicamente un representante para recibir las notificaciones judiciales a que se refiere el inciso final, de la forma que determine el reglamento, y 

d) Retire o inhabilite en forma expedita el acceso al material almacenado de conformidad a lo dispuesto en el inciso siguiente. 

Se entenderá que el prestador de servicios tiene un conocimiento efectivo cuando un tribunal de justicia competente, conforme al procedimiento establecido en el artículo 85 Q, haya ordenado el retiro de los datos o el bloqueo del acceso a ellos y el prestador de servicios, estando notificado legalmente de dicha resolución, no cumpla de manera expedita con ella. 

Artículo 85 O. Para gozar de las limitaciones de responsabilidad establecidas en los artículos precedentes, los prestadores de servicios, además, deberán:

a) Haber adoptado una política que establezca de forma general las condiciones de término de contrato de aquellos usuarios infractores reincidentes, debiéndose encontrar a disposición de los usuarios en su sistema o red;

b) No interferir en las medidas tecnológicas de protección y de gestión de derechos de obras protegidas aprobadas de conformidad al procedimiento que establecerá el reglamento. En la aprobación de estas medidas se tendrá especial cuidado para evitar imponer costos significativos a los prestadores de servicios y cargas significativas a sus sistemas o redes, y 

c) No haber iniciado la transmisión, ni haber seleccionado el material o a sus destinatarios. Se exceptúa de esta obligación a los proveedores de servicios de búsqueda, vinculación y/o referencia a un sitio en línea mediante herramientas de búsqueda de información.

Artículo 85 P. Los prestadores de servicios referidos en los artículos precedentes no tendrán la obligación de supervisar los datos que transmitan, almacenen o referencien ni la obligación de realizar búsquedas activas de hechos o circunstancias que indiquen actividades ilícitas.

Lo establecido en el inciso anterior se comprenderá sin perjuicio de cualquier actividad que los tribunales ordinarios de justicia decreten para investigar, detectar y perseguir delitos o prácticas constitutivas de ejercicios abusivos de los derechos de autor o conexos reconocidos por esta ley.

Artículo 85 Q. Para las infracciones a los derechos reconocidos por esta ley cometidas en o por medio de redes o sistemas controlados u operados por o para prestadores de servicios, el titular de los respectivos derechos o su representante podrán solicitar como medida prejudicial o judicial las que se señalan en el artículo 85 R. Cuando las medidas se soliciten en carácter de prejudicial serán decretadas sin necesidad de notificación previa al supuesto infractor y sin necesidad de rendir caución. Esta solicitud será conocida por el juez de letras en lo civil del domicilio del prestador de servicios o por el tribunal penal del domicilio del prestador de servicios.
Para estos efectos, la solicitud, además de cumplir con los requisitos de los números 1°, 2° y 3° del artículo 254 del Código de Procedimiento Civil, deberá indicar claramente:

a) Los derechos supuestamente infringidos, con indicación precisa de la titularidad de éstos y la modalidad de la infracción;

b) El material infractor, y

c) La localización del material infractor en las redes o sistemas del prestador de servicios respectivo.

Cumplido lo dispuesto en el inciso anterior, el tribunal decretará, sin más trámite y dentro del plazo de 48 horas contados desde el ingreso de la solicitud al tribunal, el retiro o bloqueo de los contenidos infractores. Dicha resolución se notificará por cédula al prestador de servicios respectivo y por el estado diario al solicitante.

El proveedor de contenido afectado podrá, sin perjuicio de otros derechos, requerir al tribunal que decretó la orden que se deje sin efecto la medida de restricción de acceso o retiro de material. Para ello deberá presentar una solicitud que cumpla con los mismos requisitos señalados en el inciso segundo y deberá acompañar todo antecedente adicional que fundamente esta petición e implicará su aceptación expresa de la competencia del tribunal que está conociendo del asunto.

Este procedimiento y los incidentes que puedan suscitarse se tramitarán breve y sumariamente, y las apelaciones se concederán en el solo efecto devolutivo, gozando de preferencia para su conocimiento y vista por el tribunal de alzada.
Este procedimiento y los incidentes que pudieren suscitarse en la tramitación de un procedimiento penal, se tramitarán y resolverán conforme a lo dispuesto en los artículos 63 y siguientes del Código Procesal Penal.

Artículo 85 R. En los casos en que se hayan cumplido los requisitos generales del artículo 85 O y los requisitos establecidos en el artículo 85 M, respecto de las funciones de transmisión, enrutamiento o suministro, el tribunal sólo podrá disponer como medidas prejudiciales o judiciales las siguientes:

a) La terminación de cuentas determinadas de dicho prestador de servicio que sea claramente identificada por el solicitante de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo precedente, y

b) La adopción de medidas razonables para bloquear el acceso a un determinado sitio en línea que sea claramente identificado por el solicitante de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo precedente.

En los casos en que se hayan cumplido los requisitos generales del artículo 85 O y los requisitos especiales establecidos en los artículos 85 N y 85 Ñ, respecto de las funciones mencionadas en dichos artículos, el tribunal sólo podrá disponer como medidas prejudiciales o judiciales las siguientes:

a) El retiro o inhabilitación del acceso al material infractor que sea claramente identificado por el solicitante de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 86 Q;

b) La terminación de cuentas de usuarios determinadas de dicho prestador de servicio, que sean claramente identificadas por el solicitante de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 85 Q, y cuyo titular esté usando el sistema o red para realizar una actividad infractora a los derechos de autor y conexos, y

c) Otras medidas que el tribunal pueda considerar como necesarias para corregir la situación reclamada por el solicitante, a condición que estas medidas sean lo menos gravosas para el prestador del servicio, para los usuarios y para los suscriptores, comparadas con otras formas de reparación efectiva.

Todas estas medidas se dictarán con la debida consideración de la carga relativa para el prestador de servicios, para los usuarios y para los suscriptores, del eventual daño al titular del derecho de autor o conexos, de la factibilidad técnica y eficacia de la medida, y de la existencia de otras formas de observancia menos gravosas para asegurar el respeto del derecho que se reclama.

Estas medidas se decretarán previa notificación al prestador de servicios, de conformidad con los incisos tercero, cuarto y quinto del artículo 85 Q, con la excepción de los mandamientos judiciales que busquen asegurar la preservación de la evidencia o cuando se trate de otros mandamientos judiciales que se estime no tendrán un efecto real en la operación del sistema o red del prestador de servicios. 

Artículo 85 S. El tribunal competente, a requerimiento de los titulares de derechos que hayan iniciado el procedimiento establecido en el artículo precedente, podrá ordenar la entrega de la información que permita identificar al supuesto infractor por el prestador de servicios respectivo. El tratamiento de los datos así obtenidos se sujetará a lo dispuesto en la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada.

Artículo 85 T. El que, a sabiendas, proporcione información falsa relativa a supuestas infracciones a los derechos reconocidos en esta ley, deberá indemnizar los daños causados a cualquier parte interesada, si estos daños son resultado de acciones que el proveedor de servicios de red tome en base a dicha información.

El prestador de servicio que voluntariamente o ante un requerimiento, de buena fe, retira, inhabilita o bloquea el acceso a material, basándose en una infracción aparente o presunta, estará exento de responsabilidad ante cualquier reclamo por esas acciones en la medida que, tratándose de material alojado en su sistema o red, notifique sin demora al proveedor del material, que se ha retirado, inhabilitado o bloqueado el acceso a éste; o, en el caso en que ante un requerimiento, el prestador de servicio notifique al requirente su negativa a retirar, inhabilitar o bloquear el acceso al material indicando su sometimiento a la jurisdicción del tribunal competente de su domicilio a menos que el requirente presente demanda ante el tribunal competente dentro de un plazo razonable.”.

10) Agrégase en el inciso segundo del artículo 92, entre las expresiones “que” y “los remanentes”, la siguiente frase: “hasta el 10% de lo recaudado y”.

11) Modifícase el artículo 100 de la siguiente forma:

1) Elimínase su inciso final.

2) Remplázanse sus incisos cuarto y quinto, por los siguientes:

“Las entidades de gestión podrán diferenciar las tarifas generales según categoría de usuario, pudiendo fijarse además planes tarifarios alternativos o tarifas especiales mediante la celebración de contratos con asociaciones de usuarios, a los cuales podrá optar cualquier usuario que se ubique dentro de la misma categoría. Las tarifas acordadas conforme a esta disposición deberán ser publicadas en el Diario Oficial.

Las tarifas correspondientes a usuarios con obligación de confeccionar planillas, de conformidad a la ley o a sus respectivos contratos de licenciamiento, deberán estructurarse de modo que la aplicación de ésta guarde relación con la utilización de las obras, interpretaciones o fonogramas de titulares representados por la entidad de gestión colectiva respectiva.

La falta de confección de la planilla o su confección incompleta o falsa, no dará derecho a la aplicación de lo dispuesto en el inciso anterior.

Salvo acuerdo en contrario, estarán obligados a confeccionar planillas de ejecución o listas de obras utilizadas, las empresas de entretenimiento que basen su actividad en la utilización de obras musicales y los organismos de radiodifusión, que señale el reglamento.

Lo dispuesto en este artículo no regirá respecto de la gestión de las obras literarias, dramáticas, dramático-musicales, coreográficas o pantomímicas, como, asimismo, respecto de aquellas utilizaciones a que se refiere el inciso segundo del artículo 21, a menos que la respectiva entidad realice gestión colectiva de los derechos de estas obras.”.

12) Agrégase el siguiente artículo 100 bis, nuevo:

“Artículo 100 bis.- No obstante lo establecido en el inciso tercero del artículo anterior, si una entidad de gestión fuese declarada dominante por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, las asociaciones con personalidad jurídica que representen a usuarios de derechos de autor o conexos, en el ámbito de explotación definido por dicho tribunal, que no hubiesen alcanzado un acuerdo con aquélla mediante negociación, podrán someter la controversia a un arbitraje forzoso.

El tribunal arbitral estará integrado por tres miembros, uno nombrado por la parte impugnante, otro por la entidad de gestión y un tercero de común acuerdo por las partes y, a falta de acuerdo o en ausencia de nombramiento por una de las partes, la o las designaciones serán realizadas por el juez de letras en lo civil competente, el que deberá sujetarse al procedimiento de designación de peritos establecido en el Código de Procedimiento Civil, sin que las partes puedan oponerse a la designación.

El ámbito de competencia del tribunal arbitral será establecido en la resolución en que éste sea designado, en el caso que su designación sea judicial, o bien, en el instrumento en que las partes acuerden la constitución del tribunal.

El tribunal deberá fijar fecha para la audiencia de las partes, el mecanismo de notificación que utilizará para poner en conocimiento de las partes las resoluciones o decisiones que adopte, y sus normas y procedimientos, debiendo contemplar, en todo caso, la audiencia de las partes, los mecanismos para recibir las pruebas y antecedentes que éstas aporten y el modo en que se le formularán las solicitudes.

Las partes deben aportar en la primera audiencia sus respectivas propuestas de tarifas en sobre cerrado, junto a las pruebas y antecedentes que las sustentan.

Para resolver el arbitraje deberán considerarse, entre otros criterios, la categoría del usuario, el beneficio pecuniario obtenido por los usuarios de esa categoría en la explotación del repertorio de la entidad, la importancia del repertorio en el desarrollo de la actividad de los usuarios de esa categoría y las tarifas anteriores convenidas por las partes o resueltas por un proceso anterior.

En el curso del procedimiento arbitral, el tribunal arbitral podrá llamar a las partes a conciliación, si estimare que existen coincidencias relevantes que hagan aconsejable dicho trámite.

Asimismo, durante el procedimiento arbitral las partes podrán llegar a acuerdo, poniéndose término al procedimiento por la sola presentación del convenio de tarifas alcanzado. En este último caso, dicho convenio tendrá el valor de sentencia del tribunal arbitral.

El tribunal arbitral al dictar sentencia, deberá limitarse a optar única y exclusivamente entre una de las dos tarifas propuestas por las partes, la que tendrá carácter vinculante y ejecutivo para las partes, y constituirá un plan tarifario alternativo para quienes dentro de la categoría no participaron en el litigio.

En cualquier caso, en el ámbito de explotación en que se pronuncie la sentencia del tribunal arbitral, la tarifa adoptada no podrá ser modificada por la entidad de gestión respectiva ni someterse a un nuevo arbitraje en un plazo de dos años.

El tribunal arbitral deberá dictar su fallo dentro de un plazo de 60 días contados desde su constitución. En contra de la sentencia arbitral, se podrán interponer los recursos de apelación y de casación en la forma, de acuerdo a lo previsto en el artículo 239 del Código Orgánico de Tribunales. El recurso de apelación procederá en el solo efecto devolutivo.

Procederá también contra la sentencia del tribunal arbitral, el recurso de rectificación, aclaración o enmienda con el solo efecto de precisar las condiciones necesarias para una mejor aplicación de la tarifa que resulte elegida por el tribunal, sin alterar las condiciones sustantivas de la misma, el cual podrá ser interpuesto dentro del plazo de tres días contados desde su notificación.

Las costas del proceso serán solventadas por aquella parte cuya propuesta de tarifas resultare desechada por el tribunal.

Durante el proceso de arbitraje, los usuarios podrán utilizar el repertorio de la sociedad de gestión colectiva cuyas tarifas fueron controvertidas, pagando las tarifas establecidas por la entidad de gestión. La diferencia que resulte entre la tarifa pagada y la definitiva dará origen a reliquidaciones que serán determinadas en el fallo arbitral.”.

Artículo 2°.- Derógase el artículo 12 de la ley N° 19.227, que crea el Fondo Nacional de Fomento del Libro y la Lectura.

Artículo 3°.- Sustitúyense los actuales incisos segundo y tercero del artículo 11 de la ley N° 19.227, por el siguiente inciso segundo:

“Igualmente, se castigará conforme a las penas establecidas en el artículo 79 de la ley N° 17.336 al que utilice procedimientos engañosos o fraudulentos para acceder indebidamente a los beneficios que otorga esta ley.”.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 15 de enero de 2008, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Orpis Bouchon (Presidente), José García Ruminot y Guillermo Vásquez Úbeda.


Sala de la Comisión, a 16 de enero de 2008.

(Fdo.): PEDRO FADIC RUIZ, Abogado Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA  RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE  MODIFICA LA LEY Nº 17.336, SOBRE PROPIEDAD INTELECTUAL

(5012-03)

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en un Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.

Cabe señalar que este proyecto de ley fue discutido sólo en general, en virtud del artículo 36 del Reglamento del Senado.


A las sesiones en que se analizó esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros:


Del Ministerio de Cultura, la Ministra, señora Paulina Urrutia, la Subsecretaria, señora Paula Quintana, y los Asesores Legislativos, señora Marcela Paiva y señor Daniel Alvarez.


Del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Director del Departamento Jurídico de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales, señor Alejandro Buvinic, y la Jefa del Departamento de Propiedad Intelectual, señora Carolina Beldar y su asesora, señora Carolina Sepúlveda.

Del Ministerio de Economía, el Ministro, señor Alejandro Ferreiro, el Asesor del Ministro, señor Carlos Rubio, y el Asesor de Propiedad Intelectual, señor Adán González.

Del Ministerio de Educación, el Asesor de Propiedad Intelectual, señor Luis Villarroel.

De la Subsecretaría de Telecomunicaciones, la Asesora Legislativa, señora Vitalia Puga.
- - -
OBJETIVOS DEL PROYECTO


En lo fundamental, busca adecuar la normativa nacional vigente en materia de derechos de autor y derechos conexos a los compromisos asumidos por Chile en los Tratados Internacionales que ha suscrito con otros países, estableciendo una serie de medidas que garanticen una adecuada protección a las frecuentes infracciones calificadas como “piratería”, creando un marco regulatorio que garantice a la ciudadanía el acceso a los bienes culturales, tal como se ha reconocido en los distintos Acuerdos de Libre Comercio, y regulando la responsabilidad de los prestadores de servicios de Internet. Asimismo, propone un nuevo mecanismo de fijación de tarifas de las sociedades de gestión colectiva.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Os hacemos presente que deben aprobarse como normas de carácter orgánico constitucionales el inciso penúltimo del artículo 71 N, el inciso primero del artículo 85 Q, y los incisos primero, segundo, tercero y undécimo del artículo 100 bis, contenidos en los números 6), 9) y 12), respectivamente, del artículo 1° del presente proyecto de ley. Todo esto en virtud de lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de ese Texto Fundamental.

Cabe dejar constancia que, en su oportunidad, la Honorable Cámara de Diputados, ofició a la Excelentísima Corte Suprema, con el objeto de recabar su parecer respecto a la iniciativa de ley en estudio, la que emitió su opinión por Oficio N° 339, de 17 de octubre de 2007.

- - -


Durante la discusión general del proyecto de ley, concurrieron especialmente invitados para exponer sus puntos de vista sobre el mismo:


De la Asociación Gremial de Productores Fonográficos de Chile, el Asesor Legal, señor Fernando Silva.

De la Asociación de Derecho e Informática de Chile, el Director y Secretario, señor Claudio Magliona.


De la Asociación Gremial para la Protección de los Derechos Intelectuales sobre Fonogramas y Videogramas Musicales (APDIF A.G.), la Gerente General, señora Karina Ruiz.


De Asuntos Gubernamentales y Políticas Públicas-Latinoamericana Google, el Gerente, señor Pedro Less Andrade.


De la Asociación Chilena de Empresas de Tecnologías de Información A.G., el Vicepresidente, señor Miguel Pérez; el Gerente General, señor Aldo Signorelli; el Abogado, señor Rodrigo Rojas, y la Encargada de Comunicaciones, señora Viviana Valenzuela.

De Business Software Aliance y de la Fundación Jaime Guzmán, el Representante en Chile, señor Rodrigo Bulnes.

De la Comisión de Directores de Bibliotecas del Consejo de Rectores de Universidades Chilenas, la Presidenta, señora Gabriela Ortúzar y la Subdirectora de Sistemas de Bibliotecas de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, señora Marisol Fernández.

De la Asociación de Editores de Chile, el Presidente, señor Eduardo Castro Le Fort; los Miembros del Directorio, señores Patricio Rojas y Paulo Slachvsky.

De Estudios ONG Derechos Digitales, el Director, señor Alberto Cerda S.

De Creative Commons Chile, el señor Claudio Ruíz G.

De la Cámara Chilena del Libro, el Presidente, señor Eduardo Castillo; el Director Secretario, señor Ricardo Bernasconi; el Jefe de Comunicaciones y Relaciones Públicas, señor Alejandro Urbina, y la Jefa de Prensa, señora Carolina Leighton.

De la Asociación de Proveedores de Internet A.P.I. A.G., el Presidente, señor Rodrigo Tabja y el Vicepresidente, el señor Miguel Moya.  


De la Asociación Gremial de Editores Musicales de Chile (AGEM), la Presidenta, señora Carmen Valencia y el asesor jurídico, señor Rodrigo Velasco.
- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se ha tenido en consideración, entre otros, lo siguiente:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


a) Los numerales 10º, 11º, 24° y 25° del artículo 19 de la Constitución Política, que consagran, respectivamente, las garantías del derecho a la educación, la libertad de enseñanza, el derecho de propiedad, y la libertad de crear y difundir las artes, junto con el derecho del autor sobre sus creaciones intelectuales y artísticas .



b) La ley N° 17.336, sobre Propiedad Intelectual.

c) El Convenio de Berna para la Protección de las Obras Literarias y Artísticas (1886).

d) Los Tratados de Libre Comercio suscritos con Estados Unidos, la Unión Europea y México.
e) La Convención de Roma sobre la Protección de los Artistas Intérpretes o Ejecutantes, los Productores de Fonogramas y los Organismos de Radiodifusión (1961).

f) El Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual Relacionados con el Comercio de la Organización Mundial del Comercio.

g) La Convención para la Protección y Promoción de la Diversidad de las Expresiones Culturales de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje que inicia el presente proyecto de ley destaca que la propiedad intelectual es reconocida a nivel internacional como una herramienta importante para estimular y proteger las creaciones artísticas y del intelecto humano. Informa que este segmento partió  a través del Convenio de Berna para la Protección de las Obras Literarias y Artísticas, en 1886. Posteriormente, a través de la Convención de Roma sobre la Protección de los Artistas Intérpretes o Ejecutantes, los Productores de Fonogramas y los Organismos de Radiodifusión (1961), se extendieron algunos de los derechos reconocidos a los autores, a los artistas, intérpretes o ejecutantes, a los productores de fonogramas y a los organismos de radiodifusión, comúnmente conocidos como derechos conexos. Señala que Chile es miembro de estos Tratados Internacionales desde los años 1975 y 1974, respectivamente.

Agrega que existen otros Tratados Internacionales que han ratificado la importancia de la protección de estos derechos. Sin embargo, acota que es a través del Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual Relacionados con el Comercio (1994), de la Organización Mundial del Comercio, que se establecen de manera orgánica estándares mínimos de protección a la propiedad intelectual, adquiriendo estos derechos relevancia a nivel mundial debido a su vinculación con el comercio.

Por su parte, señala que la Declaración de Derechos Humanos, en su artículo 27, reconoce como un derecho humano, el derecho a tomar parte libremente en la vida cultural de la comunidad, a gozar de las artes y a participar en el progreso científico y en los beneficios que de él resulten. En su párrafo segundo, precisa que, también, reconoce el derecho a la protección de los intereses morales y materiales que correspondan por razón de las producciones científicas, literarias o artísticas de que una persona sea autora.

Lo anterior, explica que la regulación de estos derechos debe siempre realizarse desde una doble perspectiva. Por un lado, se deben otorgar las condiciones que estimulen la actividad creativa y generadora de conocimiento, garantizando el derecho de propiedad sobre las creaciones intelectuales resultantes de éstas; y, por otro lado, indica que debe asegurarse a toda la población el acceso a estas creaciones artísticas-culturales y productos del conocimiento.

En similar sentido, precisa que la Convención para la Protección y Promoción de la Diversidad de las Expresiones Culturales de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, recientemente ratificada por nuestro país que se encuentra vigente desde el mes marzo de 2007, reconoce la doble dimensión económica y cultural de las actividades, bienes y servicios culturales, por ser portadores de identidades, valores y significados, por lo cual arguye que no deben tratarse como si sólo tuviesen un valor comercial y destaca la importancia de los derechos de propiedad intelectual para sostener a quienes participan en la creatividad cultural.

Señala que Chile, a través de los Acuerdos de Libre Comercio, ha incorporado estándares más precisos de propiedad intelectual acordes con los desafíos que nuestro nivel de desarrollo exige, dando cuenta al mismo tiempo de las nuevas formas de explotación que surgen como consecuencia natural de los avances tecnológicos. Entre otros tratados bilaterales que tratan estas materias, menciona los acuerdos suscritos con Estados Unidos, la Unión Europea y México.

Simultáneamente, tanto a nivel bilateral como en los foros multilaterales, informa que Chile ha reafirmado la necesidad de que el sistema de propiedad intelectual sea balanceado, de forma de equilibrar los intereses de los distintos actores y sectores involucrados. De esta forma, indica que se busca conjugar una adecuada protección de los derechos de autor y conexos con el acceso legítimo por parte de la comunidad a las creaciones artísticas y del intelecto. Lo anterior, acota que se traduce en la incorporación en este proyecto de ley de un número determinado de limitaciones y excepciones dentro del marco legal de protección a los derechos de autor y conexos, en beneficio de ciertos sectores de nuestra sociedad.

Afirma que en nuestro ordenamiento jurídico los derechos de propiedad intelectual gozan del más amplio reconocimiento, constituyendo una de las garantías recogidas expresamente en la Constitución Política de la República en el artículo diecinueve, numeral veinticinco, el cual garantiza a todos los creadores el derecho de autor sobre sus creaciones intelectuales y artísticas, al mismo tiempo que se garantiza el derecho a todas las personas a crear y difundir las artes. 

Adicionalmente, indica que la ley N° 17.336 reconoce, también, los derechos conexos al derecho de autor, otorgando a los artistas intérpretes o ejecutantes, a los productores de fonogramas y a los radiodifusores facultades respecto de sus interpretaciones, ejecuciones y producciones y el derecho a percibir una retribución por su uso público. 

Señala que los desarrollos tecnológicos de las últimas décadas imponen nuevos desafíos que obligan a adecuar la normativa existente a esta nueva realidad, pues sin desconocer los positivos efectos que las nuevas tecnologías han tenido en el mejoramiento de las comunicaciones y en la difusión del conocimiento, es incuestionable que éstas han originado, también, nuevas formas de infracción a los derechos actualmente reconocidos por nuestro ordenamiento y nuevas formas de piratería, estimulando el surgimiento de organizaciones criminales en torno a la producción y distribución ilícita de obras protegidas.

Lo anterior adquiere especial relevancia, toda vez que la piratería y las demás prácticas ilegales constituyen no sólo una violación del derecho de propiedad intelectual sino que, además, distorsionan el funcionamiento normal del mercado, generando un grave perjuicio patrimonial a la industria, cuyo principal activo son los derechos de autor y los derechos conexos, y adicionalmente, implican para el Estado una evasión tributaria. 

Por ello, declara que junto a la necesidad de adecuar nuestra normativa sobre derecho de autor y derechos conexos a los compromisos internacionales asumidos por Chile, se hace necesario modernizar las herramientas que permitan otorgar una mejor protección a los creadores y a la industria asociada a los productos que se derivan de la inteligencia y de la creación humana.

Precisa que este esfuerzo implica la dictación de cuerpos legales modernos, acordes con el desarrollo de la sociedad actual, que recojan los intereses de los distintos actores del sistema de propiedad intelectual y la necesidad de implementar las obligaciones asumidas por nuestro país en materia de propiedad intelectual, en los acuerdos de libre comercio.

Mediante el presente proyecto, expone que el Ejecutivo pretende actualizar la regulación vigente en materias de derechos de autor y derechos conexos, contemplando los siguientes objetivos: 

1.- El establecimiento de medidas efectivas que garanticen un adecuado nivel de protección mediante acciones civiles y penales para la observancia de los derechos de autor y derechos conexos, ante las frecuentes infracciones calificadas comúnmente como piratería.

2.- El establecimiento de un adecuado marco de excepciones y limitaciones al derecho de autor y derechos conexos que garanticen el acceso a bienes culturales y el ejercicio de derechos fundamentales por parte de la ciudadanía, tal como está reconocido en la mayor parte de las legislaciones internacionales y conforme a las flexibilidades permitidas en el Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual Relacionados con el Comercio de la Organización Mundial del Comercio, reafirmadas por Chile en los distintos Acuerdos de Libre Comercio.

3.- La regulación de la responsabilidad de los prestadores de servicios de Internet, limitando su responsabilidad por las infracciones a los derechos de autor y conexos que se cometan por usuarios de estos servicios a través de sus redes, de conformidad con los compromisos internacionales asumidos por Chile, en el Tratado de Libre Comercio suscrito con Estados Unidos.

Informa que para la elaboración de este proyecto se han tenido en consideración, entre otros antecedentes, las opiniones de los distintos sectores interesados, expresadas durante la tramitación parlamentaria del anterior proyecto modificatorio de la ley N° 17.336 sobre Propiedad Intelectual y la legislación comparada, especialmente aquélla de nuestros principales socios comerciales.

Enseguida, señala que el presente proyecto introduce a la ley N° 17.336 sobre Propiedad Intelectual, cuatro grandes modificaciones, a saber: la primera, que suprime los actuales Párrafos III y IV del Capítulo V del Título I e incorpora un Título III, nuevo, sobre Limitaciones y Excepciones al Derecho de Autor y a los Derechos Conexos; la segunda, que sustituye el Capítulo II del Título III de ley, referido a las infracciones, delitos y sanciones, por un nuevo Capítulo, que sistematiza y aumenta las penas y sanciones por infracciones a los derechos de propiedad intelectual y establece mecanismos especiales para su observancia; la tercera, que incorpora un nuevo Capítulo III al Título IV, que establece un régimen de limitación de responsabilidad de los prestadores de servicios de Internet, y la cuarta, que introduce una serie de modificaciones a diversas disposiciones de la ley.

En primer lugar, el proyecto propone eliminar los actuales Párrafos III y IV del Capítulo V del Título I de la ley N°17.336 sobre Propiedad Intelectual, e intercalar un nuevo Título III, pasando éste a ser Título IV, sobre Limitaciones y Excepciones al Derecho de Autor y a los Derechos Conexos. Agrega que en este nuevo Título se establece que las disposiciones sobre limitaciones y excepciones establecidas serán aplicables tanto respecto de los derechos de autor como de los derechos conexos, cuando sea procedente. Comunica que el contenido de este nuevo Título es el siguiente:

1.- Derecho de cita: Explica que se amplía y precisa el ámbito de aplicación del derecho de cita ya reconocido en nuestra legislación, en el actual artículo 36, estableciéndose como criterio para su aplicación la finalidad del uso del fragmento de la obra. De esta manera, arguye que las citas de fragmentos de obras podrán utilizarse cuando se realicen con fines de crítica, ilustración, enseñanza e investigación.

De igual forma, señala que se establece un derecho de cita especial para imágenes fijas y obras plásticas, a objeto de posibilitar el ejercicio del derecho de cita reconocido universalmente sobre cualquier tipo de obra, adaptándose a las particularidades de aquellas obras que por su naturaleza no pueden ser objeto de fragmentación. Así, acota que se permite la reproducción unitaria de obras plásticas o fotográficas cuando se realice con fines de crítica, reseña, ilustración, enseñanza e investigación y sin interés comercial. En ambos casos, asegura que no se requerirá de autorización, ni pago de remuneración al titular de los derechos, siempre y cuando la utilización sea realizada conforme a los fines indicados y se mencione la fuente, el título de la obra y el nombre de su autor.

2.- Excepción para discapacitados: Indica que esta iniciativa de ley, haciéndose eco de un anhelo histórico de las organizaciones y agrupaciones de discapacitados, para facilitar su acceso a bienes culturales y subsanando una lamentable omisión de nuestra regulación, establece una excepción en beneficio de los discapacitados visuales, auditivos o de otra clase que, sin formatos especiales, no puedan acceder a una obra protegida. En ejercicio de esta excepción, comenta que se permite la reproducción, adaptación, distribución y comunicación al público, sin interés comercial y siempre dentro del ámbito de personas que sufran la respectiva discapacidad, de obras protegidas. A efectos de evitar usos indebidos que puedan afectar los derechos de los titulares, se establece que los ejemplares o copias obtenidas en ejercicio de esta excepción no podrán ser cedidos ni distribuidos a terceros y deberán señalar claramente que han sido realizados en ejercicio de esta excepción y, por tanto, tienen una circulación restringida.

3.- Ordenamiento y actualización de las excepciones existentes: Por otra parte, señala que este proyecto de ley mejora la sistematización de la legislación vigente, ya que reordena y agrupa a las excepciones contenidas entre los actuales artículos 40 y 45 de la ley -que pasan a los artículos 71 E a 71 I del proyecto- conforme a su naturaleza y sentido. De este modo, explica que sin alterar sustancialmente su contenido, se sustituyen algunas expresiones anacrónicas, brindándoles además neutralidad tecnológica.

Dentro de estas excepciones, menciona la de las bibliotecas y archivos, señalando que ésta surge como una corriente universal, que reconoce el valor de las bibliotecas y archivos como centros de interacción de la cultura y la educación. Agrega que este proyecto de ley establece un acotado número de excepciones en beneficio de bibliotecas y archivos, no contempladas en la legislación actual y que buscan otorgar seguridad jurídica al desarrollo de su quehacer cotidiano. Luego, explica que las bibliotecas y archivos que no tengan fines de lucro, podrán reproducir una obra protegida con alguna de las siguientes finalidades: para fines de preservación o sustitución de un ejemplar de su colección en caso de pérdida o deterioro; para fines de sustitución de un ejemplar de otra biblioteca o archivo que se haya extraviado, destruido o inutilizado, siempre y cuando no se encuentre disponible en el mercado; y, para incorporar un ejemplar a su colección cuando éste no se encuentre disponible en el mercado en los últimos 5 años.

Asimismo, explica que las bibliotecas y archivos abiertos al público y que no tengan fines de lucro, podrán efectuar copias de fragmentos de obras que se encuentren en sus colecciones, a solicitud de un usuario de la biblioteca o archivo exclusivamente para su uso personal. Similar autorización legal, afirma, tendrán para reproducir, comunicar o poner a disposición por medios digitales las obras de su colección para ser consultadas simultáneamente hasta por un número razonable de usuarios en instalaciones de la propia institución. Agrega que las bibliotecas y archivos abiertos al público y que no tengan fines de lucro, podrán efectuar la traducción de obras originalmente escritas en idioma extranjero, cuando al cumplirse un plazo de tres años contados desde la primera publicación, o de un año en caso de publicaciones periódicas, no haya sido publicada en Chile su traducción al castellano por el titular del derecho respectivo, conforme a las condiciones que establece el proyecto.

Señala que en cada uno de estos casos, no se requerirá de autorización ni pago de remuneración al titular de los derechos, siempre y cuando la utilización sea realizada estrictamente conforme a los fines indicados y las condiciones estipuladas. Cabe destacar que estas disposiciones no son aplicables a cualquier biblioteca o archivo, pues sólo beneficia a aquellas instituciones que no tengan ánimo de lucro y que se encuentren abiertas a la comunidad, excluyéndose de estas excepciones a todas aquellas instituciones de acceso restringido o condicionado.

Este proyecto de ley, establece dos excepciones para fines educacionales. La primera dispone que en el caso de tratarse de bibliotecas de instituciones educacionales o que sirvan a éstas, se autoriza la reproducción, comunicación y puesta a disposición del público de obras cortas, artículos de publicaciones periódicas y partes razonables de obras extensas, siempre que sean para uso exclusivo de los alumnos, investigadores y docentes de dichas instituciones. Acota que dicha utilización no podrá ser realizada con interés comercial y deberá cumplir con los demás requisitos que determine un Reglamento. En tanto, prosigue, la segunda excepción dispone que será lícita, sin la autorización del titular, ni pago de remuneración alguna, la inclusión en una obra para fines educacionales de obras cortas, como poemas, artículos, ensayos o cuentos cortos, debiendo mencionarse en cada caso la fuente, el título y autor de la obra incluida y sólo operará respecto de la educación formal o autorizada por el Ministerio de Educación. Con todo, advierte que no se podrán incluir más de dos obras de un mismo autor, y dicha obra no podrá representar más del 7% del contenido de la nueva obra educacional.

En este caso, comenta que la norma dispone que al distribuirse comercialmente la obra al público, el editor deberá pagar a los respectivos titulares una remuneración equitativa por dicha utilización. En caso de desacuerdo, refiere que esta remuneración será fijada por un tribunal civil, en un procedimiento breve y sumario.

En cuanto a las excepciones relativas a programas computacionales, contenida en el inciso segundo del artículo 47 de la ley, se incorporan, en este proyecto, en cumplimiento de las obligaciones del Tratado de Libre Comercio suscrito con Estados Unidos, dos nuevas excepciones, que amparan: por una parte, las actividades de ingeniería inversa que se realicen sobre un programa computacional legalmente adquirido, con el propósito exclusivo de lograr la compatibilidad operativa entre programas computacionales o para fines de investigación y desarrollo y, por la otra, a las actividades que se realicen con el único propósito de probar, investigar o corregir el funcionamiento o la seguridad del computador sobre el que se aplica el programa computacional.

Asimismo, señala que se incorpora una excepción de copia temporal, la que se sujeta al cumplimiento de determinadas y específicas condiciones conforme al uso de que se trata y siempre en el marco de la aplicación de los procesos tecnológicos. Además, precisa que se reconocen otras excepciones, a partir de lo dispuesto en el actual artículo 45 bis, que reproduce la denominada regla de los tres pasos establecida en el Convenio de Berna y en el Acuerdo sobre los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio de la OMC. Esta excepción de copia temporal, faculta la declaración de nuevas excepciones distintas a las expresamente contempladas en el Título III, siempre y cuando se traten de casos especiales, que no atenten contra la explotación normal de la obra, de la interpretación o ejecución o del fonograma, ni causen un perjuicio injustificado a los intereses legítimos del titular de los derechos.

En materia de infracciones, delitos, penas y procedimientos, comenta que el Ejecutivo comparte el diagnóstico realizado por diversos sectores de la sociedad, tanto del ámbito público como privado, el cual da cuenta de lo inadecuado del régimen vigente de sanciones civiles y penales a las infracciones de los derechos de autor y derechos conexos. De lo anterior, expone que surge la necesidad de introducir modificaciones a la legislación vigente, a fin de combatir de forma más severa la piratería y, en general, los usos no autorizados de obras protegidas por esta clase de derechos, otorgando más y mejores instrumentos legales para la investigación de los delitos y la sanción de los mismos. En mérito de ello, explica que este proyecto de ley propone sustituir el actual Capítulo II del Título III de la Ley, por un nuevo Capítulo II, que establece un nuevo marco de sanciones civiles y penales a las infracciones a los derechos de autor y derechos conexos, además de establecer nuevos mecanismos y herramientas procesales aplicables a los casos de utilizaciones realizadas fuera del marco legal.

Detalla que el presente proyecto de ley propone reunir los diversos tipos penales actualmente dispersos en la ley, incorporando nuevos tipos y graduando las penas conforme al perjuicio causado, de acuerdo a la siguiente escala:

i) Para las infracciones que causen un perjuicio menor a 4 unidades tributarias mensuales, se establece una pena de prisión en cualquiera de sus grados o multa de 10 a 100 unidades tributarias mensuales.

i) En tanto, para las infracciones que causen un perjuicio igual o superior a 4 unidades tributarias mensuales e inferior a 40 unidades tributarias mensuales, se establece una pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de 50 a 500 unidades tributarias mensuales.

iii) Finalmente, para las infracciones que causen un perjuicio igual o superior a 40 unidades tributarias mensuales, se establece una pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de 100 a 1.000 unidades tributarias mensuales.

Advierte que esta graduación se establece en el entendido que no todas las infracciones al derecho de autor y derechos conexos son siempre de la misma entidad y que es necesario introducir elementos objetivos que permitan a los Tribunales de Justicia aplicar la sanción más justa y efectiva en cada caso. Por ello, acota que se ha optado por la graduación de la pena en función del perjuicio causado. Agrega que las penas antes señaladas serán aplicables a las siguientes conductas que el proyecto de ley califica como delitos: cualquier utilización no autorizada de obras protegidas por derechos de autor y de interpretaciones, producciones y emisiones protegidas por derechos conexos; la falsificación de obras literarias, científicas o artísticas protegidas por la ley, de planillas de ejecución, del número de ejemplares vendidos efectivamente, de personería para autorizar el uso de derechos de autor o de licencias respecto de interpretaciones o ejecuciones o fonogramas de dominio privado, y el plagio de obras protegidas por el derecho de autor, cuando se suprima o cambie el nombre del autor o el título de la obra o se altere maliciosamente su texto.

Explica que con estas reformas, se mantienen las penas corporales vigentes; pero se aumentan considerablemente las penas de multas aplicables, equiparándose de esta manera a las multas establecidas en la Ley sobre Propiedad Industrial. Destaca que a diferencia de la Ley de Propiedad Industrial para la configuración de estos ilícitos no se contempla la exigencia del elemento subjetivo del tipo “ánimo de lucro”, de esta forma se facilita el procesamiento y la aplicación de estas sanciones a este tipo de infracciones.
Precisa, enseguida, que las obras deben ser concebidas como parte del dominio público, puesto que constituyen una de las bases esenciales para el desarrollo de la actividad creativa y porque toda obra se basa en el conocimiento preexistente. Por esta razón, arguye que es importante dar protección a los derechos de propiedad sobre las obras protegidas, constituyéndose una salvaguardia sobre las creaciones que han pasado a formar parte del acervo cultural común. Para ello, precisa que se tipifican dos nuevos delitos contra el dominio público, sancionándose al que, a sabiendas, reproduzca, distribuya, ponga a disposición o comunique al público obras que estén en el dominio público bajo un nombre distinto al del autor; y al que reclame derechos patrimoniales sobre obras pertenecientes al dominio público. Refiere que en ambos casos, se aplica una multa de 25 a 500 unidades tributarias mensuales.

Asimismo, informa que se consagra un delito contra la gestión colectiva, aplicándosele las mismas sanciones anteriores, tipificándose la conducta de aquel que estando obligado al pago de una retribución por derecho de autor o conexos derivados de la ejecución de obras musicales, omitieren, con perjuicio de otro, la confección de las planillas de ejecución correspondiente, necesarias para la gestión colectiva de los derechos de propiedad intelectual. Agrega que esta norma busca fortalecer la importante labor que realizan las entidades de gestión colectiva de derechos en la protección efectiva de los intereses de los creadores.

En cuanto al delito de piratería, precisa que las reformas que se presentan a discusión buscan mejorar sustantivamente el marco legal aplicable a los individuos y organizaciones criminales dedicadas a la producción, distribución y comercialización ilícita de ciertos productos y creaciones que se derivan de la inteligencia y creación humana. Refiere que este proyecto de ley establece una disposición penal específica aplicable a los actos de piratería de bienes protegidos por derechos de autor, aumentándose hasta en dos grados la pena máxima aplicable. Declara que la norma distingue entre la persona que comercializa copias ilícitas de obras protegidas de aquel que, con ánimo de lucro, fabrica, importa, tiene o adquiere para su distribución comercial o alquiler dichas copias ilícitas. Informa que en el primer caso, se sanciona al infractor con una pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de 100 a 1.000 unidades tributarias mensuales. En tanto que en el segundo caso, precisa que se aumenta la actual pena vigente hasta en dos grados, pasando de la actual pena de presidio o reclusión menor en su grado mínimo a reclusión menor en su grado medio a máximo y multa de 100 a 1.000 unidades tributarias mensuales.

Asimismo, señala que en caso de reincidencia en la comisión de cualquiera de los delitos descritos en la ley, se aplicarán las penas máximas contempladas para cada delito y la multa a aplicar no podrá ser inferior al doble de la anterior con un monto máximo que podrá ascender hasta las 2.000 unidades tributarias mensuales.

Por otra parte, comenta que el presente proyecto de ley hace aplicable expresamente la figura de asociación ilícita que regula el Código Penal, a los que se asociaren u organizaren con el objeto de cometer los delitos de piratería, quienes serán sancionados de conformidad a los artículos 293 y siguientes del Código Penal, aplicándoseles además una multa de 100 a 1.000 unidades tributarias mensuales en el caso del artículo 293 y de 50 a 500 unidades tributarias mensuales, en el caso del artículo 294 del Código Penal.

Enseguida, comunica que se mantienen en el nuevo capítulo, las disposiciones aprobadas en la reforma en el año 2003, que fueron incorporadas en cumplimiento de las obligaciones específicas que sobre la materia contenía el Tratado de Libre Comercio suscrito con Estados Unidos.

En materia de perjuicios, indica que para determinar el monto de los mismos se debe considerar el valor legítimo de venta al detalle de los objetos protegidos, siguiendo de esta manera lo establecido en el Tratado de Libre Comercio suscrito con Estados Unidos.

Por otra parte, señala que esta iniciativa legal, junto con mejorar efectivamente las disposiciones penales, busca perfeccionar los medios y mecanismos procesales que la ley establece en esta materia. Para ello, continúa, se platean un conjunto de disposiciones comunes para los procedimientos civiles y penales que se originen por la infracción a esta ley.

Enseguida, reconoce al titular de los derechos, una acción para pedir el cese de la actividad ilícita, la indemnización de los daños y perjuicios patrimoniales y morales causados y la publicación de la parte resolutiva de la sentencia, en un diario a elección del demandante, sin perjuicio de las demás acciones que, de acuerdo a nuestro ordenamiento jurídico, pueda impetrar el afectado.

Precisa que según lo establecido en el Tratado de Libre Comercio suscrito con Estados Unidos, se establece que, a petición del titular, los bienes infractores sean destruidos o apartados del comercio. Asimismo, señala que los ejemplares ilícitos sólo podrán ser destinados a beneficencia cuando se cuente con la autorización expresa del titular de los derechos correspondientes. De esta manera, expone que se busca no afectar indebidamente los intereses de las diversas industrias culturales, quienes junto con soportar el costo económico directo de las infracciones, deben tolerar, además, la sustitución de la demanda que supone la entrega gratuita de materiales infractores a instituciones de beneficencia, contra su voluntad.

Con el fin de hacer cesar la actividad ilícita, comenta que el presente proyecto de ley establece que el Tribunal que conozca el asunto, en cualquier estado del juicio y a petición de parte, podrá decretar algunas de las siguientes medidas precautorias: la suspensión inmediata de la venta, circulación, exhibición, ejecución, representación o cualquier otra forma de explotación presuntamente infractora; la prohibición de celebrar actos y contratos sobre bienes determinados, incluyendo la prohibición de publicitar o promover los productos o servicios motivo de la presunta infracción; la retención de los ejemplares presuntamente ilícitos; la retención o secuestro de los materiales, maquinarias e implementos que hayan sido destinados a la producción de ejemplares presuntamente ilícitos, o de la actividad presuntamente infractora, cuando sea necesario para prevenir nuevas infracciones; la remoción o retiro de los aparatos que hayan sido utilizados en la comunicación pública no autorizada, a menos que el presunto infractor garantice suficientemente que no reanudará la actividad infractora, y el nombramiento de uno o más interventores. Advierte que estas medidas podrán, asimismo, solicitarse en carácter de medidas prejudiciales siempre que: se acompañen antecedentes que permitan acreditar razonablemente la existencia del derecho que se reclama; exista un riesgo inminente de infracción, y se rinda caución suficiente.

En cuanto a la determinación de los perjuicios e indemnizaciones, explica que en lo que respecta al cálculo de la indemnización de los daños y perjuicios, esta iniciativa de ley establece que el perjudicado podrá optar entre la remuneración que el infractor hubiera debido pagar al titular del derecho por el otorgamiento de una licencia o las utilidades que dejó de percibir como consecuencia de la infracción. Adicionalmente, acota que el Tribunal podrá condenar al infractor a pagar las ganancias que haya obtenido siempre que sean atribuibles a la infracción y no hayan sido consideradas al calcular los perjuicios. Agrega que para la determinación del perjuicio patrimonial, se considerará, entre otros factores, el valor legítimo de venta al detalle de los bienes infringidos y respecto de la determinación del daño moral, acota que el Tribunal deberá considerar las circunstancias de la infracción, la gravedad de la lesión y el grado objetivo de difusión ilícita de la obra. En la misma línea, precisa que el Tribunal podrá ordenar, al hacer efectiva la indemnización de perjuicios, a petición de parte y sin perjuicio de los derechos que puedan hacer valer terceros, la incautación y entrega al titular del derecho del producto de la recitación, representación, reproducción, ejecución o cualquier otra forma de explotación ilícita.

Por su parte, informa que conscientes de que la proliferación de la piratería está fuertemente vinculada a la existencia de organizaciones criminales dedicadas a la producción, distribución y comercialización ilícita de productos y creaciones intelectuales, se plantea que, en el caso de la investigación de la intervención de una asociación ilícita y concurriendo los requisitos legales, se faculta la utilización de agentes encubiertos, reveladores e informantes, como medida especial de investigación, a requerimiento que haga Ministerio Público al Tribunal competente.

Asimismo, indica que se mantiene el carácter de acción penal pública la denuncia de los delitos sancionados en esta ley y a fin de hacer más simple el ejercicio de estos derechos se establece una presunción de vigencia de los derechos de autor y derechos conexos cuando la fecha de la primera publicación de una obra original sea inferior a setenta años, implementándose de esta manera una de las obligaciones específicas contempladas en el Tratado de Libre Comercio suscrito con Estados Unidos.

Enseguida, comenta que se dispone de una serie de normas aplicables sólo a los procedimientos civiles, como la entrega de información, estableciéndose que el Tribunal podrá ordenar a él o los presuntos infractores de esta ley, la entrega de toda información que posean respecto a las demás personas involucradas en la infracción, así como todos los antecedentes relativos a los canales de producción y distribución de los ejemplares infractores. Acota que el Tribunal podrá, para la consecución de este fin, aplicar multas de 5 a 50 unidades tributarias mensuales a quienes se nieguen a entregar dicha información. A su vez, comunica que se consagra un procedimiento breve y sumario, manteniéndose la regla general vigente en esta materia.

Finalmente, señala que se incorpora en nuestra legislación un sistema de indemnización predeterminada, conforme a la cual el titular de un derecho podrá, a su elección, solicitar una vez acreditada judicialmente la respectiva infracción, que las indemnizaciones de los daños y perjuicios patrimoniales y morales causados sean sustituidas por una suma única compensatoria que será determinada por el tribunal en relación a la gravedad de la infracción, no pudiendo ser menor a 4 unidades tributarias mensuales ni mayor a 2.000 unidades tributarias mensuales por infracción. Precisa que esta disposición, también, tiene su origen en el Tratado de Libre Comercio suscrito con Estados Unidos.

Por otra parte, sostiene que se implementa un régimen de limitación de responsabilidad de los prestadores de servicios de Internet, como un forma de asumir los efectos positivos que las nuevas tecnologías han tenido sobre las comunicaciones y sobre la difusión del conocimiento, lo que ha generado nuevas formas de infracción para los derechos actualmente reconocidos por nuestro ordenamiento jurídico. Para normar adecuadamente este tipo de infracciones, continúa, se establece un régimen de limitación de la responsabilidad de los prestadores de los servicios de Internet. Para tales efectos, acota que se propone una adaptación a nuestro sistema jurídico de la obligación contenida en el artículo 17.11.23 del Tratado de Libre Comercio suscrito con Estados Unidos, sobre limitación de responsabilidad de los prestadores de servicios de telecomunicaciones por infracciones a los derechos de autor y conexos que ocurran a través de sus redes y sistemas.

Sobre este punto, indica que este proyecto de ley propone que se establezca una norma general en virtud de la cual se limita la responsabilidad pecuniaria de los prestadores de servicios de Internet por las infracciones a los derechos regulados por esta ley que se cometan por o a través de sus redes o sistemas. Para estos efectos, comenta que se establecen una serie de condiciones que deben cumplir los proveedores de servicios de Internet. Agrega que estas condiciones dependerán de la calidad que el prestador del servicios ostente, distinguiéndose entre quienes: transmiten o proporcionen suministro de redes; efectúen almacenamiento temporal; efectúen almacenamiento a petición de los usuarios de información en sistemas o redes, y proporcionen herramientas de búsquedas de información.

De esta forma, señala que para el caso de los prestadores de servicios de transmisión de datos, enrutamiento o suministro de conexiones, para que esta limitación de responsabilidad opere es necesario que éstos no modifiquen ni seleccionen el contenido de la transmisión, no inicien la transmisión y no seleccionen a los destinatarios de la información. 

Por su parte, refiere que los prestadores de servicios de almacenamiento de datos de carácter temporal, que lleven a cabo su servicio mediante un proceso de almacenamiento automático, verán limitada su responsabilidad cuando respeten las reglas de acceso de usuario y de actualización fijadas por el sitio de origen, no interfieran en la tecnología del sitio de origen para obtener información sobre el uso del material, no modifiquen el contenido al momento de efectuar la transmisión y retiren o inhabiliten de forma expedita el acceso al material que, de acuerdo al proceso legal de notificación, deba ser retirado o inhabilitado de su red. Similar disposición, continúa, existe respecto de aquellos prestadores de servicios que efectúan almacenamiento, servicios de búsqueda, vinculación y referencia a un sitio en línea mediante herramientas de búsqueda de información, incluidos los hipervínculos y directorios, siempre que el prestador de estos servicios no tenga conocimiento del carácter ilícito del contenido, no reciba un beneficio económico directamente atribuible a la actividad infractora, designe públicamente a un representante para recibir las notificaciones de retiro o inhabilitación y retire o inhabilite el acceso al material almacenado que, de acuerdo al proceso legal de notificación, deba ser retirado o inhabilitado.

Señala que, junto con cumplir con cada una de las condiciones específicas conforme a la naturaleza del servicio de que se trate, los prestadores de servicio deberán, además, cumplir con las condiciones generales relativas a la adopción de políticas de término de contrato de los usuarios infractores reincidentes, quienes no deberán interferir en las medidas de protección e identificación de las obras protegidas y no deberán haber iniciado la transmisión, ni haber seleccionado el material o a sus destinatarios, salvo las excepciones que la propia ley establece.

Sin perjuicio de lo anterior y a fin de dar cumplimiento a las diversas garantías constitucionales, sostiene que este proyecto de ley establece claramente que los prestadores de servicios no tendrán obligación de realizar búsquedas activas de hechos o circunstancias que indiquen actividades supuestamente ilícitas ni de supervisar el contenido de los datos transmitidos, almacenados o referenciados. Agrega que de esta manera se siguen las disposiciones vigentes que establecen que las compañías de telefonía no pueden supervisar ni controlar las llamadas que realicen sus abonados, por estar afectas a las normas constitucionales sobre inviolabilidad de las comunicaciones privadas.
Por otra parte, comunica que, con el propósito de establecer medidas efectivas que resguarden a los titulares de derechos de autor y derechos conexos de las infracciones que se cometan en o a través de redes o sistemas digitales, se establece un procedimiento judicial expedito en el que se contemplan una serie de medidas especiales que el juez podrá decretar a petición de parte. Estas medidas, continúa, podrán consistir en la terminación de cuentas, retiro o bloqueo de materiales infractores de las redes o sistemas de un prestador de servicios de Internet. Informa que el Tribunal competente para conocer de estas solicitudes, será el Juzgado de Letras en lo Civil correspondiente al domicilio del prestador de servicios. Asimismo, advierte que estas medidas podrán decretarse en carácter de prejudiciales o judiciales, previa notificación al prestador de servicios. Respecto del supuesto infractor, señala que la notificación será facultativa y podrá decretarse sin necesidad de rendir caución previa cuando la medida sea solicitada como prejudicial y para dar garantías suficientes a este procedimiento, sin afectar su eficacia, precisa que se establecen una serie de requisitos específicos a los generales contemplados en los numerales 1°, 2° y 3° del artículo 254 del Código de Procedimiento Civil. Indica que este procedimiento y cualquiera de los incidentes que pudieran surgir durante la tramitación de este juicio, se conocerán breve y sumariamente, y las apelaciones se concederán en el sólo efecto devolutivo, gozando de preferencia para su conocimiento y vista.
Adicionalmente, declara que se establece el derecho de los titulares a requerir, por vía judicial, la entrega de la información necesaria para la identificación del proveedor de contenidos infractores. Por otra parte, refiere que con el objeto de evitar abusos en la utilización de este procedimiento, se establece una figura especial que hace responsable de los daños causados a quien proporcione información falsa, cuando en base a esa información se inhabilite, retire o bloqueen datos por parte de un prestador de servicios de Internet. Asimismo, informa que se establece una exención de responsabilidad respecto de los prestadores de servicios de Internet que retiren, inhabiliten, bloqueen y restablezcan de buena fe, voluntariamente o a requerimiento de un tercero un servicio, de acuerdo a las condiciones que se señalan en este proyecto.

Precisa que esta iniciativa legal, por otra parte, propone reemplazar los actuales incisos primero y segundo del artículo 10 de la ley de Propiedad Intelectual por un sólo inciso, eliminando la hipótesis de extensión del plazo en favor de las hijas solteras o viudas o cuyo cónyuge se encuentre afectado por una imposibilidad definitiva para todo género de trabajo, por estimarse como una norma discriminatoria en función del estado civil y del género, y porque se considera que afecta la certeza jurídica en cuanto dificulta la identificación del dominio público chileno.

Enseguida, declara que, con el objeto de perfeccionar y simplificar la disposición de cesión legal de derechos de autor en el caso de los programas computacionales producidos por encargo de un tercero, se elimina el requisito que sólo hacía titular del encargo al mandante en los casos de encargos que éstos tuvieran fines comerciales posteriores. Asimismo, refiere que, como una forma de otorgar certeza jurídica a la regulación de la limitación de la responsabilidad de los prestadores de servicios en Internet, se incorpora la definición de estos prestadores en la disposición donde se encuentran contenidas las definiciones de esta ley.

A su vez, comenta que con el objeto de hacer extensivo el derecho de reproducción al entorno digital, se reconoce expresamente a los titulares el derecho de reproducción temporal sobre sus obras y por constituir una utilización frecuente en los actuales procesos tecnológicos, se inserta en el literal u) del artículo 5º de la referida ley, la frase “permanente o temporal” entre los vocablos “fijación” y “de”.

Por otra parte, expone que se propone agregar un nuevo inciso final al artículo 72 de la ley N° 17.336, a fin de permitir al titular del derecho patrimonial la utilización del símbolo ©, anteponiéndolo al año de la primera publicación y a su nombre. Esta modificación, prosigue, da cuenta de una práctica comercial extendida, por parte de los titulares de derechos de autor y derechos conexos, para comunicar que se está en presencia de una obra protegida o de la presencia de derechos conexos protegidos.
En cuanto a las modificaciones al artículo 100, referido a las tarifas que pueden cobrar las entidades de gestión por la utilización de su repertorio, informa que éstas están inspiradas en la Resolución N° 513, de 1998, de la Comisión Resolutiva, órgano antecesor del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia. En efecto, sostiene que en esta Resolución destaca: que la fijación de tarifas debe hacerse de acuerdo al uso efectivo de las obras y que éstas deben originarse del acuerdo entre las partes interesadas o en su defecto mediante arbitraje.

Refiere que el presente proyecto de ley se hace cargo de estas dos materias y agrega dos consideraciones, también relacionadas con libre competencia. En primer lugar, acota que se eliminan las tarifas especiales que la ley actual permite fijar, debido a que dan origen a potenciales discriminaciones entre los usuarios, y se sustituyen por tarifas generales que pueden ser diferenciadas según la categoría de usuarios, junto con planes tarifarios alternativos disponibles para todos los usuarios dentro de cada categoría. En segundo lugar, expone que se establece la obligación de someter las tarifas a arbitraje, si no se alcanza un acuerdo entre las partes, en el evento de que se trate de una circunstancia en que se considere a la entidad de gestión como dominante por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia.  De esta forma, acota que se logra plenamente el objetivo de la modificación de este artículo, que es el equilibrio entre el derecho a cobrar por la utilización de obras y el control del abuso que pudiesen llegar a ejercer entidades de gestión con posición dominante en el mercado.

Asimismo, arguye que en armonía con el Tratado de Libre Comercio suscrito con Estados Unidos, se clarifica que en caso de ser necesaria la autorización del autor de una obra incorporada a un fonograma y la autorización del artista, intérprete o ejecutante y del productor del fonograma, ambas deberán concurrir conjuntamente sin que una excluya a la otra.

Por otra parte, señala que se deroga el artículo 12 de la ley N°19.227, que crea el Fondo Nacional de Fomento del Libro y la Lectura, a fin de concordar sus disposiciones al nuevo texto de la ley. y se sustituyen los actuales incisos segundo y tercero del artículo 11 de la referida ley, por un nuevo inciso segundo concordante con las nuevas disposiciones de la ley N°17.336 sobre Propiedad Intelectual.

Destacó que este proyecto de ley recoge las diversas iniciativas parlamentarias que se han presentado a este respecto y menciona la moción presentada en el año 1996 por los entonces Honorables Diputados Naranjo, Escalona, Estévez, Martínez, Schaulsohn, Allamand, Valenzuela, Ascencio, Bombal y Viera-Gallo, y la moción ingresada en el año 2002 por los también entonces Honorables Diputados Pérez, Letelier, Hales y la Honorable Diputada señora Vidal. De esta forma, sostiene que al Gobierno le parece oportuno efectuar un expreso reconocimiento al valioso aporte de quienes inicialmente plantearon estos temas en el Parlamento, proponiendo un nuevo tratamiento para las infracciones contra la propiedad intelectual en Chile y, en definitiva, una modernización de la Ley de Propiedad Intelectual a los nuevos desarrollos de la sociedad chilena.

- - -

DISCUSIÓN GENERAL


Durante la discusión general del proyecto, la señora Ministra de la Cultura, señora Paulina Urrutia, expuso que el Ejecutivo ha asumido el desafío de reformar la ley de Propiedad Intelectual, luego de largo trabajo de audiencias y de un diálogo profundo, que les permitió generar el consenso que una reforma de esta envergadura requiere. Informó que parte importante de este trabajo se realizó en la Honorable Cámara de Diputados, donde las Comisiones Unidas de Economía y Cultura recibieron a más de una docena de organizaciones civiles y gremiales vinculadas a la creación, a las industrias culturales, a las universidades, a los grandes usuarios y a las organizaciones que representan el interés público.

En este ejercicio en que se escuchó y reflexionó, se pudieron conocer de primera fuente la diversidad de opiniones existentes y los múltiples intereses aparentemente contrapuestos que existen en la materia. Comentó que gracias a este ejercicio se perfeccionaron las normas del presente proyecto de ley, acogiéndose una serie de indicaciones que se mantuvieron dentro del marco del Mensaje de esta iniciativa legal. Luego, acotó que existe una necesidad imperiosa de actualizar nuestra ley de Propiedad Intelectual, ya que nuestro país requiere de una reforma que responda al nivel de desarrollo que tenemos en la actualidad. 

En otro orden de ideas, explicó que al referirnos a la propiedad intelectual, estamos hablando de un conjunto de derechos, cuyas particularidades escapan a la lógica tradicional de la propiedad, porque estamos ante un derecho limitado en el tiempo. Precisó que actualmente este derecho dura la vida del creador más 70 años y que durante este plazo se reconoce al creador y a sus herederos su derecho de dominio y su libre uso de la obra. Asimismo, afirmó que este derecho presenta la particularidad de generar frutos, que de una u otra manera se integran al acervo cultural común de los pueblos, que forman parte de su identidad y que sin duda dan cuenta de su diversidad cultural, siendo por ello necesario establecer normas que faciliten su acceso por parte de la ciudadanía, sin afectar con ello los legítimos derechos de los creadores y de las industrias. Señaló que estos dos valores pueden algunas veces generar en una innecesaria tensión, lo cual no debe ser un obstáculo para legislar en la materia. 

Reconoció que ciertamente no todos los sectores están de acuerdo con las propuestas que se formula. No obstante, acotó que lo importante es lograr un acuerdo que permita introducir las enmiendas necesarias para reformar la ley de Propiedad Intelectual.
Informó que el presente proyecto de ley consta de tres ejes fundamentales, a saber:
1.- El establecimiento de un extenso conjunto de normas relativas a sanciones y procedimientos que buscan reforzar la protección de los derechos de nuestros creadores y de las industrias del sector, a través de: la tipificación de nuevos delitos, el endurecimiento del sistema de sanciones y de mejoras en los procedimientos, y la protección al mundo digital, mediante el establecimiento de procedimientos judiciales expeditos que garanticen un adecuado resguardo ante las frecuentes infracciones que se cometen por medios digitales;

2.- Combatir con mejores herramientas la piratería y establecer un adecuado marco de excepciones y de limitaciones al derecho de autor, de acuerdo a las flexibilidades permitidas por la Organización Mundial de Comercio y contempladas, también, en los diversos tratados de libre comercio que ha suscrito Chile. Enseguida, destacó el valor de las excepciones y de las limitaciones, cuya finalidad es favorecer el acceso de ciertos grupos vulnerables a la cultura y a los bienes culturales y explicó que se trata de permitir ciertos usos limitados de las obras protegidas, ampliando el derecho de cita, reconociendo una excepción amplia en favor de los discapacitados, estableciendo un número limitado de excepciones que benefician a bibliotecas y archivos y permitiendo la distribución gratuita de textos educacionales de obras cortas, como: poemas, artículos, ensayos o cuentos cortos. Asimismo, indicó que este proyecto de ley contempla dos disposiciones que facilitarán la solución de los conflictos que se puedan generar en el proceso de fijación de tarifas, y

3.- Adecuar nuestra legislación nacional a los compromisos adquiridos con nuestros socios comerciales en los Acuerdos de Libre Comercio suscritos por nuestro país con las principales economías del mundo, en los cuales se han establecido diversos estándares que mejoran la protección de la propiedad intelectual. En efecto, precisó que mediante en este proyecto de ley se están incorporando en nuestra legislación interna estos nuevos estándares internacionales. Enseguida, destacó que el TLC suscrito con Estados Unidos nos impone la obligación de incorporar a nuestra legislación, antes del 1° de enero de 2008, parte importante de los contenidos de esta reforma.

Por otra parte, comentó que esta iniciativa legal busca materializar la Política Cultural que ha diseñado el Gobierno, que expresa la convicción de que el crecimiento de nuestro país se funda no sólo en el aumento del bienestar económico y en la superación de la marginalidad, sino en el desarrollo humano, personal y colectivo, donde el acceso a los bienes y servicios culturales nos permiten participar en una sociedad más integral y justa, lo que se concibe como un derecho irrenunciable. Señaló que se desea que este acceso a la cultura sea diverso y enriquecido por la creación de nuestros autores y artistas, por el aporte de nuestras industrias culturales que producen y distribuyen esa oferta creativa, en un entorno legal y de mercado que lo facilite, donde sin lugar a dudas el rol de los derechos de autor es fundamental para establecer los equilibrios. 

Por otra parte, sostuvo que el Gobierno cree firmemente en la importancia del derecho de autor como una herramienta de fomento e incentivo a la creación, generadora de desarrollo y bienestar en las naciones y que a través de una regulación equilibrada, como la contenida en este proyecto de ley.

El señor Ministro de Economía, Fomento y de Reconstrucción señaló que esta iniciativa legal tiene dos objetivos: tutelar y fomentar la creación, y garantizar el acceso de la población a las obras culturales. Indicó, asimismo, que busca mejorar los instrumentos normativos para combatir la piratería y establece una serie de excepciones y de limitaciones al derecho de autor.

Por otra parte, se refirió al ejercicio del derecho de autor y precisó que la forma en que se gestiona este derecho podría configurar una suerte de monopolio, porque la ley permite a su titular la posibilidad de fijar unilateralmente las tarifas de sus obras. Acotó que se está ante un tipo de monopolio legal en que se deben evitar los posibles abusos.

Al respecto, informó que este proyecto de ley propone crear un mecanismo de arbitraje forzoso frente a los conflictos que pueden suscitarse en la fijación de las tarifas de las obras. Comentó que el sistema obliga a las partes a acercar sus posiciones para llegar a acuerdos entre los titulares de los derechos de autor y los usuarios. La idea, continuó, es que mediante este sistema de arbitraje se inhiban los posibles conflictos y se evite vulnerar las normas de la libre competencia.

Aclaró que el sistema de arbitraje que propone este proyecto de ley será obligatorio cuando la Comisión Resolutiva resuelva que se está ante un proceso tarifario de carácter dominante.

El Honorable Senador señor Chadwick consultó si los titulares de los derechos de autor podrán continuar gestionando individualmente sus derechos.

El señor Ministro de Economía, Fomento y de Reconstrucción respondió afirmativamente. No obstante, señaló que, producto de los Tratados de Libre Comercio que ha suscrito Chile, la idea es que los autores gestionen en forma colectiva sus derechos, mediante sociedades colectivas.

Enseguida, el Honorable Senador señor Núñez preguntó qué sucederá con los autores y creadores que no se sientan representados por las agrupaciones colectivas.

La señora Ministra de Cultura señaló que la ley les permitirá continuar fijando unilateralmente las tarifas de sus obras.

El asesor legal de la Asociación Gremial de Productores Fonográficos de Chile, señor Fernando Silva, explicó que actualmente los autores pueden fijar unilateralmente las tarifas de sus obras y, también, pueden hacerlo a través de agrupaciones o sociedades editoriales, que tienen por objeto administrar los derechos de autor. 

El señor Ministro de Economía, Fomento y de Reconstrucción agregó que los autores, también, pueden ser representados por las sociedades de derechos de autor.

El asesor del Ministerio de Educación, señor Luis Villarroel, señaló que en el artículo 67 de la Ley de Propiedad Intelectual se consagra la gestión colectiva de los derechos de autor.

El Honorable Senador señor Chadwick advirtió que no se puede privar a las personas de ejercer su derecho individual de fijar las tarifas de sus obras.

El asesor legal de la Asociación Gremial de Productores Fonográficos de Chile, señor Fernando Silva, señaló que en el análisis de este proyecto de ley, no se puede soslayar el hacer una referencia a un debate que se viene suscitando desde hace algunos años en el campo de la propiedad intelectual, que se refiere a la protección y al fortalecimiento de la propiedad intelectual como el medio más idóneo que tienen los países para promover el desarrollo de las creaciones artísticas e intelectuales. Comentó que, indebidamente, se pretende que el acceso a la cultura y a las manifestaciones artísticas se propicie destruyendo o menoscabando un orden jurídico en que los derechos de propiedad intelectual han alcanzado un sitial entre los denominados derechos básicos del hombre, alcanzando un reconocimiento tanto a nivel de normas constitucionales y legales en los ordenamientos internos, como asimismo en los Acuerdos y Tratados Internacionales que nuestro país ha suscrito y ratificado.
Señaló que al dejar desprotegidos los derechos de los autores, éstos tendrán menos incentivos para desarrollar creaciones y producciones musicales. La industria musical, en nuestro país, vive una de sus crisis más agudas, producto del acceso masivo que tiene la población, gracias al desarrollo de las nuevas tecnologías de reproducción y de transmisión, a copias y descargas ilícitas.
Sostuvo que no están, en consecuencia, en condiciones de compartir con aquellos que piensan en que deben atenuarse sus derechos o sus estándares. Por el contrario, arguyó que vienen desde hace mucho tiempo solicitando un adecuado nivel de observancia de los derechos y estándares vinculados a las creaciones musicales, puesto que, como es de público conocimiento, éstos desde hace algún tiempo vienen siendo conculcados e infringidos con casi total impunidad.
En este sentido, valoró esta iniciativa legal, porque pretende establecer medidas efectivas que garanticen un adecuado nivel de protección, mediante acciones civiles y penales para la observancia de los derechos de autor y derechos conexos. Sin embargo, acotó que esta pretensión se ve afectada por algunas deficiencias de las acciones civiles y penales; como asimismo, por la incorporación de una gran cantidad de normas que dicen relación con limitaciones y excepciones a los derechos de autor y derechos conexos, y a limitaciones de responsabilidad de los prestadores de servicios de Internet, las que lejos de reforzar la protección de la propiedad intelectual, más bien la menoscaban o limitan, produciéndose en muchos casos situaciones de gran desequilibrio en perjuicio de los titulares de derechos de autor y derechos conexos. Si bien algunos de estos aspectos negativos fueron corregidos durante el primer trámite constitucional cumplido en la Cámara de Diputados, opinó que aún persisten diversas deficiencias que no pudieron ser resueltas en dicha instancia.

A continuación, formuló una serie de observaciones generales al texto del proyecto de ley que ha sido sometido a conocimiento del Senado.


En relación a las acciones penales y civiles, indicó que atendida la circunstancia de que la piratería ha alcanzado su mayor dimensión en las redes digitales, se deben establecer tipos penales especiales que la repriman. Reparó que esta iniciativa legal no contempla claramente dichos tipos penales especiales, razón por la cual a la piratería en redes digitales se le aplican los tipos penales genéricos contemplados en el artículo 79 de este proyecto de ley, referidos a utilizaciones no autorizadas de obras y producciones protegidas por derechos de autor y derechos conexos, en cuyo caso las penas se establecen en relación al monto del perjuicio sufrido por el titular de los derechos afectados. Explicó que la piratería, por regla general, constituye una actividad clandestina y que en varias ocasiones resulta extraordinariamente difícil determinar la magnitud de las transacciones ilícitas, más aún tratándose de la piratería "on line", por lo cual consideró que no se puede exigir a los titulares afectados acreditar tales perjuicios para los fines de establecer la pena asignada al delito, ya que constituye una carga probatoria difícil, situación que en la ley actual no existe.

En lo que concierne al cálculo de la indemnización de los daños y perjuicios causados por la infracción a los derechos de autor y derechos conexos, observó que la solución planteada en el artículo 85 E de este proyecto de ley es compleja y restrictiva, por tales motivos, solicitó una especial revisión de esta norma.

En materia de excepciones y limitaciones, comentó que este tema siempre ha sido complejo, por lo que consideró que éstas sean cuidadosamente examinadas, en especial para dar debido cumplimiento al rango de garantía constitucional que el derecho de autor ostenta en virtud de lo dispuesto en el numeral 25°, del artículo 19 de la Constitución Política de la República y a lo establecido en los Tratados Internacionales suscritos y ratificados por Chile, cuyos preceptos, por regla general, sólo las permiten en relación a determinados derechos, para casos especiales y siempre que no atenten contra la normal explotación de la obra o prestación protegida, y que no causen un perjuicio injustificado a los legítimos intereses de los titulares. Explicó que estos requisitos son los conocidos comúnmente como la Regla de los Tres Pasos.

Enseguida, valoró la eliminación por parte de la Cámara de Diputados de las excepciones genéricas contempladas en el primitivo artículo 71 R de este proyecto de ley, puesto que éste ni siquiera establecía o regulaba los casos especiales en las que procederían,  quedando aparentemente al mero arbitrio de los usuarios de las obras y de las prestaciones protegidas. Advirtió que una disposición legal de esta naturaleza no sólo era inconstitucional, sino que colisionaba claramente con los compromisos internacionales suscritos por Chile.

Consideró de la mayor importancia que las excepciones y limitaciones se encuentren debidamente acotadas, referidas a casos especiales y a obras determinadas, como asimismo a utilizaciones que no involucren la comunicación o puesta a disposición al público de tales obras, las que por su naturaleza y por el empleo de redes digitales, permitirían el acceso masivo e irrestricto de tales obras a todo tipo de usuarios, con lo que obviamente se estaría vulnerando no sólo el espíritu del legislador al establecer una determinada excepción o limitación, sino que, también, la Regla de los Tres Pasos antes referida, lo que traería como consecuencia la ilicitud de tal excepción o limitación.

En materia de limitación de responsabilidad de los prestadores de servicios de Internet, informó que este proyecto de ley contempla un Capítulo especial referido a la limitación de responsabilidad de los prestadores de servicios de Internet, tratando una importante y compleja materia que ha sido objeto de gran debate internacional en el último tiempo. En efecto, comentó que se ha tratado de conciliar la protección reconocida a los titulares de la propiedad intelectual con un grado de seguridad jurídica y económica que permita la normal operación por parte de los prestadores de servicios de intermediación de redes digitales, los que se ven involucrados en transacciones de contenidos protegidos por los derechos de propiedad intelectual. Para ello, señaló que el proyecto de ley en estudio propone una adaptación a nuestro sistema jurídico de las obligaciones establecidas en el artículo 17.11.23 del Tratado de Libre Comercio (TLC) suscrito con Estados Unidos. Al respecto, precisó que es menester tener presente que estas normas establecen como principio de esta conciliación de intereses, el de la cooperación entre los prestadores de servicios de Internet y los titulares de los derechos de autor, obteniendo dichos prestadores como fruto de esta colaboración el incentivo legal de una limitación de sus eventuales responsabilidades por las infracciones que se produzcan en las redes que operan. Reparó que esta iniciativa de ley establezca como regla general para que opere la limitación de responsabilidad, entre otros requisitos, la exigencia para los titulares de derechos de propiedad intelectual de ejercer acciones judiciales, a través de procedimientos lentos, onerosos y engorrosos. Estimó que este requerimiento es gravoso e innecesario para los titulares y que se encuentra al margen de la práctica internacional, por ser incompatible con las obligaciones asumidas por Chile en el referido TLC.


Advirtió que es particularmente importante en el ambiente virtual detener las violaciones de manera rápida, por el enorme daño que se puede causar a los titulares de derechos, debido a la ilimitada cantidad de copias que se pueden obtener y a la escala masiva de las mismas, que pueden continuar produciéndose mientras el contenido ilícito permanece en línea. Informó que el aviso y el mecanismo de "dar de baja" ha sido implementado y está en operación, en muchos países del mundo, y en ninguno de ellos se obliga a los titulares de derechos a iniciar acciones judiciales antes de solicitar la remoción del contenido infractor.

En este mismo orden de ideas, consideró que las acciones judiciales normalmente son onerosas y complicadas, por lo cual estimó que no es conveniente exigir a los titulares de derechos que obtengan una orden judicial antes de iniciar un pedido de remoción. Además, indicó que esta iniciativa tenderá a aumentar la carga de trabajo de los tribunales de justicia, siendo que nuestro sistema judicial no cuenta con la capacidad necesaria para abordar todas las solicitudes de remoción de contenidos que los titulares de derechos puedan requerir, y no podrán atender a todas estas solicitudes con la urgencia necesaria.

Por otra parte, reparó en los gastos que representan la preparación de la solicitud, en el procedimiento judicial y en las posibles demoras en la expedición de los mandamientos judiciales que harán que los titulares se vean impedidos de hacer valer sus derechos contra la piratería en línea. También, estimó que los prestadores de servicios de Internet no se verán estimulados a cooperar voluntariamente con los titulares de derechos, lo que podría hacer ilusorio el procedimiento de la regla especial contemplada en el artículo 85 T, inciso segundo. En efecto, opinó que si la limitación de responsabilidad va a operar por el acatamiento de una orden judicial, situación que de suyo es absurdo, porque implica un premio al cumplimiento de una orden de naturaleza obligatoria, el prestador de servicio va a esperar la dictación de la misma antes que actuar voluntariamente y de buena fe en colaboración real y eficaz con los titulares de propiedad intelectual.


Finalmente, observó que los criterios contemplados en estas disposiciones, podrán sentar un funesto precedente respecto de la actuación que les competería a los prestadores de servicio de Internet frente a otros ilícitos de normal ocurrencia y cada vez más frecuentes que ocurren en las redes que operan y controlan, como la pedofilia, pornografía, fraudes bancarios, entre otros.
A continuación, el Director de la Asociación de Derecho e Informática de Chile, señor Claudio Magliona, se refirió a la limitación de responsabilidad de los prestadores de servicios en Internet, consagrada en el artículo 85 L y observó que el proyecto de ley en estudio parte de la base de que los prestadores de servicios de Internet son responsables, lo que estimó que no es correcto. Al respecto, precisó que no se debe olvidar que en nuestro sistema jurídico no se aplica la denominada responsabilidad secundaria que existe en Estados Unidos, en virtud de la cual se establece la responsabilidad de una persona distinta a la que cometió la infracción. Agregó que producto de su particular relación con el infractor se le considera como responsable, ya que dicha persona no pudo evitar la comisión de la infracción. En virtud de esta teoría, comentó que el arrendador de una propiedad o de un stand en una feria, ha sido considerado responsable por la venta de los productos que realiza su arrendatario si infringe las normas sobre propiedad intelectual.

Señaló que las normas sobre limitación de responsabilidad de los prestadores de servicios en Internet son una excepción a la responsabilidad secundaria, por lo mismo, sostuvo que debe partirse de la premisa de que los prestadores de servicios en Internet no son responsables de la información que los usuarios incorporan en la red que administra ese prestador. Dadas estas circunstancias, recomendó modificar el inciso primero del artículo 85 L del presente proyecto de ley, a fin de evitar interpretaciones contradictorias en materia de responsabilidad de proveedores de servicios de Internet. 

Por otra parte, valoró que esta iniciativa legal opte por establecer un sistema de “Notice & Takedown judicial”, porque este sistema se asemeja a la tradición jurídica nacional. Comentó que en Chile no tiene cabida el sistema americano, por aplicación del principio básico que consagra la Constitución Política de la República, en su artículo 83, inciso tercero, el cual establece que las actuaciones que priven al imputado o a terceros del ejercicio de los derechos que esta Constitución asegura, o lo restrinjan o perturben, requerirán de aprobación judicial previa. A su vez, mencionó al artículo 19 en sus numerales 24° y 25°, también de la Carta Fundamental, en los que se garantiza el derecho de propiedad y el derecho de autor sobre las creaciones intelectuales y artísticas, respectivamente. En virtud de las normas citadas, arguyó que nadie puede ser restringido o perturbado en su derecho de propiedad, sino a través de una resolución judicial previa. 


Enseguida, estimó conveniente mantener el texto del artículo 85 S, el cual establece que para requerir información o datos de un supuesto infractor se requiere previamente de una resolución judicial. Opinó que existen fundamentos constitucionales y legales para sostener que no existe obligación de entregar antecedentes para la identificación de un usuario infractor, mientras ese requerimiento no provenga de una resolución judicial. En efecto, acotó que esta disposición se encuentra en conformidad con la legislación vigente, especialmente con el artículo 83, inciso tercero y el artículo 19, numeral 4°, ambos de la Constitución Política de la República y con la ley N° 19.628 sobre Protección de la Vida Privada y Datos Personales.


En cuanto a las normas sobre excepciones y limitaciones, consideró que no se ha logrado el objetivo de crear un adecuado marco de excepciones y limitaciones al derecho de autor, que nivele los intereses entre los titulares del derecho de autor y el público en general. Señaló que este proyecto de ley se limita a reproducir excepciones y limitaciones ya existentes en la ley Nº 17.336 sobre Propiedad Intelectual, como el derecho de cita y la reproducción de obras de arquitectura, monumentos, estatuas, entre otras. Indicó que las nuevas excepciones y limitaciones son escasas, y que sólo se refieren a excepciones en beneficio de: discapacitados; de bibliotecas y archivos abiertos al público que no tengan fines de lucro; excepciones para fines educacionales, y la excepción de reproducción provisional de una obra. Enseguida, consultó qué sucederá con ciertos géneros, como el de la parodia, el cual no ha sido consagrado como una excepción al derecho de autor, lo que podría generar situaciones de conflicto con los titulares de los derechos de autor que intenten prohibir el desarrollo de parodias sobre sus obras.

Asimismo, advirtió que prevé una excesiva rigidez y reglamentación de las nuevas excepciones y limitaciones y citó como ejemplo el artículo 71 K de este proyecto de ley, el que se refiere a la excepción de las bibliotecas y archivos abiertos al público, que no tengan fines de lucro. Reparó que dentro de esta excepción sólo se contemplan las bibliotecas que tengan terminales de uso local, siendo que actualmente la tendencia de todas las bibliotecas del mundo consiste en ofrecer un repertorio digitalizado para consulta del mundo entero. 


Luego, sugirió reponer el artículo 71 R, que contenía una excepción de carácter general, porque permitía reconocer otras excepciones, siempre que se circunscribieran a casos especiales, que no atentarán contra la explotación normal de la obra, de la interpretación o ejecución y del fonograma, ni causaran un perjuicio injustificado a los intereses legítimos del titular de los derechos, porque supliría la ausencia de un marco adecuado de excepciones y de limitaciones. Además, sostuvo que todo sistema de excepciones y de limitaciones no sólo debe contar con limitaciones o excepciones de utilización libre y gratuita, en las cuales el uso de la obra no requiere autorización del autor, sino que también debe contar con limitaciones o excepciones de utilización sujeta a remuneración, que son las llamadas licencias no voluntarias. Estas licencias, continuó, son aceptadas por el legislador solamente en casos específicos, con el objeto de garantizar el acceso a las obras y su difusión adecuada. En Chile, acotó que esta clase de licencias son prácticamente inexistentes. 

También, señaló que la mayoría de los sistemas legales incluyen una excepción de carácter general que viene a cubrir los vacíos que la casuística en materia de excepciones y limitaciones pueden producir. En el caso de Estado Unidos, comentó que junto con un gran número de excepciones, limitaciones y de licencias voluntarias existe la famosa sección 107 de la Copyright Act sobre usos justos o “fair use”. Asimismo, indicó que es urgente revisar las limitaciones y excepciones establecidas en nuestra legislación en materia de derecho de autor, a fin de prepararlas para las nuevas tecnologías. Advirtió que no se trata de utilizar el sistema casuístico, sino que debe incluirse una excepción general del tipo de usos justos como la Regla de los Tres Pasos, que dé flexibilidad a nuestros tribunales frente a los cambios que experimenta el derecho de autor y las nuevas tecnologías. Además, precisó que una excepción de estas características mantiene un balance entre los titulares de derechos de autor y los usuarios y los consumidores, e informó que la Regla de los Tres Pasos es reconocida en diversos Tratados Internacionales, como en el Tratado de la OMPI Sobre Derecho de Autor y en el Convenio de Berna. 

La Gerente General de la Asociación Gremial para la Protección de los Derechos Intelectuales sobre Fonogramas y Videogramas Musicales (APDIF A.G.), señora Karina Ruiz, señaló que en las últimas décadas, la copia no autorizada de música, películas, software requería del intercambio físico de disquetes, CD´s u otros medios, e informó que a medida que Internet se ha vuelto un medio más sencillo, rápido y barato, la piratería digital ha tenido un incremento sustantivo, poniendo en riesgo al sector de los creadores, artistas e industrias culturales. Asimismo, comentó que la piratería digital ha incidido en el desarrollo de esta industria, en la ausencia de promoción de nuevos creadores, y en la pérdida de centenares de puestos de trabajo en toda la cadena que implica la creación artística, la producción musical y la distribución, lo cual consideró que está hipotecando nuestra propia cultura y la posibilidad de que futuros autores, músicos y ejecutantes puedan vivir de su fuente laboral, por falta de una legislación adecuada que los proteja.

Declaró que hoy en el ciberespacio resulta relativamente fácil acceder a todo tipo de contenidos entre ellos, pornografía, pedofilia, y a contenidos protegidos por la propiedad intelectual, llegando a un amplio grupo de consumidores en forma gratuita. Expuso que actualmente  ha surgido el problema de la aparición del pirata altruista o generoso, quien sin solicitar ningún tipo de remuneración económica permite el acceso o pone a disposición de otras personas las obras protegidas. En estos casos, estimó que igualmente existe una lesión al bien jurídico tutelado al vender reproducciones ilegales de obras protegidas, o cuando dichas copias son puestas a disposición en forma masiva, gratuitamente y sin ánimo de lucro. Señaló que Internet está demostrando una gran potencialidad lesiva, que debe ser tomada en consideración a la hora de legislar acerca de este tipo de delitos.

Expuso que el Mensaje de este proyecto de ley expresó el desafío de adecuar nuestra normativa a la nueva realidad nacida por el gran desarrollo tecnológico de los últimos tiempos, que sin desconocer los positivos efectos en el mejoramiento de las comunicaciones y en la difusión del conocimiento, también crea nuevas formas de infracción a los derechos actualmente reconocidos por nuestro ordenamiento jurídico y nuevas formas de piratería. Sin embargo, reparó que el presente proyecto de ley no presenta avances en cuanto a la vulneración de los derechos de autor y derechos conexos en Internet, y se limita a mantener los tipos penales tradicionales con algunas modificaciones, pero que no dicen relación con esta nueva realidad.
Comentó que el Párrafo Segundo del Capítulo II, relativo a los “Delitos contra la Propiedad Intelectual” agrupa las principales normas penales contenidas en este proyecto de ley, haciendo especial referencia al artículo 79, que contempla las figuras más tradicionales e informó que la nueva redacción del artículo considera la aplicación de penas alternativas de presidio o multa para la figura base, que sólo se aplican conjuntamente cuando se supera un determinado nivel de perjuicio. En efecto, señaló que en el proyecto de ley, las penas asociadas a la comisión de las conductas descritas en el artículo 79 se establecen en relación al monto del perjuicio sufrido por el titular de los derechos afectados. Conforme a ello, arguyó que sólo cuando la conducta ilícita descrita supera un determinado monto de perjuicios (igual o superior a 4 UTM), amerita la aplicación de la sanción de presidio conjuntamente con la aplicación de la multa. Opinó que el sistema sancionatorio propuesto en el artículo citado plantea una serie de dificultades a la hora de aplicar la pena respectiva, ya que existirán casos en los que será extremadamente difícil establecer el monto preciso del perjuicio sufrido por el titular de los derechos afectados, siendo éste un elemento indispensable para la prosecución penal, dado que determinará el marco penal preciso aplicable.

Señaló que esta norma generará perjuicios que el legislador debe evitar, toda vez que la gradualidad de la aplicación de la pena de presidio y multa en base a los perjuicios implica abrir una brecha que será utilizada por los delincuentes para evitar o eludir la acción de la justicia, provocando una situación equivalente a los robos hormigas ocurridos en los supermercados, en los cuales sólo se aplica una multa para los robos o hurtos de menor cuantía.

Por otra parte, precisó que el delito de piratería regulado en el artículo 81 del proyecto de ley en estudio sólo estaría referido a la piratería de soportes físicos, por lo que es preciso establecer tipos penales especiales que repriman la piratería “on line”, cumpliendo con ello con el propósito expreso establecido en el Mensaje. De este modo, planteó que se debe adaptar el artículo 81 del proyecto de ley en comento, que contempla las fórmulas antiguas de la piratería, para lo cual propuso agregar a dicho artículo un inciso nuevo que regule de manera especial cualquier acto de puesta a disposición de información en Internet a escala masiva.
Enseguida, destacó que deben adoptarse medidas especiales de investigación, ya que existe la necesidad de contar con más y mejores herramientas para la identificación y persecución de quienes tengan grados de participación relevantes dentro de las organizaciones ilícitas dedicadas a la comisión de estos delitos.

Opinó que las modificaciones legales referidas a estos aspectos, deben proveer de instrumentos de investigación que faciliten la obtención de información esencial, para poder desmantelar estas estructuras criminales. Al respecto, señaló que en el Mensaje y en el artículo 85 G del texto original de este proyecto de ley se facultaba a los jueces para autorizar la utilización de agentes encubiertos, reveladores e informantes cuando se estaba frente a un caso de asociación ilícita. Sin embargo, informó que este artículo fue suprimido, lo cual opinó que dificultará la persecución de las organizaciones criminales.
Indicó que otro de los grandes inconvenientes de Internet es el anonimato de las personas que intervienen en el proceso de subir la información, lo que dificulta la tarea de determinar quién es el responsable de estos actos. En este contexto, destacó la figura del prestador de servicios de Internet, ya que es el único que puede tener algún contacto con sus clientes. En relación a este tema, informó que el presente proyecto de ley contempla un capítulo especial referido a la limitación de responsabilidad de los prestadores de servicios de Internet, estableciendo una serie de reglas que tendrán impacto directo sobre la protección de las obras en el entorno digital “on line” y sobre la capacidad necesaria para que los titulares de derecho luchen contra la piratería en Internet.
A continuación formuló una serie de sugerencias, a fin de perfeccionar este cuerpo legal:

1.- Entregar incentivos para estimular la cooperación de los proveedores de servicio de Internet, dejando claro que ellos pueden eventualmente ser responsabilizados en caso de violaciones ilegales que se produzcan en sus redes;
2.- Incentivar a que los proveedores de servicio de Internet ejerzan acciones respecto de los casos que conozcan y que se encuentran hospedando, siempre que se trate de contenido infractor o de situaciones en que se produzca algún tipo de violación a los derechos de autor y derechos conexos, sin necesidad de que medie una orden judicial;
3.- Establecer que el aviso y el procedimiento para la remoción de contenidos piratas de Internet no debe requerir de una orden judicial, ya que estos procedimientos deben ser ágiles y eficientes, sin necesidad de iniciar acciones legales;
4.- Revisar la excepción de almacenamiento temporal de contenidos, eliminando el requerimiento de las tecnologías aplicadas por el titular del derecho;

5.- Establecer que las excepciones para el hospedaje y los motores de búsqueda deben exigir que los proveedores de servicio de Internet acepten notificaciones para la remoción de contenidos piratas directamente de los titulares de derechos y no sólo de órdenes judiciales, y
6.- Exigir que los proveedores de servicio de Internet implementen una política interna para cancelar los contratos de servicio de infractores reincidentes, sin necesidad de que medie una decisión judicial.
El Gerente de Asuntos Gubernamentales y Políticas para Latinoamérica de Google, señor Pedro Less, señaló que este proyecto de ley incorpora modernas tendencias en materia de regulación de derechos de autor y derechos conexos, teniendo en cuenta las nuevas formas de explotación y expresión de ideas que surgen como consecuencia del constante desarrollo tecnológico y de la inserción de las comunidades en la sociedad de la información.
Destacó que esta iniciativa legal se basa en principios tan primordiales como la estimulación de la actividad creativa, la generación del conocimiento, el acceso de la población a las creaciones artístico-culturales, y la protección de los autores de las mismas que participan en la creatividad cultural. Señaló que en la actualidad existe un nuevo entorno, producto del desarrollo tecnológico y la utilización de Internet como plataforma creativa y medio de comunicación masivo, que permite a cualquier individuo transmitir sus ideas y creaciones a una audiencia global, sorteando las limitaciones geográficas y económicas. Asimismo, comunicó que Internet genera un ámbito para el desarrollo del conocimiento, permitiendo a las comunidades el acceso a la fuente de información más grande que la humanidad haya conocido. Agregó que gracias a este impacto tecnológico, las necesidades comunicativas y creativas de los individuos se han visto intensificadas radicalmente, generando un florecimiento del proceso creativo, donde cualquier individuo puede crear diferentes tipos de contenidos (obras escritas, música, videos, fotos y arte gráfico) y compartirlos en una red que hoy cuenta con casi mil millones de usuarios.
Explicó que este florecimiento de la innovación obedece a diferentes factores, como: el acceso por parte de los usuarios a diferentes dispositivos que permiten la producción y reproducción de contenidos; el acceso masivo a la información de la red, a través de diversos recursos (banda ancha, cable, redes telefónicas y celulares, WIFI) y dispositivos (teléfonos celulares, dispositivos móviles, computadoras portátiles, televisión digital o consolas de juegos); el crecimiento de las capacidades de almacenamiento que permiten a los usuarios almacenar y publicar los contenidos que generan, de manera simple y gratuita gracias a modelos de negocios basados en publicidad, y la creación de plataformas que permiten a los usuarios, sin costo alguno, dar a conocer sus creaciones, vincularse con otros usuarios recibiendo su feedback y colaborar en línea, a fin de realizar procesos creativos conjuntos.

Toda esta evolución en el comportamiento de los usuarios, continuó, ha producido una “Web 2.0”, como una superación de la forma en que los usuarios experimentaban la red originariamente, e informó que en la “Web 1.0” los usuarios se caracterizaban por ser espectadores pasivos de lo que ocurría en la red, ya que la gran mayoría de los usuarios eran consumidores de contenidos generados por organizaciones y empresas.

Hoy en día, expuso que los usuarios del la “Web 2.0” son los principales generadores de los contenidos que se encuentran en la red, conviviendo con los tradicionales generadores de contenidos de las diferentes industrias.

Bajo este contexto, destacó que los prestadores de servicios de Internet cumplen un rol fundamental en la evolución del comportamiento de los usuarios y en la expansión del proceso creativo, facilitando, mediante los diferentes servicios que brindan, las tecnologías que han sido los factores determinantes de este cambio y el florecimiento de la innovación. Por estos motivos, afirmó que resulta de primordial importancia que cualquier intento legislativo sobre materias relativas a la innovación, tenga en cuenta tanto el nuevo rol de los usuarios como generadores de contenidos, como así también el rol de los diferentes prestadores de servicios de Internet en su faz de promotores de la innovación.
Luego, solicitó a los miembros de la Comisión que consideren el alcance de la definición de prestador de servicios de Internet, contenida en el artículo 1°, inciso primero, literal b) de este proyecto de ley, la cual se centra básicamente en los servicios prestados por los prestadores de servicios de transmisión de datos, enrutamiento o suministro de conexiones (comúnmente denominados proveedores de servicios de Internet) y no contempla claramente las actividades desarrolladas por otros prestadores de servicios, como los prestadores de servicios de almacenamiento de datos de carácter temporal y los prestadores de servicios que a petición de un usuario almacenan, por sí o por intermedio de terceros, datos en su red o sistema, o que efectúan servicios de búsqueda, vinculación y de referencia a un sitio en línea, mediante herramientas de búsqueda de información, incluidos los hipervínculos y directorios.




En cuanto a las limitaciones y excepciones a los derechos de autor y derechos conexos, lamentó que en la Cámara de Diputados se eliminara el artículo 71 R del texto original, que establecía que serán admisibles otras excepciones distintas a las prescritas en esta norma, siempre que se circunscribieran a casos especiales que no atenten contra la explotación normal de la obra, de la interpretación o ejecución y del fonograma, ni causaren un perjuicio injustificado a los intereses legítimos del titular de los derechos. Explicó que este artículo reconocía la doctrina del “fair use” o del uso razonable, que permite un uso limitado de las obras protegidas, permitiendo excepciones que no causen perjuicios a los titulares de los derechos. Informó que esta doctrina que ha servido de base para la autorización de múltiples usos razonables de obras protegidas, ha sido acogida por la Corte Suprema de Estados Unidos en el caso “Sony Corp. of America v. Universal City Studios, Inc.”.

La doctrina del uso razonable, continuó, ha permitido la generación de substanciales ganancias para diferentes compañías y el empleo de millones de trabajadores, acotando que aproximadamente uno de cada ocho trabajadores es empleado en industrias que se benefician por las excepciones otorgadas por la doctrina del “fair use”. Por los motivos antes señalados, precisó que resulta imprescindible que se reponga el artículo 71 R, ya que su no inclusión podría redundar en una falta de desarrollo de ciertas industrias y constituir un obstáculo para la generación de nuevos puestos de trabajo, junto con la pérdida de cuantiosas oportunidades económicas para el país.

En cuanto a la responsabilidad de los prestadores de servicios de Internet, informó que el texto original del artículo 85 M, establecía que los prestadores de servicios de Internet, no serían condenados judicialmente al pago de ningún tipo de indemnización, en la medida que cumplan con las condiciones específicas aplicables en cada caso conforme a la naturaleza del servicio prestado. Posteriormente, comunicó que el texto aprobado por la Cámara de Diputados modificó esta norma y estableció que los proveedores de tales servicios no serán obligados a indemnizar el daño, en la medida que cumplan con las condiciones previstas por los artículos siguientes para limitar su responsabilidad. Asimismo, mencionó el inciso final del artículo 85 L, el cual dispone que ninguna disposición de este Capítulo podrá ser interpretada como constitutiva de responsabilidad de los prestadores de servicios de Internet a que se refieren los artículos siguientes por infracciones a los derechos de autor y conexos cometidas por terceros a través de sus sistemas o redes.
En los artículos subsiguientes, explicó que se trata la responsabilidad específica de cada uno de los prestadores de servicios de Internet, en que se consagra el principio de la no responsabilidad por los datos transmitidos, almacenados, vinculados o referidos, en la medida que cumplan con las condiciones establecidas para cada uno de los servicios que presten. Comunicó que durante la discusión de este proyecto de ley se eliminó el inciso segundo, del artículo 85 M original que disponía: “Estas limitaciones de responsabilidad operarán aún cuando por aplicación de las normas generales de responsabilidad civil, los prestadores de servicios referidos en los artículos siguientes pudieren eventualmente ser condenados al pago de algún tipo de indemnización por infracción a los derechos de autor y conexos.”.

Advirtió que la sola referencia a la falta de obligación de indemnizar el daño por parte de los prestadores de servicios, sin hacer referencia a su falta de responsabilidad, deja abierta la posibilidad de que los prestadores de servicios Internet puedan ser considerados responsables en el fuero penal por las infracciones cometidas por sus usuarios, pudiendo generar una contradicción entre la responsabilidad civil y la penal. Teniendo en cuenta que el deber de indemnizar es un correlato de la responsabilidad, reflexionó que el legislador al establecer la falta de responsabilidad de los prestadores de servicios de Internet, en la medida que se cumplan con las condiciones establecidas, se torna innecesario hacer la referencia a su deber de indemnizar.
Con el objeto de lograr aclarar el alcance de la responsabilidad de los prestadores de servicios de Internet, planteó que sería conveniente establecer en el inciso primero del artículo 85 L que los proveedores de servicios de Internet no serán responsables por las infracciones que sus usuarios cometan a través del uso de sus servicios, en la medida que cumplan con las condiciones previstas por los artículos siguientes para limitar su responsabilidad. También, recomendó reponer el inciso segundo del artículo 85 M original, a efectos de facilitar la interpretación de esta norma con las normas existentes en materia de responsabilidad civil. 

Por otra parte, consideró muy acertado el principio establecido en el artículo 85 Ñ que establece que una resolución judicial determinará el carácter ilícito de los datos almacenados o referidos por el prestador de servicios y explicó que esta norma se basa en el principio de la seguridad jurídica, ya que no resultaría lógico que la determinación de la ilicitud de un acto recaíga en los prestadores de servicios que reciben un pedido de remoción o en los supuestos titulares de derechos que lo soliciten, ya que estimó que estas actividades son exclusivamente reservadas para los magistrados.
En cuanto a la supervisión de los datos transmitidos, almacenados o referenciados, estimó muy acertado el principio establecido en el artículo 85 P, que establece que los prestadores de servicios de Internet no tendrán la obligación de supervisar los datos que transmitan, almacenen o referencien ni la obligación de realizar búsquedas activas de hechos o circunstancias que indiquen actividades ilícitas. Este principio, continuó, guarda relación con el análisis realizado precedentemente sobre el carácter ilícito de los datos y con las posibilidades técnicas de los prestadores de servicios.
En materia de solicitud de información del supuesto infractor, consideró que el artículo 85 S se encuentra en perfecta armonía con los fundamentos constitucionales y legales, y con las modernas tendencias internacionales en torno a la garantía de la privacidad de los usuarios. Por consiguiente, estimó que el requerimiento de datos que permitan o ayuden a la identificación de un usuario formulado por fuerzas de orden y seguridad o por un privado y dirigidas directamente a un prestador de servicios, necesariamente privará, restringirá o perturbará los derechos del usuario o titular de la información respecto a la protección de su vida privada que garantiza la Constitución Política de la República y que desarrolla la ley Nº 19.628.
Con respecto a la información falsa y a la excepción del Buen Samaritano, señaló que las soluciones establecidas en el artículo 85 T son acordes con las prácticas utilizadas por otros países.
Finalmente, a modo de conclusión, sugirió: 
1.- Extender el alcance de la definición contenida en el artículo 1°, inciso primero, numeral 1), literal b) de este proyecto de ley, a efectos de contemplar también las actividades desarrolladas por: los prestadores de servicios de almacenamiento de datos de carácter temporal; los prestadores de servicios que a petición de un usuario almacenan, por sí o por intermedio de terceros, datos en su red o sistema, y los prestadores que efectúan servicios de búsqueda, vinculación y referencia a un sitio en línea;

2.- Reponer el artículo 71 R del texto del proyecto de ley original, que consagra la admisión de excepciones de uso razonable sobre obras protegidas, mientras no atenten contra su explotación normal, ni causen perjuicios injustificados a sus titulares. Advirtió que la no inclusión de esta disposición le negaría a la población la posibilidad de realizar una multiplicidad de actividades, que podrían constituir excepciones válidas a los derechos de autor y derechos conexos, pero que no han podido ser previstas taxativamente en una norma, lo que podría generar un desaliento de la innovación, una falta de desarrollo de ciertas industrias, un obstáculo para la generación de nuevos puestos de trabajo y, consecuentemente, la pérdida de

cuantiosas oportunidades económicas para el país;

3.- Modificar el inciso primero del artículo 85 L, con el fin de establecer claramente el alcance de la responsabilidad de los prestadores de servicios de Internet y lograr una armonización del artículo con el resto del texto del proyecto, estableciendo que los proveedores de tales servicios no serán responsables por las infracciones que sus usuarios cometan a través del uso de sus servicios, en la medida que cumplan con las condiciones previstas por los artículos siguientes;

4.- Reponer el inciso segundo del artículo 85 M del proyecto original, que armoniza las limitaciones de responsabilidad establecidas en el proyecto de ley con las normas existentes sobre responsabilidad civil;

5.- Mantener, a efectos de garantizar la seguridad jurídica, el principio establecido en el artículo 85 Ñ, inciso primero, letra d) e inciso segundo, que exige que un tribunal de justicia competente expida una resolución judicial para determinar el carácter ilícito de los datos almacenados o referidos por el prestador de servicios;

6.- Mantener el principio establecido en el inciso primero del artículo 85 P, que establece que los prestadores de servicios no tendrán la obligación de supervisar los datos que transmitan, almacenen o reverencien, ni la obligación de realizar búsquedas activas de hechos o circunstancias que indiquen actividades ilícitas;

7.- Disponer que las medidas establecidas en el inciso segundo del artículo 85 P, sean ordenadas con carácter restrictivo, a efectos de investigar violaciones puntuales de usuarios determinados de manera de no afectar la privacidad de los usuarios inocentes de los prestadores de servicios, ni generar elevados costos que deban ser solventados por los prestadores de servicios;

8.- Mantener el principio establecido en el artículo 85 S, que exige el requerimiento judicial para ordenar a los prestadores de servicios de Internet la entrega de información, que permita identificar al supuesto usuario infractor, y

9.- Mantener las disposiciones incluidas en el artículo 85 T, relativas a la provisión de información falsa sobre infracciones y la exención de responsabilidad del prestador de servicios, cuando obrando de buena fe, retire, inhabilite o bloquee el acceso a material, basándose en una infracción aparente o presunta, dando así acogida a la excepción del Buen Samaritano.

El Vicepresidente de la Asociación Chilena de Empresas de Tecnologías de Información A.G., señor Miguel Pérez, señaló que la consagración de los derechos de propiedad intelectual y su protección, impactan fuertemente en la evaluación objetiva que los inversionistas hacen de los países para tomar decisiones de inversión a largo plazo. En efecto, afirmó que el país es más competitivo en la medida que tenga una mejor consagración y protección de los derechos de propiedad intelectual. Enseguida, explicó que la industria del software requiere de un resguardo legal y de incentivos, y no de una legislación que debilita su protección.
En relación al presente proyecto de ley, observó que identifica tres grandes temas: uno, que se refiere a la ingeniería inversa; otro, sobre la responsabilidad de los proveedores de Internet (ISP), y, otro, sobre el sistema de sanciones.

Con respecto a la ingeniería inversa, explicó que se trata de un procedimiento técnico que busca revertir la forma en que fue creado un software para descubrir su código fuente e informó que este proyecto de ley contempla como excepción a los derechos exclusivos del titular a las actividades de ingeniería inversa que se ejecuten con el propósito de lograr la compatibilidad operativa o para fines de investigación y desarrollo, lo que estimó es contrario a lo que plantea el Tratado de Libre Comercio suscrito con Estados Unidos. Además, afirmó que se opone a las tendencias del derecho comparado y comunicó que en Derecho Comparado lo que se permite es la ingeniería inversa sólo respecto de las medidas tecnológicas efectivas, esto es, respecto de las medidas de protección que contenga un software.

Informó que en América Latina no existen otros países que contemplen como excepción a la protección de la propiedad intelectual la ingeniería inversa en los términos de este proyecto de ley y en el caso de la Comunidad Europea precisó que la descompilación y la modificación del software se permiten con la única finalidad de conseguir la interoperatibilidad de programas independientes. Con respecto a la situación de Estados Unidos, señaló que no se admite la ingeniería inversa para lograr detectar el código fuente de un software para luego copiarlo en un producto competitivo, ya que sólo se la acepta con fines de compatibilidad o interoperación.

Enseguida, afirmó que esta situación es sumamente grave para las empresas productoras de software, chilenas y extranjeras, ya que al permitir la ingeniería inversa en los términos propuestos, Chile se podría convertir en un paraíso para la copia de software, lo que resulta aún más grave porque se trata de una situación autorizada por la ley por razones de investigación y desarrollo. Comunicó que Chile ya tiene tasas de piratería cercanas al 66% y que esta medida podría aumentar este porcentaje o incluso crear un nuevo mercado en la cadena de piratería internacional.
En materia de responsabilidad de prestadores de Internet, señaló que se debe instaurar un sistema que actúe en forma ágil y rápida y no optar por un sistema que requiere de una orden judicial para adoptar medidas frente a la violación de estos derechos. Acotó que el Tratado de Libre Comercio suscrito con Estados Unidos exige la existencia de recursos ágiles en la materia y comentó el caso de Estado Unidos, en que a los administradores de sitios Web se les exige designar una persona encargada de recibir todas las comunicaciones sobre cualquier tipo de infracción a los derechos de autor o de cualquier persona, pudiendo tomarse las medidas inmediatas para bajar esa información de la página.
Advirtió que el sistema de “Notice & Takedown” basado en demandas y solicitudes judiciales como el que consagra este proyecto de ley se aparta totalmente de la protección expedita y ágil que se espera obtener por parte de los titulares de derechos de autor y de cualquier persona y, en consecuencia, sólo beneficia a los prestadores de servicios de Internet. Finalmente, sugirió aumentar las sanciones que contempla esta norma; modificar el sistema de cálculo de las indemnizaciones y no restringir el término de ánimo de lucro al de beneficio económico.

Enseguida, el Honorable Senador señor Chadwick consultó si los proveedores de Internet tienen la posibilidad de conocer los contenidos que exhiben.

El Gerente de Asuntos Gubernamentales y Políticas para Latinoamérica de Google respondió que los prestadores de servicios de Internet no tienen forma de conocer y de controlar todos los contenidos que suben a Internet, ya que se trata de millones de usuarios que acceden a este servicio y explicó que la función que ellos cumplen es facilitar que  los usuarios puedan publicar sus contenidos en la web.

El Director de la Asociación de Derecho e Informática de Chile informó que desde la incorporación de la Banda Ancha en el año 2000 es imposible controlar toda la información que se sube a la web, ya que se está hablando de más de 500 noticias diarias.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide consultó si existe algún tipo de filtros que permita controlar la información que se publica.
El Gerente de Asuntos Gubernamentales y Políticas para Latinoamérica de Google respondió que existen filtros, pero acotó que estos son muy vulnerables, porque basta detectar los códigos claves para burlarlos y, por tanto, técnicamente no garantizan un adecuado control de la información publicada.
La Presidenta de Chile Actores, señora Esperanza Silva, señaló que este proyecto de ley protege los derechos de la propiedad intelectual y mejora la situación de los actores del país. Luego, valoró la posibilidad que da esta iniciativa legal de gestionar colectivamente los derechos tarifarios que se cobran por la reproducción de las obras.

Con respecto a las excepciones, comentó que éstas no deben afectar a los derechos patrimoniales de los artistas y pidió reubicar el catálogo de excepciones o aclarar que éstas sólo se aplican a los derechos de autor y los derechos conexos. Asimismo, reparó que el artículo 71 B posibilita la reproducción de fragmentos de una obra sin obtener autorización del titular y sin pagar remuneración alguna e informó que en una Directiva de la Unión Europea se contempla una excepción similar, pero se le asegura al titular el pago de una remuneración.

El Vicepresidente de la Sociedad del Derecho de Autor, señor Alejandro Guarello, explicó que el artista al crear una obra queda aislado del mundo con su creación y sólo tiene la posibilidad de hacer valer sus derechos en materia de propiedad intelectual, a través de las sociedades colectivas de gestión. Opinó que si un tercero hace uso de una obra artística debe pagar una retribución por ese uso y goce, a fin de evitar abusos y perjuicios a los titulares de las obras.

El Director General de los Músicos, señor Santiago Schuster, señaló que en el año 1992 se promulgó la ley N°19.166, para la administración autónoma de los derechos de propiedad intelectual e informó que esta norma estableció la gestión colectiva de los derechos de autor, lo que ha permitido la recaudación y la liquidación de los derechos, junto con la documentación de las obras y de las producciones.

Con respecto al proyecto de ley en estudio, expuso que modifica un sistema que en sus 15 años de vigencia ha demostrado ser eficiente y razonable, por lo mismo estimó que esta nueva normativa no resuelve ningún conflicto. Por otra parte, señaló que se restringe el sistema de convenios con asociaciones de usuarios y la facultad de los autores de fijar las tarifas por el uso de sus obras, a través de sociedades colectivas de gestión. Dadas estas circunstancias, consideró que se generarán graves conflictos en el ámbito de la protección de los derechos de los artistas. Agregó que esta norma incorpora el principio de cobro por el uso efectivo, el cual es contrario a la naturaleza de la gestión colectiva y genera un desequilibrio al disminuir las facultades de cobro de las sociedades colectivas de gestión, haciendo perder a los autores y a los artistas su capacidad de negociación. Advirtió que el legislador está olvidando normar con ecuanimidad, atendiendo sólo a la posición de los usuarios.

En materia de excepciones, sugirió reponer la Regla de los Tres Pasos, ya que se trata de una regla reconocida a nivel internacional, que delimita el ámbito en que las legislaciones pueden establecer excepciones al derecho de autor. Luego, informó que en el año 2003 se introdujo en la Ley de Propiedad Intelectual una modificación para agregar el artículo 45 bis, el que consagra la Regla de los Tres Pasos, al establecer que las excepciones establecidas en esta norma se circunscribirán a los casos que no atenten contra la explotación normal de la obra, ni causen un perjuicio injustificado a los intereses legítimos del titular de los derechos. Señaló que el Tratado de Libre Comercio suscrito con Estados Unidos contempla esta excepción al señalar que cada Estado Parte circunscribirá las limitaciones o excepciones impuestas a los derechos de autor a determinados casos especiales que no atenten contra la explotación normal de la obra, interpretación o ejecución o del fonograma, ni causen un perjuicio injustificado a los intereses legítimos del titular de los derechos. Bajo este contexto, solicitó reponer el artículo 71 R, el cual permitía el reconocimiento de otras excepciones, distintas a las prescritas por el legislador, siempre que se circunscriban a casos especiales, que no atenten contra la explotación normal de la obra, ni causen un perjuicio injustificado a los intereses legítimos del titular de los derechos. Con el fin de dar una solución a este posible vacío legal, sugirió agregar un nuevo artículo 71 R del siguiente tenor:
“Artículo 71 R. Además de las excepciones anteriores, serán admisibles, sin remunerar, ni obtener autorización del titular otras utilizaciones de obras protegidas siempre que se circunscriban a casos especiales cuya única finalidad sea la información, la investigación, la educación formal, la crítica o parodia, siempre que dichas utilizaciones no atenten contra la explotación normal de la obra, de la interpretación o ejecución, del fonograma o emisión radiofónica y no causen un perjuicio injustificado a los intereses legítimos del titular de los derechos.”.

En cuanto a la frase “fines de interés comercial” que utiliza esta nueva normativa a propósito de las excepciones y limitaciones al derecho de autor y derechos conexos, planteó sustituirla por “fines de lucro”, ya que el fin comercial es un término desconocido por nuestra jurisprudencia y porque podría lesionar los derechos patrimoniales y morales de los autores. Por otra parte, solicitó que se reponga la norma que permitía la expropiación de los derechos de las obras creadas por empleados públicos y para organismos públicos.

Enseguida, se refirió a la responsabilidad de los prestadores de servicios de Internet y expuso que este proyecto de ley otorga una exención de responsabilidad a los prestadores de servicios de Internet y que la norma no incentiva su colaboración para la búsqueda de los responsables de las infracciones cometidas a través de su sitio web. Comentó que es razonable eximirlos de responsabilidad, pero que debe establecerse un sistema que junto con contemplar exenciones de su responsabilidad, estimule su colaboración, para impedir que se cometan ilícitos en la Web.
El Presidente de la Asociación de Radiodifusores de Chile (ARCHI), señor Luis Pardo, señaló que la Fiscalía Nacional Económica en el año 1998 emitió una resolución que recomendaba modificar el actual artículo 100 de la Ley de Propiedad Intelectual, en el sentido de que se estableciera que las tarifas por el uso de las obras fueran fijadas de mutuo acuerdo por las partes interesadas o mediante un Juicio Arbitral. Comentó que esta resolución es el antecedente de los nuevos incisos cuarto, quinto, sexto, séptimo y octavo del artículo 100 y el artículo 100 bis nuevo que propone agregar este proyecto de ley, los cuales establecen un mecanismo de arbitraje forzoso. Sobre esta misma materia, precisó que sólo pueden acceder a este sistema las asociaciones de usuarios, lo que estimó adecuado, ya que prácticamente hoy todas las categorías de usuarios están agrupados y representados por asociaciones. Además, valoró que se consagre el resultado de este arbitraje como un plan tarifario alternativo para quienes dentro de la categoría no participaron en dicho conflicto.
No obstante, reparó que para acceder a este arbitraje forzoso se requiere que el Tribunal de la Libre Competencia declare como dominante a una sociedad de gestión, ya que este presupuesto retardaría el cobro de las tarifas a los usuarios en más de seis meses y, además, porque debe considerarse que todas las sociedades de gestión ocupan una posición dominante en sus respectivos ámbitos y si se crean nuevas sociedades, se dividirán los derechos o su repertorio y cada una seguirá siendo titular exclusivo de su repertorio y por ende, continuará ejerciendo una posición monopólica.

En esta materia, sugirió crear una instancia de mediación previa obligatoria, antes de acceder al arbitraje forzoso, ejercida por un mediador designado por las partes y a falta de acuerdo de éstas por un mediador designado por el Ministerio de Economía. Advirtió que sólo en el caso en que las partes no lleguen a un acuerdo dentro del plazo de sesenta días procedería el arbitraje forzoso.
Por otra parte, sugirió agregar una excepción que regule la reproducción temporal de una obra, que no involucre una significación económica, que forme parte de un proceso tecnológico, y cuya única finalidad sea permitir la transmisión lícita en la red o un uso lícito de una obra protegida. Opinó que esta excepción será especialmente aplicable a las copias temporales que los sistemas de computación y de transmisión utilizan en la radiodifusión, tanto para la emisión de sus señales, como para la transmisión satelital y digital de sus programas

El abogado de la Asociación de Distribuidores de Videogramas A.G., señor Octavio Gutierrez, señaló que la entidad que representa es una organización sin fines de lucro, constituida legalmente el año 1987 y que agrupa al 95% de las industrias del mercado cinematográfico de Chile.

Expresó que el actual marco legal ha sido ineficaz para reprimir la reproducción ilícita de las obras cinematográficas, como consecuencia de las bajas sanciones que contempla la Ley de Propiedad Intelectual. Señaló que esta industria experimenta una dramática situación, pese a los grandes esfuerzos económicos y humanos realizados desde hace 20 años en nuestro país, a través de una sostenida y permanente campaña antipiratería, en la cual se han interpuesto miles de querellas criminales en todo el país. Estimó que la Industria Cinematográfica en su conjunto pierde anualmente una cifra superior a 40 millones de dólares, en tanto que el Fisco sólo por concepto de IVA e Impuesto a las Remesas pierde alrededor de unos 12 millones de dólares al año.

Durante el año 2006, informó que se realizaron 491 operativos orientados básicamente a laboratorios y distribuidores clandestinos de discos ópticos, vendedores callejeros y oferentes a través de Internet, en los cuales la policía detuvo a 498 personas e incautó cerca de medio millón de películas en formato óptico (VCD, DVD-R) y 600 equipos computacionales. Lo anterior, prosiguió, demuestra la alarmante realidad de la piratería en el país, que exige una normativa penal estricta, con herramientas eficaces para investigar y sancionar drásticamente a las personas involucradas en este negocio ilícito.

Con respecto a este proyecto de ley, opinó que el Nuevo Capítulo III denominado "Limitación de responsabilidad de los prestadores de servicios de Internet" deriva en parte significativa del Capítulo Diecisiete del Tratado de Libre Comercio suscrito con Estados Unidos, el cual, a su vez, tiene como antecedente el “Digital Millennium Copyright Act”. Sobre este tópico, señaló que el propósito de esta normativa en todas las legislaciones del mundo es obtener la colaboración efectiva de los prestadores de servicios de Internet para controlar el tráfico por Internet de los contenidos que infringen los derechos de autor, proporcionándoles una esfera de limitación de responsabilidad por las infracciones cometidas por terceros que utilizan sus servicios. 
Sin embargo, expuso que el artículo 85 L propuesto en este proyecto de ley alberga un principio que excede el propósito enunciado, estableciendo una verdadera inmunidad de responsabilidad a favor de los prestadores de servicios de Internet y, en consecuencia, sugirió modificar su redacción. 
Luego, reparó que este proyecto de ley exige la intervención del aparato judicial para la notificación y bajada de los contenidos infraccionales de Internet. En efecto, señaló que el artículo 85 Q establece un procedimiento de notificación judicial al prestador del servicio de Internet, incoado por el titular de los derechos afectados o por su representante legal y seguido ante el Juez de Letras en lo Civil del domicilio del prestador de los servicios de Internet.

Advirtió que las obligaciones derivadas del TLC sucrito con los Estados Unidos, que motivan el presente proyecto de ley no exigen que se establezca un procedimiento judicial, limitándose a señalar que en la legislación interna se regule un procedimiento adecuado, abierto y transparente para la notificación de la infracción al prestador de servicios de Internet por parte de los titulares de los derechos de autor que han sido objeto de infracción.
Afirmó que si el interés del legislador es proteger con la necesaria expedición los derechos de autor debe facilitar los procedimientos y agilizar las soluciones, instaurando un procedimiento simple, mediante un aviso que permita dar de baja o interrumpir el servicio en forma rápida, eficaz y que vincule directamente al titular de los derechos afectados con el prestador de servicios de Internet.

Por otra parte, sostuvo que este proyecto de ley no considera que los usuarios de los servicios de Internet pueden intercambiar archivos protegidos por derechos de autor en redes informales de P2P o que pueden efectuar descargas ilícitas desde sitios Web, violando así el derecho de comunicación pública expresamente consagrado en el artículo 5°, letra v) de la Ley de Propiedad Intelectual. Bajo este contexto, estimó que no es aceptable que estas actividades sólo sean bloqueadas o filtradas con medidas técnicas adoptadas por los proveedores de servicios de Internet a propósito del reclamo que efectúa el titular del derecho afectado, por cuanto dichas conductas, suponen un tráfico ilegal de contenidos digitales protegidos, que son ilícitas y merecedoras de una sanción.
Dadas estas circunstancias, propuso complementar las disposiciones que se relacionan con los prestadores de servicios de Internet, agregando una norma de carácter penal al Capítulo II, que recoja las nuevas formas de comisión de ilícitos en contra de la propiedad intelectual, que prescinda de la copia y distribución de soportes físicos y que expresamente castigue a aquel que ponga a disposición del público por cualquier medio o procedimiento o facilite el acceso, mediante una comunicación pública no autorizada, obras de dominio privado, con las penas de reclusión menor en su grado medio a máximo y con una multa de 100 a 1000 Unidades Tributarias Mensuales. Señaló que corresponde aplicar igual sanción a quienes realicen estas conductas con fines altruistas o con el propósito de obtener una compensación económica indebida, porque, cualquiera sea el caso, el monto del daño para los creadores y los titulares de los derechos de autor es el mismo.
Respecto al Capítulo II “De las acciones y procedimientos”, opinó que debe modificarse el artículo 79 en lo que se refiere a las sanciones establecidas en el inciso segundo N° 1 que consigna una pena de prisión en cualquiera de sus grados y una multa de 5 a 100 UTM para aquellos casos en que el perjuicio es inferior a 4 Unidades Tributarias Mensuales. Advirtió que la mayor parte de los vendedores ambulantes están dentro de esta hipótesis, por lo cual debe establecerse una sanción mayor. 

Luego, sugirió que en los artículos 85 C y 85 F, también, se faculte a los jueces para ordenar la incautación o destrucción de los instrumentos y equipos utilizados para cometer el delito de piratería, como lo contempla la Ley Española. Con respecto al artículo 85 E, estimó que no es recomendable en un juicio calcular el monto de la utilidades que el titular hubiera dejado de percibir como consecuencia de la infracción, ya que se trata de una operación muy compleja, que no tiene por qué ser ventilada en un juicio y planteó modificar esta norma según la Ley Española, en la cual el perjudicado puede optar, como indemnización, entre el beneficio que hubiere obtenido presumiblemente de no mediar la utilización ilícita o la remuneración que hubiera percibido de haber autorizado la explotación.

La Presidenta del Colegio de Bibliotecarios de Chile A.G. señora Claudia Cuevas, expuso que el Colegio de Bibliotecarios de Chile A.G. como asociación gremial representa a un sector de la sociedad civil que se verá directamente afectado por esta norma. Señaló que las bibliotecas representan, en su esencia más profunda, el equilibrio entre los creadores, la industria y los lectores y declaró que repudian cualquier forma de violación al derecho de propiedad intelectual o perjuicio patrimonial que se genere a la industria cultural, así como, también, cualquier especie de evasión tributaria.

Valoró la incorporación de limitaciones y excepciones al derecho de autor y a los derechos conexos, tal como se ha hecho en la legislación internacional que reconoce el valor de las bibliotecas y archivos como centros de interacción de la cultura y la educación. No obstante lo anterior, refirió que para la construcción de un mundo mejor, se necesita de una ley que se ajuste a lo que es legítimo y a la praxis actual, permitiendo que todas las bibliotecas abiertas al público sean incluidas dentro de esta norma, sean: de naturaleza pública o privada; de acceso libre, restringido o condicionado, o que tengan requisitos que, razonablemente, puedan ser cumplidos por quienes acuden a ellas y que no impliquen en su actuar un ánimo de lucro. Reparó que las bibliotecas escolares y las bibliotecas especializadas, como las del Poder Judicial y la del Congreso Nacional son bibliotecas abiertas la público de acceso restringido que no estarían consideradas dentro de las excepciones que contempla este proyecto de ley.

Luego, planteó la reposición del artículo 71 R, que reproduce la denominada Regla de los Tres Pasos establecida en el Convenio de Berna, que faculta la declaración de nuevas excepciones distintas a las expresamente contempladas en el Título III sobre “Limitaciones y Excepciones al Derecho de Autor y a los Derechos Conexos”, siempre y cuando se traten de casos especiales, que no atenten contra la explotación normal de la obra, de la interpretación o ejecución o del fonograma, ni causen un perjuicio injustificado a los intereses legítimos del titular de los derechos. Opinó que este norma reconoce la necesidad de plantear una serie de utilizaciones que se enmarcan en el criterio de uso justo o “fair use”, criterio que consiste en considerar la naturaleza y el propósito del uso de la obra para su reproducción, sin que medie la autorización del propietario del derecho, resguardando no sólo el interés del propietario de dichos derechos, sino también, el interés público. Estimó que restablecer el artículo 71 R contribuirá a evitar abusos y situaciones injustas, y permitirá un adecuado margen de discrecionalidad. Asimismo, señaló que esta regla es reconocida tanto a nivel nacional como a nivel internacional.

El Presidente de la Asociación de Editores de Chile, señor Eduardo Castro Le Fort, señaló que la lectura es fundamental para el desarrollo de la educación y apoyó este proyecto de ley, porque facilita el acceso de la población al conocimiento, a pesar de que manifestó algunas discrepancias respecto del uso ilimitado de las fotocopias.

El Director de la Asociación de Editores de Chile, señor Paulo Slachevsky, expuso que Editores de Chile es una agrupación gremial de editores independientes, universitarios y autónomos que reúne a la mayoría de los editores chilenos responsables de gran parte de la edición nacional y especialmente de los libros de ensayos, técnicos, científicos de investigación académica, de reflexión social, de poesía, narrativa, teatro, filosofía y de historia, publicados en Chile .

Compartió que apoya la modificación a la ley N° 19.227, porque permite proteger los derechos de los creadores y aplicar las medidas adecuadas para que la población tenga libre acceso al conocimiento.
Luego, destacó la particularidad del objeto protegido a través del derecho de propiedad intelectual, por tratarse de productos culturales, no consumibles e infinitos y por estar destinados al bien público. Todas estas características, en su opinión, marcan su incapacidad de ser objetos transables en el mercado, ya que debe procurarse que estos bienes lleguen al mayor número de participantes, a fin de maximizar el bienestar colectivo.

Opinó que existe una fuerte concentración en las industrias culturales, impulsado por el dominio de las lógicas de mercado sobre la producción cultural, lo que ha sido favorecido por legislaciones en el ámbito de la propiedad intelectual, las que han tendido a multiplicar la amplitud y vigencia de los derechos del titular de las obras artísticas, al elaborar legislaciones que favorecen un marco sustentable para el desarrollo de estas industrias en cada nación.

Expuso que apoya esta iniciativa legal. No obstante, manifestó preocupación por algunos puntos en particular, especialmente en materia de excepciones y limitaciones al derecho autor y derechos conexos. Al respecto, señaló que la excepción que consagra el artículo 71 F, también, debe extenderse a los libros que incluyen fotografías de obras arquitectónicas, de lo contrario, estimó que sería casi imposible editar obras de carácter turístico, urbano o arquitectónico.

En relación a los artículos 71 J y 71 M, comentó que lo fundamental es evitar el reemplazo del libro por la fotocopia, aunque entiende que en casos determinados éstas son necesarias y que, por lo mismo, se requieren de excepciones para que su uso no constituya un delito, pero, también, precisó que se debe velar por multiplicar la presencia de los libros en nuestra sociedad, cuidando que la fotocopia no reemplace al libro en el ámbito universitario, porque se impediría, además, el desarrollo de la producción editorial local.

Estimó que la lectura y el libro están en la base de la educación y formación de los sujetos capaces de participar en la globalización y reparó que nuestro país adolece de graves deficiencias en este tema, y que urge implementar medidas como las propuestas en la Política Nacional del Libro y de la Lectura, que ayudan a reponer al libro como el centro del proceso educacional. Señaló que la reprografía es un tema mucho más complejo que la piratería, porque afecta a toda la producción editorial y particularmente al libro universitario de contenido científico. En este contexto, precisó que es necesario limitar el uso de la fotocopia, para evitar un mayor deterioro de la educación en nuestro país.

Por otra parte, planteó que el artículo 71 k limite a porciones razonables el derecho a reproducir de las bibliotecas por medios digitales las obras de su colección, para no incitar el reemplazo de los libros por archivo digitales. En cuanto al artículo 71 N, opinó que es necesaria una mayor precisión, mencionándose explícitamente a los libros de textos escolares tradicionales, pues puede abusarse de este derecho autorizándose a las escuelas y a las universidades a reproducir obras antológicas similares a los pack de fotocopias y antologías varias. Reflexionó que no hay que olvidar que en muchos casos la educación se ha transformado en un negocio, siendo injusto que no se invierta en la base del saber, como son los libros, y que no se disponga de buenas bibliotecas para los alumnos.

En relación a las penas que consagra el artículo 79, señaló que le parece fundamental enfrentar el mal de la piratería, pero opinó que esto no debe ser motivo para considerar a casi todos los ciudadanos, empresas e instituciones como delincuentes, pudiendo aplicársele penas elevadísimas. Enseguida, consideró que se discrimina favorablemente a favor del software, al cual se le confiere un plus de protección, ya que en estos casos no sólo son piratas quienes venden el software, sino, también, los usuarios. Acotó que es básico diferenciar las categorías de infracciones que se pueden dar según el tipo de producto y estimó que la norma debe promover la posibilidad de que todos puedan acceder a la cultura.

En materia de licencias obligatorias, comentó que le parece importante disponer de licencias obligatorias para enfrentar los problemas causados por la concentración y la ampliación de la vigencia de los derechos en la edición, ya que esto último podría multiplicar los casos de obras huérfanas, imposibilitando así la edición de obras fundamentales.


El Presidente de la Cámara Chilena del Libro, señor Eduardo Castillo, señaló que institución que representa ha trabajado desde su fundación por la defensa y promoción de los derechos de autor en Chile y destacó la importancia que tienen los derechos morales y la legítima retribución inherente a la creación intelectual.

Advirtió que la ausencia de una modificación legal para hacer más efectiva la norma para combatir los delitos que conlleva la piratería, ha tenido un costo muy alto para Chile y ha lesionado gravemente a los creadores y en particular a la industria editorial chilena en todos estos años, poniendo en peligro un capital y un acervo que al país le ha costado construir. Por ello, valoró que este Gobierno haya decidido presentar esta iniciativa legal destinada a legislar sobre la propiedad intelectual, con el propósito de modernizar la actual normativa sobre la materia y adecuar así, entre otros aspectos, las medidas para combatir la piratería. 

No obstante lo anterior, opinó que este proyecto de ley puede generar un retroceso para la industria editorial chilena, de aprobarse las excepciones y limitaciones al derecho de autor de la forma como están expresadas. Refirió que su postura es ampliamente compartida a nivel internacional por los organismos del sector, como por la Federación de Gremios de Editores de España, organismo que envió a S.E. Presidenta de la República una comunicación con precisiones técnicas sobre esta iniciativa. Asimismo, comunicó que el Grupo Iberoamericano de Editores y la Unión Internacional de Editores han expresado una opinión similar. Lo mismo ocurrió, prosiguió, con el Centro Regional para la Promoción del Libro en Latinoamérica y el Caribe (CERLALC), que depende de la UNESCO.

Afirmó que existe un consenso general en orden a resguardar adecuadamente los derechos de autor y derechos conexos en un contexto efectivo de una legislación moderna y equilibrada, lo que en su opinión no se da con ciertas excepciones que contempla este proyecto de ley, porque abre la posibilidad para vulnerar los legítimos derechos de los creadores.

Explicó que el derecho de autor, así como la propiedad de las creaciones intelectuales y artísticas, han sido consagradas como una garantía constitucional en favor de los creadores intelectuales en nuestra Carta Fundamental. Desde esta perspectiva, consideró que el contenido normativo de la Ley de Propiedad Intelectual, debe ser interpretado a la luz de las disposiciones constitucionales que protegen a la propiedad. En consecuencia, declaró que la propiedad intelectual es un derecho esencial e inviolable, que cede taxativamente ante causales precisas que reconocen la función social de la propiedad en general, admitiendo limitaciones y excepciones, en ciertos casos especiales, a fin de satisfacer un interés público comprometido. En este sentido, precisó que toda excepción debe satisfacer las exigencias y restricciones que se derivan de la naturaleza de los derechos que se pretenden afectar. De este modo, estimó que una excepción o limitación que garantiza al titular del derecho una remuneración por los usos no autorizados, resulta ser más razonable, porque mitiga los efectos que produce el privar a los autores de algunos de los atributos o facultades esenciales del dominio sobre su creación intelectual. 

En relación con el articulado de este proyecto de ley, mencionó al artículo 71 C y señaló que esta norma consagra una gran excepción en beneficio de las personas afectadas por alguna discapacidad. No obstante, acotó que en las legislaciones en que se acoge esta excepción se condiciona la posibilidad de reproducir una obra en la medida que esté directamente ligada a una discapacidad en particular y que sea requerida por tal discapacidad. 

Con respecto al artículo 71 D, planteó que los discursos que pueden ser objeto de reproducción con fines de información, deben haber sido pronunciados en público, pues de lo contrario, se estaría afectando al derecho moral de mantener la obra inédita. Advirtió que esta excepción reproduce en sus términos los actuales artículos 40 y 41 de la Ley de Propiedad Intelectual y mantiene el mismo vacío legal. 

En el caso del artículo 71 I, comentó que esta excepción debe limitarse únicamente a las bibliotecas y a los archivos de titularidad pública y abiertos al público. Además, precisó que debe tratarse de un acto de reproducción que esté únicamente destinado a fines de conservación y que no posea fines de lucro. En efecto, señaló que estas bibliotecas o archivos deben ser o pertenecer al Estado, a un municipio o una institución fiscal, y además deben estar abierta al público, esto es, que la colección de la misma pueda ser consultada por el público en general. Afirmó que concurriendo estas dos requisitos se puede garantizar que las copias así obtenidas no estén destinadas directa o indirecta a una actividad comercial o lucrativa.


En este sentido, estimó que la disposición propuesta debería tener un alcance limitado, como es la preservación de los ejemplares de la colección. Acotó que la reproducción debe limitarse sólo para fines de reposición y preservación del material bibliográfico desaparecido o en peligro de desaparecer e imposible de reponer en el mercado, pero en ningún caso la excepción debe ser un subterfugio para no adquirir material legítimo por parte de las bibliotecas.

En relación artículo 71 K, opinó que la reproducción digital de las obras conlleva mejoras en cuanto a la preservación y acceso a las obras y constituye una forma de utilización de las obras intelectuales en constante expansión y mercado futuro de los derechos intelectuales. Explicó que la norma propuesta está orientada a permitir, sin necesidad de autorización de los titulares de los derechos concernidos, el almacenamiento y puesta a disposición de las obras almacenadas al público en redes instaladas al interior de los mismos establecimientos. Advirtió que esta actividad no puede ir en detrimento de los intereses legítimos de los autores, por lo tanto, junto con facilitar el acceso a las obras a través de nuevas tecnologías, dentro del recinto, es fundamental que ello se haga con la debida remuneración a los autores y a los titulares de los derechos. Por otra parte, indicó que los usos permitidos deben ser aquellos necesarios para implementar un sistema de servicios en red interna de un establecimiento, que almacene o fije la obra en el archivo base y la puesta a disposición de la obra al público a través de la pantalla, sin permitir la reproducción de copias digitales de las obras.

También, comentó que el artículo 71 L no resuelve el problema de la accesibilidad a las obras publicadas originalmente en idioma extranjero y eventualmente o transitoriamente no disponible su traducción en el mercado nacional. Asimismo, expuso que esta disposición contraviene los acuerdos y tratados internacionales ratificados por Chile en esta materia, por lo cual planteó eliminar esta excepción, ya que entra en abierta contradicción con los tratados internacionales ratificados por Chile.

Luego, afirmó que la forma más razonable de resolver el problema de accesibilidad a estas obras, es mediante la publicación de las mismas por la industria editorial nacional, tal como se autoriza en el Convenio de Berna y en la Convención Universal sobre Derecho de Autor.

La idea, continuó, es que las obras no editadas en el idioma nacional de un país en desarrollo, dentro de un plazo razonable sean adquiridas por un editor u otra persona, previo pago al Estado de una licencia obligatoria, que habilite para publicar estas obras, para ser distribuidas con fines de venta únicamente dentro del mercado nacional, sin perjuicio del pago de una remuneración a sus autores. Destacó que así se incentiva la producción editorial nacional y se fomenta una mayor oferta de las obras en el mercado nacional. Por ello, propuso que esta norma se ajuste al Convenio de Berna y que establezca un plazo mínimo de 5 años, contados desde su publicación, para facultar a los editores para adquirir una licencia para publicarla y autorizar su reproducción. Advirtió que esta reproducción debe ser siempre autorizada siempre por el Estado, previo pago de los derechos respectivos.

Con respecto al artículo 71 M, señaló que ni la industria editorial, ni los autores son los llamados a subsidiar la educación, puesto que se trata de un deber del Estado, sin perjuicio del aporte voluntario que los particulares pueden realizar. Observó que esta excepción pone en riesgo la industria editorial nacional, puesto que una de sus principales actividades comerciales es la producción de material de estudio para los distintos niveles de enseñanza, por lo cual recomendó suprimir o señalar expresamente que esta excepción no se aplicará a los textos de estudio de cualquier nivel de enseñanza. Por otra parte, opinó que resulta totalmente impreciso y discrecional que las condiciones de utilización excepcional de esta norma queden entregadas a un Reglamento. 

De esta forma, estimó que la ley puede autorizar la acción de copiar, pero permitiendo a los titulares de los derecho de autor acceder a una justa compensación. Por todo lo anterior, solicitó acoger las observaciones formuladas, de manera que el proyecto de ley en estudio apunte hacia una normativa de futuro, que resguarda debidamente el derecho legítimo de los autores, acogiendo excepciones acotadas de consenso general, advirtiendo que es fundamental que este cuerpo legal sea, también, una normativa que ayude a la promoción del libro y a sus creadores.

El representante de Business Software Aliance (BSA) y de la Fundación Jaime Guzmán, señor Rodrigo Bulnes, señaló que la organización que representa es una industria del software comercial, que se dedica a estimular la innovación tecnológica, mediante iniciativas que promueven la protección de los derechos de autor, la seguridad informática y el comercio electrónico.


En relación al presente proyecto de ley, valoró el esfuerzo que está haciendo el Ejecutivo para establecer una legislación que efectivamente proteja a la propiedad intelectual y que preste un adecuado reconocimiento a las creaciones intelectuales y tecnológicas. No obstante, señaló que deben revisarse las sanciones y de penas y la normativa asociada a los proveedores de servicios de Internet.

En materia de penas y sanciones, sugirió  reponer el artículo 79 del texto original de esta iniciativa legal, que reconocía una escala de penas mínimas.


Con respecto a la limitación de la responsabilidad para los proveedores de servicios de Internet, señaló que comparte los planteamientos formulados por los representantes de la industria de la música de enmendar la actual redacción de los artículos 85 L, 85 Q, y 71 P. Asimismo, opinó que el artículo 71 O requiere de enmiendas de fondo, eliminándose la frase “o autorizada por su legítimo dueño”, ya que la consideró redundante.


En este mismo orden de ideas, consideró que  resultaría innecesario facultar expresamente la copia para usar un determinado software con el Servicio de Provisión de Aplicaciones (ASP) de Internet, ya que mediante este servicio el usuario de un software no requiere instalar, ni copiar esa herramienta en su computador, puesto que el programa computacional está instalado en un servidor externo administrado por el prestador del servicio y que, a través de la banda ancha, el usuario utiliza, sin necesidad de instalar o de copiar dicho software en su terminal. Conforme a lo anterior, planteó que se debe delimitar el concepto  de “adaptación” para poder usar un software, y permitir la copia exclusivamente para fines de archivo o de respaldo.


Respecto al artículo 71 O letra b), propuso modificar su redacción, porque su texto actual permite legitimar actividades de ingeniería inversa mucho más allá de lo que excepcionalmente es posible establecer, de conformidad con las obligaciones contraídas por Chile en el Tratado de Libre Comercio firmado con Estados Unidos. De este modo, propuso: modificar el artículo 71 O letra b) ubicando su última frase en la primera parte de la misma norma; incorporar el concepto “medidas tecnológicas efectivas” entre el término “siempre” y la conjunción “y”, y como texto alternativo sugirió, el siguiente: “Las actividades de ingeniería inversa, incluso las realizadas como actividades de investigación y desarrollo, sobre una copia obtenida legalmente de un programa computacional, siempre que sólo se realicen sobre sus medidas tecnológicas efectivas y con el único propósito de lograr la compatibilidad operativa entre programas computacionales.”.

Por otra parte, señaló que en el artículo 71 O letra c) es necesario intercalar una frase en la primera parte de la norma, del siguiente tenor: “Las actividades, distintas de la copia, la adaptación o la ingeniería inversa, que se realicen sobre una copia obtenida legalmente de un programa computacional, con el único propósito de probar, investigar o corregir su funcionamiento o la seguridad del mismo u otros programas, de la red o del computador sobre el que se aplica.” Advirtió que la actual redacción de esta norma, permitiría evadir las restricciones que se regulan para la copia, la adaptación y la ingeniería inversa, ya que sólo bastaría acreditar ante un tribunal que la copia, adaptación, ingeniería inversa o cualquier otra actividad tuvo por objeto probar o corregir el funcionamiento de un software, sin importar que hayan vulnerado los derechos del titular del programa computacional.


Luego, planteó modificar el artículo 71 P agregando la siguiente frase inicial: “Para las obras que no sean programas computacionales”, a fin de excluir expresamente de esta excepción a los programas computacionales o software. En caso de no acogerse esta solicitud, propuso modificar el inciso primero del artículo 81, estableciendo un concepto genérico de obra.

El Director de la ONG Derechos Digitales, señor Alberto Cerda, señaló que la ley N° 17.336 establece el estatuto jurídico de los creadores sobre sus obras, así como determinadas condiciones de acceso de la comunidad a los progresos de las ciencias, las artes, la literatura y la tecnología. Dada la vasta gama de actividades artísticas que se incluyen dentro de las creaciones artísticas, arguyó que el presente informe se ha limitado a ciertos temas de inequívoco interés público, como el acceso al patrimonio cultural común.


La garantía de acceso al patrimonio común, acotó puede analizarse a partir de los siguientes tópicos: la protección del dominio público; el sistema de excepciones y limitaciones al derecho de autor; las licencias obligatorias, y las normas concernientes a la intervención penal.


En materia de protección del dominio público, señaló que se establecen normas para proteger los derechos de propiedad intelectual por un período determinado y, también, para el resguardo de las obras que han ingresado al patrimonio común de la humanidad o dominio público. Explicó que las obras de dominio público pueden ser usadas libremente por cualquier persona, sin autorización ni mediar pago de remuneración alguna, puesto que los derechos de los titulares de esas obras ya han caducado. Advirtió que la adecuada protección del dominio público es esencial para la preservación y difusión cultural, permitiendo el libre acceso a fuentes de conocimiento y sirviendo de base para la producción de nuevas creaciones. En este mismo orden de ideas, señaló que el presente proyecto de ley mejoraría sustancialmente si se ampliara el concepto de dominio público, modificando para tales efectos el artículo 11 de la Ley de Propiedad Intelectual.

Por otra parte, precisó que las obras que se financian con fondos públicos, para el desempeño de funciones públicas, deben ser de acceso y de uso público. Esto, continuó, debe aplicarse tanto  para las sentencias judiciales, como para las leyes, informes, programas y estudios públicos. Acotó que el mismo razonamiento debe hacerse extensivo a las obras desarrolladas por terceros por encargo del Estado. Advirtió que nuestra actual legislación no garantiza tal circunstancia, por lo cual sugirió agregar al citado artículo las siguientes letras nuevas: 


“g) Las obras creadas por empleados públicos como parte de su trabajo.


h) Las obras creadas por encargo de un organismo público, salvo acuerdo en contrario.”.


Con todo, declaró que de aprobarse estas dos nuevas letras, debe acotarse que ellas se aplicarán exclusivamente a los órganos del Estado, excluidas las empresas públicas o aquellas en que el Estado tenga participación.


Además, mencionó la situación de las obras cuyo titular fallece sin dejar testamento, ni herederos forzosos y sugirió que en tales casos dichas obras sean, también, incorporadas dentro del patrimonio común, agregando al mentado artículo 11 la siguiente letra: “…) Las obras cuyo titular fallezca intestado y sin asignatarios forzosos.”. 


Luego, propuso derogar el actual artículo 86 de la ley N° 17.336, por cuanto establece la irrenunciabilidad de los derechos patrimoniales que se otorgan a los titulares de los derechos de autor y derechos conexos.


Con respecto a las excepciones y limitaciones al derecho de autor, se refirió a la excepción para bibliotecas y opinó que los artículos que consagran esta excepción deben ser mejorados. En primer término, señaló que el texto del artículo 71 I consigna una excepción que permite la reproducción de obras a efectos de conservación y reposición y agregó que esta excepción queda circunscrita al hecho de que las obras se encuentren fuera de mercado. Afirmó que adicionalmente, el texto de esta norma exige que la biblioteca o archivo “no tenga fines de lucro”. Sobre este asunto, opinó que ésta última exigencia es francamente excesiva si se considera que esta limitada reproducción dice relación con una obra que no está disponible en el mercado. En razón de lo expuesto, sugirió eliminar del artículo 71 I la frase “que no tengan fines de lucro”.


En segundo lugar, mencionó al artículo 71 J, el cual contempla una excepción que permite a las bibliotecas efectuar copias de fragmentos de una obra para el uso personal de un usuario. Al respecto, estimó que carece de sentido esta norma, máxime si se considera que la reproducción de fragmentos ya está autorizada en el derecho de citas regulado en el artículo 71 B. 


En tercer término, señaló que el artículo 71 L permite a determinadas bibliotecas efectuar la traducción de obras al idioma español, siendo que hoy no existen bibliotecas que presten un servicio de tales características. Al respecto, planteó que esta excepción al permitir la traducción de una obra para el uso personal, para la investigación o estudio por parte de los usuarios de las bibliotecas o archivos. 


Enseguida, planteó incluir una excepción para el ejercicio de una función pública, con fines de seguridad pública o para garantizar el correcto desarrollo de los procedimientos administrativos, parlamentarios o judiciales, tal como se acepta en el Copyright Act de Estados Unidos y en la Directiva de la Unión Europea. En razón de lo expuesto, sugirió agregar un nuevo artículo del siguiente tenor: “Es lícito el uso de obras para la ejecución de actividades legalmente autorizadas llevadas a cabo por empleados, funcionarios o contratistas del Estado con el fin de aplicar la ley, realizar actividades de inteligencia, verificar procedimientos administrativos, judiciales y legislativos.”.

Por otra parte, estimó fundamental reponer el artículo 71 R, conforme al cual se admitirían otras excepciones distintas a las enumeradas en esta ley, siempre que se cumpliese con la Reglas de los Tres Pasos, esto es: que se circunscriba a casos especiales; que no se atente contra la explotación normal de la obra, su interpretación o ejecución, ni se cause un perjuicio injustificado a los intereses legítimos del titular de los derechos. Advirtió que esta norma no contraviene las obligaciones internacionales y es coherente con los tratados internacionales en materia de derechos de autor e informó que la Regla de los Tres Pasos ya está contemplada en nuestra legislación, en el actual artículo 45 bis. Asimismo, señaló que una norma de esta naturaleza permitiría equilibrar la intervención penal y el incremento de las penas, ya que este proyecto de ley contempla un incremento significativo en las sanciones penales tanto para quienes hacen un uso no autorizado de las obras con fines comerciales, como para quienes hacen tal uso sin fines comerciales. Además, precisó que esta norma permitiría equilibrar los intereses ante la presencia de vacíos legales y hacer frente a la obsolescencia normativa, ya que permitiría prever diversas situaciones a las contempladas por el legislador. 


Con respecto a las licencias obligatorias que autorizan el uso de una obra, prescindiendo de la voluntad del titular y que dan derecho al cobro de una remuneración, sugirió agregar dos nuevas licencias: una, para efectos de la traducción y publicación comercial de obras a la lengua española, y otra para la publicación de obras de titular desconocido o con domicilio ignorado. Informó que el texto de la primera de estas propuestas ha sido desarrollado conjuntamente con la Asociación de Editores de Chile, el Colegio de Bibliotecarios de Chile y la Comisión Asesora de Bibliotecas del Consejo de Rectores, cuyo tenor es el siguiente: 


“El Ministerio de Educación, a través del Conservador de Propiedad Intelectual, concederá licencia no exclusiva e intransferible para traducir y publicar en el país las obras originariamente escrita en idioma extranjero, cuando a la expiración de un plazo de tres años, contados desde su primera publicación, no haya sido publicada, íntegramente y en formato tangible, su traducción al castellano por el titular del derecho de traducción, o bien se encontraren agotadas las ediciones de traducciones al castellano ya publicadas.


Para tal efecto, el solicitante deberá: 


a) Acreditar que la obra se encuentra en alguna de las circunstancias referidas en el inciso precedente. 


b) Comprobar que ha procurado obtener autorización del titular de los derechos sobre la obra y que después de haber hecho las diligencias pertinentes no pudo localizarlo u obtener su autorización; 


c) Comprobar que no habiendo podido localizar al titular del derecho de traducción, transmitió copias de su solicitud al editor cuyo nombre aparezca en la obra. 


d) Encargar la traducción de la obra a una persona competente; 


e) Declarar el número de ejemplares de que constará la edición y su precio de venta.


f) Depositar en la cuenta corriente abierta a nombre del Conservador de Propiedad Intelectual, para ser entregado al titular del derecho, el importe correspondiente a la tercera parte del 10% del valor total de facturación de la edición declarada; 


g) Depositar bajo las condiciones precedentes o prestar garantía por el importe de las restantes 2/3 partes del 10% fijado en el literal anterior, el que deberá pagarse cada dos años contados desde la fecha de concesión de la licencia conforme la facturación de la edición declarada; y,


h) Consignar en la publicación de la traducción, el título y autor originario de la obra en su idioma original, así como el tiraje declarado de la obra.


Se presumirá la ausencia de traducción o el agotamiento de las ediciones al castellano de la obra, por la circunstancia de no ser objetados tales hechos por el titular de los derechos, sea ante quien solicite la licencia o ante el Conservador de Propiedad Intelectual.


Las circunstancias de los literales b) y c) se acreditarán mediante la correspondiente constancia de carta certificada cursada dos meses antes de la formulación de la solicitud de licencia al Ministerio de Educación.”.


Enseguida, explicó que esta propuesta prevé una excepción de traducción específica, diferenciada de la licencia de traducción y publicación comercial, ya que mediante esta excepción se permitiría la traducción de una obra para fines personales y docentes, sin pretensión comercial. 


En lo concerniente a las licencias obligatorias para obras huérfanas, esto es, aquellas cuyo titular de derechos es desconocido,  planteó el siguiente texto:


“Artículo 71… El Ministerio de Educación, a través del Conservador de Propiedad Intelectual, concederá licencia no exclusiva e intransferible para publicar en el país la obra cuyo titular de derechos fuere desconocido o cuyo domicilio se ignorase. Podrá también concederse esta licencia en caso de oposición a una nueva edición de una obra ya publicada y no disponible en el mercado formulada por el titular de derechos que no sea autor de la misma.


Para tal efecto, el solicitante deberá dar cumplimiento a las exigencias de las letras f) y h) del artículo 71 L, y acreditar que se ha procurado infructuosamente establecer la identidad y/o domicilio del actual titular de los derechos sobre la obra. 


El Conservador de Propiedad Intelectual mantendrá un registro de acceso público de las solicitudes de licencias obligatorias efectuadas en conformidad a este artículo y el 71 L, en el que quedará constancia de las licencias concedidas y las que quedaren sin efecto. A dicho registro podrá accederse por medios electrónicos de manera continua y regular.”.

Informó que el presente proyecto de ley, también, incluye una serie de disposiciones, mediante las cuales se incrementan las sanciones penales por los actos que infringen los derechos de autor, estableciendo, además, un conjunto de normas de carácter procesal para el juzgamiento de tales ilícitos. Al respecto, observó que el artículo 79 vulnera el principio de lesividad, según el cual la intervención penal se justifica sólo cuando la entidad del daño no puede ser reparado por un medio menos aflictivo que la sanción penal. Aquí, en cambio, estimó que el numeral 1 no fija un mínimo de perjuicio que impida la configuración del delito.


Por otra parte, señaló que el artículo 79, también, vulnera el principio de proporcionalidad del tipo penal del hurto que le sirve de sustento. La intención legislativa, prosiguió, es homologar las sanciones del hurto a las de la utilización no autorizada de las obras. No obstante, acotó que las penas que el legislador consagra en este proyecto de ley sobrepasan las previstas para el delito de hurto consagrado en el artículo 446 del Código Penal y reparó que no se contemple una salida similar al hurto falta del artículo 494 del Código Penal. Al respecto, propone reemplazar el número 1, del inciso segundo, del artículo 79 por el siguiente texto: “Cuando el monto del perjuicio causado sea superior a una unidad tributaria mensual e inferir a las 4 unidades tributarias mensuales, la pena será de multa de 10 a 100 unidades tributarias mensuales”.


De esta forma, explicó que cuando el ilícito sea de un monto inferior a 4 unidades tributarias mensuales, debe ser sancionado conforme a lo dispuesto en el artículo 78 del mismo proyecto de ley, esto es, con una multa de 5 a 50 unidades tributarias mensuales.


En este mismo orden de ideas, planteó circunscribir el ilícito de la piratería a los usos con fines comerciales, ya que la redacción actual del artículo 79 sanciona a quien hace uso de las obras sin autorización de su titular, sea que actúe con o sin fines comerciales. La intervención penal debe ser racionalizada en este extremo, circunscribiendo la aplicación de una pena a quienes hacen uso ilegítimo de las obras con pretensiones comerciales. Consideró que la intervención penal debe tener lugar sólo cuando el ilícito se comete con fines comerciales, en caso contrario, arguyó que sólo debería aplicarse la responsabilidad civil del infractor, a fin de reclamar la respectiva indemnización de perjuicios. Al efecto, sugirió en letra b), del inciso primero del artículo 79 reemplazar la frase “El que, sin estar expresamente facultado para ello,” por “El que, sin estar expresamente facultado para ello y con fines comerciales,”.


La Presidenta de la Comisión de Directores de Bibliotecas del Consejo de Rectores de Universidades Chilenas, señora Gabriela Ortúzar, expuso que las bibliotecas son el soporte de la docencia, la investigación y la cultura, y son, también, un componente esencial para el aprendizaje, al cumplir un rol de intermediario entre las necesidades de las personas de acceder al conocimiento y a las fuentes de información.  Para la consecución de este objetivo, afirmó que las bibliotecas especialmente las universitarias, invierten en forma permanente recursos económicos significativos para la adquisición y desarrollo de sus colecciones, tanto impresas como electrónicas.

Informó que el quehacer de las bibliotecas implica, eventualmente, actos de reproducción razonable de obras protegidas por el derecho de autor para uso docente, de investigación y de conservación.  Para tales efectos, señaló que las bibliotecas universitarias chilenas han tomado como modelo las prácticas habituales de los países desarrollados, los cuales cuentan con legislaciones que acogen el principio de “fair use”.


Valoró que este proyecto de ley incorpore a las bibliotecas dentro de las excepciones y limitaciones al derecho de autor. No obstante, reparó que se exija que sean bibliotecas abiertas al público, ya que se excluye de estas excepciones a todas las instituciones de acceso restringido o condicionado, como: las bibliotecas universitarias, las bibliotecas del sistema escolar en todos sus niveles y la Biblioteca del Congreso Nacional, entre otras.


Señaló que si no se incluye dentro de las excepciones a las bibliotecas universitarias se obstaculizará la investigación científica en las universidades y en los centros de investigación, ya que prácticas habituales e inherentes a la investigación científica, como el uso de obras legítimamente adquiridas, podrían ser objeto de sanciones penales y civiles. En efecto, indicó que los investigadores y estudiantes universitarios estarán impedidos de: fotocopiar un artículo de una revista;  imprimir un artículo de revista desde una base de datos; fotocopiar un cuadro estadístico, un diagrama o un mapa, o fotocopiar una bibliografía.


Asimismo, sostuvo que se debe establece una excepción que faculte a las universidades a desarrollar actividades de docencia basadas en el trabajo individual de los estudiantes y el autoaprendizaje, modificando en este sentido al artículo 71 M, el cual sólo permite reproducir obras cortas, artículos de revistas o fragmentos de obras en la medida que el docente encargado de un curso así lo solicite. Agregó que el artículo 71 M tiene un impacto negativo en las actividades de autoaprendizaje de los estudiantes, ya que no les permite autonomía en sus trabajos de investigación, permitiendo sólo al docente solicitar la reproducción de fragmentos de obras o artículos de revista. 


Enseguida, propuso que se considere en las excepciones, planteadas en los artículos 71 J, 71 K y 71 L, a  todas las bibliotecas y archivos que no tienen intereses comerciales, eliminando el alcance de bibliotecas y archivos “abiertos al público”, por cuanto excluye a todas aquellas bibliotecas y archivos con acceso restringido o condicionado, como: la Biblioteca Nacional, las bibliotecas escolares, las bibliotecas universitarias, las bibliotecas de hospitales, entre otras, las que si bien permiten el ingreso de público, lo condicionan a ciertos grupos etarios, horas de ingreso, convenios institucionales y, en ciertas ocasiones, al cobro de servicios asociados a las prestaciones básicas, sin fines comerciales.


Por otra parte, solicitó que se reponga el artículo 71 R, contemplado en la legislación actual en el artículo 45 bis, que consagra la Regla de los Tres Pasos reconocida en los Tratados Internacionales, como en el Convenio de Berna y en el Tratado de la OMPI sobre Derecho de Autor de 1996. Opinó que este artículo debe reponerse tal cual fue propuesto en el Mensaje de S.E. la Presidenta de la República e informó que existe en la legislación comparada una amplia gama de excepciones además del uso justo que entregan a los jueces la posibilidad de admitir nuevas excepciones, siempre y cuando, se respete la Regla de Tres Pasos reconocido en el Convenio de Berna. Finalmente, reparó que las sanciones que establece este proyecto de ley desincentivan cualquier mal uso de este articulado.


El representante de Creative Commons Chile, señor Claudio Ruiz, informó que Creative Commons es un movimiento internacional que pretende destacar la importancia de la decisión de los autores y artistas en la gestión de sus contenidos en Internet. Comentó, enseguida, que desde el año 2003 existen más de 160 millones de obras que han sido licenciadas por sus autores con la cláusula "algunos derechos reservados", lo que implica que han optado por una alternativa que flexibiliza los rígidos parámetros de regulación del derecho de autor actualmente existentes.


Declaró que los medios de distribución siempre han condicionado la regulación de los derechos de autor, de hecho sin ir más lejos, señaló que a partir de la masificación de la imprenta comienza a cobrar sentido la necesidad de regular la forma y el modo en que se distribuyen las reproducciones realizadas. Un siglo más adelante, continuó, dicha regulación alcanza a los autores y a la distribución de las regalías generadas por las reproducciones de sus obras intelectuales.


Hoy, advirtió que nos encontramos en un momento crucial para el derecho de autor, el modelo de producción y la distribución de los bienes culturales, los autores y el público, porque en los últimos años se ha masificado la tecnología y el Internet. Expresó que lo anterior ha llevado a que la discusión sobre el derecho de autor, tanto nacional como internacional, verse sobre los aspectos comerciales que dicha regulación implica para la industria existente, y los resultados están a la vista, principalmente en los acuerdos adoptados en el seno de la Organización Mundial de Comercio y en el Tratado de Libre Comercio, suscrito entre Chile y Estados Unidos, en los cuales se regula el derecho de autor centrando en la preservación de los intereses comerciales corporativos que están en juego.

Afirmó que un adecuado equilibrio normativo debiera garantizar toda regulación, inclusive el derecho de autor, el cual se ha visto peligrosamente vulnerado a partir de ciertas decisiones legislativas, que afectan a los creadores que ven en Internet una plataforma novedosa para difundir sus contenidos.

Desde el punto de vista de los autores, señaló que las nuevas manifestaciones artísticas que utilizan estas tecnologías se pueden ver amenazadas por un modelo normativo que responde a los intereses de los autores del siglo pasado y no al siglo XXI. 

Desde el punto de vista de la industria, arguyó que la situación no es diferente, ya que la tecnología y el Internet han puesto en tensión al mundo de la industria cultural tradicional, por los cambios que han tenido que realizar para poder subsistir. Declaró que el derecho de autor siempre ha estado condicionado con los avances de la técnica.

Advirtió que el mundo y la economía están cambiando radicalmente, y lo que se pretende hacer so pretexto de la protección de los derechos de autor, no es más que la protección de un modelo de negocio se ha explotado en los últimos ochenta años y que se pone en jaque precisamente con la nueva tecnología. Comunicó que un país como el nuestro, que se toma en serio la regulación de los derechos de autor, debe entender que éste debe responder a las necesidades de su época y no necesariamente resguardar intereses corporativos de quienes no se adaptan a la nueva realidad, que supone la  masificación de la tecnología. Dadas estas circunstancias valoró este proyecto de ley toda vez que su espíritu responde a la necesidad que se tiene hoy de adecuar nuestra normativa a estos desafíos. 

En cuanto a las excepciones y limitaciones, señaló que Chile carece de un estándar mínimo de excepciones que permita balancear el interés de los titulares de los derechos de autor con el interés público. En este sentido, valoró el esfuerzo que ha hecho el Gobierno para establecer un número mayor de excepciones en esta ley, porque esta actitud se condice con la necesidad de adecuar nuestra normativa interna al nivel de los estándares de protección de los intereses de los titulares de derechos y del interés público.

Además de lo anterior, destacó la excepción del artículo 71 O referida a los programas computacionales. Explicó que esta norma responde a los estándares normativos que se contemplan en buena parte en las legislaciones de la región y en la de nuestros principales socios comerciales, toda vez que dice relación con usos vinculados a la ingeniería inversa con fines de interoperatividad y con fines de investigación y desarrollo y sostuvo que en caso alguno estas normas tienen como finalidad permitir usos distintos a los que explícitamente se señalan. En caso de no contar con este tipo de normas, señaló que tendríamos la paradoja que sería más económico realizar desarrollo e investigación de software en Estados Unidos que en Chile.

Con respecto al dominio público, precisó que esta norma plantea un sistema robusto de excepciones y de limitaciones, que fortalecen al dominio público, en donde se manifiesta el equilibrio de intereses entre los titulares de derecho y el interés público. En este sentido, estimó que este proyecto de ley ofrece un desarrollo más adecuado que el actualmente existente, en particular en lo referente al cómputo del plazo de protección y al endurecimiento de las sanciones para quienes realicen apropiación de obras de dominio público.

En este ámbito, señaló que falta hacerse cargo de un adecuado tratamiento de las obras creadas por empleados públicos en el ejercicio de sus funciones y de las obras creadas por encargo de un organismo público, ya que se trata de obras financiadas con fondos públicos. Consideró que sería razonable que las obras intelectuales que son desarrolladas por funcionarios públicos en el ejercicio de su cargo se encuentren dentro del dominio público y no en el dominio privado del funcionario. Agregó que la ausencia de un tratamiento de esta índole deja a nuestra legislación con un vacío respecto de la titularidad de las sentencias judiciales y de las leyes mismas, por tal motivo, expuso que es imprescindible hacerse cargo de estos temas, porque fortalecen al patrimonio cultural común.

En materia de sanciones penales, sostuvo que visualiza algunos problemas con el artículo 79 de este proyecto de ley, por cuanto podría contener una serie de irregularidades en relación a los principios generales del derecho penal de proporcionalidad y de lesividad, ya que intenta homologar estas normas a las del delito de hurto contenidas en el artículo 446 y siguientes del Código Penal.
El Presidente de la Asociación de Proveedores de Internet, señor Rodrigo Tabja, en relación al presente proyecto de ley, reparó que de su tenor literal pareciera que establece que los prestadores de servicios de Internet son responsables de las infracciones a los derechos de autor y derechos conexos cometidos por terceros, a través de sus redes o sistemas, si no cumplen con las condiciones previstas por esta norma. En su opinión, esta norma parte de la base que los prestadores de servicios de Internet son responsables, lo que estimó que no es correcto. En consecuencia, solicitó reemplazar el inciso primero, del artículo 85 L por el siguiente:
“En el caso de infracciones a los derechos protegidos por esta ley que hayan sido cometidas por terceros a través de sistemas o redes controladas u operadas por personas naturales o jurídicas que presten algunos de los servicios señalados en los artículos siguientes, los proveedores de tales servicios no tendrán responsabilidad alguna,  en la medida que cumplan con las condiciones previstas por los artículos siguientes, conforme a la naturaleza del servicio prestado. En estos casos, los prestadores de servicios sólo podrán ser objeto de las medidas prejudiciales y judiciales que se refieren en el artículo 85 R.” 
Por otra parte, pidió que se reponga el inciso segundo del artículo 85 M del texto original del Mensaje, que señalaba: 
“Estas limitaciones de responsabilidad operarán aún cuando por aplicación de las normas generales de responsabilidad civil, los prestadores de servicios referidos en los artículos siguientes pudieren eventualmente ser condenados al pago de algún tipo de indemnización por infracción a los derechos de autor y conexos.” 
Con respecto al sistema de notificación, sugirió mantener la notificación judicial que se consagra en el Capítulo III sobre Limitación de Responsabilidad de los prestadores de servicios de Internet por razones de índole constitucional, según lo disponen los artículos 83, inciso tercero y 19 numerales 24° y 25°, ambos de la Constitución Política de la República. Advirtió que cualquier norma que afecte a las garantías constitucionales mediante avisos privados, sería inconstitucional.
Asimismo, señaló que este sistema de notificación guarda concordancia con el texto del Tratado de Libre Comercio suscrito con Estados Unidos, el cual exige que los titulares de los derechos de autor deban acudir ante un juez para que ordene la terminación de una cuenta.  También, indicó que este sistema otorga la debida seguridad jurídica y evita posibles abusos de los titulares de derechos de autor, ya que según la experiencia de Estados Unidos más del 55% de los avisos de bajada de información están motivados por un ánimo de bloqueo de la competencia. Observó que en varias situaciones las bajadas de información carecen de fundamentos reales de protección a los derechos de propiedad intelectual y que sólo el 30% de los avisos de bajada tratan sobre materias que sin duda deben ser conocidas previamente por los tribunales de justicia.

A diferencia de la tradición jurídica de Estados Unidos, señaló que en Chile no existe una tradición de notificación privada. En esta materia, reiteró que se mantenga el artículo 85 S, el cual exige una resolución judicial previa para entregar información al supuesto infractor. 
La Presidenta de la Asociación Gremial de Editores Musicales de Chile (AGEM), señora Carmen Valencia, informó que la asociación que representa fue constituida el 30 de abril de 1993, de conformidad a las normas establecidas en el decreto ley N° 2.757 y sus modificaciones y señaló que se trata de una entidad sin fines de lucro, cuyo objeto es promover la racionalización, desarrollo y protección en Chile de la industria de la edición y explotación comercial de las obras musicales y literario-musicales, así como todas las actividades conexas a ella. Mencionó que AGEM está integrada, entre otras organizaciones,  por: Universal Music Publishing Chile, Sony Music Publishing Chile, Warner Chappell  Music Publishing Chile, EMI Music Publishing Chile, Peer Music Chile y Editorial Duetto.

En cuanto a este proyecto de ley, comentó que tiene por objeto cumplir con las obligaciones adquiridas por Chile en el Tratado de Libre Comercio celebrado con Estados Unidos de Norteamérica, que buscan asegurar el respeto de los derechos de los titulares de las obras intelectuales, aumentando las penas de los delitos asociados a la infracción de dichos derechos, e incluyendo nuevas áreas como la piratería en Internet y la responsabilidad que en ella cabe a las empresas proveedoras de servicios de Internet. Asimismo, comentó que establece una serie de excepciones al derecho de autor para la utilización no autorizada de las obras protegidas por parte de las bibliotecas y los archivos públicos, entre otros. En este contexto, opinó que esta iniciativa legal tiene una enorme relevancia para la industria musical de Chile y particularmente para los Editores Musicales que detentan en Chile derechos de propiedad intelectual sobre las obras musicales.

Explicó que cada uno de sus socios, en forma individual, es titular de derechos de propiedad intelectual, en el territorio de Chile, de vastos catálogos de obras musicales tanto nacionales como extranjeras. Además, por el hecho de haber desarrollado la actividad de la edición musical en Chile por más de dos décadas, sostuvo que los socios de AGEM han creado un importante catálogo de obras de autores nacionales, con en objeto de fomentar el desarrollo y la explotación de éstas tanto en Chile como en el extranjero. 
Comunicó que en su calidad de titulares de derechos de propiedad intelectual, cada uno de sus socios es mandante de la Sociedad Chilena del Derecho de Autor SCD, la cual se encarga de la gestión y recaudación de los derechos que se cobran a los usuarios de las obras musicales, en el ámbito de la ejecución o comunicación pública. A su vez, informó que los socios de AGEM gestionan y administran directamente otros tipos de derechos y formas de utilización de obras musicales, tales como: los derechos de reproducción mecánica, las sincronizaciones audiovisuales, los usos publicitarios y los contenidos digitales para los teléfonos móviles.


Por su parte, el asesor jurídico de Asociación Gremial de Editores Musicales de Chile, señor Rodrigo Velasco, se refirió a la limitación de responsabilidad de las empresas proveedoras de servicios de Internet. Al respecto, sostuvo que en este proyecto de ley el legislador ha optado por regular la actividad y la responsabilidad de los prestadores de servicios de Internet a propósito de la legislación vinculada a los derechos de propiedad intelectual, siendo que es evidente que esta materia puede, también, vincularse a otros campos, como a los delitos económicos; a los delitos relacionados con la pedofilia y a la pornografía infantil.


Declaró que AGEM no rechaza la regulación de la responsabilidades de los prestadores de servicios de Internet. No obstante, precisó que esta normativa debe establecerse por medio de una ley especial, comprensiva de todas las actividades que conciernen a los prestadores de servicios de Internet y no en el marco de una ley general como ésta. 

Por otra parte, indicó que el Tratado de Libre Comercio suscrito con Estados Unidos consagra el principio de la cooperación entre los prestadores de servicios de Internet y los titulares de derechos de autor, de manera que los primeros estén en condiciones de limitar su responsabilidad por las infracciones que tengan lugar en las redes digitales que proveen y administran. Sin embargo, estimó que este proyecto de ley no incentiva esta cooperación, ya que establece la necesidad de los titulares de recurrir al órgano jurisdiccional, a objeto de notificar a los prestadores de servicios de Internet para la remoción de los contenidos infractores de Internet. Advirtió que de acuerdo a la vasta experiencia de AGEM en el ámbito de esta industria, se requiere del establecimiento de un procedimiento simple y rápido que permita a los titulares obtener que se impida el acceso a los contenidos infractores. 

Comunicó que hasta hoy la única fuente jurídica para hacer valer la responsabilidad de los prestadores de servicios de Internet es la jurisprudencial, y citó un fallo de la Corte Suprema de Justicia, el cual estableció que “la responsabilidad extracontractual recae directamente en el proveedor del contenido, que es en definitiva el responsable de la inclusión de los mensajes que pueden lesionar moral o patrimonialmente a una persona, como ocurría en este caso. No obstante, dicha responsabilidad se hace también extensiva a los proveedores de acceso y a los proveedores de sitios, cuando éstos no hayan tomado las providencias mínimas necesarias para permitir identificar a los usuarios, como también cuando, a sabiendas de la actividad ilícita o habiendo podido saber de ella, no retiren los datos o no hagan imposible el acceso a ellos”. En consecuencia, opinó que carece de toda lógica que un proyecto de ley establezca requisitos mayores a los que en la práctica deben cumplir hoy los titulares de derechos intelectuales infringidos en Internet.


Valoró que en la Cámara de Diputados se haya eliminado el inciso 2º del artículo 85 M (actual 85 L) que eximía de toda responsabilidad a los prestadores de servicios de Internet, siendo que se trata de casos en que la responsabilidad civil es aplicable, conforme a las normas de carácter general sobre responsabilidad civil extracontractual. 

En esta materia, recomendó modificar el artículo 85 T de manera de hacer más efectivamente la colaboración entre los prestadores de servicios de Internet y los titulares de derechos de autor, estableciéndose un mecanismo simple y eficiente de notificación y remoción de los contenidos infractores, como el que existe actualmente en la legislación de Estados Unidos. Declaró que la judicialización de las notificaciones y requerimientos para el retiro del contenido infractor por parte de los prestadores de servicios de Internet afecta al ejercicio de los derechos de los titulares de las obras musicales, empeorando el estatus jurídico actual de las mismas.

En este mismo sentido, solicitó que se aclare el lenguaje utilizado por el legislador en el artículo 85 N relativo al almacenamiento temporal de los datos y señaló que esta norma debe acotarse, a objeto de evitar que sea usada para almacenar copias efímeras, que no se pongan a disposición del público. Explicó que la idea es impedir que dichas copias sean almacenadas por más tiempo que el necesario para efectuar una transmisión.

Enseguida, estimó que la definición de prestador de servicio de Internet que consagra el artículo primero, inciso primero, numeral 1) letra b) de este proyecto de ley no es adecuada, porque desconoce que cualquier persona o entidad y no sólo una empresa pueden tener el carácter de prestador de servicios de Internet.

Por otra parte, comentó que este proyecto de ley tiene por finalidad revisar los tipos penales y sanciones establecidos en la Ley de Propiedad Intelectual, de manera que sean aplicables de manera eficiente al entorno digital, puesto que es evidente el enorme daño que se produce por el uso ilegítimo de Internet en el ámbito de la piratería de las obras musicales. 


Sin embargo, observó que el artículo 79 condiciona la aplicación de las penas de privación de libertad a un determinado monto de perjuicios, lo que consideró que dificultará el ejercicio de esta acción penal, ya que los titulares deberán acreditar un perjuicio para efectos de definir el tipo penal que se debe aplicar. Asimismo, reparó que se limita el delito de la piratería establecido en el artículo 81 a los soportes físicos, por lo que recomendó incluir una disposición que lo haga aplicable a todos los actos de piratería o puesta a disposición masiva de las obras del dominio privado de Internet.


También, sugirió reponer el artículo 85 G del texto proyecto de ley original, porque constituye una herramienta útil para la investigación de las organizaciones ilícitas asociadas a la piratería de las obras, como lo consagra el legislador a propósito de la ley N° 20.000 que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y de sustancias psicotrópicas.


Enseguida, se refirió a la sustitución de los términos “ánimo de lucro” por “interés comercial”. Opinó que si bien la primera expresión constituye hoy una dificultad para los titulares de los derechos de autor para ejercer sus acciones, la segunda amplía aún más la incertidumbre que implica tanto la ampliación de las excepciones o la exoneración penal de quienes infringen los derechos de propiedad intelectual, sin que exista venta de productos o prestación de servicios remunerados, como es común en la puesta a disposición masiva de las obras musicales en Internet.


Por otra parte, comunicó que, como titulares de derechos intelectuales sobre obras musicales, las editoriales asociadas a AGEM manifiestan su preocupación por las normas de este proyecto de ley que modifican la gestión colectiva de los derechos de comunicación pública. En efecto, señaló que la modificación que se propone al artículo 100 afecta a los titulares de derechos sobre obras musicales y a las entidades de gestión que administran sus derechos y sugirió que se mantenga el estatuto actual sobre la gestión colectiva de los derechos de autor y que no se considere la propuesta de establecer procedimientos forzosos para la fijación de tarifas cuando exista discrepancia entre el usuario y el titular del derecho afectado. 


Sin perjuicio de lo anterior, recomendó establecer una presunción de uso de repertorio a favor de las entidades de gestión, para facilitar la administración de los derechos de autor sobre las obras musicales. La exigencia actual de acreditar el carácter privado de una obra, prosiguió, facilita la acción de los infractores que dilatan los procedimientos judiciales o evaden las acciones judiciales, al pedir que las entidades de gestión acrediten que se está usando un repertorio protegido. Asimismo, solicitó fortalecer los mecanismos de control público de los recintos y eventos que se realizan actos de ejecución pública de las obras. 


En materia de excepciones y de limitaciones al derecho de autor, expuso que le preocupa la extensión y la falta de claridad  de las excepciones y limitaciones al derecho de autor que introduce este proyecto de ley. Sugirió delimitar el ámbito de aplicación de los artículos 71 B (relativo al derecho a cita), 71 C (excepción de los discapacitados), 71 E (sobre establecimientos públicos), 71 F (sobre reproducción de obras en espacios públicos) y 71 Ñ (sobre ejecuciones públicas libres y gratuitas). La idea, continuó, es evitar que se afecten injustificadamente los derechos de los titulares de las obras musicales y se abran nuevos flancos de interpretación, que permitan permanecer en la impunidad a quienes lucran con la piratería o se niegan a remunerar debidamente a los autores. En este mismo orden de ideas, planteó que, también, se incluyan excepciones que contemplen el derecho de los titulares para cobrar una remuneración por el uso de las obras.

Finalmente, se consigna una síntesis de los principales aspectos modificatorios que este proyecto propone a la ley de propiedad intelectual, contenido en un estudio realizado por la asesoría de la Biblioteca del Congreso Nacional:


El proyecto de ley que modifica la ley de Propiedad Intelectual N° 17.336 se estructura sobre la base de tres pilares modificatorios: a) El establecimiento de un adecuado marco de excepciones y limitaciones al derecho de autor y derechos conexos; b) El establecimiento de medidas efectivas que garanticen un adecuado nivel de protección; y c) La regulación de la responsabilidad de los prestadores de servicios de Internet 




Adicionalmente, la iniciativa considera otras modificaciones a la ley N° 17.336 de las cuales destacan: el nuevo procedimiento para la fijación de tarifas de las sociedades de gestión colectiva y la modificación al plazo de protección de los derechos de autor.





A continuación se enuncian los principales propuestas contenidas en el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados que modifican aspectos vigentes de la ley N° 17.336:


I. Duración de los Derechos de Autor


Texto vigente:

Actualmente el artículo 10 de la Ley 17.336 extiende la protección de los derechos de autor por toda la vida del autor y hasta 70 años más desde su fallecimiento. Si existiere cónyuge o hijas solteras o viudas o cuyo cónyuge se encuentre afectado por una imposibilidad definitiva para todo género de trabajo, el plazo de protección se extenderá hasta la fecha de fallecimiento del último de los sobrevivientes.


Proyecto:

El Mensaje del Ejecutivo modificaba esta disposición eliminando la extensión de la protección a favor de las hijas solteras o viudas o cuyos cónyuges se encuentren afectados por una imposibilidad definitiva para todo género de trabajo, y manteniendo este beneficio de extensión sólo a favor del cónyuge sobreviviente.


Sin embargo, durante la discusión del Proyecto en las Comisiones Unidas de Economía y Cultura y de las Artes, la modificación propuesta fue objeto de una indicación –aprobada- destinada a excluir del beneficio de extensión también al cónyuge sobreviviente. Lo anterior, basado en el hecho de que esta especial protección se justificaba cuando el plazo ordinario de protección se extendía a 30 años, por lo que actualmente –con una protección que se extiende por 70 años más- la prórroga a favor del cónyuge no se justifica, pues sería un caso extraño de verificar el hecho de la sobrevivencia de un cónyuge transcurrido 70 años la muerte del autor. 

II. Limitaciones y Excepciones al Derecho de Autor

Texto vigente:

El actual texto de la Ley 17.336 en sus artículos 38 y siguientes reconoce diversas excepciones y limitaciones a los derechos de autor, que implican la posibilidad de utilizar las obras, en las condiciones que para cada caso se indica, sin tener que remunerar al autor, ni obtener su autorización. 


Proyecto:

El mensaje del ejecutivo deroga los actuales Párrafo III y IV que contienen las excepciones vigentes e incorpora un nuevo Título III destinado a regular esta materia. 


La modificación a este respecto importa, por una parte el reconocimiento, actualización y sistematización de excepciones vigentes y, por otra, la inclusión de nuevas excepciones y limitaciones. De las primeras, destaca aquella modificación que limita el derecho de cita a determinados fines legítimos. Del segundo grupo destacan la incorporación de excepciones destinadas a beneficiar a bibliotecas y museos como también aquella cuyo objetivo es beneficiar a discapacitados visuales, auditivos y de otra clase que no tienen acceso a obras sino por formato especiales.


El mensaje del Ejecutivo contenía una última disposición relativa a excepciones y limitaciones (71 R), conforme al cual se pretendía se admitieran otras excepciones no contenidas en dicho apartado, siempre que se cumpliera con tres requisitos preestablecidos (regla de los tres pasos), disposición que no fue aprobada en la Sala de la Cámara de Diputados.

III. Delitos contra la Propiedad Intelectual:

Texto vigente:


Actualmente la ley establece un catálogo de contravenciones que sancionan, principalmente, la utilización de obras de dominio ajeno sin autorización de los titulares; la falsificación de obras protegidas; y la piratería. Las sanciones para las infracciones descritas son de presidio menor en su grado mínimo y multa de 5 a 50 UTM. Para el caso de piratería, la Ley establece una pena de presidio o reclusión menores en su grado mínimo, aumentándose en un grado en caso de reincidencia. 


Proyecto: 

El proyecto de ley aprobado por la Cámara de Diputados reemplaza el Capítulo II de Título III que contempla la normativa sobre acciones y procedimiento  por un nuevo Capítulo II denominado “De las Infracciones a las Disposiciones de esta Ley”.


Los principales cambios propuestos en el proyecto dicen relación con el establecimiento de un sistema de graduación de penas de multa según el perjuicio efectivamente causado. Además, la iniciativa crea nuevos tipos que sancionan atentados a obras del dominio público. 


Las penas corporales no sufren modificaciones salvo aquella asignada al delito de piratería, cuya pena máxima se aumenta en dos grados. En esta materia, el proyecto original hacía aplicable a este tipo penal la figura de la asociación ilícita. Sin embargo, esta disposición fue rechazada por la Cámara de Diputados. 


Por último, destaca de las modificaciones propuestas en esta materia, el establecimiento de un catálogo de medidas precautorias especiales para el caso de infracción de la normativa sobre derechos de autor y conexos. 

IV. Nuevo procedimiento de fijación de tarifas de las sociedades de gestión colectiva

Texto vigente:

De conformidad con el actual artículo 100 de la Ley 17.336, las tarifas son fijadas unilateralmente por las entidades de gestión. Ello, sin perjuicio de la facultad de estas entidades de celebrar con asociaciones de usuarios, contratos que contemplen tarifas especiales, los cuales son aplicables a los afiliados de dichas organizaciones, pudiendo acogerse a estas tarifas especiales cualquier usuario que así lo solicite. 


Proyecto:


La modificación al citado artículo 100 radica en el establecimiento de una nueva fórmula para la fijación de tarifas de las sociedades de gestión colectiva que se basa en dos principios. A saber: a) la fijación de tarifas debe hacerse de acuerdo al uso efectivo de las obras; y b) deben originarse del acuerdo entre las partes interesadas o en su defecto mediante arbitraje.


Adicionalmente el proyecto de ley plantea la eliminación de las tarifas especiales que permite la ley, sustituyéndolas por tarifas generales (diferenciadas según categoría de usuarios y planes tarifarios alternativos disponibles por categoría de usuario). Finalmente incorpora la obligación de someter las tarifas a arbitraje, en caso de no lograrse acuerdo entre las partes. 


- Sometida a votación la idea de legislar en la materia fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes en la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Núñez y Ruiz-Esquide.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología os propone aprobar en general: 

PROYECTO DE LEY:
“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 17.336:
1) Modifícase el artículo 5° de la siguiente forma:
a) Insértase en el literal u) del artículo 5º la frase “permanente o provisional” entre los vocablos “fijación” y “de” y reemplázase la letra “y”, por la letra “o”.
b) Agrégase el siguiente literal y):
“y) Prestador de Servicio significa, para los efectos de lo dispuesto en el Capitulo III del Titulo III de esta ley, una empresa proveedora de transmisión, enrutamiento o conexiones para comunicaciones digitales en línea, sin modificación de su contenido, entre puntos especificados por el usuario del material que selecciona, o una empresa proveedora u operadora de instalaciones de servicios en línea o de acceso a redes.”.
2) Sustitúyese el inciso tercero del artículo 8º, por el siguiente:
“Respecto de los programas computacionales producidos por encargo de un tercero, se reputarán cedidos a éste los derechos de su autor, salvo estipulación escrita en contrario.”.
3) Reemplázanse los actuales incisos primero y segundo del artículo 10, por el siguiente:
“La protección otorgada por esta ley dura por toda la vida del autor y se extiende hasta por 70 años más, contados desde la fecha de su fallecimiento.”.
4) Deróganse los actuales Párrafo III (artículos 38 a 45 bis) y IV (artículos 46 a 47) del Capítulo V del Título I.
5) Agrégase el siguiente inciso tercero en el artículo 65:
“Cuando sea necesaria la autorización del autor de una obra incorporada a un fonograma y la autorización del artista, intérprete o ejecutante y del productor del fonograma, éstas deberán concurrir sin que unas excluyan a las otras.”.
6) Intercálase, como nuevo Título III, el siguiente, pasando el actual Título III a ser Título IV:

“Título III

Limitaciones y excepciones al Derecho de Autor y a los Derechos Conexos

Artículo 71 A. Cuando sea procedente, las limitaciones y excepciones establecidas en este Título se aplicarán tanto a los derechos de autor como a los derechos conexos.

Artículo 71 B. Es lícita la inclusión en una obra, sin remunerar ni obtener autorización del titular, de fragmentos de obra protegida, que haya sido lícitamente divulgadas, y su inclusión se realice a título de cita o con fines de crítica, ilustración, enseñanza e investigación, siempre que se mencione su fuente, título y autor.

Artículo 71 C. Es lícita, sin remunerar ni obtener autorización del titular, la reproducción, adaptación, distribución, comunicación al público y puesta a disposición, que se realice sin interés comercial, de una obra lícitamente publicada a fin de garantizar el acceso por parte de discapacitados visuales, auditivos o de otra clase que, sin formatos especiales, no podrían acceder a la obra.

Los ejemplares o copias obtenidas en ejercicio de esta facultad tendrán por única finalidad su utilización por personas discapacitadas, no pudiendo ser cedidas ni distribuidas a terceros con fines comerciales. En estos ejemplares se señalará expresamente la circunstancia de ser realizados bajo la excepción de este articulo e indicando la restricción de su distribución y puesta a disposición a personas que tengan la respectiva discapacidad. 

Artículo 71 D. Las lecciones dictadas en instituciones de educación superior, colegios y escuelas, podrán ser anotadas o recogidas en cualquier forma por aquellos a quienes van dirigidas, pero no podrán ser publicadas, total o parcialmente, sin autorización de sus autores.
En el caso de las conferencias y discursos, éstos podrán ser publicados con fines de información, pero no en colección separada, completa o parcial, sin autorización del autor. 

Artículo 71 E. En los establecimientos comerciales en que se expongan y vendan instrumentos musicales, aparatos de radio o televisión o cualquier equipo que permita la reproducción de obras, éstas podrán utilizarse libremente y sin pago de remuneración, con el exclusivo objeto de efectuar demostraciones a la clientela, siempre que éstas se realicen dentro del propio local o de la sección del establecimiento destinada a este objeto y en condiciones que eviten su difusión al exterior.

Artículo 71 F. La reproducción de obras de arquitectura por medio de la fotografía, el cine, la televisión y cualquier otro procedimiento análogo, así como la publicación de las correspondientes fotografías en diarios, revistas y textos escolares, es libre y no está sujeta a remuneración.

Asimismo, la reproducción mediante la fotografía, el dibujo o cualquier otro procedimiento, de monumentos, estatuas y, en general, las obras artísticas que adornan plazas, avenidas y lugares públicos, es libre y no está sujeta a remuneración, siendo lícita la publicación y venta de las reproducciones.

Artículo 71 G. En las obras de arquitectura, el autor no podrá impedir la introducción de modificaciones que el propietario decida realizar, pero podrá oponerse a la mención de su nombre como autor del proyecto.

Artículo 71 H. No serán aplicables a las películas y fotografías publicitarias o propagandísticas las reglas que establece el artículo 30.

Asimismo, lo dispuesto en el artículo 37 bis no será aplicable a los programas computacionales, cuando éstos no sean el objeto esencial del arrendamiento.

Artículo 71 I. Las bibliotecas y archivos que no tengan fines de lucro podrán, sin que se requiera remunerar al titular ni obtener su autorización, reproducir una obra, en los siguientes casos:

a) Cuando el ejemplar se encuentre en su colección permanente y ello sea necesario a los efectos de preservar dicho ejemplar y/o sustituirlo en caso de pérdida o deterioro, hasta un máximo de 3 copias simultáneas. 

b) Para sustituir un ejemplar de otra biblioteca o archivo que se haya extraviado, destruido o inutilizado y no esté disponible la obra en el mercado.

c) Para incorporar un ejemplar a su colección cuando éste no se encuentre disponible en el mercado en los últimos 5 años.

Artículo 71 J. Las bibliotecas y archivos abiertos al público y que no tengan fines de lucro podrán, sin que se requiera remunerar al titular ni obtener su autorización, efectuar copias de fragmentos de obras que se encuentren en sus colecciones, a solicitud de un usuario de la biblioteca o archivo exclusivamente para su uso personal.

Artículo 71 K. Las bibliotecas y archivos abiertos al público y que no tengan fines de lucro podrán, sin que se requiera remunerar al titular ni obtener su autorización, efectuar la reproducción, comunicación o puesta a disposición por medios digitales de obras de su colección para ser consultadas simultáneamente hasta por un número razonable de usuarios en los términos que señale el reglamento, sólo en terminales de uso local de la respectiva institución.

Artículo 71 L. Las bibliotecas y archivos abiertos al público y que no tengan fines de lucro podrán, sin que se requiera remunerar al titular ni obtener su autorización, efectuar la traducción de obras originalmente escritas en idioma extranjero y legítimamente adquiridas, cuando al cumplirse un plazo de tres años contados desde la primera publicación, o de un año en caso de publicaciones periódicas, en Chile no haya sido publicadas su traducción al castellano por el titular del derecho.
La traducción deberá ser realizada a solicitud de un usuario y exclusivamente para uso personal, o para investigación o estudio por parte de los usuarios de dichas bibliotecas o archivos. 

Artículo 71 M. Las bibliotecas de instituciones educacionales o que sirvan a dichas instituciones, podrán, sin autorización ni pago de remuneración, reproducir, comunicar y/o poner a disposición por cualquier medio las reproducciones de obras cortas, artículos de publicaciones periódicas y partes razonables de obras extensas, para uso exclusivo de los alumnos, investigadores y docentes de dichas instituciones, conforme lo solicite el docente encargado de los respectivos cursos, siempre que dicha utilización de la obra se efectúe sin interés comercial y cumpliendo los demás requisitos que determine el reglamento.

Artículo 71 N. Será lícita, sin la autorización del titular de los derechos de autor y conexos ni remuneración, la inclusión en una obra para fines educacionales, en el marco de la educación formal o autorizada por el Ministerio de Educación, de obras cortas, como poemas, artículos, ensayos o cuentos cortos. Deberá mencionarse en cada caso la fuente, el título y autor de la obra incluida.
Al amparo de esta excepción no se incluirán más de dos obras del mismo autor, y dicha obra no representará más del 7% del contenido de la nueva obra educacional.
En los casos en que la obra educacional sea total o parcialmente distribuida comercialmente al público, el editor deberá pagar a los titulares de derechos de las materias sujetas a derechos de autor o conexos utilizadas, una remuneración equitativa por dicha utilización en los ejemplares que sean distribuidos comercialmente al público.

Dicha remuneración también se devengará en los casos que se exceda el uso permitido en los incisos primero y segundo de este artículo. 

A falta de acuerdo por las partes, dicha remuneración será fijada por el tribunal civil del domicilio del solicitante, en procedimiento breve y sumario, quien fallará conforme a la equidad.
Lo dispuesto en los incisos anteriores, es sin perjuicio de lo señalado en el artículo 71 B. 

Artículo 71 Ñ. No se considera comunicación ni ejecución pública de la obra, inclusive tratándose de fonogramas, su utilización dentro del núcleo familiar, en establecimientos educacionales, de beneficencia, bibliotecas, archivos y museos, siempre que esta utilización se efectúe sin interés comercial. En estos casos no se requerirá remunerar al autor, ni obtener su autorización.

Artículo 71 O. Las siguientes actividades relativas a programas computacionales están permitidas, sin que se requiera remunerar al titular ni obtener su autorización:

a) La adaptación o copia de un programa computacional efectuada por su tenedor o autorizada por su legítimo dueño, siempre que la adaptación o copia sea esencial para su uso, o para fines de archivo o respaldo y no se utilice para otros fines.

Las adaptaciones obtenidas en la forma señalada no podrán ser transferidas bajo ningún título, sin que medie autorización previa del titular del derecho de autor respectivo; igualmente, las copias obtenidas en la forma indicada no podrán ser transferidas bajo ningún título, salvo que lo sean conjuntamente con el programa computacional que les sirvió de matriz.

b) Las actividades de ingeniería inversa sobre una copia obtenida legalmente de un programa computacional que se realicen con el único propósito de lograr la compatibilidad operativa entre programas computacionales o para fines de investigación y desarrollo.

c) Las actividades que se realicen sobre una copia obtenida legalmente de un programa computacional, con el único propósito de probar, investigar o corregir su funcionamiento o la seguridad del mismo u otros programas, de la red o del computador sobre el que se aplica.

Artículo 71 P. Es lícita la reproducción provisional de una obra, incluido su almacenamiento provisional en forma electrónica, sin que se requiera remunerar al titular ni obtener su autorización. Esta reproducción provisional deberá ser transitoria o accesoria, no tener una significación económica independiente, formar parte integrante y esencial de un proceso tecnológico, y tener como única finalidad permitir una transmisión lícita en una red o permitir un uso lícito de una obra protegida.”.

7) Agrégase el siguiente artículo 72bis:

“Artículo 72 Bis.- El titular de un derecho patrimonial de autor podrá utilizar el símbolo © anteponiéndolo al año de la primera publicación y a su nombre.
Tratándose de fonogramas, las copias de éstos o en sus envolturas, podrán presentar un símbolo (p) antepuesto al año de la primera publicación y al nombre del productor.

Salvo prueba en contrario, las personas naturales o jurídicas cuyo nombre aparezca indicado de la manera señalada en los incisos anteriores, se presumirán como titulares de los derechos respectivos.”.

8) Reemplázase el actual capítulo II del Título III, que pasó a ser Título IV, por el siguiente:

“Capítulo II

De las acciones y procedimientos

Párrafo 1°.

De las infracciones a las disposiciones de esta ley

Artículo 78. Las infracciones a esta ley y su reglamento no contempladas expresamente en los artículos 79 y siguientes, serán sancionadas con multa de 5 a 50 unidades tributarias mensuales.

Párrafo 2°

De los delitos contra la propiedad intelectual

Artículo 79. Comete delito contra la propiedad intelectual:

a) El que, sin estar expresamente facultado para ello, utilice obras de dominio ajeno protegidas por esta ley, inéditas o publicadas, en cualquiera de las formas o por cualquiera de los medios establecidos en el artículo 18.

b) El que, sin estar expresamente facultado para ello, utilice las interpretaciones, producciones y emisiones protegidas de los titulares de los derechos conexos, con cualquiera de los fines o por cualquiera de los medios establecidos en el Título II.

c) El que falsificare o adulterare una planilla de ejecución.

d) El que falseare datos en las rendiciones de cuentas a que se refiere el artículo 50. 

e) El que, careciendo de autorización del titular de los derechos o de la ley, cobrare derechos u otorgase licencias respecto de obras o de interpretaciones o ejecuciones o fonogramas que se encontraren protegidos.

Las conductas señaladas serán sancionadas de la siguiente forma:

1. Cuando el monto del perjuicio causado sea inferior a las 4 unidades tributarias mensuales, la pena será de prisión en cualquiera de sus grados o multa de 5 a 100 unidades tributarias mensuales.

2. Cuando el monto del perjuicio causado sea igual o superior a 4 unidades tributarias mensuales y sea inferior a 40 unidades tributarias mensuales, la pena será de reclusión menor en su grado mínimo y multa de 20 a 500 unidades tributarias mensuales.

3. Cuando el monto del perjuicio sea igual o superior a 40 unidades tributarias mensuales, la pena será de reclusión menor en su grado mínimo y multa de 50 a 1.000 unidades tributarias mensuales.

Artículo 79 bis.- El que falsifique obra protegida por esta ley, o el que la edite, reproduzca o distribuya ostentando falsamente el nombre del editor autorizado, suprimiendo o cambiando el nombre del autor o el título de la obra, o alterando maliciosamente su texto, serán sancionados con las penas de reclusión menor en su grado mínimo y multa de 10 a 1.000 unidades tributarias mensuales.

Artículo 80. Comete delito contra la propiedad intelectual y será sancionado con pena de multa de 25 a 500 unidades tributarias mensuales:

a) El que, a sabiendas, reproduzca, distribuya, ponga a disposición o comunique al público una obra perteneciente al dominio público o al patrimonio cultural común bajo un nombre que no sea el del verdadero autor.

b) El que se atribuyere o reclamare derechos patrimoniales sobre obras de dominio público o del patrimonio cultural común.

c) El que obligado al pago en retribución por la ejecución o comunicación al público de obras protegidas, omitiere la confección de las planillas de ejecución correspondientes.

Artículo 81. Comete delito contra la propiedad intelectual y será sancionado con pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de 50 a 800 unidades tributarias mensuales, el que tenga para comercializar, comercialice o alquile directamente al público copias de obras, de interpretaciones o de fonogramas, cualquiera sea su soporte, reproducidos en contravención a las disposiciones de esta ley.

El que con ánimo de lucro fabrique, importe, interne al país, tenga o adquiera para su distribución comercial las copias a que se refiere el inciso anterior, será sancionado con las penas de reclusión menor en su grado medio a máximo y multa de 100 a 1.000 unidades tributarias mensuales.

Artículo 82. En caso de reincidencia de los delitos previstos en esta ley, se aplicarán las penas máximas contempladas para cada uno de ellos. En estos casos, la multa no podrá ser inferior al doble de la anterior, y su monto máximo podrá llegar a 2.000 unidades tributarias mensuales.

Artículo 83. Los que se asociaren u organizaren con el objeto de cometer los delitos contemplados en el artículo 81, serán sancionados en conformidad a los artículos 293 y siguientes del Código Penal.

En el caso del artículo 293 del Código Penal, se aplicará además una multa de 100 a 1.000 unidades tributarias mensuales; y de 50 a 500 unidades tributarias mensuales en el caso del artículo 294 del Código Penal.

Artículo 84. Incurrirá en responsabilidad civil el que, sin autorización del titular de los derechos o de la ley y, sabiendo o debiendo saber que inducirá, permitirá, facilitará u ocultará una infracción de cualquiera de los derechos de autor o derechos conexos, realice alguna de las siguientes conductas:

a) Suprima o altere cualquier información sobre la gestión de derechos, o

b) Distribuya, importe para su distribución, emita, comunique o ponga a disposición del público copias de obras o fonogramas, sabiendo que la información sobre la gestión de derechos ha sido suprimida o alterada sin autorización.

El que realice alguna de las conductas descritas en los literales precedentes, será sancionado con pena de multa de 25 a 150 unidades tributarias mensuales.

Artículo 85. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo precedente, se entenderá que es información sobre la gestión de derechos:

a) La información que identifica a la obra, a la interpretación o ejecución o al fonograma; al autor de la obra, al artista intérprete o ejecutante, o al productor del fonograma; o al titular de cualquier derecho sobre la obra, interpretación o ejecución o fonograma;

b) La información sobre los términos y condiciones de utilización de las obras, interpretación o ejecución o fonograma, y

c) Todo número o código que represente tal información, cuando cualquiera de estos elementos estén adjuntos a un ejemplar de una obra, interpretación o ejecución o fonograma o figuren en relación con la comunicación o puesta a disposición del público de una obra, interpretación o ejecución o fonograma.

Artículo 85 A. El monto de los perjuicios que se refieren en este Título se determinará en base al valor legítimo de venta al detalle de los objetos protegidos.
Cuando se trate de objetos protegidos que no tengan valor de venta legítimo, el juez deberá prudencialmente determinar el monto de los perjuicios para efectos de aplicar la pena.

Párrafo 3°

De las normas aplicables al procedimiento civil y penal

Artículo 85 B. El titular de los derechos reconocidos en esta ley tendrá, sin perjuicio de las otras acciones que le correspondan, acciones para pedir:

a) El cese de la actividad ilícita del infractor;

b) La indemnización de los daños y perjuicios patrimoniales y morales causados, y 

c) La publicación de la parte resolutiva de la sentencia, a costa del demandado, mediante anuncio en un diario a elección del demandante.

Artículo 85 C. El tribunal, a solicitud del perjudicado, ordenará que los ejemplares que hubieren sido producto de alguna infracción o delito contenido en esta ley sean destruidos o apartados del comercio.

Estos ejemplares sólo podrán ser destinados a beneficencia por el tribunal cuando cuente con autorización del titular de los derechos. En este caso, el tribunal podrá decretar las medidas necesarias para garantizar que no reingresen al comercio, ordenando el marcado de los ejemplares y decretando la prohibición de enajenarlos por parte del beneficiario.

Artículo 85 D. El tribunal podrá ordenar, en cualquier estado del juicio, las siguientes medidas precautorias:

a) La suspensión inmediata de la venta, circulación, exhibición, ejecución, representación o cualquier otra forma de explotación presuntamente infractora; 

b) La prohibición de celebrar actos y contratos sobre bienes determinados, incluyendo la prohibición de publicitar o promover los productos o servicios motivo de la presunta infracción;

c) La retención de los ejemplares presuntamente ilícitos; 

d) La retención o secuestro de los materiales, maquinarias e implementos que hayan sido destinados a la producción de ejemplares presuntamente ilícitos, o de la actividad presuntamente infractora, cuando ello sea necesario para prevenir futuras infracciones;

e) La remoción o retiro de los aparatos que hayan sido utilizados en la comunicación pública no autorizada, a menos que el presunto infractor garantice que no reanudará la actividad infractora;

f) El nombramiento de uno o más interventores, y

g) La incautación del producto de la recitación, representación, reproducción o ejecución, hasta el monto correspondiente a los derechos de autor que establezca prudencialmente el tribunal.

En lo no regulado por el inciso precedente, la dictación de estas medidas se regirá por las normas generales contenidas en el Título V del Libro II del Código de Procedimiento Civil.

Las medidas establecidas en este artículo podrán solicitarse, sin perjuicio de las medidas prejudiciales de los Títulos IV y V del Libro II del Código de Procedimiento Civil, como medidas prejudiciales, siempre que se acompañen antecedentes que permitan acreditar razonablemente la existencia del derecho que se reclama, el riesgo de una inminente infracción y se rinda caución suficiente, de conformidad con lo establecido en el artículo 279 del Código de Procedimiento Civil. 

Artículo 85 E. El perjudicado podrá optar, para efectos del cálculo de la indemnización de los daños y perjuicios causados a sus derechos patrimoniales, entre la remuneración que el infractor hubiera debido pagar al titular del derecho por el otorgamiento de una licencia o las utilidades que el titular hubiera dejado de percibir como consecuencia de la infracción.

El tribunal, además, podrá condenar al infractor a pagar las ganancias que haya obtenido, que sean atribuibles a la infracción y que no hayan sido consideradas al calcular los perjuicios.

Al determinar el perjuicio, el tribunal considerará, entre otros factores, el valor legítimo de venta al detalle de los bienes infringidos.

Para efectos de determinación del daño moral, el tribunal considerará las circunstancias de la infracción, la gravedad de la lesión y el grado objetivo de difusión ilícita de la obra.

Artículo 85 F. Al hacer efectiva la indemnización de perjuicios, el tribunal podrá ordenar, a petición de parte y sin perjuicio de los derechos que puedan hacer valer terceros, la incautación y entrega al titular del derecho del producto de la recitación, representación, reproducción, ejecución o cualquier otra forma de explotación ilícita.

Artículo 85 G. Existirá acción pública para denunciar los delitos sancionados en esta ley. 

Artículo 85 H. Se presume, salvo prueba en contrario, que el derecho de autor y los derechos conexos subsisten sobre una obra o fonograma, cuya fecha de su primera publicación sea inferior a setenta años.

Sin embargo, no será aplicable lo dispuesto en el inciso anterior respecto de aquellas obras y materias afines que hayan pasado al dominio público por expiración del plazo de protección de acuerdo a esta ley o a leyes anteriores.

Párrafo 4°

De las normas especiales aplicables al procedimiento civil

Artículo 85 I. En los procedimientos civiles, el tribunal podrá ordenar a él o los presuntos infractores a esta ley, la entrega de toda información que posean respecto a las demás personas involucradas en la infracción, así como todos los antecedentes relativos a los canales de producción y distribución de los ejemplares infractores. El tribunal podrá aplicar multas de 1 a 20 unidades tributarias mensuales a aquellos que se nieguen a entregar dicha información.

Artículo 85 J. El juez de letras en lo civil que, de acuerdo a las reglas generales conozca de los juicios a que dé lugar la presente ley, lo hará breve y sumariamente.

Artículo 85 K. El titular de un derecho podrá solicitar, una vez acreditada judicialmente la respectiva infracción, que las indemnizaciones de los daños y perjuicios patrimoniales y morales causados sean sustituidas por una suma única compensatoria que será determinada por el tribunal en relación a la gravedad de la infracción, no pudiendo ser mayor a 2.000 unidades tributarias mensuales por infracción.”.

9) Agrégase en el actual Título III, que pasó a ser Título IV, el siguiente Capítulo III nuevo, pasando el actual Capítulo III a ser Capítulo IV.

“Capítulo III

Limitación de responsabilidad de los prestadores de servicios de Internet

Artículo 85 L. En el caso de infracciones a los derechos protegidos por esta ley que ocurran a través de sistemas o redes controladas u operadas por personas naturales o jurídicas que presten algunos de los servicios señalados en los artículos siguientes, los proveedores de tales servicios no serán obligados a indemnizar el daño, en la medida que cumplan con las condiciones previstas por los artículos siguientes para limitar su responsabilidad, conforme a la naturaleza del servicio prestado. En estos casos, los prestadores de servicios sólo podrán ser objeto de las medidas prejudiciales y judiciales que se refieren en el artículo 85 R.

Ninguna disposición de este Capítulo podrá ser interpretada como constitutiva de responsabilidad de los prestadores de servicios a que se refieren los artículos siguientes por infracciones a los derechos de autor y conexos cometidas por terceros a través de sus sistemas o redes.

Artículo 85 M. Los prestadores de servicios de transmisión de datos, enrutamiento o suministro de conexiones no serán considerados responsables de los datos transmitidos a condición que el prestador:

a) No modifique ni seleccione el contenido de la transmisión. Para estos efectos no se considerará modificación del contenido, la manipulación tecnológica del material necesaria para facilitar la transmisión a través de la red, como la división de paquetes;

b) No inicie el mismo la transmisión, y

c) No seleccione a los destinatarios de la información.

Esta limitación de responsabilidad comprende el almacenamiento automático o copia automática, provisional y temporal de los datos transmitidos, técnicamente necesarios para ejecutar la transmisión, siempre que este almacenamiento o copia automática no esté accesible al público en general y no se mantenga almacenado por más tiempo del razonablemente necesario para realizar la comunicación.

Artículo 85 N. Los prestadores de servicios de almacenamiento de datos de carácter temporal que se lleve a cabo mediante un proceso de almacenamiento automático, no serán considerados responsables de los datos almacenados a condición que el prestador:

a) Respete las condiciones de acceso de usuarios y las reglas relativas a la actualización del material almacenado establecidas por el proveedor del sitio de origen, salvo que dichas reglas sean usadas por éste para prevenir o dificultar injustificadamente el almacenamiento temporal a que se refiere este artículo;
b) No interfiera con la tecnología lícita, compatible y estandarizada utilizada en el sitio de origen para obtener información sobre el uso en línea del material almacenado, cuando la utilización de dichas tecnologías se realice de conformidad con la ley y sean compatibles con estándares de la industria ampliamente aceptados que señalará el reglamento;

c) No modifique su contenido en la transmisión a otros usuarios, y

d) Retire o inhabilite en forma expedita el acceso a material almacenado que haya sido retirado o al que se haya inhabilitado el acceso en su sitio de origen, cuando reciba una notificación de conformidad con el procedimiento establecido en el artículo 85 Q.

Artículo 85 Ñ. Los prestadores de servicios que a petición de un usuario almacenan, por sí o por intermedio de terceros, datos en su red o sistema, o que efectúan servicios de búsqueda, vinculación y/o referencia a un sitio en línea mediante herramientas de búsqueda de información, incluidos los hipervínculos y directorios, no serán considerados responsables de los datos almacenados o referidos a condición que el prestador:

a) No tenga conocimiento efectivo del carácter ilícito de los datos;

b) No reciba un beneficio económico directamente atribuible a la actividad infractora, en los casos en que tenga el derecho y la capacidad para controlar dicha actividad;

c) Designe públicamente un representante para recibir las notificaciones judiciales a que se refiere el inciso final, de la forma que determine el reglamento, y 

d) Retire o inhabilite en forma expedita el acceso al material almacenado de conformidad a lo dispuesto en el inciso siguiente. 

Se entenderá que el prestador de servicios tiene un conocimiento efectivo cuando un tribunal de justicia competente, conforme al procedimiento establecido en el artículo 85 Q, haya ordenado el retiro de los datos o el bloqueo del acceso a ellos y el prestador de servicios, estando notificado legalmente de dicha resolución, no cumpla de manera expedita con ella. 

Artículo 85 O. Para gozar de las limitaciones de responsabilidad establecidas en los artículos precedentes, los prestadores de servicios, además, deberán:

a) Haber adoptado una política que establezca de forma general las condiciones de término de contrato de aquellos usuarios infractores reincidentes, debiéndose encontrar a disposición de los usuarios en su sistema o red;

b) No interferir en las medidas tecnológicas de protección y de gestión de derechos de obras protegidas aprobadas de conformidad al procedimiento que establecerá el reglamento. En la aprobación de estas medidas se tendrá especial cuidado para evitar imponer costos significativos a los prestadores de servicios y cargas significativas a sus sistemas o redes, y 

c) No haber iniciado la transmisión, ni haber seleccionado el material o a sus destinatarios. Se exceptúa de esta obligación a los proveedores de servicios de búsqueda, vinculación y/o referencia a un sitio en línea mediante herramientas de búsqueda de información.

Artículo 85 P. Los prestadores de servicios referidos en los artículos precedentes no tendrán la obligación de supervisar los datos que transmitan, almacenen o referencien ni la obligación de realizar búsquedas activas de hechos o circunstancias que indiquen actividades ilícitas.

Lo establecido en el inciso anterior se comprenderá sin perjuicio de cualquier actividad que los tribunales ordinarios de justicia decreten para investigar, detectar y perseguir delitos o prácticas constitutivas de ejercicios abusivos de los derechos de autor o conexos reconocidos por esta ley.

Artículo 85 Q. Para las infracciones a los derechos reconocidos por esta ley cometidas en o por medio de redes o sistemas controlados u operados por o para prestadores de servicios, el titular de los respectivos derechos o su representante podrán solicitar como medida prejudicial o judicial las que se señalan en el artículo 85 R. Cuando las medidas se soliciten en carácter de prejudicial serán decretadas sin necesidad de notificación previa al supuesto infractor y sin necesidad de rendir caución. Esta solicitud será conocida por el juez de letras en lo civil del domicilio del prestador de servicios o por el tribunal penal del domicilio del prestador de servicios.
Para estos efectos, la solicitud, además de cumplir con los requisitos de los números 1°, 2° y 3° del artículo 254 del Código de Procedimiento Civil, deberá indicar claramente:

a) Los derechos supuestamente infringidos, con indicación precisa de la titularidad de éstos y la modalidad de la infracción;

b) El material infractor, y

c) La localización del material infractor en las redes o sistemas del prestador de servicios respectivo.

Cumplido lo dispuesto en el inciso anterior, el tribunal decretará, sin más trámite y dentro del plazo de 48 horas contados desde el ingreso de la solicitud al tribunal, el retiro o bloqueo de los contenidos infractores. Dicha resolución se notificará por cédula al prestador de servicios respectivo y por el estado diario al solicitante.

El proveedor de contenido afectado podrá, sin perjuicio de otros derechos, requerir al tribunal que decretó la orden que se deje sin efecto la medida de restricción de acceso o retiro de material. Para ello deberá presentar una solicitud que cumpla con los mismos requisitos señalados en el inciso segundo y deberá acompañar todo antecedente adicional que fundamente esta petición e implicará su aceptación expresa de la competencia del tribunal que está conociendo del asunto.

Este procedimiento y los incidentes que puedan suscitarse se tramitarán breve y sumariamente, y las apelaciones se concederán en el solo efecto devolutivo, gozando de preferencia para su conocimiento y vista por el tribunal de alzada.
Este procedimiento y los incidentes que pudieren suscitarse en la tramitación de un procedimiento penal, se tramitarán y resolverán conforme a lo dispuesto en los artículos 63 y siguientes del Código Procesal Penal.

Artículo 85 R. En los casos en que se hayan cumplido los requisitos generales del artículo 85 O y los requisitos establecidos en el artículo 85 M, respecto de las funciones de transmisión, enrutamiento o suministro, el tribunal sólo podrá disponer como medidas prejudiciales o judiciales las siguientes:

a) La terminación de cuentas determinadas de dicho prestador de servicio que sea claramente identificada por el solicitante de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo precedente, y

b) La adopción de medidas razonables para bloquear el acceso a un determinado sitio en línea que sea claramente identificado por el solicitante de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo precedente.

En los casos en que se hayan cumplido los requisitos generales del artículo 85 O y los requisitos especiales establecidos en los artículos 85 N y 85 Ñ, respecto de las funciones mencionadas en dichos artículos, el tribunal sólo podrá disponer como medidas prejudiciales o judiciales las siguientes:

a) El retiro o inhabilitación del acceso al material infractor que sea claramente identificado por el solicitante de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 86 Q;

b) La terminación de cuentas de usuarios determinadas de dicho prestador de servicio, que sean claramente identificadas por el solicitante de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 85 Q, y cuyo titular esté usando el sistema o red para realizar una actividad infractora a los derechos de autor y conexos, y

c) Otras medidas que el tribunal pueda considerar como necesarias para corregir la situación reclamada por el solicitante, a condición que estas medidas sean lo menos gravosas para el prestador del servicio, para los usuarios y para los suscriptores, comparadas con otras formas de reparación efectiva.

Todas estas medidas se dictarán con la debida consideración de la carga relativa para el prestador de servicios, para los usuarios y para los suscriptores, del eventual daño al titular del derecho de autor o conexos, de la factibilidad técnica y eficacia de la medida, y de la existencia de otras formas de observancia menos gravosas para asegurar el respeto del derecho que se reclama.

Estas medidas se decretarán previa notificación al prestador de servicios, de conformidad con los incisos tercero, cuarto y quinto del artículo 85 Q, con la excepción de los mandamientos judiciales que busquen asegurar la preservación de la evidencia o cuando se trate de otros mandamientos judiciales que se estime no tendrán un efecto real en la operación del sistema o red del prestador de servicios. 

Artículo 85 S. El tribunal competente, a requerimiento de los titulares de derechos que hayan iniciado el procedimiento establecido en el artículo precedente, podrá ordenar la entrega de la información que permita identificar al supuesto infractor por el prestador de servicios respectivo. El tratamiento de los datos así obtenidos se sujetará a lo dispuesto en la ley N°19.628, sobre protección de la vida privada.

Artículo 85 T. El que, a sabiendas, proporcione información falsa relativa a supuestas infracciones a los derechos reconocidos en esta ley, deberá indemnizar los daños causados a cualquier parte interesada, si estos daños son resultado de acciones que el proveedor de servicios de red tome en base a dicha información.

El prestador de servicio que voluntariamente o ante un requerimiento, de buena fe, retira, inhabilita o bloquea el acceso a material, basándose en una infracción aparente o presunta, estará exento de responsabilidad ante cualquier reclamo por esas acciones en la medida que, tratándose de material alojado en su sistema o red, notifique sin demora al proveedor del material, que se ha retirado, inhabilitado o bloqueado el acceso a éste; o, en el caso en que ante un requerimiento, el prestador de servicio notifique al requirente su negativa a retirar, inhabilitar o bloquear el acceso al material indicando su sometimiento a la jurisdicción del tribunal competente de su domicilio a menos que el requirente presente demanda ante el tribunal competente dentro de un plazo razonable.”.

10) Agrégase en el inciso segundo del artículo 92, entre las expresiones “que” y “los remanentes”, la siguiente frase: “hasta el 10% de lo recaudado y”.

11) Modifícase el artículo 100 de la siguiente forma:

1) Elimínase su inciso final.

2) Remplázanse sus incisos cuarto y quinto, por los siguientes:

“Las entidades de gestión podrán diferenciar las tarifas generales según categoría de usuario, pudiendo fijarse además planes tarifarios alternativos o tarifas especiales mediante la celebración de contratos con asociaciones de usuarios, a los cuales podrá optar cualquier usuario que se ubique dentro de la misma categoría. Las tarifas acordadas conforme a esta disposición deberán ser publicadas en el Diario Oficial.

Las tarifas correspondientes a usuarios con obligación de confeccionar planillas, de conformidad a la ley o a sus respectivos contratos de licenciamiento, deberán estructurarse de modo que la aplicación de ésta guarde relación con la utilización de las obras, interpretaciones o fonogramas de titulares representados por la entidad de gestión colectiva respectiva.

La falta de confección de la planilla o su confección incompleta o falsa, no dará derecho a la aplicación de lo dispuesto en el inciso anterior.

Salvo acuerdo en contrario, estarán obligados a confeccionar planillas de ejecución o listas de obras utilizadas, las empresas de entretenimiento que basen su actividad en la utilización de obras musicales y los organismos de radiodifusión, que señale el reglamento.

Lo dispuesto en este artículo no regirá respecto de la gestión de las obras literarias, dramáticas, dramático-musicales, coreográficas o pantomímicas, como, asimismo, respecto de aquellas utilizaciones a que se refiere el inciso segundo del artículo 21, a menos que la respectiva entidad realice gestión colectiva de los derechos de estas obras.”.

12) Agrégase el siguiente artículo 100 bis, nuevo:

“Artículo 100 bis.- No obstante lo establecido en el inciso tercero del artículo anterior, si una entidad de gestión fuese declarada dominante por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, las asociaciones con personalidad jurídica que representen a usuarios de derechos de autor o conexos, en el ámbito de explotación definido por dicho tribunal, que no hubiesen alcanzado un acuerdo con aquélla mediante negociación, podrán someter la controversia a un arbitraje forzoso.

El tribunal arbitral estará integrado por tres miembros, uno nombrado por la parte impugnante, otro por la entidad de gestión y un tercero de común acuerdo por las partes y, a falta de acuerdo o en ausencia de nombramiento por una de las partes, la o las designaciones serán realizadas por el juez de letras en lo civil competente, el que deberá sujetarse al procedimiento de designación de peritos establecido en el Código de Procedimiento Civil, sin que las partes puedan oponerse a la designación.

El ámbito de competencia del tribunal arbitral será establecido en la resolución en que éste sea designado, en el caso que su designación sea judicial, o bien, en el instrumento en que las partes acuerden la constitución del tribunal.

El tribunal deberá fijar fecha para la audiencia de las partes, el mecanismo de notificación que utilizará para poner en conocimiento de las partes las resoluciones o decisiones que adopte, y sus normas y procedimientos, debiendo contemplar, en todo caso, la audiencia de las partes, los mecanismos para recibir las pruebas y antecedentes que éstas aporten y el modo en que se le formularán las solicitudes.

Las partes deben aportar en la primera audiencia sus respectivas propuestas de tarifas en sobre cerrado, junto a las pruebas y antecedentes que las sustentan.

Para resolver el arbitraje deberán considerarse, entre otros criterios, la categoría del usuario, el beneficio pecuniario obtenido por los usuarios de esa categoría en la explotación del repertorio de la entidad, la importancia del repertorio en el desarrollo de la actividad de los usuarios de esa categoría y las tarifas anteriores convenidas por las partes o resueltas por un proceso anterior.

En el curso del procedimiento arbitral, el tribunal arbitral podrá llamar a las partes a conciliación, si estimare que existen coincidencias relevantes que hagan aconsejable dicho trámite.

Asimismo, durante el procedimiento arbitral las partes podrán llegar a acuerdo, poniéndose término al procedimiento por la sola presentación del convenio de tarifas alcanzado. En este último caso, dicho convenio tendrá el valor de sentencia del tribunal arbitral.

El tribunal arbitral al dictar sentencia, deberá limitarse a optar única y exclusivamente entre una de las dos tarifas propuestas por las partes, la que tendrá carácter vinculante y ejecutivo para las partes, y constituirá un plan tarifario alternativo para quienes dentro de la categoría no participaron en el litigio.

En cualquier caso, en el ámbito de explotación en que se pronuncie la sentencia del tribunal arbitral, la tarifa adoptada no podrá ser modificada por la entidad de gestión respectiva ni someterse a un nuevo arbitraje en un plazo de dos años.

El tribunal arbitral deberá dictar su fallo dentro de un plazo de 60 días contados desde su constitución. En contra de la sentencia arbitral, se podrán interponer los recursos de apelación y de casación en la forma, de acuerdo a lo previsto en el artículo 239 del Código Orgánico de Tribunales. El recurso de apelación procederá en el solo efecto devolutivo.

Procederá también contra la sentencia del tribunal arbitral, el recurso de rectificación, aclaración o enmienda con el solo efecto de precisar las condiciones necesarias para una mejor aplicación de la tarifa que resulte elegida por el tribunal, sin alterar las condiciones sustantivas de la misma, el cual podrá ser interpuesto dentro del plazo de tres días contados desde su notificación.

Las costas del proceso serán solventadas por aquella parte cuya propuesta de tarifas resultare desechada por el tribunal.

Durante el proceso de arbitraje, los usuarios podrán utilizar el repertorio de la sociedad de gestión colectiva cuyas tarifas fueron controvertidas, pagando las tarifas establecidas por la entidad de gestión. La diferencia que resulte entre la tarifa pagada y la definitiva dará origen a reliquidaciones que serán determinadas en el fallo arbitral.”.

Artículo 2°.- Derógase el artículo 12 de la ley N° 19.227, que crea el Fondo Nacional de Fomento del Libro y la Lectura.

Artículo 3°.- Sustitúyense los actuales incisos segundo y tercero del artículo 11 de la ley N° 19.227, por el siguiente inciso segundo:

“Igualmente, se castigará conforme a las penas establecidas en el artículo 79 de la ley N° 17.336 al que utilice procedimientos engañosos o fraudulentos para acceder indebidamente a los beneficios que otorga esta ley.”.”.

- - -

Acordado en las sesiones celebradas los días 31 de octubre, 6, 7, 14, 19, 20 de noviembre y 5 de diciembre de 2007, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Mariano Ruiz-Esquide Jara (Presidente), Carlos Cantero Ojeda, Andrés Chadwick Piñera, Alejandro Navarro Brain (Pedro Muñoz Aburto, Jaime Naranjo Ortiz) y Ricardo Núñez Muñoz.


Sala de la Comisión, a 5 de diciembre de 2007.

(Fdo.): MARÍA ISABEL DAMILANO PADILLA, Secretario
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES BIANCHI Y VÁSQUEZ, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE OBLIGA A CREAR UNA ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES DE CARÁCTER PÚBLICO

(5729-13)

Honorable Senado:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE IMPONE AL ESTADO LA CREACION DE UNA ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES PUBLICA.

Recientemente se ha dado al interior de la discusión del proyecto de ley  que  perfecciona el sistema previsional un intenso debate sobre la forma en que se puede promover mayor competencia en el mercado de las Administradoras de Fondos de pensiones.

Esta preocupación viene dada especialmente porque la alta concentración existente en la actualidad que ha tenido como principal consecuencia el desmedido cobro de comisiones por parte de las AFP, provocando con ello una importante merma en los fondos de los afiliados y con ello una considerable baja en las pensiones que estos reciben al momento de jubilarse.

El gobierno en forma correcta ha querido enfrentar esta situación, de clara concentración económica.

Para ello ha propuesto la inclusión  de  un articulado  en el proyecto de ley que perfecciona el sistema previsional, que permitía el ingreso de los bancos al negocio de la Administración de Fondos de Pensiones.  

Dicha propuesta del Gobierno estaba orientada fundamentalmente a la creación de una AFP estatal a través del Banco Estado, ademas de  permitir el ingreso de nuevos actores al sistema como son las instituciones bancarias.

La propuesta del Gobierno tiene dos componentes bastante diferentes y que es menester distinguir a la hora de considerar la situación existente hoy en nuestro país.

No cabe duda que hoy en día el cobro de comisiones por parte del  las AFP redunda en una injusta afectación y disminución de los Fondos que las personas con gran dificultad y detrimento par a su presupuestos familiares logran acumular durante su vida laboral, el mercado de las AFP esta indudable y gravemente  concentrado, siendo el cobo de comisiones abusivas una de las  peores consecuencias que esto trae.

No obstante lo anterior, la solución de permitir el ingreso de la Banca y la creación de una AFP estatal a través del Banco Estado, no nos ha parecido la mejor solución al problema propuesto. En primer lugar la Banca ha demostrado una conducta frente a sus usuarios  no muy diferente a la que tienen  las AFP. La Banca según estudios recientes, cobra comisiones  incluso mas a abusivas que las AFP, de hecho el Senador Bianchi ha presentado un proyecto de ley que modifica la ley general de bancos, de manera de poder regular de alguna manera el cobro de estas comisiones. Además la Banca históricamente ha demostrado conductas claras hacia la concentración y la acción concertada entre los distintos actores por lo que seguramente su ingreso a este nuevo negocio solo incrementara su poder y por ende solo traerá mayor concentración en la industria de las AFP.

Sobre la intención de la creación de una AFP estatal la consideración que debe hacerse es diferente. 

En primer lugar El Banco Estado hoy en día no es un Banco  con las características de cobertura social y alternativo a los demás bancos de la plaza, por lo que dista muy lejos de tener  las características  que una entidad estatal  requiere para justificar su existencia con fines sociales. 

En segundo lugar cabe hacer frente a la necesidad de una “verdadera” AFP estatal. 

Si  nos vamos a la Constitución Política, podemos constatar  que ésta a diferencia de otras áreas sociales,  no es clara en cuanto a la exigencia de la existencia de una institución Estatal en materia de pensiones, a diferencia de otras áreas como la salud o la Educación en donde si hay un texto  claro al respecto.

En materia de educación el articulo 19 numero 10 de nuestra de la Constitución Política al consagrar el derecho a la Educación prescribe que :

“Para el Estado es obligatorio promover la educación parvularia y garantizar el acceso gratuito y el financiamiento fiscal al segundo nivel de transición, sin que éste constituya requisito para el ingreso a la educación básica. 

La educación básica y la educación media son obligatorias, debiendo el Estado financiar un sistema gratuito con tal objeto, destinado a asegurar el acceso a ellas de toda la población. En el caso de la educación media este sistema, en conformidad a la ley, se extenderá hasta cumplir los 21 años de edad. 

Corresponderá al Estado, asimismo, fomentar el desarrollo de la educación en todos sus niveles; estimular la investigación científica y tecnológica, la creación artística y la protección e incremento del patrimonio cultural de la Nación”

Como podemos  apreciar del articulado recién citado la Constitución es claro en cuanto a exigir una participación activa por parte del Estado en materia educacional, debiendo financiar un sistema gratuito destinado a asegurar el acceso a ella de toda la población. Esto se ve concretado en la existencia de una educación Municipal y en una educación particular subvencionada que dan una alternativa a nuestra población en materia educacional, aunque sabemos que dicha “alternativa” dista bastante de ser lo suficientemente efectiva hoy en día. 

En el ámbito de la salud la Constitución es igualmente clara en cuanto a los deberes del Estado en esta materia, prescribe el número 9 del artículo 19 de la Constitución lo que sigue: 

“Es deber preferente del Estado garantizar la ejecución de las acciones de salud, sea que se presten a través de instituciones públicas o privadas, en la forma y condiciones que determine la ley, la que podrá establecer cotizaciones obligatorias.”

Dicha clara exigencia se ve concretada en la existencia de un complejo y amplio  sistema público de salud, que incluye la existencia de hospitales públicos, un plan de cobertura de patologías y enfermedades denominado “PLAN AUGE” y la existencia del Fondo nacional de salud o FONASA.

Si revisamos ahora las exigencias impuestas por la Constitución  para el Estado en materia de cobertura de pensiones esta es claramente distinta, mas ambigua y mucho menos exigente, el articulo 19 numero 18 de la Constitución señala que:

“La acción del Estado estará dirigida a garantizar el acceso de todos los habitantes al goce de prestaciones básicas uniformes, sea que se otorguen a través de instituciones públicas o privadas. La ley podrá establecer cotizaciones obligatorias. 
El Estado supervigilará el adecuado ejercicio del derecho a la seguridad social”

Como podemos apreciar en esta materia la Constitución difiere a los términos expresados para  las áreas como son la salud y la educación, quedándole solo una labor de supervigilancia y de garante, pero no de activo participe en esta importante área social.

Es por esto que con creemos necesario proponer una reforma a este numeral de nuestra Constitución recientemente citado de manera de equiparar las obligaciones del Estado en materia de pensiones a las que actualmente tiene en salud y educación, de esta manera se despejara cualquier duda o discusión en torno a la necesidad de la existencia de una Administradora de Fondo de Pensiones de carácter estatal y con las características de fin social que necesariamente debe poseer una institución de tales características, siendo necesario ahora solo cumplir con dicha obligación mediante el diseño de una institución que de cumplimiento a lo impuesto en forma obligatoria por la Constitución.

Por las razones anteriores es que vengo en presentar el siguiente:
Proyecto de Reforma Constitucional:

Articulo Único: Sustitúyase el número 18 del artículo 19 de la Constitución Política de la Republica por el siguiente articulo 19 número 18 nuevo:
18º.-El derecho a la seguridad social. 
Las leyes que regulen el ejercicio de este derecho serán de quórum calificado. 
La acción del Estado estará dirigida a garantizar el acceso de todos los habitantes al goce de prestaciones básicas uniformes, sea que se otorguen a través de instituciones públicas o privadas. El Estado deberá contar con una Administradora de Fondos de Pensiones de carácter  publico .

La ley podrá establecer cotizaciones obligatorias.

El Estado supervigilará el adecuado ejercicio del derecho a la seguridad social;
(Fdo.): CARLOS BIANCHI CHELECH, SENADOR.- GUILLERMO VÁSQUEZ ÚBEDA, SENADOR.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ADICIONA RECURSOS AL FONDO DE ESTABILIZACIÓN DE PRECIOS DE COMBUSTIBLES DERIVADOS DEL PETRÓLEO, ESTABLECIDO EN LA LEY Nº 20.063

(5721-05)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros acerca del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, originado en Mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

A la sesión en que vuestra Comisión  consideró esta iniciativa legal asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Carlos Ignacio Kuschel y Juan Pablo Letelier.





En representación del Ejecutivo concurrieron, del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Andrés Velasco; el Coordinador de Asesores, señor Luis Felipe Céspedes; y de la Dirección de Presupuestos de de dicha cartera, el Jefe de Programación Financiera, señor Matías Bernier, y el Subdirector de Racionalización y Función Pública, señor Julio Valladares.
- - -




Cabe señalar que, por tratarse de un proyecto que consta de un artículo único, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, vuestra Comisión de Hacienda discutió la iniciativa en general y en particular a la vez. 


- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO





Adicionar recursos al mecanismo de estabilización de los precios de combustibles derivados del Petróleo, establecido en la Ley Nº 20.063, que crea el fondo de estabilización de precios de combustibles derivados del petróleo.

- - -

ANTECEDENTES

El Mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República señala que el mecanismo de estabilización de los precios de combustibles derivados del petróleo, creado por la ley N° 20.063, ha permitido reducir la volatilidad de los precios de combustibles en el mercado nacional, evitando de tal manera que eventos transitorios en los mercados internacionales generen excesivas variaciones en los precios domésticos.

Agrega que, como se ha explicado con ocasión de la propia ley N° 20.063 y sus modificaciones posteriores, leyes N° 20.115 y 20.197, este mecanismo compara el precio de paridad de importación por combustible con un precio de referencia construido a partir de dos componentes: el promedio móvil del precio del crudo de petróleo y el promedio móvil del diferencial de refinación, que es el margen existente entre el precio del crudo de petróleo y el precio del combustible refinado que se transa en el mercado internacional. De esta manera, el mecanismo permite mitigar de manera focalizada eventos relacionados con el petróleo crudo que puedan afectar el precio final del combustible en el mercado local, así como eventos en el diferencial de refinación que puedan tener este mismo efecto.

Destaca, asimismo, que durante los últimos años los mercados internacionales han experimentado, por diversas causas, importantes oscilaciones, tanto en los precios del petróleo crudo como en el margen de refinación. El hecho de haber contado oportunamente con este mecanismo ha permitido reducir sensiblemente el efecto de tales oscilaciones en el mercado nacional.

De acuerdo con lo expuesto, durante el último año se ha visto un incremento sistemático en el precio internacional del petróleo crudo, lo que se ha agudizado especialmente en los últimos seis meses.

En el mismo periodo, se ha observado un incremento importante en las importaciones de petróleo diesel destinadas a satisfacer la demanda energética. 

Los eventos antes descritos han significado que el mecanismo ha operado a plena capacidad en meses recientes, consumiendo parte importante de los recursos originalmente contemplados para tres años. En este contexto, como muestra de la preocupación constante del  Gobierno por implementar mecanismos que permitan reducir los efectos que generan las fluctuaciones de precios de los combustibles, en el presente proyecto de ley se propone adicionar recursos al mecanismo de estabilización, que permitan viabilizar su funcionamiento en el periodo indicado ante el nuevo escenario experimentado en los últimos meses, y así generar los beneficios sociales antes descritos.

En mérito de lo reseñado, el proyecto en análisis propone permitir la adición de recursos adicionales al mecanismo, otorgándole la facultad al Ministro de Hacienda para realizar transferencias desde el Fondo de Estabilización Económica y Social, al Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles Derivados del Petróleo, hasta por el monto de recursos que sean necesarios para su adecuada operación durante la vigencia del mismo, con un tope de US$ 200 millones.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Ministro de Hacienda, señor Andrés Velasco, explicó que el mecanismo al que la presente iniciativa alude, opera mediante el denominado Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles Derivados del Petróleo (FEPCO), cuyo objetivo es el de estabilizar el precio de paridad de importación (precio internacional) respecto de un precio de largo plazo, llamado precio de referencia, de modo de hacer frente a la alta volatilidad actual en el precio del petróleo, que también ha repercutido en nuestro país.





Para ello, según sea el caso, se otorga un crédito a la primera venta o importación, cuando el precio de paridad está por sobre el precio de referencia, o se establece un impuesto a la primera venta o importación, cuando el precio de paridad está por debajo del precio de referencia.





El siguiente gráfico, señaló, ilustra sobre los efectos del Fondo sobre el precio de las gasolinas. 
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Los beneficios del FEPCO, añadió, han de traducirse en, por una parte, mayor confianza a las familias y las empresas respecto de los precios de combustibles, aislándolas en lo posible de grandes oscilaciones que impactan sus presupuestos y reducen su bienestar. Y, por otra, en una menor presión inflacionaria que se generaría por aumentos sorpresivos en los precios de los combustibles.

Resaltó, al efecto, los resultados del FEPCO durante el año 2007:
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Reseñó, enseguida, el estado del Fondo, cuya utilización reciente a plena capacidad ha significado una reducción significativa de los recursos disponibles para la estabilización (saldo al 31 de diciembre de 2007 de US$ 17,4 millones, y al 11 de Enero de 2008 de US$ 13,2 millones), situación que, atendidos los actuales niveles de recursos, redunda en que la estabilización que se puede realizar es sólo parcial.

Por lo expuesto, prosiguió, se ha considerado necesario inyectar US$ 200 millones para mitigar los efectos de factores de riesgos que se visualizan, a saber, bruscas alzas, posiblemente transitorias, derivadas de eventos climáticos o tensiones geopolíticas; alta incertidumbre en precios futuros por posible recesión en Estados Unidos y su impacto sobre el resto del mundo; y efecto inflacionario de altos precios de los combustibles en Chile.





Con dichos recursos, finalizó su exposición el Ministro, los resultados esperados son:

- Una mayor estabilización de los precios de los combustibles. 

- Que, producto de la operatoria del fondo con nuevos recursos, se generen créditos por al menos $40 en el caso de la gasolina. El monto preciso dependerá del valor del dólar y del precio del petróleo.

- Reducción de presiones inflacionarias en el corto plazo y de incertidumbre inflacionaria en plazos mayores. 





A continuación, el Honorable Senador señor García consultó, por una parte, por qué se optó por este mecanismo y no, derechamente, por una disminución del impuesto a los combustibles; y por otra, acerca de la procedencia de los US$ 200 millones.





El Ministro de Hacienda manifestó que, en la coyuntura actual, con el precio del petróleo encumbrado y proyectado a los próximos noventa días a, aproximadamente, US$ 95 el barril, y considerando los cambios en la inflación del país, el Gobierno ha estimado que el mecanismo propuesto es el que más adecuadamente permite morigerar las alzas de los precios de los combustibles. Así es posible atender la premura actual, sin perjuicio de que se evalúe, como efectivamente ocurre, la posibilidad señalada por Su Señoría.





Agregó, a su vez, que los recursos mencionados se sacan desde el Fondo de Estabilización Económica y Social, para ser transferidos al FEPCO.





Ante las consultas formuladas por el Honorable Senador señor Novoa, el Ministro de Hacienda explicó que el monto del subsidio no depende del monto que se ha considerado transferir desde un Fondo al otro, toda vez que el tamaño del subsidio, o del impuesto, en su caso, estará dado por la paridad de referencia que considera el precio internacional con el precio de largo plazo esperado para el petróleo. Así, cuando el FEPCO está a niveles muy bajos (entendiéndose por tal cuando no alcanza para cubrir un período de doce semanas), disminuye automáticamente el subsidio.





Aclaró, enseguida, que no se trata de un subsidio con carácter permanente, pues si el precio de mercado se mantiene alto, con el tiempo el precio de largo plazo va a alcanzarlo. 





Señaló, además, que el mecanismo en análisis es fiscalmente neutro, pues conoce de períodos en los que hay crédito y de otros en los que hay impuesto, y opera, como se ha dicho, sobre la base contable de transferir recursos desde un Fondo al otro. En consecuencia, no representa gasto.





El Jefe de Programación Financiera del Ministerio de Hacienda, señor Matías Bernier, acotó que, en todo caso, lo que debe ocurrir es que al Fondo de Estabilización Económica y Social le sean devueltos los recursos que va a transferir.





El Honorable Senador señor Letelier consultó si los fondos que se transfieren son en dólares o en pesos.





El Coordinador de Asesores del Ministerio de Hacienda, señor Luis Felipe Céspedes, expuso que la Ley de Presupuestos en vigor autoriza al FISCO a endeudarse en el mercado local hasta por US$ 2.200 millones. Es a esa capacidad, precisamente, a la que se está apelando en estos momentos para financiar diversos mecanismos, entre ellos, el contenido en el presente proyecto.





El Honorable Senador señor Ominami precisó que la transferencia de recursos contenida en la iniciativa es de “hasta” US$ 200 millones, de manera que no significa que la totalidad de ellos vayan a ser gastados, cuestión que sólo se dilucidará de acuerdo al comportamiento de los mercados.   




Al efecto, el Jefe de Programación Financiera del Ministerio de Hacienda agregó que, sin haber una estimación precisa del tiempo de inversión de los recursos, a lo que se aspira es a que el FEPCO pueda ser sustentable en el tiempo. Y para eso es que se ha estimado que una cifra razonable es la de US$200 millones.





El Honorable Senador señor Sabag señaló que lo que debe ocurrir es que el crédito que se está otorgando con el aporte estatal, se recuperará cuando, si los precios del petróleo disminuyen, se gatille el impuesto que permitirá compensar los montos.





Ante una consulta del Honorable Senador señor Kuschel, los representantes del Ejecutivo reiteraron que el presente ha demostrado ser un instrumento muy eficaz para reducir la volatilidad de los precios del petróleo.




El Jefe de Programación Financiera del Ministerio de Hacienda precisó, ante una intervención del Honorable Senador señor García, que Chile no cuenta con convenios especiales para la compra del petróleo, de manera que se accede a él a través de los mercados comunes.





Puesto en votación el proyecto, fue aprobado, en general y en particular, con los votos afirmativos de los Honorables Senadores señores Escalona, García, Ominami y Sabag, y la abstención del Honorable Senador señor Novoa. 
- - -

INFORME FINANCIERO





El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 14 de enero de 2008, señala, de modo textual, lo siguiente:

“1.- El proyecto de ley tiene como objetivo adicionar recursos al Fondo mediante el cual opera el mecanismo de estabilización de precios de combustibles derivados del petróleo establecido en la ley Nº 20.063, y sus modificaciones posteriores.

2.- El presente proyecto faculta al Ministro de Hacienda a transferir recursos al Fondo, hasta el equivalente a US$ 200 millones, provenientes del Fondo de Estabilización Económica y Social.

3.- Dicha transferencia de recursos, representarán gasto fiscal sino hasta el otorgamiento efectivo de créditos a la primera venta o importación, en aquellos casos que establece el mecanismo.

4.- Cabe señalar que así como el mecanismo contempla el otorgamiento de créditos, también puede generar eventuales impuestos a beneficio fiscal que incrementarán el Fondo.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En mérito de las consideraciones anteriores, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fuera despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:



"Artículo único.- Agrégase en el artículo 5° de la ley N° 20.063, el siguiente inciso final, nuevo:



“Facúltase al Ministro de Hacienda para incrementar el Fondo en US$ 200 millones, mediante una o más transferencias de recursos existentes en el Fondo de Estabilización Económica y Social, creado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2007, del Ministerio de Hacienda.”.”.

- - -


Acordado en sesión realizada el día 16 de enero de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina (Presidente), José García Ruminot, Jovino Novoa Vásquez, Carlos Ominami Pascual  y Hosaín Sabag Castillo. 

Sala de la Comisión, a 16 de enero de 2008.

(Fdo.): ROBERTO BUSTOS LATORRE, Secretario 
� El Acuerdo General de Comercio de Servicios (AGCS) define cuatro modalidades de Exportación, esta es una de las características que marca diferencia entre el Comercio de Servicios y el de Bienes. 


� HYPERLINK "javascript:ol('http://www.chilexportaservicios.cl/ces/ComoExportarServicios/ProcesoExportador/Modo1ComercioTransfronterizo/tabid/2310/Default.aspx');" �Modo 1: Comercio Transfronterizo �


� HYPERLINK "javascript:ol('http://www.chilexportaservicios.cl/ces/ComoExportarServicios/ProcesoExportador/Modo2MovimientodelConsumidor/tabid/2307/Default.aspx');" �Modo 2: Movimiento del Consumidor �


� HYPERLINK "javascript:ol('http://www.chilexportaservicios.cl/ces/ComoExportarServicios/ProcesoExportador/MODO3PRESENCIACOMERCIAL/tabid/2308/Default.aspx');" �Modo 3: Presencia Comercial �


� HYPERLINK "javascript:ol('http://www.chilexportaservicios.cl/ces/ComoExportarServicios/ProcesoExportador/Modo4MovimientodelProveedor/tabid/2309/Default.aspx');" �Modo 4: Movimiento del Proveedor  �





